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1 . La tesis que se somete a la consideration del 
Tribunal, actualizada a 31 de diciembre de 1981, viene con- 
dicionada por una premise bâsica: se trata de un anàlisis de 
los Convenios de doble imposition que Espana tiene susçritos 
ton diverses p a i s e s . Dichos Conveniez presentan una gama de 
modalidades. Ademâs de los que regulan los impuestos sobre la 
renta y sobre el patrimonio, de manera general, estàn los es- 
pecificos sobre la navegacion maritime y/o aérea, y los que 
tratan de los impuestos que graven las herencias.Esta trilo- 
gia de Tratados es la que se estudia a n a l i t i c a m e n t e .Se d e s ­
cente la "fiscalidad conventional international", de espec- 
tro mas genérico , y las que, de forma mas amplia podrian de- 
nominarse "relaciones fiscales i n t ernationales".Aquélla por- 
que comprendiendo todos los pactos, acuerdos o convenios in­
ternationales que Espana ha suscrito, su objeto inmediato no 
es la fiscalidad en si, sino otros temas de los que ésta no 
es sino simple anadido.Y éstas , porque su anàlisis inplicaria 
considérer todas las normes que teniendo facetas ton proyec- 
cion international (v.gr. los preceptos que en nuestra l é gis­
lation interna regulan el âmbito territorial de un impuesto) 
su origen no es conventional sino unilateral.
2. El circunscribir el estudio al anàlisis de los 
Convenios citados se vincula a la filosofia misma del e m p e n o . 
Se trata de efectuar, en relation ton la doble imposition in­
ternational, un comentario actualizado util ,pràctico y, a su 
vez, relativamente conciso. A c t ualizado,porqUe se contempla 
la totalidad de los Convenios, ratificados o firmados. Util, 
porque sin dispersarse en disquisiciones personales excesiva- 
mente t e ô r i c a s ,efectûa una interpretation précisa y concreta 
clarificando la obscuridad y abstraction que frecuentemente
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método sintético, consistente en la exégesis individualizada y 
per order numérico de cada uno de los preceptos que integran 
el Modelo de 1977, pero incorporando y destacando, en apartado 
independiente, las especialidades propias de nuestros Convenios.
De esta forma, el comentario de cada precepto no solo refleja 
la évolution de la fiscalidad conventional espanola de acuerdo 
ton la adscripciôn cronolôgica y los rasgos caracteristicos de 
los Tratados en cada tipo de rentas, sino también los puntos 
necesitados de revision en aquellos supuestos en que el C o n v e ­
nio ha quedado desfasado por razones politisas, técnicas o é c o ­
nomisas. El optar por el Modelo de 1977 en vez del de 1963, a 
pesar de que la mayoria de los Convenios espanoles se han sus­
crito bajo la vigencia de éste, obedece a una razôn obvia: la 
actualidad que supone el texto de 1977 al que el Comité de Asun- 
tos Fiscales de la OCDE ha incorporado, n o r m a t i z â n d o l a s , las 
cuestiones que el texto anterior no suscitaba,no resolvia o de- 
jaba parcialmente resueltas.
En la Seccion 2^ se estudian las disposiciones 
r e g l a m e n t a r i a s , générales y especificas, dictadas en aplicacion 
de los Tratados de doble imposition sobre la renta y el p a t r i m o ­
nio de carâcter general. La exégesis de las Ordenes Ministeria- 
les dictadas en desarrollo de alguno de estes Convenios, en re ­
lation ton los articules sobre dividendes, intereses y cànones, 
se efectua de modo conjunto, dada su uniformidad expositiva, re- 
saltàndose los problemas de coordination que ha supuesto la R e ­
forma Fiscal espanola de 1978. El comentario de las normas g é n é ­
rales, por referirse a temas dispares, se efectua independiente- 
mente .
La Seccion 3- integra el anàlisis de los Conveniez 
sobre las Herencias. A diferencia de los que versan sobre la r e n ­
ta y el patrimonio, aquellos ofrecen caracteristicas particulares 
por las circunstancias que los han motivado y por no haberse 
ajustado a un Modelo que les haya servido de . r e f e r e n d a  y pauta;
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el'vigente es de 1 9 6 6 .Estes dates , el hecho de que la actual 
Reforma Fiscal espanola prevea cambios en el Impuesto sobre 
Sucesiones e introduzca el Impuesto sobre el Patrimonio, y que 
el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE esté a, punto de apro- 
bar el Modelo de 1982 sobre Sucesiones y Donaciones, justifica 
la brevedad del comentario realizado. La similitud de textes 
de los Tratados espanoles vigentes y su idéntico sistema e x p o ­
sitive determinan, sin embargo un esquema analitico conjunto.
4. La uniformidad expositiva basada en el anàlisis 
de cada m a t eria tal como se régula en el correspondiente art i ­
cule del Modelo de 1977, quiebra en supuestos muy concretes por 
la especialidad de la renta o por exigencias del sistema de or- 
denacion establecido. El arts 8 incorpora ademàs del comentario 
del precepto que en cada Convenio se refiere a la navegacion, el 
de todas aquellas normas que, contenidas en otros instrumentes 
juridicos, configuran el régimen fiscal de tal actividad , y cu- 
ya omisiôn hubiera supuesto una laguna i m p e r d o n a b l e . De acuerdo 
con tal criterio se incluyen aqui los Conveniez de doble i m p o s i ­
ciôn de carâcter especial, las Ordenes M i n i s teriales dictadas 
en régimen de reciprocidad y los Conveniez de Transporte Aéreo 
Comercial; disposiciones que, todas ellas y cada una en su àm- 
bito, han contribuido a estructurar los perfiles j u r i d i c o - f i s c a ­
les de la navegacion marit i m a  y aérea.El art^ 1 2 , incluye el 
anàlisis del "Convenio Multilateral para evitar la doble i m p o s i ­
ciôn de las regalias por derechos de autor"; tema éste que, por 
su incidencia en los intercambios culturales y, por tante, en el 
desarrollo de los pueblos, ha adquirido importancia indudable.
El artg 20, referido a estudiantes, amplia su àmbito a "profeso- 
res e i n v e s t i g a d o r e s "; de esta forma la ensenanza, en sus face- 
tas activa y pasiva, obtiene el tratamiento adecuado. El hecho 
de que la casi totalidad de nuestros Conveniez recojan un p r e c e p ­
to relative a'les que imparten la ensenanza o asumen la funciôn 
i n v e s t i g a d o r a , justifica tal extensiôn. Por ultime, el art^ 21
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ademâs del concepto genérico "otras rentas", integra los "agentes 
mediadores". El tratarse de actividades no recogidas especifica­
mente en otro precepto , el que éste constituya un âmbito residual 
y que sea el lugar menos inadecuado para tal inclusion, avalan el 
criteria adoptado.
5. Circunstancias que puedaisuscitar interrogantes son, 
que la bibliografia recogida es esencialmente espanola, y que las 
referencias jurisprudenciales son, prâcticamente , inexistences.
Lo primero, y sin perjuicio de reconocer la valia de los tratadis- 
tas e instituciones extranjeros, obedece a la filosofia y âmbito 
inspiradores de la Tesis . Se trata de un trabajo sobre un tema 
espahol c o n c r e t e , relative a una materia tan sugestiva, tan descono- 
cida y, a veces, tan injustamente relegada como la doble imposiciôn, 
a pesar de ser cauce donde confluyen diverses ramas del Derecho.Pero 
el que su perspective sea estrictamente espanola no supone la inva- 
lidaciôn de los temas y planteamientos generates.
La inexistencia de referencias jurisprudenciales o b e d e ­
ce a un hecho real ; la ausencia casi absoluta de resoluciones de 
Tribunales que traten de temas vinculados o relatives a la doble 
imposiciôn. Las existences, amén de su antigüedad, aluden todas 
ellas al sistema de "cifra relative de négociés", régimen éste de 
determinaciôn de bénéficiés que , superado como consecuencia de la 
proyecciôn internacional espanola, fué suprimido por la Ley de R e for­
ma del Sistema Tributario de 1964. La jurisprudencia administrative 
emanada del Ministerio de Hacienda tampoco se r e c o g e . Su carâcter 
particular, resolutorio de problemas empresariales de âmbito muy re- 
ducido, y el criterio divergente que, en ocasiones, p l a s m an,conse­
cuencia de la diâspora orgânica y funcional que ha acompahado la 
temâtica fiscal internacional, aconsejan su exclusion.
Ville d'Avray (Francia) 31 diciembre
de 1981.
C A P I T U L O  I
LAS RELACIONES FISCALES INTERNACIONALES 
CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICION.
LA REALIDAD ESPANOLA.
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LAS RELACIONES FISCALES INTERNACIONALES ;CONVENIOS
DE DOBLE IMPOSICION.
Las relaciones internacionales constituyen un hecho in- 
c u e s t i o n a b l e . Ni las personas ni los Estados pueden vi- 
vir aislados en si mismos. Los deseos de proyecciôn uni­
versal no son modas pasajeras, sino necesidades impues- 
tas por el ritmo vital. La intercomunicaciôn supranatio­
nal es la conclusion logica de unas premisas i n d i s c u t i b l e s . 
En la actualidad personas, comunidades y organizaciones de 
toda indole superan el ambito reducido de un continente, 
Estado, region, provincia o municipio para abocar a solu- 
ciones mas amplias y o m n i c o m p r e n s i v a s . En este contexte, ha 
sido lo economico el campo en el que las vinculaciones y 
contactes han sido mas extensos e intenses. El dinamismo 
de la vida moderna, caracterizado por la movilidad de las 
personas y la transferencia internacional de capitales, ha 
adquirido tal preponderancia y relieve que los Estados m o ­
dernes, sorprendidos por la pujanza y vitalidad de estes 
fenômenos, se han visto obligados a arbitrar las medidas 
que favorezcan , o al menos no o b s t a c u l i c e n , el desarrollo 
impetuoso de dichas realidades. Dentro del conjunto de ta­
ies medidas, el sistema tributario ha" desempehado un papel 
de primer orden. En un estadio en que el contexte socioeco- 
nômico aparece centrado en si mismo, el legislador fiscal, 
no percatado de la transcendencia internacional de las nor­
mas tributarias , establece unos gravâmenes eminentemente 
territoriales, cuyas i m p l i c a c i o n e s , fuera del âmbito geo- 
grâfico de la naciôn, son nulas o muy escasas. Sin embargo
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cuando la proyecciôn internacional de personas y capitales 
se hace realidad, y varias soberanias tributarias se consi- 
deran legitimadas para gravar unas mismas rentas, es impres- 
cindible que el legislador ordene esta conjunciôn de poderes 
mediante un sistema armônico de tributes y adecuadas normas 
jurisdiccionales a fin de evitar la doble imposiciôn que, en 
otro case, podria incidir sobre aquélla (1 ).Entre los dates 
ponderados, antes de efectuar una inversiôn internacional, 
ocupa lugar destacado, amén de los factores clàsicos (v.g. 
facilidad de c o n t r a t a c i ô n .de mano de obra, existencia de p ri­
meras materias, r epatriaciôn de bénéficiés, etc), el régimen 
fiscal que incide sobre las operaciones comerciales, i n d u stria­
les o financieras exteriorso y, consecuentemente, los bénéficiés 
a obtener (2 ).
2. Dentro de la amplia gama de medidas utilizadas para evitar o 
paliar la doble imposiciôn, estàn las normas de carâcter u n i ­
lateral, bilateral y multilateral. Las primeras , son las d i c ­
tadas por un Estado en virtud de su potestad tributaria y tie- 
nen mena proyecciôn interna. Las bilatérales, constituyen un 
estadio mâs adelantado, con trascendencia internacional; se corn 
Cretan en los Convenios de Doble Imposiciôn (3).Un escalôn su­
perior lo integran los Convenios multilatérales, en éstos los
(1) Sobre la temâtica, en general, cfe la doble i m p o s i c i ô n ,v i d : 
Otero,J. "Fiscalidad internacional espanola".Editorial de D e r e ­
cho Financiero.Madrid 1973; Borrâs,A. "La doble i m p o s i c i ô n :p r o ­
blemas j u r i d i c o - i n t e r n a c i o n a l e s " ,en Estudios de Hacienda Pûblica. 
Institute de Estudios Fiscales.Madrid, 1974.
(2) Sobre el régimen fiscal del inverser nacional y extranjero, 
pero referido a la legislaciôn espanola, vid: Alvarez Melcôn,S. 
"Diferencias en el tratamiento fiscal entre inversionistas nacio- 
nales y extranjeros, y efectos de los Convenios internacionales". 
Ponencia espanola al XXXII Congreso de la Internacional Fiscal 
Association (IFA), celebrado en Sidney (Australia) del 17 al 23
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firmantes son una pluralidad de Estados normalmente vinculados 
por relaciones mas amplias que las simplemente economicas. Tan- 
to unos como otros Convenios pueden referirse a una amplia gama 
de rentas y/o patrimonio, o afectar unicamente a un tipo especl- 
fico de ellas: v.gr. navegacion maritima y/o aérea, derechos de 
autor , etc.
3. La realidad actual ha venido presidida por los siguientes hechos: 
m a n t e n i m i e n t o  en las legislaciones nationales de las normas uni­
latérales , incremento notable de los Convenios bilatérales de 
doble imposition internacional, y timida initiation de los Conve- 
nios multilatérales.
3.1. No se ha podido prescindir de las normas unilaterales para 
evitar la doble imposition internacional, porque la red de rela- 
ciones economicas (comerciales e financieras) de los Estados es 
mas extensa que el conjunto de Convenios de doble imposition sus- 
critos o por suscribir. Estos Convenios son Tratados inte r n a c i o n a ­
les y en su gestation intervienen consideraciones distintas de las 
e strictamente técnicas, que pueden desaconsejar su n e g o t i a t i o n .Por 
ello, el legislador se ve en la necesidad de establecer normas que 
eviten, o al menos mitiguen, la doble imposition que afectara a 
las inversiones internacionales si el pals inversor y el pals re ­
ceptor siguen criterios distintos y contrapuestos de imposition. 
Tales medidas se adoptan por los paises que siguen un criterio 
personal de gravamen, (los que gravan las rentas o el capital mun- 
dial de las personas sujetas a su potestad tributaria) al efecto
de septiembre de 1978. Publicada en Cahiers de Droit Fiscal Inter­
national.Vol. LXII. Rotterdam, 1978.
(3) Fernandez, J.R. "La inversion en el exterior y los Convenios 
para evitar la doble imposition^ ponencia presentada en el Semina- 
rio sobre "Cooperation Economica entre Espana e Iberoamérica con 
. especial r e f e r e n d a  al grupo A n d i n o " , celebrado en Sevilla del 3 al 
5 de mayo de 1979 (sin publican).
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de computer los impuestos extranjeros que han gravado tales r e n ­
ta o capital. También los que siguen, alternativamente un c r i t e ­
rio personal y real de tributacion y , en teoria, aunque mas difi- 
cilmente, los paises partidarios de un ùnico criterio real o t e rri­
torial. La amplitud de su aplicacion varia de un pais a otro, afec- 
tando o no a todo el sistema tributario. Por tal razôn , todos los 
paises, y entre ellos Espana, han incorporado a su ordenamiento 
fiscal preceptos de tal carâcter y contenido.
3.2. Los Convenios, constituyen una superaciôn de este primer in­
tente para evitar la doble imposiciôn. Implican una n egociaciôn y, 
por ende, un acercamiento entre los Estados contratantes y ademâs 
cumplen papeles mâs concretos y amplios.No sôlo evitan o atenuan 
la doble imposiciôn, sino que, frecuentemente, armonizan los r e s ­
pectives sistemas fiscales, establecen métodos de cooperacion in ­
ternacional a d ministrativa (procedimientos de consulta, asisten- 
cia administrativa, intercambio de informaciôn y ajustes fiscales) 
y concolidan regimenes de protecciôn al contribuyente (procedimien­
to a m i s t o s o ).Esta realidad es tan patente que diverses Organismes 
Internacionales, antes y ahora, han asumido la labor de e s t r u c t u ­
rar modèles y dar directrices que sirvan de orientaciôn a la ho- 
ra de sus negociaciones internacionales - bilatérales o m u l t i l a t é ­
rales - de carâcter fiscal.
Hitos o jalones representatives son los trabajos del 
Comité Fiscal de la Sociedad de Naciones, iniciados en 1921 y con- 
ducentes al e s t a b l e c i m i e n t o , en 1928, de los primeros Modèles de 
Convenios bilatérales, pauta de los Modèles mâs elaborados de Mé- 
jico de 1943 y de Londres de 1946 . Hoy dia debe destacarse la 
labor del Comité Fiscal de la O.C.D.E., que desde 1956, fecha de
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iniciaciôn de sus trabajos, hasta el présente, ha producido dos 
importantisimos documentes : el "Proyecto de Convenio de Doble 
Imposition sobre la Renta y el Patrimonio", contenido en el Infor­
me del Comité Fiscal de 1963; y el "Modelo de Convenio de Doble 
Imposition sobre la Renta y el. Patrimonio" de 1977, revision ac­
tualizada del anterior. El Modelo de 1977 incorpora la experiencia 
obtenida por los paises Miembros (1) en sus negociaciones conven- 
cionales y en su aplicacion prâctica, asi como las novedades que 
han supuesto las necesarias modificaciones en los sistemas tribu­
taries internes y el incremento de las relaciones fiscales inter­
nacionales , consecuencia del desarrollo de diverses sectores de 
actividad industrial, comercial y profesional, y de las nuevas 
formas de organization empresarial. Ambos documentes han influido 
decisivamente en las relaciones fiscales internacionales, facili- 
tando las negociaciones bilatérales entre los paises Miembros , e ; 
inclusono miembros, de la O.C.D.E. , y consiguiendo una encomiable 
armonizaciôn de los Convenios en bénéficié de las Administraciones 
fiscales y de los contribuyentes. Bajo la égida del Proyecto de 
1963 se concluyeron 69 Convenios entre los paises Miembros , y 50
fueron revisados (2) . En 1 de enero de 1981 los Convenios bila t é ­
rales concluidos entre taies paises se elevaban a 183. Asimismo,
el Comité Fiscal de la O.C.D.E. iniciô en 1963 la confection de
un Proyecto de Convenio tendente a resolver, con carâcter u n ifor­
me, los problemas mâs usuales de la doble imposition sucesoria.
El "Proyecto de Convenio para evitar la doble imposition son res- 
pecto a los impuestos s o b r e  l a s  h e r e n c i a s "  f u é
(1)Los Miembros de la O.C.D.E. son : Repùblica Federal de Alemania 
Australia, Austria, Bélgica, Canadâ, Dinamarca, Espana, Estados 
Unidos de N o r t e a m é r i c a , Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda, Is- 
landia, Italia, Japon , Luxemburgo, Noruega, Nueva Z e l a n d a ,Paises 
Bajos , Portugal, Reino Unido, Suecia, Suiza y Turquia.
(2) cfr. "Modelo de Convenio de Doble Imposition sobre la Renta y 
el Patrimonio", OCDE 1977. Traduction del Institute de Estudios 
Fiscales, Madrid 1978.
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publicado en 1 9 6 6 , sirviendo de pauta en la elaboration de un nu ­
méro no desdenable de Convenios de tal indole. Actualmente, y por 
razones similares a las expuestas, el Comité Fiscal de la O.C.D.E., 
por medio de su Grupo de Trabajo n^l, ha procedido a su revision, 
habiéndose confeccionado un nuevo texto titulado "Modelo de C o nve­
nio para evitar la doble imposition en materia de impuestos sobre 
las Sucesiones y las Donaciones", de 1982 (1 ).
Para promover la concertation de Convenios fiscales 
bilatérales entre paises desarrollados y en vias de desarrollo, y 
como parte de las medidas tendantes a fomentar la inversion extran- 
jera, las Naciones Unidas , en I960, se interesaron por taies te­
mas. Su Consejo Economico y Social, en la Resolution 1273/XLIII, 
aprobada el 4 de agosto de 1967, pidiô al Secretario General la 
création de un grupo de trabajo especial encargado de explorar los 
medios de faciliter la conclusion de acuerdos fiscales entre taies 
paises, y de formuler normas y técnicas aceptables para taies gru- 
pos. En cumplimiento de tal Resolution, el Secretario General créé, 
en 1968, el "Grupo de Expertes en Acuerdos Fiscales entre Paises 
Desarrollados y Paises en Desarrollo", el c u a l , très multiples se- 
siones de trabajo, llegô a la formulation de unas "Directrices pa ­
ra la négociation de acuerdos bilatérales entre paises desarrolla-
(1) La adoption del texto definitivo de este Modelo tuvo lugar 
en la reunion del Grupo de Trabajo ns 1 del Comité de Asuntos 
Fiscales de la O.C.D.E. en su reunion en Paris celebrada los 
dias 2o a 23 de octubre de 1981. El Consejo de la O.C.D.E. lo 
ha aprobado oficialmente en su reunion del 20 y 21 de enero de 
1 982 .
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dos y paises en desarrollo (1), y posteriormente a la aprobaciôn 
de un "Convenio Modelo de las Naciones Unidas sobre la doble im­
position entre paises desarrollados y paises en d e s a r r o l l o " (2).
A nivel regional, el Grupo de Expertes de la Asocia- 
ciôn Latinoamericana de Libre Comercio (ALALC) (3) aprobô, en 
1976, unas "R e c o m e n d a c i o n e s ", para evitar la doble imposition 
entre los paises intégrantes de la Asociaciôn, y enti-e éstos y 
los paises no pertenecientes a la region (4); y en el piano sub­
regional, la Comisiôn del Acuerdo de Cartagena (5) aprobô en 1971 
por Decisiôn ns 40, dos documentes : uno bilateral "Convenio Mo-
(1 ) Dichas Directrices han sido p u b l i c a d a s  con la r e f e r e n d a  
ST/ESA/94, bajo el titulo de "Manual para la negociaciôn de A c u e r ­
dos Fiscales bilatérales entre paises desarrollados y paises en 
desarrollo". Departamento de Asuntos Econômicos y Sociales Inter­
nacionales. Naciones Unidas. N . Y o r k , 1 9 8 0 . (versiôn c a s t e l l a n a ) .
(2) El texto final del Convenio se aprobô en la octava reuniôn 
del grupo de E x p e r t e s ,celebrada en Ginebra del 10 al 21 de d i c i e m ­
bre de 1979; esta publicado como documente ST/ E S A / 1 02 de las Na ­
ciones Unidas N.York,1980, (versiôn castellana).
(3) Son sus Miembros : Argentina, Bolivia, B r a s i l ,C o l o m b i a , Chile 
Ecuador, Mexico, Paraguay, Peru, Uruguay y Venezuela.
(4) Dichas Recomendaciones estàn plasmadas en los documentes 
A L A L C / D T I / I V , "Criterios técnicos aplicables para atribuir la po­
testad tributaria en los Convenios celebrados entre los paises
de la ALALC" (adoptan la estructura de un Modelo de Convenio bi­
lateral); y A L A L C / D T I / I V ,"Criterios definidos por las reuniones 
de Expertes en doble tributacion internacional de los paises M i e m ­
bros de la A L ALC"(definen las bases técnicas que puedan orientar 
la configuraciôn de una funciôn conjunta de los paises de la Zo­
na en el caso de celebrar Convenios de doble Imposiciôn con ter- 
ceros p a i s e s ) .
(5) Tal Comisiôn también se denomina Comisiôn del Pacte Andino
y la componen : Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador. Peru y V e n e z u e ­
la. El pacte Andino surge, como Agr u p a c i ô n  subregional dentro de 
la ALALC. Un anàlisis doctrinal en' Bornas, A. :"La doble impo s i ­
ciôn en el Grupo Andino", en Revista Espanola de Derecho Interna­
cional, 1 975. 1-3; pâgs 83-96.. Vid. también Archabahian, A. "El G r u ­
po Andino y su enfoque de la doble tributaciôn i n t e r n a c i o n a l " , 
en H.P.E. n 2 3 2 . Madrid , 1975, pâgs. 121 - 144.
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delo para evitar la Doble Imposiciôn en materia de Impuestos sobre 
la Renta y el Patrimonio entre los paises del Pacto Andino y terceros 
Estados"; y otro multilateral para los Estados miembros del Pacto. 
Pero la e fectividad y aplicaciôn de estos intentes esta llamada a ser 
relative no sôlo por el limitado âmbito geogrâfico a que afectan, 
sino también por la rigurosidad y extrémisme de su filosofia t r i buta­
ria; tendente casi de forma exclusive, al gravamen de las rentas y 
el p atrimonio con arreglo a un criterio territorial. Filosofia,que 
por otra parte, es congruente con la realidad socio-econômica que 
la m o t i v a  (1 ).
M e n c i ô n  anecdôtica merecen los "Modèles" elaborados por 
la Repùblica Federal de Alema n i a  y los EEUU de Norteamérica, pues 
el carâcter de Modelo debe vincularse a su aceptaciôn general y no 
a una p r o p u e s t a  unilateral derivada de intereses particulares de 
dificil acep t a c i ô n  bilateral o general.
3.3. Los Convenios multilatérales estân llamados a ser, en su momen- 
to, los instrumentos juridicos que desempenen el papel que hoy dia 
realizan los Tratados bilatérales (2). Ello implica una armonizaciôn 
y coexiôn fiscales que hoy dia se estâ lejos de alcanzar, al menos, 
en amplias esferas juridico-econômicas y geogrâficas. La realidad 
asi lo d e muestra.Las Directrices de la C.E.E. tendantes a la a r m o n i ­
zaciôn fiscal de los paises intégrantes de la citada Comunidad
(1) Los problemas tributaries entre paises desarrollados y en vias 
de desa r r o l l o  son ampliamente expuestas en la -obra de Valdés Costa,R 
"Estudios de Derecho Tributario Internacional" Montevideo, 1978.
(2) En el Informe Neumark es donde se propugnan los Convenios m u l t i ­
latérales, como sustitutivo de los bilatérales confeccionados con 
arreglo a un Modelo indicativo y no obligatorio. Sobre los Convenios 
multilatérales, vid: Calle,R. :"Hacia Convenios multilatérales para 
evitar la doble imposiciôn internacional", en Estudios de Doble Impo­
siciôn Internacional. Instituto de Estudios Fiscales .Madrid, 1979, 
pâgs : 75 a 1 0 8 .
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Economica (1) han puesto de manifiesto su dificil aplicacion a zo­
nas i n d i s c r i m i n a d a s ; el carâcter obligatorio de tales Directrices 
constituye un indudable handicap. No obstante, a pesar de las di- 
ficultades para su establecimiento y aplicacion, la tendencia actual 
parece progresar en tal sentido. Proyectos o realidades concretos, 
amén de las Directrices citadas son ; el Acuerdo de los Ministros 
de los Estados miembros de la Asociaciôn Europea de Libre Comercio 
(EFTA), de 1963, que estimô la c onvenencia de concluir entre los Es­
tados miembros (2) un Convenio multilateral para evitar la doble 
imposiciôn, tomando como base el m o d e l o  de la OCDE; el Convenio 
multilateral en materia de Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio  
para los Estados miembros del Pacto Andino; la Convenciôn Nôrdica 
de Asistencia Ad m i n i s t r a t i v a  en m a t e r i a  fiscal de 1972 (3); y el Con 
venio multilateral sobre Derechos de Autor, de 1979 (4).
(1) En 1981, lo son: Repùblica Federal de Alemania, B é l g i c a ,D i n a m a r ­
ca,Francia, Grecia, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Paises Bajos y Rei­
no Unido.Para un c o nocimiento somero de la doble imposiciôn en este 
âmbito,vid: Borrâs,A. "La doble Imposiciôn y la Comunidad Econômica 
Europea", en Anuario de Derecho I n t e r n a c i o n a l .1 . 1 9 74;Facultad de 
Derecho de la Universidad de N a v a r r a , p â g s . 249-268.También,Calle,R.: 
"El Modelo de Convenio de doble imposiciôn internacional de la OCDE 
(1 977 ), y el proceso de armonizaciôn fiscal en la CEE",en Hacienda  
Pûblica E s p a nola,n254.Madrid 1978,pâgs. 95-110.
(2) También responde a las siglas AELE. Son Miembros . Austria, D i - . 
namarca, Finlandia, Islandia, Noruega, P o r t u g a l ,Reino Unido, Suecia 
y Suiza. La entrada de Dinamarca y del Reino Unido en la CEE produjo 
su baja en la Organizaciôn ;dicha baja no destruyô la Zona de Libre 
Comercio con los demâs miembros de la AELE; se conserva pero con una 
serie de modalidades.
(3) Dicha Convenciôn fué mod i f i c a d a  en 1973 y en 1 9 7 6 ; son sus signa- 
tarios :Dinamarca, Finlandia, Islandia, Noruega y Suecia.
(4) Fué acordado en la reuniôn internacional que, bajo el titulo de 
"Conferencia Diplomâtica sobre Derechos de Autor", se celebrô en 
Madrid, del 26 de noviembre al 13 de diciembre de 1 9 7 9 . Un Convenio 
bilateral fué incorporado "ad exemplum" al Convenio M u l t i l a t e r a l .El 
proyecto inicial fué elaborado por el Tercer Comité de Expertes Gu- 
bernamentales reunidos en la sede de la Unesco,en Paris, del 19 al 
30 de Junio de 1978.
_ 1
El Comité de Asuntos Fiscales de la O.C.D.E., también 
ha analizado la elaboration de un Convenio multilateral de doble 
imposition. La conclusion es que en la situation actual présenta 
g r a v Œ  d i f i c u l t a d e s ; pero aconseja a ciertos paises Miembros (los 
del Mercado Comûn ?) examinan la posibilidad de negociar , entre 
ellos, un Convenio de tal indole, en base al Convenio Modelo de la 
OCDE y sin perjuicio de las adaptaciones necesarias acordes con sus 
objetivos particulares. Ajenos a la materia estrictamente fiscal, 
pero también en el seno de la O . C . D . E . , se esta elaborando un p r o y e c ­
to de "Convenio Multilateral de Asistencia A d m i n istrativa M u t u a " , 
tendente a garantizar la coopération entre las autoridades fiscales 
de los paises signatarios (1). La O.C.D.E., responde asi al reto de 
los Tratados Multilatérales.
Los Convenios multilatérales, de nivel regional o s u b r e ­
gional y afecten o no directamente a materia fiscal, se imponen c o ­
mo realidad i n c u s t i o n a b l e . No sôlo fomentarân la coordination de las 
politicas fiscales en el piano internacional, sino que acelerarân 
la armonizaciôn de normas y prâcticas fiscales relatives a las defi- 
niciones bâsicas, a los procedimientos para identificar la fuente de 
los elementos imponibles y a los métodos para evitar la doble i m p o s i ­
ciôn. Permitirân , también, una mâs amplia coopération entre las
(1) El Grupo de Trabajo ns 8 del Comité de Asuntos Fiscales es el en­
cargado del Proyecto, en cuya redacciôn se han tenido en cuenta,ëlM>- 
delo de Convenio de la O.C.D.E. de 1977; el Modelo de Convenio de 
la O.C.D.E. de A s i s t e n c i a  administrativa m u tua en m a t e r i a  de r é c u p é ­
ration de crédites fiscales, de 1980; las Directrices de la C.E.E. 
referentes a la asistencia reciproca en m a teria de impuestos d i r e c ­
tes; la Convenciôn Nordica de asistencia administrativa en m a t e r i a  
fiscal, de 1972; los Convenios del Consejo de Europa sobre O b t enciôn 
en el extranjero de informaciones y p r u e b a s ,en .materia a d m i n i s t r a ­
tive de 1978, y sobre N otificaciôn en el extranjero de documentes 
en ma t e r i a  a d m i n istrativa , de 1977; y el Convenio internacional de 
asistencia a d m i n istrativa mutua tendente a prévenir, investigar y 
reprimir las infracciones a d u a n e r a s , de 1977. La redacciôn d e f i niti-  
va se prevé para m a rzo de 1 9 8 2 .
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Administraciones fiscales para evitar la evasion y fraude interna­
cionales, y una mâs efectiva defensa del contribuyente, facilitân- 
dole y potenciândcle ampliamente la utilization de los recursos 
arbitrados. El carâcter obligatorio de estos Convenios es garantie 
de ello.
4. La realidad espanola se cihe dôcilmente al esquema esbozado. No 
sôlo ha incorporado a los textos légales internos normas u n i late­
rales tendentes a evitar la doble imposiciôn , sino que los Conve- 
nios de doble imposiciôn susçritos ha aumentado espectacularmente 
desde el momento en que, de forma timida, se iniciô nuestra sin- 
gladura i n t e r n a c i o n a l .Colofôn de ésta serân el ingreso en la C o m u ­
nidad Econômica Europea y el proceso de armonizaciôn fiscal que 
dicha integration sciglrâ . Es ta ya empieza a atisbarse tenuamente en 
proyectos y disposiciones légales (1). La firma o adhesiôn a Con- 
venios multilatérales también han estado présentes en la politica 
e spanola en materia de fiscalidad internacional.
4.1. Dentro del âmbito de la imposiciôn directa sobre la renta 
y sobre el patrimonio, los textos légales que, a c t u a l m e n t e ,afron- 
tan el problema de la doble imposiciôn de forma unilateral y en 
defecto de norma conventional aplicable al caso, son los siguien­
tes :
- La Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas. Su art^ 30 
dite : "En el caso de obligaciôn personal de con- 
tribuir se deducirâ de la cuota de este impuesto la 
menor de las dos cantidades siguientes : a) el im­
porte efectivo de lo satisfecho en el extranjero 
por razôn de carâcter personal, que afecte a ingre- 
sos computados en el impuesto; b) el resultado de 
aplicar el tipo medio efectivo de gravamen a la p a r ­
te de la base imponible gravada en el extranjero.
(1) El proyecto de Ley del "Impuesto sobre el Valor Ahadido" y 
su remisiôn a las Cortes Générales es buena prueba de ello.
_ 1 ? _
A estos efectos, el tipo medio efectivo se dé ­
terminera restando de la cuota integra del im­
puesto las deducciones senaladas en esta Ley, 
excepto la contemplada en la letra i) del artl- 
culo 2 9 " . ( 1 )
- La Ley 61/1978, de 27 de diciembre de 1978, del 
Impuesto sobre S o c i e d a d e s ^ en su arts 24 -De d u c c i o ­
nes de la cuota - dispone literalmente :"De la 
cuota résultante por aplicacion del articulo ant e ­
rior se deduciran las cantidades siguientes : 
"Cuatro. En el caso de obligation p e r s o n a l ,cuan­
do entre los ingresos del sujeto pasivo figuren 
rendimientos obtenidos y gravados en el extranje­
ro, se deducirâ la menor de las dos cantidades 
siguientes :
a) El importe efectivo de los satisfecho en el 
extranjero por razôn de gravamen de naturaleza 
idéntica o anâloga a este impuesto.
b) El importe de la cuota que en Espana correspon- 
deria pagar por estos rendimientos si se hubie- 
ran obtenido en territorio espahol".
- La Ley 50/1977, de 14 de noviembre, sobre Medidas
Urgentes de Reforma Fiscal, en su artG 3^,aparta­
do Cinco, relativo al Impuesto Extraordinario so­
bre el Patr i m o n i o , dispone :"Sin perjuicio de lo 
que se disponga en los Tratados Internacionales, 
de la cuota de este impuesto se deducirâ, por ra ­
zôn de bienes que radiquen y derechos que puedan 
ser ejercitados fuera de Espana, la cantidad que 
resuite menor de las dos siguientes :
a) El importe efectivo de los satisfecho en el ex­
tranjero, por razôn de impuesto similar, por 
dichos bienes y derechos ; y
b) El resultado de aplicar el tipo medio efectivo
del Impuesto a los bienes que radiquen y d e r e ­
chos que puedan ser ejercitados fuera de Espa- 
ha"
Una c a racteristica de este precepto es que sus 
disposiciones se aplican "sin perjuicio de lo que se disponga en los 
Tratados i n t e r n a c i o n a l e s " .Se deja claramente establecido que la
(1) El nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas aprobado por el Real Decreto 2384/1981, de 3 de agosto contie- 
ne iguales normas en el art5 1 28-Compensaciôn de Impuestos.
-Para un examen detallado del tema vid.De la Villa,J.M^ en"La temâ t i ­
ca internacional del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas"
en la Revista de De r e c h o  Fin a n c i e r o  y H a c ienda P û b l i c a  n 5 142-julio- 
agosto 1979 :pags 901 y sig.
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normative unilateral sôlo se aplica en defecto de Convenio o si, 
ésta no régula el método para evitar la doble imposiciôn; supues­
to problemâtico aunque posible.
4 .2 . Los Convenios bilatérales de doble imposiciôn constituyen, 
dentro de la historié fiscal espanola, un hito bâsico, elocuente 
y d e m o s  trativo de la incorporaciôn de Espana al âmbito interna­
cional y del abandono de una etapa de a i s l a m i e n t o .Si la creaciôn, 
en 1 9 2 2 , de unos impuestos personales supuso arbitrar las prime­
ras medidas tendentes a evitar la doble imposiciôn, y el negociar 
los primeros Convenios fiscales (con el Reino Unido en 1924, con 
Francia en 1926, y con Italia, en 1927), la incorporaciôn espaho- 
la en 1957 a la OECE (hoy OCDE), significô el auténtico y defi n i ­
tivo espaldarazo de la actividad convencional fiscal espanola, y 
posteriormente su r e conocimiento en los textos légales, primero 
de forma tâcita, y luego como realidad i n c u e s t i o n a b l e .
La Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas, y la Ley 61/1978, de 27 de diciem­
bre, del Impuesto sobre Sociedades, consideran como uno de los ca- 
sos de excepciôn a la aplicaciôn general del impuesto en todo el 
territorio nacional, los Tratados o Convenios Internacionales (1). 
La régla establecida en las Leyes es Clara •: el Impuesto tiene 
una vigencia territorial general; sin embargo , los Convenios In­
ternacionales se consideran instrumentos juridicos aptos para dero- 
gar la normativa interna.
(1) Ambas disposiciones en su articulo 22 ,Dos, establecen :"lo 
dispuesto en el apartado anterior se entenderâ sin perjuicio...de 
los Tratados o Convenios Internacionales".El Reglamento del Impues­
to sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1981, en su art2 3 
contiene igual excepciôn al âmbito territorial del Impuesto.
- 1
El nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de- 
las Personas Fisicas de 1981, especifica, en su art2 4 , gué T r a ­
tados se incluyen en la r e f e r e n d a  genérica contenida en la:
L e y  citada ; e n concrete :
" a) Tratados y Convenios en vigor entre Espana y otros 
Estados extranjeros para evitar la doble i m p o s i ­
tion sobre la renta y los demâs bilatérales que, 
aùn tratando de materias distintas contuvieran dis- 
posiciones que afecten a este Impuesto: b) los Tra­
tados o Convenios M u ltilatérales en los que Espana 
sea parte y los susçritos con Organismos I n t e r n a ­
cionales que afecten al O rdenamiento juridico de 
este Impuesto".
La présente exposition nos sugiere los siguientes
comentarios
1 2 ) Que tal d esarrollo reglamentario solo es a p l i c a ­
ble al Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas; pero igual- 
mente podria considerarse vâlido, al menos de forma indicativa, e n ’ 
relation con el Impuesto sobre Sociedades.
2 2 ) Que la letra a) anterior se refiere genéricamente 
a la fiscalidad convencional ("los demâs bilatérales que aùn tratan­
do de materias distintas contuvieran disposiciones que afectan a es­
te I m p u e s t o " )( 1 ), y de modo especifico a l o s  Convenios de doble
(1) Los Convenios no fiscales pero que incorporan usualmente clâu- 
sulas fiscales, son los Convenios de Sede, Culturales, de Co o p é r a ­
tion Cientifica y Técnica , Militares;, de Transporte, Consulares, 
etc. De entre los Militares destacan por su i m p o rtancia los sus- 
critos con EEUU, en 24 de enero de 1976, de Am i s t a d  y Coopération, 
que traen su origen de los de 26 de septiembre de 1953.T a m b i é n , en 
el caso espahol, m e r e c e  destacarse por su tradition y por el papel 
que juega la Iglesia Catôlica en la vida civil espanola, el A c u e r ­
do con la Santa Sede sobre Asuntos Econômicos, firmado en la Ciudad 
del Vaticano, el 3 de enero de 1979 y que deroga, en la materia, al 
Concordato de 1953.
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i m p o s i c i ô n .Sin embargo, tales Convenios, en la casi totalidad de 
les casos se refieren a los Impuestos sobre la renta y al patrimo- 
nio; hubiera sido adecuado mencionar tal d a t o (técnicamente posible?) 
o por lo menos referirse a las normas que regular el Impuesto so­
bre el Patrimonio, diferenciando los Convenios de doble imposiciôn 
de carâcter general, y los referentes solo a la navegaciôn mariti- 
ma y/o aérea.
3-) Que la alusiôn a los "Tratados Multilatérales en los 
que Espana sea parte" incluye aquéllos en que nuestro pais intervi- 
no como negociador (1), y los que han sido objeto de adhesion (2).
4 5 ) Que la segregation de los "Tratados o Convenios con 
Organismes Internationales" tomo rùbrita independiente no es ade- 
tuada, pues la mayoria de los Convenios tontertados ton taies Orga- . 
nizationes o son Convenios multilatérales o Tratados a los que Es- 
paha se ha adherido.Es el taso de las adhesiones espanolas al "Con- 
venio sobre privilégiés e inmunidades de las Nationes Unidas" de 1 3 
de febrero de 1946, y al "Convenio sobre privilégiés e inmunidades
(1) El de Derethos de Autor, firmado en Madrid, el 13 de ditiembre 
de 1979.
(2) Taies son los Convenios de Viena sobre relationes diplomâtitas 
y tonsulares de 18 de abril de 1961 y 24 de abril de 1963, respet- 
tivamente; y el "Convenio sobre Misiones Espetiales" anexo a la Re­
solution 2530 de la A s a mblea General de las Nationes Unidas de 1969 
y tomplementario de los dos anteriores. La adhesion, en el primer 
taso tuvo lugar el 21 de noviembre de 1967; en el segundo, el 3 de 
febrero de 1970; en el tertero todavia no se ha produtido, pues Es- 
paha no es signataria de tal Convenio; tonsetuentia de ello es que 
ton motivo de la t elebratiôn en Madrid de la "Conferentia sobre la 
Seguridad y la Cooperation en Europa" ha sido pretiso atudir a los 
Canjes de Notas oonstitutivos de Atuerdo para otorgar a los repré­
sentantes de los paises intervinientes los benefitios, privilegios 
e inmunidades retonotidos en el Convenio sobre Misiones espetiales; 
v.gr: Canjes de Notas de 13 de agosto y 21 de agosto de 1980 para 
los représentantes de Alemania; 13 de agosto y 22 de agosto de 1980 
para los de Bélgita; 13 de agosto y 29 de.agosto de 1980 para los de 
EEUU; 13 de agosto y 10 de septiembre de 1980 para los de Austria;
18 de agosto y 8 de septiembre de 1980 para los de F r a n t i a ,Gretia
y Mônato; 13 de agosto y 2 de septiembre de 1 98o para los del Reino 
Unido, ett,eto.
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de las Nationes Unidas "de 13 de febrero de 1 946, y al " C onve­
nio sobre privilegios e inmunidades de los Organismes Espetia- 
lizados" de 21 de noviembre de 1947 (1).
4.3. En la attualidad Espana tiene sustritos y en vigor una 
amplia gama de Convenios para evitar la doble imposition in­
ternational . Ademâs de los de tarâtter g e n e r a l ,(tomprensivos de 
todo tipo de rentas-personales, de tapital, etc... - y elemen- 
tos patrimoniales) los Convenios espetifitos referidos a la na ­
vigation maritima y/o aérea, y los Tratados sobre las herentias
a) Dentro del primer grupo de Convenios- los 
de tarâtter general - estân en vigor (firmados, ratifitados 
e intertambiados los instrumentos de ratifitatiôn) los de la 
REPUBLICA FEDERAL DE ALEMANIA, AUSTRIA, BELGICA, BRASIL, C A N A ­
DA , CHECOSLOVAQUIA, DINAMARCA, FINLANDIA, FRANCIA (2), ITALIA
(3), JAPON, NORUEGA, PAISES B A J O S , PORTUGAL, REINO UNIDO (4), 
RUMANIA, SUECIA Y SUIZA.
(1) Dithas adhesiones se produjeron , ambas ,en 13 de julio de 
1 974.
(2) Un Convenio de 1926,el de 18 de mayo de 1 949-relativo a los 
Impuestos extraordinarios sobre la Renta y el P a t r i m o n i o - y  elde 
8 de enero de 1963, en lo totante a estos impuestos, han sido 
derogados por el de 1973.
(3) El Convenio de 28 de noviembre de 1927, relative a la tribu- 
tatiôn de las Sotiedades,ha sido derog.ado por el Convenio vigen- 
te de 1977.
(4) En 1922 y 1924 se sustribieron unos Convenios ton el Reino 
Unido; el 31 de ottubre de 1922, el Tratado de Comertio y Nave- 
gatiôn (su Convenio t o mplementario es de 5 de abril de 1 9 2 7 ) , y 
el de 27 de junio de 1924, sobre determination de tifra de nego- 
tios sometida a tributatiôn en el otro pais. El Convenio vigen- 
te de 1975 deroga ambos A t u e r d o s .
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Convenio firmado y r a t i f i c a d o , pero pendiente de la ex­
tension del instrumente de ratification es el de POLONIA (1).C o n ­
venio firmado pero no ratificado es el de MARRUECOS (2).Convenio  
simplemente rubritado (sin firmar ni ratifitar) es el de IRLAN- 
DA (3).
Sobre la base de lo expuesto , Espana tiene sustritos 
y en vigor Convenios de Doble Imposition International ton tasi 
todos los paises que integran la O.C.D.E. : AUSTRALIA, ESTADOS 
UNIDOS DE NORTEAMERICA, GRECIA, ISLANDIA, LUXEMBURGO, NUEVA ZELAN- 
DA y TURQUIA son nationes ton las que todavia no existe Convenio, 
si bien ton ESTADOS UNIDOS, GRECIA y LUXEMBURGO exister ronversa-  
tiones tendantes a tal fin. Otros paises ajenos a aquel Organis- • 
mo ton los que exister negotiationes abiertas son ARGENTINA, PI ­
LIPINAS y la U.R.S.S..
b) Un segundo grupo lo constituyen los Convenios de D o ­
ble Imposition sobre la Renta y el Patrimonio referentes a la Na ­
vigation maritima y/o aérea. En vigor estân los sustritos ton CO ­
LOMBIA, CHILE, ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA, IRLANDA y SUDAFRI- 
CA. R a t i f i t a d o s , los de A R G E NTINA (4) y VENEZUELA (5); estos han 
sido recientemente aprobados por el pleno del Senado (sesiôn de 
7 de noviembre de 1979) sin introdutir modifitationes en el texto 
remitido por el Congreso de los Diputados, habiéndose efettuado
(1) Fué firmado el 15 de noviembre de 1979, y ratificado por el 
Congreso el 27 de marzo de 1980, y por el Senado el 29 de abril de 
1980; se publitô en el Boletin Ofitial de las Cortes n^ 36-1 de 14 
de enero de 1980.
(2) Fué firmado en Madrid el 10 de julio de 1978.
(3) Rubritado en Dublin el 5 de mayo de 1978.
(4) Fué firmado "ad referendum" el 30 de noviembre de 1978.
(5) Fué firmado el 2 de febrero de 1979.
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su publication se ha efettuado en el Boletin Ofitial de las 
Contes Générales (1). Lo expuesto en este apartado podria in- 
dutir a confusion al tomprobar la existentia de dos tipos de 
Convenio ton IRLANDA, referido el uno a la totalidad de r e n ­
tes y elementos patrimoniales, y el otro a la navegaciôn m a ­
ritima y aérea; la razôn de tal duplitidad obedete a que el 
Convenio general se négocié ton posterioridad al de n a v e g a ­
ciôn; la entrada en vigor del Convenio general determinarà 
la no aplitabilidad del espetifito.
t) La tentera serie de Convenios de doble imposi- 
tiôn sustritos por Espana son los referentes a los Impuestos 
sobre las Herentias; en vigor estân los de FRANCIA, GRECIA 
y SUECIA. El Convenio ton FRANCIA de 1963, fué negotiado e 
intorporado a un mismo texto junto ton el referente a los 
Impuestos sobre la Renta. Concretamente el Capitule II del 
T itulo Segundo ("Doble Imposiciôn") se denomina. "Impuestos 
sobre las Herentias", e integra los articules 29 a 38 ,am­
bos inclusive. En la attualidad la entrada en vigor del nue- 
vo Convenio de Doble Imposiciôn sobre la Renta y el P a t r i m o ­
nio de 1973 podria indutir a considerar que el Convenio de 
1963, sobre la Renta y las Herentias, quedaba totalmente de- 
rogado. Sin embargo, el propio texto de 1973 en su articule 
32, pârrafo 3, establete que: " la entrada en vigor del p r e ­
sente Convenio deroga las dispositiones de los articules 8 a 
28 del Convenio de 8 de enero de 1963, entre Espana y Frantia" 
La vigentia de las normas de 1963, referentes a las herentias
(1) Senado, Serie IV, numéros 16 y 13, r e s p e c t i v a m e n t e , de 
29 de ottubre de 1979.
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queda s a l v a g u a r d a d a .También estân vigentes, en lo que sean 
de aplicaciôn, los articules contenidos en el Titulo Prime- 
ro - Dispositiones Générales, articules 1 a 7 - y en el T i ­
tulo Tertero - Asistentia A d m i n i s t r a t i v a , articules 39 a 45 - 
asi tomo el intertambio de Notas entre los Ministres de Asun- 
tos Exteriores de ambos paises en relation ton la i n t e rpreta­
tion del articule 4 del Convenio. La derogation, por tante, 
se tirtunstribe al Capitule I del Titulo Segundo (articules 8 
a 28) referente a los "Impuestos sobre la Renta".El Convenio 
ton SUECIA de 1963 no plantea tal problema, ya que en tal aho 
Espana négocié dos Convenios ton el pais nôrdito. Uno, r e l a t i ­
ve a los Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio, y 
otro a los Impuestos sobre las Herentias; en la attualidad el 
Convenio de 1976, sobre la Renta y el Patrimonio, deroga al 
équivalente del 1963 y a su Convenio tomplementario de 14 de 
marzo de 1966, pero no afetta en absolute al de las Herentias 
de 1963.
4.4. Todos los Convenios de Doble Imposition sobre la Renta 
y el Patrimonio sustritos por Espana siguen, en general, los 
triterios y las pautas fijados por la O.C.D.E. en sus Modelos 
de 1963 y 1977 (1).Con arreglo al primero se negotiaron los 
Convenios ton la REPUBLICA FEDERAL DE ALEMANIA, AUSTRIA, B E L ­
GICA , BRASIL, CANADA, DINAMARCA, FINLANDIA, FRANCIA, JAPON, 
NORUEGA, PAISES BAJOS, PORTUGAL, REINO UNIDO, SUECIA y SUIZA.
(1) El Comité de Asuntos Fiscales propone al Consejo de la 
O.C.D.E. que "retomiende a los Paises Miembros que tanto en 
la conclusion de Convenios bilatérales tomo en la revision 
de los existentes entre ellos sigan el Convenio Modelo tal 
tomo se interpréta en los Comentarios que le atompanan ton- 
siderando las réservas y derogationes que al titado Modelo 
figuran en el présente informe", tfr. Modelo de Convenio... 
op. cit. pag. 27.
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Algurio de estes Tratados - los de fecha mas reciente - aûn nego- 
ciados con arreglo al Modelo de 1963, incorporan las novedades 
que el Comité fiscal de la O.C.D.E. fué introduciendo paulatina- 
mente en aquel. El Modelo de 1 977 ha presidido las negociaci’ones 
con ITALIA, RUMANIA, POLONIA, CHECOSLOVAQUIA, MARRUECOS e IRLAN­
DA. Al ser Espana Miembro de dicho Foro International y salvo los 
supuestos en que nuestro pais ha formulado sus observationes y 
réservas, en todo los demâs ha ateptado las directrices del alto 
Organisme. Por ello, la totalidad de nuestros Convenios ofreten 
y plasman una estructura y filosofia idéntitas o muy similares, 
no solo por la razôn apuntada, sine porque el portentaje mas ele- 
vado de los paises ton los que se ha negotiado perteneten a la
O.C.D.E. Incluse , en aquellos tasos en que la otra parte tontra- 
tante es de esfera p o l i tito-etonômita distinta (B R A S I L ,MARRUECOS 
y PILIPINAS) el triterio no ha variado; es mas , ton paises 
intégrantes de un ârea tan dispar tomo son los paises de Euro­
pa Oriental (CHECOSLOVAQUIA, POLONIA, RUMANIA y U.R.S.S.), la 
negotiation ha estado presidida por el Modelo titado. Es intues- 
tionable que el Modelo de la O.C.D.E. constituye la mas elabora- 
da de las tentativas en m a t eria de doble imposition , no solo 
por la talidad de los expertos gubernamentales que durante mas 
de veinte ahos han intervenido en la labor (desde 1956,épota en 
que se treô el Comité Fiscal) sino por la gran dedication de 
que taies personas han hetho gala al elaborar las normas tipo.
El r e tonotimiento unanime de tal realidad es lo que ha favoreti- 
do la adoption de tal triterio.
Los convenios sobre las Herentias, sin embargo, se han • 
negotiado ton arreglo a triterios atordes ton las exigentias de 
tada taso. La tarentia de un Modelo - el existente data de 1966 - 
ha implitado la imposibilidad de seguir sus lineas maestras.
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Actualmente el Grupo de Trabajo n5 1 del Comité de Asuntos F i s ­
cales de la O.C.D.E. ha revisado el Modelo de Convenio sobre 
las Herentias, p r o t e d i é n d o s e , en breve , a la publication del 
Modelo de 1982. Por su parte, el Parlamento espahol trabaja so­
bre un proyetto de Le> relative a Sutesiones y D o n a t i o n e s .La 
attualidad de taies textes y la apertura internacionalista es- 
pahola pueden deparar un future prometedor en este âmbito (1 ).
4.5. Los supuestos concretes de Convenios Multilatérales de 
doble imposition que Espana ha negotiado o a los que se ha 
adherido se reduten al "Convenio Multilateral tendente a e vi­
tar la doble imposition de las Regalias por Derethos de Autor"
(2). Ditho Convenio se négocié por considerar que ditho feno- 
meno redundaba en detrimento de los intereses de los autores 
y entorpetia la difusion de las obras protegidas por los d e r e ­
thos de autor, factor esential del desarrollo de la tultura, 
de la tientia y de la education de los pueblos. Otro factor 
déterminante fué el pretender lograr resultados mas tontretos 
en la evitation de la doble imposition que mediante la u t i l i ­
zation de los sistemas tlâsitos , v.gr: medidas unilatérales 
y convenios bilatérales. Sehala la Exposition de Motivos del 
Convenio titado " que los resultados pueden ser mas satisfat- 
torios gracias a la adoption de una Convention multilateral 
espetifita", Sin embargo, la difitultad que supuso lograr un 
texto satisfattorio de tantos y tan distintos intereses repre- 
sentados en la Conferentia International, déterminé que al
(1) vid. mas adelante Cap.III Settién 3^:Convenios sobre las 
Herentias.
(2) La C onferentia International en que se aprobé el Convenio 
fué tonvotada tonjuntamente por la O r g a n ization de las Nationes 
Unidas para la Edutatién, la Cientia y la Cultura, (Unesco) y la 
Organization Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).
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Convenio Multilateral se agregase, "ad e x e m p l u m " , un Modelo 
facultativo de Acuerdo bilateral tendente al mismo fin, Espa­
na, desde la firma de este Convenio Multilateral, no ha nego- 
ciado ningùn nuevo Convenio sobre la Renta y el Patrimonio, 
aun cuando la filosofia que inspira a aquel (evitar la doble 
tributaciôn y procurar una distribution tributaria entre el 
pais de la fuente del que proteden los tânones y el pais 
de residentia del benefitiario - Estado en que este reside) 
es la que en todo taso ha presidido la negotiation de los Con­
venios patrios.Es mas, una "Réserva" espahola al Modelo de la
O.C.D.E. es la referente al artQ 12 - tânones - ’tendente a lo­
grar una distribution del impuesto entre ambos Estados Contra- 
tantes.Por otra parte, la fijatiôn en los Convenios de tipos 
tributarios distintos establetiendo unos limites de tribu­
tatiôn inferiores para los tânones "tulturales" es otra mues- 
tra de que la firma del Convenio Multilateral no tontulta el 
espiritu y la letra que han animado y presidido la negotiation 
y la redaction de los Convenios bilatérales espaholes de doble 
imposition; la ùnita novedad es que el Convenio Multilateral 
y su Modelo Bilateral tratan espetificamente de las regalias 
por derethos de autor, y extensivamente de las regalias pagadas 
a los artistas, interprètes o ejecutantes, a los produttores 
.de fonogramas y a los organismos de radiodifusiôn en tontepto 
de derethos "tonexos" o "vetinos del deretho de autor". Los 
Convenios bilatérales de doble imposition son de màs amplio 
espettro, c o n s t ituyendo los tânones un supuesto mâs y no el 
objeto extlusivo del Convenio (1).
(1 ) Al tomentar el arto 12 -tânones- trataremos detenidamente 
de los problemas que plantea esta materia.
—  d é  ~
Los demâs Convenios Multilatérales a los que anteriormente 
nos hemos referido (v.gr. de Viena sobre relaciones diplomâticas 
y tonsulares, Convenios sobre Misiones espetiales, Convenios sobre 
privilegios e inmunidades de las Nationes Unidas y de sus O r g a n i s ­
mos e s p e t i a l i z a d o s ) no son objeto de consideration mâs detallada, 
porque ton independentia de que contengan normas relationadas ton 
la imposition diretta, su objeto no coincide ton la idea matriz 
del présente trabajo; la doble imposition. Por otra parte al to ­
mentar el arts 27 -Agentes diplomâtitos y Funtionarios tonsulares- 
se harân las inditationes que p r o t e d a n .
5 . En Espana, la vigentia de los Tratados internationales de 
Doble Imposition no se produce sin mâs; se pretisan una serie de 
trâmites y requisites administratives (1).
5.1. la Ley General Tributaria de 28 de ditiembre de 1963, 
en su arts 13 exije la ratification de los Convenios para que las 
tlâusulas de naturaleza tributaria tontenidas en ellos tengan efi- 
tatia (2), ratification que, por otra parte, deberâ efettuarse
1) -Para un anâlisis del entuadre de los Tratados Internationales 
en el deretho espahol, vid. Albihana, C .:"Los Atuerdos Inter­
nationales en el Deretho Tributario Espahol",en Hacienda Pû- 
blita Espahola ,ns 22 1 973. Santaolalla F. :"Los Tratados t o ­
mo fuente del Deretho en la Constitution",en La Constitution 
espahola y las fuentes del Deretho.Vol. I I I .Instituto de Estu- 
dios Fiscales. Direction General de lo Contentioso del Estado. 
Madrid, 1979; pâgs. 1 9 1 3 - 1 9 3 5 . B o r r â s , A.-"Los Convenios I n ter­
nationales para evitar la doble imposition desde el punto de 
vista de la Teoria General de los Tratados internationales"en 
Estudios de Doble I m p o s i t i o n .Institute de Estudios Fiscales. 
Madrid 79, pâgs. 23-73.
-Para el estudio del Deretho de los Tratados,en g e n eral,vid. 
Guardia E. y Delpeth,M. en "El Deretho de los Tratados y la 
Convention de Viena de 1969 " . La Ley .Buenos Aires, 1970.
(2) Ditho articule 13 dite literalmente :"Las tlâusulas de n a t u r a ­
leza tributaria tontenidas en Atuerdos o Tratados I n t e r n a t i o n a ­
les tareterân de efitatia en tanto no sean estes ratifitados 
ton arreglo al ordenamiento jurldito national".
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con arreglo al ordenamiento national.Lo primero que llama la aten- 
cion al intérprete es que el texto legal alude a "tlâusulas" y no 
a normas; el tarâtter conventional de los Tratados y la espetial 
configuration de los m i s m o s ,justifitan esta denomination, que, 
por otra parte, es la usualmente empleada. Pero las tlâusulas de- 
ben ser de naturaleza tributaria; en este punto es donde mayores 
dudas se sus t i t a n , pues el hetho de que una norma tenga naturaleza  
tributaria (la naturaleza viene determinada por el tontepto o ele- 
mento a que afetta) no quiere detir que se refiera a las materias 
que deben regularse obligatoriamente por Ley formal o por norma 
jerârquitamente équivalente y tuya mena incorporation a un C o n v e ­
nio international, podria suponer una extension extesiva del p r i n ­
ciple de l e g a l i d a d .Debe ponderarse que la materia tributaria es 
muy amplia y que no toda su temâtica exige el mismo tratamiento 
juridito.El rigorisme formal exigido por la Ley General T r i b u t a ­
ria debe supeditarse a que se trate de materias afettadas por el
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principle de legalidad (1 ) o que impliquen una obligation finan- 
tiera para la Hacienda Pûblita.En el p r i m e r  taso, porque asi se 
mantiene la vigentia del principle de legalidad por la via con­
ventional international; y en el segundo, porque la vintulatiôn 
que implita un Tratado international, y la minoration presupues- 
taria que de tal pacte se dériva, imponen una tramitaciôn espe- 
tialmente tuidadosa y vigilante. La Constitution espahola de 31 
de ottubre de 1 9 7 8 , en su arts 9 4 , apartado 1 , dispone que "la 
prestation del consentimiento para obligarse por medio de trata­
dos o convenios exigirâ la previa autorizatiôn de las Certes Gé­
nérales en los siguientes tasos :... d) Tratados o Convenios que
(1) El arts 10 de la Ley General T ributaria dispone literalmente:
"Se regularân en todo taso por Ley:
a) La d e termination del hetho imponible, del sujeto pasivo, de 
la base, del tipo de gravamen, del devengo y de todos los demâs e- 
lementos directamente déterminantes de la tuantia de la deuda tri­
butaria, salvo lo establetido en el artitulo 5 8 .
b) El e s t a b l e c i m i e n t o , supresiôn y prôrroga de las exentiones, 
reduttiones y demâs bonifitationes tributaries.
t) La m o d i f i c a t i o n  del régimen de santiones establetidas por
L e y .
d) Los plazos de prescription o tadutidad y su modification.
e) Las tonsetuentias que el intumplimiento de las obligationes 
tributaries pueden signifitar respecte a la efitatia de los attos 
o négociés juriditos.
f) La tontesiôn de perdones, t o n d o n a t i o n e s , rebajas, amnistias 
o moratorias.
g) La fijatiôn de los supuestos de hetho que determinen la tom- 
petentia de los Jurados tributarios.
h) El e s tablecimiento y la fijatiôn de las tonditiones esentia- 
les de los m o n o p o l i e s  fiscales.
i) Las prohibitiones de localization en tiertas zonas del terri- 
torio national, por motivos fiscales, de determinadas attividades
o explotationes econômitas.
j) La implantatiôn de inspettiones o interventiones tributarias 
ton tarâtter permanente en tiertas ramas o tlases de attividades o 
explotationes econômitas; y
k) La obligation a cargo de los partitulares de prattitar ope- 
rationes de liquidatiôn tributaria."
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impliquen obligationes financières para la Hacienda Pûblita". 
Tampoto en este taso la terminologie legal es suficientemente 
Clara porque no todas las obligationes financières determiner 
minoration presupuestaria, aspetto este que realmente parete 
preotupar el legislador. Los Convenios que pueden implitar o- 
bligationes financières para la Hacienda son extesivamente amplios 
para ser tratados ton el mismo triterio; independientemente de 
que el término "obligation" segùn su signifitado juridito civil, 
aplitable en este taso (1 ), tubre todos los tasos "consistantes 
en dar, hater o no hater alguna tosa"(2). La amplitud del t on­
tepto de obligation financière desborda el tontenido juridito 
fiscal de los Convenios ( éste consiste, e n  repartir la m a t eria 
imponible entre los Estados i n t e r v i n i e n t e s ).El aplitar el m i s ­
mo triterio juridito a los tasos en que realmente existe una 
obligation financière (por renuncia a la fatultad de graver) y 
a aquellos en que habiéndose tontraido una obligation de tal 
indole (v.gr.asistentia administrative en materia fiscal o in­
tertambio de information fiscal o financière) ésta no tiene t o n ­
tenido etonômito, no es proportional y puede otasionar retrasos 
y dilationes administratives incompatibles ton el ritmo de la 
vida moderne. La imprécision del tontepto "finantiero" puede ser 
causa, partial, del problema. La ratification de los Convenios de 
Doble Imposition se exige por aplitatiôn del principle de legali­
dad y porque efectivamente tonllevan obligationes financières pa­
ra el Estado. Cuestiôn tomplementaria y distinta es tomo tal trâ-
(1) El artitulo 23,2) de la Ley General Tributaria, dispone que: 
"en tanto no se definan por el ordenamiento tributario los térmi- 
nos empleados en sus normas, se entenderân conforme a su sentido 
juridito tétnito o usuel segùn procéda".
(2) Arts 1088 del Côdigo Civil.
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mite se realize. El articulado del Decreto 301/1972 de 24 de marzo, 
sobre Ordenaciôn de la actividad administrative en materia de T r a ­
tados Internationales,es pretiso y tlaro : la ratification que de ­
berâ tonstar tomo requisite en el propio texto conventional, exige 
que el Consejo de Ministres, a propuesta del Ministre de Asuntos 
Exteriores, remita el Convenio a las Certes G é n érales.Cumplido el 
trâmite y ateptado el texto del Convenio, el Ministre de Asuntos 
Exteriores extiende el torrespondiente instrumente de r atification 
que es firmado por el Rey, en su talidad de Jefe del Estado, y re- 
frendado por el titado M i n i s t r e .S e g u i d a m e n t e , el Min i s t e r i o  de A- 
suntos Exteriores adoptarâ las medidas pertinentes para procéder al 
Canje o al depôsito de tal instrumento(l).Trâmite ulterior es la 
publication del Convenio en el Boletin Ofitial del Estado; m e m ento a 
partir del tuai las normas en él tontenidas pasan a formar parte 
del ordenamiento interne, no pudiendo ser modifitadas, derogadas 
o suspendidas sino en la forma prevista en los propios Tratados o 
de atuerdo ton las normas générales del Deretho I n t e r n a t i o n a l (2).
Considerando estos trâmites , un Convenio de Doble 
Imposition estâ plenamente vigente e intorporado a nuestro o r d e n a ­
miento national, tuando ha sido ratificado por las Certes g é n é r a ­
les; extendido, firmado y refrendado el instrumente de r a t i f i c a ­
tion, e intertambiado éste. La publication en el Boletin Ofitial 
del Estado compléta el title juridito.
(1 ) Arts 18 del Décrété 801 /1 972.
(2) El numéro 1 del arts 5 del Titulo Preliminar del Côdigo Civil 
dite: "las normas tontenidas en los Tratados Internationales no se- 
rân de aplitatiôn diretta en Espana en tanto no hayan pasado a for­
mar parte del ordenamiento interne mediante su aplitatiôn integra 
en el Boletin Ofitial del Estado". Por su parte el arts 96 de la 
C o n s t i t u c i ô n ,en su apartado 1, e s t a b l e t e :"Los Tratados I n t e r n a t i o ­
nales vâlidamente telebrados una vez publitados ofitialmente en Es- 
p a h a ,formarân parte del O r d e n amiento interno. Sus dispositiones sô- 
lo podrân ser derogadas, modifitadas" o suspendidas en la forma p r e ­
vista en los propios Tratados o de atuerdo ton las normas générales
del D e r etho International"-(Decreto de 31 de mayo de 1 974).
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■ 5 .2 .La inexistencia de cualquiera de estos trâmites détermina su 
falta de vigencia. También es posible que el Convenio no haya 
superado su primera etapa de gestation, en tuyo taso la falta de 
vigentia se produce no por omisiôn de uno o varios trâmites, sino 
porque el Convenio estâ en fase p r e p a r a t o r i a . La negotiation de un 
Tratado es un proteso tomplejo, que se initia ton la elaboration y 
adoption por los Estados negotiadores de un texto y se compléta ton 
la rùbrita, firma, ratification y publication ofitial.Rubritar un 
Convenio quiere detir que el représentante del Estado lo autentica. 
La rùbrita debe figurar en el texto; también tabe que la Autoridad 
lo autentique mediante la firma del acta final de la Conferentia 
International en que figure el texto del Atuerdo(l). Es una fase 
en que se admiten las modifitationes que las Delegationes represen- 
tativas de los Estados Contratantes estimen oportuno i n t r o d u t i r ,ya 
que, a pesar de su a u t e n t i c a c i o n , el texto, no tiene todavia fuerza 
de obligar, pues el Estado no ha m anifestado aùn, formalmente, su 
c o nsentimiento en obligarse. El Decreto 801/1972 dispone que el ton- 
sentimiento se mani f i e s t a  mediante la firma del représentante debi- 
damente autorizado para ello (2). Este trâmite tiene espetial sig­
nifitado porque alude al protedimiento por el tuai se establete el 
texto definitivo del Atuerdo; se trata de un atto por el que se ter- 
tifita que el texto es el correcte y definitivo.La ratification del 
texto, ton arreglo al protedimiento constitutional interno de los 
paises signatarios, implita la ateptatiôn y a p r o b a t i ô n ,la publica­
tion, la incorporation al ordenamiento internoydaentrada en vigor.
De todos los Convenios de Doble Imposition negotiados por Espana
(1) arts 11 del Decreto 801/72
(2 ) i d . arts i 5 .
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los ûnicos no vigentes por falta de algûn trâmite son el de I R L A N ­
DA (rubricado, pero sin firmar ni ratificar); el de MARRUECOS (fir­
mado, pero no ratificado) y el de POLONIA (ratificado, pero no ex ­
tendido el instrumente de ratification).
La actividad administrativa espahola en materia de T ra­
tados Internationales tontenida hasta el presente en el Decreto 
801/72 titado, ha adquirido nueva vitalidad tomo tonsetuentia de 
la Adhesion de Espaha al Convenio de Viena sobre el Deretho de los 
Tratados de 23 de mayo de 1969. El Instrumente de Adhesion espahol 
es de 2 de mayo de 1 972;,. si bien el Convenio ha entrado en vigor pa ­
ra Espaha, el 27 de enero de 1980 de tonformidad ton lo dispuesto  
en el arts 8 4 , apartado 1 de aquél (1 ).
(1) Dite tal artitulo y a partado:"La présente Convention entrarâ 
en vigor el trigesimo dia a partir de la fetha en que se haya sido 
depositado el trigesimo quinto instrumento de ratification o de 
adhesion".
- El instrumento de A d h esion espahol se ha publitado en el B.O.E. 
de 13 de junio de 1 9 8 0 .
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1.1. CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICION SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO.
1.1.1. De carâcter general.
PAIS
CONVENIOS EN VIGOR REGL AMENTACION
PECHAS
Firma
OM de ap licaciôn Publ
en
ALE M A N I A 5 1 2 66 8 4 68 H; if:
AUSTRIA 20. 1 2 66 6. 1 68 26. 3. 71 29. 4.71
BELGICA 24. 9 70 27. 1 0 72 27. 2. 73 26. 3.73
BRASIL 14 11 .74 31 1 2 75
CANADA 23 11 .76 6 2 81
C H ECOSLOVAQUIA 8. 5 80 14 7 81
DI N AMARCA 3 7 .72 28 1 74 4. 1 2 .78 5. 1.79
FINLANDIA 1 5 11 .67 1 1 1 2 68
f r a n c i a ’ 27. 6 .73 7 5 75 28. 4. 78 6. 9.78
ITALIA 8. 9 77 22 1 2 80
JAPON 13. 2 74 2 1 2 74
NORUEGA 25 4 63 1 17 7 64
PAISES BAJOS 1 6 . 6 71 1 6 1 0 72 31 . 1 .75 13. 2.75
PORTUGAL 29. 5 68 31 3 70 25. 6 .73 14. 7.73
REINO UNIDO 21 1 0 75 1 8 1 1 76 22. 9. 76 1 1 .10.77
RUMANIA 24. 5 79 2. 1 0 80
SUECIA 16. 6 76 22 1 77 1 8 . 2. 80 1 . 3.80







Eecha firma Fecha publi-
cagi8?c!B.(1)
POLONIA 15.11.79 14. 1.80
CONVENIO S FIRMADOS
"echa firma Fecha publi-
MARRUECOS 10.7.78 No pubiicado.
(1) Boletin Oficial de las Cortes Generates
1.1.2. De navegaciôn maritima y/o aérea
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PAIS
CONVENIOS EN VIGOR














Canje de Notas sobre 
Navegaciôn maritima.
Navegaciôn m a r itima y 
aérea.
Canje de Notas sobre 
navegaciôn maritima o 
aérea.
ONVENIOS PENDIENTES EXTENSION 
INSTRUMENTO R A T I F I C A C I O N .
Fecha firma Publicaciôn en BOE Observaciones
A R G E N T I N A  30.11.78
VEN E Z U E L A  2. 2.79
lo.10.79
20.10.79
Navegaciôn ma r i t i m a  y 
aérea.
Navegaciôn ma r i t i m a  y 
a é r e a .
(1) Se ha pubiicado en el "Recueil des Traités" de la Sociedad de Nacio- 
nes correspondientes a 1 9 31,pâgs : 408 a 410; también en el "Executive 
Agreement Series" ns 6 W a s h i n t o n g ,1 936 ; y en "Tratados Consulares de Es­
paha" Ministerio de Asuntos Exteriores de 1957.
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A) Convenios de transporte aéreo comercial con clausula de 
exenciôn impositiva (impuestos directes).





























2 1 . 5.80
m y
4.11.76 
2 2 . 9.73 
2 1 . 7.77
15.12.77 
24.10.79
!rotocolo Adicional al ,2 de T ra î j i ^ ^^^gg^Aereo
)





Vigente en t a n t o,no,en­
tre en vigor el ce dobl< 
imposition
B ) Ordenes Ministeriales de reciprocidad referentes a enti- 
dades de navegaciôn aérea.'
PAIS de la Fecha Publicaciôn
ARGENTINA 1 6 2 .66 26. 2 66
EEUU 7 2 .66 ^7. 2 66
KUWAIT 27 6 . 78 2 . 8 79
LIBANO 31 1 .75 25. 2 75
NIGERIA 26 1 .76 9. 2 76
MARRUECOS 2 7. 69 9. 7 69
MEXICO 7 2 .66 17. 2 66
PERU 2 ,7. 69 9. 7 69
2 0 .1 2 .68 31 .1 2 68
ZAIRE 22 1 2 .71 2 . 2 72
:ntidades con c e r tifica­
te de exencion
l # I x i
AERONAVES DE MEXICO S.A
AEROLINEAS PERUANAS S.A 
UNITED ARABE AIRLINES




"echa de la firma Fecha gu^Ijcaciôn en
GRECIA 6. 3.19 3.12.20
FRANCIA 8. 1.63 7. 1.64
SUECIA 25. 4.63 16. 1.64
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C A P I T U L O  III
COMENTARIOS A LOS CONVENIOS 




CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICION
SOBRE LA RENTA Y EL PATRIMONIO 
(GENERALES Y DE NAVEGACION)
- 38 -




"El presente Convenio se aplica a las personas residentes de uno 
o de ambos Estados Contratantes". (a)
1. Dos son los conceptos que integran el âmbito de aplicaciôn del 
Convenio, tal como se estructura el Modelo de la OCDE de 1977 y 
al cual se plegan la totalidad de los Acuerdos suscritos por E s p a ­
ha. Son dichos âmbitos el subjetivo y el objetivo. El primero se 
refiere a las personas a quienes afecta o se aplica el Convenio; 
el segundo, a los impuestos que se comprenden en el texto conven- 
cional. El Convenio se aplica siempre a personas, sean estas fi- 
sicas o juridicas, nunca a rentas consideradas o b j e t i v a m e n t e .La 
persona es el nùcleo que agrupa las rentas que pueden afluirle 
por diferentes conductos, y la que constituye el centro del g ra­
vamen. Por ello, la variedad de rentas y el patrimonio recogidos 
en el Convenio, vienen referidos al perceptor o poseedor.La a pli­
caciôn del Convenio exige que la persona sea residente de uno o 
de ambos Estados Contratantes, lo cual conlleva una vinculaciôn  
fâctica con un determinado lugar. El concepto de residencia es, 
sin embargo de dificil encuadre doctrinal, ya que las premisas 
que lo figuran no son abstractas y absolutas, sino prâcticas y m u ­
tables, vinculadas a hechos concrètes a los que se otorga c a t é g o ­
rie juridica. Se trata de una situaciôn jurldica derivada de un 
acontecer arbitrario y sometido a la comprobaciôn de los elementos
(a) Coincide totalmente con el arts i del M o delo de 1963.
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de hecho constitutives de la misma, y a la variaciôn de las 
corrientes l e g i s l a t i v a s . La relatividad del concepto es tal, 
que, considerado como término genérico , ofrece posibilidad 
de especificaciones mâs o menos complejas y detalladas de a- 
cuerdo con determinadas ramas del Derecho o parcelas juridi­
cas (1). Pero el carâcter circunstancial del concepto no im- 
pide que sea el mâs prâctico, pues la vinculaciôn a un d e t e r ­
minado territorio implica una ligazôn susceptible de consti- 
tuir el nexo de uniôn entre la potestad tributaria de un Es ­
tado y un sujeto concrete. Por ello, el Modelo se sirve del 
concepto de residente por razones de simplicidad y "ante la 
vocaciôn del Convenio de estar llamado a régir las r e l a c i o ­
nes de los paises Miembros de la OCDE, en la vertiente fiscal 
de la doble imposiciôn internacional" (2 ).Este ultimo puede 
haber constituido , sin duda, el argumente definitivo para la 
adopciôn de tal criterio aplicativo, pues en el conjunto de 
paises intégrantes del citado Organisme, los mâs poderosos e 
influyentes son aquellos cuya economia, de expansiôn, se pro- 
yecta i n t e r n a c i o n a l m e n t e , y cuya filosofia tributaria se es­
tructura en base al criterio de residencia.Este es también el 
que se recoge en la Ley General Tribunal, pero combinado con
(1) Sin entrar en consideraciones juridico-civiles sobre la re ­
sidencia, lo dicho se m a n i f i e s t a  por el anâlisis del arts 8 s del 
Real Decreto 2402/1980, de 10 de octubre sobre Régimen Juridico 
del Control de Cambios (BOE de 8 de noviembre de 1 980) que fi-
ja un concepto e s p e cifico de r e s i d e n c i a ."Son residentes a efec- 
tos del control de cambios: a) Las personas fisicas domicilia- 
das en territorio espahol o que residan principalmente en E s p a ­
ha. b) Las personas juridicas con domicilio social en Espaha.
c) Los e s t a b l e c i m i e n t o s , y sucursales en territorio espahol de p er­
sonas juridicas extranjeras o de personas fisicas residentes en 
el e x t r a n j e r o " .
(2) Lopez Ibahez L. en "Localizaciôn geogrâfica y criterios de 
sujeciôn al I m p u e s t o - de S o c i e d a d e s .Doble imposiciôn internacional" 
en Hacienda Pûblica Espahola n? 2 4 - 2 5 , Instituto de Estudios F i s c a ­
les.Madrid 1 977,pâgs. 1 33 a 151.
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el de territorialidad (1). La nàcionalidad y la ciudadania 
(conceptos eminentemente civiles y mas etéreos desde la p e r s - ' 
pectiva econômica)quedan excluidos del pragmatisme que p re­
side el Derecho Tributario International, en dondé el concep- 
to de "residente" cumple la funciôn de servir de delimitador 
del âmbito subjetivo de aplicaciôn de les Convenios.
2. El âmbito subjetivo de los Convenios espanoles coincide 
con el Modelo, tal como ha quedado expuesto. Es decir, la re- 
sidencia es el elemento objetivo bâsico de aplicaciôn conven­
tional. El ser residente es el p resupuesto para ser sujeto de 
sus normas. La nacionalidad y la c iudadania se excluyen como 
categories juridicas susceptibles de provocar c o n s e c u e n c i a s . 
Solo cuando no pueda determinarse la residencia de una persona 
en base a circunstancias factices, exista una concurrencia de 
estas, o se trate de evitar discriminaciones juridico-tributa- 
rias, la nacionalidad es el elemento déterminante de aquellas 
consecuencias (2 ).
(1) El artQ 21 de la Ley General Tributaria, dispone: "Las 
normas tributaries obligarân en el territorio n a t i o n a l .Salvo 
lo dispuesto por la Ley en cada caso, los tributos se aplica- 
rân conforme a los siguientes principios : a) El de r e s i d e n ­
cia efectiva de las personas naturales cuando el gravamen 
sea de naturaleza personal, y b) El de t e r ritorialidad en los 
demâs tributos, y en especial, cuando tengan por objeto el 
producto, el patrimonio, las explotaciones econômicas o el 
trâfico de bienesl
El precepto es comentado por E c h e v a r r i a - T o r r e s .L . 
en "El articule 21 de la Ley General Tributaria", en XX Semana 
de Estudios de Derecho Financ i è r e . M u t u a l i d a d  Benéfica del 
Cuerpo de Inspectores Técnicos Fiscales del Estado. Editorial 
de Derecho Financière. Madrid , 1 973,p â g s .561 -588.
(2) Cfr. arts 4,ap. 2 c), y arts 25 del Modelo.
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Todos los Convenios recogen el arts 1 del Modelo tal 
como esta redactado. Sin embargo, los del Reino Unido y Suecia, 
cambian las p r e p o s i c i o n e s , y en vez de "residentes de" aluden a 
"residentes en". Esta d iferencia gramatical, que no implica n o t a ­
bles divergencias en su exegesis de conjunto, induce a una r e fle­
xion juridica, consistante en la delimitation de los conceptos de 
residente temporal y p e r m a n e n t e .Se puede "residir en" y no ser 
"residente de". El dato caracteristico de la residencia permanente, 
consiste en la voluntad del sujeto de instalarse en un lugar de- 
terminado ; se m a n i f i e s t a  en una serie de hechos que, por el c on­
trario, son inexistantes en los supuestos en que, temporal y cir- 
c u n s t a n c i a l m e n t e , se produce tal vinculaciôn territorial, pero sin 
intention de que deriven de aquella conexiôn consecuencias juridi­
cas permanentes (1 ).
Los Convenios relativos a la "navegaciôn" no contienen 
un articulo delimitador, tal como ha quedado expuesto, del âmbito 
subjetivo de aplicaciôn del Tratado. Pero en el precepto dedica- 
do a définir los términos utilizados en el Convenio, se vincula 
la explotaciôn de la empresa de navegaciôn a la persona fisica 
o juridica residente de uno de los Estados C o n t r a t a n t e s .
(1 ) Para mayor detalle sobre residencia y domicilie fiscal, vid. 
J.J. Forns, en "La Doble Imposiciôn International". Câmara de Co- 




. El presente Convenio se aplica a los impuestos sobre la Renta y
tes, de sus subdivisiones politicas o de sus entidades locales, cual-
quiera que sea el sistema de su exaction.
2. Se consideran Impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio los
que qravan la totalidad de la renta o del patrimonio 0 cualquier par-
te de los mismos, incluidos los impuestos sobre las qanancias deriva-
das de la enajenaciôn de bienes muebles o inmuebles, los impuestos
sobre el importe de sueldos o salaries paqados por las empresas, asi
como los impuestos sobre las plusvalias.
3. Los impuestos actuales a los que concretamente se aplica este Con­
venio son:
a) (en el Estado A ) .........................................................
b) (en el Estado B)
4. El Convenio se aplicara iqualmente a los impuestos de naturaleza 
idéntica o analoqa que se establezcan con posterioridad a la fecha 
de la firma del mismo y que se ahadan a los actuales o les sustitu- 
yan . A1 final de cada ano las autoridades compétentes de los E sta­
dos Contratantes se comunicarân mutuamente las modificaciones que 
se hayan introducido en sus respectivas leqislaciones fiscales (a).
(a) Coincide casi plenamente con el arts 2 del Modelo de 1 9 6 3 . El 
apartado 4 del Modelo de 1977 introduce como novedad, que los im­
puestos adicionales o sustitutivos a aquellos a los que inicialmen- 
te se refiere el Convenio, han de ser establecidos "con posteriori- 
dad a la fecha de la firma del mismo".
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1. El arts 2 del Modelo contempla el aspecto objetivo del 
âmbito de aplicaciôn del Convenio; es decir los impuestos 
que se consideran cubiertos o integrados en el Tratado 
suscrito por dos Estados. Dicha integration es necesaria 
porque cualquier tribute que no esté recogido, genérica o 
e s p e c l f i c a m e n t e , en el texto conventional no puede ser in- 
vocado como formando parte del mismo. La funciôn del arts 
2 es la de delimitar el sector tributario al que se han cir- 
cunscrito los c o n t r a t a n t e s .El articulo c o n c r e t a ,"mutatis m u ­
tandis", en el âmbito fiscal international conventional, el 
principle de legalidad, vigente , en todo caso, en el ordena- 
miento juridico tributario.
El arts 2 estâ estructurado de manera que, salvo 
las modificaciones que puedan establecer ambas partes, el 
Convenio se aplique a los Impuestos que gravan la renta o 
el patrimonio. En base a tal finalidad, se détermina que 
Impuestos tienen tal consideration, y se prevé que cualquier 
modification ulterior, si se trata de tributos de naturaleza 
idéntica o anâloga, no afectarâ a la vigencia del Convenio. 
Complemento de dicha determination genérica, es la enuncia- 
ciôn especifica de los. Impuestos vigentes en cada uno de los 
Estados en el momento de la negociaciôn. La obligaciôn de 
las Autoridades compétentes de comunicarse mutuamente los 
cambios habidos en su legislaciôh, cierra el contenido n o r ­
mative del precepto.
El arts 2 tiende, como senalan los Comentarios 
de la OCDE, a precisar e identificar los impuestos compren- 
didos en el Convenio, a extender lo mâs posible el âmbito 
de su aplicaciôn, y a evitar que cualquier modi f i c a t i o n  de
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la legislation interna de uno de los Estados provoque la d é r o g a ­
tion del C o n v e n i o .Cada uno de los apartados del precepto pretende 
cumplir uno de taies objetivos.
2. El apartado 1 contiene la enunciation amplia y general de los 
impuestos a los que se aplica el Convenio. Estos son, de acuerdo 
ton la filosofia propia del Tratado, los Impuestos sobre la Ren­
ta y sobre el Patrimonio. El criterio seguido es e v i t a r  adjeti- 
vaciones (p. e j . "Impuestos directos") que enturbien la in t e r p r e ­
tation de la norma. Toda la gama de tributos que inciden sobre la 
renta o el patrimonio cualquiera que sea la autoridad que los haya 
establecido o pueda exigirlos, e independientemente del sistema 
de exaction, queda comprendida en el âmbito objetivo de aplicaciôn 
del Convenio. Ese p lanteamiento exige su anâlisis desde una triple 
perspective : objetiva, subjetiva y formai.
2.1. O b j e t i v a m e n t e , el Convenio afecta a los Impuestos sobre la 
Renta y el P a t r i m o n i o .El apartado 1, proposition primera, del artQ 
2,es suficientemente explicita. Sin embargo, la amplitud y genera- 
lidad de tal formulaciôn implica un desarrollo mâs concrete, que 
évité los problèmes que se suscitarian en el supuesto de que las 
legislaciones de los Estados Contratantes circunscribiesen el âm ­
bito o nomenclature de taies tributos a hechos imponibles o de 
aplicaciôn diferente. Para salir al peso de tal e v e n t u a l i d a d , el 
apartado 2 del propio articulo de una definiciôn omnicomprensiva 
de los impuestos sobre la Renta y sobre el Patrimonio, consideran- 
do como taies "los que gravan la totalidad de la renta o del p a t r i ­
monio o cualquier parte de los m i s m os".Sin embargo, el Modelo no 
define lo que debe entenderse por "renta" o "patrimonio": la legis-
- 46 —
laciôn interna de cada pais sera la que, en cada caso, tipifi- 
que el respective hecho imponible y determine la concreta e x ten­
sion del tribute convenio (1 ).
A d e m â s , este apartado incorpora "los impuestos sobre 
las ganancias derivados de la enajenaciôn de bienes muebles o 
i n m u e b l e s " ,"asi como los impuestos sobre las plusvalias". Con 
tal determinaciôn lo que se pretende es diferenciar juridicamen- 
te renta y plusvalia, incorporando al primer concepto las "ganan­
cias de capital", y enmarcando en la enunciaciôn genérica de Im- 
puesto sobre la Renta, las "plusvalias" no realizadas o incremen- 
tos puestos de manifiesto por simple anotaciôn contable.El a rti­
culo no précisa la naturaleza del impuesto que grava las"ganan- 
cias de capital". La fôrmula del art9 2 tiene una extensiôn lo 
suficientemente amplia para encuadrar todas las clases de i m pues­
tos que un Estado Contratante exija sobre aquéllas, incluso los
(1) En el âmbito juridico espanol:
-El a r t 2 30 de la Ley 44/1878, de 8 de septiembre, del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Fisicas, a p . 2,dos, integra en la
renta del sujeto pasivo :"a) los rendimientos del trabajo personal:
b) los rendimientos de las explotaciones e c o n ô m i c a s ;c ) los r e n d i ­
mientos derivados de cualquier elemento patrimonial que no se en- 
cuentre afecto a las actividades referidas en la letra anterior; v
d) los incrementos de patrimonio determinados de acuerdo con lo 
prevenido en esta L e y ”-cfr. arts 20.
-El arts 30 de la Ley 61/1978 de 27 de diciembre, del Impuesto so­
bre Sociedades, en su a p . dos, dispone que " componen las Rentas
del sujeto pasivo : a) Los rendimientos de las explotaciones e c onô­
micas de toda indole, y los derivados de actividades profesionales 
o artisticas; b) los rendimientos derivados de cualquier elemento 
patrimonial que no se encuentre afecto a las actividades referidas 
en las letras anteriores; y c) los incrementos de patrimonio d e t e r ­
minados de acuerdo con lo prevenido en esta L e y " .
-El a r t 2 2° de la Ley 50/1977 de 14 de noviembre sobre Medidas Ur­
gentes de Reforma Fiscal, establece que :"constituye el hecho impo­
nible del Impuesto , la propiedad de toda clase de bienes y la titu- 
laridad de derechos de contenido econômico atribuibles al sujeto 
pasivo, conforme a los preceptos de esta Ley en el momento del de- 
v e n g o " .
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impuestos especiales sobre las mismas . Las ganancias derivan de 
la enajenaciôn de un bien, considerando tal "enajenaciôn" é q u i v a ­
lente a transmisiôn onerosa: v.gr. venta, cesiôn, permuta,etc.
Las "plusvalias" se pueden producir sin que exista e najenaciôn de 
un bien, cuando el valor del activo ha aumentado de tal m a n e r a  que 
se considéré oportuna su revalorizaciôn en la c o n t a b i l i d a d .Dicha 
revalorizaciôn también puede efectuarse en los casos de deprecia- 
ciôn de la moneda nacional. Los impuestos especiales que gravan 
estos beneficios contables,la constituciôn de réservas, los au- 
mentos de capital y otras revalorizaciones résultantes de la adap- 
taciôn del valor contable al valor real de los activos, caen den- 
tro de la formulaciôn genérica del apartado 2 del art^ 2 del M o d e ­
lo.
Los "impuestos sobre el importe de sueldos o salarios paga- 
dos por las Empresas" también se consideran como Impuestos sobre 
la Renta; tal es el caso, como recogen los Comentarios de la OCDE, 
de los "payroll taxes" en el Reino Unido, el "Lohnsummensteuer" en 
A l e m ania,y la "taxe sur les salaires" en Francia. La dif e r e n c i a  de 
"sueldos" y "salarios" hace referencia a las posibles modalidades 
de retribuciôn del personal al servicio de una empresa, aunque a 
efectos del Convenio tal distinciôn carece de repercusiôn prâcti- 
c a ; por tal razôn los términos se utilizan a l t e r n a t i v a m e n t e .
Las cuotas de la Seguridad Social, sin embargo , no se con­
sideran incluidas en el precepto. Su carâcter parafiscal y la ca- 
rencia de la nota juridica que délimita los impuestos (ser tribu­
tos exigidos sin contraprestaciôn) las excluye del âmbito de un 
Convenio fiscal. Por ello muchos paises se refieren e xpresamente 
a taies cuotas para declarar la no aplicabilidad del Tratado.
El considerar como Impuestos sobre la Renta y sobre el Pa­
trimonio toda la gama de hechos imponibles apuntados, no d é t e r m i ­
na, sin embargo, a nivel interno o conventional, ni el nacimiento 
de un nuevo tributo, ni la extensiôn de los hechos imponibles
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origimrianente gravados por este. La legislation interna de los Es­
tados Contratantes es la ûnica facultada para establecer impuestos 
o delimitar la materia imponible. Un Convenio de Doble Imposition, 
elaborado o no con arreglo al M o d e l o , se limita a negociar sobre los 
tributos ya existantes, pero sin que en ningùn caso, conlleve la 
exaction de impuestos no vigentes o la extension de los existentes 
en uno de los dos Estados. La enunciation genérica que formula el 
apartado 2 del art^ 2 del Modelo de la OCDE, se efectua de forma 
cautelar y objetiva, para evitar que la diferenciacion de conceptos 
en las legislaciones de los Estados C o n t r a t a n t e s (en cuanto a la d e n o ­
mination o contenido de los impuestos) provoque una situation de 
desequilibrio entre los tributos convenidos; y para delimitar la m a ­
teria iiporubfe cfe]a ÊnrHUBs amplia y aséptica posible, pero sin que, en n in­
gùn caso, se pretenda establecer impuestos o hechos imponibles "ex 
novo". Por ello los Estaaos Contratantes son libres de restringir, 
de mutuo acuerdo, no solo el âmbito de aplicaciôn de tales tributos 
(p. e j : exclusiôn de las plusvalias no realizadas si en ninguno de 
ellos se g r a v a n ) , sino también los impuestos mismos a los que se 
refiere el Convenio (éste puede abarcar los Impuestos sobre la Renta 
y sobre el Patrimonio o sôlo uno de estos). Otra limitaciôn que pu e ­
de afectar al contenido objetivo del Convenio se vincula a la es- 
tructura federal o autonômica de los Estados, respecto de los Impues­
tos percibidos por cuenta de sus subdivisiones politicas o enti d a ­
des locales; este tema serâ considerado en el apartado 2.2 posterior 
Los Impuestos a los que se refiere el apartado 2 son 
todos aquellos que, salvo exclusiôn expresa, integran, con arre­
glo al ordenamiento juridico vigente en los Estados Contratantes, 
las rùbricas genéricas de los Impuestos sobre la Renta y sobre el 
Patrimonio. La no menciôn de si se trata de impuestos "ordinarios" 
o "extraordinarios" (establecidos éstos normalmente conp,carâcter
B'Bi
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transitorio) conlleva que todos se incluyan en el Convenio. Con 
respecto a estos ûltimos podrla s u scitarse una duda dadas las 
circunstancias especiales que determinan su e s t a b l e c i m i e n t o . La 
existencia de "tributos extraordinarios" en el momento de la né ­
gociation del Tratado s i m p l i f i c a l a  cuestion; las partes interesa- 
das habrân de decidir si 'se integran o no en el Convenio.El p r o ­
blème se suscita si tales tributos han sido establecidos por p r i ­
mera vez con posterioridad a la vigencia del Tratado, y éste se 
refiere de niodo amplio, a los Impuestos sobre la Renta y sobre el 
Patrimonio y concretamente solo a tributos calificados como "ordi­
narios". O t r o ’e l e m e n t o perturbador surge si, el tributo solo se es­
tablece en uno de los Estados C o n t r a t a n t e s .Ambos problemas de indu- 
dable repercusiôn practice, se consideran en el apartado 4 p o s t e ­
rior .
Los recargos, gastos, intereses, etc, integran la 
deuda t r i b u t a r i a .El Estado con facultad tributaria percibirâ las 
cantidades que,como cargas c o m p l e m e n t a r i a s , acompahan a la cuota 
tributaria y constituyen tal deuda (1). Como senalan los C o m e n t a ­
rios de la OCDE tal criterio se fundamenta en el principle de que 
lo accesorio sigue a lo principal.
2.2. El apartado 1 del art2 2 aplica el Convenio a los Impuestos 
"exigibles por cada uno de los Estados Contratantes, de sus subdi­
visiones politicas o de sus entidades locales". Se trata de una 
d e l i m itaciôn tributaria desde el punto de vista del sujeto activo.
(1) En el ordenamiento espanol, el arts 58 de la Ley General T r i ­
butaria dispone en su apartado Dos que: "en su caso, también forma- 
rân parte de la deuda tributaria : a) los recargos exigibles legal- 
mente sobre las bases o las cuotas, ya sean a favor del Tesoro o 
de otros entes pûblicos; b) el interés de demora, que sera el bâsi­
co del Banco de Espaha,vigente al tiempo de practicar la liquida- 
ciôn; c) el recargo por aplazamiento o prôrroga; d) el recargo de 
apremio; y e) las sanciones pecuniarias" ..
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es decir de quién esta facultado para exaction del Impuesto. Los Co­
mentarios de la OCDE senalan que " es indeferente la autoridad por 
cuenta de la que se perciben; puede tratarse del propio Estado, de 
sus subdivisiones politicas o de sus entidades l o c a l e s (Estados Fede- 
r a d o s , regiones, provincias, cantones, areas, d e p a r t a m e n t o s , distri- 
tos, "Kreise", municipios, o agrupaciones de m u n i c i p i o s ,e t c ...").
El Modelo de la OCDE, ha establecido un marco amplio que recoje y 
agrupa multiplicidad de situaciones validas para cualquier modelo de 
organization politica, con independencia de las especialidades cons- 
t i t u c i o n a l e s , politicas o administrativas de cada Estado.Es elocuen- 
te que el texto legal se refiera ùnicamente a una modalidad aséptica 
del poder financière, es decir a la soberania administrativa (se ha- 
bla de "impuestos exigibles"), prescindiendo de a quien corresponde 
la soberania legislativa ( establecimiento del tributo) y la sobera­
nia sobre el producto del impuesto. En la m i sma linea , los Comenta­
rios de la OCDE aluden a la " autoridad por cuenta de la que se per­
ciben" pero sin entrar en el espinoso tema de a quien corresponde el 
poder originario o derivado para establecer el tributo.El Modelo c on­
figura, pues, un marco; los Estados Contratantes serân los que lo 
m o d elen a su convenencia. El problema se plantea sobre todo en los 
casos de Estados Federados si éstos ostentan potestad tributaria in- 
dependiente y la Federaciôn no puede vincular en sus paotos interna- 
cionales a las Haciendas de aquéllos. La imposibilidad por otra par­
te, de atribuir capacidad a los Estados federados para celebrar Tra- 
tados internacionales (1 ), plantea, en taies casos, el interrogante
(1) El arts 6 del Convenio de Viena sobre el Derecho de los Trata- 
dos, de 23 de mayo de 1969, dispone que " todo Estado tiene capa­
cidad para celebrar tratados ". Por tal Estado debemos entender el 
Ente publico con r e p r e s entaciôn internacional unânimamente recono- 
c i d a .
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de como evitar la dofcle imposition por medio de un Convenio.
En Espaha, la Ley de Cortes y la Ley General Tributaria, 
promulgadas en una época de total centralismo financiero, no deja- 
ban lugar a dudas en orden la facultad exclusiva del Estado para 
negociar Tratados internacionales, y para ejercer la facultad ori- 
ginaria de establecer tributos, concediéndose a las Provincias, y 
a los Municipios un poder derivado para establecerlos y exigirlos 
dentro de los limites fijados por las Leyes, y quedando las demâs 
Corporaciones y Entidades de Derecho publico (p. e j : agrupaciones 
de munucipios, cabildos, Consejos, etc...) facultadas solo para 
se exaction en los casos determinados por la Ley (1). La Contitu- 
ciôn espahola de 31 de octubre de 1978 ha consagrado igualmente 
el principle de que corresponde al Estado "la prestation del con- 
sentimiento para obligarse por medio de Tratados o Convenios"
(artg 94, 1,d); disponiendo, también, que "la potestad o riginaria  
para establecer los tributos corresponde exclusivamente al Estado 
mediante Ley" (art? 133,1). Sin embargo, la configuration de una 
Organization territorial estatal basada en una filosofia descen- 
tralizada, que reconoce a Municipios, Provincias y Comunidades 
Autônomas, autonomia para la gestion de sus respectives intereses 
(art? 137), la atribuciôn a taies Comunidades y Corporaciones Loca­
les de la facultad de establecer y exigir tributos de acuerdo con la 
Constitution y las leyes (art? 133,2), y el reconocimiento a H a c i e n ­
das Locales y Comunidades Autônomas de la posibilidad de tener tri­
butos propios (r e s p e c t i v a m e n t e , art? 142 y 157), ha replanteado, 
en el caso de Espaha, la p roblemâtica de la virtualidad de los Tra­
tados de Doble Imposiciôn concertados por el poder central, en rela- 
ciôn con taies Entes. Es decir, si el Estado espahol, como tal, 
puede convenir los recursos propios (impuestos establecidos y exigi-
(1) Cfr. al art? 10, c) de la Ley de Cortes de 17 de julio de 1942; 
y los art?s 2 y 5 de la Ley General Tributaria de 28 de diciembre 
de 1963.
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dos) de las Entidades que integran su actual organization t e r rito­
rial , y, como corolario, si taies Entes quedan obligadas y someti- 
das a lo establecido en el Convenio. El problema adquiere perfiles 
mâs concretos una vez publicada la Ley Orgânica de Financiaciôn de 
Comunidades Autônomas de 22 de septiembre de 1980(1), los Estatu- 
tos Autônomos de Cataluha de 18 de diciembre de 1979(2), para el 
Pais Vasco de 18 de diciembre de 1979(3), y de Autonomia para G ali­
cia de 6 de abril de 1981 (4), asi como el Proyecto de Estatuto
de A u t o nomia para Andalucia de 20 de Agosto de 1981 (5).La cuestiôn 
que se suscita se vincula a la determinaciôn de la naturaleza del 
poder normative concedido por taies textos légales a las Entidades 
Autonômicas. De entre las diversas alternativas posibles (poder o- 
riginario : ejercido mediante Ley por el Estado y que sôlo tiene 
como limite la Constituciôn;poder derivado : permite establecer y 
exigir tributos en la m e d i d a  y con los limites que la Ley estatal 
lo permite), las Leyes Organicas, citadas, al regular los limites 
de la "tïibutaciôn propia" de los Entes autônomos ha resuelto
(1) BOE del 1 ? de octubre de 1980
(2) BOE del 22 de diciembre de 1979.
(3) BOE del 22 de diciembre de 1979.
(4) BOE del 28 de abril de 1981.
(5) BOE del 26 de agosto de 1981.
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la cuestiôn (1); resta determinar si el poder derivado de taies 
Comunidades es similar o no al de las Corporaciones locales, o 
puede considerarse como un poder originario de segundo
(1) -La Ley Orgânica de Financiaciôn de las Comunidades A u t ô n o ­
mas, en su articulo 1 ?, dispone: "Uno. Las Comunidades Autônomas 
gozarân de autonomia financiera para el desarrollo y ejecuciôn 
de las c o mpetencies que, de acuerdo con la Constituciôn, les a- 
tribuyan las Leyes y sus respectives Estatutos". Dos. La finan­
ciaciôn de las Comunidades Autônomas se regirâ por la présente 
Ley Orgânica y por el Estatuto de cada una de dichas Comunidades. 
En lo que a esta m a t eria se refiere se aplicarân las Leyes or- 
dinarias, Reglamentos y demâs normas juridicas emanadas de las 
instituciones del Estado y de las Comunidades Autônomas". La m i s ­
ma Ley en su articulo 6?, cuatro, reconoce ùnicamente la potes­
tad o r i g inaria del Estado, al decir que: "Cuando el Estado, en el 
ejercicio de su potestad originaria establezca tributos..."
-El Estatuto de Autonomia para el Pais Vasco, en su articulo 
4 2 , dispone que "los ingresos de la Hacienda general del Pais V a s ­
co estarân constituidos p o r : .......... b) los rendimientos ce los
impuestos propios de la Comunidad Autônoma que establezca el Par­
lemente vasco, de acuerdo con lo establecido en el art? 157 y 
en la Ley O r g â n i c a  sobre Financiaciôn de las Comunidades A u t ô n o ­
mas" .
-El Estatuto A u t o nômico de Cataluha, en su art? 44 reconoce 
como un r e c urso de la Hacienda de la Generalidad "los rendimientos 
de los impuestos que establezca la Generalidad"; pero siempre, y 
segùn el art? 46, "sin perjuicio de la colaboraciôn que pueda es- 
tablecerse con la A d ministraciôn Tributaria del Estado, especial- 
mente cuando asi lo exija la naturaleza del tributo".
-El E s t a t u t o  de A u t o nomia de Galicia, en su art? 44 considéra 
como uno de los componentes de la Hacienda de la Comunidad A u t ô ­
noma "los rendi m i e n t o s  de los impuestos que establezca la Comuni­
dad Autônoma"; pero , y de acuerdo con el art? 5 4,"sin perjuicio 
de la c o l a b o r a c i ô n  que pueda establecerse con la A d ministraciôn 
T r i b utaria del Estado, especialmente cuando asi lo exija la natu­
raleza del t r i b u t o " .
-El Proyecto de Estatuto de A u t onomia para And a l u c i a  en su 
Art? 56, dice :"constituye la Hacienda de la Comunidad Autônoma:
1. El r e n d i m i e n t o  de los Impuestos establecidos por la Comunidad". 
El art? 59, e s t a blece la c olaboraciôn entre ambas Administraciones 
del Estado y de tal Comunidad. Y el art? 62, ap. 3 dice que "me­
diante Ley de Cortes se establecerâ el sistema de colaboraciôn 
entre la Com u n i d a d  A u t ônoma y el Estado para la g e s t i ô n ,liquida- 
ciôn, r e c a u d a c i ô n  e inspecciôn de los tributos que se determiner."
— 54 —
grado (1).En cualquier caso, la conclusion final es la que las 
Comunidades Autônomas y Corporaciones Locales quedan vinculadas 
por los Convenios Internacionales que el Estado concierte con 
otros Estados. De forma indudable y terminante, el art? 1, ap. 
1res, de la Ley de Financiaciôn de las Comunidades Autônomas, 
dice que: "lo dispuesto en esta Ley se entiende sin perjuicio 
de lo establecido en los Tratados o Convenios suscritos o que 
se suscriban en el futuro por Espaha". Y por su *parte los Esta­
tutos del Pais Vasco y de Cataluha, respectivamente, en sus 
art?s 20 a p . 5 y 27 ap. 5, disponen la necesidad de que los ôr- 
ganos del Gobierno- Gobierno Vasco y Generalidad -sean informados 
de la elaboraciôn de los Tratados o Convenios en cuanto afecten 
a materias de su competencia. La norma contenida en el art? 20,
(1) Del Arco L . y De Luis F. "La d istribuciôn de los impuestos en 
una Hacienda F e d e r a l " .Instuto de Estudios F i s c a l e s .Madrid 1978. 
Fernandez Cuevas,A. "El sistema normative de las Comunidades A u ­
tônomas . Referencia particular a los aspectos financières", en la 
C onstituciôn espahola y las fuentes del Derecho". Direcciôn g. 
de lo Contencioso del E s t a d o . Institute de Estudios Fisc a l e s . M a ­
drid , 1 979 , pâgs . 805 a 825.Lasarte J. "Potestad Legislativa y poder 
tributario de las Comunidades Autônomas, en la Constituciôn.. 
op.cit. Vol II, pâgs. 1 257-1 277•V i d .Linares y Martin de Rosales,J. 
"Comentarios a la Ley Orgânica de Financiaciôn de Comunidades A u ­
tônomas", en Hacienda Pùblica Espahola,n? 65, 1980,p â g s .119 a 
192. Garcia-Margallo y Marfil J.M. "Los ingresos de las C o muni­
dades Autônomas" en Hacienda Pùblica Espahola,n? 65, 1 9 80,pâgs.
89 a 117. Iglesias,A. "El Marco de la H§ Regional Espahola", en 
GT 32/80,p â g s . 85-94.Y A r s uaga J.J. "El poder tributario en Espa­
ha en Crônica Tributaria 34/80, 129-144.
- El art? 40 del Real Decreto 3250/1976, de 30 de d i c i e m ­
bre (BOE 31 de enero de 1977) por el que se ponen en vigor las 
disposiciones de la Ley 41/1975, de 19 de noviembre de Bases 
del Estatuto de Régimen Local (BOE de 21 de noviembre 1975) 
relativas a ingresos de las Corporaciones Locales, considéra 
como ingresos municipales autônomos "aquellos que, previamente 
autorizados por las Leyes, establezcan y gestionen los Ayunta- 
m i e n t o s ."
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ap. 3 del Estatuto del Pais Vasco, en cuya virtud "ningûn T r a t a ­
do o Convenio podra afectar a las atribuciones y competencias del 
Pais Vasco" no se opone a lo dicho previamente, oorque la materia 
fiscal no es de la competencia exclusiva de tal Comunidad A u t ô n o ­
ma. El Proyecto de Estatuto de Andalucia, en su art? 23, a p . 1 
también exige el informe a la Junta de Andalucia de la ejecuciôn 
de los Tratados y Convenios Internacionales en cuanto afecten a 
materias de su especifico i n t e r é s . Pero establecida la obligatorie- 
dad y vigencia general de los Convenios Internacionales de Doble 
Imposiciôn, podria, no obstante, considerarse la posibilidad de 
que tales Entidades colaborasen ccn elpoder central en la fase previa 
de confecciôn del proyecto de Convenio y que, conteniendo las 
propuestas espaholas, se présenta al otro Estado Contratante.
La repe r c u s i ô n  presupuestaria que las decisiones adoptadas por 
el poder central puedan tener sobre las respectivas Haciendas 
autonômicas justifica tal soluciôn. E s ta,por otra parte, tiene 
su apoyatura legal en la propia Constituciôn y en los respectives
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Estatutos de Autonomia (1).E1 tema de la coordinaciôn burocrâ- 
tica y el modo de articular tal colaboraciôn es lo que habria 
que estructurar a d e c u a d a m e n t e .
2.3. El Convenio se aplica a los Impuestos sobre la Renta y
(1) -El art? 156 de la C o n s t i t u c i ô n , d i s p o n e : "Las Comunidades A u ­
tônomas gozarân de autonomia financiera para el desarrollo y eje­
cuciôn de sus competencias con arreglo a los principios de coo r ­
dinaciôn con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos 
los espanoles. 2. Las Comunidades Autônomas podrân actuar como 
delegados o colaboradores del Estado para la r e c a u d a c i ô n ,la g e s ­
tiôn y la liquidaciôn de los recursos tributarios de aquél, de 
acuerdo con las Leyes y los Estatutos".
-El art? 46 del Estatuto de Autonomia de Cataluha en su a p . 
1 ) , establece:"La gestiôn, recaudaciôn, liquidaciôn e inspecciôn 
de sus propios tributos corresponderâ a la G e n e r a l i d a d ,la cual 
d ispondrâ de plenas atribuciones para la ejecuciôn y organizaciôn 
de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboraciôn que pueda es­
tablecerse con la Ad m i n i s t r a c i ô n  Tributaria del Estado, es p e c i a l ­
mente cuando asi lo exija la naturaleza del tributo".
-El art? 41, ap.b) del Estatuto de Autonomies del Pais Vasco, 
dispone:" 2. El contenido del régimen de concierto respetarâ y 
se acomodarâ a los diferentes principios y bases:b) La exacciôn, 
gestiôn, liquidaciôn, recaudaciôn e inspecciôn de todos los im­
puestos, salvo los que se integran en la Renta de Aduanas y los 
que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales-, se
efectuarâ, dentro de cada territorio histôrico, por las respec­
tivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboraciôn 
con el Estado y su alta i n s p e c c i ô n " .
-El art? 54, ap. 1) del Estatuto de Autonomias para Galicia,
dice : "La gestiôn, recaudaciôh, liquidaciôn e inspecciôn de sus 
propios tributos, c o r r e sponderâ a la Comunidad Autônoma gallega, 
la cual dispondrâ de plenas atribuciones para la ejecuciôn y or­
g anizaciôn de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboraciôn 
de pueda establecerse con la A d ministraciôn Tributaria del E s t a ­
do, especialmente cuando asi lo exija la naturaleza del tributo".
-El art? 60, a p . 1 del Estatuto de Autonomia de Andalucia 
dispone :"La gestiôn, liquidaciôn, recaudaciôn e inspecciôn de 
sus propios tributos corresponde a la Comunidad Autonômica, la 
cual dispondrâ a taies efectos de plenas atribuciones, sin p e r ­
juicio de la colaboraciôn que pueda establecerse entre ambas 
A d m i n i s t r a c i o n e s " .
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sobre el P a t r i m o n i o c u a l q u i e r a  que sea el sistema de su exaction" 
Este sistema dependerâ del régimen juridico tributario estableci­
do en cada Estado.En los paises en que prédomina la imposition de 
producto, la retention en la fuente constituye el mecanismo carac- 
teristico de dicha imposition. En los Estados en que rige la im­
position sintética sobre la renta, el ingreso directe es el gje 
del sistema. Este planieamiento teorico ne se opone a que, en la 
prâctica, y por motives diverses (p.ej: t r a d i c i o n a l e s ) se combi­
ner ambos regimenes, caracteristicos de filosofias tributaries 
diferentes.Tal es el caso espahol, en donde, instaurado un impues­
to sintético sobre la renta, exister motives suficientes para 
"mantener, dentro de la nueva filosofia tributaria, las ventajas 
que emanan de los mécanismes de retention en la fuente c aracteris­
ticos de la antigua imposition de producto" (1).
La amplitud del criterio seguido p o r  el Modelo de la OCDE,
comprende,igualmente, los diverses medios y métodos de d e t e rmina­
tion de la base imponible (estimaciones d i r ecta,objetiva y por 
Jurados (2), de fijaciôn de la cuota tributaria (en funciôn de un
(1) Cfr. pârrafo segundo de la Exposiciôn de Motives del Real D e ­
creto 2 7 8 9 /1 9 7 8 , de 1? de diciembre, regulador de las retenciones 
y fraccionamiento de page del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas.Este Real Decreto fué derogado por la Disposiciôn 
Final Segunda del Real Decreto 2615/1979, de 2 de n o v i e m b r e ,por 
el que se aprobô el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas; sin embargo el régimen de retenciôn, en cuanto 
sistema de exacciôn del Impuesto se mantiene plenamente en el 
Reglamento c i t a do.Actualmente el nuevo Reglamento del Impuesto
de 1 9 8 1 , régula d e talladamente tal régimen (cfr.art?s 147 a 152).
(2) En Espaha actualmente, los Jurados Tributarios han desaparecido 
La Ley 34/1980 de 21 de Junio , de Reforma de Procedimiento T r i ­
butario dispone en su art? 1? que "las funciones y competencias 
atribuidas actualmente a los Jurados Tributarios y a las Juntas A r ­
bitrales de Aduanas, que se suprimen, se asignan a los Tribunales 
E c o n ô m ico-Administrativos y a los ôrganos gestores de la Ad m i n i s ­
traciôn . Tribiitaria en los términos previstos en la présente Ley".
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tipo de gravamen o segùn una cantidad fija establecida en los 
textos légales), de sehalamiento de la deuda tributaria (cuota 
tributaria, recargos, intereses, s a n c i o n e s ,e t c ) y del pago de 
esta (en metâlico, o mediante efectos t i m b r a d o s ).Es decir la 
formula genérica utilizada en el art? 2 del Modelo, abarca cual­
quier especialidad de exacciôn impositiva, independientemente 
de que afecte al sujeto pasivo, a la base imponible, o la deu­
da tributaria.
3. El apartado 3 del art? 2 del Modelo se refiere a "los im­
puestos actuales a los que concretamente se aplica este Conve­
nio".Seguidamente prevé dos subapartados para que cada uno de 
los Estados Contratantes efectue la enumeraciôn de los impues­
tos a los que la negociaciôn se concreta.
Es un apartado de indudable valor juridico y prâcti-
0 0 . Délimita el âmbito objetivo del Tratado y realiza una labor 
informativa referente a un momento cronolôgico d e t e r m i n a d o .Es 
complemento necesario del apartado 1, en donde se dispone y 
acepta por los contratantes, que el Tratado se aplica , en gene- 
ralj a los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio.
La enumeraciôn de los impuestos actuales en cada uno 
de los Estados es n e c e s a r i a ,(délimita el âmbito concrete que se 
ha querido atribuir al Convenio) y de gran utilidad (clarifica 
el contenido del m i s m o ) . Raramente en un Convenio se omite tal 
e n u m e r a c i ô n .Esta es conveniente porque refleja el sentir de los 
contratantes y porque constituye un dato bâsico para la seguridad 
juridica del c o n t r i b u y e n t e , objetivo fundamental del Tratado. La 
prioridad de tal concreciôn se refleja en el hecho de que en al- 
gunos Convenios se omiten , incluso, los apartados 1 y 2 (v.gr. 
Convenios hispano-britânico a h i s p a n o - j a p o n é s ); el dato bâsico 
es la enumeraciôn especifica de los Impuestos que los Estados
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recojen en el texto c o n v e n c i o n a l . En tal l/nea de ideas no conside- 
ro preciso el Comentario de la OCDE cuando sehala que "la relacion 
no tiene valor limitativo , pero sirve de ilustracion de los parrafos 
precedentes del articulo". De acuerdo en que tal enumeration tiene 
un valor ilustrativo, pero no, en que la relacion no tiene un v a ­
lor limitativo; la amplia formulation del a p . 1 se délimita en v i r ­
tud de la concretion que se efectua en el a p . S.Cabe la posibilidad 
de que, por ejemplo, existiendo una amplia gama de impuestos d i rec­
tos, los Contratantes hayan excluido alguno de la aplicaciôn del 
Convenio. El apartado 3 sirve, pues, de filtro del sistema tributa­
rio, posiblemente mâs amplio, existante en un pais en un momento 
determinado.Este apartado efectua una delimitaciôn del âmbito obje­
tivo del Convenio, desde el punto de vista de la materia imponible, 
a diferencia del apartado 1 que la efectua desde la perspectiva del 
sujeto a c t i v o , . La objecciôn basada en. el carâcter coyuntural de 
los tributos y en la aleatoriedad de precisar elementos tan mutables 
como éstos, se salva por la previsiôn de futuro del apartado 4 del 
art? 2.A mayor abundamiento , este apartado 4 exije para la aplica­
ciôn futura de nuevos tributos "que -éstos- se ahadan a los actua­
les o les s u s t i t u y a n " .Dificilmente podrâ cumplirse tal exigencia 
si no ha existido una enumeraciôn previa. Sôlo en el caso de que 
los Estados Contratantes consideren que el Convenio se aplica a la 
totalidad de los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio existentes 
en el momento de la firma, la relaciôn actual y betallada del a p arta­
do 3 es accesoria o meramente declarativa.
4. El apartado 4 del art? 2 contribuye a dotar el Convenio de v i g e n ­
cia permanente, al margen de cualquier modificaciôn fiscal que uno 
de los Estados Contratantes pueda introducir en su sistema tributa­
rio. Los impuestos son tributos al servicio de la politica e c o nômi­
ca y fiscal de un Estado; su carâcter coyuntural es consubstancial
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a e l l o s .Dificilmente pueden compaginarse tal carâcter, con la per- 
m a n encia que debe predicarse de un instrumente juridico interna­
cional, como es un Convenio de Doble Imposiciôn. La OCDE ha previs- 
to taies eventualidad y necesidad, determinando que "el Convenio 
se aplicarâ igualmente a los impuestos de naturaleza idéntica o 
anâloga que se establezcan con posterioridad a la fecha de la fir­
ma del mismo y que se ahadan a los actuales o les sustituyan".
De la lectura de la norma se deducen las directrices 
filosôficas del precepto:
La premisa bâsica es que los nuevos impuestos sean 
"de naturaleza idéntica o anâloga" a los comprendidos en el Conve­
nio. Esto quiere decir que sobre la denominaciôn o caracteristicas 
formales del tributo, prédomina su verdadera naturaleza, que no 
es preciso que sea idéntica (p. e j : dos impuestos sintéticos sobre 
la renta uno de los cuales sustituya al o t r o ) , sino que es suficien-^ 
te con que sea anâloga (p. e j : un impuesto general sobre la renta 
y unos impuestos de producto , se sustituyen por un impuesto sin­
tético sobre la renta).
Los nuevos tributos han de establecerse "con p o s terio­
ridad a la fecha de la firma" del C o n v e n i o .Esta exigencia obedece 
al criterio lôgico de que los Estados Contratantes cuando se pro- 
duzca la firma (ésta autentica el Tratado (1) habrân ya negociado 
y acordado el contenido concreto del Convenio. Lo que prevé,la 
norma son conductas futuras,pues las situaciones juridico-fiscales 
previas a la firma son las que quedan plasmadas en el Tratado.
Se détermina, también, que los nuevos tributos "se 
ahadan a los actuales o les sustituyan".
(1) cfr. art? 10, letra b) del Convenio de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados, de 23 de mayo de 1969.
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Esta enunciaciôn Lan general puede conducir a una interpretaciôn 
extensiva, ajena y contraria- a la filosofia del precepto. La exi­
gencia de que los nuevos impuestos se ahadan o sustituyan a los 
vigentes debe entenderse en relaciôn con las limitaciones que las 
partes han podido establecer previamente, y que pueden afectar al 
sujeto activo ( este publico con titularidad para establecer un 
tributo), como a la materia imponible (impuestos excluidos). Es 
decir que la clausula precautoria del a p . 4 del art? 2 entra en 
juego sôlo si la sustituciôn tributaria afecta a un impuesto ya 
incluido expresamente en el Convenio, pero no en otro caso. Por 
ejemplo un nuevo impuesto local sobre la renta o el patrimonio 
que sustituya a otro actual y vigente, no comprendido en el Trata- 
do( v.gr, los Estados Contratantes han omitido la tributaciôn lo­
cal) , no podrâ considerarse convenido. De nuevo resalta la impor- 
tancia delimitadora atribuida a la enumeraciôn de los impuestos 
contenida en el a p . 3 del Tratado.
Un problema que puede suscitarse y que se vincula a los 
principios de reciprocidad internacional y del "pacta sunt servan­
da" es el de la inclusiôn o no en el Convenio de un Impuesto esta­
blecido "ex novo" y sôlo en uno de los Estados Contratantes después 
de la negociaciôn de un Tratado (v.gr. Impuesto sobre el Patrimo­
nio) . El tema se plantea si el Convenio se refiere genéricamente a 
"los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio" y tal materia impo­
nible (el patrimonio), incluso, es objeto de regulaciôn concreta 
en un a r t i c u l e  del Convenio. El tema tiene trascendencia no sôlo 
por la dejaciôn de soberania fiscal que el Convenio, al e s t ructu­
rar el precepto respective, conlleva (v.gr. gravamen exclusive en 
el pais de residencia de todos los bienes muebles que integren el 
patrimonio de una p e r s o n a ) , sino también por las alternativas o 
posibilidades légales que en la norma interna del pais que establece 
el tributo, pueden contenerse (p. e j . opciôn concedida a sus na- 
cionales para tributar por obligaciôn personal o
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real (1), y que para no discriminar habria que aplicar a los na- 
cionales del otro Estado.De acuerdo con el principle "pacta sunt 
servanda",el impuesto establecido unilateralmente habria de in- 
cluirse en el Convenio. Sin embargo dos argumentes nos conducen 
a la soluciôn contraria: primero, que por encima del cntado p rin­
ciple esta el de la "reciprocidad internacional", como equipara- 
dor de las concesiones que deben existir entre los Estados; y se­
gundo, que la enunciaciôn concreta y actual de los impuestos inte­
grados en el Convenio es la que condiciona la aplicaciôn futura de 
los impuestos que "se ahadan a los actuales o les sustituyan". El 
tema, no obstante, es muy discutible.
El apartado 4 compléta su previsiôn estableciendo que 
per i ô d i c a m e n t e  las Autoridades compétentes de los Estados Contra­
tantes "se comunicarân mutuamente las modificaciones que se ha­
yan introducido en sus respectivas legislaciones fiscales". Esta 
norma pretende que, en todo momento , las Autoridaaes de cada uno 
de los Estados conozcan la situaciôn de la legislaciôn del otro 
Estado, y c o n s i g u i e n t e m e n t e , el alcance de lo Convenido. Tal. noti- 
ficaciôn, obviamente, habrâ de limitarse a aquellas modificaciones 
que incidan s u b s tancialmente en el régimen juridico de los impues­
tos comprendidos en el Tratado. El sehalar "el final de cada ahc" 
como m o m e n t o  de la n o t i f i c a c i ô n ,■tiende a facilitar el trabajo de 
las Admi n i s t r a c i o n e s  y el que en cada comunicaciôn se comprenda 
la mayor informaciôn posible. Pueden pactarse, no obstante, lo 
que mejor convenga a sus respectives intereses.
5. Los Convenios espaholes de Doble Imposiciôn, con las lôgicas 
p a r t i c u l a r i d a d e s , se cihen al Modelo de la OCDE. Pero no todos 
ellos coinciden en los mismos criterios de delimitaciôn tributa­
ria.
(1) cfr. art? 3^,ap.Cuatro de la Ley 50/1977, de 14 de noviembre 
sobre Medidas Urgentes de Reforma Fiscal.
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5.1. Desde el punto de vista subjetivo, es decir atendiendo al 
sujeto activo que establece los Impuestos, la mayor parte de los 
Tratados integra los tributos establecidos por las subdivisio­
nes o entidades locales que conforman el Estado. Incluso en los 
casos de Alemania y Suiza, el Convenio se aplica, por parte de 
Alemania, a los impuestos percibidos por los Lander, y por p ar­
te de Suiza a los impuestos federates, cantonales y comunales.
La variedad de organizaciones (politica y administra­
tiva) se refleja en que en un numéro considerable de Tratados 
se sustituye la referencia a las subdivisiones politicas por la 
de subdivisiones administrativas (Convenios con Dinamarca, F ran­
cia y Suecia), o la de Asociaciones pûblicas (Convenio con Fin­
l a n d i a ) , o, incluso se omite totalmente (Convenio con Noruega,Por­
tugal y Marruecos). En otros casos las autoridades y subdivisio­
nes administrativas se agregan a las politicas (Tratados con 
Austria e Italia). En los suscritos con Canada, Checoslovaquia, 
y Rumania, se omite toda referencia a Entes Pûblicos distintos 
del Estado, lo cual conlleva que taies Acuerdos se limiten a la 
t ributaciôn estatal, en sentido estricto. El Convenio con Polo­
nia (protocolo Ad. al art? 2) amplia el âmbito de Tratado tal 
como se configura en su art? 2, a p . 1, al establecer que"el Con-' 
venio se aplicarâ a los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio 
p r escindiendo del nivel de la autoridad del respective Estado C on­
tratante por cuya cuenta fueron establecidos los impuestos". El 
Tratado con Brasil, circunscrito a los tributos estatales, incor­
pora en la relaciôn de tributos el "arbitrio -espahol- de radi- 
caciôn" (protocolo 1. Ad. al art? 2, pârrafo 3,a ) , 6). Los Conve­
nios con Japôn y Reino Unido prescinden de los apartados en que 
se contiene tal delimitaciôn subjetiva, configurando el âmbito 
del T r atado sôlo a base de criterios objetivos; pero en ambos ca­
sos, al efectuarse la enumeraciôn concreta de los impuestos com- 
prëndidos, se integran determinados tributos locales.En el de
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Japon, los "impuestos locales sobre las personas" (por parte 
de Japon), y los "impuestos locales sobre la renta" y el "ar­
bitrio de .radicaciôn " (por parte de Espaha). Los impuestos 
locales sobre la renta y el patrimonio" (sôlo por parte de Es ­
paha) en el Convenio con el Reino Unido.
5.2. Objetivamente, es decir de acuerdo con la materia imponi­
ble recogida en nuestrcs Convenios,todos ellos, salvo los suscri­
tos con Brasil, Italia, Japôn, Portugal y el Reino Unido, se re­
fieren a los Impuestos sobre la Renta y el P a t r i m o n i o .No deja 
de extrahar la concesiôn unilateral que Espaha efectua en favor 
del Reino Unido, ya que sôlo nuestro pais incorpora al Convenio 
"los impuestos locales sobre la renta y el patrimonio". La 
inexistencia de Impuesto sobre el Patrimonio, en aquel pais, y 
la imposibilidad de gravar alli, con arreglo a tal impuesto, 
los bienes poseidos por residentes de Espaha, podria justificar 
este aparente d e sequilibrio entre las prestaciones de ambos 
paises. El posible establecimiento de tal impuesto en el Reino 
Unido y la realidad que supone el vigente "Impuesto Extraordina- 
rio sobre el Patrimonio", en Espaha, suscita, sobre todo en 
nuestro caso, el problema de su integraciôn o no en el Convenio 
vigente. La omisiôn en este Tratado de una referencia amplia a 
su aplicaciôn a los "Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio", 
y su limitaciôn a los "Impuestos locales sobre el Patrimonio" 
dificultan la inclusiôn del citado Impuesto Extraordinario en 
el Convenio vigente.
La norma del Convenio con Suecia (Protocolo 1. Ad. 
al Articulo II, pârrafo 3,b)ii) que amplia el âmbito objetivo 
del Convenio al "gravamen especial del 4% establecido por el 
art? 104 de la Ley 41/1964, de 11 de junio" carece de vigencia
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una vez publicada la nueva Ley del Impuesto de Sociedades de 
27 de diciembre de 1978.El Convenio con Suiza (1) prevé que 
el art? 2 se r e f i e r e , también, a los Impuestos sobre la renta 
y el p atrimonio ordinarios como extraordinarios. En los sus­
critos con Bélgica, Brasil, Japon y Paises Bajos se incluye, 
por parte de Espaha, el Arbitrio de radicaciôn (vid. los 
Protocoles respectives A d . al art? 2).
5.3. Extreme a comentar es el de la relaciôn de impuestos in­
cluidos en los Convenios suscritos por Espaha.
a) La normativa vigente espahola en relaciôn con los 
impuestos directos se contiene en la Ley 44/78, de 8 de sep­
tiembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas; 
en la Ley 61/78, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Socieda 
des y en la Ley 50/77, de 14 de noviembre, de Medidas Urgentes 
de Reforma Fiscal, respecto al Impuesto Extraordinario sobre 
el Patrimonio de las Personas Fisicas. Los nuevos Impuestos es­
tablecidos en las Leyes 44/78 y 61/78, sustituyen a los anti- 
guos Impuestos Generates sobre la Renta, y a los Impuestos a 
Cuenta ( Contribuciones Territoriales, e Impuestos sobre los Ren- 
dimiehtos del Trabajo Personal, sobre las Rentas del Capital e 
Industrial). El nuevo Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio 
deberâ considerarse incluido en un Tratado,cuando el Convenio reS' 
pectivo contenga una alusiôn previa y general al Impuesto sobre 
el patrimonio, y exista una situaciôn de reciprocidad en el otro 
Estado.La referencia a los impuestos de los territorios colonia­
les (Ifni,Sahara y Guinea Ecuatorial) y al régimen especifico de 
las empresas dedicadas a la explotaciôn de hidrocarburos -Ley de
(1) Canje de Cartas de 26 de abril de 1966, entre el Jefe del 
D e p a r t a m e n t o  Politico Federal de Suiza y el Embajador E x t raordi­
nario y P l e nipotenciario de Espaha.
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27 de junio de 1 974 (1 )- deben considerarse derogados-, en el pri­
mer caso por razones histôricas c o n o c i d a s ; y en el segundo, en 
virtud de la Disposiciôn Final Tercera de la Ley 61/7 8 , del Impues- 
to sobre Sociedades.
La Imposiciôn local sobre la Renta y el Patrimonio 
ha sufrido modernamente una profunda renovacion, pues ademâs de 
la tributaciôn local tradicional, deben tenerse en cuenta las 
transformaciones operadas en virtud de la Disposiciôn Transito- 
ria Primera,b), de la Ley 44/78 (2).
b) Los gravâmenes que integran las listas impositi- 
vas de los Paises que han contratado con Espaha, deben considerar­
se vigentes salvo las adiciones o modificaciones siguientes:
19) A U S T R I A :Debe ahadirse :
-"la Contribuciôn sobre las empresas agricolas 
y forestales para la igualaciôn de las cargas familiares"estable- 
cida por la F a m i l i e n l a s t e n a u s g l e i c h s g e s e t z , de 1967.
2 2 ) B E L G I C A : Debe incluirse:
-"la participaciôn excepcional y transitoria 
de solidaridad" a cargo de sociedades, a s o c i a c i o n e s ,establecimien- 
tos u organismes sujetos al Impuesto de Sociedades, o al Impuesto 
de no residentes (Ley belga de 30 de marzo de 1976); y
-"la participaciôn complementaria de solidaridad"
(1) Esta Ley 21/1974 deroga a la de 26 de diciembre de 1958.
(2) Dispone esta norrna que "Se transforman en tributes locales ae 
carâcter real : La Cuota fija de la Contribuciôn Territorial Rùs- 
tica y Pecuaria, la C ontribuciôn Territorial Urbana, la Licencia 
Fiscal del Impuesto Industrial, y la Licencia Fiscal del Impuesto 
sobre los Rendimientos del Trabajo Personal".
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a cargo de Sociedades cuyos bénéficies excedan de ciertos limites 
(Ley belga de 8 de agosto de 1980)
32) F R A N C I A :
- La unificaciôn del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas ha conducido a la supresiôn del "Impuesto 
C o m p l e m e n t a r i o " (a r t 2 2,a p .3 letra b)) desde 12 de enero de 1971. 
La simplificaciôn de su denominaciôn ha llevado a adoptar la ex- 
presiôn "Impuesto sobre la Renta".
4 2 ) N O R U E G A : Los impuestos actualmente vigentes
son :
- el Impuesto Nacional sobre la R e n t a ;
- el Impuesto provincial sobre la Renta;
— G 1 Impuesto municipal sobre la Renta;
— j. 3. Contribuciôn nacional para el fonde de
laciôn fiscal;
- el Impuesto nacional sobre el patrimonio;
- el Impuesto municipal sobre el patrimonio;
- el Impuesto nacional sobre la renta y el patri­
monio relativo a la exploraciôn y explotaciôn de recursos petroli-
feros submarines y actividades v trabajos con ellos r e l a c i o n a d o s .
- el Gravamen sobre la remuneraciôn de artistas no
r e s i d e n t e s ;
- el Impuesto sobre los marines.
5 2 ) PORTUGAL : Se suprimen:
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- El "Impuesto para la defensa y desarrollo de Ul­
tramar" (arts 2,ap.3.b)6); y
- los "Impuestos adicionales" tal como figuran en 
el articule 2, ap.3,b),9) y 10) sustituyéndolos por una ûnica 
menciôn del siguiente tenor: "Impuestos adicionales sobre los 
impuestos p r e c e d e n t e s " .Esta modificaciôn se debe a la transfor- 
maciôn de la tributaciôn local.
Se ?’ncluye, el "Impuesto sobre el rendimiento del
p e t r ô l e o " .
5.4. La casi totalidad de los Convenios excluyen expresamente 
las "Cuotas de la Seguridad Social" del âmbito objetivo del 
Tratado. En los suscritos con Austria, Canada, C h e c o s l o v a q u i a , 
Francia, Italia, Paises Bajos, Portugal, Rumania y Polonia no 
llega a recogerse tal menciôn. Esta omisiôn no implica la exten- 
siôn del Convenio a tal exacciôn, sine que debe interpretarse 
como confirmaciôn de la voluntad de los contratantes de su ex- 
clusiôn total y "ab initio".
La referencia a los "Impuestos sobre el importe de 
sueldos o salaries pagados por las empresas", no se contiene en 
los tratados con Austria, Francia, Portugal, Polonia y Rumania; 
este ultimo tampoco hace referencia al "Impuesto sobre las plus- 
v a l i a s " .
La previsiôn sobre la aplicaciôn del Convenio a Im­
puestos futures, idénticos o anâlogos, establecidos posterior- 
mente a la fecha de la firma de aquel y el p r o c e d imientô formai 
de comunicaciôn entre las Autoridades compétentes de las m o d i f i c a ­
ciones introducidas en las respectivas l e g i s l a c i o n e s , se contie- 
nen, sin excepciôn, en todos los Tratados suscritos por Espaha.
El de Austria prevé incluse la apertura de negociaciones cuando la 
m o dificaciôn legislativa afecta a dividendes o intereses (art2 2, 
ap. 4 segundo p â r r a f o ) .
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6. La exposiciôri efectuada no quedaria compléta si se omitiese 
la referencia al âmbito objetivo de las normas 4ue regular el 
régimen juridico de la navegaciôn maritima y/o aérea.
6.1. Los Convenios de Doble Imposiciôn referentes a tal activi- 
dad no son armônicos ni en cuanto a la actividad que comprenden 
(v.gr. los suscritos con Chile y EEUU se refieren a la navega­
ciôn aérea, el primero , y a la navegaciôn maritima, el segundo; 
los suscritos con Argentina, Irlanda, Sudafrica y Venezuela con- 
templan ambos tipos de n a v e g a c i ô n ) , ni en cuanto a los Impuestos 
incluidos en los mismos. Desde este punto de vista , la formula- 
ciôn mas genérica se contiene en los Convenios con Argentina y 
Chile: se alude a "los impuestos sobre la renta y el patrimonio" 
(Argentina) sin mas d i s q u i s i c i o n e s , o se refiere sin ninguna ex- 
clusiôn, al carâcter estatal o local de taies gravâmenes (Chile). 
Los Tratados suscritos con Irlanda, Sudâfrica y Venezuela se cir- 
cunscriben a los "Impuestos sobre la renta".Sin embargo, la 
clâusula juridica utilizada varia en todos los casos, pues, en 
un supuesto, el âmbito objetivo del Convenio se circunscribe al 
"Impuesto sobre la Renta" y a los "Impuestos sobre rentas o béné­
ficiés " (Irlanda); en otro al "Impuesto sobre la Renta" y a 
"cualquier otro gravamen sobre la renta que sea exigible en Es­
paha (Sudâfrica); y en el tercero, al "Impuesto sobre Sociedades" 
y al "Impuesto indus t r i a l ,Cuota de B é n é f i c i é s ",(V e n e z u e l a ) .
En -el tratado con EEUU, la exenciôn concedida unilateralmente por 
este pais a los ciudadanos espaholes que obtengan "ganancias de- 
rivadas de operaciones de buques abanderados en E s p a h a " , compren - 
de los tributes exigidos en EBUU por las Leyes del pais.
De taies clâusulas , de las que no puede predicarse 
su bondad juridica, se deducen las siguientes c o n c l u s i o n e s :
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19) Que, salvo los casos de Argentina, Chile y 
EEUU, la tributaciôn que, en su caso,incide sobre el patrimonio, 
queda excluida del Convenio.
29) Que, en general, la exenciôn impositiva afecta 
a las "empresas que ejerzan tal navegaciôn, y, p r e c i s a m e n t e , en 
relaciôn con las rentas obtenidas en tal ejercicio. El Convenio 
con Irlanda exime, ademâs , los "intereses y dividendes" y"las 
utilidades del trabajo personal obtenidas por los miembros del 
Consejo de Admini s t r a c i ô n  de una empresa en relaciôn con la ex­
plotaciôn de dicho négocie". Los Convenioscon Argentina, Chile y 
Sudâfrica conducen a igual conclusiôn dada la amplitud de los 
termines utilizados.
3^) Que los Impuestos actualmente comprendidos son, 
por parte espahola, el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas, el Impuesto sobre Sociedades y, en su caso, el Impuesto 
Extraordinario sobre el Patrimonio; ademâs, les impuestos locales 
directes. El Convenio con Venezuela, suprimida la Cuota por Bén é ­
ficiés del Impuesto Industrial, debe entenderse limitado a los 
Impuestos estatales sobre la Renta y sobre Sociedades.
6.2. Las Ordenes Ministeriales dictadas por Espaha en base al 
principle de reciprocidad y referentes a las Entidades de N a v e g a ­
ciôn aérea (1), ofrecen una uniformidad de criterio encomiable. 
Las exenciones se refieren al Impuesto de Sociedades, al Impuesto 
sobre los Rendimientos del Trabajo Personal (en cuanto a las
(1) Estân vigentes las dictadas en relaciôn con las Entidades 
de Navegaciôn aérea de EEUU, Kuwait, Libano, Marruecos, Mejico, 
Nigeria, Repùblica Arabe Unida y Zaire.
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retribuciones que perciban los Consejeros de Sociedades extranje- 
ras en Espaha (1)) y al Impuesto sobre las Rentas del Capital 
(respecte de los dividendes, intereses y primas de amortizaciôn • 
de obligaciones abonadas por sociedades extranjeras con estable- 
cimiento permanente en Espaha (2)).En la actualidad taies exen­
ciones hay que reconducirlas al Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas y al Impuesto sobre Sociedades en los conceptos 
que sean aplicables y correspondan a aquellos hechos imponibles.
6.3. Los Convenios de Transporte Aéreo Comercial con clâusula de 
exenciôn de impuestos directos, plasman criterios mâs propios de 
un Convenio fiscal que de un Tratado comercial. En todos ellos
(3), salvo en el de Colombia, la exenciôn afecta, en general, a 
"todo tipo de impuestos sobre bénéficiés obtenidos en la expie—  
taciôn de los servicios convenidos". En algunos casos, se incluyen 
también las "cargas" (Jordania), y los "gravâmenes" sobre los bé­
néficiés (L i b e r i a ) (4).El Convenio con Colombia es mâs amplio pues
(1)cfr. A r t 2 4 1 , ap. 6 de la Ley 41/1964 de 11 de jurio, y arts 5 
ap.10) del Texte Refundido del Impuesto sobre Rendimientos del 
Trabajo Personal de 1967. Estas normas estân derogadas actualmente
(2) cfr. arts 4 9 , ap. 2 y 4 de la Ley 41/1964 de 11 de junio y 
arts 9 del Texte Refundido del Impuesto sobre las Rentas del C api­
tal de 1967.Ambas disposiciones estân derogadas actualmente.
(3) Existen Convenios de tal indole con Colombia, Costa de Marfil, 
Cuba, Gabôn, Hungria,Jordania, Liberia, Paraguay, Tunez,URSS y 
Uruguay y Polonia.
(4) Tal m e nciôn podria hacer pensar en el "Gravamen especial del 
4%" establecido por el arts 1 04 de la Ley 41/1964, si se conside- 
ran las fechas de taies Convenios: 18 de mayo de 1977, el de Jor­
dania; y 20 de agosto de 1977, el de Liberia. La vigente Ley de 
Sociedades de 1978 ha suprimido tal gravamen.
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se refiere a "los impuestos que gravan las rentas, ingresos, y 
el capital o patrimonio que pueden atribuirse o estén vincula-  
dos a las instalaciones o elementos de explotaciôn situados en 
su territorio (el del pais respective), asi como a las pertici- 
paciones de los miembros del Consejo de Administraciôn en los 
bénéficiés de la empresa d e s i g n a d a " . Los Impuestos sobre la R en­
ta y Sociedades y, en su caso, sobre el Patrimonio, son los que, 
hoy dia, deben entenderse aplicables en los conceptos y hechos 
imponibles sehalados.
- 73 -
2. D E F I N I C I O N E S .
-  7 4
ARTICULO 3
DEFINICIONES GENERALES
1. A los efectos del presente Convenio, a menos que de su contexte 
se infiera una interpretaciôn diferente:
a) el termine "persona" comprende las personas fisicas, las 
sociedades y cualquier otra agrupaciôn de personas;
b ) el termine "sociedad" significa cualquier persona juridica
o cualquier entidad que se considéré persona juridica a efec­
tos impositivos;
c ) las expresiones "empresa de un Estado Contratante" y "empre­
sa del otro Estado Contratante" significan, r e s p e c t i v a m e n t e , 
una empresa explotada por un residente de un Estado Contra­
tante y una empresa explotada por un residente del otro Es­
tado Contratante;
d ) La expresiôn "trâfico i n t e r n a c i o n a l " , significa todo trans­
porte efectuado por un buque o aeronave explotado por una 
empresa cuya sede de direcciôn efectiva esté situada en un 
Estado Contratante, salvo cuando el buque o aeronave no sea 
objeto de explotaciôn mâs que eiitre dos puntos situados en 
el otro Estado Contratante;
e ) la expresiôn "Autoridad compétente", significa:
i ) (en el Estado A ) ..................................................
ii)(en el Estado B)’: ................................................
2. Para la aplicaciôn del Convenio por un Estado Contratante, c u a l 
quier expresiôn no definida en el mismo tendrâ , a menos de que de su 
contexte se infiera una interpretaciôn diferente, el significado que 
se la atribuya por la legislaciôn de este Estado relativa a los im­
puestos que son objeto del C o n v e n i o . ( a ) .
(a) Coincide prâcticamente con el art9 3 del Modelo de 1963.La defi- 
niciôn de "Estado Contratante" no figura en el Modelo de 1977, pero 
en éste se ha incorporado la definiciôn de "Trâfico internacional".
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1. Aûn cuando el articule 3 del Modelo de 1977, lleva como titulo 
"Definiciones Générales", su contenido no corresponde exactamente 
con el e n u n c i a d o .Alguna de sus definiciones no son taies, sino 
simples d e s c r i p c i o n e s ,- caso de las "Autoridades Compétentes-; 
ademâs. el sentido del articule es mâs amplio y o m n i c o m p r e n s i v o , 
tendente a establecer normas vâlidas de interpretaciôn general 
(1). Por otra parte, algunos de los termines bâsicos para la a- 
plicaciôn del Convenio no figuran en el precepto, como. son los 
conceptos de "residente" (2), establecimiento permanente (3), 
"bienes inmuebles" (4), "dividendes" (5),"intereses" (6),"cânones" 
(7),"profesiones libérales" (8) y"nacionales (9), cuyo significa­
do se explicita en las normas que se refieren a los mismos.
2. El precepto,en sus apartados 1 y 2,establece un régimen per- 
fectamente diferenciado entre los términos que son objeto de de­
finiciôn en el mismo, y las expresiones que no lo son. En el p ri­
mer caso, la determinaciôn conceptual se constrihe de dos formas: 
se restringe su aplicaciôn al âmbito del Convenio ("a los efectos 
del présente Convenio"), y se subordinan las definiciones a la in­
terpretaciôn global del conjunto (el contexte del articule puede 
exigir una exégesis diferente). El hecho de que la definiciôn lo 
sea "a efectos del présente Convenio" implica que su utilizaciôn 
queda circunscrita al texte suscrito entre las partes contratantes
(1) Sobre la interpretaciôn de los Convenios vid.BORRAS A. en "Con­
venios Internacionales para evitar la doble imposiciôn desde un p u n ­
to de vista de la teoria general de los Tratados Internacionales", 
en Estudios de Doble Imposiciôn I n t e r n a c i o n a l ,Institute Estudios 
F i s c a l e s ,Madrid 1979, pâgs. 25 a 74.
(2) Se definen en el art
(3) Idem en el arts 5.
(4) Idem en el arts 6 .
(5) Idem en el arts 1 0 .
(6) Idem en el arts 11 .
(7) Idem en el arts 12.
(8) Idem en el arts 14.
(9) Idem en el arts 24.
- 7 6  -
en relaciôn con las materias especificamente contenidas en el mis- 
mismo, sin que pueda pensarse en la utilizaciôn extensiva de sus 
términos, no sôlo en relaciôn con otros Convenios, sino también 
en areas distintas de la tributaria.La interpretaciôn restrictiva 
tipica del Decreto Fiscal encuentra en los Convenios de doble im­
posiciôn aplicaciôn cumplida. Por ello, los recelos que en algûn 
pais signatario pueda suscitar, la inclusiôn de definiciones o ex­
presiones politicamente c o m p r o m e t i d a s , por ejemplo la de Estado y 
sus limites geogrâficos, quedan plenamente compensados con la u- 
tilizaciôn estricta y concreta de a q u é l l a s .A d e m â s , la necesaria 
subordinaciôn de los preceptos aislados al contexte, y la prima- 
cia que a esta interpretaciôn se otorga, corrobora la preferen- 
cia de la interpretaciôn lôgico-sistemâtica sobre la exégesis 
gramatical efectuada de forma aislada.
El apartado 2 del articule resuelve el problema de la 
interpretaciôn del Convenio en el caso de que los términos o ex­
presiones utilizados no se hayan definido en é l . El principle bâ- 
sico de interpretaciôn se subordina, también en este supuesto, a 
que del conjunto del texte no se deduzca una interpretaciôn dif e ­
rente, pues es la consideraciôn unitaria y global del Tratado el 
que détermina la exégesis a efectuar. Esta es la exigencia bâsica 
de la funciôn i n t e r p r e t a t i v a , implicita en la aplicaciôn de la 
norma(l). Sin embargo, el apartado 2 es, i n i c i a l m e n t e ,una norma 
de remisiôn, pues el significado de los términos no es otro que 
el atribuido en la legislaciôn propia del Estado Contratante que 
aplica el Convenio. Es el Estado interesado el que, de forma 
unilateral, deberâ procéder, de acuerdo con su legislaciôn, a 
atribuir a cada término el significado que con arreglo a sus n or­
mas corresponda. Pero la legislaciôn de referencia que debe utili-
(i) Sobre la interpretaciôn aplicativa de los Tratados', vid. Sainz 
de Bujandâ F. en"Hacienda y Derecho" Madrid 1962.Vol I I , p â g s . 179 
a 204.
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zar el exégeta no es el sistema juridico total, sino solo "la 
legislaciôn de este Estado - el que aplica el Convenio - relativa 
a los impuestos que son objeto del C o n v e n i o " . Esta limitaciôn conlle- 
va problemas évidentes, pues el Derecho Fiscal es una rama del De ­
recho que utiliza nociones substantives importadas de otras ramas 
del Ordenamiento juridico ,basicamente del Derecho Civil y Mercan- 
til: v.gr. concepto de persona, domicilio, patrimonio, etc. Por o- 
tra parte, el Modelo no mantiene un criterio uniforme porque el 
reenvio a veces se efectua a la legislaciôn general y otros al De ­
recho privado (1).
Por otra parte, la interpretaciôn a que alude el a- 
partado 2 se efectua de forma unilateral, por un Estado Contratante, 
con independencia de lo que disponga la legislaciôn del otro Estado 
sobre idéntica materia o concepto,- que puede no sen coincidente - 
y del criterio que la otra parte contratante pueda tener sobre el 
tema. Incluso, puede darse el caso que conceptos utilizados y no 
definidos en el Convenio tengan un tratamiento juridico perfecta- 
mente delimitado en uno de los Estados Contratantes, mientras que 
en el otro no existan, o existiendo, sus perfiles sean mas borro- 
sos : v.gr: la figura del "partnership". La atribuciôn de la potes- 
tad aplicativa del Convenio a cada uno de los Estados Contratantes, 
a i s l a d a m e n t e , genera problemas que sôlo la mutua buena voluntad de 
las Autoridades compétentes puede resolver. El procedimiento amisto- 
so adquiere en tales supuestos importancia innegable (2).
3. Un tema general intimamente vinculado a la interpretaciôn y apli­
caciôn del Convenio, es el referente al modo en que tales funciones 
deben realizarse cuando el Tratado se ha confeccionado y suscrito
(1) cfr. arts 10 a p .3, y art26, del Modelo de 1977, para la d e f i n i ­
ciôn de dividendes e inmuebles, respectivamente.
(2) Para un desarrollo extenso de estas cuestiones, vid. art9 25 y 
sus Comentarios.
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en base al Modelo del aho 1963, y la interpretaciôn del mismo 
pretende realizarse segûn los Comentarios del Modelo de 1977. 
Enmarcar este problema aqui no constituye caprichosa arbitra- 
riedad, sino que obedece a motivaciones profundas. El articule 
3 desborda su enunciado y présenta facetas vinculadas a la te- 
mâtica general de la interpretaciôn juridica de los Convenios 
internacionales. Por otra parte, la cuestiôn es interesante p or­
que segûn el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE, los C o m e n ­
tarios "ofrecen una particular importancia para la elaboraciôn 
del Derecho Fiscal I n t e r n a c i o n a l " ."No estân destinados a figurar 
como anexos de los Convenios que se firmen por los Paises M i e m ­
bros que son los ùnicos que constituyen instrumentes juridicos 
obligatorios de carâcter internacional ; sin embargo, pueden ser 
de gran ayuda en la aplicaciôn de los Convenios y priricipalmente 
para la resoluciôn de eventuales c o n t r o v e r s i a s " . En relaciôn con 
el problema planteado recomienda, que, en lo posible "los C o n v e ­
nios existentes se interpreten con el espiritu de los Comentarios, 
aunque sus disposiciones no contengan las matizaciones efectuadas 
por el Modelo de 1977".
Mi opiniôn es que siempre y cuando que taies C o m e n t a ­
rios sean considerados como elementos de ayuda para la labor in­
terpretativa no cabe objecciôn que oponer. Como bien dice la OCDE 
constituyen anexos no obligatorios; la norma que tiene fuerza ju­
ridica es el Convenio suscrito. La utilizaciôn de los Comentarios 
debe efectuurse prudentemente y dentro de un entorno de mutuo en- 
tendimiento. Constituyen la interpretaciôn auténtica del Convenio, 
pero precisamente del que constituyen parte i n s e p a r a b l e .Pretender 
imponer o forzar un criterio i n t e r p r e t a t i v o , y, mâs aûn, desviar 
su aplicaciôn a Convenios suscritos de acuerdo con directrices 
previas y, en parte, diferentes significa conculcar la funciôn 
que a dichos Comentarios se asigna.
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En resumen, la interpretaciôn de los Convenios suscritos 
segûn el Modelo de 1963, debe efectuarse en base a los C o m e n t a ­
rios de dicho Modelo; obedecen a motivaciones y filosofia c o n c r è ­
tes. Los comentarios del Modelo de 1977 agotan su funciôn en ser­
vir de ayuda y apoyo a las partes interesadas si estas asi lo a- 
ceptan. Pretender interpreter aquellos Convenios son arreglo al 
nuevo espiritu supone una inversiôn de los términos de la i n t e r ­
pretaciôn histôrica.
4. El hecho de que el Modelo de 1977 se remita a la legislaciôn 
fiscal y, mâs ampliamente, a la legislaciôn vigente de un E s t a ­
do Contratante, exige apuntar las normas que, en el âmbito juri­
dico espahol, sirven de ayuda a la interpretaciôn del Convenio,
4.1. El Convenio de Viena sobre el Derecho de los Tratados, de 
23 de mayo de 1969, al que se adhiriô Espaha por Instrumento de 
2 de mayo de 1972, incorpora normas précisas sobre la i n t e r p r e t a ­
ciôn de los Tratados. Las disposiciones contenidas en los art^s
31 a 33 pueden sistematizarse asi;
a) Reglas générales: Interpretaciôn de buena f é , c o n ­
forme al sentido usual de los términos utilizados, 
y teniendo en cuenta el objeto y fin del Acuerdo.
A un término se le darâ un sentido especial si
consta que tal fué la intenciôn de las partes.
Estas reglas constituyen la que puediera denominurse 
interpretaciôn objetiva del Convenio.Los criterios aludidos son 
pautas a seguir en el ejercicio de tal funciôn. La interpretaciôn 
no obstante, choca con problemas évidentes vinculados a la labor 
c omplementaria de desvelar el significado de taies criterios; 
porque ^cômo debe entenderse la buena fé?, ^cuâl es el sentido 
usual de los t é r m i n o s ? ,e t c . En tal tarea sirve de ayuda lo que, 
t é c n i c a m e n t e , se denomina el "contexte" de un Tratado y que agru- 
pa ademâs de su texto, preâmbulo y anexos, los acuerdos que se re-
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fieran al tratado y que se hayan concertado entre las partes con 
motivo de su celebraciôn, y los instrumentos formulados por una 
o mâs partes, con motivo de aquelLa celebraciôn, y aceptados por 
las demâs como instrumentos referentes a él. Ademâs, y con el con­
texte, se tendrân en cuenta los acuerdos o prâcticas ulteriores 
referentes a la interpretaciôn o aplicaciôn de sus disposiciones 
y las normas pertinentes de Derecho Internacional aplicables a 
las relaciones entre las partes (1).
b) Medios c o m p l e m e n t a r i o s , es decir trabajos pr e ­
paratories y circunstancias de su celebraciôn.
Estes medios se refieren a la intenciôn de las par­
tes, y constituyen, por contraposiciôn al método objetivo, el méto-
do subjetivo de interpretaciôn. De todas formas es problemâtico 
acudir a circunstancias coyunturales y de hecho como medio inter­
pretativo .
4.2. En la Ley General Tributaria también se contienen normas in-
t e r p r e t a t i v a s ; sus art^s 23 y 24 expresan criterios perfectamente
clares ;
a) Las normas se interpretan son arreglo a los cri­
terios admitidos en Derecho;
b ) En tanto no se definan por el Ordenamiento tri- 
butario, los términos empleados en sus normas se 
entenderân conforme a su sentido juridico, técni- 
00 o usual, segûn procéda; y
c) No se admite la analogia para extender mâs allâ 
de sus términos estrictos el âmbito del hecho im- 
ponible, o el de las exenciones o b o n i f i c a c i o n e s ,
(1) Para un estudio amplio del significado del Convenio de Viena, 
vid. De la Guardia E. y Delpch M, en "El Derecho de los Tratados y 
la Convenciôn de Viena de 1969". Là Ley B.Aires 1970,pâgs 310 a 329
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La regia bâsica de la interpretaciôn fiscal es que 
ha de realizarse con arreglo a criterios j u r i d i c o s .Congruentemen- 
te los actos o négocias juridicos se calificarân conforme a su ver- 
dadera naturaleza juridica, cualquiera que sea la forma elegida o 
la denominaciôn utilizada por los interesados (1). La utilizaciôn 
subsidiaria del sentido juridico, técnico o usual de los términos 
empleados en las normas fiscales, sôlo es vâlida en tanto aquellos 
no aparezcan definidos por el Ordenamiento tributario. La u t i liza­
ciôn de reglas interpretativas propias del Derecho Fiscal se pone 
de manifiesto el comprobar cômo el Côdigo Civil establece que, 
"procederâ la aplicaciôn analôgica de la normas cuando éstas no 
contempler un supuesto especifico, pero regulen otro semejante en­
tre los que se aprecie identidad de razôn (2 ).
Por otra parte, los âmbitos interno e internacional, 
coïncider, en la necesidad de que las normas se interpreten "segûn 
el sentido propio de sus palabras, en relaciôn con el texto, los 
antecedentes histôricos y l e g i s l a t i v o s , y la realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo al espiritu y fina- 
lidad de a q u é l l a s " . (3)
4.3. Sobre la base de lo expuesto y considerando el reenvio de 
los Convenios de Doble Imposiciôn a la legislaciôn, en general, 
y a la fiscalidad, en particular, de los Estados C o n t r a t a n t e s ,la 
interpretaciôn de los Convenios suscritos por Espaha se adecua 
a las siguientes pautas:
a) Preferencia de la interpretaciôn sistemâtica, 
es decir la derivada del contexte del Tratado.
Este contexte habrâ de entenderse en el senti­
do dado por el arts 3 1 , ap. 2 del Convenio de 
Viena de 1969.
(1) cfr. arts 25 de la Ley General Tributaria.
(2) cfr. arts 4 2 .1) Côdigo Civil, segûn la redacciôn dada a su Ti ­
tulo preliminar por el Decreto 1836/1974, de 31 de mayo.
(3) cfr. arts 3 fi.i) de este mismo'Côdigo.
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b) Validez de la interpretaciôn gramatical en los 
casos en que el término utilizado aparezca d e ­
finido expresamente en el Convenio.
c) Aplicaciôn de la interpretaciôn lôgica y u n i l a ­
teral de la norma, respecte de los términos no 
definidos en el texto. Este tipo de i n t e r p r e t a ­
ciôn deberâ efectuarse de buena fé con arreglo a 
criterios juridicos - de derecho privado o p u b l i ­
co , segûn procéda - y s u b s i d i a r i a m e n t e , conforme 
al sentido técnico o usual de los términos e m p l e a ­
dos .
d) Vigencia de la interpretaciôn histôrica y fina- 
lista. La consideraciôn de los antecedentes h i s ­
tôricos y legislativos, y la necesidad de atender 
al espiritu y finalidad de los Acuerdos lo c on­
firma. En el caso de los Tratados que nos ocupan, 
su razôn fundamental estriba en la necesidad de 
evitar la doble imposiciôn internacional.
e) Exclusiôn de la analogia como criterio hermeneû- 
t i c o .
5. Las definiciones comprendidas en los subapartados del apartado 1 
del articule 3 , reflejan p o n d eraciôn en cuanto a los conceptos reco- 
gidos. Se ha optado por aquéllos que gozan de general aceptaciôn, y 
cuya determinaciôn no plantea problemas interprétatives, ni suscep- 
tibilidades politicas. Queda el arbitrio de los Estados Contratantes 
incluir, como de hecho lo hacen, las nociones que estimen necesario 
delimitar con carâcter general y previo.El anâllsis de los Convenios 
suscritos por Espaha pone de m a n i fiesto la veracidad de este aser- 
t o .
5.1. El Modelo define, en primer lugar, el término " p e r s o n a " .Este es 
un concepto genérico que corresponde a "las personas fisicas, las so­
ciedades y cualquier otra agrupaciôn de p e r s o n a s " . Es una definiciôn 
amplia en cuanto a las personas juridicas, pero muy concreta para 
las personas fisicas, pues la clarificaciôn de este concepto no o- 
frece problemas. No obstante, la persona fisica para ser sujeto de
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derechos y obligaciones debe reunir los requisitos que la legisla­
ciôn de cada Estado exige para que el nacido pueda reputarse tal 
(1). El concepto de persona juridica se considéra desde una doble 
perspective; se incluyen las sociedades, entidades juridicas por 
excelencia, y cualquier agrupaciôn de personas que sin ostentar 
la condiciôn de sociedades su dato caracteristico esté constitui- 
do por el elemento personal. Esta ultima idea hace pensar en las 
agrupaciones de profesionales que, de forma colectiva, se dedican 
a la prestaciôn de servicios profesionales y técnicos: v.gr. abo- 
g a d o s , médicos, ingenieros, etc. En definitiva, el término "perso­
na", tal como se define en el Modelo, abarca las personas fisicas, 
las sociedades, y las agrupaciones de personas sin personalidad 
juridica, pero que puedan devenir sujeto de derechos y obligaciones 
Esta posibilidad, no obstante, dependera de la legislaciôn de ca­
da Estado, ya que no en todos los casos existira tal, aparentemente 
anômala, coordinaciôn entre titularidad juridica y ausencia de p e r ­
sonalidad juridica.
El término "Sociedad" se perfila mas. La premisa bâs i ­
ca es que la sociedad es una persona; pero una persona juridica, 
es decir un sujeto de derecho dotado de personalidad propia, in- 
dependiente de la de cada uno de sus miembros y susceptible de ser 
titular de derechos y obligaciones. La Sociedad constituye la moda- 
lidad por excelencia de la amplia gama de personas j u r i d i c a s .C o n s i ­
déra que la definiciôn del Modelo de 1977, invierte los términos, 
pues el genérico lo constituye la persona y la especie la sociedad; 
ésta queda encuadrada en aquélla pero no al rêvés. La persona juri­
dica ofrece un abanico de formas que no se agotan en la Sociedad 
cualquiera que sea el tipo de ésta. Ademâs, el reconducir al tér-
(1) El arts 30 del Côdigo Civil exige que el feto tenga figura hu- 
mana y viva 24 h. enteras desprendido del seno materno.
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mino "sociedad" cualquier entidad que se considéré persona juri­
dica a efectos impositivos, implica mezclar figuras juridicas cu­
yo âmbito de aplicaciôn y validez pueden circunscribirse a terre- 
nos mâs concretos.No todos los sistemas juridicos ofrecen idénti­
ca uniformidad de raices , planteamientos y necesidades, pero lo 
que es de aceptaciôn general es que la sociedad es un tipo de p er­
sona juridica y no lo contrario. Mâs sencillo hubiera sido définir 
el término "persona" incluyendo en el mismo a los individuos y a 
las entidades juridicas, y asimilando a éstas las que ostentan 
propiamente, la calidad de tal -civiles o mercantiles -y las agru­
paciones de personas o bienes que, a efectos fiscales, tienen la 
consideraciôn de sujetos pasivos. Con independencia de esto, y se­
gûn los comentarios de la OCDE, el término "sociedad" sôlo afecta 
al arts 1 0 - dividendes -, al apartado 7 del arts 5 - control de 
una sociedad de un Estado por otra residente del otro Estado,- y 
al arts 16 - remuneraciôn de los miembros de un Consejo de A d m i n i s ­
traciôn .
En el âmbito juridico espahol, el Côdigo Civil, en su 
art5 3 5 , considéra personas juridicas las c o r p o r a c i o n e s , asoc i a ­
ciones, fundaciones de interés pûblico reconocidas por la Ley,y 
las asociaciones de interés particular civiles, mercantiles o in­
dustriales a las que se otorgue por Ley personalidad propia (1).
La sociedad civil se configura como contrato, pudiendo constituir- 
se de cualquier forma, salvo que se aporten a ella bienes inmue­
bles o derechos reales, en cuyo caso serâ necesaria la escritura 
pûblica. La personalidad de estas sociedades se liga al carâcter 
pûblico de sus pactos; aquéllas cuyos pactos se mantengan en se- 
creto entre los socios, y en que cada uno de éstos contrate en 
su propio nombre con terceros, quedan privadas,"ex lege",de per­
sonalidad (2 ).
(1 ) Las Asociaciones para fines licitos se regulan por Ley 
191/1964, de 24 de diciembre (BUE,de 28 de diciembre de 1964).
(2) cfr. arts 1665, 1667 y 1669 del Côdigo Civil.
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En el Côdigo de Comercio, las Entidades mercantiles 
se estructuran juridicamente en base al contrato de compahia. 
Este debe constar en escritura pûblica e inscribirse en el Re­
gistre Mercantil. A partir de entonces goza de personalidad ju­
ridica en todos sus actos y c e n t r â t e s . Modalidades de taies en­
tidades son, las regulares colectivas, las c o m a n d i t a r i a s , las 
comanditarias por acciones, las anônimas (1 ) y las de responsa- 
bilicfed limitada. En la actualidad, desfasado el Côdigo en la re- 
gulaciôn de las entidades mercantiles, la de las anônimas y de 
responsabilidad limitada (a éstas ni siquiera alude al Côdigo de 
Comercio) se contiene, respectivamente, en la Ley de 17 de julio
de 1951, y en la de 17 de julio de 1953.
En el âmbito del Derecho Fiscal el arts 33 de la Ley
General Tributaria, considéra sujetos pasivos, en las leyes tri­
butaries en que asi se establezcaj"las herencias y a c e n t e s ,comuni- 
dades de bienes y demâs entidades que carentes de personalidad 
juridica, constituyen una unidad econômica o un patrimonio sepa- 
rado, susceptibles de i m p o s i c i ô n " .
Las Entidades Cooperatives, reguladas por la Ley 
52/1 9 7 4 , de 19 de diciembre (2) compléta el cuadro juridico de 
Entidades susceptibles de imposiciôn.
Tema ârduo es el referente a las "sociedades de p e rso­
nas". Los escollos a resolver afectan, fundamentalmente , al ré ­
gimen juridico aplicable. E n  determinados casos son consideradas 
como unidades imponibles i n d e p e n d i e n t e s ; en otros, se aplica un 
sistema de transparencia fiscal gravando no al ente, al cual se 
considéra inexistante, sino a los asociados de forma individual 
y proporcional a su p a rticipaciôn en é l . La cuestiôn adquiere 
mayor virulencia cuando todos los participes no residen en el 
Estado en que la "sociedad" se ha c o n s t i t u i d o .La calificaciôn
(1) cfr. art^s 116,119 y 122 del Côdigo de Comercio.
(2) BOE de 21 de diciembre de 1974.
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de sus rentas - bénéficies - también varia segûn que se les 
califique o no como sociedades. En el primer caso, las dis- 
tribuciones son dividendes; en el segundo, bénéficiés comer- 
ciales.El régimen juridico sera, pues, distinto. Estas y o- 
tras razones son las que han determinado que el Modelo no 
trate el tema.Los Estados Contratantes decidirân en sus n e g o ­
ciaciones lo mâs conveniente. En el âmbito juridico espahol 
las sociedades civiles colectivas y las comanditarias e, in­
cluso, la's cuentas en participaciôn (?) pueden dar idea de al­
gunos rasgos de las "sociedades de personalistas (1 ).
5.2. otra definiciôn contenida en el arts 3 es la de "Empre­
sa de un Estado C o n t r a t a n t e " . No se define lo que es una em­
presa, empeho por lo demâs dificil y complejo.El articule e- 
quipara la empresa con su explotador y la localiza en el E s ­
tado Contratante del que éste sea r e s i d e n t e .Empresa, é q u i v a ­
le, por tanto, a negocio cuya titularidad estâ atribuida a 
un residente, que puede ser una persona fisica, una sociedad 
otro tipo de entidad juridica, o cualquier agrupaciôn de p er­
sonas. La terminologia usual de los articulos del Modelo es, 
precisamente, la de "empresa de un Estado Contratante", ex- 
cluyéndose a propôsito, excepto en los casos ya sehalados, en 
que se alude a "sociedad" (art^iQ, art5 5 a p.7 ,y arts 1 6 ),la 
utilizaciôn de calificativos personales o s u b j e t i v o s .En d e t e r ­
minados supuestos tal simplificaciôn conceptual puede ocasio- 
nar problemas de interpretaciôn, sobre todo en el caso del 
arts 14 - Trabajos independientes - en el que se pretende asi- 
milar el término "residente" a personas fisicas,considerando.
(1 ) cfr. artss 239 a 243 del Côdigo de Comercio.El Convenio con 
Austria (arts 7 ap.7) es el ûnico que aplica las normas de los 
ap. 1 a 6 del arts 7 - bénéficiés empresariales - a los cuenta- 
participes en una cuenta de participaciôn austriaca.
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e r r ô n e a m e n t e , que los '’seivicios prof esionales " , que co n s t i t u ­
yen el contenido del articulo, sôlo pueden prestarse por 
aquéllas. Al comentar este precepto formularemos las observa- 
ciones que nos merece este criterio interpretativo.
5 .3 . "Trâfico internacional" es otra de las definiciones que 
incluye el Modelo , y que desarrolla c u m p l i d a m e n t e . El c o n c e p ­
to estâ intimamente ligado con el transporte efectuado por bu­
ques y/o aeronaves (a veces, y segûn voluntad de las partes, 
por ferrocarril y vehiculos t e r r e s t r e s ).Su contenido desborda
el marco de la definiciôn, pues ademâs del trâfico internacional 
propiamente dicho, es decir el que tiene lugar entre puntos si­
tuados en dos Estados,la definiciôn comprende el trâfico inter­
nacional, bien se desarrolle en el Estado mismo en el que la em­
presa explotadora tiene su sede de direcciôn efectiva,o bien en­
tre puntos situados en un tercer Estado. En este ûltimo caso la 
internacionalidad del transporte, dériva no de la conexiôn entre 
puntos de dos Estados, sino en que se desarrolla mâs allâ de las 
fronteras del Estado en que radica la empresa explotadora.
5 .4 . Finalmente mâs que definiciôn, el Modelo ofrece el marco 
para que los contratantes concreten quienes son c o n s i d e r a d o s ,a 
efectos del C o n v e n i o ,"Autoridades c o m p é t e n t e s " .La determinaciôn 
especifica de cargos u organismos puede plantear el problema de 
la incertidumbre que dériva de las remodelaciones burocrâticas
a que nos tiene acostumbrados la veleidad politica del momento. 
Esto conlleva el permanente desconocimiento de taies Autoridades, 
y la duda de a quiën dirigirse para la aplicaciôn del Tratado. 
Incertidumbre que, por lo demâs, afecta a los particulares como 
a la propia A d m i n i straciôn nacional y extranjera. Un m e d i o  de 
solventar tal problema séria o comunicar inmediatamente a la
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O.C.D.E. los cambios directives que conlleven una variacion de 
competencias en materia de Tratados de doble imposiciôn, o esta­
blecer una competencia genérica en favor del Ministro de H a c i e n ­
da el cual, en cada caso, determinaria tal Autoridad. Esta de- 
signaciôn concreta, que puede incluso obedecer a razones p o l i ­
ticas, es independiente del personal administrative y técnico 
permanentemente encargado de la gestiôn y aplicaciôn de los 
Tratados y de las relaciones con las Administraciones e x t r a n j e ­
ras .
6 . Los Convenios espaholes contienen un amplio cuadro de defi- 
niciones.El criterio no es idéntico aunque los mârgenes de u ni­
formidad son muy elevados. Las especialidades obedecen a exigen- 
cias de cada negociaciôn concreta.
6.1. a) Prâcticamente todos los Tratados de doble imposiciôn de 
carâcter general, incorporan una definiciôn geogrâfica o terri- 
torialidad del Estado. El âmbito y contenido de tal concepto va ­
ria. En unos casos, la nociôn coincide con el Estado ( B r a s i l ) (1); 
en otros , se matiza la forma politica de gobierno ( M a r r u e c o s ) (2); 
y en la casi totalidad de los restantes se ahade en el propio ar- 
ticulo o en el p r o t o c o l e ,(Convenios con B é l g i c a ,Japon y Paises 
Bajos) a tal determinaciôn escueta (con o sin matizaciôn de forma 
politica)^ la extensiôn territorial a la que se aplica el Tratado. 
No se trata de una definiciôn politica vinculante a efectos inter­
nacionales, sino una delimitaciôn de los territories en los que 
se admite, r e c i p r o c a m e n t e , el ejercicio de la soberania fiscal 
del otro Estado (3).
(1) El término "Espaha"significa el "Estado espahol (arteg.i a).
(2) El término "Espaha" significa el Reine de Espaha.
(3) Una amplia explicaciôn de la extensiôn territorial de los Con­
venios se contiene en el Comentario al arts 28.
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b) Complemënto de esta definiciôn es la de "Estado 
Contratante", referida a cada Estado parte en el Tratado. El Conve­
nio, en el desarrollo analitico de su articulado, en muy raras oca- 
siones se refiere nominativamente y de modo especifico a uno u 
otro Estado, sino que utiliza la fôrmula genérica de "Estado Con­
tratante" sin aludir a ninguno en c o n c r e t e .Ello comporta la venta-
ja de redacciôn y de simplificaciôn normativa; en otro caso hay 
que formular, por duplicado, todos los articulos para comprender 
la misma situaciôn aunque referida , respectivamente, a cada uno 
de los Estados. No obstante, existen algunas, aunque muy escasas, 
excepciones: p.ej. el arts 18 del Convenio con Alemania - " R e t r i b u ­
ciones pùblicas" - donde se régula el supuesto, contemplando alter- 
nativamente, la situaciôn de Alemania y Espaha. Por el contrario, 
en el articulo del "Método para evitar la doble imposiciôn"- arts 
23 - se exige la exposiciôn de los regimenes aplicables en cada uno 
de los Estados salvo que ambos apliquen el mismo régimen. Como ré­
gla general, la diferenciaciôn , por Estados, se produce si el p r e ­
cepto, por su e s p e c i a l i d a d , lo requiere: determinaciôn de A u t o r i d a ­
des compétentes, nacionales de cada Estado, entrada en vigor, de- 
nuncia, etc. En otro caso la enunciaciôn de la norma se efectua de 
forma genérica.
c) "Persona" es término unânimemente recogido y de ­
finido. El contenido concrete varia de unos casos o otros.Salvo 
los Convenios con Alemania, Canada, Japôn, Noruega y Portugal que 
presentan especialidades mâs o menos notorias, los demâs siguen
el Modelo de la O.C.D.E. Los Tratados con Alemania (arts 3,i,e)y 
Portugal (arts 3.1,d) excluyen de la definiciôn las "agrupaciones 
de personas", si bien tal omisiôn queda compensada con la d e f i n i ­
ciôn amplia que de "sociedad" se contiene en los mismos. El C o n ­
venio con Canadâ (arts 111.1 c) integra las herencias y las fidu- 
cias (trust). El suscrito con Japôn (arts 3.1 e) al excluir a las
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personas fisicas plantea un problema interpretativo en aquellos 
casos en que la renta gravada pueda ser obtenida por una p e r s o ­
na fisica o por una entidad juridica. El de Noruega (arts 321 e) 
amplia el concepto de "persona" incluyendo las unidades imposi- 
tivas susceptibles de tributaciôn; el término "sociedad", d e f i n i ­
do a continuaciôn (arts 3 2 .i.f), también contiene el concepto. 
Considère que se trata de una repeticiôn innecesaria, e incluso 
esta definiciôn peca por defecto pues reconduce el término "so­
ciedad" a los limites estrictos del Derecho fiscal sin conéide- 
rar su mâs amplio campo de aplicaciôn.
d) "Sociedad", se define en todos los Tratados.
La definiciôn de "persona" exige al desarrollo de uno de los tér-' 
minos amparados por el concepto . La totalidad de los Convenios 
sigue el Modelo de la OCDE, que coincide con el criterio de la 
legislaciôn espahola al atribuir la condiciôn de sujeto pasivo 
del Derecho Fiscal a determinados entes que, sin ostentar p e r ­
sonalidad juridica, constituyen una unidad econômica o un p a t r i ­
monio separado, susceptible de imposiciôn. La frase utilizada 
por el Modelo para abarcar tal realidad es la de "cualquier" en­
tidad que se considéré persona juridica a efectos impositivos". 
Ademâs de la especialidad sehalada del Convenio h i s p a n o - n o r u e g o , 
los Tratados con Canadâ y Rumania ofrecen rasgos d e s t a c a b l e s .El 
primero (arts lll.i.d) da entrada a las "corporaciones". La a- 
claraciôn no hubiera sido necesaria, desde la perspectiva e s p a ­
hola, porque el arts 35 del Côdigo Civil considéra a taies "Cor­
poraciones" personas juridicas, junto a las Asociaciones - p ù b l i ­
cas y de interés particular - y Fundaciones. El Convenio con Ru­
mania (arts III,i,d) integra las Sociedades mixtas - s emipûblicas-  
constituidas conforme a la legislaciôn rumana y que, con propiedad, 
son las ûnicas existentes habida cuenta del sistema politico-eco-  
nômico de este pais.
_ oi _
e) Las "Empresas" de uno y otro Estado Contratante 
también se describen - no definen - atribuyendo su titularidad 
al explotador residente de uno u otro Estado. El Convenio con 
Finlandia (arte 3.1.F) integra en el concepto las empresas pu- 
blicas, estatales y locales, cuyo titular es el propio Estado, 
sus asociaciones publicas (Organismes autonomes ? ) . o las Enti- 
dades locales. Los Convenios con Italia (arts 3.1 g) y Suiza 
(arts 3- l.f) siguen un criterio similar al expuesto; pero se 
sustituyen las "asociaciones publicas" per "las subdivisiones 
politicas o a d m i n i s t r a t i v a s " , en el de Italia,y per las "subdi­
visiones politicas" en el de Suiza. En todos estes cases se o- 
miten las empresas m i x t a s . El Convenio con Noruega no contiene 
la definicion.
f) "Trafico i n t e r n a c i o n a l " no se define en les C on­
venios con Alemania, Austria, Belgica, Finlandia, F r a n c i a ,J a p o n , 
Noruega, Raises Bajos, Portugal y Suiza; pero si en les r e s t a n ­
tes .
g) "Autoridad Compétente" es un termine al que se 
le da un contenido concrete. En el case espanol, la enumeraciôn 
de las consideradas como taies prâcticamente no ha variado, vin- 
culândolas a les Centres que sucesivamente han ostentado la com- 
petencia para la resoluciôn de les temas - interpretaciôn y apli- 
caciôn -de doble imposiciôn. Se considéra tal, en primer lugar, 
al Ministre de Hacienda, y en segundo termine, de forma especi- 
fica y alternativa, al Director General coyunturalmente c o m p é t e n ­
te (de Impuestos Directes, de Impuestos, de Politica Tributaria, 
Secretario General T é c n i c o ) , o la autoridad en que el M i n istre 
délégué. En algun case se suprime la menciôn del Director G e n e ­
ral (p. e j . Convenios con Italia arts 3.1.i) y con Rumania - 
arts III l.f) El Convenio con Noruega es mas general porque c o n ­
sidéra solo como Autoridad, al "Ministerio de H a c i e n d a " (art s 32
1 • g) .
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h) Pocas otras especialidades se contienen en los Convenios 
suscritos por Espaha; exi los de Alemania (arts 3.i.d), Canada 
(arts lil.i.g), Japon (arts 3.i.d), Noruega (arts je.i.d) y Ru­
mania (arts III l.g) se détermina de forma muy amplia- no se defi­
ne conceptualmente - lo que désigna el termine " i m p u e s t o " .Asimis- 
mo el Convenio hispano-aleman define la "sede de direcciôn efec- 
tiva" (arts 3..i.h) (1); y el Convenio hispano-rumano (arts III,
1 .j) refiere la expresiôn "unidad administrativa territorial" 
solo a Rumania.
"Nacionales" es un termine cuya definicion se integra 
en algunos Convenios en el arts 3 (cases de Canada, Italia, J a ­
pon, Reine Unido, Rumania y Suecia), mientras que en los r e s t a n ­
tes, y de acuerdo con el Modelo, se incorpora en el articule r e ­
lative a la "No discriminaciôn"-arts 24- pues la Nacionalidad 
constituye el eje del precepto. En el arts 24 se efectuarâ el 
comentario pertinente analizando conjuntamente todos los C o n v e ­
nios .
i) La clausula general de interpretaciôn, en el case 
de expresiones no definidas, se contiene en todos los Convenios 
espaholes. No cabe formular otras observaciones que las ya efec- 
tuadas anteriormente en relation con el mismo tema (2 ).
6.2. Los Convenios de Doble Imposiciôn referentes a la Navega- 
ciôn contienen, definiciones mas complejas y elaboradas-, v.gr. 
el termine "empresa de un Estado Contratante" incluye reglas d é ­
terminantes de la residencia; la "navegaciôn" explicita el tipo 
de trâfico al que se refiere y la modalidad juridica de explota- 
ciôn; y, en algùn caso, la "imposiciôn"refleja el âmbito obje-
(1 ) Esta definiciôn se recoge y comenta en el arts 8 .
(2) Punto 2 anterior.
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tivo del Convenio.
a) "Empresa de un Estado Contratante" es un termi­
ne definido en todos los Tratados. El de Chile (arts I.a) admite 
expresamente que el empresario sea una persona fisica.El de Ir­
lande (arts 1 2 .a) peca de gran imprecision pues llega a considé­
rer como titular al "Gobierno de Espaha"!!... junto a las perso­
nas fisicas, sociedades de capitales y de p e r s o n a s . En el caso de 
sociedades se exige cautelarmente (de modo d e s p r o p o r c i o n a d o , se- 
gùn mi criterio) que estén constituidas, administradas y contro- 
ladas en Espaha. El de Sudâfrica (arts 1 2 .3 ) considéra como em- 
presarios al Estado espahol, a las Sociedades constituidas, ad­
m inistradas y dirigidas en Espaha, y a las personas aqui r é s idan­
tes. Aparté del julcio desfavorable que nos merece tal definiciôn 
por su falta de técnica juridica (que diferencia hay entre admi­
nistrer y dirigir?; ^ôirigir équivale a contrôler?) se observa 
una notable falta de r e c i p r o c i d a d ; en el caso de Sudâfrica (arts 
1s.2.(iij , se define geogrâficamente la "Repûblica de Sudâfrica" 
lo cual se omite en el caso de Espaha. Los Convenios con A r g e n t i ­
ne (arts 2S a) y Venezuela (arts 2 .a) dan una definiciôn similar 
y mâs précisa, pues como "empresa" se désigna a lasexplotadas por 
una persona, residente fiscal, de cualquiera de los Estados.
Estos dos Convenios y el de Chile (arts I,a) determiner que en ca­
so de doble residencia, la empresa lo es del Estado donde radica 
la sede de direcciôn efectiva. El Convenio con EEUU atiende al 
criterio de la nacionalidad; las Compahias y los individuos tribu- 
tan en el Estado al que p ertenezcan . Alude, en c o n c r e t e , "a Com- 
pahias Navieras espaholas" y a "ciudadanos espaholes", referien- 
do el ejercicio de la actividad a aquéllas, y los bénéficiés a 
estes. Compahias espaholas, con arreglo al Côdigo de Comercio, 
son las constituidas en Espaha con arreglo a las leyes espaho-
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las (1 ); ciudadanos espaholes, los que ostenten la nacionalidad- 
originaria o adquirida - espahola de acuerdo con el Côdigo Civil.
b) "Navegaciôn" (maritima y/o aérea) es un termi­
ne que incluye el género de actividad - transporte internacional- 
el trâfico a que se refiere - personas, mercancias, ganado y 
pesca, y correo - y la titularidad con que se actùa - propieta- 
rio, a r r e n d a t a r i o , o fletador. El Convenio con Irlanda omite el 
adjetivo "internacional", calificativo del transporte, la pesca 
como objeto de este, y al arrendatario como posible titular ju- 
rldico (arts 1 s c). El Convenio con Sudâfrica nos sorprende
con la calificaciôn "profesional" (habituai?) del transportista 
(arts 1 s .1). Los Convenios con Chile (arts I,b) y A r g entina (arts 
2S b) se plegan a la definiciôn mâs amplia y o m n i c o m p r e n s i v a .
A su vez el Convenio con A r g e ntina (arts 2S c ) explica que se 
entiende por transporte i n t e r n a c i o n a l ,refiriendo esta actividad 
a la que se ejerce entre puntos situados en ambos Estados Contra- 
tantes o en un Estado Contratante y un tercero. El Convenio con 
EEUU alude a "operaciones de buques abanderados" en uno u otro 
pais .
c ) Algunos Convenios contienen definiciones espe- 
cificas. El de Chile explicita el sentido de "Imposiciôn (arts 
I,c) equiparândolo al âmbito objetivo del Convenio (2)."Estado 
Contratante" (uno y otro Estado) se incluye en los Convenios con 
Chile (arts i,d), Arg e n t i n a  farts 2 d) y Venezuela (arts 2S c). 
"Autoridades Compétentes" es un término incorporado a los Conve­
nios con Chile (arts I.e), A r g e ntina (arts' 2S.c) y V e n ezuela (arts 
2S.d). En el caso de Argentina se alude genéricamente al Ministe-
(1) cfr. artss 15, 116 y 118 del Côdigo de Comercio.
(2)Impuestos estatales y locales sobre la renta y el patrimonio. 
Los Convenios con E E U U ,Irlanda,y Sudâfrica formulan exenciones 
genéricas; y los de Arg e n t i n a  y Venezuela e n u m e r a n ,c o n c r e t a m e n t e ,
los tributos c o m p r e n d i d o s .
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rio de Hacienda;en los otros, al Ministerio de Hacienda y al 
Secretario General Técnico. La posibilidad de delegacion se 
contempla en todos ellos.
d) La clausula general de interpretaciôn sôlo 
se contiene en los Convenios con Chile (arts II), Argentina 
(arts 32) y Venezuela (arts 32).
6 .3 . Los Convenios de Transporte Aéreo Coinercial contienen, 
asimismo, una serie de definiciones. A nuestros efectos sôlo 
es destacable la que détermina lo que se entiende por "empre­
sa aérea d e s i g n a d a " ,pues légitima a la que debe gozar del ré- 
gimen tributario excepcional establecido en el Convenio. La 
técnica juridica difiere de la seguida en otros instrumentos 
juridicos de carâcter estrictamente fiscal. En éstos, la deter- 
minaciôn es abierta ya que a cualquiera que reuna los requisi- 
tos exigidos por la ley le es aplicable el Tratado. Por el con­
trario, los Convenios de Transporte Aéreo Comercial conllevan 
una designaciôn expresa, de tal forma que la aplicaciôn del 
régimen juridico implica una previa individualizaciôn por ca- 
da una de las partes. Tal designaciôn se efectùa por escrito 
y légitima para operar los "servicios convenidos", en las "ru- 
tas e s p e c i f i c a d a s " . Taies servicios (sobrevuelo, escalas, em­
barque y desembarque) y trayectos (origen y destino y puntos 
intermedios) constituyen el objeto y, a su vez, los limites 
de la actividad internacional de transporte. Este significa 
"transporte aéreo regular operado por una aeronave para el 
transporte d e •p a s a j e r o s , correo y c a r g a " .
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-Articulo_4_
- RESIDENTES -
1 . A los efectos de este Convenio, la expresiôn "residente de 
un Estado Contratante" significa toda persona que en virtud de la 
legislaciôn de este Estado esté sujeta a imposiciôn en él por ra- 
zôn de su domicilio, residencia, sede de direcciôn o cualquier o- 
tro criterio de naturaleza anâloga. Sin embargo, esta expresiôn 
no incluye a las personas que estén sujetas a imposiciôn en este 
Estado exclusivamente por la renta que obtengan procedente de 
fuentes situadas en el citado Estado o por el patrimonio que po- 
sean en el mismo.
2. Cuando en virtud de las disposiciones del pârrafo 1 una p er­
sona fisica sea residente de ambos Estados C o n t r a t a n t e s , su situa- 
ciôn se resolverâ de la siguientqfaanera:
a ) esta persona sera considerada residente del Estado donde ten- 
ga una vivienda permanente a su disposiciôn; si tuviera una 
vivienda permanente a su disposiciôn en ambos Estados, se 
considerarâ residente del Estado con el que mantenga relacio- 
nes personales y econômicas mâs estrechas (centro de interés 
v i t a l e s )
b ) Si no pudiera determinarse el Estado en el que dicha p e rso­
na tiene el centro de sus intereses vitales, o si no tuvie­
ra una vivienda permanente a su disposiciôn en ninguno de
■ los Estados se considerarâ residente del Estado Contratante 
donde viva h a b i t u a l m e n t e ;
c ) si viviera habitualmente en ambos Estados o no lo hiciera 
ninguno de ellos, se considerarâ residente del Estado del 
que sea national;
d ) si fuera national de ambos Estados o no lo fuera de ninguno 
de ellos, las autoridades compétentes de los dos Estados Con­
tratantes resolverân el caso de comùn a c u e r d o .
3. Cuando en virtud de las disposiciones del pârrafo 1 una per-
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sona que no sea una persona fisica sea residente de ambos Estados 
Contratantes, se considerarâ residente del Estado en que se encuen- 
tre su sede de direction efectiva (a).
1. La exegesis del arts 1 estâ intimamente ligada a.la del arts 4 . 
Ambos articulos se completan mutuamente. Aquel, délimita el âmbito 
subjetivo de aplicaciôn del Convenio. Este, desarrolla la expresiôn 
legal "residente de un Estado Contratante", resolviendo o remitien- 
do a instancia ulterior, los casos de doble residencia, tanto de 
personas fisicas como juridicas.
La estructura del precepto refleja en sus diferentes aparta- 
dos lo que acaba de decirse. El apartado 1 desvela el significado 
de la expresiôn "residente de un Estado Contratante", vinculando 
el concepto de residente, y por tanto la aplicaciôn del Convenio, a 
los supuestos de conexiôn personal - para las personas fisicas - o 
economica - para las juridicas. Tanto en uno como en otro caso (el 
texto legal alude a "toda persona") el concepto de residente viene 
determinado por la legislaciôn interna de cada uno de los Estados 
Contratantes. Dicha legislaciôn es la que délimita el concepto, pues 
el Convenio no tiene como objetivo définir s u b s t a n t i v a m e n t e . La po ­
sibilidad de que los Estados Contratantes tengan una concepciôn d is­
tinta y contrapuesta de "residente" es lo que posibilita la doble re­
sidencia. Por ello los apartados 2 y 3 del articule tratan de resol- 
ver los casos en que, como consecuencia de aquella posibilidad, una 
persona es considerada residente de uno y otro Estado.Los apartados 
2 y 3 se incorporan al articule porque "en virtud de las d i sposi­
ciones del apartado 1 " una persona puede ser residente de ambos
(a) Coinciden los apartados 2 y 3 con los équivalentes del texto 
del Modelo de 1963. El apartado 1, coincide en su primera proposi- 
ciôn; la segunda se introduce por primera vez en el Modelo de
1977.
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Estados Contratantes. En aquellos casos en que los criterios a- 
plicativos de los Estados Contratantes sean coïncidentes se ex- 
cluye tal e v e n t u a l i d a d . La coincidencia normativa évita la do ­
ble residencia; su contrsposiciôn la provoca.
2. Desde un punto de vista substantive, y en relaciôn con la le­
gislaciôn espahola, una persona fisica se considéra residente ha­
bituai de Espaha cuando, segùn dispone el art^ 62 de la Ley 44/ 
1978, de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas, permanezca mas de ciento ochenta y très dias, du ­
rante el aho natural, en el territorio espahol. De los criterios 
que, segùn el apartado 1 del Modelo de 1977, configuran el c o ncep­
to de residente, la legislaciôn espahola opta, para las personas 
fisicas, por la residencia habituai, por ser este un dato obje t i ­
vo de, a p a r e n t e m e n t e , fâcil c o m p r o b a c i ô n . El articule 62, citado 
no utiliza, sin embargo , una declaraciôn taxativa, como es la 
de "es residente"; acude a la fôrmula ambigüa de "se entiende", 
pues la presunciôn de permanencia en el territorio national p u e ­
de desvirtuarse mediante prueba en contrario. El Reglamento de 
este Impuesto de 3 de agosto de 1981, no se desvia, en su a r t 2 21, 
de la terminologia de la Ley. Cuestiôn conexa es la relativa al 
cômputo del periodo de los ciento ochenta y très dias. Ni la Ley 
ni el Reglamento dicen nada, aun cuando debe entenderse que no se 
précisa la permanencia continuada, bastando que se totalice d u ran­
te un aho natural. También disponen la Ley y el Reglamento que 
"para computar el periodo de residencia no se tendrân cuenta las 
ausencias, cuando por las circunstancias en las que se realicen 
pueda inducirse que aquéllas no tendrân una duraciôn superior 
a très ahos (1). Esta norma, de dificil comprensiôn, puede ori-
(1) cfr. r e s p e c t i v a m e n t e , art2 62 Dos y art2 21,2) de la Ley y 
Reglamento citadôs.
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ginar casos de doble residencia, y nor tanto, de doble imposiciôn, 
porque en esos tres ahos se puede residir de hecho en otro pais, y 
porque se hacen jugar consideraciones subjetivas de tan dificil pon- 
deraciôn como son las que acompahan a criterios basados en deduccio- 
nes mas o menos rationales. Los términos legales, "pueda inducirse" 
suscitan interrogantes y temores.
3. Una novedad que introduce la Ley de 1978 en cuanto a los sujetos 
pasivos, personas fisicas residentes, es el considerar tales, a
los intégrantes de una unidad familiar. Su arts 6 s, apartado tres, 
dispone que la unidad "es residente en territorio espahol siempre 
que en él resida cualquiera de los cônyuges o el padre o la madré, 
o en su defecto, todos los miembros de la unidad familiar"; esto 
mismo establece el arts 22 del Reglamento de 1981 . También esta 
norma, puede originar problemas de doble residencia en los casos 
en que uno de los intégrantes de la unidad familiar ("cualquiera 
de los cônyuges, o el padre o la madré") permanezca fuera del 
territorio national un periodo de tiempo que conlleve ser r e s i d e n ­
te de otro pais. El gravamen en este territorio con arreglo a un 
criterio global, y el sometimiento en Espaha a la obligaciôn p e r ­
sonal de contribuir incidirân, a la vez, en un mismo sujeto (por 
residente en un pais y por miembro de una unidad familiar) e impli- 
carân una doble imposiciôn. Sin embargo, p a r a d ô j i c a m e n t e , el p r o ­
blème no se présenta en los supuestos en que la unidad familiar 
no integra cônyuges, o padre o madré, pues en este caso, la unidad 
familiar sôlo es residente si en el territorio national residen 
todos sus miembros, distintos de los anteriores.
4. La declaraciôn de la Ley , apartado Uno del arts 6 s, se c o m p l é ­
ta con lo dispuesto en el arts 8s (arts 24 del Reglamento). Este
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especifica que personas, aun sin residir materialmente en terri­
torio nacional y por mor de prâcticas universalmente reconocidas, 
estân sometidos a la obligaciôn personal de contribuir. Para que 
la ficciôn legal opere plenamente se precisan los siguientes re- 
quisitos ; a) que las personas sean de nacionalidad espahola (o- 
riginaria o adquirida); y b) que su domicilio o residencia en el 
extranjero sea por su condiciôn de agente diplomâtico o funcio- 
nario consular, o por desempehar cargo o empleo oficial en ex - 
tranjero al servicio del Estado espahol.
El anverso de esta norma, es el arts 9 cb ik Ley (arts 
25 del Reglamento) el cual, en relaciôn con los extranjeros re­
sidentes en Espaha incluidos en alguno de los supuestos enuncia- 
dos,establece,"mutatis mutandis", un criterio similar; es decir,uo 
considerarlos residentes de derecho en territorio espahol y, por 
tanto, no someterlos a la obligaciôn personal de c o n t r i b u i r .El 
gravamen por obligaciôn real se produce, sin embargo, si estas 
personas caen en alguno de los supuestos que configuran tal obli­
gaciôn; es decir, cuando obtengan rendimientos o incrementos de 
patrimonio producidos en territorio espahol o satisfechos por 
una persona o Entidad, pùblica o privada residente en dicho 
territorio "(1 ).
El Modelo de 1977, en su art5 4,ap.1 segunda proposi- 
ciôn, no considéra residentes en un Estado a los que estân suje­
tos a imposiciôn, exclusivamente, por la renta que obtengan pro­
cedente de fuentes situadas en este Estado o por el patrimonio 
que posean en el mismo. Esta norma, coincidente con la legisla­
ciôn interna espahola, considéra, en concrete, el caso del perso-
(1) cfr. arts 4^ b ) de la Ley, y 14 del Reglamento de Renta de 
1981. Este Reglamento modifica, en parte al de 1979, pues ademâs 
de los supuestos citados, incluye los casos en que los rendimien­
tos o incrementos de patrimonio resulten gravados por el Impuesto 
sobre la Renta.
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nal diplomâtico y consular extranjero que presta sus servicios en 
un pais que grava a sus residentes por su renta mundial y que con 
arreglo a su legislaciôn podrla considerarle residente; pero ,que 
por su especial condiciôn juridica, sôlo le grava por las rentas 
obtenidas en este Estado. Los paises cuya filosofia tributaria se 
fundamenta en el principle de t e r r i t o r i a l i d a d , excluyen de sus Con­
venios tal norma, pues su inclusion podria determinar la no apli­
caciôn del Convenio (por no poder ser considerados residentes) a 
aquellos cuyas rentas procedan exclusivamente de fuentes internas. 
La "Convenciôn Modelo de las Naciones Unidas sobre Doble Tributa- 
ciôn entre paises desarrollados y paises en desarrollo" omite tal 
c l â u s u l a .
En un piano teôrico y general, en relaciôn con los di- 
plomâticos, cônsules y funcionarios estatales en el extranjero, 
la doble imposiciôn se produce cuando el Estado acreditante y el 
receptor optan por un criterio personalista de imposiciôn;pues es 
évidente que doble residencia existe desde un punto de vUsta juri- 
dico-ficticio â-de hecho. Por el contrario si el Estado de la re­
sidencia efectiva (donde se presta el servicio) sigue un criterio 
territorial, el problema no se suscita; pues las rentas que taies 
personas perciban (sueldos y remuneraciones similares) se entiende 
que proceden de su pais. Otro caso lo constituyen , como hemos se- 
halado, las rentas ( dividendes, intereses, incrementos de p a t r i ­
monio, etc) que dichas personas obtengan y cuya fuente radique en 
el pais de su residencia de hecho, pues éstas normalmente se grava- 
rân en este otro Estado. La coincidencia de dos criterios contra- 
puestos (r e s i dencia-criterio del pais acreditante - y territoria- 
lidad-del pais receptor) conlleva una doble imposiciôn. El pais 
de la residencia juridica serâ el encargado de arbitrar un proce- 
dimiento que évité tal duplicidad tributaria.
La posibilidad de que se produzca una doble imposi-
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cion, y los remedios arbitrados para su solucion son temas abor- 
dados al comentar el art^ 27, dedicado a los "Agentes Diplomati- 
cos y Funcionarios consulares".
5. En relaciôn con las personas juridicas, la ley 44/78 en su art^ 
65.ap.Cuatro (arts 23 del Reglamento) dispone que"para determinar 
la condiciôn de residencia en territorio espahol, en el caso de 
Entidades y demas personas juridicas, se estara a lo dispuesto al 
respecte en la Ley del Impuesto sobre Sociedades". El primer c o m e n ­
tario que sugiere esta norma es el de la inadecuacion de su encua- 
d r e , ya que, por definiciôn, el Impuesto sobre la Renta de las P e r ­
sonas Fisicas grava sô]q a tal tipo de personas (1 ) . Independientemente , 
de tal i c o n g r u e n c i a , la Ley 61/1978, de 27 de diciembre, del I m p u e s ­
to sobre Sociedades, en su arts 9 2 , considera"Entidades residentes 
en Espaha las que cumplan cualquiera de los requisitos siguientes: 
a) que se hubieran constituido conforme a las leyes espaholas; b) 
que tengan su domicilio social en territorio espahol; c) que te n ­
gan su sede de direcciôn efectiva en territorio espahol".El texto 
l e g a l ,m a n i f estaciôn clara de voracidad tributaria, cubre suficien- 
temente todos aquellos supuestos a los que suele vincularse la re­
sidencia. La movilidad actual de personas y capitales harâ frecuen- 
tes los casos en que se produzcan problemas de doble residencia.
La atribuciôn de la cualidad de residente con arreglo a criterios 
alternativos de tan amplio espectro (domicilio social , constitu- 
ciôn, o sede de direcciôn efectiva) chocara con criterios legales 
c o n t r a p u e s t o s . Piénsese en el caso, nada anormal, de una Sociedad 
constituida en pais extranjero con sede de direcciôn efectiva en 
Espaha, o viceversa. En el caso de que exista Convenio de Doble 
Imposiciôn el problema se resuelve atribuyendo la residencia al
(1) cfr. art5 4 , uno de la Ley y 13 del Reglamento.
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pals en que radique la sede de direcciôn efectiva.En defecto de 
Convenio, el problema puede desembocar en la paradôjica situa- 
ciôn de que a tal Entidad se le descuenten, en ambos paises los 
impuestos satisfechos en el otro.Tal resultado descansa en las 
siguientes premises : 1) que ambos Estados estân facultados pa­
ra gravar la totalidad de la renta de la Entidad (la de origen in­
terno y externe) por estar esta sometida a la obligaciôn personal 
de contribuir ; y 2) que en ambos Estados existen medidas u n ila­
térales para evitar la doble imposiciôn mediante la imputaciôn o 
el crédite de impuesto. Si los Estados optan por el método de exen- 
ciôn, es decir no gravar las rentas obtenidas en el extranjero, la 
Sociedad tributaria en ambos paises pero hasta el limite de la ren­
ta obtenida en cada uno de ellos.El tipo tributario proportional 
propio de Impuesto de Sociedades évita discriminaciones en r e l a ­
ciôn con las Entidades que obtengan la totalidad de sus rentas en 
un sôlo Estado.
6 . La consecuencia bâsica derivada de ser residente de un pais, 
consiste en la facultad de este Estado de gravar la renta mundial. 
La Ley 44/1978 dispone en su arts 72,uno, (arts 16 del Reglamento) 
que "los sujetos pasivos por obligaciôn personal serân gravados 
por la totalidad de los rendimientos e incrementos de patrimonio 
que obtengan, con independencia del lugar donde se hubiesen pro- 
ducido y cualquiera que sea la residencia del pagador".En el caso 
de unidad familiar, se acumularân todos los rendimientos e incre­
mentos de sus miembros, cualquiera que sea el régimen econômico 
del matrimonio, salvo el caso que, por no ser aquélla residente 
del territorio espahol, sus intégrantes se consideran sujetos pa­
sivos independientes (art^s 7 , très, de la Ley;y 17 del Reglamento)
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Un criterio similar se sigue con las personas juridicas. 
La Ley 61/1978, en su articule 62 Uno, dispone: "los sujetos pasi­
vos por obligaciôn personal serân gravados por la totalidad de los 
rendimientos e incrementos de patrimonio que obtengan con indepen­
dencia del lugar donde se hubiesen producido y cualquiera que sea 
la residencia del p a g a d o r " .
C orrelativamente a la posibilidad integral de gravamen, 
el pais de residencia tiene la obligaciôn (por lo menos moral) y 
el interés (para no obstaculizar la circulaciôn de capitales y em­
presas) de evitar la doble imposiciôn que puede derivarse de gra­
var con arreglo a criterios de tributaciôn contrapuestos en âmbi- 
tos territoriales distintos. Si no existe Convenio, las medidas 
unilatérales desempehan tal funciôn.En otro caso el Convenio cu­
bre tal finalidad. Debe tenerse en cuenta que sôlo cuando la po- 
testad tributaria se distribuye entre el pais de la fuente y de 
la residencia es cuando entra en juego el método convencional (de 
imputaciôn o de exenciôn) para evitar la doble imposiciôn. Si la 
potestad se atribuye exclusivamente a un pais, al no haber mâs 
que un Estado facultado para gravar, el problema ni se plantea. 
Recalquemos que el hecho de que el pais de la residencia ostente 
un poder integral de gravamen, no se opone a que el pais de la 
fuente (de donde proceden parte de las rentas del sujeto pasivo 
con actividades en ambos paises) .pueda, asimismo, gravar las que 
se originen en su territorio; en tal caso, al "poder" gravar am­
bos Estados unas mismas rentas, es cuando el pais de la r e s i d e n ­
cia debe evitar la doble imposiciôn que, por tal circunstancia, 
se produce.
7. El apartado 2 del arts 4 del Modelo de 1977 trata de solventar 
los casos en que una persona fisica sea residente de los dos Esta­
dos Contratantes. En virtud de los vinculos que le unen a éstos
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puede quedar, i n i c i a l m e n t e , sujeto a ambas potestades tributa- 
rias. Es el caso, por ejemplo, de un residente en un Estado con 
d omicilio en otro. Si el primer Estado considéra residentes a los 
que lo son de hecho por un periodo determinado, y el segundo, a 
los que en él tienen su domicilio, evidentemente se produce un 
supuesto de doble residencia. En Espaha el domicilio fiscal de 
las personas fisicas, coincide, segùn el arts 4 5 , 1 , a) de la Ley 
General Tributaria, con el de su residencia habituai; pero tam­
bién cabe la posibilickd de qje asi no sea. Otras altQnati\as similares ed^n el es-- 
tablecimiento de normas que solventen los problemas de doble re ­
sidencia. La preferencia en taies casos se otorga, segùn el Mode­
lo de 1977, a la vivienda permanente. La estabilidad que presupo- 
ne el hecho de tener una vivienda permanente a disposiciôn,es el 
dato prioritario para considerar a una persona residente(fiscal) 
del Estado en que tal vivienda se encuentra. Si se produce una 
duplicidad de tal hecho , la O.C.D.E. atribuye la residencia al 
Estado con el que se tengan relaciones personales y econômicas 
mâs estrechas. Dos observaciones : a) que sigue siendo fun d a m e n ­
tal tener una vivienda permanente a disposiciôn; y b) que estable- 
cida esta premisa, la residencia se otorga al pais con el que la 
persona tiene una vinculaciôn mâs Clara. Las relaciones p e r s o n a ­
les a que alude al texto pueden equivaler a tener una familia vi- 
viendo en dicho Estado. Las relaciones econômicas son de mâs facil 
comprobaciôn: négocies, cuentas b a n c a r i a s ,e t c .
La posible dificultad de determinar el centro de interés 
vitales de una persona, o la inexistencia de vivienda permanente, 
implican acudir a un dato de hecho: la residencia habituai. No se 
détermina, sin embargo, el periodo que se considéra como tal. No 
existe en el âmbito de la OCDE, una norma interpretativa, tal como 
la contenida en el arts 69 , Uno, de la Ley espahola 44/7ë; aqui se
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c a l i f ica residente al que permanece mâs de 183 dias en t e r r i t o ­
rio espahol, durante un aho natural. Si el otro Estado C o n t r a ­
tante con el que se suscribe un Convenio sigue idéntico c r i t e ­
rio temporal,la residencia habituai nunca existirâ porque mâs 
de 183 dias no puede estarse, c o n s e c u t i v a m e n t e , en dos Estados 
durante un aho natural.' Para solventar estos casos hipotéticos, 
se acude a un dato juridico: la nacionalidad. Esta viene a ser 
la tercera instancia resolutoria de los problemas de doble re ­
sidencia. El precepto no especifica que deba ser originaria; 
los nacionalizados también se incluyen. La norma es clara: la 
persona se considéra residente del Estado del que sea nacional 
(1 ).
Sin embargo, la prevision de la O.C.D.E. ha sido 
suficientemente amplia para pensar en casos de doble nac i o n a l i ­
dad (2), y en los de apâtridas. La hipôtesis de que tal p o s i b i ­
lidad surja se p r e v é , pero no se resuelve e x p l i c i t a m e n t e .Séria 
arriesgado establecer un criterio para personas cuya v i n c u l a ­
ciôn con los Estados Contratantes es tam intima (ostentar am ­
bas n a c i o n a l i d a d e s ) o, por completo, inexistante (no tener tal 
nacionalidad o, incluso, n i n g u n a ) . El acuerdo de las A u t o r i d a ­
des compétentes serâ el que, en Ultima instancia, resuelva el 
problema. El arts 25,ap.3, del C o n venio Modelo acude al "proce- 
dimiento amistoso" como cauce adecuado para la resoluciôn de 
las dificultades que plantée la aplicaciôn del C o n v e n i o .Induda- 
blemente el caso que nos ocupa queda inmerso en tal procedimien- 
to (1 ) .
(1) A ctualmente en Espaha el régimen de nacionalidad viene regu- 
lado en los artSs 17 a 28 del Côdigo Civil.
(2) Espaha tiene ejemplos palpables de tal fenômeno, por nuestra 
vinculaciôn con hispano-américa y Filipinas.
(3) Para una exegesis amplia del tema, v i d .Comentario al arts 25
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8 . Las dificultades que la d o b l e ■residencia de las personas juri­
dicas suscita, se resuelven tajantemente en el apartado 3 del 
arts 4 del Modelo. No se alude a personas juridicas, a Entidades, 
ni a Sociedades. El Modelo utiliza una definicion excluyente y ne­
gative. Se refiere a "una persona que no sea una persona fisica". 
Con esta frase la O.C.D.E. ha querido referirse no solo a las En­
tidades dotadas de personalidad juridica, sino también a las agru- 
paciones de personas que en algunos casos, pueden no tener tal p e r ­
sonalidad. Sin embargo, esta Ultima posibilidad choca con la con­
cepciôn de nuestro Derecho Fiscal en relaciôn con el Impuesto de 
Sociedades. Si bien el arts 33 de la Ley General Tributaria consi­
déra sujetos pasivos a "las herencias yacentes, comunidades de 
bienes y demas entidades que, carentes de personalidad juridica, 
constituyen una unidad econômica o un patrimonio separado sucepti- 
ble de imposiciôn", ta Ley de Sociedades 61/78 dispone, taxativa- 
mente, en su arts 42,Uno, que "son sujetos pasivos del Impuesto 
todos aquellos sujetos de derechos y o b l i g a c i o n e s , con p e r s onali­
dad juridica..." Es decir, y por lo que afecta al Ordenamiento es­
pahol, la consideracion de "residente, persona no fisica" queda 
circunscrita a las Entidades juridicas con personalidad. Otros 
paises podran enmarcar bajo tal rubrica otros supuestos; pero la 
aplicabilidad del Convenio dependera de lo que, en concrete, a- 
cuerden los Estados Contratantes e incorporen al texto que suscri- 
b a n .
Los casos de doble residencia en relaciôn con las perso­
nas juridicas se suscitan, fr e c u e n t e m e n t ç , dada la vinculaciôn m u l ­
tiple que tales Entidades pueden tener con dos Estados. Constitu- 
ciôn, registre, domicilio social, domicilio fiscal, sede de d i rec­
ciôn efectiva etc, son datos variables cuya combinaciôn puede dar 
lugar a variadas hipôtesis. La legislaciôn espahola es omnicompren-
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siva. Abarca la totalidad de supuestos que determinan la v i n ­
culaciôn juridica o econômica con el Estado. La Ley General 
Tributaria (arts 4 5 , 1 , b) equipara el domicilio tributario al 
domicilio social, si en este se centralisa la gestiôn a d m inis­
trativa y la direcciôn de los négociés.En otro caso, se a t ien­
de al lugar en que radiquen tal gestiôn o direcciôn (1). Por su 
parte la Ley del Impuesto de Sociedades 61/7 8 ,(arts 8s-domicilio 
fiscal) utiliza los mismos criterios, pero incorpora un nuevo 
elemento definitorio en los casos que resuite dudosa la determi- 
naciôn del domicilio fiscal. Si ello es asi, dice la Ley, pre- 
valecerâ aquël (domicilio) en que radique el mayor valor del in- 
movilizado. En Espaha el concepto de residencia debiera v i n c u l a r ­
se al domicilio fiscal, y no al domicilio social.Aquel es un con­
cepto mâs amplio que puede integrar a este, pero no a la inver­
sa. La Ley de Sociedades 61/78 (arts 9 0 ) considéra residentes en 
Espaha las Entidades que se hubieran constituido conforme a la 
Ley espahola, y las que tengan su domicilio social o su sede de 
direcciôn efectiva en territorio espahol. La r e f e r e n d a  al domi­
cilio fiscal hubiera simplificado los supuestos, pues coincide 
con domicilio social y gestiôn administrativa y direcciôn de né ­
gocies, o bien, con gestiôn y/o direcciôn (es decir con sede de 
direcciôn e f e c t i v a ) .Incluso comprenderia otro supuesto mâs: lu­
gar de radicaciôn del mayor valor del inmvilizado.
La amplitud de la norma espahola puede d e t e r m i ­
nar casos de doble r e s i d e ncia.Sehala la OCDE que las vinculacio- 
nes societarias son m u y  a m p l i a s :p .e j . registro en un Estado, y
(1) No deja de ser curioso que la Ley General T ributaria utilice 
en la primera p roposiciôn la conjunciôn, y en la segunda, térmi­
nos d i s y u n t i v o s .Igual terminologia utiliza la Ley del Impuesto 
de Sociedades.
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sede de direcciôn efectiva en otro; domicilio en un pais y g e s ­
tiôn en otro,etc. El criterio de la sede de direcciôn efectiva 
se ha elegido para atribuir la residencia al Estado en que 
aquélla se encuentra. Es una manifestaciôn de la prioridad de 
los vinculos econômicos sobre los juridicos.El concepto de sede 
de direcciôn efectiva tampoco se especifica, aun cuando no debe 
plantear problemas su concreciôn.
9. La casi totalidad de los Convenios espaholes de doble i m p o s i ­
ciôn se ajusta al Modelo de la OCDE, sin perjuicio de las lôgi- 
cas d e s v i a c i o n e s .Salvo los Convenios con C h e c o s l o v a q u i a ,I t a l i a , 
Reino Unido, Rumania, Suecia y Polonia, los demâs no recogen la 
segunda proposiciôn del a p . 1 , es decir la que rechaza la a t r i ­
buciôn de la residencia en virtud de una vinculaciôn real: renta 
percibida o patrimonio situado en un Estado C o n t r a t a n t e .El del 
Reino Unido limita tal negativa a la percepciôn de renta-, no a lu­
de al patrimonio situado en un Estado, aun cuando el Convenio se 
refiere, por igual, a los Impuestos sobre la Renta y sobre el Pa ­
trimonio. La fecha de negociaciôn de cada uno de los Convenios ex­
plica suficientemente el por qué de tal inclusiôn o exclusion. En 
el suscrito con Bélgica la expresiôn "residente de un Estado C o n ­
tratante " significa también las sociedades, distintas de las de 
por acciones, que optan por la sujeciôn de sus bénéficiés al im­
puesto de personas fisicas ( Protocole (3) Ad.art^ 4); alude pues 
a sociedades personalistas a las que se aplica el régimen de 
transparencia fiscal. En el de los Paises Bajos la c o n s i deraciôn  
de residente que se atribuye a los miembros de misiones diplomâ- 
ticas o consulares de uno de los Estados acreditados en el otro Es­
tado o en un tercer Estado, sin son nacionales del Estado que les 
envia, no se aplica a los cônsules honorarios (Protocole V.Ad. 
al art9 4)).
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En relaciôn con el apartado 2, personas fisicas, la coin­
cidencia de textos es casi absoluta; pero el Convenio con Austria,
no régula el caso que una persona pueda ser nacional de ambos Es­
tados Contratantes o de ninguno de ellos.
El Convenio con Suecia introduce un apartado e s p e c i a l (el
3) en cuya virtud y siempre que por la aplicaciôn de la "norma de
los tres ahos" contenida en la Ley sueca (1) se ostente una doble 
residencia, el caso se resolverâ de mutuo acuerdo entre las A u t o ­
ridades compétentes de los Estados C o n t r a t a n t e s ."La norma de los 
tres ahos" consiste en la posibilidad de que los nacionales suecos 
sean considerados residentes de Suecia, a pesar de no existir una 
vinculaciôn de hecho con el pais, en los casos siguientes:
hasta el transcurso de 3 ahos , desde la partida 
de Suecia, si se demuestra que ha existido una 
"conexiôn esencial" en el pais : v.gr. vivienda 
permanente, familia residiendo en Suecia,etc.;
después de la expiraciôn de tal plazo, si se jus- 
tifica, en relaciôn con un aho fiscal determina­
do, que han existido taies circunstancias.
En taies conceptos no se consideran las estancias cortas 
u ocasionales :v . gr. negouios, vaciones o motivos similares.La 
norma afecta - a los nacionales suecos - que se trasladen desde 
Suecia y se limita a los primeros tres ahos contados desde el dia 
de su partida (Protocole 2 Ad./art9 IV,ap.3).
En el apartado 3, personas juridicas y afines, se obser- 
van mayores diferencias substantivas con los conceptos utilizados 
y con los criterios r e s o l u t o r i o s .A s i , los Convenios con Alemania, 
Finlandia, Reino Unido y Suiza aluden a "Sociedad", sin incluir 
la forma de exclusiôn negativa del Modelo ("una persona que no sea 
una persona fisica").El Convenio con Canada es mâs amplio y expli­
cite pues se refiere ( partado 4 del art& IV) a "una personcL que 
no sea una persona fisica o sociedad", con lo cual estâ aludiendo
(1) Apartado 53 de la Ley Fiscal Comunal Sueca del Impuesto sobre 
la Renta.
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a "las herencias, fiducias (trust), y agrupaciones de personas"; 
supuestos éstos que de acuerdo con la letra c) del ap. 1 del art9 
III del Convenio,integran la expresiôn "persona".A las personas 
fisicas se refiere el ap. 2 , y a las Sociedades, el a p . 3, ambos 
del arts iv del Acuerdo. El Convenio con Noruega, se refiere por 
separado, aun cuando las somete a un mismo criterio resolutorio, 
a "personas juridicas" y a" Sociedades y asociaciones que segùn 
las leyes nacionales que las rijan no tengan personalidad juridi­
cal
Del examen comparative de tales textos, y por lo que 
se refiere a Espaha, el âmbito subjetivo de aplicaciôn del C o n v e ­
nio se restringe en los casos de Finlandia, Reino Unido y Suiza; 
se refieren a un concepto ("Sociedad") con un significado juri d i ­
co suficientemente acuhado y acotado en la normativa nacional 
internacional. Por el contrario, los Convenios con Canada y N o r u e ­
ga suponen una ampliaciôn de tal âmbito; la fôrmula utilizada im­
plica la admisiôn de los supuestos recogidos en el art9 33 de la 
Ley General Tributaria: v.gr. herencias yacentes, comunidades de 
bienes y otras entidades carentes de personalidad juridica.El C o n ­
venio con Alemania es e s p e c i a l . Si, inicialmente, se refiere a las 
Sociedades, (ap. 3 del art9 4) y por lo tanto puede inferirse una 
restricciôn del âmbito subjetivo, integra ademâs un apartado 4, 
adicional, en el cual se refiere a los socios de las Sociedades 
de personas. Estos, en relaciôn con "la imposiciôn de las rentas 
que procedan de dichas sociedades o del patrimonio que posean por 
medio de las mismas, se consideran residentes del Estado C o n t r a ­
tante en que se encuentre la sede de direcciôn efectiva de la So­
ciedad". La especialidad del Convenio no lo es tanto por el c r i t e ­
rio de atribuciôn utilizado (sede de direcciôn e f e c t i v a ) ,sino por 
el hecho de introducir un concepto ("Sociedad de personas") de d i ­
ficil encaje substantive en el âmbito juridico.
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En relaciôn con los criterios que tratan de evitar la do­
ble residencia de las personas juridicas, ofrecen particularida- 
des los Convenios con Alemania y con Austria. El primero utiliza 
el criterio de la sede de direcciôn efectiva con carâcter p r iori­
tario tanto en el caso de sociedades en general (ap.3 ),como en el 
supuesto de sociedades de personas (ap.4 );pero en el caso de so­
ciedades (a p .3), acude sustitutivamente a su c o n s t i t u c i ô n .El Con­
venio con Austria, utiliza, asimismo, estos criterios pero refe- 
ridos a las "personas, excluidas las personas fisicas".Debe recor- 
darse que la constituciôn de una Sociedad en Espaha exige el o- 
torgamiento de escritura pùblica y su inscripciôn en el Registro 
Mercantil (1).E1 Convenio con Canadâ utiliza el criterio de la na ­
cionalidad para las Sociedades (2)o,en su defecto, el de la sede 
de direcciôn efectiva.En relaciôn con las p e r s p n a s ,"que no sean 
personas fisicas o sociedades", no establece criterio alguno;da- 
das las dificultades de su encuadre normative se apela al mutuo 
acuerdo de las partes c o n t r a t a n t e s .Este acuerdo es,asimismo, el 
que acoge el Convenio con Japôn.
(1) Para Sociedades A n ô n i m a s ,arte 6 de la Ley de 17 de julio 1951; 
para las Sociedades de Responsabilidad L i m i t a d a , a r t 9 5 de la Ley de 
17 de julio de 1953. Concordancias : artSs 17,24,116 y 119 del Cô­
digo de Comercio; y 84 y sig. del Reglamento del Registro M e r c a n ­
til de 14 de diciembre de 1956.
(2) La nacionalidad de las S.A. y de %.L. se détermina por los 
preceptos de la legislaciôn substantiva comùn: art9 28 del C. Ci­
vil y 15 del Cg. de C o m e r c i o .Sociedades espaholas son las c o n s t i ­
tuidas y domiciliadas en Espaha. Cuando una Sociedad extranjera 
adquiere la nacionalidad espahola se harâ constar necesariamente 
en la inscripciôn , su domicilio en Espaha (arts 89 del Re g l a m e n ­
to del Registro Mercantil). Las asociaciones domiciliadas en el 
extranjero tendrân en Espaha la consideraciôn y los derechos que 
determiner los Tratados y Leyes especiales.
-Para ambos tipos de S o c i e d a d e s ,v i d .Velasco Alonso A. "Ley 
de Sociedades A n ô n i m a s , Anotaciones y Concordancias" A r i e l , B a r c e ­
lona, 1969 pâgs. 38 y 39; y "La Ley de Sociedades de R e s p o n s a b i l i ­





1. A efectos del presente Convenio , la expresiôn "e s tablecimiento 
permanente" significa un lugar fijo de negicios mediante el cual 
una empresa realiza toda o parte de su actividad.
cial
a) las sedes de direcciôn;
b) las s u c u r s a l e s ;
c ) las o f i c i n a s ;
d) las f â b r i c a s ;
e ) los t a l l e r e s ;
f ) las minas, los pozos de
cualquier otro lugar de extracciôn de r e c u r s os n a t u r a l e s .
3. Una obra de c o n s t r u c c i ô n , instalaciôn o montaje sôlo c o n stitu­
ye establecimiento permanente si su duraciôn excede de doce meses
4. No obstante, lo dispuesto anteriormente en este arclculo, se 
considéra que el término "establecimiento permanente" no incluye:
a ) la utilizaciôn de instaleciones con el ùnico fin de almace- 
nar , exponer o entregar bienes o mercancias pertenecientes 
a la empresa;
b ) el m a netenimiento de un depôsito de bienes o mercancias pe r ­
tenecientes a la empresa con el ùnico fin de a l m a c e n a r l a s , 
exponerlas o entregarlas;
c) el m a n t e nimiento de un depôsito de bienes o mercancias p er­
tenecientes a la empresa con el ùnico fin de que sean trans- 
formadas por otra empresa;
d ) el m a n t e nimiento de un lugar fijo de négociés con el ùnico 
fin de comprar bienes o mercancias o de recoger informaciôn
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para la e m p r e s a ;
e ) el mantenimiento de un lugar fijo de négociés con el ùnico 
fin de realizar para la empresa cualquier otra actividad 
de carâcter auxiliar o p r e p a r a t o r i o ;
f ) el m a ntenimiento de un lugar fijo de négocies con el ùnico 
fin del ejercicio combinado de las actividades mencionadas 
en los apartados a) a e), a condiciôn de que el conjunto 
de la actividad del lugar fijo de négociés conserve su ca ­
râcter auxiliar o preparatorio.
5. No obstante, lo dispuesto en los pârrafos 1 y 2, cuando una p er­
sona distinta de un agente que goce de un estatuto independientemente, 
al cual se le aplica el pârrafo 6 - actùe por cuenta de una empresa y 
ostente y ejerza habitualmente en un Estado Contratante poderes que le 
faculten para concluir contratos en nombre de la empresa, se co n s i d e r a ­
râ que esta empresa tiene un establecimiento permanente en este Estado 
respecto de todas las actividades que esta persona realiza por cuenta
de la empresa, a menos que las actividades de esta persona se limiten
a las mencionadas en el pârrafo 4 y que, de haber sido ejercidas por 
medio de un lugar fijo de negocios, no se hubiera considerado este lu- 
qar como un establecimiento permanente, de acuerdo con las d i s p o s i c i o ­
nes de este p â r r a f o .
6. No se considéra que una empresa tiene un establecimiento permanente 
en un Estado Contratante por el mero hecho de que realice sus a c t ivida­
des por medio de un corredor, un comisionista general o cualquier otro 
agente que goce de un estatuto i n d e p e n d i e n t e , siempre que estas p e rso­
nas actùen dentro del m a rco ordinario de su a c t i v i d a d .
7. El hecho de que una sociedad residente de un Estado Contratante c on­
trôle o sea controlada por una sociedad residente del otro Estado Con­
tratante, o que realice actividades en este otro Estado (ya por medio 
de establecimiento permanente o de otra m a n e r a ) , no convierte por si
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sôlo a cualquiera de estas sociedades en establecimiento permanen- 
te de la otra ( a) ’(*) .
(a) Este articule coincide bâsicamente con el del Modelo de 1963. 
Cabe anotar lo siguiente: 19) El a p . 1 circunscribe la definiciôn 
de establecimiento permanente al âmbito del Convenio; esto es lo 
que quiere decirse con la frase "a los efectos del présente C o n v e ­
ni o " . 29) El a p . 2 letra f) amplia los supuestos a los "pozos de 
petrôleo o de gas".32) El nuevo ap. 32 recoge el concepto a n t e r i o r ­
mente comprendido en la letra g ) , si bien incorpora "las obras de 
instalaciôn". 4 9 ) El a p . 42 es substancialmente similar al é q u i v a ­
lente del modelo de 1963, si bien el contenido de la letra e) se 
desglosa en dos subapartados (e y f) , dândose mayor amplitud al 
concepto de actividades de carâcter preparatorio o a u x i l i a r . 5-) El 
a p . 5 ha sido nuevamente redactado para precisar el sentido de la 
disposiciôn de 1963, sin otra m o dificaciôn de fondo que la r e l a t i ­
va a la extensiôn de las actividades que constituyen excepciôn.
69) Los a p . 6 y 7 coinciden literalmente con los ap. 5 y 6 del m o ­
delo de 1 9 6 3 .
(*) Vid. en especial Cubillo Valverde,C: "El establecimiento p e r ­
manente segùn el modelo de la OCDE, y el Convenio hispano-sueco de 
doble imposiciôn". Institute de Estudios Fiscales,Madrid 1964.M a r ­
tin O v i e d o ,J.Mè;"La evoluciôn en los diferentes paises del c o n c e p ­
to de establecimiento permanente, en especial desde el punto de 
vista de la armonizaciôn de los futuros acuerdos sobre doble impo­
siciôn" , en Memoria de la A s o c iaciôn Espahola de Derecho F i n a n c i e ­
ro 1 9 6 7 , I. Madrid 1 968 pâgs 95-1 30»Albihana C. "El Derecho T r i b u ­
tario espahol y el modelo de Convenio de la OCDE :C o m p a r a c i ô n " .Ins­
titute de Estudi^^os Fiscales , Libro de Bol s i l l o , n9 9 ,1 972 , pâg . 592; 
Ramirez F. "La imposiciôn sobre Sociedades a partir de 1957"% Lôpez 
Ibahez L: "Localizaciôn geogrâfica y criterios de sujeciôn al im­
puesto.Doble Imposiciôn internacional",ambos en Hacienda Pùblica 
Espahola, n9 24/25.Madrid 1 9 7 3 , pâgs 71-116 y 133-154, r e s p e c t i v a ­
mente,Garrigues W a l k e r ,A ."Régimen Fiscal de las inversiones direc- 
tas (establecimientos p e r m a n entes)",en XX semana de Estudios de D e ­
recho Financiero.Madrid 1973,p â g s . 44 3 - 4 7 8 , De Juan ,J.L. "El M o delo 
de la OCDE (1977) y su influencia en la legislaciôn fiscal e s p a h o ­
la", y Zancada,F. "Una revisiôn ael concepto de establecimiento p e r ­
manente", ambos en Estudios de doble I m p o s i c i ô n ,Institute de E s t u ­
dios Fiscales.Madrid 1 9 7 9 , p â g . 231-249 y 251 a 264, respectivamente.
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1 . El "establecimiento p e r m a n e n t e " ,es ccnœpto bâsico del Derecho 
Fiscal; integra junto con la definiciôn de "Residente" y las 
"Definiciones Générales", el Capitule II - Definiciones - del 
Modelo de la OCDE de 1 977. El articule 5 se refiere anipliamente 
al citado establecimiento, pues de su calificaciôn como tal se 
derivan importantes consecuencias j u r i d i c o - e c o n ô m i c a s .Bâsicamen- 
te la que permite a un Estado ejercer su soberania fiscal sobre 
las actividades que en su territorio realiza o se presume que 
realiza, una empresa extranjera. El establecimiento permanente 
constituye un supuesto de hecho vinculado a un tipo de inversion 
extranjera (inversion directa).Es un concepto que se utiliza ge- 
neralmente para determinar el derecho de un Estado contratante 
(Estado de situaciôn) a gravar los bénéficiés de una empresa del 
otro Estado Contratante (Estado de r e s i d e n c i a ) .
El Modelo de la OCDE trata del establecimiento perma­
nente en multiples articules. Casi en la totalidad de los p r écep­
tes que contiene (1 ).En dos de elles el concepto aparece espe- 
cialmente tratado: el arts 5 , perfila juridicamente la figura; 
el arts 7 , otorga al establecimiento categoria de ente suscep­
tible de generar bénéficiés y, por tante de ser objeto de gra­
vamen . Metodolô g i c a m e n t e  , la ordenaciôn seguida por el Modelo es 
adecuada, pues la definiciôn del concepto precede a las conse­
cuencias juridicas vinculadas a su existencia.
El arts 5 délimita la figura a base de dos criterios 
diferentes : definitorio (general y descriptive) y exclusive. 
Ambas componen, sin embargo, una unidad c onceptual,pues cada une 
contribuye, positiva o negativamente,a configurar la idéa de es­
tablecimiento permanente.
(1 ) cfr. artss 6,10,11,12,1 3,14,1 5,21,22,24.
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2. El apartado 1 contiene la definiciôn gener a l . El apartado 2 
enumera unos supuestos que presumiblemente ostentan el carâcter 
de establecimiento permanente. La caracteristica de tal e s t a b l e ­
cimiento estriba en que constituye una prolongaciôn de la per- 
sonalidad de la entidad extranjera actuante .La "personalidad" 
fiscal del establecimiento (tiene derecho a d e s g r a v a c i o n e s , n u m é ­
ro i d e n t i f i c a d o r , obligaciones formales que c u m p l i r ,e t c ), no es 
de la suficiente entidad como para atribuirle la categoria de 
"residente". Carece de personalidad juridica, atributo exclusi- 
vo de las personas fisicas o juridicas. El establecimiento p e r ­
manente es una figura, en cierta forma, paradô j ica*, constituyen- 
do una realidad fâctica, de carâcter econômico, ostenta, en vir- 
tud de una ficciôn legal, atributos propios de los entes a los 
que el Derecho dota de personalidad juridica propia. El recono- 
cimiento de tal realidad y las consecuencias fiscales que de 
ella se derivan son hechos i n c u e s t i o n a b l e s . Pero al depender ta­
ies consecuencias de la mayor o menor amplitud del concepto, no 
es extraho que los paises exportadores de capital hayan preten- 
dido limitarlo para evitar someterse a la soberania de otros 
E s t a d o s .
2.1. El Modelo de la OCDE incorpora en el apartado 1 del art5 5 
una definiciôn amplia, de matiz econômico.Estos caractères se 
concretan en la fôrmula :"lugar fijo de négocies mediante el 
cual una empresa realiza toda o parte de su a c t i v i d a d " .
El establecimiento permanente constituye la proyec- 
ciôn econômica de una empresa (persona fisica o juridica).Es el 
véhicule a través del cual una empresa "realiza toda o parte de 
su actividad". El establecimiento permanente, pues, no puede 
entenderse de forma aislada e individual; hay que referirlo a 
una empresa (central) titular de la actividad que, por dériva-
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cion, aquél desempeha. La OCDE exige que la actividad se realice 
en un "lugar fijo de négociés" para que una instalaciôn puecfe cali^ 
carse como establecimiento permanente.
a) El "lugar de négociés" hace referencia a un ele- 
mento fisico, substrate de la actividad empresarial (vinculo 
material) . La amplitud de la formula permite, no obstante,pres- 
cindir del titulo juridico de utilization del citado elemento, e, 
incluse, considerar como establecimiento la actividad desarrolla- 
da en los locales de otra empresa.
La necesaria vinculaciôn de la actividad desarrollada 
con un elemento material se expresa claramente en el ap. 2 al 
describirse las instalaciones a las que se considéra estableci­
miento p e r m a n e n t e .Sin embargo, el hecho de que el ap. 5 atribuya 
tal calificaciôn al agente que actue por cuenta de una empresa de 
un Estado y ostente y ejerza habitualmente en el otro Estado po- 
deres que le faculten para concluir contratos en nombre de a- 
quélla empresa, induce a considerar que los datos déterminantes 
para la calificaciôn de un establecimiento permanente, son la ins- 
talaciôn en si, y el ejercicio de una actividad (vinculo juri­
dico). Desde la ôptica de la OCDE, el criteria bâsico es, no obs­
tante , el primera apuntado, que équivale a la "personalizaciôn" 
del establecimiento, y que fué también el adoptado por el Texto 
Refundido del Impuesto de Sociedades de 23 de diciembre de 1967
(1). En la actualidad, la Ley 61/1978, de 27 de diciembre r e lati­
ve al mismo impuesto, incluye al establecimiento como un supues­
to de "obligaciôn real" de contribuir, derivada de la obtenciôn 
de rentes en Espana (2).
(1) cfr. arts 20; este considerate al establecimiento como "em­
presa distinta y s e p a r a d a " .
(2) cfr. arts 7, letra a) de esta Ley.
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b) El lugar de négocias ha de ser "fijo". Esto équivale 
inicialmente a que la instalaciôn esté en un lugar determinado 
y ofrezca un cierto grado de p e r m a n e n c i a . La localizaciôn faci­
lita la identificaciôn del establecimiento y los contactes juri- 
dicos y econômicos con el mismo. La permanencia, corolario de lo 
anterior, traduce una conducta habituai, regular y continua en 
el ejercicio de la actividad. Sin embargo, la nota de fijeza no 
équivale a "adherencia fisica al s u e l o " ; ni la de permanencia 
a "actividad i n i n t e r r u m p i d a " . Lo que détermina la existencia de 
un establecimiento permanente, es el ejercicio habituai de una 
actividad empresarial material para la obtenciôn de un rendimien- 
to econômico. La forma en que èsta se desarrolle (mediante una 
instalaciôn fija o a través de un agente) y el plazo durante el 
que se lleve a cabo,pueden resultar accesorios. El Modelo, en 
sus Comentarios atribuye a la "fijeza" un valor relativo, y en 
el propio articule el "tiempo" juega sôlo en el caso de las "o- 
bras de c o n s t r u c c i ô n , instalaciôn o montaje".
2.2. La definiciôn abstracta y aeneral del a p . 1 se compléta con 
la "descripciôn" que efectuan los a p . 2 y 3 de los supuestos 
que, en todo caso, se comprenden dentro de la expresiôn "esta­
blecimiento permanente" o sôlo si se cumplen determinados requi­
sites
2.2.1. El ap. 2 enuncia diverses supuestos ejemplificativos de 
lugarés de négociés que ostentan la categoria de establecimiento 
permanente . La atribuciôn de tal carâcter depende, sin embargo, 
de que se cumplan los presupuestos enunciados con carâcter gene­
ral en el ap. 1. Es decir, los elementos enumerados en el ap. 2 
sôlo constituyen establecimiento permanente si son i n s t a l a ^ i o -  
nes a través de las cuales , de forma permanente y r e g u l a r , se 
lleva a cabo la actividad empresarial. Los supuestos del aparta­
do pueden clasificarse en très categorias: b u r o c r â t i c a s , produc-
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tivos, y de extracciôn de recursos naturales.
a) Las "sedes de direcciôn" , las "sucurs'ales" y las 
"oficinas", integran el primer subgrupo. Son conceptos que aluden 
a la organizaciôn administrativa de la empresa, la cual por razo- 
nes particulares puede desglosar estas actividades de las de ca ­
râcter productive. "Sede de direction" hace referencia a control
y direction de négociés ; mientras que "oficina" alude propiamente, 
a gestion administrativa; a este término puede asimilarse el de 
"sede de administration". "Sucursal" es un concepto mâs amplio, 
casi équivalente al omnicomprensivo de empresa (1).E1 concepto 
tiene,no obstante, un contenido estrictamente econômico al care- 
cer de personalidad juridica. La "filial" es entidad que si os­
tenta tal cualidad.
b) Las "fâbricas" y los "talleres" son instalaciones 
eminentemente productivas. En principio, en el total de una em ­
presa, cada elemento contribuye a la productividad del conjunto; 
pero desglosando taies elementos cabe diferenciar los productivos, 
en sentido estricto, y los de gestiôn y a d m i n i s t r a c i ô n . El M o delo 
se refiere a "fâbricas" y "talleres" diferenciando las i n s t a l a c i o ­
nes que integran el ciclo productive de una mercancia o bien las 
que pueden no tener este carâcter integral. La incardinaciôn de 
aquellos elementos en el concepto de establecimiento permanente 
compléta, en tal caso, la definiciôn general dada en el a p . 1 
atribuyéndose el e s tablecimiento el carâcter productive que del 
mismo, f r e c u e n t e m e n t e , se predica.
c) "Las minas, los pozos de petrôleo o de g a s , las can- 
teras o cualquier otro lugar de extracciôn de recursos naturales" 
constituyen la tercera categoria de instalaciones a las que se
(1) En este sentido se utiliza en el arts 21 del Côdigo de Comer- 
cio y en el arts 88 del Reglamento del Registre Mercantil.
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atribuye el carâcter de establecimiento p e r m a n e n t e .Los supu e s ­
tos integrados en este subapartado (letra f) coinciden en que el 
comùn denominador lo constituye la extracciôn de recursos y en 
que la calificaciôn de establecimiento mâs proviene de la a c t i ­
vidad que de las instalaciones necesarias para su ejercicio.El 
Modelo de 1977 recoge, a diferencia del de 1963, "los pozos de 
petrôleo o de gas", dada la importancia que ha adquirido la ex ­
tracciôn de estos recursos (1). Un problema que hoy queda por 
resolver es el de la calificaciôn de las obras de prospecciôn 
efectuadas para la localizaciôn de taies pozos. No han faltado 
especialistas (2) que han vislumbrado (y luego desechado) la a- 
similaciôn de las plataformas de prospecciôn a los buques, dado 
que muchas de las obras se realizan en alta m a r , y que las p l a ­
taformas se desplazan por si luismas. Con independencia de las 
disparidades objetivas existantes entre ambas actividades, los 
criterios juridicos que presiden la tributaciôn de la navegaciôn 
(gravamen exclusive en el pais de residencia o en el de sede
(1) Diverses paises europeos han sentido la necesidad de incorpo- 
rar en sus Convenios normas especificas de tal realidad.El ejem- 
plo mâs caracteristico es el Protocole suscrito entre Noruega y 
el Reine Unido, en 30 de septiembre de 1980, que m o d ifica el Con- 
venio de Doble Imposiciôn entre ambos paises de 22 de enero de 
1069, y que régula, de forma précisa, el régimen juridico fiscal 
de las prospecciones y transportes de petrôleo efectuadas en el 
Mar del Norte.
Irlanda es otro pais especialmente sensibilizado por el tema. 
En los Comentarios de la OCDE, al Arts 5, ha formulado la siguien- 
te observaciôn ;"los bénéficias que un no residente obtenga de ac­
tividades de p rospecciôn o explotaciôn en Irlanda o en la plata- 
forma continental irlandesa, asi como los bénéficias derivados 
de derechos de prospecciôn o explotaciôn, se considerarân como bé­
néficias -de una actividad comercial ejercida en Irlanda por media 
de una sucursal o una agencia y son, por c o n s i g u i e n t e , sometidos 
a imposiciôn en Irlanda.Este régimen incluye a los subcontratan- 
tes no residentes que prestan servicios de perforaciôn, i n s t a l a ­
ciôn de oleoductos o similares en Irlanda o en la plataforma 
continental i r l a n d e s a " .
(2) Del A r c o ,L ."Doble imposiciôn internacional y Derecho Tributa- 
rio espanol ".Escuela de Inspecciôn Financiera . M i n i s t e r i o  de H a ­
c ienda,Madrid 1 9 7 7 ,pâg.319.
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sede de direcciôn e f e c t i v a ,y3a quiebra del principio de e s t a b l e ­
cimiento permanente) (1) excluyen "ab initio" tal posibilidad.
Una analogia mayor puede buscarse en las obras de instalaciôn 
o montaje a que se refiere el ap. 3 del arts 5.Criteria que, en 
parte, propane el Modelo de 1977, cuando prevé que los Estados 
contratantes pueden calificar como establecimiento permanente 
las actividades de prospecciôn , si su duraciôn excede de un pé ­
riode de tiempo determinado. Considéra que el caracter habituai 
y regular con que se actue puede ser el deterninante de dicha 
calificaciôn. Una operaciôn ocasional y aislada de duraciôn li- 
mitada evidentemente no constituirâ por si sala, y en principio, 
tal ti.po de e s t a b l e c i m i e n t o . Pero la repeticiôn de las mismas o- 
peraciones aunque se interrumpan y se reanuden pasado cierto 
tiempo, incluso en areas geogrâficas o maritimas distintas, a- 
nula el carâcter ocasional de la actividad, determinando que el 
conjunto de operaciones, incluida la inicial, sean consideradas 
como ejercicio de una actividad por medio de establecimientos 
p e r m a n e n t e s .
2.2.2. El a p . 3 del M o delo atribuye el carâcter de e s t a b l e c i ­
miento permanente a las "obras de construcciôn, instalaciôn o 
montaje" sôlo si su duraciôn excede de 12 meses. La filosofia 
general que preside la calificaciôn de un elemento material, a 
través del cual se realiza una actividad como establecimiento 
permanente (es decir, que se trate de un lugar fijo de négociés), 
encuentra su excepciôn en este apartado 3. En él las obras a que 
se refiere traslucen una actividad ocasional, constitutiva de 
establecimiento si su duraciôn excede de 12 meses. Este es el da­
te o requisite bâsico para la calificaciôn ,con independencia de
(1) cfr. arts 8 del M o d e l o  de la OCDE de 1977.
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que exista o no, de hecho, un lugar fijo de n é g o c i é s .Esta razôn 
justifica su desglose en apartado distinto de aquellos otros 
(letras ^  a f) del ap. 2) que enumeran los supuestos de e s table­
cimiento permanente.
La amplia formulaciôn del Modelo plantea inter- 
r o g a n t e s , relatives al âmbito objetivo de las obras y al c o mpu­
te del plazo. Desde la primera perspectiva las obras aglutinan 
la construcciôn de edificios, carreteras, puentes y canales, 
c o n d u c c i o n e s , nivelaciôn de terrenes y d r a g a d o s , e, incluso, 
las actividades de prospecciôn de recursos naturales. El cômpu- 
to del plazo debe incluir los trabajos preparatories, las para- 
lizaciones no definitivas (estacionales o momentâneas) e inclu­
so el trabajo efectuado, en su caso, por s u b c o n t r a t i s t a s . En to­
do caso una obra debe considerarse u n i t a r i a m e n t e ,aun en el su­
puesto de que se base en diverses contratos.
Los Estados Contratantes pueden establecer las 
clâusulas adecuadas para solventar cases especificos: v.gr. exi s ­
tencia en un Estado de varias obras de instalaciôn o montaje,si- 
m ultânea o s u c e s i v a m e n t e , sin que ninguna de ellas exceda de do- 
ce meses, pero si la duraciôn adicionada de taies c o n s t r u c c i o n e s , 
o bien sôlo una de ellas supere el plazo. El procedimiento amis- 
toso puede ser medio idôneo para resolver que supuestos c o n s t i ­
tuyen e s tablecimiento permanente (1). Espana ha formulado expre- 
samente una réserva al ap. 3 del arts 5, en el sentido de poder 
gravar a una empresa que tenga un establecimiento permanente en 
Espana, aun cuando la obra de construcciôn o de montaje no e xce­
da de doce meses, si la actividad de la empresa ofrece un cierto 
grado de permanencia.
(1) cfr. Protocole Ad. al arts 5 de los Convenios suscritos por 
Espana con Dinamarca y Suecia.
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Una cuestiôn suscitada por un numéro no desdeha- 
ble de paises (basicamente los importadores de tecnologia) es 
la necesidad de reducir el plazo de 12 meses a otro inferior.
Los adelantos tecnicos justifican dicha postura.
2.3. La delimitacion del concepto de establecimiento permanente 
(ap. 1, 2 y 3 del arts 5 del Modelo) se compléta con la afirma- 
cion de su existencia en el supuesto de que, aun no disponiendo 
la empresa de un lugar fijo de negocios, actue por medio de un 
agente dependiente. Esto es lo que dice el arts 5 cuando, en la 
primera fase de su ap. 5 se lee:"no obstante lo dispuesto en los 
ap. 1 y 2". En este caso, es el vinculo juridico con una persona, 
y no la existencia de una instalaciôn material (vinculo e c o n ô m i ­
co) , lo que détermina la existencia de un establecimiento p e r m a ­
nente. Tal realidad depende, no obstante, de la concurrencia de 
una serie de c i r c u n s t a n c i a s :
- que se trate de un agente que no goce de estatu- 
to i n d e p e n d i e n t e ; corredores, comisionistas générales o cualquier 
otro agente con estatuto similar quedan excluidos;
- que actue habitualmente como représentante inme- 
diato, es decir en nombre y por cuenta ajena, con poderes que le 
faculten para concluir contratos y obligar al poderdante en re- 
laciôn con la actividad propia de la empresa. Las notas j u r i d i ­
cas que caracterizan la actividad del agente estriban en la de- 
pendencia con que este interviene, y en la ausencia de riesgos 
derivados de su gestiôn, pues éstos se asumen directamente por 
el mandante;
- que las actividades desarrolladas serân aquellas 
que, o b j e t i v a m e n t e , tienen entidad para determinar la existencia 
del establecimiento. Quedan excluidas las de carâcter auxiliar
o p r e p a r a t o r i o , es decir las comprendidas en el ap. 4 del articulo
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El Modelo de 1977 ha redactado nuevamente este pârra- 
fo, para precisar el sentido de la disposiciôn que figuraba en 
el Modelo de 1963, sin otra a l t e r a t i o n  que la relativa a la 
extension de las actividades de la persona que constituyen ex- 
c pcion a la existencia del establecimiento.
Finalmente, que el criterio legal plasmado en el ap.
5, no es ôbice para que una instalaciôn pueda ser calificada c o ­
mo establecimiento si reune los requisitos que le atribuyen tal 
carâcter. El Modelo de 1977, en su ap. 5, a sensu contrario, 
asi lo establece. En tal caso, no es necesario demostrar que el 
supuesto de la persona encargada estâ incluido en el ap. 5. En 
definitiva, el Modelo establece dos criterios alternativos y com- 
plementarios (econômico y juridico) vinculando a ambos la e x i s ­
tencia del establecimiento, pero otorgando una cierta p r e f erencia  
a aquel que consiste en una instalaciôn material tangible.
3. Como se ha sehalado, el establecimiento permanente presupone  
una situaciôn de hecho delimitadoai de la soberania fiscal de un 
Estado sobre empresas no residentes en su territorio. Es una ins- 
tituciôn informada por el principio de territorialidad. La mayor 
o menos generalidad de su definiciôn tiene importancia, pues, en 
definitiva, se trata de sujetar unas determinadas rentas a la 
fiscalidad de varies paises relacionados por una inversiôn e m p r e ­
sarial de carâcter internacional.
El criterio seguido por el Modelo para définir positi- 
vamente el establecimiento permanente se caracteriza por su g e n e ­
ralidad y abstracciôn, criterio que se compléta con la d e s c r i p ­
ciôn, a titulo de ejemplo, de determinadas situaciones fâcticas 
y juridicas a las que se otorga carâcter de establecimiento. La 
abstracciôn del concepto se evidencia al aludirse las referencias 
a su "caracter productive" como condiciôn necesaria del mismo;
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sin embargo, un principio econômico y la idea de "rentabilidad"
(1) presidensu instalaciôn y f u n c i o n a m i e n t o . C o n s e c u e n t e m e n t e , el 
a p . 4 del art^ 5 del Modelo excluye del concepto de e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente las actividades que, utilizando "instalaciones fijas 
de negocios", no buscan directamente una rentabilidad valuable en 
termines econômicos. El a p . 4 sirve de delimitador del concept# del 
establecimiento permanente, desde un punto de vista negative o ex- 
cluyente; es decir enumerando una serie de actividades que c o n s t i t u ­
yen excepciôn a la definiciôn general enunciada en el ap. 1. Ademâs, 
la determinaciôn juridica del establecimiento permanente se c o m p l é ­
ta con la negaciôn de su carâcter en el caso de actividades e f e c ­
tuadas en un Estado por medio de agente con estatuto juridico in ­
dependiente; esto es el significado del ap. 6 .
3.1. El a p . 4 constituye una derogaciôn expresa de lo establecido 
en los ap. 1, 2 y 3 del arts 5 del Modelo. Se deduce de la primera 
frase del apartado que se comenta y que reza asi : "no obstante lo 
dispuesto anteriormente en este articulo". La idea bâsica que sub- 
yace en la pluralidad de supuestos , es que se trata de "actividades 
preparatorias" a las que no puede imputarse una r e n t a b i l i d a d ,v a l u a ­
ble e c o n ô m i c a m e n t e . Este carâcter accesorio es lo que détermina su 
no consideraciôn como establecimiento permanente a pesar de que se 
desarrollan en instalaciones (lugares fijos de negocios) que " a 
priori" conllevan aquella calificaciôn. El tratarse, en todo caso, 
de actividades accesorias, carentes de substantividad empresarial 
y no constitutivas por si mismas de una parte esencial y s i g n i f i c a ­
tive de las realizaciones del conjunto de la empresa, se deduce 
de lo dispuesto en las letras e) y f). En el primer caso (letra e)
(1) Este término hay que entenderlo no como periôdica obtenciôn 
de bénéficie por el establecimiento permanente, sino en el sentido 
de que su finalidad es la obtenciôn de bénéficies.
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se dice ; "cualquier otra actividad de carâcter auxiliar o pre­
paratorio", lo cual significa que las actividades antes recogi- 
das (letiaî a),b),c) y d) ostentan este mismo carâcter. La letra 
f), compendia de los supuestos a n t e r i o r e s , mantiene idéntico cri­
terio, aunque régula el caso hipotético del ejercicio combinado 
de las actividades ya mencionadas. La realizaciôn de actividades 
que, en combinaciôn con las descritas, puediera determinar un 
bénéficia econômico (v. gr. venta directa de mercancias almacena- 
das o expuestas a clientes o intermediaries), implica que las ins­
talaciones en que aquellas se desarrollen se consideren e s t a bleci­
miento permanente. El supuesto no incluye las ventas de mercancias 
efectuadas con motiva de ferias o exposiciones y expuestas en las 
m i s m a s .
En cualquier caso, las actividades enumeradas deben 
formar parte del ciclo productivo y comercial de la propia empre­
sa sita en el otro Estado. Si se realizan para un tercero no se 
justifica su exclusiôn del concepto de establecimiento. La activi­
dad habituai y en favor de un tercero consistente en esas presta- 
ciones (almacenaje, exposiciôn, entrega, etc) mediante la utiliza- 
ciôn de taies instalaciones y lugares de negocios (d e p ô s i t o s ,alma- 
cenes) y remunerada, reune los requisitos para considerarse acti­
vidad econômica susceptible de gravamen por los beneficios obteni- 
d o s .
3.2. La consideraciôn de establecimiento atribuida al agente depen­
diente de una empresa que actua en el otro Estado en nombre y por 
cuenta de esta, se abandona en el supuesto de que el agente sea 
una persona que goce de estatuto juridico independiente. El ap. 6 
del art9 5 no estima que e x i s t a  establecimiento permanente, cuando 
el agente actua en el marco ordinario de su actividad y con inde­
pendencia juridica y econômica de la empresa comitente. De ordina-
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rio actuarâ investido de rep r e s e n t a c i o n  directa o inmediata (en 
nombre y por cuenta del c o m i t e n t e ) , aunque es posible que opere 
como représentante indirecte o mediate (en nombre propio y por 
cuenta ajena) (1). El carâcter de profesional que ostenta el co- 
misionista o corredor posibilita ambos regimenes representatives, 
aunque mâs lôgico y caracteristico es el primero.
"Actuar en el marco ordinario de su actividad" implica que 
el agente actue como profesional i n t e r m e d i a r i o , al margen de las 
actividades propias de la empresa. Sehalan los Comentarios de la 
OCDE que una persona no actua en el ejercicio normal de sus pro­
pias actividades "si en sustituciôn de la empresa realiza actos 
que econômicamente entran mâs en la esfera de dicha empresa que en 
la de sus propias actividades mercantiles". La facultad de concluir 
contratos en nombre de la empresa conlleva su calificaciôn como es­
tablecimiento permanente, pues en tal supuesto actua fuera del m a r ­
co habituai de sus operaciones. Pero en todo caso la calificaciôn 
de establecimiento ha de vincularse al carâcter substantive de las 
operaciones realizadas.
La independencia juridica se refiere al régimen es- 
tatuario del agente,delimitador de derechos y obligaciones y del 
âmbito de su actuaciôn. El agente ostenta la cualidad de empresa 
autônoma. La fiscalizaciôn excesiva o el control general de su ac­
tividad, por parte de la empresa mandante, suscitan dudas en cuan- 
to a su "status". La independencia econômica se dériva de la exi s ­
tencia de dos empresas independientes : la que dispone y la que 
ejecuta. Esta dualidad g a r a n t i z a 'la independencia.
(1) El Côdigo de Comercio espanol régula el régimen de los Agentes 
mediadores en los art^s 88 a 99 y 106 a 111. Asimismo, en los artes 
244 a 280 se trata de los C o m i s i o n i s t a s .Otras formas del mandate 
mercantil - factores, dependientes y mancebos - se recogen en los 
art9s 281 a 302.
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Los a p . 5 y 6, integradores de diverses supuestos de 
actividad empresarial ejercida por representacion, plasman en es­
te punto la filosofia que inspira el Modelo de 1977. El agente de­
pendiente constituye un trasunto de la empresa mandante. Puede de- 
cirse que es ella misma la que actua. Esta p r e s e n c i a ,"sin internedia 
rios" de una empresa de un Estado en otro, es lo que conlleva la 
calificaciôn de establecimiento permanente. El agente deviene, 
"mutatis mutandis" centro de negocios a través del cual la empresa 
realiza toda o parte de su catividad.El agente independiente, por 
el contrario, es titular de un "status" propio constitutivo de em­
presa autônoma, En cuanto tal, realiza actividades especificas d e n ­
tro del marco ordinario de su gestiôn. Esta independencia del a gen­
te y la desvinculaciôn empresarial que existe entre el mandante y 
mandatario mercantil, es lo que induce a considerar que una e m p r e ­
sa de un Estado no tiene establecimiento en el otro Estado; tal 
forma de gestiôn no implica el ejercicio efectivo de una actividad 
empresarial internacional.
4. La delimitaciôn final del establecimiento permanente se contiene 
en el a p . 7. Mas que una definiciôn positiva o una determinaciôn  
negativa del concepto, el ap. 7 diferencia las figuras de filial 
y e s t a b l e c i m i e n t o .A la primera atribuye personalidad e i n d e p e n d e n ­
cia propias, abstracciôn hecha de que exista una matriz que la 
contrôle. Por ello la existencia de una filial no prejuzga de és- 
ta pueda y deba considerarse como establecimiento permanente de 
aquélla. Este criterio pergehado en los Modelos de Méxi c o  y L o n ­
dres se concreta, d e f i n i t i v a m e n t e , en el de la OCDE. La filial 
constituye un establecimiento de la matriz si su actuaciôn puede 
encuadrarse dentro del m a rco analizado para el agente dependiente, 
es decir si opera de forma similar a éste. Este mismo criterio, 
dice la OCDE, debe aplicarse a las actividades que una filial
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ejerza para cualquier otra filial de la misma sociedad.
5. El concepto de establecimiento permanente en la legislaciôn 
espanola actual se estructura como un "rendimiento" de e x p lota­
ciôn econômica. Se trata de un caso de atribuciôn de rentas so- 
metido a la obligaciôn real de contribuir (1).E1 arts 7 de la 
Ley 61/78 del Impuesto sobre Sociedades délimita el concepto .
Se caracteriza por su matiz r e a ] ,diferente de la consideraciôn 
personalista prédominante en el Texto Refundido del Impuesto , 
de 1967 (2), y qje derivaba de la norma contenida en la Disposiciôn 
Segunda de la Tarifa Tercera del Texto Refundido de 22 de sep­
tiembre de 1 9 2 2 , y,en parte, de los Proyectos de Convenio de la 
Sociedad de Naciones.
El establecimiento permanente constituye dentro 
de la fâcalidad actual un elemento esencial de t r i b u t a c i ô n .Es 
un concepto vigente tanto en el âmbito de las Sociedades como 
en el de las personas fisicas. El arts 19 del Real Decreto 
2 3 8 4 /1 9 8 1 , de 3 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, considéra 
como "renta obtenida en territorio espanol": a) los rendimientos 
de explotaciones econômicas de toda indole obtenidos por un 
establecimiento permanente situado en territorio espanol, per-
(1) cfr. articules 39,69 y 79 de la Ley 61/1978 de 27 de d i c i e m ­
bre del Impuesto sobre Sociedades.
(2) cfr. arts 20 del Decreto 3359/1967, de 23 de diciembre,por 
el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto Ge­
neral sobre la Renta de Sociedades y demâs Entidades juridicas.
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El establecimiento permanente constituye dentro de 
la fiscalidad actual un elemento esencial de tributaciôn. Es 
un concepto vigente tanto en el âmbito de las Sociedades como en 
el de las personas fisicas. El arts 19 del Real Decreto 2384/1981 
de 3 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas, considéra como "renta ob­
tenida en territorio espanol": a) los rendimientos de e x p l o t a c i o ­
nes econômicas de toda indole obtenidos por un establecimiento 
permanente situado en territorio espanol, perteneciente a una 
persona fisica. Para la calificaciôn de "establecimiento p e r m a ­
nente" se estarâ a lo dispuesto en el Impuesto sobre Sociedades". 
El pârrafo segundo de la letra a) del art9 7 de la Ley 6 1 / 7 8 , es 
donde se especifica que se entiende por tal establecimiento (1 ). 
Puede destacarse que:
1 9 ) el concepto se define de forma general, (lugares 
de trabajo en los que se realice toda o parte de la actividad) 
y de modo analitico (sedes de direcciôn, sucursales, oficinas, 
fâbricas, talleres, instalaciones, almacenes, tiendas u otros 
establecimientos; obras de construcciôn, instalaciôn o montaje 
de duraciôn superior a 12 meses; minas, c a n t e r a s , pozos de p e ­
trôleo o de gas; explotaciones agrarias, forestales, pecuarias, 
o lugares de extracciôn de recursos naturales; lugares de t r a b a ­
jo para ejercicio de actividades profesionales y artisticas; y 
representaciones a u t o r i z a d a s );
(1) La Orden de 17 de junio de 1981 (BOE del 1 8 de julio) a p r u e ­
ba la doctrina expuesta en las contestaciones o consultas de ca ­
râcter vinculante en relaciôn con el Impuesto de S o c i e d a d e s .En 
relaciôn con el e s t ablecimiento permanente,vid. la consulta n9 13 
de la Direcciôn General de T r i b u t e s ; afirma que "el hecho de po- 
seer una oficina en Espana con carâcter permanente constituye uno 
de los supuestos previstos en el segundo pârrafo del art9 7 a) 
de la Lèy 61/78 para la conceptuaciôn del establecimiento p e r m a ­
nente" .
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29) es mâs amplio que el concepto propugnado por 
la O.C.D.E.; hace referencia a elementos no incluidos por es ­
te Organisme (almacenes, instalaciones y t i e n d a s ;e x p l o t a c i o ­
nes agrarias, forestales y pecuarias). Incorpora la idea de 
"base fija" (lugar de trabajo para el ejercicio de actividades 
profesionales y artisticas), aplicable bâsicamente a personas 
fisicas. Admite, de acuerdo con el conjunto del precepto, su 
existencia aun cuando las obras de construcciôn, instalaciôn o 
montaje no superen el plazo de doce meses;
3 9 ) estructura la actividad ejercida por m e d iaciôn 
de terceros de forma muy amplia. No se contempla el carâcter 
dependiente o independiente del agente, sino el tipo de repre- 
sentaciôn directa con que éste actua ( en nombre y por cuenta 
del sujeto pasivo).
El supuesto de establecimiento permanente constitui- 
do al amparo de empresas con personalidad juridica propia d i s ­
tinta del titular de dicho establecimiento, previsto y admitido 
en el a p . 4 del art9 69 del Decreto 3359/1967 (1) no se ha re- 
cogido en la normativa vigente.
6. Los Convenios espaholes de doble imposiciôn 
siguen fielmente las directrices de la OCDE. Sin embargo, el 
Modelo que se ha tenido en cuenta en la casi totalidad de ellos, 
por razones c r o n o l ô g i c a s , ha sido el de 1963. Las m o d i f icacio- 
nes mâs significativas son las siguientes:-
1 ë ) el de Noruega, incluye las "sedes de a d m i n i s ­
traciôn" entre los supuestos descriptivos déterminantes del
(1) Dicho apartado hacia referencia a las operaciones realizadas 
en el territorio espanol por entidades extranjeras, mediante or- 
ganizaciones especiales para la venta o para la centralizaciôn 
de los pedidos- que deban suministrar varias de ellas.
- 133 -
establecimiento (arts 5 , a p . 2 , a);
2^) los del Reino Unido (arts 5 , ap. 2)f) y Suecia 
(arts V, a p . 2) f) recogen "los pozos de petrôleo" junto a las 
"minas, canteras o cualquier otro lugar de extracciôn de recursos 
naturales". No se hace referencia a los pozos de gas, ni tampoco 
se resuelve el problema de las prospecciones p e t r o l i f e r a s , esp e ­
cialmente las llevadas a cabo en alta mar. En los demâs Convenios 
ni siquiera se alude al tema. En el proyecto de nuevo Convenio 
con Noruega, y a nivel de Protocole, se regular detalladamente 
todas las cuestiones relacionadas con la prospecciôn y ex p l o t a ­
ciôn petroliferas;
3 ^) en las obras de construcciôn y montaje es 
donde se observan mayor numéro de a l t e r a c i o n e s . En el Convenio 
con Brasil, el plazo se reduce a 6 meses. (arts 5,ap. 2. g). En 
el de Checoslovaquia se incluyen los "proyectos de instalaciôn" 
como modalidad especifica de aquel tipo de obras (arts 5 .ap.3 ). 
Este Convenio, por la fecha de su negociaciôn, sigue el Modelo  
de 1 9 7 7 , si bien el concepto recogido no es el de "obra " sino 
el de "proyecto". A pesar de la literalidad de la norma, el tér­
mino debe entenderse en sentido prâctico-ejecuciôn- mâs que d o ­
cumentai -proyecto-. En los de Dinamarca (Protocole 1. Ad. al 
numéro 2 g) del arts 5 ), y Suecia (protocole 3.Ad. arts v p â r r a ­
fo 2 ,g) se conviene que mediante el procedimiento amistoso se 
determinarâ el carâcter o no de establecimiento permanente del 
otro Estado Contratante, si su plazo nô llega a exceder en algûn 
caso los 12 m e s e s ?  No obstante, la regulaciôn ofrece matices:
(1) Vid. mâs adelante Comentarios al arts 25 - Procedimiento a- 
mistoso-. Este procedimiento deviene instrumente juridico adecua- 
do para "resolver las dificultades o disipar las dudas que plantea 
la interpretaciôn o aplicaciôn del Convenio" (ap.3 del arts 25).
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en el Convenio con Dinamarca, su Protocole alude a "obras de 
instalaciôn o de montaje", mientras que su arts 5 se refiere a 
"obras de construcciôn o montaje". El hecho de que el Modelo de 
la OCDE, en su arts 5 a p . 3, considéré sôlo como alternativas 
las obras de "instalaciôn o montaje" puede inducir a considerar 
que a las obras de "construcciôn" no es aplicable el Protocole. 
Sin embargo, a la literalidad del precepto se superpone la f i l o ­
sofia que lo inspira; por ello debe aplicarse sin r e s t r i c c i o n e s . 
El Convenio con Suecia es mâs congruente, pues, en todo caso, se 
refiere a obras de "construcciôn o montaje";
4^) diverses Tratados, para las actividades 
auxiliares o preparatorias, consideran que existe e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente si se venden directamente mercancias a clientes, 
intermediaries o représentantes a través de instalaciones o d e ­
pôsitos destinados, inicialmente, al a l m a c e n a m i e n t o , exposiciôn 
o entrega de taies mercancias. Es el caso de los Convenios con 
Noruega (art9 5 a p . 3 a) yb) y con Suecia (arts v, ap.3 a) y b). 
Sin embargo el tratado con Rumania no atribuye el carâcter de 
establecimiento a la actividad consistente en la venta de m e r c a n ­
cias expuestas con motivo de una feria o exposiciôn (arts V, ap.3 
f ) .
Las "investigaciones cientificas" (v. gr. estu- 
dios de laboratorid) a las que se refiere el Modelo de 1963 (le­
tra e) del a p . 3 del arts 5 ) y que se recogen en todos los C o n ­
venios espaholes, como supuesto no constitutivo de e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente, deben reunir el ser actividades preparatorias o 
auxiliares de la actividad principal, y realizarse para la c e n ­
tral. Las actividades de prospecciôn no quedan encuadradas aqui, 
rigiéndose por las normas relativas a los recursos naturales;
5-) a la actividad de seguros se refieren dos 
Convenios: el de Bélgica y del Brasil. El primero exceptua del
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régimen general de los agentes independientes (que no co n s t i t u ­
yen establecimientos permanentes) al "mediador que actue por c u e n ­
ta de una empresa de seguros y concluya habitualmente contratos 
en nombre de la misma" (arts 5 . pârrafo segundo). En el del B r a ­
sil, por el contrario, la perception de primas o el aseguramien- 
to de riesgos en el otro Estado por medio de un agente d e p e n d i e n ­
te implica la existencia de un establecimiento permanente (arts 
5, ap. 5);
6^) el Convenio con Marruecos, considéra a las 
"tiendas" como establecimiento permanente. En relation con la 
actividad de los agentes (dependientes o independientes) la e x i s ­
tencia de un "stock" de mercancias en uno de los Estados, en ba­
se al cual se efectuan las ventas o e n t r e g a s , define por si solo 
la existencia de aquél (arts 5,ap.2,h), y ap. 4 y 5, pârrafo se­
gundo ) .
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1. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga 
de bienes inmuebles (incluidas las rentas de explotaciones agrico­
las o forestales) situados en el otro Estado Contratante pueden so­
meterse a imposiciôn en este otro Estado.
2. La expresiôn "bienes inmuebles" tendra el significado que le atri­
buya el derecho del Estado Contratante en que los bienes en cuestiôn 
estén situados. Dicha expresiôn comprende en todo caso los a c c e s o r i o s , 
el ganado y equipo utilizado en las explotaciones agricolas y fores­
tales. Los derechos a los que se apliquen las dicposiciones de D e r e ­
cho privado relativas a los bienes r a i c e s , el usufructo de bienes in- 
muebles y los derechos a percibir pagos variables o fijos por la ex­
plotaciôn o la concesiôn de la explotaciôn de yacimientos, fuentes
y otros recursos naturales; los buques, etnbarcaciones y aeronaves no 
se consideran bienes inmuebles.
3. Las disposiciones del pârrafo 1 se aplican a las rentas derivadas
de la utilizaciôn directa, del arrendamiento o aparceria ,asi como 
de cualquier otra forma de explotaciôn de los bienes inmuebles.
4. Las disposiciones de los pârrafos 1 y 3 se aplican igualmente a
las rentas derivadas de los bienes inmuebles de una empresa y de l o s
bienes inmuebles utilizados para el ejercicio de trabajos indepen­
diente s,(a).
(a) Coincide casi plenamente con el arts 6 del Modèle de 1 9 6 3 . Procédé 
efectuar,no obstante, las siguientes o b s e r v a c i o n e s : el ap. 1 , inclu­
ye las rentas de explotaciones agricolas o forestales, y refiere a 
un residente de un Estado Contratante la posesiôn de los bienes si­
tuados en el otro Estado; los ap. 2 y 4 no ofrecen variaciôn alguna; 
y el ap. 3, incluye la aparceria como una modalidad de explotaciôn 
de los bienes inmuebles.
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1. El arts 6 del M o d e l o  y las rentas a que se re ­
fiere ofrece rasgos c a r a c t e r i s t i c o s , pues, a pesar de que la 
tributaciôn se détermina por la naturaleza del bien y no por 
la clase de actividad, cabe la posibilidad de que en casos con­
cretes (v.gr. beneficios de explotaciones agricolas o fores­
tales) los Estados Contratantes consideren taies rentas inclui­
das en el arts 7 relativo a los "beneficios empr e s a r i a l e s " . A d e ­
mâs las distintas modalidades de utilizaciôn de un bien inmue- 
ble, y los diferentes tipos de rentas que pueden percibirse (do­
manial, de empresa o explotaciôn, y de disfrute) confirman ta­
ies e s p e c i a l i d a d e s . A ello se anade el reconocimiento de la 
"vis atractiva" del e s tablecimiento permanente en relaciôn con 
este tipo de rentas, y la libertad de que disponen los Estados 
Contratantes para giavar estas. La remisiôn que otros preceptos 
del Modelo hacen al articulo 6 (v.gr. arts 1 3 , ganancias de ca­
pital; 21 Otras rentas; y 22, Patrimonio) en cuando definidor 
parcial de los que, en todo caso, se consideren bienes inmue­
bles, compléta el cuadro de especialidades.
El precepto se refiere sôlamente a las rentas que 
un residente de un Estado Contratante obtenga de bienes inmue­
bles situados en el otro Estado.Los procédantes de bienes si­
tuados en el Estado de la res i d e n c i a  o en un tercer Estado 
caen dentro del arts 21 relativo a "Otras rentas". El articulo 
se aplica a las rentas de inmuebles utilizados por cualquier 
tipo de empresa (agricola, industrial, comercial o de servicios) 
o en'el ejercicio de trabajos independientes. Como sehalan los 
Comentarios de la OCDE, se aplica incluso en el supuesto de que 
las rentas no procedan mâs que indirectamente de bienes inmuebles, 
garantizando que, aun cuando taies bienes no formen parte de un
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establecimiento permanente (en cuyo caso tributarlan segûn el 
art9 7), tributarân en el Estado de situaciôn. El derecho de 
imposiciôn del Estado de la fuente tiene prioridad frente al 
del otro Estado. Se trata del reconocimiento indubitado de la 
"lex locus rei s i t a e " .
2. El Comentario de Dos apartados del articulo 
debe alterarse si quiere seguirse un método ordenado de expo­
siciôn. "Rentas inmobiliarias" son las que proceden de los 
bienes que tienen o a los que se otorga tal naturaleza (ap.2); 
independientemente de la modalidad de su utilizaciôn (ap. 1 y3) 
y de si constituyen o no una renta empresarial.
2.1. Los "bienes inmuebles" se definen por remisiôn 
y de forma directa o descriptiva. Por remisiôn, en cuanto que 
taies bienes "tendrân el significado que les atribuya el D e r e ­
cho del Estado Contratante en que los bienes en cuestiôn estém 
situados". De esta forma, el Modelo se ajusta plenamente a la 
Ley del Estado de situaciôn, sin que quepa posibilidad de li- 
tigio entre las legislaciones de los Estados Contratantes, 
dado que la tributaciôn se efectua con arreglo a la Ley inter­
na de aquel Estado. Las disposiciones del art9 6 respetan el 
Derecho interno de un Estado en tal sentido, y no prejuzgan la 
forma en que las rentas de los bienes inmuebles deben gravarse. 
En el Derecho espanol, el Côdigo Civil clasifica las cosas que 
son o pueden ser objeto de apropiaciôn en bienes muebles e in­
muebles, determinando, a c o n t i n u a c i ô n , los bienes que son in-
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muebles (1).
Ademâs de esta definition indirecta, por reenvio 
a la Ley interna del Estado de situation, el Modelo utiliza 
dos vias c o m p l e m e n t a r i a s : la descriptiva y la excluyente o 
negativa. "Bienes inmuebles" son todos aquellos que se e n u m e ­
ran como taies, y que incluso pudiendo tener otra naturaleza.
(1) El art9 333 dispone: "Son bienes inmuebles":
1 2 ) Las tierras, edificios, caminos y construcciones de to­
do género adheridas al suelo.
2 2 ) Los ârboles y plantas y los frutos pendientes, mientras 
estuvieren unidos a la tierra o formaren parte i n t é g r a n ­
te de un inmueble.
3 9 ) Todo lo que esté unido a un inmueble de una m a nera fija, 
de suerte que no pueda separarse de él sin quebranta- 
m iento de la materia o deterioro del objeto.
4 9 ) Las estatuas, relieves, pinturas u otros objetos de uso 
u ornamentation, colocados en edificios o heredades por 
el dueho del inmueble en tal forma que revele el propô- 
sito de unirlos de un modo permanente al fundo.
5 9 ) Las m â q u i n a s , vasos, instrumentes o utensilios d e s t i n a ­
dos por propietario de la finca a la industria o e x p l o ­
taciôn que se realice en un edificio o heredad, y que 
d irectamente concurran a satisfacer las necesidades de 
la explotaciôn misma.
62) Los viveros de animales, palomares, c o l m e n a s , estanques 
de peces o criaderos anâlogos, cuando el propietario 
los haya colocado o los conserve con el propôsito de 
mantenerlos unidos a la finca, y formando parte de ella 
de un modo permanente.
7 9 ) Los abonos destinados al cultivo de una heredad, que 
estén en las tierras donde hayan de utilizarse.
89) Las minas, canteras y e s c o r i a l e s , mientras su m a t e r i a  
permanece unida al yacimiento, y las aguas vivas o es- 
t a n c a d a s .
9 9 ) Los digues y construcciones que, aun cuando sean flo- 
tantes, estén destinados por su objeto y condiciones. 
a permanecer en un punto fijo de un rio, lago o costa.
1 o 9 ) Las concesiones administrativas de obras pûblicas y
las servidumbres y demâs derechos reales sobre bienes 
i n m u e b l e s .
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los Estados Contratantes coinciden en atribuirles tal caracter.
En efecto, cabe la posibilidad de que segûn la legislaciôn de 
uno de los Estados, alguno- de los elementos que el Modelo compren- 
de en tal categoria no se conceptue como inmueble (v.gr. equipos, 
accesorios, etc). Sin embargo, la incorporaciôn del apartado d é ter­
mina la aceptaciôn del criterio y, c o n s e c u e n t e m e n t e , la ampliaciôn 
del âmbito o b j e t i v o  de Tratado. Ademâs de los que segûn la ley in­
terna ostentan este carâcter, hay que anadir los que se consideran 
como taies en virtud del Convenio suscrito. Los b u q u e s , embarcacio- 
nes y aeronaves en ningùn caso se conceptuan como inmuebles. Esta 
exclusion coincide con el tratamiento fiscal general de las empre- 
sas de navegaciôn maritima y aérea (1).
2.2. Las rentas que el apartado 1 del art5 6 somete a 
tributaciôn son las que un residente de un Estado Contratante ob- 
tenga de bienes inmuebles situados en el otro Estado. La cuestiôn 
que se plantea es concretar los supuestos integrados en el precep-' 
to. Es decir, las renuas de propiedad frente a las rentas de explo- 
taciôn. La naturaleza rûstica o urbana de los bienes de los que 
aquellos derivan nos ayuda en la labor.
En general, en las esferas rûstica y pecuaria los ca- 
sos que constituyen actividad empresarial son aquellos en que el 
explotador directe lo es el propietario o u s u f r u c t u a r i o ,o bien el 
tercero a r r e n d a t a r i o . El goce directe o, incluse, el autoconsumo 
producen, en su caso, una renta presunta o indiciaria. La renta em­
presarial se fija por la diferencia algebraica entre ingresos y 
gastos, incluyéndose en estes, en el caso del tercero arrendatario, 
el canon a r r e n d a t i c i o . La renta del propietario arrendedor la cons- 
tituye la renta percibida por tal concepto.
(1) cfr. artss 8,13,15 y 22 del Modelo..
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Tratândose de bienes inmuebles u r b a n o s , la renta de 
explotaciôn la constituye el arrendamiento habituai de taies 
bienes efectuado por una empresa ouyo objeto es precisamente 
este. La productividad objetiva y natural propia de la tierra 
no es predicable del inmueble urbano. Cualquier otro tipo de 
explotaciôn (utilizaciôn directa o arrendamiento) integra una 
actividad no empresarial déterminante, r e s p e c t i v a m e n t e , de una 
renta indiciaria o fija.
Las rentas que el Modelo somete a tributar en su 
arts 6 son todas las que se obtengan de bienes inmuebles, inclui- 
das las derivadas de explotaciones agricolas o forestales. Esta 
determinaciôn objetiva, se compléta con las modalidades juridi- 
cas de obtenciôn a que se refiere el ap. 3 del articule. Se in- 
cluyen la utilizaciôn directa (renta de disfrute), y el arrenda­
miento o aparceria (renta pura o domanial) y cualesquiera otra 
forma de explotaciôn de los bienes (rentas e m p r e s a r i a l e s ). La 
integraciôn de laS rentas derivadas de explotaciones agricolas 
o forestales se efectua en el Modelo de 1977, pues en el de 1963 
no se contenia la menciôn.
Las rentas empresariales derivadas de la explotaciôn 
directa de minas, c a n t e r a s , u otros yacimientos naturales se 
incluyen en el art? 7 . Las razones que avalan esta afirmaciôn son 
las siguientes : a) sôlo los derechos a percibir pagos variables 
o fijos por la explotaciôn o la concesiôn de explotaciôn de y a ­
cimientos minérales, fuentes y otros recursos naturales se con- 
tienen en la enumeraciôn del ap. 2 del art? 6;b) el ap. 2 letra
f), del art? 5 considéra, en todo caso, como establecimiento 
permanente "las minas, los pozos de petrôleo o de g a s , las c a nte­
ras o cualquier otro lugar de extracciôn de recursos naturales"; 
y, c) el propio art? 6 , en su ap. 1 , incluye sôlo las rentas de-
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rivadas de explotaciones agricolas o forestales dentro de la 
categoria de "rentas i n m o b i l i a r i a s " . La aplicacion del art? 7, 
en vez del art? 6, détermina el compute de ingresos y gastos 
con arreglo a unos criterios establecidos (los del Modelo) y 
no de acuerdo con la legislaciôn interna del pais de situaciôn 
del bien (1).
Las rentas de los préstamos con garantia inmobiliaria 
se excluyen del ambito del articulo, puesto que el art? 11, al 
définir el termine "intereses", integra en su concepto los ren- 
dimientos de crédites con garantia hipotecaria. El antiguo Im- 
puesto espanol sobre las Rentas del Capital gravaba determinadas 
rentas procédantes, i n d i r e c t a m e n t e , de bienes inmuebles. Tal 
era el caso de los intereses de préstamos h i p o t e c a r i o s . Pero és- 
tos en ningùn caso tenian naturaleza de renta inmobiliaria.
2 .3 . Del apartado 4 se deduce, como afirman los Comen- 
tarios de la OCDE, que las disposiciones de los a p . 1 y 3 "se 
aplican igualmente a las rentas de bienes inmuebles de las em- 
presas industriales, comerciales o de cualquier otra clase, y 
a las rentas de bienes inmuebles afectos al ejercicio de traba- 
jos i n d e p e n d i e n t e s ". El derecho prioritario de imposiciôn del Es ­
tado de la fuente se reconoce en cualquier caso, y se ejerce 
cuando las rentas proceden sôlo indirectamente de los bienes in­
muebles. Esto garantiza, como senalan los citados Comentarios 
"que tales rentas seran gravadas en el Estado donde dichos b i e ­
nes estén sitos, aun en el caso de que no formen parte de un 
establecimiento permanente situado en este Estado". El principio 
de la fuerza atractiva del establecimiento opera indiscutible- 
mente. Este es, por otra parte, el ûnico caso en que tal evento
(1) Esta es la opinion de Del Arco, L. en "Doble Imposiciôn 
Internacional y D e r echo Tributario E s p a h o l " , Escuela de Inspec-- 
ciôn Financiera, M i n i s t e r i o  de Hacienda,- Madrid 1 977, pâgs 71 y
7 2 .
- 144 -
se produce. Pero el gravamen preferente concedido al Estado de la 
situaciôn no obstaculiza el del Estado de la residencia del bene-- 
ficiario de la renta. La fôrmula empleada por el articulo ("pueden 
someterse a imposiciôn en este otro Estado") es la usual en taies 
casos y no plantea problemas especiales de i n t e r p r e t a c i ô n . Al Es­
tado de la r esidencia sera al que corresponde evitar la doble im­
posiciôn que pueda producirse como consecuencia de la incidencia 
t ributaria de los dos Estados Contratantes.
3. Los Convenios espaholes de Doble Imposiciôn son 
fieles al Modelo de la OCDE. Los bienes inmuebles se conceptuan, 
ademâs de como dispone la legislaciôn interna espanola, segûn lo 
preceptuado en el ap. 2 del art? 6. No cabe resaltar excepciôn al- 
guna. La exclusiôn e stablecida respecte de e m b a r c a c i o n e s , buques 
y aeronaves se contiene también en todos los Tratados.
No todos los Convenios consideran rentas inmobiliarias, 
las derivadas de explotaciones agricolas o forestales, Posiciôn 
afirmativa es la de los Convenios con Brasil (punto 2 . A d ./Articu­
le 6,ap. 1 del Protocole), Canada, C h e c o s l o v a q u i a , Italia, Norue- 
ga. Reine Unido, Rumania, Suecia y Suiza; también los de Marrue- 
cos y Polonia. La exclusiôn de estas rentas en los demâs Convenios 
détermina su sometimiento a la régla general de los bénéficiés e m ­
presariales (art? 7), y en consecuencia, su tributaciôn en ambos 
Estados. Si tal explotaciôn, en todo-caso, constituye un es t a b l e ­
cimiento permanente la r e f e r e n d a  a uno u otro articulo (6 ô 7) 
es indiferente. Sôlo en el caso de explotaciones efectuadas a tra- 
vés de un mediador (1) (ûnico supuesto no constitutivo de estable­
cimiento permanente) su inclusiôn expresa en el art? 6 détermina
(1) cfr. ap. 5 del art? 5 del Modelo.
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la tributaciôn, en todo caso, en el pais de situaciôn de los 
inmuebles, con independencia de que la explotaciôn sea o no con- 
siderada como tal establecimiento.
Diversas modalidades juridicas de obtenciôn de la 
renta se contienen en los Convenios espaholes. A la utilizaciôn 
directa y el arrendamiento se refieren todos ellos. Pero sôlo 
los suscritos con Italia, Rumania y Marruecos hacen referencia 
a la aparceria; su modernidad justifica tal criterio. Destaca- 
ble es, por otro lado,otra clausula existante en los Convenios 
con Canada, Italia y Marruecos; éstos incluyen en el âmbito del 
articulo, los beneficios provenientes de la "enajenaciôn de los 
bienes inmuebles". Esta norma tiene por objeto evitar que los 
beneficios asi obtenidos puedan conceptuarse como beneficio co- 
mercial, y por lo tanto, al estar vinculados al ejercicio de 
una actividad empresarial, sôlo ser gravables en el Estado en 
que la empresa enajenante tiene un establecimiento permanente.
Con tal norma los beneficios derivados de la renta de inmuebles, 
haya o no e s tablecimiento permanente, podrân someterse a imposi­
ciôn en el pais en que estén sitos. El Convenio con Portugal 
equipara a las rentas inmobiliarias, las "derivadas de los bie­
nes que, de acuerdo con la legislaciôn fiscal del Estado C o n t r a ­
tante, en que los bienes estén situados, se asimilan a las r en­
tas derivadas de bienes inmuebles".
La norma en cuya virtud se aplican las d i s posi­
ciones del articulo a las rentas derivadas de los bienes inmuebles 
de las empresas y de los bienes utilizados para el ejercicio de 
trabajos independientes, se contiene en la totalidad de los T ra­
tados suscritos por Espaha.
El gravamen compartido entre el Estado de situa­
ciôn del bien, y el Estado de residencia del beneficiario se re ­
conoce en todos los Convenios. En el de Austria, sin embargo,
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tal facultad se atribuye en exclusive al Estado de la fuente, 
es decir al Estado en que los bienes inmuebles estén situados. 
Este criterio es, asimismo, el que preside todos los supuestos 
en que se plantea la tributaciôn de rentas (art? 6),ganancias 
(art? 13) , o patrimonio inmobiliarios (art? 23). Tal exclusivi- 
dad détermina, por otra parte, la aplicaciôn por el Estado de 
la residencia del beneficio del método de exenciôn con progre- 
sividad. También debe mencionarse, como supuesto exceptional, 
la exenciôn concedida en el Convenio con Italia en favor del 
patrimonio del Colegio Espahol S. Clemente (Albornoz) en Bolo- 
nia. Las disposiciones contenidas en el proceso verbal de la 
segunda sesiôn de la Comisiôn Mixta italo-espahola y que c o n s ­
tituyen los Anexos del Acuerdo Cultural italo-espahol de 11 de 
agosto de 1955, se confirman a todos sus efectos (letra a) del 
Protocole al C o n v e n i o ) .
4. Los criterios de gravamen personalista y 
territorial establecidos en la legislaciôn interna espahola cua- 
dran y se adaptan perfectamente con las directrices del M o delo de 
la OCDE. La incongruencia que suponla que una Sociedad extranje- 
ra, sin establecimiento permanente en Espaha, no tributase por 
las plusvalias derivadas de la enajenaciôn de inmuebles, fué 
subsanada en la Ley 50/77, de 14 de noviembre, sobre Medidas U r ­
gentes de Reforma Fiscal (art? 40, C u a t r o ) . Actualmente, y en el 
âmbito del Impuesto de Sociedades, la territorialidad que preside 
la tributaciôn de los inmuebles se plasma de forma indudable en 
el art? 7 de la Ley 61/78 del I m p u e s t o ’sobre Sociedades en donde 
se consideran, en todo caso, rendimientos obtenidos en Espaha :
1 ?) los de explotaciones econqmicas de toda indole, obtenidos por 
medio deestablecimiento permanente situado en territorio espahol.
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Entendiéndose que una Sociedad realiza operaciones aqui por 
medio de tal establecimiento cuando posea explotaciones a g r a r i a s , 
forestales, pecuarias o cualquier otro lugar de extracciôn de 
recursos maturales (letra a), pârrafos primero y s e g u n d o ) ; y 
2?) los de inmuebles situados en Espaha o de los derechos e s t a ­
blecidos sobre los mismos (letra c).
Por su parte, el Reglamento de 3 de agosto de 
1 9 8 1 , del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, en 
su art? 1 9 , considéra rendimientos producidos en territorio es­
pahol, los "de los inmuebles situados en Espaha y los derechos 
reales establecidos sobre los mismos" (letra e).
El criterio personalista también présente en la 
legislaciôn espahola (1) cubre los supuestos en que, estando si­
tuados los bienes en el extranjero , el beneficiario de las r e n ­
tas inmobiliarias es un residente (individual o persona juridica) 
de Espaha.
La supresiôn del Impuesto sobre las Rentas del 
Capital, y de la Cuota Proporcional de lu Contribuciôn T e r r i t o ­
rial Rûstica y Pecuaria; y la transformaciôn en tributes locales 
de carâcter real de la Cuota Fija de esta Contribuciôn y de la 
Contribuciôn Territorial Urbana (2), solventan los problemas que 
planteaba la coordinaciôn de los regimenes establecidos en los 
Impuestos a cuenta (Impuesto sobre las Rentas del Capital y Con- 
tribuciones Territoriales Rûstica y sobre las Rentas del Capital 
y Contribuciones Territoriales Rûstica y Pecuaria y Urbana) y en 
los Impuestos générales (Impuesto sobre Sociedades y sobre la 
Renta de las Personas Fisicas) a propôsito de la tributaciôn de 
las rentas inmobiliarias. Dicha coordinaciôn y la incardinaciôn
(1) cfr. art?s 4- y 7- de la Ley 44/78, de 8 de s e p t i e m b r e ,del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas; y art?s 4? y 6? 
de la Ley 61/78, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre S o cieda­
des. . .
(2) cfr. Disposiciôn T r a n sitoria Primera de la Ley 44/78 citada.
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de tal régimen en el fijado por los Convenios ocasionaba pr o ­
blemas juridicos hoy superados.
La transformaciôn de las Contribuciones T e r r i t o r i a ­
les en Impuesto;locales, no impide, sin embargo, la aplicaciôn 
de las exenciones que en dichos tributos se contienen y que son 
independientes de la aplicaciôn de los Convenios de doble i m posi­
ciôn. Estos, no pueden ampliar los supuestos de tributaciôn conte- 
nidos en la Ley interna del pais, ni establecer un trato mas gra- 
voso que el existente (1). Por otra parte, y con independencia de 
los textos que regulan el régimen fiscal de taies Contribuciones, 
la adhesiôn de Espaha a los Convenios de Viena de 18 de abril de 
1961 y 24 de abril de 1963 (2) restringe el âmbito de aplicaciôn 
de aquéllos a los Organismos oficiales de terceros paises, pues 
los inmuebles de las representaciones diplomâticas y consulares 
se rigen por estos Convenios.
(1) Respecto de la Contribuciôn Tributaria Rûstica y Pecuaria,el 
art? 5 del Decreto 2 2 3 0 / 1 9 6 6 , de 23 de julio (redactado conforme 
al Decreto 1049/1968 de 27 de mayo (BOE del 28) , concede una exen­
ciôn subjetiva de la contribuciôn a "los gobiernos extranjeros, 
por los (bienes) destinados a su representaciôn diplomâtica o c on­
sular, o a sus organismos oficiales, a tltulo de reciprocidad"
(ap. 3); y a los "organismos o Entidades a los que sea de a p lica­
ciôn la exenciôn en virtud de Convenios internacionales o de pa c ­
tes solemnes con el Estado" (ap. 4). Y respecto de la Con t r i b u ­
ciôn Urbana, el art? 7 del Decreto 1251/1966, de 12 de mayo, d i s ­
pone que "estarân exentos con carâcter permanente... 2. El suelo
y las construcciones de los gobiernos extranjeros destinados a su 
representaciôn diplomâtica o consular o a sus Organismos o f i c i a ­
les a tltulo de reciprocidad;... y 5. Los bienes a los que sea 
de aplicaciôn la exenciôn en virtud de Convenios internacionales 
o de pactos solemnes con el E s t a d o " .Adviértase que los Convenios 
Internacionales a que se alude no son los de Doble I m p o s i c i ô n ,si- 
no otros especlficos. p.ej: la Convenciôn sobre Privilégiés e In- 
munidades de las Naciones Unidas o de sus Organismos especializa- 
dos; en su virtud, estos Organismos gozan de exenciôn de cualquier 
contribuciôn directa.
(2) Sobre Relaciones Diplomâticas y Consulares, respectivamente.
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El hecho de que algûn Convenios (casos de los suscritos 
con Canada, Checoslovaquia, Rumania y Polonia) no incluya en su 
âmbito objetivo los tributos locales, détermina que la persona 
que los pague (por estar sometida en el Estado de situaciôn a 
la obligaciôn real de contribuir) no pueda imputarlos a los t ri­
butos similares que deba pagar como residente del otro Estado, o, 
en su caso, consideran exentas en este otro Estado, las rentas 
obtenidas en el de situaciôn. El método seguido en el Estado de 
residencia para evitar la doble imposiciôn détermina una u otra 
alternativa. La limitaciôn objetiva del Convenio y la exclusiôn 
de los tributos locales implica la entrada en juego, si las hay, 
de las medidas unilatérales para evitar la doble imposiciôn. Por 
otra parte, en ningùn caso queda cuestionada la aplicaciôn de 
las exenciones fiscales concedidas por la Ley interna de uno de 




1 » Los beneficios de una empresa de un Estado Contratante sola- 
mente pueden someterse a imposiciôn en este Estado, a no ser 
que l a empresa realice su actividad en el otro Estado Con t r a t a n ­
te por medio de un establecimiento permanente situado en él. Si 
la empresa realiza su actividad de dicha manera, los beneficios 
de la empresa pueden someterse a imposiciôn en el otro E s t a d o , 
pero sôlo en la medida en que puedan atribuirse a este es t a b l e ­
cimiento permanente.________________________________________________________
2. Sin perjuicio de lo previsto en el pàrrafo 3, cuando una em­
presa de un Estado Contratante realice su actividad en el otro 
Estado Contratante por medio de un establecimiento permanente si­
tuado en é l , en cada Estado Contratante se atribuirân a dicho es­
tablecimiento los beneficios que este hubiera podido obtener de 
ser una empresa distinta v separada que realizase las mismas o 
similares actividades, en las mismas o similares condiciones,
V tratase con total independencia con la empresa de la que es 
establecimiento permanente.
3. Para la d eterminaciôn del beneficio del establecimiento per­
manente se permitirâ la deducciôn de los gastos en que se haya 
incurrido para la r e a l i zaciôn de los fines del establecimiento 
permanente, comprendidos los gastos de direcciôn y générales de 
a dministraciôn para los mismos fines, tanto si se efectùan en el 
Estado en que se encuentre el'establecimiento permanente como en 
otra parte.
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4. Mientras sea usual en un Estado Contratante determinar los 
beneficios imputables a los establecimientos permanentes sobre 
la base de un reparto de los beneficios totales de la empresa 
entre sus diversas partes, lo establecido en el pàrrafo 2 no 
impedirâ que este Estado Contratante determine de esta manera 
los beneficios imponibles; sin embargo, el método de reparto 
adoptado habrâ de ser tal que el resultado obtenido esté de a- 
cuerdo con los principles contenidos en este articulo.
5. No se atribuirà ningùn beneficio a un establecimiento per­
manente por el mero hecho de que éste compre bienes o mercan- 
cias para la empresa.
6. A efectos de los apartados anteriores, los beneficios im­
putables al establecimiento permanente se calcularàn cada aho 
por el mismo método , a no ser que existan motives valides y 
suficientes para procéder de otra forma.
7. Cuando los beneficios comprendan rentas reguladas separada- 
mente en otros articules de este Convenio, las disposiciones
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de aquellos no quedarân afectadas por las del présente articulo. 
(a) (*)
(a) Este articulo coincide con el équivalente del Modelo de 1963.
No obstante, ha sufrido pequehas a l t e r a c i o n e s , pero sin que de las 
mismas puedan deducirse consecuencias juridicas r e l e v a n t e s .Taies 
modificaciones afectan a la salvedad que se efectua en el ap.2 de 
lo dispuesto en el ap. 3, y a la no exigencia expresa de demostrar 
los gastos en que se halla incurrido para la realizaciôn de los fi­
nes del establecimiento permanente, comprendidos los gastos de d i ­
recciôn y generates de a d m i n i s t r a c i ô n , para el calcule de los b e n e ­
ficios de tal establecimiento.
(-X) C u b i l l o . C . "Aspectos sobre el problema de la Doble Imposiciôn en 
las inversiones e x t r a n j e r a s " . Informaciôn Comercial Espahola.Mayo  
1963, pâgs. 49-57;
R'ozas Zornoza, M. "El gravamen de los beneficios de las p e r s o ­
nas juridicas en el ordenamiento positive espahol y la doble i m p o ­
siciôn internacional". Comentarios a la Ley de Reforma del Sistema 
Tributario. Inspecciôn General del M inisterio de H a c i e n d a .Madrid 
1965, pâgs. 331-344;
De Luis, F. "Tributaciôn de las empresas extranjeras con a c t i v i ­
dades en Espaha". Revista de Derecho Financière y Hacienda Pûblica 
n? 67, Madrid 1967, pâgs 2173-2223. Del mismo autor: "Métodos para 
distribuir los beneficios imponibles entre varias jurisdicciones 
tributarias",Hacienda Pûblica Espahola,n? 64.Madrid 1984 pâgs.
169-184;
Lopez Ibahez,L. : "Localizaciôn g e o g r â f i c a ... op. cit. 
pâgs .141-143;
De la Villa J.M^.y Otero J. "Consecuencias fiscales de la 
creaciôn de una Sociedad por accionistas nacionales y extranjeros 
para la realizaciôn de una empresa c o m ù n " . Ponencia espahola al 
XXVIII Congreso de la International Fiscal Association -IFA - M e x i ­
co 1974; en Cahiers de Droit Fiscal International. Vol. LIX a. Ro- 
terdam 1974.
De Juan J.L.: "Los internacionalistas Lemus y V i h u a l e s " H a c i e n ­
da Pûblica Espahola,N? 42-43.Madrid 1976,pâgs 265-268.También "El 
Modelo de la O C D E   op.cit pâgs. 234 a 238;
Vihuales,A. "Informe sobre la legislaciôn fiscal y los proce- 
dimientos de imputaciôn parcial de beneficios de las empresas con 
actividades en varies p a i s e s " , en Hacienda Pûblica Espahola n?
46. Madrid 1 9 7 7 , pâgs. 177-210.
Del A r c o .L ."Comentario al informe del profesor Vihuales sobre 
el régimen fiscal de las empresas opérande en varies paises",en Hë 
Pûblica Espahola n?46.Madrid 1 9 77,pâgs 169-176;
Piedrabuena E,Campbell,I. y Tanarro F."Tributaciôn de las e m p r e ­
sas extranjeras no residentes sin establecimiento permanente en Es­
paha" . Comunicaciôn a las Jordanas de Inversiones Extranjeras en Es­
paha, organizadas por la Direcciôn General de transacciones Exterio-
res y el Consejo Superior de Câmaras de Comercio Madrid 1979.Aparece
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1. El art? 7 régula el derecho a gravar los b e n e f i ­
cios de las empresas siguiendo el criterio del establecimiento per­
m a nente.Fija el principio bâsico que debe seguirse para la deter- 
minacion de los beneficios de aquél considerândolo como empresa dis­
tinta y separada de la sede central. Régula, también, la cuestiôn 
de los gastos que deben deducirse de los beneficios del e s t a b l e c i ­
miento y las condiciones en que puede determinarse el beneficio por 
un método distinto del de contabilidad separada. La permanencia de 
los métodos empleados para calcular el beneficio, y la preferencia 
que, en determinadas condiciones, se otorga a las disposiciones de 
otros articulos (cuando entre los beneficios del establecimiento 
se comprenden rentas reguladas s e p a r a d a m e n t e ), completan el cuadro 
normative del art? 7 del Modelo de la OCDE.
El articulo concreta el régimen tributario i n t e rnacio­
nal de los rendimientos cuyo logro supone la conjunciôn del capi­
tal y del trabajo por medio de una organizaciôn e m p r e s a r i a l .Se tra- 
ta de rentas de empresa, independientemente de que su titular sea 
una persona fisica o juridica.Sehala del Arco (1) que, desde el 
punto de vista tributario, la nota importante que distingue a es­
tas rentas de las puras de capital (d i v i d e n d e s ,intereses y cânones) 
reside en los criterios de localizaciôn de la fuente de renta (2).
recogida en la Revista de Derecho Financière y Hacienda Pûblica 
n? 145.Madrid 1980,pâgs 119-130.
(1) -Del Arco,L. "Doble Imposiciôn internacional... o p.cit.pâgs 
209 y 210.
(2) El tema de la localizaciôn de las rentas, en general y de a- 
cuerdo con los principales Modèles de Convenio - Facto Andino, 
ALALC Y OCDE-se analiza detelladamente en el trabajo de Fernandez 
J.R. "Criterios de reparto de la potestad tributaria segûn los 
distintos Modèles de Convenio y Recomendaciones existantes", en 
Estudios de Doble Imposiciôn, Institute de Estudios F i s c a l e s . M i ­
nisterio de Hacienda. Madrid 1 9 79.pâgs. 129 a 144.
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En las rentas de empresa esta siempre présente un protagonismo 
del empresario (del que normalmente depende la creaciôn de di ­
cha renta) que hace di-ficil localizar el elemento objetivo fuen­
te del beneficio.La autonomla entre empresa y actividad del em­
presario puede no ser tan Clara como en el caso de las rentas pu­
ras de capital, en las que el bien generador de las mismas es to- 
talmente independiente del beneficiario.
Dentro del rratamiento tributario internacional de 
los beneficios empresariales, las determinaciones bâsicas son las 
dos siguientes : fuente de la renta y beneficios obtenidos. La 
primera conlleva la d elimitaciôn de los criterios de adscripciôn 
a una soberania tributaria dada. La segunda, el método utilizado 
para la concreciôn del beneficio. La determinaciôn de la fuente 
se vincula, a su vez, a la definiciôn de los términos "empresa" y 
"establecimiento permanente"; la del beneficio, a los conceptos 
que integran las rùbricas "ingresos" y "gastos".
El articulo 7 del Modelo ha de analizarse con los 
siguientes condicionamientos : a) que no todos los "beneficios 
empresariales" quedan comprendidos en el mismo,pues se limita a 
aquellas rentas que no son objeto de tratamiento especifico en 
otros articulos del M o d e l o  (v.gr. rentas inmobiliarias-incluidas 
las forestales y agricolas - de navegaciôn, profesionales y de 
capital) (1); b) que r e c o nocida la potestad exclusiva de un Esta­
do para gravar los beneficios obtenidos por sus empresas (las re­
sidentes en su t e r r i t o r i o ),el art? 7 sôlo contiene las reglas 
aplicablés para la deter m i n a c i ô n  de los beneficios imputables al 
establecimiento permanente de una empresa de un Estado que opere
(1) cfr. los articulos en los que se analizan taies tipos de ren­
tas : v.gr. art? 6; art? 8, art?s 10,11 y 12; y art? 14.
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en su territorio; y c) que, dada la pluralidad de formas que ac­
tualmente adoptan las transacciones internacionales, y considera- 
dos los problemas que se suscitan , el precepto contiene di r e c t r i ­
ces generates susceptibles de ser matizadas en las negociaciones 
bilatérales. El art? 7, es, por tanto, residual en cuanto a las 
rentas incluidas en el mismo, continuaciôn y corolario del art? 5, 
y general en cuanto a planteamientos y soluciones. Las normas que 
determinan el calcule de los beneficios comerciales con una empre­
sa del otro Estado, cuando las dos pertenecen al mismo grupo em­
presarial o estân bajo el mismo control se contienen en el art?9.
2. El ap. 1 del art? 7 contiene dos pârrafos delimitados 
y congruentes. El principio general que se establece es el de la 
tributaciôn exclusiva de una empresa en el Estado al que pertene- 
ce. El adverbio "solamente" concreta indubitablemente tal facultad 
Pero la a d s c r i p c i ô n  de una empresa a un Estado se vincula a un do­
ble criterio: econômico y j u r i d i c o .E c o n ô m i c o , porque "empresa de 
Estado Contratante" significa una empresa explotada por un resi­
dente de este Estado (1); y juridico porque "residente de un Esta­
do Contratante" significa la persona -fisica o juridica - que en 
virtud de là legislaciôn de este Estado esté sujeta a imposiciôn 
en él por razôn de su domicilio, residencia, sede de direcciôn, 
o cualquier otro criterio de naturaleza anâloga (2).Las legisla- . 
ciones internas de los Estados implicados son las que determinan 
el o los criterios de adscripciôn a su Ordenamiento. Los p r oble­
mas derivados de concepciones légales contrapuestas (p.ej. sede 
de direcciôn en un Estado y domicilio en el otro), generadoras 
de doble imposiciôn juridica, se resuelven en el art? 4 del Mode-
(1) cfr.art? 3 - Definiciones Generates- ap. 1,c) del Modelo de 
la OCDE de 1977.
(2)cfr. art? 4 - Residente - del mismo Modelo.
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lOjïïiediante la fijaciôn de reglas concretas.
El Modelo , en el art? 7, opta por el criterio 
de la residencia en relaciôn can]æ empresas de un Estado.El pre- 
dominio de tal criterio es incuestionable . Ello implica que la 
tributaciôn y régimen fiscal del elemento generador-empresa- y 
de las rentas - beneficios - se régula exclusivamente , por las 
normas contenidas en la legislaciôn interna del Estado al que 
aquella pertenezca. La dejaciôn de soberania, implicita en la 
fôrmula del articulo ("solamente pueden someterse a imposiciôn") 
conduce a esta œnclusiôn.
El criterio exclusivo ylasmado en el art? 7, quie- 
bra en el supuesto de que los beneficios empresariales se hayan 
obtenido a través de un establecimiento permanente situado en el 
otro Estado. El establecimiento deviene, vinculo de participaciôn 
de una empresa en la vida econômica del otro Estado, que justifi­
ca,por si solo, el sometimiento a la jurisdicciôn fiscal del Esta­
do en que tal e s t ablecimiento radica. En tal caso, la OCDE admi- 
te la conjunciôn de los criterios bâsicos de tributaciôn: el de 
residencia y el de la fuente. El primero, aplicable a la empresa 
en si. El segundo al elemento econômico generador de renta. La 
tributaciôn de los beneficios imputables al establecimiento p er­
manente no es, sin embargo, una concesiôn que los paises mas de- 
sarrollados han efectuado en favor de los menos d e s a r r o l l a d o s , 
pues es criterio u nânimamente admitido que el resultado e c o nômi­
co derivado de la actuaciôn del establecimiento debe vincularse 
a la juridicciôn fiscal del Estado en que radica. Cuestiôn co- 
nexa, pero distinta, es la referente a la amplitud del concepto 
en si, tema éste en el que verdaderamente pueden contraponerse 
los criterios que presiden la filosofia tributaria de ambos gru- 
pos de paises.
_El art? 7, reconoce la potestad tributaria del E sta­
do de la fuente (donde esta situado el establecimiento) pero la 
limita .Dispone que tales beneficios pueden gravarse "pero solo 
en la medida en que puedan atribuirse" al e s t a b l e c i m i e n t o .Quiere 
esto d e c i r ; que las autoridades fiscales del pais en que aquel 
esta site "deben considerar una por una las di\rersas fuentes de 
los beneficios que la empresa obtenga en el mismo y aplicar a ca ­
da una un criterio del establecimiento permanente".
Doctrinalmente, las soluciones previstas para la atri- 
bucion de rentas al establecimiento permanente, son las siguien­
tes :
- "vinculacion efectiva", consiste en atribuir al esta­
blecimiento solo los ingresos que obtiene por el desarrollo de su 
actividad y los producidos por los capitales vinculados efectiva- 
mente al mismo;
- "vis a t r a c t i v a " ; atribuye al establecimiento todas 
las rentas obtenidas en el territorio donde esté sito ,tanto si 
proceden de él, como de cualquier otra actividad ejercida en tal 
territorio; es decir aunque el establecimiento no haya. interveni- 
do en su obtenciôn. En tal caso, el establecimiento sirve de a- 
glutinador de diversas rentas cuyo ûnico rasgo comûn consiste en 
haberse obtenido en el mismo territorio en que el establecimiento 
radica;y
- "s i m i l a r i d a d " , imputa al establecimiento las rentas 
obtenidas por la central en el pais de situaciôn del establ e c i m i e n ­
to, por el ejercicio de actividades similares a las desarrolladas 
por aquél.
La OCDE, en el art? 7 del Modelo propugna y sigue, la 
soluciôn de la vinculaciôn efectiva, ("pero sôlo en la.medida...").
- 158 -
lo cual conlleva las siguientes consecuencias : 1 ^ ) determina- 
cion de la base de las utilidades obtenidas por el método de 
la "contabilidad separada" (ap. 2); y 2^) sometimiento de ren­
tas que de otra suerte caerian fuera de la soberania fiscal del 
Estado de situaciôn (ap. 7 del art? 7, en relaciôn con el a p . 4 
del art? 10, el ap. 4 del art? 11, y el ap. 3 del art? 12) (1).
3. El ap. 2 del art? 7 es el que desarrolla y expli­
cita el método de "contabilidad separada", en relaciôn con las 
rentas atribuibles al establecimiento permanente.Aun cuando la 
sucursal no ostenta personalidad juridica p r o p i a ,constituyendo 
una mera proyecciôn econômica de la empresa que la créa ,en el 
Derecho Fiscal Internacional se acude a la ficciôn de conside- 
rarlo como empresa distinta y separada. El Modelo atribuye al 
establecimiento "los beneficios que éste hubiera podido obtener 
de ser una empresa distinta y separada que realizase las mismas 
o similares actividades, en las mismas o similares condiciones, 
y tratase con total independencia con la empresa de la que es 
establecimiento permanente"
3.1. Para la determinaciôn de las utilidades obteni­
das por un establecimiento permanente existen dos sitemas : el 
de la "cifra relativa de négociés" o del balance c o n s o l i d a r i o , 
y el de la "contabilidad separada". El primero, distribuye los 
beneficios mundiales de la empresa entre central y e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente segûn indices objetivos determinados (cifra de. 
négocies, capitales p r o p o r c i o n a l e s , etc..) el segundo, al c o nsi­
derar al establecimiento permanente como empresa distinta,esti-
( 1 ) Vid. mas adelante los Comentarios a estes articulof.
ma-sus beneficios de forma independiente.
La adopciôn de uno u otro sistema para determinar el 
beneficio de la sucursal ha contado con defensores y detractores 
(1). Las razones aducidas para justificar la superioridad del m é ­
todo de contabilidad separada son las siguientes:
a) diversidades lingüistica y monetaria, y 
multiplicidad de reglamentaciones aduane- 
ras ;
b) imposibilidad de atribuir el mismo e l e m e n ­
to de renta o de gasto a dos e s t a b l e c i m i e n ­
tos ;
c) mayor facilidad para evitar la doble im­
position ;
d ) dificultad de que una Administration m i ­
nore los beneficios obtenidos en su t e rri­
torio por pérdidas sufridas en el otro;
e) posibilidad de que este método contable 
descanse en datos comprobables en el pais 
donde radica la sucursal; y
f) facilidad ilimitada de desarrollo, por su 
concrétion a un pais determinado.
La OCDE, en sus Modelos ha adoptado, como criterio 
bâsico, el de contarâl-dad secarada, por su mayor sencillez de ad­
ministration y su mas facil ajuste a la piâctica de las empresas. 
Sin embargo, ello no es obstaculo para que, s i m u l t â n e a m e n t e , se 
contemple la posibilidad de determinar el beneficio imputable a 
los establecimientos permanentes en base a un reparto de los be­
neficios totales de la empresa entre diversas partes. A tal p o s i ­
bilidad se refiere el art? 7 en su ap. 4, objeto de comentario pos­
terior .
Para la correcta d etermination del beneficio imputable
(1) R.C. Jones es uno de los principales apologistas de tal método. 
Este autor y su obra se recogen por De Luis, F. en "Métodos para 
distribution..." op. cit. pâg. 178.
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al establecimiento, se utiliza la contabilidad comercial de éste. 
D i cha contabilidad constituye igualmente el punto lôgico de parti- 
da para las operaciones de ajuste cuando son necesarias para tal 
determination. En cualquier caso, las Administraciones fiscales 
deberan partir de datos reales y prescindir de elementos que p u e ­
dan inducir a la fijaciôn de beneficios hipotéticos sin base e f e c ­
tiva.
3.2. El principio de la contabilidad separada se c o m ­
bina con el de libre concurrencia ("arm's length") (1).A éste se 
refiere la ultima proposiciôn del ap. 2, cuando al considerar el 
e s tablecimiento permanente como empresa distinta y separada, le 
atribuye los beneficios que hubiera podido obtener de realizar 
"las mimas o similares actividades, en las mismas o similares con­
diciones, y tratase con total independencia con la empresa de lo 
que es e s t ablecimiento permanente". Es decir , los beneficios im­
putables al e s t ablecimiento permanente son los que éste habria ob­
tenido si en lugar de tratar con su sede central lo hubiese he ­
cho con una empresa totalmente distinta en condiciones y precios 
usuales de mercado. El principio es extensible a las operaciones 
realizadas con otros establecimientos de la empresa y con s o c i e d a ­
des filiales y sus establecimientos permanentes. Una de las c o n s e ­
cuencias mas relevantes del principio de libre concurrencia, c o n ­
siste en la realizaciôn, en su caso, de operaciones de ajuste en 
los precios de transferencia. Dichos ajustes tienen lugar cuando, 
por ejemplo, se facturer mercancias por la central al e s t a b l e c i ­
miento a precios no conformes con tal principio, y, consecuentemente.
(1) Para una explicaciôn mas detallada del principio de libre con­
currencia v'eanse mas adelante los Comentarios al art? 9- Empresas 
asociadas -
- 1 6 1  -
se traspasen beneficios del establecimiento a la central o vice- 
ver sa .
3.3. En el âmbito del Derecho fiscal espahol; la Ley 
de Reforma del Sistema Tributario de 11 de junio de 1964 supuso 
una renovaciôn total, pues se sustituyô el método de cifra r e lati­
va por el de Contabilidad separada para gravar a las Sociedades 
extranjeras que actuasen en Espaha. El art? 73, ap. 3 de la cita­
da Ley dérogé el método tradicional seguido hasta entonces en 
nuestro pais. El abandono de este sistema por la mayoria de las 
legislaciones extranjeras, la influencia del Modelo de la OCDE
de 1963 (en cuya redacciôn intervino la Administraciôn fiscal es­
pahola) y la necesidad de adecuar, cada vez m â s , nuestro sistema 
fiscal al de los paises del Mercado Comùn, fueron razones que in- 
cidieron en el cambio. La legislaciôn nacida de la Ley 41/1964 y 
sobre todo el Decreto 3669/1965, de 9 de d i c i e m b r e ,consagraron 
definitivamente el sistema de contabilidad separada. Se dispuso 
que las sociedades residentes en el extranjero serian gravadas 
en Espaha, "sôlo por la renta o beneficio obtenido en dicho terri­
torio", determinado conforme a las normas aplicablés a las enti­
dades residentes aqui (art? 1?). Consecuentemente se impuso a ta­
ies Sociedades la obligaciôn de llevar contabilidad separada de 
los- negocios que motivasen la obligaciôn de contribuir, de acuerdo 
con los preceptos del Côdigo de Comercio espahol y disposiciones 
concordantes. El art? 20 del Texto Refundido del Impuesto sobre 
Sociedades de 23 de diciembre de 1967, recogiô idéntica filosofia, 
e incluso, el lenguaje del Mode l o  de la OCDE de 1963.
La Ley 61/1978, del Impuesto sobre Sociedades sigue el
mismo criterio, aunque su formulaciôn ha variado. Se incorpora la 
distinciôn, recogida antes sôlo en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas, entre sometimiento a tributar en Espaha por
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obligaciôn personal y por obligaciôn real, y se considéra co­
mo un caso de rendimientos obtenidos en territorio espahol, los 
percibidos por medio de establecimiento permanente (1). La fal- 
ta de formulaciôn expresa del principio de contabilidad separa­
da y las normas contenidas en el art? 19 del Reglamento del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, suscitan lôgi- 
cas dudas en cuanto al sistema realmente seguido actualmente en 
Espaha. El anâlisis relative a la normativa espahola que se efec- 
tuarâ al comentar el ap. 4 del art? 7 del Modelo, facilitarâ la 
comprensiôn del tema.
4. La filosofia que preside la tributaciôn de 
los beneficios del establecimiento permanente, se manifiesta 
en el principio de la "vinculaciôn efectiva" de las rentas a 
él atribuidas (ap.1) y, como corolario, en el sistema de "con­
tabilidad separada" (ap. 2), y se compléta con las normas que 
disponen cômo han de determinarse aquéllos (ap.3). El a p . 3 
admite, con tal propôsito, la "deducciôn de los gastos en que 
se haya incurrido para la realizaciôn de los fines del estaole- 
cimiento permanente comprendidos los gastos de direcciôn y los 
générales de administraciôn para los mismos fines". La correla- 
ciôn entre el principio expuesto en el ap. 2 y las normas conte­
nidas en el ap. 3 queda reflejada en la primera frase del ap. 2 
("sin perjuicio de lo previsto en el ap. 3").
4.1. La primera proposiciôn del ap. 3 especifica 
qué gastos pueden deducirse de las rentas del establecimiento 
para determinar su beneficio. Taies deducciones estân vinculadas
(1) cfr. art?s 6 - A t r i buciôn de Rentas - y 7? - Rendimientos 
e incrementos de patrimonio obtenidos en Espaha - de la Ley 
61/78.
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a la determinaciôn de la base imponible; Operaciôn que, en el ca­
so del establecimiento, entraha una dificultad mayor por su misma 
naturaleza, y por no estar vinculado unicamente, a diferencia de 
una empresa nacional, a una sola jurisdicciôn fiscal, El tema tie­
ne, a su vez, correlaciôn con el principio de no discriminaciôn, 
que implica igualdad de trato en el régimen de exacciôn t r ibuta­
ria ( 1 ) .
4.1.1. Los gastos primeramente deducibles son aquellos 
"en que se haya incurrido para la realizaciôn de los fines del es­
tablecimiento permanente". El establecimiento tiene facultad para 
deducir las cargas de explotaciôn, es decir, las cantidades n e c e s a ­
rias para la obtenciôn de los rendimientos netos. La deducciôn debe 
permitirse sin otras restricciones que las impuestas a las empresas 
residentes, tendiéndose, en cualquier caso, a fijar el importe real 
de los gastos contraidos para la consecuciôn de aquellos fines. La 
contabilidad separada del establecimiento es vehiculo adecuado pa ­
ra tal determinaciôn. Los gastos deducibles son, en todo caso, los 
de carâcter ordinario. Otros pagos suscitan graves problemas de in- 
terpretac:i ôn y aplicaciôn. El Modelo de la OCDE analiza très casos 
especlficos, propugnando soluciones a d e c u a d a s :
- el primero, se refiere a pagos efectuados en c o n c e p ­
to de intereses o cânones, en virtud de préstamos 
o licencias de explotaciôn concedidos por la central 
al establecimiento. Se considéra que taies pagos no 
deben deducirse para el câlculo de los beneficios 
imputables al establecimiento , salvo si se trata 
de operaciones de crédite efectuadas entre las di ­
versas partes de una misma empresa financiera;
(1) Véanse mâs adelante los Comentarios al art? 24 -No d i s c r i m i n a ­
ciôn -
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- el segundo, alude a la prestacion de servicios 
auxiliares efectuada por un establecimiento por 
cuenta de la central o viceversa. El problema 
que se suscita es si, en tal caso, deben c a l c u ­
lasse los beneficios deduciendo gastos y adicio- 
nando una comisiôn por gestiôn, o si esta no debe 
computarse como ingreso. Esta ultima es la solu­
ciôn que aconseja la OCDE;
- el tercero, suscita la cuestiôn de si debe esti- 
marse que una fracciôn de los beneficios totales 
de una empresa es el resultado de una buena g e s ­
tiôn de la Central. El Estado de la situaciôn del 
establecimiento esta obligado, segûn la OCDE, a
deducir una suma que représente una fracciôn de
los beneficios de gestiôn atribuibles a la Central
Los supuestos enunciados tan particularmente pueden recon- 
ducirse a un principio de validez general, centrado en la idea de 
la necesaria r ectificaciôn de los valores contables del e s t a b l e c i ­
miento permanente, cuando ingresos y gastos no respondan a t r a n s a c ­
ciones reales con la central, o cuando las valoraciones de las 
transferencias por bienes o servicios estén contabilizadas por im­
porte distinto del que lo hubieran sido entre empresas i n d e p e n d i e n ­
tes. En tal caso, el paramétré de referencia lo constituirân los 
precios acordados en condiciones normales de mercado.El art? 16 
de la Ley 61/1978, del Impuesto sobre Sociedades, establece unas
reglas para la v aloraciôn de ingresos y gastos, concretadas en los
siguientes principios : valoraciôn contable verdadera; valoraciôn 
de las partidas deducibles al precio efectivo de adquisiciôn o a 
su valor r e g u l a r i z a d o ; y aplicaciôn de los precios acordados en 
condiciones normales de mercado entre sociedades independientes, 
en el supuesto de sociedades vinculadas (1).
(1) cfr. aps. Uno, Dos y Très.
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4.1.2. Otros gastos imputables al establecimiento y de­
ducibles , pero que no recogidos en su contabilidad, son los "de 
direcciôn y générales de administraciôn". Requisite inexcusable es 
que se hayan realizado para los fines del establecimiento permanen­
te. Taies fines d e b e n relacionaræ con la actividad de la sucursal, 
la cual, normalmente, coincidirâ con el objeto social de la central. 
El hecho de que taies gastos se hayan sufragado por la central y de 
que no figuren contabilizados por el establecimiento exige que su 
calcule se efectue por medios c o n v e n c i o n a l e s : p.ej. relaciôn entre 
la cifra de negocios del establecimiento y la del conjunto de la 
empresa, costes, etc...Pero, lo mismo que en el caso anterior, debe 
tenderse a la fijaciôn de su importe real. La legislaciôn actual 
espahola, plasmada en la letra n) del art? 13 de la Ley 61/78,d is­
pone lo siguiente en relaciôn las partidas deducibles : "Los gastos 
de direcciôn y los générales de administraciôn de las sociedades 
que realicen operaciones en Espaha por medio de establecimientos 
permanentes, en aquella parte que racionalmente pueda imputarse a 
dicho establecimiento". Las controversias que motivô el art? 21 del 
Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades de 1967 (1), han vuel- 
to a suscitarse con motivo de la promulgaciôn de la Ley de 1968.
Las dificultades en elpresente caso derivan de la inexistencia de 
criterios o parâmetros objetivos, y de la necesidad de acudir a 
elementos subjetivos, y, por e n d e , mutables; aun cuando la "racio- 
nabilidad" conlleva, i n d u d a b l e m e n t e , un freno lôgico.
4.2. Los gastos deducibles para la determinaciôn del 
beneficio es indiferente que se efectuen "en el Estado en que se en­
cuentre el e s t ablecimiento permanente como en otra parte". Tal am­
plitud de criterio faculta para efectuar la deducciôn cualquiera
(l)vid. Baza F. "La renta de las sociedades en el Impuesto espahol" 
Hacienda Pûblica Espahola n? 24-25, Madrid 1 973, pâgs 167 -'^94.'
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que sea el lugar donde se ban realizado. No obstante, lo no r ­
mal sera que tal lugar guarde relacion directa o indirecta con 
la actividad del e s t a b l e c i m i e n t o .
Una observacion comun a todos los gastos deducibles 
es que el Modelo de 1977 ha suprimido la exigencia, por lo menos 
en la letra del precepto, de que se demuestre la realidad de los 
mismos. La frase "debidamente demostrados" que figuraba, por dos 
v e c e s , en el Modelo de 1963 ha desaparecido en la nueva redaccion 
del Modelo. Sin embargo, el hecho de que lo que debe considerarse 
es el importe real de los gastos contraidos para los fines del 
establecimiento, resuelve las dudas que se suscitan.
5. El ap. 4 del art2 7 hace r e f e r e n d a  a métodos 
indiciarios admitiéndolos en cuanto sean aplicables en virtud de 
la legislacion interna de un Estado y este desee continuar apli- 
candolos. La redaccion del apartado 4 es suficientemente explica- 
tiva. Se toléra un sistema objetivo de determinaciôn de bénéficiés 
pero con el condicionamiento de que el resultado tiene que ser 
s ub s tancialmente el mismo que el método de contabilidad separada.
5.1. Doctrinalmente el sistema de cifra relative 
también ha contado con defensores a ultranza (1). Su apologia se 
ha centrado, en esencia, en los siguientes argumentes :
a) irracionalidad que conlleva el método de c on­
tabilidad separada al gravar a una empresa 
que, en conjunto, puede haber obtenido pér- 
d i d a s ;
b) c u m p l i m i e n t o , por el método de cifra relative, 
de las exigencies del denominado "test del 
cien por c i e n " ; es decir que la suma de los 
bénéficiés parciales que han tributado en cé­
da pais no sea superior al bénéficié obtenido 
por la empresa;
(1) Vihuales, A: "Informe sobre la Legislacion ...op.cit pâgs.
1 77 a 210.
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c) posibilidad de valorar ordenadamente las dis- 
tintas transferencias que se producer en el se-
■ no de la propia empresa;
d) valoracion de cada sucursal en base a la impor- 
tancia relative del conjunto de la empresa;
e) facilidad para combatir, a nivel fiscal, las 
practices de "dumping"; y
f) utilizacion de hipotesis objetivas en la deter­
m i n aciôn del bénéficie del establecimiento.
Tales razones se resumen en una unica idea: la empresa es 
una unidad no susceptible de fraccionamiento y el bénéficié a ella 
imputable es un conjunto sintético sin existencia real contemplado a 
nivel de sus distintas partes.
5.2. El Modelo de la OCDE opta por el sistema de con t a b i l i ­
dad separada, pero admite tembién la atribuciôn de bénéficies en ba­
se a un reparte local de los mismos. A tal posibilidad se refiere el 
ap. 4 del arts 7 cuando dispone que "lo establecido en el ap. 2 no 
i m p e d i r â " . Pero el hecho de que no se impida tal método no quiere de­
cir que éste se acepte plenamente con todas las consecuencias que su 
aplicaciôn conlleva. "El método de repuesto adoptado ha de ser tal 
que el resultado obtenido esté de acuerdo con los principios conteni- 
dos en el articule". Apunta De Juan (1) que tal condicionamiento pri­
va al método de cifra relativa de su virtualidad. El resultado tiene 
que ser el mismo -en substancia- que el de contabilidad separada, 
con lo cual queda aquél reducido a un simple método de calcule pri- 
vado de toda en su esencia y filosofia (2 ).
(1 ) De Juan, J.L.:"E1 M o d e l o  de la OCDE y su i n f l u e n c i a ...op cit. 
pâg. 236.
(2) El método de cifra relativa puede conducir a resultados muy dis- 
tintos de los que pueden producirse al aplicar el de contabilidad se­
parada. Considérese el case de una empresa con pérdidas en un pais 
pero con bénéficiés en el total de su actividad international.Por 
medio del sistema de cifra relativa pueden atribuirse bénéficies gra- 
vables en el territorio en que opere el establecimiento permanente.
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Una Question importante de determiner es la de los cri- 
terios de reparte de los bénéficiés totales de una empresa entre 
las diverses partes que la componen. El sistema de cifra relativa 
incorpora un principio cuya concreciôn se efectua mediante procedi- 
mientos o criterios de reparte del bénéficié total. Los métodos que 
implican un reparte de bénéficiés totales presentan como caracteris- 
tica comùn "la imputaciôn de una determinada proporcion' de los bé­
néficiés del conjunto de la empresa a una perte de la misma, por es- 
timar que todas sus partes han contribuido a la rentabilidad de la 
misma". Los criterios utilizados se basan en la cifra de négociés 
y las comisiones (ingresos de la empresa), en los salaries (gastos 
de la e m p r e s a ) , o en el capital circulante de la empresa atribuido 
a cada sucursal (estructura del capital e m p r e s a r i a l ). La tipologia 
empresarial (de servicios, industrial, de s e g u r o s ,e t c ...) détermina 
el criterio mas adecuado de aplicaciôn. Lo que queda por resolver 
es el método utilizable para el calcule del bénéficié total de la 
e m p r e s a .
El a p . 4 admite los métodos objetivos de reparte de los 
bénéficiés si son aplicables por la legislaciôn interna de un Estado 
y éste los sigue aplicando; es decir si se utilizan corrientemente 
aqui. El a p . 4 se refiere a tal posibilidad de utilizaciôn priori- 
taria en la primera p r o p osiciôn del precepto ("mientras sea usual en 
un Estado C o n t r a t a n t e " .
5.3. La legislaciôn espahola, hasta la Ley de 11 de junio 
de 1964, optô por el sistema de cifra relativa. El Texte Refundido 
de la Contribuciôn de Utilidades de 1922 constituyô la norma bâsica 
de r e f e r e n d a  en relaciôn con las empresas extranjeras que operaban 
en Espana. El Real Decreto de 20 de diciembre de 1924 tratô de evi- 
tar la doble imposiciôn de las Sociedades espaholas en el extranje- 
ro, mediante un sistema de exenciôn de los bénéficiés obtenidos
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fuera de Espaha, determinando éstos con arreglo a un sistema de 
cifra relativa. La Ley de 26 de diciembre de 1957 recogiô las mis-
mias réglas. La Ley de 1 964 y el Decreto de 9 de diciembre de 1 965,
e s t ablecieron el sistema de contabilidad separada, pero dejando 
subsistante el de cifra relativa en relacion con los intereses de 
obligaciones de empresas extranjeras, retribuciones de Consejeros 
de Sociedades y dividendes. La actual reforma tributaria (Leyes 
44/78 y 6 1 /7 8 ) ha supuesto una consolidacion definitiva del m é t o ­
do de contabilidad separada, aunque subsister reminiscencias del
de cifra relativa. Asi, el arte 72 de la Ley 61/78 considéra como
rendimientos obtenidos en Espana :"d) los rendimientos de valores 
mobiliarios emitidos por sociedades extranjeras con estab l e c i m i e n ­
to permanente en Espaha". Por otra parte, la letra h) del arte 19 
del nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas de 1 9 8 1 , considéra como rentas gravables en la obligacion 
real : "h)cuando se trate de sociedades extranjeras con e s t a bleci­
m iento permanente en Espaha, la parte del rendimiento total équi­
valente a la proporcion en que se encuentre el capital fiscal a- 
tribuible al e s t a b l ecimiento permanente respecto del capital fis­
cal mundial de dicha sociedad". La cuestion es si tal precepto se 
refiere al e s tablecimiento permanente, a la participation que gé­
néré los dividendos v i n cula a tal establecimiento, o a ambos .
Confusionismo y legalidad dudusa son ideas que suscita la lectura 
e interpretation de la norma.
Al margen de la temâtica international, y como dato 
c o m p l e m e n t a r i o , debe sehalarse que a pesar de la moderna o r gani­
zation territorial del Estado espahol (1), solo los conciertos
(1) cfr. arts 137 de la Constitution vigente espahola de 31 
de octubre de 1 9 7 8 .
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econômicos con Alava (aprobado por Decreto de 26 de noviembre 
de 1976) y con Navarra (recogido en el Real Decreto 2655/1979, 
de 19 de octubre) resuelven el problema de la distribution de 
los beneficios empresariales entre dos jurisdicciones tributa- 
rias : la central y la a u t o n ô m i c a .
6. El ap. 6 del arts 7 del Modelo constituye la apli­
caciôn prâctica del principio de seguridad que inspira la nego- 
ciaciôn de un Convenio international. La determinaciôn de los be ­
neficios imputables al establecimiento permanente debe efectuarse 
con arreglo al método elegido previamente : de contabilidad sepa­
rada o de raparto entre las d i v e r s a ^ a r t e s  de la empresa. Tal cri­
terio obedece a la maxima contable de que los errores de valoraciôn, 
consecuencia de la aplicaciôn de criterios imperfectos, tienden 
a equilibrarse con el tiempo. La régla establecida en el a p .6 no es 
sin embargo, absoluta. Cabe la posibilidad de optar por otro m é t o ­
do si exister "motivos vâlidos y suficientes" para ello. Dos ano- 
taciones cabe efectuar a propôsito de tal declaraciôn: a) que no
es razôn valida qje ai m  àio otro método produzca resultados mas favorables ( P - 
e j : que la proporciôn entre el pais fiscal atribuible al estable­
cimiento permanente respecto del capital fiscal mundial de la cen­
tral haya disminuido); y b) que no existe paramétré objetivo y ge­
neral que califique los motivos como vâlidos o invalides, suficien­
tes o i n s u f i c i e n t e s . La mera arbitrariedad de una de las partes 
o el perjuicio que, como consecuencia de tal mutaciôn de criterio, 
se ocasione a una de las Administraciones fiscales , constituyen, 
sin duda, motivos que invalidan,"a priori", tal variaciôn.
7 . El ap. 7 régula una materia que afecta, en general.
a los criterios o principios que rigen la atribuciôn de rentas al 
establecimiento permanente. El Modelo ha optado- por la solucion de 
la "vinculaciôn efectiva" consistante en atribuir al es t a b l e c i m i e n ­
to solo los ingresos que obtenga por el desarrollo de su actividad 
(las rentas obtenidas por la explotaciôn de una empresa), y los pro- 
ducidos por capitales vinculadas efectivamente al mismo. Este crite­
rio se recoge t a m b i é n ,æ  ]os articules que regular rentas con tipologia 
propia (dividendos, intereses y canones) sometidas a un régimen tri- 
butario especifico (d istribuciôn de potestades tributarias basada en 
retenciôn limitada en la fuente), y procédantes de p a r t i c i p a c i o n e s , 
crédites y derechos o propiedades vinculados efectivamente a un esta­
b lecimiento permanente situado en el Estado de la fuente (1).E1 ap. 7
del arte 7 del Modelo respeta la aplicaciôn de las normas especificas
references a otros tipos de rentas, cuanto éstas estén "reguladas se- 
paradamente en otros articulos de este Convenio". En tal supuesto 
"las disposiciones de aquéllos - otros articulos - no quedarân afec- 
tadas por las del présente a r t i c u l e " . Tal exclusiôn se v i n cula a los 
beneficios imputables al establecimiento permanente; éstos se cir- 
cunscriben a los que aquel obtenga como empresa distinta y separada 
y a los que se deriven de bienes o derechos afectos.Es decir, el a r t 2 
7 sôlamente se aplica a las rentas industriales y commerciales que no 
entrer en la categoria de rentas reguladas por articulos especiales 
y, a d e m â s , a los "dividendos", "intereses", y "cânones" y "otras r en­
tas" que en virtud del apartado 4 de los artss 10 y 1 1 , del ap. 3
del art5 1 2 , y del a p . 2 del a r t 2 21. caen bajo las disposiciones del
articulo 7 por estar vinculados efectivamente al e s t a b l e c i m i e n t o .El 
principio de la "vis atractiva", caracterizado por la atribuciôn al 
establecimiento de todas las rentas obtenidas en fuentes situadas
(1) Este es un tema que se analiza detalladamente en los Comenta- 
rios al ap. 4 del art^ 10 - Dividendos ; ap. 4 del arts 11 - I n tere­
ses; ap.3 del arts 12 - Cânones - ; y ap. 2 del arts 21 - Otras rentas-
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en el territorio en que esté situado, aunque no haya interveni- 
do en su obtenciôn, queda descartado. La consecuencia mas rele­
vante del abandono del principio es que el Estado de la fuente 
podrâ gravar dividendos, intereses y cânones sin las limitacio- 
nes normalmente previstos en los respectivos articulos.La legis­
laciôn interna del Estado en que se encuentre el e stablecimien­
to es la que détermina el régimen fiscal aplicable a cada uno 
de aquellos conceptos.
Los problemas que suscita la aplicaciôn del deno­
minado sistema espahol de "cifra relativa de dividendos", des- 
pués de la inserciôn en el Reglamento del Impuesto sobre las Per­
sonas Fisicas de 1981 del arts 1 9 , letra h) serân comentados al 
glosar el artG 10 - dividendos .
8 . El ap. 5 del arts 7 del Modelo de 1977, co m ­
pléta el cuadro normative de los beneficios atribuibles al es­
tablecimiento. Sin embargo tal determinaciôn se efectua negati- 
vamente , estableciéndose que " no se le atribuirâ ningùn béné­
ficié" por el hecho de que compre bienes o mercamcias para la 
empresa. Esta disposiciôn concuerda con la letra d) del ap. 4 
del arts 5 del propio Mode l o  (1). Ni la instalaciôn fija de 
négociés que sôlo compra bienes o mercancias para la empresa, 
es considerada como establecimiento permanente, ni se pueden 
atribuir beneficios a tal instalaciôn por el mere hecho de que 
efec’tue taies operaciones, El ap. 5 no se refiere a estos ben e ­
ficios que, por principio, son inexistentes pues falta el suje- 
to de imputaciôn, sino a los que pueden atribuirse a un e s t a b l e ­
cimiento auténtico que, ademâs de sus actividades propias (in-
(1) Arts 5 , ap. 4 letra d); El término "establecimiento p e r m a ­
nente" no incluye : d) el m a ntenimiento de un lugar fijo de n é ­
gociés con el ùnico fin de comprar bienes o mercancias...
dustriales o c o m e r c i a l e s ), compre bienes o mercancias para la c en­
tral. Al considerarse esta actividad como neutra, ni beneficios ni 
gastos podran adicionarse o deducirse de su cifra de négocies.
9. Los Convenios espaholes de Doble Imposiciôn se 
ajustan casi totalmente a la normativa del Convenio Modelo de 
1 963.
9.1. El principio general es el de atribuir la potes- 
tud exclusiva de gravamen en materia de beneficios empresariales, 
al Estado al que pertenezca la empresa. Tal pertenencia se r e s u e l ­
ve mediante los criterios establecidos en cada Tratado y que coin- 
ciden con los de domicilie, residencia, sede de direcciôn efectiva
u otro criterio de naturaleza anâloga. El principio general y e x c l u ­
sive quiebra, sin excepciôn, ante la existencia de un e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente site en el otro Estado Contratante.
9.2. La tributaciôn de tal establecimiento se ajusta 
a los siguientes criterios:
1 2 ) Gravamen por los beneficios que puedan atri- 
buir'se al establecimiento. Equivale a la aceptaciôn del principio 
de la "vinculaciôn efectiva" Entre taies beneficios no se computa 
en ningùn caso (constituyen la excepciôn los Convenios con Au s t r i a 
y Marruecos) los que pueden derivarse de operaciones de compra de 
bienes o mercancias para la central.
2 2 ) C o nsidéraciôn del establecimiento como e m p r e ­
sa distinta y separada. Sin embargo los tratados suscritos con Ale- 
mania, Austria, C h e c o s l o v a q u i a , Finlandia, Japôn, Noruega, Rumania, 
Suiza y Polonia iricorporan un pàrrafo referente al método de i m puta­
ciôn de una fracciôn del bénéficie de la empresa al establecimiento
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permanente. Ello équivale al reconocimiento del méto d o  de cifra 
relativa de négocies, lo cual no deja de sorprender dado que el 
a r t 2 73 ap. 3 de la Ley de 11 de junio de 1964 dérogé tal régimen 
para los ejercicios econômicos que se iniciaron en 1 de enero de 
1966 y posteriores, y que taies Convenios, salvo el de Noruega,son 
posteriores a 1966. El tratado con Bélgica (arts 7,ap.4) présenta 
cierta especialidad p o r q u e , aun reconociendo la primacia del m é t o ­
do de contabilidad separada, admite la aplicaciôn de otros métodos 
subsidiarios ; en el caso de Espaha éstos hacian r e f e r e n d a  al de 
estimaciôn por Jurados. Hoy la virtualidad de la norma, suprimidos 
estos organos, ha quedado limitada. El Convenio con Noruega (Proto­
cole Adicional) establece normas especiales para el gravamen en Es­
paha de las empresas noruegas con establecimiento permanente aqui. 
La exclusiôn de determinados conceptos (plusvalias résultantes de 
revaluaciones légales o b l i g a t o r i a s ) del bénéficié gravable del esta­
blecimiento queda suprimida en el Proyecto de Convenio actualmente 
en negociaciôn (1 ).
3 2 ) Gravamen compartido de los beneficios del esta­
blecimiento. En el Convenio con Austria, aun reconociéndose el p rin­
cipio de vinculaciôn efectiva, taies beneficios sôlo se gravan en 
el Esrado de la fuente
(1 ) El Convenio hispano-francés de Doble Imposiciôn sobre la Renta 
y Succesiones de 8 de enero de 1963, en su Protocole Adcional , 
ap. A), establecia normas especiales para la aplicaciôn del sistema 
de cifra relativa de négocies y respetaba lo dispuesto a taies efec- 
t o s , en el Convenio hispano-francés de 18 de mayo de 1926. En r ela­
ciôn con este Tratado de 1926, puede analizarse la Resoluciôn del 
Tribunal Econômico A d m i n i s t r a t i v e  Central de 17 de octubre de 1952, 
referente a la C ontribuciôn sobre Utilidades de la Riqueza Mobilia- 
ria. (esta Resoluciôn puede encontrarse en la Revista de Derecho 
Financière , ns 9 de 1953, pâg. 120 n 2 43 de la Crônica de Juris- 
prudencia.
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4-2 ) Deduccicn, en todo caso, de los gastos realiza- 
dos para los fines del establecimiento, comprendidos los de 
direcciôn y générales de a d m i n i s t r a c i ô n . Salvo en los Convenios 
con Austria, Bélgica, Finlandia, Portugal y Suiza no se requ i è ­
re exprcsamente su d e m o s t r a c i ô n . E3 Convenio con Italia (Proto­
cole ap. 1 ) entiende como gastos para los fines del estableci­
miento, los directamente afectos a su actividad.
5-) Permanencia del método aplicado en el calcule de 
los beneficios imputables al establecimiento en todos los T r a t a ­
dos que admiten el sistema de cifra relativa : v.gr. Alemania, 
Austria, Checoslovaquia, Finlandia, Japôn, Noruega, Rumania, 
Suiza y Polonia. Ademâs, los Convenios con Canadâ, Reine Unido 
y Suecia incluyen la misma clâusula a pesar de que sôlo se re- 
fieren al l'égimen de contabilidad separada. La explicaciôn mâs 
lôgica es que la alusiôn a tal permanencia conserva cierto valor 
en la imputaciôn de gastos de direcciôn y générales de adminis- 
t r a c i ô n .
9.3. El Convenio con Austria ofrece la particularidad 
de que aplica las disposiciones del a r t 2 7 "a las rentas o b t e n i ­
das por un cuenta participe en una cuenta de participaciôn aus- 
t r i a c a " . El precepto se refiere expresamente a la renta obtenida 
por la participaciôn de una "silent partnership" (participaciôn 
capitaliste) creada segûn la Ley de aquel pais. La razôn de tal 
norma estriba en una especialidad de la Ley austriaca que e s t a ­
blece un tratamiento juridico distinto para las dos modalidades 
de aquella figura : la que propiamente puede denominarse tal,
(la "genuina"), y la que no merece tal calificaciôn (la "no ge- 
n u i n a " ). En el primer supuesto el socio capitalista ("silent") 
p a r ticipa sôlo con su capital; en el segundo, dicho socio par-
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ticipa, también , en las réservas ocultas y en el valor comercial 
de la empresa. De acuerdo con las normas v i g e n t e s , en el primer 
caso, las rentas del socio capitalista derivan de la propiedad 
mueble; en el segundo , de una actividad empresarial: v.gr. agri- 
cola, forestal, profesional i n d e p e n d i e n t e , industrial o comercial. 
El Convenio en el arts 7 ap. 7 se refiere genéricamente a las cuen- 
tas en participaciôn, con independencia del tratamiento que el so­
cio c apitalista pueda tener en el âmbito del Derecho Interno aus- 




NAvEGACIOu MARITIMA, INTERIOR Y AEREA,
1. Los beneficios procedentes de la explotaciôn de buques o ae- 
ronaves en trèfico internacional sôlo pueden someterse a imposiciôn 
en el Estado Contratante en el que esté situada la sede de direcciôn 
efectiva de la empresa.
2. Los beneficios de la explotaciôn de embarcaciones dedicadas 
al transporte por aquas interiores sôlo pueden someterse a imposiciôn 
en el Estado Contratante en el que esté situada la sede de direcciôn 
efectiva de la empresa.
3. Si la sede de direcciôn efectiva de una empresa de naveqaciôn  
o de una empresa dedicada al transporte por aquas interiores estuvie- 
ra a bordo de un buque o embarcaciôn, se considerarà que se encuentra 
en el Estado Contratante donde esté el puerto base de los mismos, y 
si no existiera tal puerto base, en el Estado Contratante en el que 
resida la persona que explote el buque o la embarcaciôn.
4. Las disposiciones del pàrrafo 1 se aplican también a los bene­
ficios procedentes de la participaciôn en un "pool" en una e x p lota­
ciôn en comùn o en un organisme internacional de explotaciôn (a).
1. Una de las cuestiones que llaman la atenciôn en el Modelo 
de la O.C.'D.E. es la separaciôn normativa que se establece entre los
(a) Coincide en sus très primeros apartados con el a r t 2 8 del Convenio 
Modelo de la O.C.D.E. de 1963. El a p . 4 no figuraba en éste.
■_ 1
articulos 7 y 8 , dedicado el prlmero al tratamiento, en gene­
ral, de los "beneficios empresariales", y el segundo a la "nave- 
gacion m a r i t i m a , i n t e rior?aérea". Tal distinciôn se justifica por­
que la actividad de navegacion, sin dejar de ser empresarial, 
présenta aspectos que reclaman un tratamiento "sui generis" (1 ), 
y porque las pautas de atribuciôn de la soberania tributaria di- 
fieren en uno y otro caso. El arts 7 sigue el criterio del gra­
vamen exclusive en el Estado de residencia del explotador de la 
empresa. Pero el arts 8 utiliza un criterio mâs restrictive . 
Atribuye la potestad tributaria el Estado en que se encuentra 
la sede de direcciôn efectiva de la empresa. Vincula la facul- 
tad exclusiva de gravamen a la direcciôn empresarial (centrali- 
zaciôn de gestiôn administrativa y direcciôn de los négociés), 
con independencia de que esta coincida o no con la residencia 
juridica de la Empresa. Este criterio soslaya multitud de pro­
blemas. La imposibilidad de tener varias sedes de direcciôn si- 
m u l t â neamente,impide surjan dificultades que se suscitan de a- 
daptarse por ejemplo, el criterio de la matriculaciôn de los 
buques o aeronaves o el de la residencia de la empresa.Es sinto- 
m âtico que el Modelo en su arts 4 , apartado 3, solvente los pro­
blemas de doble residencia de las personas juridicas, acudiendo 
al criterio de la sede de direcciôn efectiva. Esto no obsta a 
que, en determinados c a s o s , los Estados C o n t r a t a n t e s , opten por 
el de la residencia, o bien acuerden una aplicaciôn combinada 
de a m b o s .
Otra caracteristica del tratamiento juridico-econômico
(1 ) Dicho tratamiento se refleja en la especialidad de los precep- 
tos que regulan los regimenes de tributaciôn de los beneficios ob­
tenidos por el ejercicio de tal actividad, retribuciones de los 
trabajadores d e p e n d i e n t e s , las ganancias de capital y el patrimo- 
nio (cfr. artss 8,13,15 y 22 del Convenio Modelo).
_ 1 7 Q -
de actividad de navegacion, es que la facultad de gravar que se 
concede al Estado donde radica el establecimiento permanente de 
una empresa residente del otro Estado Contratante, no se reconoce 
en este caso. La Empresa de navegacion es considerada como un to­
do unitario al cual sirven los establccimientos que dicha empresa 
tenga en los Estados a los que llegue o alcance el trâfico i n t e r ­
nacional. Distinto es que el establecimiento se utilice para otras 
actividades ademâs de las de navegacion.
2. El articulo 8 del Modelo no especifica quien p u e ­
da ser el explotador de la actividad. Sôlo détermina el Estado fa- 
cultado por gravar los beneficios procedentes de la explotaciôn 
de buques o aeronaves en trâfico internacional, y de embarcaciones 
dedicadas al transporte por aguas interiores. El empresario puede 
ser una persona fisica o juridica. No se trata de una actividad 
que exija una especial forma juridica para su e x p l o t a c i ô n .Sin em­
bargo, el activo necesario para su ejercicio supone tal inversiôn 
que dificilmente una persona fisica serâ titular de una tal e m p r e ­
sa. El Modelo, tâcitamente, piensa en una persona juridica. El 
criterio por el que opta para atribuir la potestad de gravamen es 
el mismo que el fijado para resolver los problemas de doble r e s i ­
dencia en el caso de personas juridicas.
El dato objetivo es que se trate de beneficios o b t e n i ­
dos en trâfico internacional o en el transporte por aguas i n t e r i o ­
res. "Trâfico internacional", significa todo transporte efectuado 
por un buque o aeronave explotado por una empresa cuya sede de d i ­
recciôn efectiva esté situada en un Estado C o n t r a t a n t e .(1).
(1> cfr. arts 3. ap. 1 Letra d) del Modelo de, 1 977.
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Esta es la definiciôn que da la OCDE. Sin embargo,no refleja tal 
i n t e r n a c i o n a l i d a d . Este concepto implica la conexiôn de dos o mâs 
Estados i n d e p e n d i e n t e s ,y en el caso présente no aparece tal elemento 
tipificador. Es en la segunda parte de la definiciôn cuando, por 
interpretaciôn a "sensu contrai'io" , se deduce que aquel trâfico 
es el que se efectua entre puntos situados en dos o mâs Estados; 
pees no es tal el efectuado entre localidades situadas en un m i s ­
mo Estado. En este caso la tributaciôn corresponde al Estado d o n ­
de radiquen los citados puntos. Otra precisiôn a efectuar es la re­
ferente a la inadecuaciôn del término, "trsfico internacional" para 
définir la actividad de transporte. Esta équivale a la substancia; 
aquel constituye la forma. Considère que hay una inversiôn de tér- 
m i n o s ; el Convenio de Navegaciôn suscrito con Argentina solventa 
este problema (1 ).
Los beneficios también pueden provenir de la e x p l o ­
taciôn de embarcaciones dedicadas al transporte por aguas i n t erio­
res. El precepto suscita la duda de su âmbito. El hecho de apare- 
cer desglosado del apartado 1 , relativo al tr&fico internacional, 
sugiere que se trata de un transporte interior efectuado entre pun­
tos situados en un mismo Estado. Sin embargo, el diferente encua- 
dre se justifica por la dificultad de que el transporte por aguas 
interiores se realice por aeronaves y porque el apartado alude a 
un trâfico' internacional especifico; al que se realiza con e m b a r ­
caciones en los casos en que dæ puises estân comunicados por aguas 
interiores (v.gr. rios, lagos, etc). Considère que con i n d e p e n d e n ­
cia de que una aeronave pueda efectuar tal tipo de transporte 
acuâtico (h i d r o a v i o n e s ), el apartado 2 del art? 8 implica una amplia- 
Ciôn de los supuestos a los que es de aplicaciôn la normativa del 
trâfico internacional, o, por lo menos, su redacciôn actual desglo- 
sada induce a tal c o n s i d é r a c i ô n .Los Comentarios de la OCDE confirman
(1) cfr. art? 2 letra c) del Convenio todavia no en vigor.
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esta opinion, pues dice que "la disposiciôn no sôlo se aplica 
a los transportes por vias navegables entre dos o mâs paises, 
sino igualmente a los transportes por via navegable que sean 
efectuados por una empresa de un determinad^ pais entre dos 
puntos situados en otro pais". La internacionalidad, en este ca­
so , no proviene del transporte en si, sino del hecho de que la 
explotaciôn se efectua por una empresa perteneciente a otro Es­
tado.
3. El articulo no délimita su âmbito objetivo. 
Utiliza las fôrmulas de "los beneficios procedentes de la explo­
taciôn de buques o aeronaves en trâfico internacional", y de "los 
beneficios de la explotaciôn de embarcaciones dedicadas al trans­
porte por aguas interiores". El apartado 4 extiende el âmbito a 
los beneficios procedentes de participaciones en regimenes comu- 
nitarios de explotaciôn : v.gr. "pool", explotaciôn en comùn u 
organismo internacional de explotaciôn. Deben diferenciarse ,pues 
dos conceptos: los beneficios en si, y las modalidades de su ob­
tenciôn .
3.1. Los beneficios que una empresa dedicada al trans­
porte internacional puede obtener son los derivados del transporte 
de personas o mercancias. La fôrmula utilizada por el Modelo es 
mâs genérica. Détermina el régimen juridico aplicable a los resul­
tados (beneficios obtenidos) pero no especifica las fuentes concre- 
tas de las que proceden. Dato bâsico es que se trata de la explota­
ciôn de un buque o aeronave. En sus Comentarios la O.C.D.E. consi­
déra que la restricciôn que supone restringir la aplicaciôn del 
precepto a los beneficios procedentes cfe aqjeltnâfiœ iuplica sérias li- 
mitaciones no acordes con el régimen general de actuaciôn en este 
âmbito'. Por ello, como ejemplo, considéra asimil.ables los benefi-
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cios derivados del arrendamiento de un buque o aeronave completa- 
mente armado y equipado, y del ejercicio de determinadas activida­
des complementarias, (venta de billetes de pasage, explotaciôn de 
los servicios de autobus entre la ciudad y el aeropuerto, explota­
ciôn de un hotel que proporcione alojamiento no habituai a los pa- 
sajeros en transite, etc)
Uno de los temas que plantea problemas en la doctri- 
na internacional y en las Administraciones de los paises, es el re­
ferente al régimen de tributaciôn de los c o n t e n e d o r e s , pues juegan 
un papel creciente en el transporte internacional. El Grupo de Tra- 
bajo n? 1 del Comité de Asuntos Fiscales de la O.C.D.E. ha dedicado 
ùltimamente, especial atenciôn al problema. En el mismo sentido se 
citan los esfuerzos del Institute de Arrendadores Internationales 
de Contenedores (Institute of International Container Lessors, 
Ltd-IICL). La dificultad de encaje juridico se plantea cuando los 
contenedores pertenecen a persona distinta de la que efectua el 
transporte. Si pertenecen a tal empresa su uso y explotaciôn no 
constituye actividad separada, sino un elemento material que faci­
lita el transporte de las mercancias. Si su explotaciôn se efectua 
en régimen de arrendamiento y por empresa distinta de la del trans- 
portista, el problema es el de la calificaciôn juridica de tal ac­
tividad, pues de ello depende su encuadre en uno y otro precepto 
del Modelo y por tanto su régimen fiscal. Caben très p o s i b i l i d a d e s : 
que se considéré como actividad de transporte; que se estime no 
ofrece rasgos merecedores de calificaciôn juridica especial,y que 
se intégré en el concepto de cânones como supuesto de arrendamiento 
de equipo idustrial. La primera soluciôn équivale a otorgar la po­
testad tributaria al Estado en que se encuentre la sede de d i r e c ­
ciôn efectiva de la empresa arrendadora. La segunda, a aplicar el 
régimen general de los beneficios empresariales , y por lo tanto, 
su gravamen en el Estado de residencia del arrendador. La tercera.
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a facultar al Estado de la fuente (donde résida el a r r e n d a t a r i o ) 
o compartir el gravamen de los beneficios (1). Descartada la pri­
mera de las soluciones apuntadas queda optar por una u otra restan­
tes. El problema estriba en la interpretaciôn de los términos "e- 
quipo industrial". Los paises que gravan en la fuente los canones 
optan por una interpretaciôn gramatical basada en la considéraciôn 
objetiva y aislada del bien arrendado. El "container" forma parte 
del equipo industrial; es, de hecho, equipo industrial, y su en­
cuadre juridico comercial cae dentro del art? 1 2 , canones.Los pa i ­
ses cuya filosofia tributaria descansa en el principio de la I'esi- 
dencia, consideran el arrendamiento como un supuesto mas de activi­
dad empresarial, sin que quepa otro régimen juridico que el general 
aplicable en el art? 7 a los beneficios empresariales. Otras solu­
ciones son : que los Estados Contratantes acuerden expresamente 
que las cantidades derivadas del arrendamiento de un "equipo indus­
trial o comercial" se consideran beneficios empresariales, y que 
califiquen como tal sôlo los que se deriven del ejercicio habitual 
de la actividad. Sin embargo, la primera restringe el âmbito de a- 
plicaciôn de los Cânones; se mutila parcialmente su contenido.La 
segunda supone una contradicciôn lôgica, pues es dificil pensar en 
una empresa cuyo activo lo constituyen los contenedores, su objeto 
social el arrendamiento de éstos, y no se ejerza habitualmente la 
actividad.
Espaha se réserva el derecho de proponer en sus nego- 
ciaciones bilatérales que el alquiler de contenedores, incluse a 
titulo complementario o accesorio, se considéré actividad distinta 
del transporte m a r itime y aéreo, excluida del campe de aplicaciôn
(1 ) En el Modelo de la O.C.D.E., la opciôn por una u otra de taies 
soluciones determinaria aplicar, r e s p e c t i v a m e n t e , los articulos 8 ; 
5 y  7 ; ô 1 2 .
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del articulo 8.(1). E x c e p c i o n a l m e n t e , el Convenio con Polonia com- 
prende los beneficios derivados de explotar en trâfico i n t e rnacio­
nal contenedores, ya se trate de trâfico maritime, aéreo, por 
ferrocarril o por carretera (Protocole Ad. al art? 8 ).
3.2. Los beneficios empresariales pueden obtenerse 
aisladamente o por la participaciôn en una de las modalidades de 
cooperaciôn internacional. Esta, se basa en la coordinaciôn y 
ayuda necesarias por al e.iercicio de una actividad (bâsicamente 
la navegaciôn aérea) que comporta grandes riesgos y énormes in- 
versiones. Dificilmente se encontrarâ una empresa que no esté 
integrada en una de taies opciones de explotaciôn conjunta. Pero 
el impuesto sôlo afecta a la parte correspondiente a la proporciôn 
o porcentaje de participaciôn en aquélla.
4. La exégesis del art? 8 se compléta con el anâ- 
lisis de las dos siguientes cuestiones : consecuencias juridicas 
del gravamen de los beneficios de la explotaciôn de buques o aero­
naves en un Estado, y d eterminaciôn del Estado en que radica la se­
de de direcciôn efectiva si ésta se localize a bordo de un buque 
o embarcaciôn.
4.1. El articulo ,8 es muy concrete en la atribuciôn 
de la potestad tributaria. Los beneficios procedentes del ejerci­
cio de la actividad de navegaciôn, sôlo pueden someterse a impo­
siciôn en el Estado Contratante en el que esté situada la sede de 
direcciôn efectiva de la empresa. Al atribuir la potestad a uno 
sôlo de los Estados se excluye "per se" la doble imposiciôn juri-
(1) En el Comentario al art? 12 - Cânones- se vuelve a tratar el . 
tema.
- 185 -
dica. La utilizacion del adverbio "solo" excluye "a priori" el gra­
vamen de uno de los Estados atribuyendo tal facultad al otro.Tal a- 
tribucion corresponde al Estado en que radica la sede de direcciôn 
efectiva de la empresa. Otros supuestos en que también se sigue 
idéntico criterio estân ligados a la navegaciôn (1 ).
4.2. La atribuciôn del gravamen exclusive al Estado de 
situaciôn de la sede, exije que se establezcatj regl5s précisas para 
el caso extraordinario de que tal sede esté a bordo de un buque o 
embarcaciôn. El apartado 3 del art? 8 détermina dos criterios alter­
natives y j e r a r q u i z a d o s : el puerto base del buque o embarcaciôn o 
la residencia del empresario. Una observaciôn sugiere el precepto: 
que no se prevé que la sede de direcciôn esté a bordo de una aero­
nave. El pragmatisme ha inspirado la norma, pero ^seria factible 
pensar en un aeropuerto base?.Puerto base, équivale a puerto de a- 
traque, de a b a n d e r a m i e n t o , de matriculaciôn? o a puerto que cons­
tituye el habituai y normal punto de partida y/o retorno?. En todo 
caso, puerto y/o aeropuerto base pueden tener una misma significa- 
ciôn y desempehar las mismas funciones.
En defecto de puerto base, la sede de direcciôn efec­
tiva se localiza en el Estado de residencia del empresario. Tal re­
sidencia, en el caso.de personas juridicas, coincide con el Estado 
en que la Sociedad se ha constituido octnde se encuentre su domicilie. 
En el caso espahol estos dos serân los criterios utilisables; el ter- 
cero invocado por el art? 9 de la Ley de Sociedades de 1978 para atri­
buir la residencia (sede de direcciôn efectiva) origina una contra­
dicciôn de imposible resoluciôn, pues falta el elemento final d é f i ­
ni t o r i o .
(1) cfr. Art? 13,ap. 3): ganancias de capital derivadas de la enaje- 
naciôn de buques o aeronaves explotados en trâfico internacional o 
en aguas interiores ; y art? 2 2 , patrimonio constituido por taies 
•elementos, o bienes muebles afectos a la precitada exploLaciôn.
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5. La regulaciôn espahola de la tributaciôn de las 
entidades de navegaciôn dedicadas al transporte internacional, 
ofrece una variedad caracterizada por su complejidad y disper- 
siôn. Junto a los Convenios de doble imposiciôn, générales o es­
peciales, estân los Convenios de Transporte Aéreo, y los Acuer- 
dos de exenciôn por r e c i p r o c i d a d . Por otra parte, algunos Con­
venios de doble imposiciôn especiales se refieren sôlo a la na ­
vegaciôn aérea, y uno, e x c l u s i v a m e n t e , a la navegaciôn mariti- 
m a . Ademâs los criterios y pautas recogidos en taies instrumen­
tes juridicos varlan tanto que es prâcticamente imposible su 
exposiciôn uniforme.
5.1. Los Convenios de doble imposiciôn de carâcter 
general, es decir los relatives a todo tipo de rentas y p a tri­
monio, recogen un articulo (1) sobre "Navegaciôn maritima y aé­
rea". Sin embargo, el âmbito objetivo varia en algunos casos. 
sôlo los Convenios con Austria ,Noruega y Portugal contemplan 
la navegaciôn por aguas interiores. Salvo el caso de Portugal 
serme escapa el interés de la clâusula en los otros dos supues­
tos, a no ser que se prevea el ejercicio de tal navegaciôn en ­
tre puntos situados en uno de los paises por una empresa con 
sede de direcciôn efectiva en el otro. Este tipo de transporte 
obtiene un tratamiento especial en los Convenios suscritos con 
Canadâ, Reinn Unido Y Rumania. En el caso canadiense, el art? 
VIII ap. 2) atribuye la facultad de gravar al Estado en que se 
encuentren dichos puntos . El Convenio con el Reino Unido (art? 
8,ap.1) y con Rumania (art? VIII ap.2) concede una potestad com- 
p artida al Estado en que aquéllos radican.Sôlo dos Convenios, de 
Polonia y Rumania, recogen el transporte efectuado por vehiculos 
terrestres, e incluso, en el primer caso el realizado por ferro­
carril .
(1 ) En todos los Convenios dicho articulo corresponde al
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El criterio para la atribuciôn de la soberania t r ibu­
taria descansa en la sede de direcciôn efectiva (1). La facultad 
de gravamen sôlo corresponde al Estado en que se encuentre ésta. 
Constituyen una excepciôn los Convenios suscritos con C a n a d a , J a ­
pôn, Reino Unido y Suecia. En todos ellos se modifica el criterio 
expuesto dando entrada al criterio de residencia. La fôrmula u t i ­
lizada en estos casos, salvo en el delReino Unido, es la general 
de "una empresa de un Estado C o n t r a t a n t e " .Es decir, no se dice 
que los beneficios se atribuiràn al residente, explotador de la 
actividad, sino a la empresa del Estado Contratante. Esto c o n l l e ­
va determinar que es "empresa de un Estado Contratante". Tal es 
la explotada por un residente del Estado considerado. Los casos 
de posible doble residencia se resuelven con arreglo a las reglas 
contenidas en los propios Convenios (2).
El caso de que la sede de direcciôn efectiva esté a 
bordo de un buque o embarcaciôn se recoge en algunos Convenios; 
v.gr. con Alemania (3), Austria, Bélgica, Brasil, Checoslovaquia, 
Dinamarca, Francia, Italia, Noruega, Paises Bajos, Portugal ; los 
de Marruecos y Polonia contienen igual clâusula.En todos los ca ­
sos, salvo el de Noruega, la sede de direcciôn efectiva se loc a ­
liza en el Estado en que estâ el puerto base,y, en su defecto, 
donde reside el explotador. En el Convenio con Noruega varia la 
calificaciôn del puerto ya que se utiliza la denominaciôn de 
"puerto de atraque",^ diferentes palabras utilizadas en la traduc- 
ciôn para aludir al mismo concepto?....
El régimen tributario aplicable a los beneficios ob ­
tenidos en una explotaciôn internacional comùn se contiene en 
todos los Convenios, excepto en .el de Alemania, Austria, Finlan-
(1) El Convenio con Alemania es el ùnico que define la "sede de 
direcciôn e f e c t i v a " ;por tal se entiende el lugar donde se e n c u e n ­
tra el centre de direcciôn general de la empresa(art? 3 a p .1 h)
(2) Art? 4 ap. 3 del Convenio con Canadâ.
Art? 4 ap. 3) del Convenio con Japôn.
Art? 4 a p . 3)del Convenio con el Reino Unido.
Art? 4 a p . 4)del Convenio con Suecia.
En los comentarios al art? 4 se comentan ampliamente estos extremes
(3 ) art? 3 ap. 1 ,h)
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dia y Paises Bajos. El Convenio con Dinamarca (apartado II del 
Protocole,Ad. al art? 8 ) especifica que "las disposiciones del 
n ù m .1 del art? 8 se aplicarân los beneficios obtenidos por la 
organizaciôn de transporte aéreo danesa, noruega y s u e c i a , Scan­
dinavian Airlines System (SAS) pero sôlamente - por To cue r es­
pecta a los beneficios o ganancias obtenidas por el socio danés 
en SAS - en proporciôn a su participaciôn en la organizaciôn".
La misma régla, aùn cuando, referida a A.E. Aerotransport (ABA) 
socio sueco de Scandinavian Airlines System,se contiene en el 
Convenio con Suecia (art? 3, a p . 3).
Los beneficios del ejercicio de la actividad de 
navegaciôn se someten al régimen tributario general del pais 
al que se atribuye la potestad exclusiva de gravamen. La posibi­
lidad de que en algûn caso se susciter problemas de i n t e rpreta­
ciôn en cuunto a la incidencia de tributes que afectan , no a 
los beneficios en si, sino a radiaciôn de las empresas, ha deter- 
minado que algunos Tratados concreten el âmbito objetivo del 
Convenio, al tratar de estas rentas. El Convenio con Francia 
(art? 8 , a p . 4) exime aqui y en Espaha, respectivamente, del Im­
puesto de patente y del Impuesto de radicaciôn. El Convenio con 
Japôn, (Protocole,Ap.3) exime a las empresas espaholas del Im­
puesto japonés sobre empresas.
La ùnica precisiôn que se contiene en los Convenios 
en cuanto al titulo juridico con que actua el empresario, se con­
tiene en el Convenio con Polonia.Su art? 8 ,a p .1 dispone que la 
titularidad de los elementos materiales por medio de los cuales 
se ejerce la actividad, puede serlo en régimen de propietario o^de 
arrendatario.
5.2. Espaha tiene firmadcs otros Convenios de doble 
imposiciôn pero que regulan especificamente la " n a v e g a c i ô n " .En
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los casos de Chile y EEUU el âmbito es mâs restringido pues solo 
afectan, respectivamente, a la navegacion aérea y a la maritima.
Los Convenios con Argentina, Irlanda, Sudafrica, y Venezuela abar- 
can ambos tipos de navegacion.
Ninguno de estos Tratados alude a la navegacion por 
aguas interiores, pero el âmbito objetivo de las actividades inclui- 
das en el Convenio se amplia considerablemente en los de Chile y V e ­
nezuela. En el primer caso (art? Ill, pàrrafo tercero) se aplica el 
régimen general a "las rentas y beneficios procedentes de activida­
des vinculadas a la navegacion aérea".En el de Venezuela (art? 2?, 
ap.b), el ejercicio de la navegacion maritima o aérea, comprende 
"cualquier otra actividad preparatoria, auxiliar o complementaria 
r e l a cionada con el mismo". Los problemas de interpretaciôn de estos 
preceptos, expresados de forma tan amplia y ambig'ua, no escapan al 
comentarista. Lo expuesto anteriormente en el punto 3.1., en cuanto 
a los contenedores es aplicable aqui.
En estos Convenios se amplia la definiciôn relativa 
la actividad de navegaciôn (se comr.r e u d e . en ésta el transporte in­
ternacional por aire o mar de p e r s o n a s , ganado, pesca, correo o m e r ­
cancias) y el titulo juridico que vincula al empresario con los bie­
nes objeto de explotaciôn (éste puede actuar como propietario, fleta- 
dor o arrendatario de los buques o aeronaves).
La obtenciôn de beneficios en regimenes de partici­
paciôn comùn internacional se prevé en los Convenios con Chile, Ir­
landa, Argentina y Venezuela. EEUU y Sudâfrica constituyen la excep­
ciôn .
Destacable es que el criterio de atribuciôn de la po­
testad tributaria se basa en la residencia del empresario. Los Con­
venios aluden g e néricamente a los beneficios obtenidos por una "em­
presa de un Estado Contratante". Los de Irlanda y Sudâfrica se re­
fieren expresa y p a t r o n imicamente a las empresas de cada uno de los 
paises. La residencia de las empresas se délimita con arreglo a los 
criterios establecidos en cada legislaciôn nacional. Los casos de do­
ble residencia se resuelven en los Convenios con C h i l e ,Argentina y
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Venezuela, acatando el principio de la sede de direcciôn e f e c t i ­
va. Los Convenios con Irlanda y Sudâfrica introducer conceptos 
nuevos y de aplicaciôn problemâtica ya que "empresa" équivale 
a empresa pûblica [empresa explotada por el Gobierno de Espaha
- caso de Irlanda, art? l?.ap.a) - o empresa del Estado espahol
- caso de Sudâfrica, art? 1 ap.3] o a empresa explotada por p e r ­
sona fisica o sociedad privadas. En este ùltimo caso los c r i t e ­
rios utilizados para determinar la residencia son parciales y 
confuses. Se recurre a su constituciôn exigiendo al tiempo que 
sean administradas y controladas - Irlanda - o administradas y 
dirigidas - Sudâfrica - en el respective territorio.
La técnica juridica utilizada para determinar el 
régimen juridico de los beneficios obtenidos, salvo los casos de 
Chile, Argentina y Venezuela, no ha side la adecuada en un Conve­
nio de doble imposiciôn. Su funciôn es la de atribuir, exclusiva 
o c o m p a r t i d a m e n t e , la potestad tributaria, y no la de declarar 
una exenciôn reciproca, aùn cuando puede argüirse que los efec- 
tos prâcticos del gravamen en un sôlo Estado equivalen a la exen­
ciôn en el otro. Las normas juridico fiscales y la doctrina e s p a ­
holas tienen , no obstante, perfectamente delimitados los c o n c e p ­
tos de "exenciôn" y "no sujeciôn" impositivas.
Merece renglôn aparté el Canje de Notas, constituti- 
vo de Acuerdo, con EEUU. Data de 1930 y estâ vigente. No ha sido 
denunciado ni sustituido por otro. Su âmbito es mâs restringido. 
Abarca sôlo la navegaciôn maritima.El acuerdo détermina, en rela­
ciôn con Espaha, que "los beneficios de los ciudadanos espaholes 
que consistan exclusivamente en ganancias derivadas de operaciones 
de buques abanderados en Espaha, estarân exentos de tributes en 
los Estados Unidos por las leyes de este pais, y especialmente en 
relaciôn con lo expuesto por Vuestra Excelencia en su Nota de 26 
de septiembre de 1929, respecto al caso de la Compahia Trasantlân- 
t i c a " . El hecho de que, e s p e c i f i c a m é n t e , se refiera a la Compahia
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Trasat l à n ^ i c a  no restringe la generalidad que del mismo cabe 
predicar. Inicialmente se refiere genéricamente a les b é n é f i ­
cies de les ciudadanos espanoles. Solo dos observaciones desta- 
cables : que se refiere a "ciudadanos" y que los bucues deben 
estar " a b a n d e r a d o s " . La alusiôn a la ciudadania (v. nacionali- 
dad) es una constante en la trayectoria tributaria estadouniden- 
se. Precisamente este pais se réserva, en relaciôn con el arts 
1 del Modelo (centrado en el principle de la residencia) el de-, 
recho de someter a imposiciôn a "sus ciudadanos" con independen- 
cia de las disposiciones del Convenio. El hecho de que los bu- 
ques deban estar abanderados en Espana élimina el problema de 
fraccionar el bénéficié obtenido por elementos de transporte, 
en el supuesto de que tal abanderamiento pudiera efectuarse en 
diferentes Estados.
El Canje de Notas no contiene mas que referencias 
tributarias, se echan en falta las rentantes rùbricas o aparta- 
dos que constituyen el contenido normal de un Convenio de este 
t i p o .
5.3. Los Convenios de Transporte Aéreo no cons­
tituyen Convenios fiscales en sentido estricto. Regulan bâsica- 
mente el régimen comercial de tal actividad, aunque incluyen nor- 
mus de exenciôn fiscal referidas a la imposiciôn indirecta -(de- 
rechos de aduanas ) - a la parafiscalidad - (derechos portuarios)* 
y a veces, incluse, al régimen tributario de los bénéficiés ob- 
tenidos por el ejercicio de la navegaciôn.
Constituyen una manifestaciôn de la que podria 
denominarse "fiscalidad convencional international". Su modelo 
hay que buscarlo en el Apéndice 3 - Clâusulas comunes para acuer—  
dos bilatérales - al Convenio Internacional de Aviaciôn Civil de 
Chicago de 7 de diciembre de 1944, ratificado por Espana el 21
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de febrero de 1 947 (1 ). Dicho . Convenio derogô las Convenciones de 
Paris y de la Habana de 13 de octubre de 1919 y 20 de febrero de 
1 9 2 8 , r e s p e c t i v a m e n t e .
5.3.1. La clausula de exenciôn de la imposiciôn so­
bre bénéficiés se contiene sôlo en alguno de Convenios de T r a n s ­
porte Aéreo suscritos por Espana. Considerando los diverses i ns­
trumentes juridicos existentes en Espana para evitar la doble im ­
posiciôn se puede confeccionar el siguiente escuema:
A) Convenios de Transporte Aéreo Con clausula de e x e n ­
ciôn :
a) Convenios actualmente vigentes : los suscritos ccn 
C o l o m b i a ,Costa de Marfil, Cuba, Gabôn, Hungria, 
Jordania, Liberia, Paraguay, Polonia, Tunez,
URSS y Uruguay.
b) Convenios que quedarân derogados en relaciôn 
con la materia fiscal: Polonia. Actualmente el 
C onvenio de doble imposiciôn suscritos con es­
te pais esta pendiente de un trâmite a d m i n i s t r a ­
tive. La norma especial y posterior derogarâ
la norma anterior relativa a la misma materia.
c) Convenios que han supuesto la derogaciôn de d i s ­
posiciones juridicas existentes de inferior r a n ­
ge : Cuba y Uruguay. La Orden Ministerial de 7 
de febrero de 1966 otorga , en régimen de reci- 
procidad , la exenciôn por el Impuesto de Socie- 
dades a las entidades de navegaciôn aérea r é s i ­
dantes de Uruguay. La Orden Ministerial de 20 de 
febrero de 1 9 6 8 , establece igual trato en r e l a ­
ciôn con las entidades c u b a n a s . Ambas d i s p o s i ­
ciones deben considerarse derogadas y sustituidas 
por el Convenio.
(1 ) BOE del 24 de febrero de 1947.
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Convenios de Transporte Aéreo SIN clausula de exen­
ciôn :
Estos supuestos no tienen relevancia a nuestros e- 
fectos;,. pero sirven para completar el esquema.Si 
existe Convenio de doble imposiciôn (p.ej. Japôn) 
o una Orden Ministerial que establezca, en régimen 
de r e c i p r o c i d a d , taies exenciones (p .e j . Kuwait, 
EEUU, Méjico, etc) no se plantea problema. En los 
casos en que no exista ninguno de estos instrumen- 
tos (Convenios de Doble Imposiciôn u Orden M i n i s ­
t e r i a l ) , Espana no tiene resuelto, por el hecho de 
haber suscrito un Convenio de Transporte Aéreo Co ­
mercial, el problema de la doble imposiciôn que in- 
eide sobre las empresas espaholas que vuelen a 
aquellos paises. Sôlo la aplicaciôn, en tal caso, 
de las medidas unilatérales contenidas en nuestra 
legislaciôn interna (1 ) resuelve el problema de 
las empresas espaholas.
5.3.2. Las clâusulas que, en los Convenios de T r ans­
porte Aéreo, concedenla exenciôn de impuestos directes no es uniforme, 
aun cuando exister notorias similitudes.
Adolecende falta de precisiôn y técnica juriaicas.
Se otorgan exenciones cuando el Convenio debe limitarse a distribuir 
soberanias tributarias. El Convenio con Colombia atribuye exclusiva- 
mente la potestad tributaria al Estado de la residencia o domicilie 
principal. Mas destacable es que en varies de los Tratados(con Colom­
bia, Gabôn,, Liberia, Paraguay, Polonia, Tunez y la URSS) la exenciôn 
se concede, en base al p r i n ciple de reciprocidad. ^Cuâl es entonces 
el sentido del Convenio?.^Tal condicionamiento no es mas propio de 
una norma unilateral g interna?.
El contenido de la exenciôn es genérico y amplio.
Suele aludirse "a todo tipo de impuestos sobre bénéficiés e ingresos".
(1) cfr. artc 25 ,cuatro de la Ley 61/78 del Impuesto de Sociedades 
y art2 30, de la Ley 44/78 del Impuesto sobre la Renta de las Perso­
nas Fisicas .
- 194 -
Con esto se quieren evitar los problemas cue se producer en caso 
de una eriumeracion concreta, si posteriormente otros impuestos 
gravasen tales rentas y no se hubiera previsto una clausula ge- 
nérica s u b s t i t u t i v a . La r e f e r e n d a  a "impuesto sobre bénéficiés" 
alude al Impuesto sobre S o c i e d a d e s .La relativa a "impuestos sobre 
ingresos" puede hacer referencia al Impuesto sobre la Cifra de 
Négociés, o al Impuesto sobre la Renta, si las empresas fueran 
personas fisicas. A veces la prevision del negociador llama la 
atencion. Se incluyen las "cargas" (Jordania) y "gravâmenes" (Li­
beria) que afecten a los bénéficiés. ci,Se piensa en un gravamen 
équivalente o similar al antique gravamen espahol del 4 % que a- 
fectaba a las Sociedades?. También se echa en falta, salve en el 
caso de Colombia, una referencia al Impuesto sobre el Patrimonio.
Una cuestiôn que cabe plantearse en los casos en 
que el Convenio de Transporte Aéreo se ha superpuesto a una Or­
den Ministerial existante (Cuba jy Uruguay) es la relativa a la 
vigencia de esta d isposiciôn interna en aquellos extremes que el 
Convenio no ha regulado. Las Ordenes Ministeriales de 7 de febre­
ro de 1 9 6 6 , y 20 de febrero de 1 9 6 8 , relativas a las entidades 
de Uruguay y Cuba, conceden la exenciôn para los Impuestos de So­
ciedades, Rendimientos del Trabajo personal y sobre las Rentas 
del Capital. El Convenio con Uruguay de 13 de agosto de 1973 a- 
lude sôlo al Impuesto sobre bénéficiés ; y el Canje de Notas con 
Cuba de 22 de julio de 1980 a los Impuestos sobre las Ventas y 
sobre los Bénéficiés. Considéré que a pesar del sistema de impo­
siciôn sintético e s t a b lecido por las Leyes vigentes del Impuesto 
sobre la Renta y del Impuesto sobre Sociedades, les âmbitos juri­
dicos comprendidos en cada une de aquellos instrumentes no coin­
cide plenamente, y que la derogaciôn debe entenserse referida sô­
lo a los puntos y conceptos en que hay plena coincidencia.
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Los demâs problemas que plantean estos Convenios se expo- 
nen en los articulas respectives: v.gr. art^ 2 Ambito objetivo; 
arts 3 , D e f i n i c i o n e s ; arts 26, Intercambio de Informaciôn; arts 29, 
Entrada en vigor, y arts 3 0 , Denuncia.
5 .4 . Las Ordenes M i n i s tariales dictadas en Reciprocidad, 
referentes a las Entidades de Navegaciôn aérea completan al cuadro 
normative del régimen tributario de la navegaciôn. En mi opiniôn, 
mas que disposiciones juridicas de carâcter unilateral suponen un 
componente mas de la "fiscalidad convencional i n t e r n a c i o n a l " .Se 
trata de Acuerdos de Exenciôn basados en un régimen bilateral de 
reciprocidad; esta actùa comc condiciôn "sine qua non".del trato 
fiscal excepcional (1).
La base juridica de estas disposiciones se encuentra en 
la Ley de 2 de diciembre de 1963, sobre Ambito de aplicaciôn de 
las Leyes fiscales espaholas, y en la Ley General Tributaria de 
28 de diciembre de 1963. Ambas recogen el principle tributario de 
la reciprocidad internacional, con palabras practicamente
(1) De Juan.José L. Ponencia general sobre las "Relaciones Inter- 
nacionales en el Derecho Fiscal Espahol", en XX Semana de Estudios 
de Derecho F inancière,Mutualidad Benéfica del Cuerpo de Inspectores 
Técnicos Fiscales del Estado. Editorial de Derecho Financière. 
Madrid 1973 . Pàgs 323 a 441.
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idénticas (1). La ûnica diferencia afecta a su i n s t r u m e n t a c i ô n . 
La primera, requiere la propuesta previa de la Comisiôn de Poli- 
tica Fiscal Internacional. La Ley General Tributaria omite tal 
requisite, exigiendo que la modification de la législation in­
terna se haga por Décrété a propuesta del Ministerio de Hacienda 
El hecho de que se exija una norma con range de Décrété no afec­
ta a la validez de las Ordenes Ministeriales dictadas, pues en 
la Ley de Reforma del Sistema Tributario de 1964, en el Texte Re- 
fundido del Impuesto de Sociedades de 1967, y hoy dia en la Ley
(1) El a r t 2 1 de la Ley de 2 de diciembre de 1963, dispone :
"El ambito de aplicaciôn de las Leyes fiscales espaholas, en 
cuanto se refieran a los actes realizados por extranjeros, a 
los rendimientos o utilidades por estes percibidos o los bie- 
nes y valores que les pertenezcan, podrâ ser modificado por 
Décrété en las condiciones que se establecen en la présente Ley
Para elle, sera necesario que la modification resuite 
justificada por alguna de las siguientes causas:... b) por re- 
sultar procédante de la aplicaciôn del principle de rec i p r o c i ­
dad international^
Por su parte, el arte 22 de la Ley General Tributaria 
dite : "El ambito de aplicaciôn de las Leyes tributarias espa­
holas , en cuanto se refieren a los actes realizados por ex­
tranjeros a los rendimientos o utilidades por estes percibidos. 
o a los bienes o valores que les pertenezcan, podrâ ser m o d i f i ­
cado por Décrété, a propuesta del M i n i sterio de Hacienda:... 
b) por resultar procédante de la aplicaciôn del principle de 
reciprocidad internacional".
- Sobre el significado de este precepto en el ordenamientc juri- 
dico espahol, vid. De A n d r é s , M. "El articule 22 de la Ley Gene­
ral Tributaria", en XX Semana ... pâgs. 590 a 606.
- Sobre la reciprocidad internacional, vid. De Castro,J. "La re­
ciprocidad internacional como fuente del Derecho Tributario "En 
XX Semana... pâgs 607 a 639.
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del Impuesto de Sociedades de 1978, se legalize la posibilidad 
de utilizer una norma de rango inferior dictada por el M i n i s ­
tre de Hacienda (1).
5.4.1. El cuadi-o actual de vigencias, dada la super­
position de normes juridicas aplicables al mismo fenomeno, pue­
de quedar estructurado de la siguiente forma:
A) Ordenes Ministeriales dictadas, referentes a la 
exenciôn por reciprocidad de Entidades de nave g a ­
ciôn aérea, (por orden alfabético): A r g e n t i n a ,Bél- 
gica, Brasil, Canada, Cuba, EEUU, Kuwait, Libano, 
Marruecos, Méjico, Nigeria, Paises Bajos,Perù, Re- 
pûblica Arabe Unida, Reino Unido, Uruguay y Zaire.
(1) El a r t 2 5 0 , ap. cuatro de la Ley 61/1978 de 27 de diciembre 
dispone :"E1 Ministre de Hacienda podrâ declarar, a condiciôn 
de reciprocidad, 1& exenciôn de las Entidades de Navegaciôn mia- 
ritima o aérea résidantes en el extranjero cuyos buques o aero- 
naves toquen territorio espahol, aunque tengan en éste consigna- 
tarios o agentes". El précédante mâs inmediato es en el arts 10, 
ap. J) del Texte Refundido del Impuesto sobre Sociedades de 23 de 
diciembre de 1967. El hecho de que la Ley afecta a Entidades 
y que en la Ley del Impuesto de la Renta no se contenga una nor­
ma similar referente a las personas fisicas induce a pensar 
que el legislador no ha previsto el caso de emp^esarios de na- 
veaaciôn , personas fisicas. La Orden Ministerial de 23 de di­
ciembre de 1978 (BOE de 4 de enero de 1979) en su apartado 
"septimo" recogiô el principle de reciprocidad internacional, 
aun cuando aplicable sôlo a los "sistemas de pago a n t i c i p a d o " .
La vigencia de esta Orden se declarô en la Disposiciôn Final 
3^ del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas, aprobado por el Real Decreto 2615/1979, de 2 de noviem- 
bre. Actualmente, el nuevo Reglamento de este Impuesto aproba­
do por el Real Decreto 2384/1981, de 3 de agosto, auténtico Tex­
te Refundido, la deroga.
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B) Ordenes M i n i s Leriales derogadas como consecuencia
de la negociaciôn posterior de un Convenio bilateral:
a) De doble Imposiciôn Internacional: las de Bélgica, 
Brasil, Canada, Paises Bajos-, Reino Unido. En el ca­
so de Argentina y Marruecos las Ordenes M i n i s t e r i a ­
les estarân vigentes en tanto no se intercambien los 
instrumentos de ratificaciôn de los Convenios r e spec­
tives.
b ) De Transporte Aéreo Comercial: las de Uruguay y 
Cuba, sin perjuicio de la anotaciôn efectuada en el 
punto 5 .3 .2 . anterior.
C) Conclusiôn : Ordenes Ministeriales v i g e n t e s : las de 
EEUU, Kuwait, Libano, Méjico, Nigeria, Peru, R. A r a ­
be Unida y Zaire.
No obstante en el caso de Uruguay y Cuba queda en 
pié el problema planteado anteriormente en el apartado ^.3.2.
5 .4 .2 . El contenido juridico de las Ordenes M i n i s t e ­
riales es amplio. Comprende la exenciôn del Impuesto de Sociedades 
de las Entidades de Navegaciôn residentes en el pais con el que se 
acuerda el régimen de r e c i p r ocidad,y la de los Impuestos sobre los 
Rendimientos del Trabajo Personal y sobre las Rentas del Capital 
a que se refieren , los numéros 6 del articulo 41, y 2 y 4 del arts 
49 de la Ley 41/1 964, de 11 de juriio de Reforma del Sistema Tribu­
tario. La alusiôn a la Ley de 1964 se hace en los casos de EEUU, 
Méjico, Uruguay, pues la Orden Ministerial relativa a estos paises 
(de 7 de febrero de 1966) es anterior a la promulgaciôn de los 
respectivos Tratos Refundidos. Las Ordenes Ministeriales de Kuwait 
(27 de junio de 1978) , Libano (31 de enero de 1975), Nigeria (26 
de enero de 1976), Repùblica Arabe Unida (20 de diciembre de 1968), 
Pei'û (2 de julio de 1 969) y Zaire (22 de diciembre de 1971), tienen 
el mismo ambito objetivo, pero la referencia legal, en los casos del 
I m p u e s t o ,sobre los Rendimientos del Trabajo Personal e Impuesto so-
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bre las Rentas del Capital, es a los Textos Refundidos de los 
Impuestos afectados por la exenciôn
Las exenciones concedidas suponen exoneraciones de los 
gravâmenes que afectan a los beneficios obtenidos por las e n t i d a ­
des aunque tengan consignatarios o agentes en el otro Estado. Aun' 
ruando la terminologia legal no lo dice expresamente se esté alu- 
diendo al establecimiento permanente situado en un Estado y perte- 
neciente a una Entidad del otro. También se eximen los tributos 
que afectan a las participaciones en beneficios que perciban los 
miembros de los Consejos de Administraciôn o de las Juntas que 
hagan sus veces en las Entidades de navegaciôn; y los impuestos 
que gravan los d i v i d e n d o s , intereses y primas de amortizaciôn dis- 
tribuidos o abonados por aquellas Entidades. La Ley 44/1978 
del Impuesto sobre la Renta,al suprimir los Impuestos sobre los 
Rendimientos del Trabajo Personal y sobre las Rentas del Capital, 
estableciendo un sistema sintético y general de tributaciôn para 
las personas fisicas, plantea graves problemas en cuanto a la efec- 
tividad de aquellas exenciones en relaciôn con los accionistas, 
personas fisicas, de las Entidades referidas.
Otra cuestiôn que suscitaban las Ordenes M inisteriales 
era la referente a la aplicaciôn del Impuesto Industrial (Cuota 
Fija o de Licencia fiscal) a las Entidades extranjeras de N a v e g a ­
ciôn aérea que operaban en Espana. Las Or-denes no incluian tal 
impuesto; el hecho de que la exenciôn se reconociese a nivel de 
Impuesto general, no implicaba la exenciôn en el Impuesto a cuen- 
ta, categoria en la que se integraba el Impuesto Industrial. La 
Ley 44/1978 ha transformado en tributo local de carâcter real 
aquella Licencia (2).Los problemas que antaho planteaba la falta
(1) Concretamente al arts 52 ap. lo) del T.R. del Impuesto sobre 
Rendimientos del Trabajo Personal de 2 de marzo de 1967 y al a r t 2 
92 del T.R. del Impuesto sobre las Rentas del Capital de 23 de 
diciembre de 1967.
(2) La' Disposiciôn T r a n s itoria Primera de la Ley 44/1978 transforma 
el Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e I n d u s t r i a ­
les en tributo local de carâcter real, gestionado por el Estado.
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de coordinaciôn entre el Impuesto de Sociedades y los Impuestos 
a Cuenta, adquieren hoy dia, si cabe, mayor virulencia. Por otra 
parte, la aplicaciôn de la exenciôn plasmada en el arts 9 del 
T.R. del Impuesto sobre Actividades y Beneficios Comerciales e 
Industriales, de 29 de diciembre de 1 966 (1 ) es .discutible, por- 
que la base legal de las Ordenes Ministeriales se apoya ùnicamen- 
te en el principle de reciprocidad internacional (2). En la ac- 
tualidad, los Convenios de Doble Imposiciôn también pueden plan- 
tear tal problema, si un Tratado excluye expresamente de su am­
bito de aplicaciôn los tributos locales (3 ).
5 .4 .3 . La ultima cuestiôn es la referente al proce- 
dimiento para declarar la exenciôn. Son tramâtes necesarios :
- solicitud y l e g i t i m a c i ô n ; parece que deba estarlo 
la Autoridad fiscal del otro pais asi como sus empresas de nave- 
gaciôn;de hecho, en muchos c a S o s , la solicitud ha sido formulada 
por Iberia;
- comprobaciôn de la reciprocidad;debe efectuarse por 
certificaciôn de la Autoridad fiscal del otro Estado que acredite 
la exenciôn concedida o, en otro caso, su efectividad de hecho;
(1) Este precepto se considéra vigente. Su redacciôn actual fué 
dada por el Decreto 1049/1968 de 27 de mayo (BOE 28 de mayo de 
1968). El apartado 3 del art^ 9 dice que estân exentos de Licen­
cia Fiscal:"las actividades a las que sea de aplicaciôn la exen­
ciôn en virtud de Oonvenios internacionales o de pactes solemnes 
con el Estado". La soluciôn depende, en definitiva, de la natura- 
leza convencional o no que se quiera atribuir a taies Ordenes.
(2) cfr. arts 1 de la Ley dé 2 de diciembre de 1963, y artG 22 
de la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1963.También 
el apartado Ouatro del arts 5 de la Ley 61/1978.
(3) Convenios con B r a s i l , Canada, C h e c o s l o v a q u i a ,Rumania y Polonia
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en alguna ocasiôn, tal circunstancia la ha certificado Iberia;
- propuesta de Orden Ministerial, con arreglo a la tra- 
mitaciôn administrativa normal;
- firma y publicaciôn de la disposiciôn; y
- expediciôn de certificados para Entidades concretas.
La competencia corresponde a la Direcciôn General de T r i ­
butos (antes Direcciôn General de Impuestos Directos); en los casos 






a ) una empresa de un Estado Contratante participe directa o indi- 
rectamente en la direcciôn , el control o el capital de una 
empresa del otro Estado Contratante, o
b ) unas mismas personas participen directa o indirectamente en la 
direcciôn, el control o el capital de una empresa de un Estado 
Contratante, y en uno y otro caso las dos empresas estèn, en
sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones 
aceptadas o impuestas que difieran de las que serian acordadas 
por empresas i n d e p e n d i e n t e s ,los beneficios que habrian sido ob­
tenidos por una de las empresas de no existir estas condiciones, 
y que de hecho no se han producido a causa de las mismas, pueden 
ser incluidos en los beneficios de esta empresa y sometidos a im­
posiciôn en consecuencia.
2. Cuando un Estado Contratante incluye en los beneficios de u n a ' 
empresa de este Estado - y somete , en consecuencia, a imposiciôn
- los beneficios sobre los cunles una empresa de otro Estado Contra­
tante ha sido sometida a imposiciôn en este otro Estado, y los 
beneficios as'i incluidos son beneficios que habrian sido reali­
zados por la empresa del primer Estado si las condiciones conveni- 
das entre las dos empresas hubieran sido las que se hubiesen c o n - ' 
venido entre dos empresas independientes, el primer Estado procé­
dera al ajuste correspondiente del montæts del impuesto que ha 
percibido sobre estos beneficios. Para determinar este ajuste se
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tendrân en cuenta las demâs disposiciones del présente Oonvenio, 
consultândose a las autoridades compétentes de los Estados Oontra- 
tantes en caso necesario ( a ) (%).
(a) El a r t 5 9 del Modelo de 1977 recoge el principio formulado en el 
Modelo de 1963, referente a la rectificaciôn que, a efectos fiscales, 
pueden efectuar las Autoridades fiscales en el bénéficie contable 
de una Sociedad perteneciente a un grupo, si tal bénéficie se ha 
efectuado como consecuencia de relaciones especiales con otras em­
presas asociadas. La posible doble imposiciôn econômica derivada de 
tal rectificaciôn unilateral ha exigido que el Modelo de 1977 in- 
troduzca un apartado 2, inexistante en el Modelo de 1963.
(•X) En relaciôn con el tema pueden verse :
Martin Oviedo J.MA :"Aspectos Administrativos y Fiscales de las 
Uniones de Empresas". Editorial de Derecho F i n a n c i e r o .Madrid 1968. 
"Prix de tranfert et Entreprises M u l t i n a t i o n a l e s " .Rapport du Oomité 
des Affaires Fiscales de l'OODE. Organisation de Coopération et de 
Développement Economiques. Paris 1979. Este informe, en castellano, 
serâ publicado en breve por el Institute de Estudios Fiscales del 
Ministerio de Hacienda.
OISOAR,A. "Impuestos de las sociedades imbricadas". Memoria de 
la Asociaciôn Espahola de Derecho Financiero 1961. Madrid 1962, 
pâgs. 55 a 88.
Alvarez Melcôn,S. y Saez Torrecilla ,A :"E1 Impuesto sobre So­
ciedades y los Grupos de Sociedades", en Hacienda Pùblica Espahola 
n°s 24- 2 5 . Madrid 1973, pâgs 419 a 458. Alvarez Melcôn S. "Grupos 
de Sociedades, Ouentas c o n s o l i d a d a s . Imposiciôn sobre el beneficio" 
Institute de Planificaciôn Oontable. Madrid, 1978.
Otero J.: "Fiscalidad del Grupo de Sociedades", en Empresas Mul- 
tinacionales y Derecho Espahol, Confederaciôn Espahola de Cajas de 
Ahorro. Madrid 1977, pâgs 655-669.
Lenz R . : "Algunas consideraciones sobre trabajos de la A s o c i a ­
ciôn de Derecho Fiscal Internacional en m a teria de imputaciôn de 
costos e ingresos entre sociedades del mismo grupo", en "Empresas 
multinacionales ... op cit pâgs. 645-654.
Del Arco,L.:"La relaciôn m a t r i z - f i l i a l : especial referencia al 
Derecho Fiscal espahol", en XX Semana de Estudios... op cit,pâgs 
6 6 5 - 7 0 1 .Del mismo autor: "Doble Imposiciôn i n t e r n a c i o n a l ,pâgs 
371 a 383.
C u b i l l o ,C .:"Empresas asociadas: el arts 9 del Modelo de Convenio 
de la OCDE" en "Estudios de D o b l e ...o p .c i t ,pâgs .265-285.
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1. Si entre dos o mâs empresas asociadas se han conve- 
nido o impuesto condiciones especiales, de modo que sus transaccio- 
nes no se han d esarrollado en condiciones de mercado libre ( de 
plena concurrencia o con total i n d e p e n d e n c i a ) , el Modelo admite la 
posibilidad de que se rectifiquen las contabilidades de las empre­
sas asociadas para determinar los beneficios reales imponibles en 
un Estado Contratante. Esta posibilidad reconocida en el Modelo de 
1 963, se ha completado con la norma incorporada al ap. 2 del a r t 2 
9. Para evitar la doble imposiciôn econômica que tal rectificaciôn 
contable puede ocasionar, el otro Estado se compromete a efectuar 
un ajuste apropiado que compense aquella duplicidad impositiva so­
bre una misma renta. Los Comentarios de la OCDE al artG 9 precisan 
que el Modelo de 1977 no ha pretendido, con la inclusiôn de este 
nuevo apartado, un ajuste automâtico en el Estado B, debido a que 
los beneficios de una empresa hayan sido corregidos previamente 
en el Estado A, sino evitar la doble imposiciôn econômica que se 
produce si tal rectificaciôn previa conlleva una tributaciôn su­
perior a la que corresponde a una situaciôn de libre concurrencia.
El Estado B sôlo debe procéder al ajuste corrélative cuando consi­
déré que la correcciôn previa en el Estado A se ha efectuado ade- 
c u a d a m e n t e .
El articulo 9 contiene las normas que determinan el
câlculo de los beneficios realizados por una empresa de un Estado
que efectua operaciones comerciales con una Empresa del otro Est a ­
do, si las dos pertenecen al mismo grupo o estân, de hecho, bajo
el mismo control. El precepto no pretende resolver el problema de 
la evasiôn fiscal internacional consecuencia del traslado encubier- 
to de beneficios insito en la estructura de las empresas multinacio- 
nales, sino conseguir que las empresas asociadas satisfagan a los 
Estados con los que estân relacionadas el impuesto que les corres­
ponde de acuerdo con las normas internas o c o n v e n c i o n a l e s .
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2. El a p . 1 del arts 9 , establece la posibilidad 
de que un Estado Contratante, al que pertenece una empresa, recti- 
fique la contabilidad de esta para una mâs précisa determinaciôn 
de su base imponible. La ultima frase del apartado ("pueden ser 
incluidos en los beneficios de esta empresa y sometidos a imposi­
ciôn en c o n c e s u e n c i a " ) asi lo establece. Tal conclusiôn es el re- 
sultado de unas premisas subjetivas y objetivas. A las primeras 
se refiere el apartado 1 cuando especifica las modalidades juridi­
cas o econômicas, de participaciôn y conexiôn e m p r e s a r i a l e s ; a las 
segundas, cuando détermina los presupuestos o circunstancias que 
conducen al resultado que provoca la rectificaciôn contable.
2.1. El ap. 1 compléta diverses supuestos de asocia­
ciôn empresarial. El primero alude a que "una empresa de un Estado 
Contratante participe directa o indirectamente en la direcciôn , el 
control o el capital de una empresa del otro Estado" (letra a).El 
segundo, a que "unas mismas personas participen directa o indirecta­
mente en la direcciôn, el control o el capital de una empresa de un 
Estado Contratante y de una empresa del otro Estado Contratante (le­
tra b) .
El Modelo de la OCDE y sus Comentarios reconducen es­
tos supuestos a las sociedades matrices-filiales y a las sociedades 
sometidas a control comùn. Adoptan una postura intermedia entre la 
"teoria del ôrgano" (una sociedad dominada por otra, si su poder 
de decisiôn estâ atribuido a esta, constituye un ôrgano de la misma), 
y la "teoria anti-ôrgano" (se acepta la independencia total de la 
filial). La OCDE admite la independencia de la filial pero la v in­
cula a la matriz, fundamentalmente para ajustar los precios de trans- 
ferencia (1 ).
(1 ) cfr. Fernandez, J.R: "Criterios de reparte de la potestad tri­
butaria.... op.cit, pâgs. 137 y 1 3 8 .
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Cubillo resalta la inadecuaciôn y pobreza del criterio 
de la OCDE en base a la moderna distinciôn, doctrinal y l é g isla­
tive, entre "empresas asociadas" y "grupos de sociedades". La 
"asociaciôn empresarial" se da cuando una empresa ejerce sobre 
otra una influencia l i m i t a d a " . En el "grupo de sociedades", por 
el contrario, tal influencia es dominante, y por tanto sirve co­
mo soporte para la direcciôn ûnica.
El apartado 1 debe entenderse referido al grupo de So­
ciedades y a otras formas de asociaciôn de empresas.
a) El grupo de Sociedades conlleva el sometimiento de 
entidades con personalidad juridica propia a una sola direcciôn 
empresarial. Los vinculos existentes entre las Entidades que in- 
tegran el Grupo son de diversa indole. Pueden clasificarse asi:
- Participaciones financieras: cuando una sociedad 
domina a otras por poseer directa o indirectamen­
te sus acciones. El caso mâs tipico es el de la 
relaciôn m a t r i z - f i l i a l . La exigencia de una deter- 
minada participaciôn de una en otra sociedad varia 
segûn los paises.
- Vinculaciones contractuales : los contratos que pue­
den conllevar una direcciôn ûnica son de dos clases:
los que tienden directa y explicitamente a tal fin 
(contratos de empresa y contratos de dominio), y los 
que indirectamente crean una situaciôn de hecho gene- 
radora de tal dominio (contratos de préstamo, conce- 
siôn de licencias, asistencia técnica, etc.) al per- 
der una empresa su autonomia para la toma de deci- 
siones quedando subordinada a la otra sociedad.
- Vinculaciones personales : en este caso, las socie­
dades sometidas a direcciôn ûnica no intervienen co­
mo parte en los convenios por medio de los cuales
se establecen los vinculos.
Estos tipos de contactes no son incompatibles sino com- 
p l e m e n t a r i o s . La Ley 61/78, del Impuesto sobre Sociedades considéra 
que existe "vinculaciôn entre dos S o c i e d a d e s ,"cuando participen
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directa o indirectamente, al menos. en el 2 5%, en el capital so­
cial de otra o cuando, sin median esta c i r c u n s t a n c i a , una socie­
dad ejerza en otra funciones que impliquer el ejercicio del poder 
de decision" (arts 16, a p . Cinco). El nuevo Reglamento del Impues­
to sobre la Renta de las Personas Fisicas détermina cuando existe 
relaciôn m a t r i z - f i l i a l ; sus planteamientos son similares a los de 
la Ley 61/78 (arts I0,ap.2, a) (1).Sin embargo, para que exista 
Grupo de Sociedades con el carâcter de sujeto pasivo, conforme al 
articulo 33 de la Ley General Tributaria, se requiere que el grupo 
esté formado por una Sociedad dominante residente en Espana, y una 
o mâs Sociedades d e p e n d i e n t e s , controladas por dicha Sociedad do ­
minante, mediante la participaciôn directa o indirecta de mâs del 
50% de su capital social de manera ininterrumpida durante todo el 
ejercicio social, siempre que dichas participaciones comporten 
mâs del 50% de los votos. La Sociedad requiere, ademâs, no ser do­
minada por ninguna otra Sociedad residente de Espana (cfr. Real De- 
creto-Ley 15/1977, de 25 de febrero. Real Decreto 1414/1977, de 
17 de junio y Orden M inisterial de 13 de noviembre de 1979). El De ­
recho Mercantil espahol no contiene normas que contempler el grupo 
de empresas o el grupo de Sociedades. La regulaciôn de éste es, por 
el momento, sôlo fiscal, a efectos de la tributaciôn del beneficio 
consolidado.
(1) El Tribunal Supremo en Sentencia de 13 de julio de 1946 sentô 
doctrina respecto de las Sociedades filiales y matrices, al pronun- 
ciarse sobre las sumas no deducibles en materias de pagos efectua- 
dos entre unas y otras Entidades. Dispuso el citado Tribunal que 
taies conceptos, aplicados a las Sociedades mercantiles suponian 
necesariamente una intima relaciôn de dependencia. En igual senti­
do se pronunciô el Tribunal Econômico-Administrativo Central, en 
su Resoluciôn de 6 de abril de 1956. Sin embargo,el riguroso cri­
terio juridico plasmado en ambas resoluciones juridiccionales ha 
sido ampliamente superado por la realidad de los hechos. El art2 
16, a p . cinco, de la Ley 61/1978, es prueba manifiesta de ello.
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b) Otras formas de asociaciôn empresarial también se 
integran en el a p . 1 del art? 9 del Modelo. Se caracterizan por- 
que carecen de direcciôn ûnica, pero exister, sin embarg o , r e l a c i o ­
nes especiales que pueden afectar a areas diversas de actividades, 
f i n a n c i a c i ô n , producciôn y m e r c a d o s . La asociaciôn implica la in­
fluencia notable que una empresa puede ejercer directa o indirec­
tamente sobre otra. Segûn la VII Directriz de la C.E.E. se p r esu­
me que existe tal influencia cuando una empresa posea directa o 
indirectamente un 20% o mâs del capital de otra empresa o de los 
votos atribuidos a los titulos emitidos por ésta ûltima. Las em­
presas asociadas carecen de direcciôn ûnica, aunque su propia vin­
culaciôn détermina la existencia de intereses comunes, mâs limi- 
tados, eso si, que en el caso del grupo de sociedades. Esta comu- 
nidad de intereses puede provocar, también, transferencia de bene­
ficios, causa de las rectificaciones contables a que se refiere el 
art? 9 .
2.2. Las premisas objetivas de la rectificaciôn co n ­
table a que se refiere el a p . 1 del art? 9 , se delimitan asi:"y 
en uno y otro caso - letras a) y b) - las dos empresas estén, en 
sus relaciones comerciales o financieras, unidas por condiciones 
aceptadas o impuestas que difieran de las que serian acordadas 
por empresas independientes". Taies relaciones son las que d e t e r ­
minan condiciones "sui generis" que, a su vez, conllevan una al- 
teraciôn de los beneficios imputables a las empresas asociadas.
Por ello "los beneficios que habrian sido obtenidos por una de 
las empresas de no existir estas condiciones, y que de hecho no 
se han producido a causa de las mismas" son objeto de rectifica- 
ciôn o ajuste contable y sometidas, en consecuencia, a tributaciôn,
La exégesis de este apartado implica la consideraciôn
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de los siguientes temas : a) anâlisis de la terminologia legal;
b) supuestos concretos que implican traslado de^beneficios: y ^ )
posibilidad de extrapolar lo establecido en el Convenio a la es-
fera interna de cada Estado Contratante.
2.2.1. El precepto se refiere a "relaciones comercia­
les o financieras". Es una formula genérica que resume los com- 
plejos vinculos existentes entre las empresas que integran el 
fenomeno asociativo. En el conjunto de taies relaciones se in­
cluye la gama de actividades que determinan prestaciones recipro- 
cas de bienes o servicios : v.gr. compraventa de productos , 
préstamos, contratos de asistencia técnica , arrendamiento de 
p a t e n t e s , e t c ...
Las condiciones que tipifican taies relaciones son 
"aceptadas o impuestas". La aceptaciôn de determinadas clâusu­
las parece referirse al supuesto de empresas simplemente asocia- 
das, distinto del grupo de sociedades. A éste cuadra mejor el 
término que conlleva una exigencia, un cumplimiento obligatorio. 
La-direcciôn ûnica, dato consustancial de tal modalidad asocia- 
tiva, implica condiciones impuestas, aunque éstas formalmente, 
puedan aparecer aceptadas por las partes.
Las condiciones contractuales deben diferir "de las 
que serian acordadas por empresas independientes". Aunque las 
condiciones establecidas entre las empresas asociadas afectan 
a los dirtintos aspectos que componen una determinada presta- 
ciôn (lugar, tiempo, forma), el precepto se refiere al conteni­
do econômico de la misma. Este es el que mâs directamente puede 
provocar la alteraciôn de los beneficios atribuibles a cada una 
de las empresas o entidades intervinientes en la negociaciôn,
Los precios establecidos para las transferencias entre empresas 
asociadas, normalmente, no resultan del libre juego del mercado.
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Por diversas razones, y debido a que una empresa multinacional 
esta en situaciôn de adoptar los criterios mâs conveniences para 
el grupo,los precios pueden apartarse de los que rigen entre em ­
presas independientes y para transacciones idénticas o similares 
efectuadas en el m e r cado libre. Existe pues, divergencia con los 
precios de libre concurrencia (1).
Para determinar si un precio de transferencia se ade- 
cua al principio del "precio de libre c o n c u r r e n c i a " , es preciso 
poder referirse, directamente, al que se estableceria en t r a n s a c ­
ciones comparables entre empresas independientes o entre una em­
presa de un grupo y una empresa i n d e p e n d i e n t e . Este método, deno- 
minado "comparable de mercado en libre concurrencia" quiebra , a 
veces, porque falta el elemento de comparaciôn o porque se cues- 
tiona si los precios son en si comparables. Tal falta obliga a re- 
currir a otros métodos. Entre éstos se citan : el del "coste in- 
crementado" (se parte del costo de suministro de bienes o servi­
cios y se le ahaden los costes); y el del "precio de reventa" (se 
parte del precio de venta final del que se resta el margen del be ­
neficio apropiado). Sin embargo la complejidad de la realidad e x i ­
ge combinar dichos métodos e, incluso, recurrir a otros distintos. 
Entre éstos se citan , los "métodos globales" (se fijan los precios 
de transferencia con arreglo a formulas preestablecidas de reparto 
de'beneficios entre las empresas asociadas), pero dada su arbitra- 
riedad (2) son incompatibles con lo dispuesto en los art? 7 y 9 del
(1) En el âmbito econômico, la terminologia inglesa es,sin embargo, 
la que se ha impuesto.El principio del " a r m ’s lengh prices" es unâ- 
nimamente aceptado.La OCDE al referirse al concepto utiliza dicha 
e x p r e s i ô n .
(2) La arbitrariedad de los "métodos globales" radica en que prescin- 
den de las condiciones del mercado y de la situaciôn particular de 
la empresa, haciendo abstracciôn del reparto de recursos hecho por 
los propios d i r e c t i v o s .A l guno de estos métodos tienden a repartir 
los beneficios del grupo proporcionalmente al coste soportado por 
cada una de las empresas asociadas, a su cifra de négocies, a su ma- 
no de obra,o a varies de estos factores.El reparto de beneficios r é ­
sultante puede carecer de ralaciôn real con los hechos econômicos,
corriéndose el riesgo de atribuir beneficios a una empresa que, en
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Modelo (1).
La consideraciôn de los precios de libre concurrencia 
es, pues, una consecuencia de la divergencia contre los beneficios 
declarados por una sociedad asociada y los que podrian esperarse 
de una sociedad comparable en situaciôn de plena con c u r r e n c i a . D i ­
vergencia que dériva de unos precios artificiales establecidos por 
razôn de los vinculos asociativos entre empresas. Por ello, si los 
precios pagados corresponden efectivamente “a precios de mercado 
no hay razôn para tal consideraciôn ni para ajustes con fines fis­
cales .
El ajuste que efectua la Autoridad fiscal de uno de los 
Estados Contratantes afecta a "los beneficios que habrian sido ob­
tenidos por una de las empresas de no existir estas condiciones". 
Ardua es tal determinaciôn. La Autoridad del pais de residencia de 
la empresa que efectua el pago, debe precisar si éste es superior
al que, en condiciones normales, se habria realizado. La del pais
de residencia de la empresa b e n e f i c i a r i a , debe determinar si este 
pago no es inferior. La contradicciôn de intereses es patente: en 
el primer Estado (el de la empresa que paga), el mayor pago supone 
una minoraciôn de la base imponible de la empresa . En el segundo 
(donde se recibe el pago) una minoraciôn supone reducciôn de la ba­
se. Si llega a determinarse la cuantia del ajuste las consecuancias 
son : la inclusiôn de los beneficios presuntamente no obtenidos 
(por existir especiales condiciones entre las empresas asociadas) 
en la base imponible de la empresa "ajustada", y su gravamento pos­
terior. El art? 9 dice : "pueden ser incluidos en los beneficios
realidad, ha tenido, p é r d i d a s , o viceversa.
(1) Sobre precios de transferencia, vid. Kopits,G. "Tributaciôn y 
comportamiento de la Empresa multinacional : un anâlisis c r i t i c o " , 
en Hacienda Pùblica Espahola, n? 51 Madrid 1 9 78,pâgs 113-150.
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de esta empresa y sometidos a imposition en consecuencia " (1).
2.2.2. El control y la frecuencia con que el Fisco 
r e c tifica las cuentas de sociedades emparentadas varia segûn los 
paises. La régla general es que la Administration no tiende a exa- 
minar el resultado global de la sociedad afiliada. Investiga a 
través de las diversas transacciones efectuadas con Sociedades del 
mismo grupo, si el beneficio ha sido normal.
Las transacciones entre sociedades afiliadas que pro- 
vocan, usualmente, discusiones entre taies sociedades y las adminis- 
traciones fiscales, son las siguientes:
a) Financiacion por medio de préstamos. El supuesto 
hace referencia a los paises exportadores de capital por los p rés­
tamos sin interée concedidos a la filial. También es normal subca- 
pitalizar la filial y completar la financiacion por p r é s t a m o s ,para 
reducir artificialmente el beneficio de aquéllas por intereses de- 
bidos.
b) Venta de m e r c a n c i a s .Suelen compararse los precios 
establecidos para las filiales y para terceros. Se admiten dife-
(1) El tema de la transferencia de precios y ajustes subsiguientes 
es una de las materias que la OCDE esta abordando, en la actuali- 
dad, con mâs d e t e n imiento y p r o f u n d i d a d .El Grupo de Trabajo n? 6 
del Comité de Asuntos Fiscales, la ha asumido como uno de sus 
principales objetivos. La cuestiôn de la transferencia de precios 
en general, en relaciôn ton las empresas multinationales bancarias, 
y la posible aplicaciôn del procedimiento amistoso para resolver 
la doble imposiciôn econômica résultante de un ajuste de beneficios 
constituyen puntos obligados en el Orden del dia del citado Gru­
po. La reuniôn de Inspectores de Impuestos, que bajo el patrocinio 
del Grupo de Trabajo n?8 del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE, 
se celebrô en el mes de febrero de 1980, versô exclusivamente so­
bre los precios de trandferencia. El Consejo de las Comunidades 
E u r o p e a s , y el BIAC T a m poco son ajeuos a estos problemas.
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rentes pi'ecios cuando éstos se justifican ob jetivamente , p.ej: vo- 
lumen de cambios con la filial cônsiderada.
c) Servicios, transferencias de tecnologia, patentes y 
marcas. Para formular un juicio sobre los precios fijados han de 
considerarse varios elementos: coste de la investigation cientifi- 
ca y tecnolôgica en la vertiente de la production, limitaciones del 
contrato, comparaciôn con los cânones pagados por contratos simila­
res, etc. El art? 11 -Intereses - y el art? 12 -C&nones - contem- 
plan casos en que las prestaciones de las empresas interesadas pue­
den no corresponderse con las que habrian existido en condiciones 
normales de mercado. Taies preceptos limitan sus disposiciones al 
importe abonado en concepto de intereses y cânones, considerando 
el normal de las relaciones entre personas no vinculadas. En ambos 
casos los excesos "podrân someterse a imposiciôn de acuerdo con 
la legislaciôn de cada Estado contratante teniendo en cuenta las 
demâs disposiciones del présente Convenio" (cfr. ap. 6 y ap. 4 de 
los art?s 11 y 12 , respectivamente). Al estar recogidas estas 
normas en articules del Modelo que se cometen posteriormente, me 
remito a ellos.
2.2.3. La posibilidad de extrapolar la normativa con­
vencional al âmbito interno, no plantea problemas en el supuesto 
de que en la legislaciôn nacional de los Estados Contratantes se 
admita la r ectificaciôn del beneficio empresarial, si éste resul-' 
ta alterado a consecuencia de vinculaciones e m p r e s a r i a l e s .El Co n ­
venio ratificado es norma interna dotado de plena eficacia (1).Sin 
embargo, un Convenio no constituye fuente genérica de nuevas obliga- 
ciones tributarias, sino aplicaciôn de las ya establecidas en la
(1)cfr. art? 13 de la Ley General Tributaria, y art? 96.ap.1 de 
la Constituciôn.
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legislaciôn nacional. El Convenio no créa derecho material inter­
ne. Prescindiendo de antecedentes mâs o menos remotos de nuestra 
legislaciôn (1), la Ley 61/78 del Impuesto sobre Sociedades détermi­
na las partidas deducibles y no deducibles de los rendimientos de 
las Sociedades (art? 13 y 1 4 ), y la valoraciôn de los ingresos y 
gastos (art? 16). El art? 16 se ajusta a las siguientes d i r ectri­
ces :
compute de ingresos y gastos por sus valores 
contables verdaderos (ap.Uno);
valoraciôn de las partidas deducibles por 
su precio de acquisiciôn o su valor regula- 
rizado (a p . d o s );
valoraciôn, en el caso de Sociedades v i ncu­
ladas, de ccnformidad con los precios que 
serian acordados en condiciones normales de 
m ercado entre Sociedades independientes 
(a p . très ) ;
aplicaciôn, en todo caso, de estas normas 
a las Sociedades vinculadas directa o indi­
rectamente con otras no residentes en Espa- 
ha (ap. cuatro,a) (2 ).
(1) Texto Refundido de la Contribuciôn de Utilidades de la Riqueza 
Mobiliaria de 1922 (Disposiciôn Quinta, régla tercera, ap.D, y 
Disposiciôn Quinta, régla C u a r t a ,a p .b ); Ley de 31 de diciembre de 
1946 (art? 10);Ley de 31 de diciembre de 1954 (art? 10);Decreto de 
23 de noviembre de 1956 (art? 2?);Ley de 26 de diciembre de 1957 
(art? 1 2 9 ), y Orden Ministerial de 7 de febrero de 1958 (numéro 6?) 
Ley de 26 de diciembre de 1958; Ley de 11 de junio de 1964 (art?s 
76 y 77); y Texto Refundido del Impuesto de Sociedades (art?s 17, 
numéros 16 y 22, y art? 20 1) pârrafo segundo.
(2) En el Anexo a la Orden Ministerial de 17 de junio de 1981 que 
abrueba la doctrina expuesta por la Direccmh General de Tributos 
en las contestaciones a consultas en relaciôn con el Impuesto so­
bre Sociedades, la consulta n? 1 9-Articulo 13. Partidas deducibles: 
j ustificaciôn-resuelve que para la valoraciôn de ingresos y gastos 
entre Sociedades vinculadas habrâ que estar a lo dispuesto en el 
art? 16 de la L e y . 61/78.
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Otra m a nifestaciôn de esta posible r e c t i f i c a c i ô n æ  cai 
tiene en el vigente Texto Refundido del Impuesto General sobre 
el Trâfico de las Empresas, aprobado por el Decreto 2609/1981 
de 19 de octubre. Su art? 12 -Base imponible- en el ap. Cinco 
establece que "se considerarâ como base imponible la contrepres- 
taciôn que se hubiese acordado en condiciones normales dt m e r c a ­
do, en una operaciôn en que las partes fueran independientes:
a) cuando , debido a las vinculaciones existentes en­
tre las partes que intervengan en las operaciones 
sujetas al Impuesto, se convenga un precio notoria-
mente inferior a los normales de mercado.A estos
efectos, la vinculaciôn podrâ probarse por cualquie- 
ra de los medios admitidos en Derecho. En todo caso, 
si una de las partes intervinientes fuera sujeto pa­
sivo del Impuesto de Sociedades, se entenderâ que 
existe v inculaciôn cuando asi se deduzca de las n or­
mas reguladoras de este Impuesto."
La inclusiôn de esta norma, referida a la tributaciôn 
indirecta, confirma el criterio del legislador espahol en cuanto 
a la posibilidad de ajustes fiscales en nuestro Derecho T r i buta­
rio.
3. El ap. 2 del art? 9 trae causa del ap. 1. Segûn 
éste, los beneficios se gravan una vez cuantificades . Las con- 
secuencias de la r e c t i ficaciôn se manifiestan a nivel del Impues­
to sobre la sociedad cuyos beneficios son r e c t i f i c a d o s , y a ni­
vel de los impuestos en la fuente, por razôn de los pagos inter- 
societarios. En el primer caso, porque el gravamen es superior 
al que procédé de acuerdo con sus beneficios contables. En el se­
gundo, porque la mayor o menor retenciôn -si la hay- depende de 
los tipos convenidos para cada modalidad de renta (v.gr. di v i d e n ­
dos, intereses y cânones).
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La no aceptaciôn per el otro Estado de les crite- 
rios rectificadores efectuados en el primer Estado conlleva una 
doble imposicion economica (imposicion de una misma renta en per­
sonas diferentes), al no imputar totalmente las retenciones en 
la fuente o al gravar como bénéficié en la entidad perceptora 
una cantidad que no se considéra como gasto en la entidad remi- 
tente. Un ejemplo servira de ilustraciôn: una Sociedad matriz, 
residente del Estado A, percibe un "royalty" de su filial, resi- 
dente del Estado B per el use de una patente. Si las Autoridades 
fiscales del Estado B consideran que tal canon es excesivo en 
relacion con los precios fijados entre empresas en situacion de 
libre c o n c u r r e n c i a , la deduccion, como gasto, de los beneficios 
imponibles, es menor que la que contablemente corresponde, pro- 
duciéndose, por tanto, un incremento del bénéficié fiscal en es­
te Estado B. Otras consecuencias son: que el exceso (diferencia 
entre el pago realmtnte hecho y el imputado como gasto) se con­
sidéra como dividende oculto, y que la retencion en la fuente 
sobre el importe total del canon abonado se percibe integralmen- 
te. Si el Estado A, a pesar de tal ajuste en el Estado B, consi­
déra adecuado el pago efectuado, el importe total de este se gra­
va en el Estado A como renta a nivel de la Sociedad perceptora. 
Asimismo, este Estado puede no aplicar las normas que establecen 
un trato fiscal beneficioso para los dividendos procédantes de 
la filial, e incluse, rechazar la imputaciôn del importe total 
abonado, como retencion en la fuente, en el Estado B, si considé­
ra el citado exceso como un dividende oculto (1).
(1) En el Derecho anglosajôn, si no se reconoce como gasto dedu- 
cible la totalidad de pago, en ocasiones se imputa, el exceso de 
gravamen soportado por la entidad pagadora, mediante un crédite 
de impuesto indirecte.
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3.1. El Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE ha procura- 
do solucionar el problema mediante la inserciôn en el arts 9 del a p .
2. Dicho apartado prevé que el otro Estado (es decir, aquel donde 
existe una empresa que esta relacionada con otra sita en un Estado, 
cuyos beneficios han sido revisados a q u l ) procédera a un ajuste pa ­
ra evitar la doble imposicion economica que, en otro caso, se pro- 
ducirâ. Pero el ajuste en este otro Estado solo ha de practicarse 
si las Autoridades fiscales estiman que la cifra de beneficios r ec­
tif icada corresponde a la que se habria obtenido si las transaccio- 
nes se hubieran efectuado con total i n d e p e n d e n c i a , es decir con 
arreglo al pnincipio del "arm's lengh". El apartado 2 del arts 9 
asi lo establece, e x p r e s a m e n t e , al decir :"y los beneficios asi in- 
cluidos son beneficios que habrian sido realizados por la empresa 
del primer Estado si las condiciones convenidas entre las dos empre­
sas hubieran sido los que se hubiesen convenido entre dos empresas 
i n d e p e n d i e n t e s ". Sehala la OCDE que "el apartado no intenta evitar 
una doble imposicion mas que cuando los beneficios corregidos de 
una empresa asociada sobrepasan el nivel que hubieran debido alcan- 
zar si hubiesen sido calculados correctamente en una situacion de 
plena concurrencia". Es decir, que el Estado que efectua este ajuste 
lo llevarâ a cabo solo cuando estime que la correciôn efectuada 
en el otro Estado esté justificada en si misma, y en su importe.
3 .2 . El tema de los ajustes plantea una serie de in- 
terrogantes referidos a la necesidad o no de su contabilizacion, 
allos efectos que producen, al método a seguir y al plazo en que 
deben realizarse :
a) Su contabilizacion conviene desde un punto de v is­
ta practice. La contabilidad debe reflejar la situacion economica 
y patrimonial de una empresa tal como es, con independencia de que, 
en otro momento, la realidad cuantitativa y cualitativa de las
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operaciones efectuadas haya sido distinta. Si, n o r m a l m e n t e , la 
contabilidad es la base de la declaracion fiscal de una empresa, 
efectuandose la valoracion de los beneficios imponibles en base 
a las cuentas anuales exigidas por el Derecho Mercantil, en el 
caso presente puede producirse una inversion de los t é r m i n o s , pues 
la r e c t i f icaciôn fiscal podria servir de base al ajuste contable 
correlative (1).
b) En el estado actual, normative y d o c t r i n a l ,los 
efectos se limitan al âmbito tributario. Su finalidad es de evi­
tar la doble imposicion economica, mediante la determinaciôn de 
bases imponibles reales.
c) Los métodos a emplear no se especifican ni en 
el articule 9 ni en los Comentarios. Se deja en libertad a los 
Estados para que apliquen los que convienen para asegurar la 
d e s g r a v a c i ô n . En unos c a s o s , se opta por el método de exenciôn; 
el otro Estado (el que precede al ajuste posterior a la revision 
inicial) reduce el bénéficie imponible en la cantidad correspon- 
diente. En otros, el Estado en que se efectua el ajuste imputa 
el impuesto pagado correspondiente a la fracciôn rectificada ; 
équivale a que los beneficios doblemente gravados se consideran 
rentas imponibles del otro Estado, y a que la empresa residente 
de este otro Estado imputa el impuesto pagado por su empresa 
asociada en el otro Estado.
(1) Sobre esta y otras cuestiones c o n t a b l e s ,véase el informe 
"Pratiques Contables en usage dans les Pays Membres de l'OCDE", 
efectuado por el Comité de Inversion Internacional y Empresas 
M u l t i n a c i o n a l e s , y publicado por la OCDE en 1980. Este Informe, 
traducido al castellano, sera publicado en breve por el Institu­
te de Planificaciôn Contable del M inisterio de Hacienda.
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g ) Se coincide en sehalar un plazo para que el Esta­
do que debe efectuar el ajuste lo realice. El Modelo no establece 
nada al respecte, quedando las partes interesadas en libertad, pa­
ra su fijaciôn o no al negociarse el Tratado bilateral. Si tal co- 
sa se acuerda y el plazo transcurre sin que el ajuste se haya exi- 
gido por la empresa interesada, el Estado se libera de tal obliga- 
ciôn, aunque tal procéder no évité la doble imposicion economica.
El plazo se cventa desde el momento en que se haya producido la re­
vision inicial de los beneficios de la empresa situada en el otro
Estado, pues este es el hecho que détermina la doble imposicion si 
no se procédé al ajuste correspondiente en el otro Estado.
Ademâs del plazo, otros factores pueden impedir el 
ajuste correlative; tal séria, por ejemplo, el caso de que los Es­
tados Contratantes hubieran acordado que no existe tal obligaciôn 
en caso de fraude, omisiôn v o l u ntaria o negligencia.
3.3. El ap. 2 no trata de los "ajustes s e c u n d a r i o s " ,
es decir los que procédé realizar para que la situacion sea idén-
tica a la que se habria producido si las empresas hubieran actua- 
do con arreglo al principio del "arm's lengh".El hecho de no tra- 
tarse en el articule no impide que se hagan si se permite por la 
legislaciôn interna de los Estados Contratantes. Los ajustes se­
cundarios son una consecuencia del efecto de los ajustes primaries 
Estes solo afectan al contexte tributario. Su finalidad no es otra 
que la de fijar las verdaderas bases imponibles en cada une de los 
Estados Contratantes para que se liquider con réalisme los impues- 
tos. Por tal razôn y aunque los ajustes primaries se hayan efectua­
do, la realidad economica de la operaciôn subsiste entre las empre­
sas asociadas, de modo que las cantidades que representan los béné­
ficiés ajustados se encuentran en la caja de la empresa receptora
- 221 -
de la renta. Los ajustes secundarios constituyen el medio ade­
cuado para llegttr a una situacion consecuente y acorde con la 
realidad.Los problemas que se plantean son : a) la determinaciôn 
de la clase de renta que implica este exceso de beneficios (dife­
rencia entre el bénéficie contable y el bénéficié fiscal ajusta- 
d o ) , es decir su identificaciôn (v.gr. dividendos, i n t e r e s e s ,câ- 
nones, etc) y b) los impuestos, distintos del de Sociedades, que 
inciden sobre taies t r a n s f e r e n c i a s .
3.4. Dispone, finalmente, el ap. 2 del art? 9 que 
para determinar los ajustes "se tendrân en cuenta las demâs dis- 
posiciones del présente Convenio, consultândose las Autoridades 
compétentes de los Estados Contratantes en caso n e c e s a r i o " .Las 
"demâs disposiciones" son las que delimitan los tipos de rentas 
que pueden existir en una determinada transferencia entre empre­
sas asociadas: beneficios, dividendes, cânones, intereses, etc.
Si las partes no estuvieran de acuerdo en la naturaleza e impor­
te del ajuste, las Autoridades podrân consultarse. El Comité Fis­
cal de la OCDE réitéra machaconamente éL papel que el "procedimiento 
amistoso", regulado en el art? 25 del Modelo, juega en relaciôn 
con los ajustes correlatives (1).
(1) -La 4^ Reuniôn de Inspectores de Impuestos sobre "Evasiôn y 
Fraude Fiscales" celebrada en Paris les dias 23 a 25 de febrero 
de 1981, bajo los auspicios del Comité Fiscal de la OCDE, consi­
déré al "procedimiento amistoso" como el medio idôneo para la re- 
soluciôn de los problemas de hecho que se suscitan con motive de 
la aplicaciôn de los ajustes c o r r e l a t i v e s .El resumen de taies reu- 
niones ha sido recogido en un documente publicado por la Inspec- 
ciôn Central (Inspecciôn Nacional) del Ministerio de Hacienda,con 
el titulo :"Informe sobre la reuniôn de Inspectores de Tributes 
de la OCDE, en relaciôn con los precios de transferencia".Madrid 
1981.
A dicha reuniôn, el autor del présente libre présenté una comunica- 
ciôn titulada "Aspectos juridicos del procedimiento amistoso", re- 
cogida en la p ublicaciôn citada.
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4. Los Convenios espanoles de doble imposicion con- 
tienen todos ellos un precepto dedicado a las empresas asociadas. 
Pero solo los suscritos con Canada, Checoslovaquia, Rumania, Sue- 
cia y Polonia contienen un apartado 2 del tenor del équivalente 
del art? 9 del Modelo. Las especialidades de los Tratados son mi- 
n i m a s , por no decir nulas. En casi ninguno de ellos cabe resaltar 
detalles que supongan una modificacion de los criterios g é n é r a ­
les .
Las modificaciones mas significativas son las siguientes:
1^) El Convenio con Marruecos circunscribe la parti- 
cipacion de una empresa en otra, en la " d i r e c c i o n " , o en el "ca­
pital" de esta. Se omite la r e f e r e n d a  al "control", sin duda pa­
ra evitar una expresion tan genérica que no da idea adecuada de 
a sociacion empresarial. Un accionista, por el simple hecho de 
serlo, también participa o puede participer en el control o fis- 
calizaciôn de una Sociedad.
2 ë ) En relaciôn con el ap. 1 - revisiôn de beneficios- 
los Convenios con Canada (art? IX, a p . 3), Checoslovaquia (art?
9, ap. 3) y Rumania (art? 9, ap. 3) establecen un plazo, supera­
do el cual no procédera la rectificaciôn de los beneficios.Dicho  
plazo coincide en todos los casos con el de prescripciôn estable- 
cida en la legislaciôn nacional.En el caso de Canada, ademâs, e 
independientemente del plazo de prescripciôn, se niega tal posibili- 
dad a un Estado "después del transcurso de cinco ahos desde el fin 
de aquel en el curso del cual los beneficios que habian sido obje- 
to de rectificaciôn hubieran sido realizados por una empresa de
-El Grupo de Trabajo n? 6 del Comité de Asuntos Fiscales de la 
OCDE, sobre "Tributaciôn de las Empresas Multinacionales" ha asumi- 
d o , ,en la actualidad, la terea de analizar la eficaciü del "proce­
dimiento amistoso" en la resoluciôn del problema. de los ajustes o  
correlatives derivados de la transferencia de precios entre empre­
sas bancarias multinacionales. El "Business and Industry A d v i s o ­
ry Committee" (BIAC) le asiste en la labor.
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este Convenio." En el Protocole de este mismo Convenio (ap. 1) 
se acuerda que un Estado Contratante no esta obligado al ajuste 
en caso de fraude, omisiôn voluntaria o negligencia grave. La 
evitaciôn de la doble imposiciôn econômica que conlleva al ajus­
te correlative, quiebra en los casos en que se demuestra notoria 
mal fé en el contribuyente o negligencia grave -en su c o m p orta-’ 
miento.
3^) Sôlo dos Convenios -Canada y Rumania- excluyen 
la posibilidad de que las Autoridades compétentes se consulten 
entre si para la determinaciôn de los ajustes.Elle no implica 
que el contribuyente, en cualquier caso, no pueda acudir al "pro­
cedimiento amistoso" como medio de resoluciôn de los problemas 
de hecho que derivan de la realicaciôn de los ajustes entre las 
Autoridades c o m p é t e n t e s .For otra parte, y aunque aqui no se reco- 
ja, la comunicaciôn directa entre taies Autoridades es corrien- 
te a nivel fâctico y juridico.
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1. Los dividendos pagados por una sociedad residente de un Esta­
do Contr atante a un residente del otro Estado Contratante pueden
someterse a imposiciôn en este otro Estado.
2. Sin embargo, estes dividendos pueden también someterse a im-
Dosiciôn en el Estado Contratante en que resida la sociedad que
pague los dividendos y segùn la legislaciôn de este Estado, pe­
ro si el perceptor de los dividendos es el beneficiario , el im-
puesto asi exigido no podrâ exceder del:
a) 5 por 100 del importe bruto de los dividendos si el
beneficiario es una sociedad (excluidas las socieda­
des de personas) que posea directamente al menos el 
25 por 100 del capital de la sociedad que paga los
b)
d i v i d e n d o s ;
15 por 100 del importe bruto de los dividendos en to­
dos los demâs c a s o s .
Las autoridades compétentes de los Estados Contratantes
establecerân de mutuo acuerdo la forma de aplicar estes limites.
Este pârrafo no afecta a la imposiciôn de la sociedad
respecte de los beneficios con cargo a los que se paguen los di-
videndos •
3. El término "dividendos" empleado en el présente articule signi-
fica los rendimientos de las acciones o bonos de disfrute, de las
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partes de minas, de las partes de fundador u otros d e r e c h o s , ex­
cepte los de crédite, que permitan participar en los beneficios, 
asi como las rentas de otras participaciones sociales sujetas al 
mismo régimen fiscal que los rendimientos de las acciones por la 
legislaciôn del Estado en que resida la sociedad que les a t r i b u y a .
4. Las disposiciones de los pàrrafos 1 y 2 no se aplican si el 
beneficiario efectivo de los dividendos, residente de un Estado 
Contratante, ejerce en el otro Estado Contratante, del que es re ­
sidente la sociedad que paga los d i v i d e n d o s ,una actividad indus­
trial o comercial a través de un establecimiento permanente aqui 
situado o presta unos trabajos independientes por medio de una ba ­
se fija aqui situada con los que la participaciôn que genera los 
dividendos esté vinculada e f e c t i v a m e n t e . En estes casos se apli­
can las disposiciones del articulo 7 o' del articulo 14, segùn 
p r o c é d a .
5. Cuando una sociedad residente de un Estado Contratante obtenga 
beneficios o rentas procédantes del otro Estado Contratante ,este 
otro Estado no puede exigir ningùn impuesto sobre los dividendos 
pagados por la sociedad, salvo en la medida en que estos d i viden­
dos sean pagados a un residente de este otro Estado o la participa­
ciôn que generen los dividendos esté vinculada efectivamente a un 
establecimiento permanente o a una base fija situada en este otro 
Estado,ni someter los beneficios no distribuidos de la sociedad
a un Impuesto sobre los mismos, aunque los dividendos pagados o 
los beneficios no distribuidos consistan, total o p a r c i a l m e n t e ,
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en beneficios o rentas procedentes de este otro Estado (a) (X
(a) Coincide bâsicamente con el art? 10 del Modelo de 1963. Las 
principales innovaciones del Modelo de 1977 afectan a lo siguiente:
a) El apartado 2 introduce el concepto de "beneficiario efectivo". 
Ademâs reduce el porcentaje de retencion de la fuente, para el ca­
so de matriz-filial del 10 al 5%,considerando que existe tal rel a ­
ciôn cuando una sociedad posee directamente al menos el 25% del ca­
pital social que paga los dividendos. b) El apartado 4 alude a de­
mâs del establecimiento permanente, a la base fija como supuesto 
que justifica , en su caso, la no aplicaciôn de los a p . 1 y 2, es 
decir la tributaciôn ilimitada en el pais fuente. c) El apartado 5 
excluye la "cifra relativa de dividendos, sin perjuicio de la tri­
butaciôn en la fuente cuando los dividendos se pagan a un r e s i d e n ­
te de este Estado, o la participaciôn que genera los dividendos 
està vinculada efectivamente a un establecimiento permanente o base 
fija situados aqui.
(■X) Garcia de Vinuesa, C. "Los problemas fiscales de la Sociedad 
Anônima Europea", en "XX Semana de Estudios de Derecho F i n a n c i e r o " . 
MUtualidad Benéfica del Cuerpo de Inspectores Técnicos Fiscales 
ded Estado . Editorial de Derecho Financiero. Madrid 1973, pâgs.
187 a 268.
- Cabello de Alba, R: "Régimen fiscal de las inversiones financie- 
ras (Sociedades "Holding", participaciones en el capital, présta- 
m o s , etc"),en "XX Semana..." op. cit. pâgs 479-496.
- Del Arco.L.: "la relaciôn matriz filial ; especial r e f e r e n d a  al
Derecho Fiscal Espahol", en"XX Semana.. op. oit pâgs 665-710. Del 
mismo autor ; "Doble imposiciôn internacional y Derecho Tributario 
espahol". Escuela de Inspecciôn F i n a n c i è r e .Ministerio de Hacienda. 
Madrid 1977. También; "Los Convenios para evitar la Doble Imposi­
ciôn y las hipôtesis alternatives de inversiôn extranjera", en 
"Estudios de Doble Imposiciôn Internacional". Instituto de Estudios 
Fiscales. Madrid 1979, pâgs 145-196.
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1. Este articulo junto con las normas integradas en los 
art?s 11 - Intereses - 12 - Cânones - se refiere a los r e n d imien­
tos derivados de la utilizaciôn de un capital mobiliario. El art?
1C es el precepto mâs complejo por la diversidad de elementos que 
integran o se asimilan al concepto "dividendos", y por la dificul- 
tad de equiparar los términos y las figuras juridicas utilizados 
c existantes en los diferentes ordenamientos nacionales. El sistema 
seguido en cada Estado para evitar la doble imposiciôn econômica 
de los dividendos, y, por consiguiente, la mayor o menos integra- 
ciôn del Impuesto sobre Sociedades en el de la Renta de las Perso­
nas Fisicas, y el régimen aplicable a los rendimientos derivados 
de la relaciôn m a t r i z - f i l i a l , sobre todo cuando las entidades im- 
plicadas en esta relaciôn estàn situadas en Estados distintos, 
completan el cuadro de problemas que plantea el anâlisis y exége- 
sis de este articulo.
La regulaciôn de los dividendos en el Modelo de 1977, 
se basa en los siguientes criterios:
a) delimitaciôn del concepto (ap. 3);
b) distribuciôn de la potestad tributaria entre 
el Estado de la residencia del perceptor y el Estado de proceden- 
cia de la renta ( a p . 1 y 2);
c) reconocimiento en favor del Estado de la fuen­
te de gravar , en todo caso, los beneficios de la sociedad con cargo 
a los que se pagan los dividendos (ap. 2, pârrafo tercero);
d) exclusiôn del régimen especial de gravamen en 
caso de incidencia de un establecimiento permanente o base fija 
(ap. 4); y
e) no aceptaciôn del régimen de "cifra relativa 
de dividendos". (ap. 5).
La fuente de los dividendos no se détermina ni
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se define, porque no cabe d i f e r e n c i a r , oomo en los intereses o cânones, 
entre dividendos "pagados por" y "procedentes de El art? 10, no 
admite una definicion de fuente de dividendos, distintos del Estado 
en que reside la Entidad que los abona. Esta es la razôn de la o m i ­
siôn en este articulo, de un apartado del tenor del a p . 5 del art?
11 .
2. El ap. 3 del* art? 10 contiene una definiciôn de 
"dividendos" équivalente a la contenida en el Modelo de 1963. Mas 
que definiciôn se trata de una formulaciôn descriptiva de las rentas 
o rendimientos a los que se atribuye tal caracter. La delimitaciôn 
del concepto se efectua con arreglo a criterios analiticos (positive 
y negative) y residuales.
2.1. "El término "dividendos" empleado en el presente 
articulo significa los rendimientos de las acciones o bonos de d i s ­
frute, de las partes de minas, de las partes de fundador u otros d e ­
rechos, excepte los de crédite, que permitan participar en los b e n e ­
ficios". La formulaciôn efectuada integra dos vertientes : una con- 
creta y positiva, consistante en atribuir tal caràcter a un tipo es- 
pecifico de rentas; y otra genérica, pero matizada n e g a t i v a m e n t e ,
de excluir de tal categoria los rendimientos de los derechos de cré­
dite .
2.1.1. Los supuestos enunciados presentan una caracteris- 
tica comùn, consistante en que se trata de rendimientos que derivan 
de un capital mobiliario, Se trata de rentas basadas en aportaciones 
sometidas a riegos de empresa, y vinculadas, i n i c i a l m e n t e , a los 
bénéficiés empresariales distribuidos por las sociedades de capita­
les entre sus socios. Es una relaciôn ejemplificativa comprensiva
de los casos normalmente incluidos en las legislaciones de los Rai­
ses Miembros de la OCDE.
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a) La definicion se refiere en primer término a 
las distribuciones derivadas de la participaciôn en una sociedad 
anônima ("rendimientos de las acciones"), como caso mas tipico e 
i n d i s c u t i b l e . La acciôn, representativa de una parte alicuota del 
capital de la sociedad anônima, confiera a su titular légitimé la 
condiciôn de socio y le atribuye , como derechos econômicos bâsi- 
cos, el de participar en el reparte de las ganancias sociales y en 
el patrimonio résultante de la liquidaciôn (1). La percepciôn del 
dividende, como derecho considerado en abstracto, no es renunciable 
pues es consustancial a la esencia de la S.A. Como derecho concre­
te , si puede ser objeto de renuncia. El derecho al dividende que 
nace con la aprobaciôn por la Junta general de la propuesta de d is­
tribuciôn de beneficios, équivale a un derecho de crédite transfe­
rable, independientemente de la cualidad de socio. A estas distri­
buciones concretas es a las que se refiere el Modelo de 1977; la 
palabra "rendimientos" resalta el contenido econômico y la efecti- 
vidad de la percepciôn.
b ) Los rendimientos de los "bonos de disfrute" es 
un concepto asimilado. Se trata de utilidades derivadas de titulos 
emitidos por las Sociedades y que facultan a participar en los be­
neficios de éstas sin ser crédites. Los "bonos de disfrute" otor- 
gan derechos econômicos pero no politicos, como es el derecho de 
veto (2). Taies titulos se emiten por la Sociedad en favor de los 
titulares de acciones ordinarias r e e a m b o l s a d a s , normalmente/ como 
c oncecuencia de alguna de las circunstancias siguientes :
- reducciôn del capital excesivo mediante reembol- 
so de las acciones por sorteo;
(1) cfr. art? 39, a p .1 ? de la Ley de Sociedades Anônimas espanola 
de 17 de julio de 1951.
(2) cfr. art? 39,ultimo pârrafo de la citada Ley.
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- reembolso de acciones de sociedades conce- 
sionarias de servicios publiées que ban de 
revertir gr a t u i t a m e n te a la A d m i n i s t r a c i o n ;
y
- reducciôn de capital por causa de pérdi- 
das .
c) Las "partes de minas" y las "partes de fundador", 
son, igualmente, titulos que otorgan derechos econômicos pero 
que tampoco constituyen crédites. "Partes de fundador" es con­
cepto amplio aplicable a los socios fundadores en sentido estric- 
to, es decir a los que de forma simultanea o por convenio c ons­
tituyen una S.A, y a los socios que promueven tal constituciôn 
pero en forma sucesiva. G e n e r a l m e n t e , la legislaciôn mercantil 
los equipara a efectos de las ventajas que pueden reservarse 
al constituir o promover una S . A . (1).Las remuneraciones pueden 
consistir en una participaciôn limitada (temporal y cuatitati- 
vamente) en los beneficios netos, o en otros derechos o venta­
jas de caracter patrimonial (v.gr. concesiôn de exclusives, su- 
m i n istro de materias primas, e t c . . . ) . Se trata de una compensa- 
ciôn al esfuerzo fundacional. Por ello, las ventajas concedidas 
en contraprestaciôn de aportaciones al fondo social de dinero 
o de bienes que no sean dinero, o las reconocidas oon ocasicn cfe aumm 
toG cbcapital no ostentan aquel caracter. Dado el sentido del art? 
10 del Modelo, el supuesto al que parece circunscribirse es a la 
remuneraciôn consistante en una participaciôn en los beneficios 
netos de la sociedad. La legislaciôn espanola ha proscrito las 
"acciones de fundador", pudiendo existir sôlo "cédulas de funda­
dor" si las ventajas se incorporan a titulos nominatives distin­
tos de las acciones (2).
(1 ) cfr. art?s 12 y 30 de la Ley citada.
(2) cfr. art?s 12 y 33 de la Ley citada.
- 231 -
2.1.2. Tienen también la consideraciôn de "dividendos" 
los rendimientos de "otros derechos", excepto los de c r é d i t e ’ .
Se trate de una formulaciôn genérica. En la frase "otros d e r e ­
chos " pueden encuadrarse amplias modalidades de participaciôn 
en los beneficios de una sociedad. Lo que constituye un ras- 
go diferenciador esencial es la idea de riesgo empresarial; que 
se trate de una aportaciôn sometida a los avatares de la empresa.
Se excluyen, expresamente, los rendimientos derivados de derechos 
de crédite; éstos , es decir los "intereses ,pueden ser proporcio- 
nales al bénéficié de la empresa o variables, pero la idea d y i e s -  
go queda excluida "ab initie"; por tal razôn no integran el con­
cepto de "dividendos . Tampoco se consideran dividendos los in­
tereses de obligaciones convertibles.
Entre los rendimientos de "otros derechos" pueden incluir- 
se los beneficios rapartibles entre los socios de las Sociedades 
de Responsabilidad Limitada, las distribuciones de beneficios e- 
fectuados por las Sociedades Cooperatives, etc. La legislaciôn 
espanola, en relaciôn con la S.R.L., atribuye a los socios el de­
recho a participar en los beneficios en proporciôn a sus res p e c t i ­
ves participaciones. Asimismo, la escritura fundacional de la E n t i ­
dad puede expresar las compensaciones que, con cargo a los benefi­
cios, han de recibir los socios por las eventuales prestaciones 
accesorias, distintas de las aportaciones de capital, efectuadas 
en favor de la Sociedad (1) .Taies prestaciones pueden consistir 
en obligaciones de dar, hacer o no hacer; por ejemplo. entrega de 
toda la particular producciôn para destinarla a la venta, cumpli- 
miento de determinados encargos, etc. La remuneraciôn en ningùn 
caso puede serlo con cargo al capital de la Sociedad; ello entra- 
haria una devoluciôn de aportaciones a los socios.
(1) cfr, r e s p e c t i v a m e n t e , art?s 29 y 10 de la Ley de Sociedades 
de Responsabilidad Limitada de 17 de julio de 1953.
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2.2. De forma residual, el art? 10 asimila a los "dividen­
dos", las rentas de otras participaciones sociales sujetas al m i s ­
mo régimen fiscal que los rendimientos de las acciones por la le­
gislaciôn del Estado en que resida la Sociedad que los distribuye" 
Dos son los temas que se suscitan : 'el primero, relative a la fi- 
losofia que inspira la norma; el segundo, vinculado a los concep- 
tos substantives integrados en el precepto. La OCDE justifica la 
apelaciôn a la legislaciôn interna por la imposibilidad de déf i ­
nir compléta y exhautivamente el concepto de dividende. Las diver- 
gencias que subsisten en los Paises Miembros entre la legislaciôn 
sobre sociedades y la legislaciôn fiscal avocan a tal soluciôn.
El handicap que, para la interpretaciôn del Convenio, supone un 
reenvio a las legislaciones internas, cede ante las ventajas prâc- 
ticas de tal postura.
Los conceptos integrados en el precepto son aquellos que, 
segùn las particularidades de su legislaciôn, los Estados Contra­
tantes han convenido incluir. Tal especificaciôn no plantea pro­
blemas. El acuerdo de los negociadores atribuye el caràcter de di ­
vidende a las rentas o pages que, segùn su particular punto de 
vista, tienen tal consideraciôn. El problema se suscita cuando el 
Convenio incluye una clausula residual del tenor expuesto, y las 
legislaciones internas no œncuor'dan en las rentas a las que se o- 
torga aquel caracter. El procedimiento amistoso es un método ade­
cuado para resolver los conflictos provocados por tal disparidad.
El anâlisis de la legislaciôn espanola implica su expo- 
siciôn desde dos ângulos : el del Impuesto de Sociedades (concre- 
tajlas partidas no deducibles en la determinaciôn de la base liqui- 
dable ),y el del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, 
(délimita qué rendimientos tienen la consideraciôn o se asimilan 
a los dividendos). La Ley 61/78 del Impuesto sobre Sociedades no 
considéra deducibles :"a) las cantidades destinadas a retribuir
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directa o indirectamente el capital propio, cualquiera que sea 
su d e n o m i n a c i ô n ; b) las participaciones en beneficios por cual­
quier concepto discinto de la contraprestaciôn de servicios per- 
sonales.... incluso el de los participes en cuentas; c) las can­
tidades distribuidas entre los socios de las cooperatives a cuen­
ta de sus beneficios." (art? 14, letra a),b)c). El Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1981 , incluye 
entre los rendimeintos del capital mobiliario : a) los dividendos, 
participaciones en los beneficios de sociedades y a s o c i a c i o n e s , 
cualquier otra utilidad percibida de una entidad juridica en 
virtud de la condiciôn de socio, accionista o participe, y las 
cantidades entregadas a los socios con cargo a réservas, inclui- 
das las procedentes de regularizaciôn que no sea objeto de capi- 
talizaciôn; b) los rendimientos de cualquier clase de titulos 
juridicos que estatutariamente faculten para participar en los 
beneficios por causa distinta de la remuneraciôn del trabajo per­
sonal; c) la contraprestaciôn obtenida, cualquiera que sea su de­
nominaciôn por los participes no gest-ores en cuentas en partici­
paciôn" (art? 5 4,a p .1 ,letras a),b) y e ) .
De estas normas se deduce que :
- se trata de rendimientos del capital m o b i ­
liario; se excluyen las remuneraciones de 
servicios personales;
- las notas bâsicas que configuran la renta 
son: la participaciôn en beneficios trae, 
normalmente, causa de una aportaciôn de ca­
pital,y el riesgo empresarial preside aquella 
p a r t i c i p a c i ô n ;
- aun cuando las ventajas que dan derecho a 
una participaciôn social no se otorgan mâs 
que a los accionistas, determinadas atribu- 
ciones en bénéficié de personas no accionis­
tas podrlan considerarse dividendos, si las 
relaciones juridicas entre aquéllas y la
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sociedad se equiparan a una participaciôn so­
cial, o si beneficiaries y accionistas estân 
ligados Dor lazos intimes (p.ej. relaciôn de 
parentesco, grupo de sociedades).
El Modelo de la OCDE SE REMITE a la legislaciôn de 
los Estados en que reside la sociedad que distribuye la renta.Tal 
formulaciôn queda restringida si se considéra que las rentas de 
otras participaciones sociales deben estar sujetas "al mismo ré­
gimen fiscal que los rendimientos de las acciones". Lo que no debe 
olvidarse es que se esta en presencia de una renta del capital m o ­
biliario, tipificada por la participaciôn en el bénéficie social.
2.3. Es criterio de la OCDE que las distribuciones de 
bénéficié realizadas por sociedades de personas no tienen el ca­
ràcter de dividendos, salvo que taies sociedades estén sujetas en 
el Estado en que radique su sede de direcciôn efectiva a un régi­
men fiscal anâlogo que se aplica a las Sociedades a n ô n i m a s .Este 
era, hasta hace poco, el caso de Espaha en donde la ùnica diferen- 
ciaciôn entre las sociedades de capitales y sociedades de personas 
(bâsicamente colectivas y comanditarias sin acciones) consistia en 
el tipo tributario aplicable (1). Estas sociedades, al tener per- 
sonalidad juridica propia, estaban sometidas a un impuesto sobre 
la renta, y el socio a un impuesto que gravaba el bénéficia dis- 
tribuido. Sin embargo, el ûnico Convenio que considerô las distri­
buciones de beneficios hechos por las Sociedades de personas a 
sus socios, como dividendos, fué el suscrito con Alemania (art? 10, 
a p . 4).
En la actualidad, el régimen de transparencia fiscal 
establecido en la Ley 44/78 del Impuesto sobre la Renta de las
(1) El art? 51 del Texto Refundido del Impuesto de Sociedades de 
23 de diciembre de 1 9 6 7 , establecia un tipo general del 30% , salvo 
para Sociedades colectivas y comandiatrias sin acciones a las que 
aplicaba el 25%.
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Personas Fisicas ha venido a clarificar, por lo menos en el âmbito 
interno, el tratamiento fiscal de las Sociedades de personas (1).
Su articulo 12 - Imputaciôn de rendimientos- ha sido desarrollado en 
el nuevo Reglamento del Impuesto de 1981. Por una parte, su art? 54, 
a p . 2 , no considéra como rendimiento de capital m o b i l i a r i o ,"la im­
putaciôn de resultados a los socios o participes de las Sociedades 
a que se refieren los art?s 28 y 29 de este Reglamento" (letra b ) ; 
por otra , el art? 28 establece un régimen obligatorio de trasparen- 
cia fiscal : 1?) para las Sociedades de inversiôn m obiliaria cuyas 
acciones no sean de cotizaciôn calificada, las Sociedades de carte- 
ra y las Sociedades de mera tenencia de bienes si mâs del 50% del 
capital social pertenece a un grupo familiar; o mâs del 50% de tal 
capital pertenece a diez o menos socios, si ninguno de ellos es per­
sona juridica; y 2?) para las Entidades juridicas constituidas para 
el ejercicio de una actividad profesional en la que todos los so­
cios sean profesionales de dicha actividad. El art? 29 permite que 
determinadas sociedades opten por el régimen de trasparencia (2 ).
Desde el punto de vista de los Convenios de doble im"- 
posiciôn y, salvo los casos en que expresamente se haya acordado 
(Tratado con Alemania), la clâusula residual contenida en la ultima 
proposiciôn del a p . 3 del art? 10, no faculta a Espaha a considerar 
como dividendos las distribuciones de beneficios efectuados por las 
sociedades de personas. Las normas internas se oponen a ello. De aho- 
ra en adelante los Convenios deberân plegarse al nuevo criterio le-
(1) La Ley 40/1977 de 14 de noviembre de Medidas Urgentes de Reforma 
Fiscal, constituyô la primera avanzadilla en materia de trasparencia 
f i s c a l .Concretamente su art? 38 puso fin a los abusos -que a través 
de las Sociedades de Inversiôn mobiliaria no cot*adas en Boisa se 
venian cometiendo.
(2) La Ley 61/78 del Impuesto de Sociedades se refiere a las Socie­
dades que tributen en régimen de trasparencia en el art? 24-deduccio- 
nes de la cuota.
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gal, aunque nada impide que se pacte lo c o n t r a r i o .Por otra parte, 
la vigencia de las clausulas convencionales que plasman un crite­
rio distinto es i n c u e s t i o n a b l e .
3. El regimen tributario de los "dividendos" se 
détermina en los a p . 1 y 2 del art? 10. El a p . 1 establece, inicial' 
mente, la potestad tributaria del Estado de residencia del p e rcep­
tor de la renta. El ap. 2 atribuye, a su vez, potestad compartida 
al Estado de la fuente, es decir al Estado de donde proceden los 
rendimientos que retribuyen un capital previamente i n v e r t i d o .Tal 
soluciôn en ningùn momento ha sido cuestionada, pues los paises ex- 
portadores de capital han reconocido tradidionalmente la facultad 
de gravar al Estado en que se ha efectuado la inversiôn.
La adopciôn del régimen de gravar limitadamente en 
la fuente y de forma integral en el pais de residencia del benefi­
ciario implica una duplicidad de carga fiscal que habria reducido 
la trasferencia internacional de capitales, si no se hubieran ar- 
bitrado las medidas adecuadas para mitigar esta doble imposiciôn 
juridica. A ello tienden los métodos de exenciôn o de imputaciôn 
adoptados en el pais de la residencia del perceptor de la renta 
(1 ).
El anâlisis del régimen tributario de los dividendos 
présenta especial dificultad. A la necesidad de evitar esta doble 
imposiciôn, se une la de coordinar los sistemas tributarios de.los 
Estados signatarios del Convenio para paliar la doble imposiciôn 
econômica que incide sobre taies rentas. Toda distribuciôn de di ­
videndos se efectua previa detracciôn de una masa de beneficios,gea 
su vez, es objeto de imposiciôn a nivel de la sociedad. La posible 
existencia de una relaciôn de matriz-filial entre la sociedad per­
ceptora del dividende y la que la distribuye, incide asimismo,sobre
(1 )Vid. mâs adelante Comentarios al art? 23 -Métodos para evitar la 
doble imposiciôn.
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el tema, aumentando su complejidad.
3.1. El Estado de la residencia del beneficiario osten- 
t a , como se ha dicho, una facultad de gravamen integral, vinculada 
a la "obligaciôn personal" de contribuir. Tal obligaciôn dériva de 
la residencia en un territorio concrete, y es independiente del lu- 
gar donde se ha originado la renta y de la residencia del pagador.
El a p . 1 del art? 10 del Modelo détermina que "los dividendos paga­
dos por una sociedad residente de un Estado Contratante a un resi­
dente del otro Estado Contratante pueden someterse a imposiciôn en 
este otro Estado". Las cuestiones que plantea la disposiciôn son 
las siguientes:
a) De caràcter subjetivo. El sujeto gravado es un resi­
dente -persona fisica o juridica- de un Estado C o n t r a t a n t e .Su resi­
dencia se détermina segùn la legislaciôn interna del Estado que os- 
tenta la facultad de gravar la totalidad de las rentas de las que 
auqel es titular.
El sujeto activo de la relaciôn juridica tributaria es 
este mismo Estado. el cual "puede someter a imposiciôn " los dividen­
dos procedentes del otro Estado. Al utilizar la expresiôn "puede so­
meter", el ap. 1 excluye "ab initio" la facultad exclusiva de grava­
men del Estado de residencia. Ademâs, como Estado de residencia, de­
be evitar la doble imposiciôn juridica que se produzca a consecuen­
cia del gravamen en el otro Estado. La tributaciôn en el Estado de 
residencia se adecua a sus normas internas.
Una particularidad de esta renta es que el sujeto que 
la distribuye siempre es una entidad juridica. El ap. 1 del art? 10 
se r'efiere expresamente a "los dividendos pagados Por una sociedad". 
El mismo concepto de dividende incorpora la idea de rendimiento de- 
rivado de una participaciôn en el capital de una sociedad anônima.A 
veces, sin embargo, otras rentas merecen tal calificaciôn v.gr. con-
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traprestaciôn obtenida por los participes no gestores en el contra- 
to de cuentas en participaciôn; pero, en tal caso, deben asimilar- 
se fiscalmente a los rendimientos de las acciones.
b) De caràcter objetivo.El ap. 1 del art? 10 no 
se refiere, como el art? 1 1 , a dividendos "procedentes de"; alude 
a dividendos "pagados". La razôn es que el art? 10 no admite una 
definiciôn de fuente distinta del Estado en que reside la Entidad 
que los paga. El término "pagado" se utiliza en un sentido amplio, 
équivalente a ejecutar la obligaciôn de poner los fondos a disposi­
ciôn del accionista del modo previato en el contrato o por los usos 
de comercio.
El precepto se circunscribe a los dividendos p aga­
dos por una sociedaa residente de un Estado Contratante a un r e s iden­
te del otro Estado. Se excluyen los dividendos abonados por una so­
ciedad residente de un tercer Estado, y los pagados por una sociedad 
residente de un Estado Contratante que se abonen a un establecimien­
to permanente que una empresa de dicho Estado posea en el otro Esta­
do Contratante (1).
3.2. El ap. 2 del art? 10, mediante una expresiôn 
adversativa ("sin embargo"), reconoce facultad compartida para gra­
var al Estado fuente. Pero esta facultad esta condicionada por unas 
circunstancias, relativas : a) al sujeto perceptor de la renta; b) 
al rendimiento percibido (hecho y base imponibles); c) al limite im- 
positivo y al procedimiento de su aplicaciôn,y d) a la legislaciôn 
interna del Estado de la fuente. Los condicionantes derivan pues, del 
propio texto convencional y de la legislaciôn interna del Estado o- 
rigen de las rentas.
(1) Este criterio concuerda con el seguido en la exégqsis del art? 
21 - Otras rentas.
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3.2.1. Limites derivados del Convenio.
a) Las facultades tributarias del Estado fuente in­
ciden sobre las rentas procedentes del mismo. El Modelo se refiere 
a tal hecho cuando dispone que "estos dividendos pueden también so­
meterse a imposiciôn en el Estado Contratante en que resida la so­
ciedad que pague los dividendos". El adverbio "también" refleja 
la filosofia del precepto, plasmada en su configuraciôn positiva.
La facultad de gravar se considéra que debe compartirse entre am- 
bos Estados Contratantes. A la facultad indiscutible del Estado 
de r esidencia se ahade la del Estado de la fuente. Dada la necesi­
dad de que el Estado de residencia absorba el impuesto pagado en 
el otro Estado, el gravamen limitado en este Estado se subordina 
a que el perceptor de los dividendos sea "el beneficiurio efectivo" 
de los mismos. Con tal identificaciôn se tiende a evitar un uso 
incorrecte o abusive del Convenio. La OCDE anota que la limitaciôn 
de gravamen en el Estado fuente no se aplica cuando un intermadia- 
rio, como un agente o m a n d a t a r i o , se interpone entre el acreedor 
y el deudor, a menos que el beneficiario efectivo sea residente del 
otro Estado. La exigencia de que se trate del beneficiario efectivo 
excluye de la aplicaciôn del Convenio a una persona qaue actùe a 
través de una Entidad juridica, sôlo para obtener las reducciones 
impositivas a las cuales aquélla, directamente, no habria tenido 
d e r e c h o .
Otro aspecto que ha sido destacado anteriormente referen- 
te a los dividendos, es que el Estado de la fuente es el en que 
"reside la Sociedad que paga" la renta. Dos observaciones cabe efec­
tuar : que el concepto de dividende se vincula a pages efectuados 
por una sociedad; y que la residencia de ésta se détermina segùn 
la legislaciôn del Estado de la fuente. Al conectarse "pago" y "re­
sidencia" se élimina el problema de la localizaciôn de la fuente 
de la renta. ' •
— 2 4-0 —
b) El condicionante objetivo del poder limitado del Es­
tado fuente, alude a la determinaciôn del hecho y de la base im­
ponibles. El hecho imponible es la percepciôn de d i v i d e n d o s ,"strie- 
tu sensu", o de rentas asimiladas a ellos.
La base imponible , équivale a± "importe bruto de 
los dividendos". Importe bruto es cantidad integra, renta en la 
que no se han efectuado deducciones. La fijaciôn de una base bru- 
ta como base liquidable se justifica por tratarse de un supuesto 
de obligaciôn real de contribuir, derivado de un hecho econômico: 
el pago y percepciôn de una renta.
c) Sobre el importe bruto de los dividendos se aplica 
el limite imposirivo acordado por los Estados Contratantes. El M o ­
delo propone como tipos màximos de retenciôn en la fuente (" el 
impuesto asi exigido no podrâ exceder"):
- el 5%, en caso de relaciôn matriz-filial
- el 1 5 %, en todos los demâs casos.
El anâlisis de esta disposiciôn plantea una serie de 
cuestiones relativas a los presupuestos subjetivos de aplicaciôn 
de la norma, y al caràcter de los limites impositivos propuestos.
a') Presupuestos subjetivos. Se fija el limite del 
5% del importe bruto de los dividendos cuando el beneficiario 
efectivo es una sociedad (excluidas las sociedades de personas) 
que posee, directamente, al menos el 25% del capital de la socie­
dad que los paga. Los casos de aplicaciôn de la norma, los supues­
tos constitutivos de la relaciôn m a t r i z - f i l i a l , las razones que 
justifican un tratamiento fiscal especial, y las medidas adoptadas 
para reducir la imposiciôn conjunta de los beneficios distribuidos 
dentro de un conjunto de sociedades, son las cuestiones que sus­
cita la norma y que se analizan a c o n t i n u a c i ô n .
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15) Se establece un régimen fiscal especial 
para las distribuciones de bénéficies efectuados entre matriz y fi­
lial, pero solo cuando el beneficiario efectivo (matriz) es una so- 
ciedad de capitales, e^ i sentido estricto. Se excluyen las Sociedades 
de personas porque sus caracteristicas (escaso numéro de socios cuya 
actividad es fundamento de la actividad de la Sociedad, y escasa de- 
limitaciôn de sus perfiles juridicos en relaciôn con los socios) di- 
ficultan la armonizaciôn internacional de 1 a figura, y porque , de 
hecho, su tratamiento fiscal se reconduce a un régimen de "traspa- 
rencia" entre Sociedad y socios. No obstante, los Estados Contratan- 
tes pueden convenir la modificaciôn de la letra a) del ap. 2 del 
art5 1 0 , aplicando a taies sociedades el tipo reducido previsto pa­
ra una Sociedad matriz. Tal es el caso de los Estados cuya legisla- 
ciôn mercantil y fiscal reconoce plena personalidad y autonomia a 
las Sociedades p e r s o n a l i s t a s . Los Convenios espanoles suscritos con 
Japon, Portugal, Reino Unido y Rumania contienen tal modificaciôn.
Debe tenerse en cuenta que la exclusion que se propo­
ne y que, de hecho, siguen casi todos los Raises Miembros de la OCDE, 
détermina ùnicamente la aplicaciôn de un tipo de retenciôn mas ele- 
vado (el 15%); pero no impide que las distribuciones de bénéficiés 
que efectuan las Sociedades de personas se consideren dividendes.
La definiciôn del concepto no es afectada por tal exclusion; esta 
solo incide en el mayor tipo de retenciôn aplicable en la fuente.
2 5 ) La relaciôn matriz-filial se produce se- 
gûn el criterio de la OCDE, cuando una sociedad posee directamente 
al menos el 25 % del capital de la Sociedad que paga los dividendes. 
Las notas que tipifican la relaciôn matriz-filial son por tante: 
que entre ambas sociedades exista una vinculaciôn econômica, y que 
esta se concrete en un porcentaje concrete.
- El articule 10 hace r e f e r e n d a  a la "pose-
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Sion" coïïio supuesto o tltulo juridico que légitima la v i n c u l a ­
ciôn empresarial. Indudablemente debenâ tratarse de una pose- 
siôn en concepto de dueno (1). El beneficiario efectivo del 
dividende debe ser la sociedad poseedora de la participaciôn 
en el capital de la que le abona.
- La participaciôn de la matriz debe s e r " d i r e c t a " .
El arts 9 -Empresas asociadas- contempla supuestos asociativos 
mas amplios, pues alude a participaciones directas o indirectas 
en el capital, en la direcciôn o en el control de una empresa.
El arts 9 , de filosofla y finalidad tributarias distintas, alu­
de a sociedades matrices y filiales y a sociedades sometidas a 
un control comûn. El arts I0,trta de un supuesto asociativo,mâs 
limitado, caracterizado por la participaciôn financiera directa 
de una sociedad en otra. Se prescinde de la posible integraciôn 
econômica (la empresa dominada funciona como una sucursal de la 
dominanate) y orgânica (la entidad dominada no puede adoptar por 
si misma decisiones que se opongan a la voluntad de la dominan - 
te). La participaciôn financiera es la ùnica que califica la re ­
laciôn empresarial. De hecho, en la prâctica, las vinculaciones 
suelen ser intégrales; pero la OCDE no exije mas que la posesiôn 
de un porcentaje de capital.
- El porcentaje propuesto del 25%, es arbitrario. 
Los Estados Contratantes pueden convenir una participaciôn infe­
rior o superior. Un môdulo inferior esta justificado, por ejemplo 
en los casos en que el Estado de residencia de la matriz, c o n c é ­
da a esta, segùn su legislaciôn interna, una exenciôn para los
(1) El arts 432 del Côdigo Civil dispone que "la posesiôn en los 
bienes y derechos puede tenerse en uno de dos conceptos; o en el 
de dueno, o en el tenedor de la cosa o derecho para conservarlos 
y d i s f r u t a r l o s , perteneciendo el dominio a otra persona".
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dividendos correspondientes a una participaciôn inferior al 25% 
en filial no residente. En la legislaciôn espahola vigente este 
porcentaje es el. que configura la relaciôn m a t r i z - f i l i a l . La Ley 
61/1978 del Impuesto sobre Sociedades entiende que "existe v i n c u ­
laciôn entre dos Sociedades cuando participen directa o indirecta- 
mente al menos en el 25% en el capital social de otra..." (arts 1 6 , 
C i n c o ) . Se sirve de un cuadro juridico mas amplio incluyendo en él 
el supuesto de m a t r i z - f i l i a l . El nuevo Reglamento del Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas de 1981, considéra que existe 
relaciôn m a t r i z - f i l i a l , cuando "la primera participe directa o in- 
d i r e c t a m e n t e , como minimo, en el 25% del capital social de la segun- 
d a , o cuando, sin median dicha circunstancia, una entidad ejerza en 
otras funciones déterminantes del poder de d e c i d i r " . Por otra parte, 
Espana ha formulado una Réserva a la letra a) del ap. 2 del arts 10 
del Modelo, relative al porcentaje minimo de participaciôn. Este con- 
junto normativo exige efectuar las observaciones siguientes:
a) la "Réserva" espahola carece de justiticaciôn 
en el momento actual, pues el porcentaje de 
participaciôn propuesto por la OCDE, coincide 
con el exigido en la Ley interna;
b) el caracter especifico de la relaciôn matriz- 
filial dériva no sôlo de una vinculaciôn fi­
nanciera, sino de una integraciôn mas amplia, 
orgânica y funcional; por eso se alude a la 
participaciôn directa o indirecta;
c) la casi totalidad de los Convenios suscritos 
por Espaha se ajustan al Modelo de la OCDE; 
desde una perspectiva fiscal, el Modelo favo- 
rece la posiciôn espahola porque los supues­
tos de retenciôn limitada al 5% son mas res- 
t r i n g i d o s , que los que resultarian si la re­
laciôn matriz-filial se ajustase a nuestras 
normas internas.
El porcentaje de participaciôn del 25 % es un pa­
ramètre "minimo"; la OCDE lo expresa cluramente : "posea directamen-
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te al menos el 25 % del capital".
- La matriz participa en el "capital" de la Sociedad 
que paga los dividendos. L a s "réservas"no se toman en considera- 
ciôn ; el capital debe indicarse segùn el valor nominal total de 
las acciones, y no procédé tener en cuenta las diferencias por 
distintas clases de acciones emitidas (ordinarias, privilegiadas, 
etc...) El capital se refiere, normalmente, al escriturado ;pero 
puede llegar a incluir el importe de los préstamos u otras apor- 
taciones (no constitutivas de capital) cuando las rentas procé­
dantes de los mismos se consideren como dividendos por la Ley in­
terna del Estado de residencia de la filial. Si no existe capital 
escriturado, segùn la legislaciôn de Sociedades, se considéra co­
mo tal, el total de las aportaciones que se computer a efecto de 
distribuciôn de bénéficiés.
No alude el articule 10 al tiempo de posesiôn pre­
via de la participaciôn en el capital de la filial. Sôlo cuenta 
la situaciôn présente. Para evitar abuses, los Convenios pueden 
incluir una clausula del siguiente tenor: "a condiciôn de que la 
participaciôn no haya side adquirida asencialmente para obtener 
el bénéficié de esta d i s p o s i c i ô n " . La OCDE justifica la no exi- 
gencia de un plazo minimo para evitar las investigaciones que 
privarian de flexibilidad aplicativa a la norma.Los Convenios con 
Japôn, Portugal y Suecia exiger , sin embargo, un plazo minimo.
En ocasiones , el concepto "capital" se sustituye 
por el criterio de 1 "derecho de veto". En tal caso lo que d é ter­
mina la relaciôn matriz-filial no ea una participaciôn financiera 
directa, sino una tal participaciôn por el voto. En la legisla­
ciôn espahola el derecho de voto no puede ejercerse por el socio 
que se halla en m o r a  en el pago de los dividendos pasivos ni por 
los titulares de "bonos de disfrute"; a d e m â s , se déclara ilicita
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la creaciôn de acciones de voto plural, es decir aquéllas que 
facultan para emitir un numéro de votos superior al valor nomi­
nal de las acciones poseidas (1). Sôlo los Convenios con Japôn 
y el Reino Unido hacen referencia al derecho citado.
3 5 ) Las razones que justifican un tratamiento 
fiscal especial para la relaciôn matriz-filial son las de evitar 
la cascada impositiva y facilitar las inversiones i n t e r n a c i o n a l e s . 
No obstante la realizaciôn de este objetivo depende del régimen 
fiscal de los dividendos en el Estado de residencia de la Socie­
dad matriz.
En la esfera Interna, los efectos fiscales deri- 
vados de tal relaciôn suelen concretarse en una exenciôn total o 
parcial del dividende percibido. También , en determinadas cir- 
cunstancias, suele permitirse una declaraciôn consolidada de bé­
néficiés, d e s a p a r e c i e n d o , a efectos fiscales, las fronteras ju- 
ridicas que separan a las empresas que integran un grupo econômi- 
co. La legislaciôn espahola admite una deducciôn de la cuota de 
un 100 %, cuando los dividendos procedan de una sociedad domina­
da, directa o i n d i r e c t a m e n t e , en mas de un 25% por la sociedad 
que los perciba y siempre que la dominacmh se mantenga de forma 
ininterrumpida durante el période de imposiciôn (art^ 2 4,dos,d). 
Sin embargo no exister ni disposiciones légales ni ftormas conta- 
bles aplicables a la consolidaciôn de balances u otros estados 
financières (2). El Plan General Contable prevé la redacciôn de 
normas sobre consolidaciôn, pero, por el momento, no se han pu- 
blicado. El Institut© de Planificaciôn Contable, encargado de 
tal publicaciôn, espera que el Consejo de las Comunidades Euro-
Ci) cfr. art^s 38 y 39 de la Ley de S.A. de 17 de julio de 1951.
(2) El Real D e c r e t o - L e y  15/77 de 25 de febrero sobre medidas fisca­
les y financieras admite la consolidaciôn de los balances y cuen- 
tas de resultados de las Sociedades que forman el Grupo de Socie­
dades (cfr.arts 3 ,Uno).El Real Dècreto 1414/1977, de 17 de junio
régula la tributaciôn sobre el benefiicio consolidado de los grupos
- 24 -
peas apruebe el proyecto actual de 7- Directriz; de esta forma, 
las normas redactadas por el Institute se adaptaran a esta D i r e c ­
triz. La c o nsolidation de balances esta prevista solamente a e f e c ­
tos fiscales, para calcular el Impuesto sobre Sociedades correspon- 
diente a ciertos grupos de empresas, cuando estas lo s o l i c i t e r .Sin 
embargo tales normas son escasas e incompletas (1 ).
La esfera i n t e r n a c i o n a l , se caracteriza por el ca­
racter n a c i o nalista de los sistemas fiscales. El Estado de la m a ­
triz se résisté a dar un tratamiento de favor a los dividendos pro- 
cedentes de la filial porque éstos no han sido gravados en su 
territorio. El Estado de la filial trata de gravar normalmente los 
dividendos que se remiten al Estado de la matriz, porque esta es- 
capa de su jurisdiccion. Para el Comité Fiscal de la OCDE, la solu- 
cion ideal, si los dividendos estan exentos de gravamen a nivel 
de la matriz, consiste en la desapariciôn total de retenciôn en la 
fuente; pero esta soluciôn se rechaza de piano por los paises impor- 
tadores de capital. Otros paises, en los que el Impuesto de Socie­
dades se exacciona por el sistema de doble tipo (tipo inferior pa­
ra los dividendos distribuidos ) d a m a n  por el contrario, , por un 
tipo de retenciôn mayor, superior al general del 15 % propuesto.
Esta mayor retenciôn (lo que exceda del 15%) séria devuelta o, in­
cluse, no se dev e n g a r i a  si se distribuyesen por la matriz los béné­
ficiés percibidos de la filial-, de esta forma los dividendos, en 
manos del accionista, tributarian por impuesto personal evitândose 
el atesoramiento a nivel de la matriz y la obtenciôn de un benefi-
de Sociedades. La Orden Ministerial de 13 de marzo de 1979, y la de 
26 de marzo de 1 9 8 0 , complementan aquellas normas bâsicas.El Derecho 
Mercantil espahol, por el contrario, no contiene disposiciones re- 
ferentes el Grupo de Empresas o de Sociedades.
(1) Cfr.la respuesta de Espaha al Cuestionario del Grupo de Trabajo 
"ad hoc" sobre Normas Contables, del Comité de Asuntos F i s c a les.Di­
cha respues-ta se contiene en el libro"Investissement International 
et Entreprises M u l t i n a t i o n a l e s .Pratiques Comptables en usage dans . 
las Pays Membres de l'OCDE" OCDE,Paris 1980, pâg 1 8 2 . Este Libro se- 
r 'a proximadamente publicado en castellano, por el Institute de Pla­
nif icaciôn Contable.
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cio fiscal (aplicaciôn de un tipo inferior) indebido (1 ).
Para eviatar que los bénéficiés distribuidos en 
la Sociedad matriz soporten una imposiciôn "en cascada" en relaciôn 
con el Impuesto sobre Sociedades (a nivel de la filial, primero, 
y a nivel de la matriz, despues), los Estados, en sus Convenios 
de Doble Imposiciôn , pueden articular uno de los sistemas si­
guientes :
- exenciôn con p r o g r e s i v i d a d ; el Estado de la 
matriz exime los dividendos percibidos de la filial sita en el 
otro Estado, pero computa taies dividendos para el calcule del 
Impuesto debido por la matriz sobre el resto de su renta;
- imputaciôn de impuestbs suyacentes ("under­
lining taxes") : el Estado de la matriz imputa el impuesto pe r c i b i ­
do sobre el dividende como tal, y el impuesto pagado por la filial 
sobre los bénéficiés distribuidos.
- Assimilaciôn a la participaciôn en una filial 
nacional : los dividendos provenientes de una filial se someten 
al mismo régimen, independientemente del Estado donde resida la 
filial.
Las dificultades aplicativas derivadas de los 
Convenios y sobre todo, el temor a fraudes fiscales, détermina 
que normalmente los Estados traten de resolver la cuestiôn en el 
âmbito de su Ley interna.
b') Caracter de los limites impositivos pro- 
puestos. Se trata de topes m â x i m o s , y no de tipos tributaries.
( 1 )Una amplia exposiciôn de estas cuestiones se contiene en el li­
bro de Del Arco :"Doble Imposiciôn I n t e r n a c i o n a l .." o p .cit pâgs 353 
a 365.
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Los Estados Contratantes pueden acordar un porcentaje mayor o m e ­
ner que los propugnados por la OCDE, e incluse la imposiciôn exclu- 
siva en el Estado de residencia del beneficiario. La limitaciôn de 
tipo prevista en el ap. 2 se refiere ùnicamente a la imposiciôn de 
los dividendos y no a la de los bénéficiés de la Sociedad que los 
paga. El Modelo se refiere a este desglose impositivo. El ùltimo 
pârrafo del ap. 2 sentencia que "este apartado no afecta a la impo­
siciôn de la sociedad respecte de los bénéficiés con cargo a los 
que se paguen los dividendos".
En relaciôn con el tipo de retenciôn aplicable a 
la relaciôn m a t r i z - f i l i a l , Espaha ha formulado una "Réserva" al M o ­
delo. De hecho prâcticamente todos los Convenios suscritos por nues- 
tro pais establecen un tipo del 10%. El caracter de pais importador 
de capital e inversiones extranjeras se manifiesta claramente en es­
te punto.
La limitaciôn de gravamen en el Estado de la fuen­
te es independiente de que en el Estado de residencia del ben e f i c i a ­
rio, los dividendos tributen o no. Se trata de una actitud u n i late­
ral ajena al tratamiento de la renta en el otro Estado.
d) La aplicaciôn de los limites convenidos ("las 
Autoridades compétentes de los Estados Contratantes establecerân 
de mutuo acuerdo la forma de aplicar estos limites") se efectua me- 
diûnte un procedimiento reglamentario tendente a tal fin. La coor- 
dinaciôn de las potestades tributarias del Estado de la fuente y 
del Estado de la r esidencia conlleva que el c o n t r i b u y e n t e ,tâcita- 
mente, puede optar por un sistema de reducciôn tributaria (a los 
tipos convenidos) o devoluciôn de lo pagado e x c e s i v a m e n t e , en el 
Estado de la fuente. La imputaciôn de lo pagado o la exenciôn de 
las rentas en el Estado de la residencia compléta el ciclo tributa- 
rio. El Capitule III. Secciôn 2  ^ de esta Tesis se dedica al Comen-
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tario de las disposiciones reglamentarias dictadas en aplicaciôn 
de los Convenios suscritos por Espaha ; aqui, æ  trata ampLianente del tema. -
3.2.2. Limites derivados de la legislaciôn del Estado 
de la fuente.
El apartado 2 del art^ io permite el gravamen de los di­
videndos en el Estado de la fuente pero "segùn la legislaciôn de 
este E s t a d o " . Un Convenio de Doble Imposiciôn se limita a repartir 
soberanias tributarias sobre hechos imponibles establecidos por las 
leyes nationales. No supone creaciôn de obligaciones tributarias 
no reconocidas en estas leyes. Los elementos que integran y confor- 
man la relaciôn juridica tributaria (hecho imponible, sujeto pasi- 
vo, etc) son los establecidos por las normas de cada Estado.Lo m i s ­
mo acontece con el procedimiento de gestiôn. La OCDE précisa que el 
Estado de la fuente podrâ exigir el impuesto mediante retenciôn 
o por medio de declaraciôn.
a) Segùn la legislaciôn espahola vigente, la tributaciôn 
de los dividendos es i n c u e s t i o n a b l e . La Ley 44/78 del Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas, y la Ley 61/78 del Impuesto 
sobre Sociedades someten a tributar los rendimientos del capital 
(1 ).
b ) El sometimiento a gravamen por obligaciôn real esta 
reconocido en las leyes espaholas. La Ley 44/78 y la Ley 61/78 es- 
tructuran la obligaciôn de contribuir en base a un doble sistema : 
personal (para los residentes) y real (para los no residentes). El 
arts 7- d ) de la Ley de Sociedades considéra obtenidos en Espaha,
( 1 ) Ley 44/78 arts* 32 y 15', y la Ley 61/78, arts 32 ; y Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1981, artss 
69 y 5 4 . .
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"los rendimientos de valores mobiliarios emitidos por sociedades 
residentes en Espana o por sociedades extranjeras con estableci- 
miento permanence en Espaha". El art S'l 9 , letra a) del Reglamento' 
del IRPF de 1981, considéra renta obtenida en Espaha : c) "los 
rendimientos de valores mobiliarios emitidos por Entidades resi­
dentes en Espaha, pûblicas o p r o v a d a s , y las demas p a r t i c i p a c i o ­
nes en bénéficiés de las indicadas Entidades (1).
c) La base sujeta a tributar la constituye el im­
porte integro de los dividendos abonados al beneficiario. Otra 
cuestiôn es la determinaciôn de la base liquidable o bénéficies 
con cargo a los cuules se distribuyen aquéllos. Los temas de la 
doble imposiciôn econômica y los sistemas de integraciôn de los 
Impuestos sobre Sociedades y sobre la Renta de las Personas Fisi­
cas se analizan p o s t e r i o r m e n t e .
El importe integro de los rendimientos de los v a l o ­
res mobiliarios emitidos por Sociedades residentes de Espaha o
por Sociedades extranjeras con establecimiento permanente a q u i , 
o de las participaciones en bénéficiés de taies entidades, consti- 
tuyen la base imponible sujeta a tributur en la fuente, en concep­
to de dividende (2 ).
Un problema suscitado por la Ley de Sociedades de 
1968 y por el Reglamento del IRPF de 1981, se refiere al calcule 
de la base imponible de los rendimientos obtenidos en E s p a ha,cuan­
do se aplique el sistema de "cifra relative de dividendos". El he­
cho de que el artQ 19 h) del citado Reglamento aludo. sôlo a perso-
(1 ) Pueden confrontarse también los art^s 4^ y 7- de la Ley 44/78; 
y los art^s 4-, 69 y 7- de la Ley 61/78.
(2)cfr. art9 72 d) de la Ley 61/78; y el art9 46 del Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de' las Personas Fisicas de 1981.
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nas fisicas, plantea el interrogante de si el régimen de "cifra 
relativa" (presumiblemente aplicable a dividendos e intereses de 
obligaciones) es sôlo aplicable a éstas, o si, al no estar regla- 
mentado en el Impuesto de Sociedades, también rige para éstas, 
pues el beneficiario puede ser una persona fisica o una entidad ju­
ridica . De hecho, el problema se plantea sôlo en los Convenios 
suscritos con Canada, Reino Unido y Suecia que son los ùnicos que 
prevén tal gravamen relative (1). En el Convenio con Brasil se 
reconoce el gravamen, u n i l a t e r a l m e n t e , en favor de este pais.
d) La aplicaciôn del tipo limitado de retenciôn 
en la fuente a los dividendos distribuidos, détermina el importe 
de la cuota tributaria. Esta puede minorarse por las exenciones 
que el Estado de la fuente concéda. El reconocimiento de tal exen­
ciôn en el Estado de la residencia es potestative de éste. En la 
actualidad, y dada la filosofia tributaria que ha inspirado nue s ­
tras leyes sobre Sociedades y sobre la Renta de las Personas Fis i ­
cas, queda excluida, a pesar de las clâusulas contenidas en algunos 
Convenios espanoles (Canada, Dinamarca, Finlandia, Japôn, Noruega 
y S u e c i a ) , la posibilidad de exigir de los Tesoros de los otros 
Estados contratantes la imputaciôn de los impuestos no pagados en 
relaciôn con los dividendos. La supresiôn, a nivel interno, de to­
do tipo de exenciones, élimina de raiz tal posibilidad. La futura 
publicaciôn de las Leyes reguladoras de las Instituciones de Inver- 
siôn Colectiva, incluse de las Asociaciones y Uniones de empresas, 
a que se refiere la Disposiciôn Transitoria Cuarta de la Ley 61/78, 
puede hacer renacer tal posibilidad.
(1) Véase mas adelante el punto 6 de este Comentario.
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Las' personas fisicas extranjeras perceptoras de 
dividendos de fuente espahola solo tendrân derecho a la imputaciôn 
de impuestos no pagados , en los supuestos comprendidos en la Di s ­
posiciôn Transitoria Tercera de la Ley 61/78, y siempre que el Con­
venio reconozca y admita tal imputaciôn (1).
e) El procedimiento de gestiôn del impuesto no es 
afectado por la existencia de un Convenio. La OCDE admite que el 
Estado exija el tribute mediante retenciôn o por declaraciôn. En 
la actualidad, en Espaha prédomina el primer sistema (2). El reten- 
tor debe aplicar el limite c o n v e n c i o n a l ; la reducciôn debe instru- 
mentarse en los formularies que, establecidos por tal fin, figuran 
como anexos de las disposiciones reglamentarias (Ordenes Ministe- 
riales) dictadas en desarrollo de los Convenios. En defecto de tal 
retenciôn reducida, precede solicitar la devoluciôn del exceso (3)
4. Una cuestiôn de dificil soluciôn es la denomi- 
nada "doble imposiciôn econômica de los d i v i d e n d o s " .El dividende 
es renta de un capital mobiliario; se caracteriza porque implica 
previa detracciôn de una masa de bénéficiés obtenidos por una en­
tidad, y con cargo a los cuales se distribuye. El gravamen de es-
(1) Esta D i s p o siciôn Transitoria limita el plazo de disfrute de 
cualquier bénéficié fiscal concedido en relaciôn con el Impuesto 
de Sociedades o con el Impuesto sobre las Rentas del Capital a un 
plazo de 5 a h o s , en total.Un plazo de 10 ahos,desde la entrada en 
vigor de esta L e y , se concede en relaciôn con las Sociedades dedica- 
das a la adquisiciôn de fincas urbanas para su explotaciôn en for­
ma de arriendo a que se refiere el art9 38 de la Ley de 16 de di- 
ciembre de 1940, m o d i f i c a d a  por el Real Decreto Ley 15/1877 de 25 
de febrero.Veanse,mas adelante,los Comentarios al arts 23-Métodos 
para evitar la Doble Imposiciôn.
(2) cfr.arts 32 de la Ley 6 1 / 7 8 ; Real Decreto 357/1979,de 20 de fe­
brero; Orden Ministerial de 26 de febrero de 1 979 ;Resoluciôn de la 
Direcciôn General de Tributes de 28 de febrero de 1979; y Orden de 
11 de diciembre de 1979.
(3) Estos extremes se desarrollan al comentar las disposiciones
- 253 -
tos bénéficies a nivel de la sociedad, y de los dividendos a nivel 
del accionista es lo que provoca tal doble i m p o s i c i ô n .El arts 1 0 ,ap. 
2,ultime pârrafo del Modelo dispone :"este pârrafo no afecta a la 
imposiciôn de la sociedad respecte de los bénéficiés con cargo a 
los que se paguen los dividendos". El problema se plantea en las es­
teras interna e internacional, y tante si el perceptor del d i v iden­
de es una persona fisica como una entidad juridica, matriz o no de 
la Sociedad que lo distribuye. La dificultad de coordinaciôn de los 
distintos sistemas nacionales en cuanto a la integraciôn de los Im- 
puesLos de Sociedades y sobre la Renta de las Personas Fisicas, es 
lo que ha provocado tensiones y forcejeos a la hora de negociar los 
Convenios de Doble I m p o s i c i ô n .M i e n t r a s 1iunos sistemas son marcadamen- 
te n a c i o n a l i s t a s , otros, por via convencional tratan de extender 
mâs allâ de sus fronteras las soluciones utilizadas por las leyes 
internas para evitar tal doble imposiciôn. Se trata, por otra parte, 
de un tema sobre el que se ha escrito mucho y respecte del cual no 
existe una opiniôn unânime (1).
reglamentarias dictadas en aplicaciôn de los art^s 10,11 y 12 de 
los Convenios (Cap. III Secciôn 2  ^ de esta Tesis).
(1) vid."Informe de la Comisiôn Carter", en Economie Financiera Espa­
hola,ns 2 6 - 2 7 . Institute de Estudios Fiscales.Madrid 1964;pâgs 119-
1 9 7 .
- C o t a ,A .:"Doble imposiciôn econômica de los dividendos", en 
Hacienda Pûblica Espahola n5 2.Madrid 1970; pâgs 33-50.
- A r c o ,L .:"Doble imposiciôn econômica de dividendos" en H a c i e n ­
da Pûblica Espahola, n^s 24-25; Madrid 1973;pâgs 235-306.
-Docal,Jos'e R. "Niveles internacionales de imposiciôn sobre 
Sociedades" en Hacienda Pûblica Espahola,N2 24-25.Madrid 1973, pâgs
195- 2 4 2 .
- F e r n a n d e z ,M.:"Problèmes que plantea la aplicaciôn de los 
art^s 58 y 59 del Texto Refundido del Impuesto sobre Sociedades des- 
pués de la publicaciôn del D e c r e to-Ley de 17 de abril de 1975", en 
Crônica T r i b u t a r i a ,n5 17/1976,pâgs. 63-70.
-De J u a n ,J .L .:"La doble imposiciôn econômica en los dividendos 
intersociales : una a c l a r a c i ô n " , en Crônica Tributaria,nQ 21/77, 
pâgs. 53-56.
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4.1. El problema de la doble imposiciôn econômica de 
los dividendos ha sido tratado distintamente segùn el enfoque da­
do a la integraciôn del Impuesto de Sociedades en el de la Renta 
de las Personas Fisicas.
4.1.1.
a) S4stema clâsico, tradicional o de doble imposi­
ciôn integral. No atenua la doble imposiciôn. Se caracteriza por­
que en el Impuesto sobre Sociedades sôlo existe un tipo de grava­
men; en el Impuesto sobre la Renta, los dividendos son gravados 
por el impuesto personal igual que las demâs rentas percibidas. 
Ambos tributes son independientes y no se i n t e g r a n . (Austria,Estados 
Unidos, Luxemburgo, Nueva Zelanda y Portugal).
b) Sistemas que suponen una reducciôn o alivio 
parcial de la doble imposiciôn . Se basan:
- C o s c i a n i ,C .:"La integraciôn entre el Impuesto sobre Socie­
dades y el que grava a los socios : la reforma italiana con el cré- 
dito del impuesto total",En Hacienda Pûblica Espahola,n2 52/1978. 
p â g s .17/32.
- Kaldor,N.:"Efectos econômicos de los sistemas alternatives 
del Impuesto sobre Sociedades", en Hacienda Pûblica E s p a h o l a ,n262 
Madrid 1980;pâgs 287-296.
- S e g r e l l e s ,J .:"International aspects in Corporate Tax inte­
gration and the need for new international tax r u l e s " .(International 
Tax Program p a p e r ,Harvard Law S c h o o l . 1980) Este documente serâ tra- 
ducido al castellano y publicado por el Institute de Estudios F is­
cales.
- El Comité Fiscal de la OCDE, a través de su Grupo de Trabajo 
n22, ha c onfeccionado recientemente un Inventario de las D i s p o s i ­
ciones del Impuesto sobre Sociedades aplicable en los Paises M i e m ­
bros de la OCDE, en relaciôn con el tema mâs amplio de la "Fiscali- 
dad y Pormaciôn de Capital" (Ref. D A F / C F A , 81/10.Parte I- Junio 
1981).
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- en una deducciôn parcial o total de los dividendos 
abonados por las sociedades bajo ciertas condiciones (Finlandia, 
S u e c i a ) ;
- en la aplicaciôn de un doble tipo, siendo el menor' 
el correspondiente a los beneficios distribuidos (Australia,Ale- 
m a n i a ) ;
- en la aplicaciôn de tipos tributaries diferenciados 
mâs un crédite de impuesto acordado cualquiera que sea la impo­
siciôn aplicable a la sociedad (Japôn) (1).
- en el reconocimiento de un crédite de impuesto c ual­
quiera que sea la imposiciôn de Is Sociedad (Bélgica y Canadâ) 
(1); o
- en el reconocimiento de un crédite parcial para el 
impuesto sobre los dividendos recibidos (Dinamarca, Francia, Ir- 
landa, Italia y Reino Unido).
c) A l e mania es el ûnico pals que évita completamente 
la doble imposiciôn mediante un sistema de crédite total de im­
puesto.
4.1.2. El Cuadro que se acompana, ilustra el funciona- 
miento de ios diferentes sistemas aludidos, en e^ caso de un di ­
vidende brute de ICO unidades abonado a un accionista, persona 
fisica residente.
(1) El crédite de impuesto no se devuelve al contribuyente si su 
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4.2. Si el beneficiario es una Entidad juridica la doble 
imposiciôn econômica, aun p r o d u c i é n d o s e , présenta perfiles menos 
c o m p l e j o s .Tal fenômeno se admite en los ordenamientos juridicos con 
menor resistencia que cuando en la relaciôn interviene una persona 
fisica. El trato de los dividendos depende del sistema de alivio
de la doble imposiciôn que se aplique. Si opera en la Sociedad dis- 
tribuidora (no se gravan los beneficios distribuidos), la bénéficia- 
ria deberâ tributar plenamente por el dividende percibido. Si, por 
el contrario, aquella entidad quedô sometida plenamente al Impuesto 
sobre Sociedades, es la beneficiaria la que tiene derecho a un cré­
dite de impuesto o a cualquier otra medida de exoneraciôn o alivio 
f i s c a l .
Para el caso de relaciôn m a t r i z - f i l i a l , la cuestiôn se 
simplifica, pues el reconocimiento de tal necesidad es incuestiona­
ble. Los efectos fiscales de esta relaciôn suelen concretarse en 
una exenciôn total o parcial del dividende percibido, y, a veces, 
en una declaraciôn consolidada de beneficios, desapareciendo, a 
efectos fiscales, la frontera juridica que sépara a las distintas 
empresas que integran un grupo econômico (1).
4.3. Al entrar en juego dos soberanias tributarias el 
tema adquiere una dimensiôn distinta pues a la dificultad objeti- 
va del problema, se une el distinto enfoque que del mismo tienen 
los Estados interesados.
El Comité Fiscal de la OCDE ha examinado si las parti- 
culuridades fiscales de los Paises Miembros justifican soluciones 
distintas de las contenidas en el Modelo. Diferencia varios supues­
tos y manifiesta lo siguiente:
(1) vid. Del Arco,L. "Doble imposiciôn internacional y Derecho tri- 
butario espahol" Escuela de Inspecciôn Financiera.Ministerio de 
H a c i e n d a .Madrid 1 9 7 7 , pâgs 354.
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4.3.1. Dividendos distribuidos a personas fisicas, 
residentes del otro Estado.
a) Estados con sistema clâsico (sin atenuaciôn de 
la doble imposiciôn e c o n ô m i c a ) . La doble imposiciôn no debe ser 
evitada en el piano internacional si subsiste en el inte r n o . A d e ­
mâs el nivel de Impuesto de Sociedades no debe influir en el ti­
po mâximo (15%) de retenciôn en el Estado fuente.
b) Estados que aplican doble tipo en el Impuesto 
de Sociedades (mâs alto, al beneficio no d i s t r i b u i d o ) .Ninguno de 
los Estados ha obtenido en los Convenios el derecho de retener un 
impuesto superior al 15%. Si asi fuera, la parte de retenciôn que 
sobrepase este porcentaje no se imputarâ en el impuesto debido por 
el accionista en el Estado en que reside . La discriminaciôn que 
supone este impuesto compensatorio détermina su no aceptaciôn en 
las negociaciones bilatérales.
c) Estados que imputan una parte del Impuesto de 
Sociedades al impuesto del accionista. El Derecho interno de es­
tos Estados no aplica el crédite de impuesto en el piano interna­
cional, y éste se réserva a los residentes y sôlo a los d i v i d e n ­
dos de fuente nacional. En Convenios recientes, algunos Estados 
(Reino Unido y Francia) han extendido el beneficio del crédite 
fiscal a los residentes de otros Estados.
4.3.2. Dividendos distribuidos a las Sociedades.
a) Sociedades que ostentan la titularidad de menos 
del 25% del capital de la Sociedad que paga el dividende.Es apli­
cable lo dicho a propôsito de las personas fisicas.
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b) Relaciôn m a t r i z - f i l i a l . La incidencia de los sis­
temas de imposiciôn de s o c i e d a d e s ,en el régimen aplicable a los 
dividendos pagados por la filial, es el siguiente:
15) Sistema clâsico en el Estado de la filial. A este 
supuesto es al eue mâs se adecuan las normas tipo contenidas en el 
Modelo; es decir, cuando a los beneficios distribuidos no se aplica 
ningûn beneficio fiscal ni a nivel de la sociedad ni del accionista 
salvo para evitar la imposiciôn en cascada.de los dividendos inter- 
societarios.
25) Sistema de doble tipo en el Estado de la filial. 
Dado el tipo menor que incide sobre los beneficios distribuidos, 
la m a y oria de estos Estados han conseguido tipos de retenciôn del 
10%, y del 15% y hasta superiores.
3-) Sistema de imputaciôn en el Estado de la filial.
El tema mâs problemâtico es si el" crédite de impuesto debe recono- 
cerse directamente a las matrices o a los accionistas de estas So­
ciedades residentes del otro Estado. Si los beneficios se gravan 
al mismo tipo, el Estado donde radica la filial debe limitar su re­
tenciôn al tope propuesto en el Modelo (5%).
5. La incidencia del e s t a b l ecimiento permanente en 
el régimen fiscal de los dividendos se détermina en el ap. 4 del 
art5 10 del_Modelo. Se excluye la "vis atractiva" del e s t a b lecimien­
to. El articulo no establece, como sehalan los Comentarios de la 
OCDE, "que los dividendos que recibe un residente de un Estado Con- 
tratante de una fuente situada en el otro Estado deban, en virtud 
de una especie de presunciôn legal, atribuirse, aun f i c t i c i a m e n t e ,
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al establecimiento permanente que este residente tenga eventualmen- 
te en este ultimo Estado, de manera que este Estado no quede obli- 
gado a limitar su imposiciôn en tal caso". En virtud del principle 
de "vinculaciôn efectiva" se atribuyen al establecimiento los ingre- 
sos que obtenga por el desarrollo de su actividad y ademâs los pro- 
ductos por participaciones que formen parte de su activo, o, de una 
u otra manera, estén efectivamente vinculados a él (1). Se trata 
de la aplicaciôn del sistema de "contabilidad separada" que p r esi­
de el tratamiento del establecimiento permanente, y que consiste en 
el câlculo de los beneficios del establecimiento como si éste fuera 
una empresa distinta. Las consecuencias que se derivan son : la ina- 
plicaciôn dt;l régimen especifico de tributaciôn de los dividendos 
(tributaciôn limitada en la fuente, y posteriormente en residencia)
(2 ) y su posible gravamen como beneficios e m p r e s a r i a l e s .Por tal ra- 
zôn el ap. 4 se remite a los articulos 7 ô 1 4 , segùn que el p e r c e p ­
tor del dividende realice una actividad industrial o comercial (arts 
7 ),o profesional (arts 1 4 ). Requisite ineludible es que "la partici- 
puciôn que genera los dividendos esté vinculada efectivamente" al 
establecimiento situado en tal Estado. La norma contenida en el ap.
4 del arts 1 0 , debe, pues, interpretarse conjuntamente con la conte­
nida en el ap. 7 del arts 7 . Este apartado al otorgar preferencia 
aplicativa a articulos relativos a determinadas rentas (en este ca­
so, al arts 10 -Dividendos) reduce su âmbito a las rentas de carâc- 
ter industrial y comercial no encuadradas en categorias de rentas 
reguladas en otros articulos. Pero ademâs, y por mor del ap. 4 del
(1) cfr. artss 7 y 10. El arts 7 grava los beneficios del e s t a bleci­
miento "solo en la m e d i d a  que puedan atribuirse a este es t a b l e c i m i e n ­
to" (a p . 1 , segunda p r o p o s i c i ô n ) .Ello implica el reconocimiento de 
una p s e u d o - personalidad tributaria de esta instalaciôn.
(2) El ap. 4 alude a este hecho con la siguiente frase :"las d i spo­
siciones de los ap. 1 y 2 no se aplican"...
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arts 10, se aplica también a los dividendos derivados de par t i c i p a ­
ciones vinculadas efectivamente a un establecimiento permanente si­
tuado en el mismo Estado. Tales dividendos no se convierten en ben e ­
ficio comercial o industrial, sino que es la legislaciôn interna d e l - 
Estado donde radica el establecimiento la que détermina el régimen 
fiscal aplicable; es decir, si han de gravarse teniendo en cuenta las 
disposiciones del Convenio, s e p a r a d a m e n t e , o como beneficios indus­
triales o comerciales.
El ap. 4 del a r t 2 io exije para su aplicaciôn, que la 
entidad que abona los dividendos y la que los percibe sean residentes 
de cada uno de los Estados Contratantes, y que ésta tenga el e s table­
cimiento en el otro Estado. Los dividendos pagados por una Entidad 
a otra residentes ambas de un mismo Estado aunque la beneficiacia 
tenga un establecimiento en el otro Estado, no se rijen por el art^lO, 
sino por el arts 21. Segùn éste,el dividende forma parte de la renta 
neta del establecimiento permanente.
El ap. 4 equipara al establecimiento la base fija que 
un profesional pueda tener en uno de los Estados y por medio de la 
cual realice su actividad. Lo dicho respecte del establecimiento es 
aplicable, "mutatis mutandis", a este caso. De aqui la remisiôn al 
arts 1 4 . Este es el que régula los denominados "Trabajos i n d e p endien­
tes" .
6. El ap. 5 del arts i 0 , excluye la imposiciôn ex­
traterritorial de los dividendos. La dicciôn legal es Clara: el E s t a ­
do de la fuente no puede gravar los dividendos distribuidos por la 
entidad residente del otro Estado, ni los beneficios no distribuidos 
por ésta, aunque ambas rentas (dividendos y beneficios no distribuidos} 
procedan, en todo o en parte, de aquel otro Estado.
La imposibilidad de gravar extraterritorialmente los 
dividendos implica la exclusiôn del sistema de "cifra relativa", de 
honda raigambre en el- o rdenamiento juridico espahol. Tal sistema fa-
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culta a un Estado a gravar los dividendos pagados por sus Socieda­
des residentes y las distribuciones de beneficios procedentes del 
mismo, pero efectuados por Sociedades residentes del otro Estado.
El sistema de "cifra relativa" plantea, no obstante, el problema 
de la dificultad de su aplicaciôn, ya que ni el accionista puede 
ser gravado ( por ser residente del otro pais) , ni se conoce el 
mo n tante del dividende percibido por cada socio.Se trata de un gra­
vamen de empresa que recae sobre el propio establecimiento.
Los criterios de la OCDE en esta meteria son taxati- 
v o s . Pueden resumirse asi:
a) no imposiciôn extraterritorial de los dividendos 
y, consiguientemente exclusiôn del sistema de ci­
fra relativa;
b) posibilidad de gravar los dividendos distribuidos 
por la sociedad residente de otro Estado, si el 
beneficiario reside, a su v e z , en el Estado de don­
de donde proceden originariamente las rentas;
c) posibilidad de gravar los dividendos distribuidos 
por la sociedad residente del otro Estado, si la 
participaciôn que genera los dividendos esta v in­
culada efectivamente a un establecimiento permanen­
te o base fija sidos en el Estados fuente. En este 
caso se trata de la aplicaciôn del a p . 4 del art^
10, es decir del principle de "vinculaciôn efecti­
va" de la renta -dividendos- a taies i n s t a l a c i o n e s ;
y
d) no imposiciôn extraterritorial de los beneficios no 
distribuidos por la Sociedad r e s i d e n t e ,del otro Es­
tado, y procedentes del Estado fuente.
La tributaciôn de los dividendos o de los beneficios 
no distribuidos en los casos a) y d) supone la extensiôn e x t r a t e r r i ­
torial de la soberanla tributaria del pais de la fuente.El gravamen 
de este Estado en los casos b) y c) no implica tal extensiôn, porque 
en el supuesto b) existe un vinculo personal derivado de la residen-
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cia en este Estado del perceptor; y en el c) lo que justifica 
la tributaciôn , es la situaciôn del establecimiento y la apli­
caciôn de les principles de contabilidad separada y vinculaciôn 
efectiva de las rentas a él afectas.
Precisan los Comentarios de la OCDE que el ap. 5 
del arte 10 no tiene como efecto impedir que cualquiera de los Es- 
tudos Contratantes someta a imposiciôn en la fuente los dividendos 
distribuidos por Sociedades extranjeras pero que son percibidos en 
su territorio. El criterio que entra en juego, en esta ocasiôn, es 
el de la obligaciôn real de contribuir derivado de la operaciôn 
material de pago y subsiguiente percepciôn. Lo que el Modelo pré­
tende evitar es que el Estado de la fuente de los beneficios gra­
ve los dividendos o el beneficio no distribuido cuando dicho grava­
men pretende justificarse tan sôlo por el origen de dicho b e nefi­
cio. Si el gravamen se fundamenta en el hecho de la mera percepciôn, 
el beneficiario (residente del mismo Estado que la Sociedad que 
los distribuye) puede conseguir la exenciôn o reembolso de la r e ­
tenciôn en la fuente, conforme a lo establecido en el arts 21. Este 
articulo se basa en el principle de la residencia.
Espaha, fiel seguidora del M o d e l o,opuso en su dia 
una "Réserva" al apartado comentado. La legislaciôn fiscal preveia 
la imposici'on de los establecimientos permanentes en Espaha de 
las sociedades extranjeras en las mismas condiciones que las socie­
dades nacionales. La Reforma Fiscal de 1964, aun suprimiendo el 
sistema de cifra relativa de négocies para gravar las sociedades 
con actividades en varios paises (1), Mantuvo dicho régimen para 
el gravamen de los intereses, dividendos y retribuciones de los 
Consejeros de A d m i n i s t r a c i ô n  de empresas residentes èn el extran-
(l)cfr. arts 73, ap. 3 de la Ley 41/1964, de 11 de junio de Reforma 
del Sistema Tributario.
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jero que actuasen en Espaha. El Texto Refundido del Impuesto sobre 
las Rentas del Capital de 1967, en sus artss 4 y 23 recogia, asi- 
mismo, tal posibil i d a d , p r e c i s a n d o  a que organo correspondra la de ­
terminaciôn de la base imponible.
La Ley 61/78 del Impuesto sobre Sociedades, en su arts 
7, letra d) considéra rendimientos producidos en Espaha los de v a l o ­
res mobiliarios emitidos por Sociedades residentes en Espaha o por 
Sociedades extranjeras con establecimiento permanente aqui. Esta 
norma admite diversas i n t e r p r e t a c i o n e s , pero inclina a pensar que 
el sistema de cifra relativa se mantiene en relaciôn con los di v i d e n ­
dos (también para intereses). Esta tesis la confirma el Reglamento 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas' de 1981, el 
cual en el arts 19, letra h) considéra renta obtenida en territo­
rio espahol, la parte del r endimiento total équivalente a la pro- 
porciôn en que se encuentra el capital fiscal atribuible al est a ­
blecimiento permanente respecte del capital mundial de la sociedad 
extranjera que opere en Espaha a través de tal e s t a b l e c i m i e n t o .El 
sistema legal se compléta con la declaraciôn de no sujeciôn de los 
rendimientos abonados a personas no residentes en Espaha por e s t a ­
blecimientos permanentes situados en el extranjero, con cargo a 
los mismos, si las prestaciones por las que se abonan los r e n d i ­
mientos estân d i r e c tamente vinculadas a la actividad del estableci­
miento en el e xtranjero (1). La cuestiôn mâs dificil que plantean 
lus nuevas normas e s p a h o l a s , es la del método a seguir para la de­
terminaciôn de los rendimientos obtenidos en Espaha, cuando entre 
los accionistas de empresas extranjeras con establecimiento p e r m a ­
nente aqui, existan entidades juridicas. El futuro Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades, sin duda alguna, deberâ aportar solucio-
(1) Este era, asimismo, el criterio del arts 5,ap. 2 del Texto Re­
fundido del Impuesto sobre las Rentas del Capital de 1967.
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nés a d e c u a d a s .
sôlo los Convenios de Doble Imposiciôn suscritos con 
Brasil, Canada, Reino Unido y Suecia mantienen la cifra r e l a t i ­
va de dividendos. En los demas casos, la firma del Convenio ha su­
puesto dejaciôn , por parte espahola, de su soberania fiscal.
7. Los Convenios espaholes de Doble Imposiciôn se 
ajustan, en general, al Modelo de la OCDE, pero presentan una sé­
rié de particularidades de acuerdo con el tratamiento fiscal de los 
dividendos trasferidos de uno a otro Estado. Las caracteristicas 
del sistema interno, en relaciôn con la doble imposiciôn e c o nômi­
ca de esta renta, y la aplicaciôn o no a las inversiones extra n j e ­
ras del régimen e stablecido para la trasferencias internas contri- 
buyen a modelar el articulo.
7.1. La definiciôn del término no présenta discordancias 
notables con la contenida en el Mode l o  de 1 9 7 7 . Sôlo el Convenio 
con Alemania, lo amplia al comprender en él los rendimientos obte­
nidos por un cuenta participe (no participante en el capital de la 
empresa), las distribuciones de beneficios hechos por las socieda­
des de personas a sus socios y las rentas de los certificados de 
los fondos de inversiôn (arts i o , a p . 4 ultima p r o p o s i c i ô n ) .La 
exigencia de que el cuenta participe no participe en el capital 
de la empresa, c aracteriza la renta percibida como pura del capi­
tal, excluyendo los riesgos de empresa. Las distribuciones de las 
sociedades de personas se consideran como dividendo por estar suje- 
tas las sociedades de personas, en ambos Estados, a un régimen fis­
cal similar al de las Sociedades a n ô n i m a s .
El Convenio con Bélgica incluye también la remuneraciôn 
de las aportaciones efectuadas por los socios a las sociedades de 
personas belgas. D i c h a  remuneraciôn se califica "renta de capital
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i n v e r t i d o " , y se somete al mismo régimen fiscal que los dividendes 
distribuidos por las sociedades anônimas (arts 10 ap. 3, pârrafo 
segundo). El precepto concuerda con la norma contenida en el arts 
1 1 , ap. 4 , a), en cuya virtud se excluyen del 'ambito de aplicaciôn 
de los intereses, "los asimilados a dividendes en virtud del arts 
10, ap. 3, pârrafo 2 " .El suscrito con los Paises Bajos aplica el 
arts 10 a la venta de los bonos de obligaciones con derecho a parti- 
cipar en los bénéficiés (Protocole VII. Ad. al arts 10). En el Conve- 
nie con Portugal, las réservas incorporadas al capital social (arts 
10, a p . 3, pârrafo segundo), y en el R u m a n i a ,"las rentas distribui- 
das a sus socics por las sociedades mixtas rumanas" (arts io,ap.3, 
ultime punto) se consideran dividendes. Los Tratados con el Reine 
Unido y con Polonia son los mâs sintéticos; ambos se remiten genéri- 
camente a la legislaciôn del Estado que distribuye la renta.Cual- 
q u i e r .concepto asimilado a un dividende se trata legalmente como 
tal. El Convenio con los Paises Bajos no excluye expresamente los 
rendimientos de los "derechos de crédite".Sin embargo, no por este 
deben integrarse taies rentas; el espiritu y la redacciôn del arts 
11 - Intereses - excluyen tal posibilidad.
Restrictives son los Tratados con Checoslovaquia y 
Japon. El primero no menciona los rendimientos de las "partes de 
fundador"; el segundo , excluye las "partes de minas".
7.2. El régimen tributario de los dividendes ofrece 
particularidades en relaciôn con el tratamiento de la doble imposi- 
ciôn econômica, en general, y en el case de m a t r i z - f i l i a l , en p a r ­
ticular.
7.2.1. Los paises con los que Espana tiene suscrito 
Convenio de doble imposiciôn pertenecen a une u otro de los siste-
— 2 67 —
mas enunciados : t r a d i c i o n a l , de doble tipo y de crédite de impues- 
to. Debe tenerse en cuenta, que Espana integrada en el sistema tra­
dicional o clàsico, ha modificado su filosofia tributaria y ya no 
puede conceptuarse estrictamente como tal. Por otra parte, alguno 
de los Estados con los que en fecha lejana se suscribiô Convenio,han 
adoptado modernamente un sistema distinto del que régla en el m e m e n ­
to de la negociaciôn del Tratado. Por tratarse de un Comentario de 
los Convenios vigentes y por ser éstos los Textes que, de hecho y 
de Derecho, regular las relaciones fiscales entre ambos paises, el 
anâlisis que sigue se cihe a la interpretaciôn estricta de los mis- 
m o s . Pero las modificaciones apuntadas exiger, sin duda, la revision 
de los textes act u a t e s . Por ultime, se hace notar que solo les Con­
venios negociados con paises que siguen el sistema de crédite fis­
cal y que han ampliado tal bénéficié a los residentes de Espana 
(Francia y Reine Unido), han incorporado normas especificas y, cier- 
tamente, complejas.
El método de exposiciôn es el del anâlisis separado 
del régimen general y del que afecta a matrices y filiales.En ambos 
cases se considéra la posiciôn del inverser extranjero en Espana 
y del espahol en el extranjero.
7.2.2. Régimen general
Solo los Convenios suscritos con Francia y el Reine 
'Unido contienen clâusulas que suscitan dudas i n t e r p r e t a t i v a s .Sin 
embargo, su complejidad afecta, bâsicamente, a la determinaciôn del 
régimen fiscal del inverser espahol en taies paises.Analizaré, no 
obstante, los dos siguientes supuestos :
a) Inversion extranjera en Espana. El Convenio his- 
pano-francés reconoce la facultad de Espana para gravar los d i v i d e n ­
des procedentes de su territorio. Este gravamen es independiente del
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que afecta a tal inverser en Francia, como residente de este pais, 
y del que recae en Espana sobre los bénéficiés con cargo a los cua- 
les se pagan tales dividendes. El tipo impositivo es del 15% y la 
base el importe brute de los dividendes (arts 10,aps.1 y 2,b).
El Tratado con el Reine Unido contiene normas idén- 
ticas a las apuntadas. También en este case, el tope de retencion 
es del 15% del importe brute de los dividendes (arts I0,ap.1,b).
Desde el punto de vista del inverser e x t r a n j e r o ,el 
coste fiscal de su inversion depende del régimen tributario aplica- 
do en Espana, y del trato que reciba en Francia y en el Reine U ni­
do el bénéficié procedente de Espana. En el case de Francia, sus 
residentes gozan de un crédite fiscal équivalente en general, al 
impuesto exigido en Espana (arts25, ap. 2 b).El mismo criterio se 
sigue en el Reine Unido (arts 24, a p . 1 a). La imputaciôn de impues- 
tes no pagados es, asimismo, otro factor que entra en juego (1).
El siguiente Cuadro ilustra le expuesto:




Bénéficié obtenido 1 00 1 00
Impuesto de Sociedades 
espahol 33% 33%
Base de retencion 67 . 67
Impuesto retenido en 
fuente (Espaha al 15%) -10,05 -10,05
Bénéficié ntto transferi- 
do 56,95 56,95
Crédite fiscal concedido 10,05 10,05
(1) Véase mâs adelante el Comentario al articule 23 -"M^'godos p a ­
ra evitar la doble imposiciôn. ^
BiBLiOTECA
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b) Inversion espahola en el e x t r a n j e r o . Este supues- 
to se refiere al trato fiscal que reciben en Espaha las rentas de 
fuente extranjera. Dicho régimen viene afectado por los siguientes 
f a c t o r e s :
1 s ) Porcentajes de retencion en la fuente y del im­
puesto que grava los beneficios con cargo a los que se distribuye 
el dividende. La cuantia del Impuesto de Sociedades varia segûn 
las reglûs que determinan el bénéficie tributable, las desgravacio- 
nes e incentives fiscales, etc..., segûn el tipo impositivo apli- 
cable en cada pais. En Francia es del 50% ; en el Reine Unido del 
52%. La retencion en la fuente, en ambos cases, para dividendes 
percibidos por u n ' residente de Espaha es del 15% (arts io,ap.2,b) 
del Convenio con Francia, y arts 10, a p .2 b) del Convenio con el 
Reino Unido.
2S) Reconocimiento por el Fisco de origen de un 
crédite fiscal. El Convenio con Francia concede este crédite 
("avoir fiscal") a los residentes de Espaha. El arts I0,ap.3 es- 
tablece lo siguiente:
atribucion de tal derecho a las personas fisicas 
en igualdad de condiciones que si el dividende 
fuese distribuido a un residente de Francia (arts 
10, ap.3,a); el crédite équivale al 50% del divi­
dende neto percibido;
exigencia de que el beneficiario incluya el cré­
dite en la base bruta que sirve para la aplicaciôn 
del impuesto espahol (arts I0,ap.3,b);
atribuciôn de tal derecho a las personas juridicas 
(otras que las matrices) y con la misma exigencia 
que en el case anterior (arts io,ap.3,c);
consideraciôn econômica del importe del "avoir 
fiscal", como dividende (arts io ap.3 d ).
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El Convenio con el Reino Unido reconoce, también, el 
derecho al crédite fiscal al accionista residente de Espaha.Sin em­
bargo, una particularidad de este Convenio, que puede inducir a con­
fusion, es la variedad de regimenes establecidos en los a p . 2 y 3 
del arts io para dividendes de fuente inglesa. Tal alternativa obe- 
dece a una cautela, propia del carâcter pragmâtico britânico, que 
prevé la hipotética aplicaciôn en el Reino Unido del sistema tradi­
cional de doble imposiciôn integral. A tal cautela corresponde el 
a p . 2; el ap. 3 es el que se aplica realmente por corresponder al 
actual sistema impositivo inglés (vigente desde abril de 1977)(1). 
El arts 10 del Convenio se estructura en base a los siguientes cri- 
t e r i o s :
- atribuciôn del crédite fiscal a accionistas r e s iden­
tes de Espaha, beneficiaries efectivos de la renta, 
en medida équivalente al crédite que habria disfru- 
tado una persona fisica residente del Reino Unido 
que hubiera percibido dichos dividendes (arts io,ap. 
3,b). En la actualidad este criterio équivale a 3/7 
del dividende neto percibido; antes era de 35/65;
- tributaciôn del crédite fiscal mâs el dividende en 
el Reino Unido, a un tipo de retenciôn en la fuente 
del 15% (arts 10,ap. 3,a)ii);
- no tributaciôn en la fuente (Reino Unido) de los di­
videndes cuando el beneficiario no tenga derecho al 
crédite fiscal (arts 10,ap. 3,a,iii); este sucede
en case de relaciôn matrix-filial (arts io,ap. 3,c);
- devoluciôn del exceso de crédite cuando éste exceda 
de la deuda tributaria en el Reino Unido (arts i o , 
ap. 3,b) ultima p r o p o s i c i ô n ) .
3 2 ) Naturaleza atribuida por la legislaciôn espahola 
al impuesto extranjero. Este se adiciona al bénéficié neto recibido 
del extranjero para calcular la base imponible del impuesto sobre
(l)vid.Del A r c o , L . : "Come.ntarios al Convenio entre Espaha y el Reino 
Unido de Cran Bretaha e Irlanda del Norte para evitar la doble impo­
siciôn", en Hacienda Pûblica E s p a h o l a , n s q q / i 9 7 7 ,pâgs 221-237.
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la renta. En el caso de los Convenios que se comentan, se exige 
que se incluya el crédite (éste es parte del impuesto de Socieda­
des previo), en la base bruta que sirve para la aplicaciôn del im­
puesto espahol.
4 5 ) Método aplicado en Espaha para evitar la doble 
imposiciôn. En los cases de Francia y Reino Unido es el de imputa­
ciôn ordinaria (1).
fs) Desgravaciôn aplicable en Espaha en el impuesto 
espahol por razôn de dividendes extranjeros. De Acuerdo con las n or­
mas contenidas en la Ley 61/78 del Impuesto de Sociedades, los di ­
videndes procedentes del extranjero no dan derecho a ningùn tipo 
de d esgravaciôn (artG 24, Seis b ) . El Convenio con el Reino Unido, 
no ©bstante, dispone en el arts 14,ap. 2,b) que "cuando en los be­
neficios de una sociedad residente de Espaha se incluyan dividendes 
de una sociedad residente del Reino Unido, la primera sociedad tie­
ne derecho a la misma deducciôn que se habria aplicado si ambas so­
ciedades hubieran sido residentes de Espaha". La misma clausula se 
contiene en los Convenios con Bélgica, Canada, Finlandia,Rumania , 
Suecia y Suiza (2). Esta norma del Convenio exige pues, la aplica­
ciôn de lo dispuesto en el arts 2 4 , Uno, de la Ley 61/78, segûn èl 
c u a l : "cuando entre los ingresos del sujeto pasivo se computer di­
videndes o participaciones en los beneficios de otras sociedades, 
se deducirâ el 50% de la cantidad que resuite de aplicar al importe 
de los dividendes o participaciones el tipo medio efectivo de g r a ­
vamen que se haya aplicado a la Sociedad que reparte los dividen-
(1) cfr. arts 2 5 , ap. 1 b) del Convenio con Francia; y arts 24 , ap. 
2, a) del Convenio con el Reino Unido.
(2) cfr. artss 23, ap.4, del Convenio con Bélgica; XXIII a p . 3.b) 
del Convenio con Canada; 2 3,ap. 4 del Convenio con Finlandia, pero 
sôlo en favor de la sociedad residente de Espaha;XXV ap. 2 b) del 
Convenio con Rumania; XXIV ,ap.6 del Convenio con Suecia; y 23 ap. 
4, del Convenio con Suiza.
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dos o participaciones".
La Ley 44/78 exige, para la deducciôn del 15% de los 
dividendos percibidos por personas fisicas, que se haya tributado 
e f e c t i v a m e n t e , sin reducciôn a ni bonificaciôn alguna, por el im­
puesto de S o c i e d a d e s .El Nuevo Reglamento del Impuesto de 1981, no 
considéra taies, las deducciones de la cuota que sean consecuen- 
cia de impuestos satisfechos por la Sociedad en el extranjero o 
que se deriven de lo dispuesto en los Convenios para evitar la do­
ble imposiciôn (arts I27,ap.1 1, a).Pero en ninguno de los Convenios 
se contempla esta desgravaciôn, pues el Reglamento es de fecha muy 
reciente.






1 . Beneficio obtenido en Francia 
y Reino Unido. 1 00 1 00
2. Impuesto de Sociedades sobre 
Sociedad que distribuye (en %) 50 52
3. Beneficios a distribuir 50 48
4. Crédite fiscal (50% y 3/7, 
r e s p e c t i v a m e n t e ). 25 20,57
5. Beneficio sometido a retenciôn. 75 68,57
6 . R e t e n c i ô n (15% en Francia y Reino
U n i d o ) . -11,25 -10,28
7. Beneficio transferido a Espaha. 63,75 58,29
8. Retenciôn (+) 11,25 10,25
9. Base imponible 75 68,57
1 0 . Imposiciôn Sociedades espahol • 
33% 24,75 22,62
11 . Retenciôn (-) -11,25 -10,28
1 2 . Desgravaciôn (50%) (-) - -11,31
13. Impuesto de Sociedades espahol 
a ingresar. 13,50 1,03
4. Beneficio final neto de impues- 
tos (7 - 13) 50,25 57,26
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El ejemplo se cihe a una entidad juridica, por la fa- •
cilidad de determiner el tipo impositivo aplicable en el impues­
to espahol sobre la renta . Por otra parte la desgravaciôn de los 
dividendos sôlo opera cuando el accionista es una Sociedad.
7.2.3. Matriz-filial
a) Los Convenios espaholes tratan de distinta 
forma esta relaciôn. No existe unanimidad ni en cuanto al porcen- 
taje déterminante de tal vinculaciôn, ni en cuanto al tipo de
gravamen a retener en la fuente (pais de la filial). Los Tratados
suscritos con Alemania, Checoslovaquia, Finlandia, Francia, Japôn, 
Rumania, Suiza y Marruecos fijan el primer porcentaje en un 25%. 
Los negociados con Austria, Dinamarca, Noruega, Portugal y Suecia 
lo establecen en un 50%. Casos especificos son los Paises Bajos 
y el Reino Unido; en el primero, el porcentaje de participaciôn 
es del 50% o del 25% siempre que por los menos otra sociedad re­
sidente en el Estado de la matriz posea también un 25% o mâs del 
mismo capital; en el Convenio con el Reino Unido se rebaja a un 
10%. Dichos porcentajes toman como parâmetro bâsico el capital 
de la sociedad filial, salvo los casos de Japôn y del Reino U ni­
do que consideran "el capital con derecho a voto de la Sociedad" 
que abona los dividendos (Japôn) , o "el derecho al voto de la 
Sociedad que paga los dividendos" (Reino Unido).
Solo los Tratados con A u s t r i a ,J a p ô n , Portugal 
y Suecia exiger un plazo de tenencia de las acciones a partes so­
ciales anterior a la fecha de distribuciôn del dividende: seis me- 
ses en el caso de Japôn; un aho en los demâs supuestos.
Los Tratados con Bélgica, Brasil, Canadâ, Italia, 
y Polonia se reconocen un régimen especial para los dividendos d i s ­
tribuidos por la filial a su matriz. No especifican cuândo existe 
tal relaciôn. Sin embargo, el Convenio con Brasil, en virtud del
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principle de no d i s c r i m i n a c i ô n , admite que si se reduce el impuesto 
retenido en la fuente en este pais sobre los dividendos abonados 
a un residente de un tercer pais no i b e r o a m e r i c a n o , poseedor al m e ­
nos del 25% del capital con derecho a voto de la Sociedad residente 
del Brasil, se concédera igual redUcciôn en el impuesto sobre los 
dividendos pagados a un residente de Espaha que se encuentre en las 
mismas condiciones (Protocole punto 3,Ad./ arts 1 0 , ap. 2).
b) El porcentaje de retencion concedido al pais de 
residencia de la filial es de un 10%. En los Convenios con Checoslo­
vaquia y Polonia se reduce a un 5%. En el de los Paises Bajos se fi- 
ja, a l t e r n a t i v a m e n t e , en un 5% o un 10%, segûn que la sociedad dis- 
tribuidora sea holandesa o espahola; no obstante, el impuesto espa­
hol sobre los dividendos no excederâ del 5% del importe bruto de 
los dividendos, si a la sociedad que los recibe no se le exije el 
Impuesto de Sociedades en los Paises Bajos por los mismos d i v iden­
dos (Protocole VII.Ad. al arte 10); éste sera el supuesto usual da ­
da la legislaciôn holandesa en la materia.
Caso especifico es el de Alemania, justificado por 
el sistema de doble tipo de imposiciôn de los beneficios sociales 
vigente en el momento de la firma del Convenio (1066).Alemania, a 
partir de 1977, combina los efectos econômicos de un sistema de do ­
ble tipo y de un sistema de imputaciôn. El beneficio destinado a ré­
servas se gravaba al 51%, hoy al 50%; el distribuido como dividendo t 
tributalx^al 15% y hoy al 36%. Ademâs los accionistas de una sociedad 
alemana residentes de otro pais (personas fisicas y sociedades) tie- 
n e n , actualmente, un derecho a un crédito de impuesto de 9/16 del 
d ividendo percibido de la sociedad, de suerte que el Impuesto sobre 
Sociedades soportado por los beneficios distribuidos a taies a c cio­
nistas se imputa totalmente en su impuesto sobre la renta. Si el 
impuesto es inferior al crédito, se reembolsa la diferencia al accio-
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nista. El Convenio vigente de 1966, prevé que la interposiciôn de 
una matriz en la relaciôn sociedad-accionista puede conculcar la 
Ley aprovechando un tipo reducido, sin que se produzca la tr i b u t a ­
ciôn a nivel del socio, por haber atesorado la matriz los d i v i d e n ­
dos previamente distribuidos gravados a un tipo inferior. Este te- 
mor determinô la inserciôn del a p . 3 del art2 10. Como lû d i f e r e n ­
cia era entonces de mâs de 20 unidades (51 menos 15) y hoy puede 
llegar a tal importe (56 menos 36), la retenciôn en la fuente a le­
mana, por dividendos distribuidos por una filial a una matriz e s ­
pahola, puede alcanzar el 25%; en otro caso, se limita al 15%.
c) Los Convenios que regulan la relaciôn ma- 
triz-filial, siguen, en general, las directrices de la O C D E , exclu- 
yendo de tal régimen a las sociedades de personas. Constituyen una 
excepciôn los Tratados suscritos con Japôn, Portugal, Reino Unido 
y Rumania. El Convenio con Alemania ofrece, también, unas especia- 
lidades:
- las distribuciones efectuadas por las so­
ciedades de personas a sus socios, se com- 
prenden en el término "dividendos (arts 10, 
a p . 4 ) ;
- las sociedades de personas se excluyen del 
régimen especial de retenciôn en la fuente 
aplicado a matrices y filiales (arts 1 0 , ap.
2 , a); pero, por otra parte, el Convenio, al. 
determinar como évita la Repùblica Federal 
la doble imposiciôn, asimila las d i s t r i b u c i o ­
nes efectuadas por una sociedad de personas 
a las de las filiales (arts 23, ap. 1 a)bb).
La exclusiôn de las Sociedades de personas 
del régimen de filiales es independiente de consideran o no como 
dividendos sus d i s t r i buciones de beneficios. Tal exclusiôn afecta
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sôlo al tipo de retenciôn aplicable en la fuente.
d) La distribuciôn de dividendos de la filial a
la matriz se somete a un régimen tributario distinto, segûn que la
filial resida en Espaha o en el extranjero. Siguiendo el esquema 
trazado en el punto 7.2.2. anterior se pueden diferenciar los dos 
siguientes supuestos :
1 2 ) Inversiôn extranjera en E s p a h a . En este caso
la matriz reside en el extranjero y la filial en Espaha. El Estado
de la fuente (Espaha) se limita a aplicar el tipo limitado de reten­
ciôn correspondiente de acuerdo con lo convenido con el otro Estado 
Este tendra que evitar la doble imposiciôn econômica de acuerdo con 
los criterios que inspiren su sistema tributario. Alguno de los Con­
venios suscritos por Espaha contienen normas especificas. Por razo- 
nes s i s t e m â t i c a s , se excluyen en el articule de los "Métodos para 
evitar la doble imposiciôn". Los criterios que inspiran nuestros 
Tratados son los siguientes:
A s i m i l a c i ô n  de los dividendos espaholes a divi­
dendos nacionales, declaràndolos exentos de gra­
vamen en el Estado de residencia de la matriz: 
Finlandia (art2 24, ap.4). Este apartado ha sido 
incluido con posterioridad a la negociaciôn del 
C onvenio de 15 de noviembre de 1967, y en virtud 
de un Canje de Notas de 18 y 24 de agosto de 1970 
Suecia (arts XXIV,ap.3) concede igual 
exenciôn, pero sin perjuicio de las cautelas que 
determinan tal concesiôn (1).
A sim i l a c i ô n  de los dividendos espaholes a extran­
jeros, pero sôlo en el caso de relaciôn matriz 
extranjera-filial espahola : Alemania (arts 23, 
a p . 1 a) a a ) .
(1) Vid. Comentario al arts 23 del Modelo de la OCDE.
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En los supuestos , en que el Estado 
de la residencia de la matriz no grava los di­
videndos de la filial, el crédito fiscal por 
el impuesto retenido en la fuente (en Espaha) 
no podrâ aplicarse, pues esta renta no esta 
sujeta a imposiciôn en taies Estados. Se impu­
ta el crédito fiscal si en el pais de residen­
cia la "renta puede someterse a i m p o s i c i ô n " (1)
■ Imputaciôn del impuesto subyacente ("underlying 
tax credit"); es decir el que afecta a los be­
neficios de los que se distribuye el dividen­
do. Los Convenios con Japôn (arts 23,1), y del 
Reino Unido (art2 24,1,b) conceden un crédito 
fiscal por el Impuesto de Sociedades espahol 
subyacente en el dividendo distribuido.
El Cuadro ilustra lo dicho :
---------
SUPUESTOS — - ----
Los que tienen suscrito 
Convenio con Espaha.
Beneficio obtenido 1 00
33% Impuesto de Sociedades
espahol - 33
Base de retenciôn 67
10% Retenciôn en Espaha 6,7 (1 )
Beneficio neto transferido 60,3
Crédito fiscal 6,7 (2)
(1) Los Convenios con Checoslovaquia y Polonia fijan un 5%
(2) El Reino Unido y Japôn conceden el "underlying tax c re­
dit" .
2 2 ) Inversiôn espahola en el extranjero. 
Matriz residente de Espaha y filial en el extranjero . El Estado
(1) cfr. art2 23 , a p . 2 ultima proposiciôn del Convenio con Fin­
landia , y art2 XXIV, ap. 1, b ) segundo pârrafo, del Convenio con 
Suecia.
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fuente retiene el impuesto sobre los dividendos a los tipos con- 
venidos, y Espaha, pais de residencia de la Entidad perceptora, mi- 
tiga la doble imposiciôn segûn el sistema acordado en cada caso y 
que se concrete en el articule relative a los "Métodos para evitar 
la doble imposiciôn". G e n e r a l m e n t e , se adopta el de imputaciôn or­
dinaria, es decir hasta el limite del propio impuesto espahol. La 
Ley 61/78 no contiene normas aplicables a los dividendos p r o c e d e n ­
tes del extranjero. Pero en algunos Convenios e s p a h o l e s C  Bélgica, 
Canada, Reino Unido, Rumania, Suecia y Suiza) se equiparan los di ­
videndos de las filiales residentes de estos paises a los de so­
ciedades espaholas (1). Admitida tal asimilaciôn, la d esgravaciôn 
efectuada en Espaha, equivaldrà al 100 % de los dividendos p e r c i b i ­
dos. La Ley espahola exige que la dominaciôn se ma n t e n g a  ininterrum' 
pidamente durante el periodo de imposiciôn (arts 24,Dos,d) de la 
Ley 61/78).
El régimen fiscal de las matrices espaholas se c o m ­
pléta con las normas contenidas en los Convenios que, concediendo 
un crédito fiscal a los no residentes, éste no se extiende, sin 
embargo, a las matrices espaholas. El Convenio con Francia, modi- 
ficaüo en este punto por el "Acuerdo Complementario de 6 de diciem- 
bre de 19771 dispone que las matrices espaholas no pueden b é n é f i ­
ciasse del "crédito fiscal" que, en su caso, corresponda a las pe r ­
sonas fisicas y demâs entidades juridicas residentes en Espaha (arts 
10, ap. 3, c ) . El Convenio con el Reino Unido opta por la misma so- 
luciôn, pero con las siguientes variantes:
- la exclusiôn del derecho al crédito fiscal se 
produce cuando una entidad o varias, directa o 
i n d i r e c t a m e n t e , posean mâs del 1 0% del derecho 
al voto de la sociedad que paga los dividendos;
(1) cfr. arts 23,ap. del Convenio con Bélgica; arts XXIII ,ap.3
b ) del Convenio con Canadâ; arts XXV, ap. 2 b) del suscrito con Ru ­
mania; arts 2 4 , ap. 2 b ) , con el Reino Unido; arts XXIV ap. 6 del 
Convenio h i s p a n o - s u e c o , y arts .23 ap. 4 del Convenio con Suiza.
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el dividendo percibido en Espaha no queda 
sometido a retencion en el Reino Unido(arts 
1 0 , a p .3,a ) i i i ); por ello no puede imputarse, 
i n i c i a l m e n t e , nada por tal concepto;
o , como el "Advanced Corporation 
s (imputable a la sociedad y no 
sta) puede considerarse economica- 
un impuesto a cuenta del accio- 
Convenio ha optado por concéder 
o , un crédite ficticio equivalen- 







en tal cas 
te a 15/85 
24, ap. 2.
El Cuadro recoge el régimen de tributaciôn de una matriz 
espahola con filial residente en Francia y en el Reino Unido. Debe i 
advertirse que los factores que inciden en dicho régimen son los 
analizados en el punto 7 . 2 . 2 . , b) anterior, a propôsito del "Régimen 
general". Se recogen las especialidades que afectan a las matrices 
e s p a h o l a s .
SUPUESTOS - ---_______
FRANCIA REINO UNIDO
Matriz espahola. Filial Extranjera
1. Beneficios obtenidos en Francia
y Reino Unido 
2 . Impuestos de Sociedades sobre la
1 00 1 00
sociedad que distribuye 50 52
3 . Beneficio a distribuir 50 48
4 . Crédito fiscal. - -
5.Beneficio sometido a retenciôn. 50 48
6.10% Retenciôn en f u e n t e (Francia) 5 -
7.Beneficio transferido a Espaha. 45 48
8.+ Retenciôn (real o ficticia) 5 8,47(1)
9.Base imponible. 50 56,47
1 0 . Impuesto de Sociedades espahol(33%) 16,50 18,63
1 1 . R e t e n c i ô n . - 5 - 8,47
12.D e s g r avaciôn (100%) - • — 18,63(2)
13. Impuesto de Sociedades espahol a
ingresar
1 4.Beneficio final neto de impuestos
11,50
(7 - 13) 33,50 48
(1) 15/85 de 48 = 8,47
(2) D esgravaciôn del 100% (art° 24,ap.2b) del Convenio y art° -24,
Dos d) de la Ley 61/78.
— 2 80 —
e) Otra norma especial del Convenio con el Reino Unido 
es la del art^ 1 0 , ap.6. Se refiere a lo que, en la terminologia de 
este pais, se denomina "dividend stripping" y corresponde al siste­
ma clàsico de tributaciôn de dividendos, vigente hasta abril de 
1973. Actualmente, y aùn rigiendo un régimen de imputaciôn, la opor- 
tunidad de la clausula subsiste en el contexte internacional cuando 
los residentes de otro pais (en este caso Espaha) tienen reconocido 
en el Tratado un crédito de impuesto total o parcial (1).E1 ap. 6 
dispone que la posibilidad de acogerse al régimen de las matrices y 
filiales, depende de que los beneficios con cargo a los que se pa- 
gue al dividendo se hayan generado durante un periodo de doce meses 
en el que la posesiôn de dicha participaciôn se haya mantenido en 
la matriz. Se trata de evitar que el porcentaje del 10%(tipifica la 
relaciôn m a t r i z - f i l i a l ) se adquiera en el momento del pago del div i ­
dendo y para beneficiarse de un tipo de retenciôn reducido. El p re­
cepto cede ante la adquisiciôn "por razones de buena fe comercial" l !..
7.3. Otros principles que configuran el régimen fis­
cal de los dividendos, son :
a) Reconocimiento de la necesidad de regular de 
mutuo acuerdo, la aplicaciôn de los limites establecidos en el ar­
ticule. Esta d eclaraciôn alude al procedimiento reglamentario que 
las Autoridades compétentes establecen, y que se concreta en la re ­
ducciôn impositiva de la fuente, o, en su defecto, en la devoluciôn 
del impuesto exigido en exceso. Los Convenios con Austria, Ch e c o s l o ­
vaquia, Dinamarca, Finlandia, Italia, Japôn, Noruega, P o r t u g a l ,Reino 
Unido, Rumania, Suecia, Suiza y Polonia, contienen tal declaraciôn.
El Convenio con los Paises Bajos fija un plazo mâximo de dos ahos 
para la devoluciôn del impuesto exigido en ^isconformidad con el arts
(1)La- legislaciôn "anti-dividen stripping"se contiene en la Ley inter­
na del Reino Unido ("Section 22 and 23 Finance Act 1973",y "Sections
28l and 476 Incone and Corporations Taxes Act").
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10 (Protocole VI A. a los artSs 10,11 y 12).
b) Aceptaciôn de la incidencia del establecimien-
to permanente en el régimen fiscal de los dividendos. Todos los Con­
venios aceptan el principle de la "vinculaciôn efectiva" al estable- 
cimiento de las participaciones que general los dividendos. Aquélla 
détermina la inaplicaciôn del régimen de tributaciôn limitada en
la fuente, y la posibilidad de gravar los dividendos asi generados
de forma limitada. Ademâs los Convenios con Canada, Checoslovaquia, 
Italia, Rumania y Polonia equiparan la base fija al establecimiento 
p e r m a n e n t e .
c) Exclusiôn del régimen de "cifra relative de di­
videndos". Constituyen una excepciôn los Convenios con Brasil, Cana­
da, Reino Unido y Suecia. El Tratado con Brasil establece la pos i ­
bilidad de gravar e x t r a t e r r itorialmente los dividendos cuando una 
sociedad residente de Espaha tuviera un establecimiento permanente 
en aquel pais. Las limitaciones que se establecen a esta concesiôn, 
unilateral por parte espahola, es que el impuesto no exceda del 15% 
del importe bruto de los dividendos del establecimiento, deducido 
el Impuesto sobre Sociedades relative a los beneficios, y que sôlo 
se aplique cuando éstos sean transferidos al exterior (arts 1 0 ,ap.
5) .
En el Convenio con Canada tal posibilidad es re ­
ciprocal en Canadâ, se gravan las Sociedades espaholas con e s t able­
cimiento permanente aqui , con el Impuesto suplementario sobre so­
ciedades distintas de las canadienses; en Espaha, se retienen en la 
fuente los beneficios distribuidos por Sociedades canadienses con 
e stabl e c i m i e n t o  permanente en Espaha. En ambos casos, el impuesto 
no puede exceder del 15% (arts x, ap. 6 a) y b). El Convenio con 
el Reino Unido admite, reciprocamente, tal g r a v a m e n . "No obstante" 
haberse excluido el régimen de "cifra relative" se admite la re-
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tenciôn en la fuente a un tipo mâximo del 15% sobre los beneficios 
distribuidos por la Sociedad extranjera y atribuible al estableci­
miento sito en el otro Estado (arts 1 o , ap. 7, segunda proposiciôn).
En el Convenio con Suecia se concede el gravamen extra­
territorial de los dividendos sôlo a Espaha, en relaciôn con los es- 
tablecimientos que una empresa sueca tuviese en Espaha. En este ca­
so, las referencias a los artSs 4 y 23 del Decreto 3357/1967, de 23 
de diciembre, han de entenderse sustituidas por el arts 7 9 , letra
d) de la Ley 61/78, y el arts 1 9 , letra h) del Reglamento del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1981 (arts x,ap.5 
segundo pârrafo).
El Convenio con Francia no sôlo excluye el sistema de 
"cifra relativa" sino que explicita que disposiciones no pueden a- 
plicarse en el âmbito internacional, aunque si lo sean en el âmbito 
interno. De esta forma se enerva la vigencia del arts 1 1 5 , quintu- 
plicado,del Côdigo General de Impuestos francés, y el arts 4 2 , ap.2 
del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre las Rentas del Ca­
pital espahol. La o bservaciôn hecha al tratar del Convenio hispano- 




1 - Los intereses procedentes de un Estado Contratante y pagados 
a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a impo- 
siciôn en este otro Estado.
2. Sin embargo, estos intereses pueden también someterse a imposi- 
cion en el Estado Contratante del que procedan y de acuerdo con la 
legislaciôn de este Estado, pero si el perceptor de los intereses 
es el beneficiario efectivo, el impuesto asi exigido no puede e xce­
der del 10 por 100 del importe bruto de los intereses. Las a u t orida­
des compétentes de los Estados Contratantes estableceràn de mutuo 
acuerdo la forma de aplicar este limite.
3. El término "intereses" empleado en el présente articule, signi- 
fica los rendimientos de crédites de cualquier naturaleza, con o sin 
garantias hipotecarias o clausula de participaciôn en los beneficios 
del deudor, y especialmente las rentas de fondes pùblicos y bonos 
u obligaciones, incluidas las primas y lotes unidos a estes t i t u l o s . 
Las-penalizaciones por m ora en el pago no se consideran como intere­
ses a efectos del présente articule.
4. Las disposiciones de los pârrafos 1 y 2 no se aplican si el be ­
neficiario efectivo de los intereses, residente de un Estado Cont r a ­
tante ejerce en el otro Estado Contratante, del que procéder los
— 2 84 —
intereses, una actividad industrial o comercial por medio de un 
e stable c i m i e n t o  permanente situado en este otro Estado o presta 
unos servicios profesionales por medio de. una base fija situada 
en é l , con los que el crédito que genera los intereses esté vin- 
culado e f e c t i v a m e n t e . En estos casos se aplican las disposiciones 
del arts 7 o del art^ 14, segûn procéda.
5. Los intereses se consideran procedentes de un Estado C o n t r a t a n ­
te cuando el deudor es el propio Estado, una subdivision politica, 
una entidad local o un residente de este Estado. Sin embargo, cuan­
do e l deudor de los intereses, sea o no residente de un Estado_____
Contratante, tenga en un Estado Contratante un establecimiento p e r ­
m anente o una base fija en relaciôn con los cuales se haya contrai- 
do la deuda que da origen al pago de los intereses y soporten la 
c a r g a de los mismos, éstos se considerarân como procedentes del E s ­
tado Contratante donde estén situados el establecimiento p e r m a n e n ­
te o la base fija.
6 . Cuando, por razôn de las relaciones especiales existantes 
entre el deudor y el beneficiario efectivo de los int-ereses o de 
1 4 s que uno y otro mantengan con terceros, el importe de los inte­
reses ■ pagados , habida cuenta del crédito por el que se paguen, ex­
ceda del que hubieran convenido el deudor y el acreedor en ausen- 
cia de taies relaciones, las disposiciones de este articule no se 
aplican mâs que a este ûltimo importe. En este caso el exceso po­
drâ someterse a imposiciôn, de acuerdo con la legislaciôn de cada 
Estado C ontratante , teniendo en cuenta las demâs disposiciones
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del presente Convenio. (a) (-X)
(a) El articulo concuerda casi integramente con el del Modelo de 
1963. Las modificaciones mas relevantes del Modelo de 1977 son 
las siguientes : a) en el ap. 2 se introduce el concepto de bene­
ficiario; b) en el ap. 3 se abandona el criterio de remision a la 
legislaciôn del Estado de la fuente para définir de forma residual 
y genérica los "intereses"; asimismo se introducer ligeras vari a n ­
tes c o n c e p t u a l e s ; las penalizaciones por mora se excluyen expre­
samente del concepto; c ) en el ap. 4 se da entrada a la base fija 
como elemento econômico con entidad suficiente para vincular el 
crédito que genera los intereses.
(■X) Vid. Artiles,D. "Bonificaciones fiscales en favor de los prés- 
tamos procedentes del extranjero", en XX Semana de Estudios de De ­
recho Financiero. Mutualidad Benéfica del Cuerpo de Inspectores 
Técnicos Fiscales del Estado. Editorial de Derecho F i n a n ciero.Ma­
drid 1973; pags 711 a 7 2 6 .
- Cerezo,M: "Doble imposiciôn internacional e inversiones finan- 
c i e r a s " . En XX Semana... o p . cit. pags. 853 a 872.
- De Juan,J.L. :"Ponencia General sobre las relaciones fiscales 
internacionales en el Derecho Fiscal espahol". En XX Semana...op. 
c i t .,p a g s . 324 a 441.
- Pastor,L.:"El marco juridico-fiscal de las relaciones financiè­
res i n t e r n a c i o n a l e s " , en Crônica Tri b u t a r i a  n 2 3 1 . Institute de 
Estudios Fiscales. Madrid 1979. pags. 123 a 132.
- Desde un punto de vista mas general y en relaciôn con la imposi­
ciôn indirecta que incide sobre los préstamos internacionales, Oli­
vares, I.: "El âmbito territorial de los Impuestos Générales sobre 
las Sucesiones y sobre Transmisiones patrimoniales y Actos Juri- 
dicos Documentados y la Doble Imposiciôn Internacional", en Estu­
dios de Doble Imposiciôn Internacional. Instituto de Estudios Fis­
cales.M. de Hcienda. Madrid 1974. pâgs. 349 a 375, y De Juan J.L. 
"Historia de una confusion": la imposiciôn indirecta en los pré s ­
tamos internacionales". en Crônica Tributaria ns 32 .Institute
de Estudios Fiscales. Madrid 1980, pâgs 95 a 102.
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1 . Este articulo junto con las normas integradas en 
los articulos 10 - dividendos - y 12 - canones - abarca los r en­
dimientos derivados de la utilizacion de un capital mobiliario.
El articulo 11 - Intereses - ofrece complejidad menor que el re- 
ferente a los dividendos y una mas facil delimitacion que el re­
lative a los canones. Se trata, por otra parte, de una renta que, 
segûn los casos, puede ser considerada "pura de capital" o de 
"empresa" dada la posiciôn del perceptor en el âmbito mercantil.
La simple colocaciôn de un capital conlleva la primera califica- 
ciôn. Si existe una organizaciôn empresarial que realice gastos 
para la obtenciôn de la renta, este hecho implica su con s i d e r a ­
ciôn como renta mixta o de empresa.
La regulaciôn de esta renta se centra en los siguien­
tes criterios:
a) delimitaciôn del concepto de intereses (ap.3 );
b) d i stribuciôn de la potestad tributaria entre el pais
de la residencia del perceptor y el Estado de procedencia de la 
renta (ap. 1 y 2 );
c) determinaciôn del origen de la renta, como medio 
ineludible de atribuciôn de la soberanla tributaria al Estado 
fuente de aquélla (ap. 5 );
d) exclusiôn del régimen especial de gravamen en el 
caso de incidencia de establecimiento permanente o base fija,
(ap. 4 ), o si se alternan las condiciones idéales de libre con- 
currencia en la obtenciôn de los intereses (ap. 6 ).
2 . El ap. 3 del artQ 1 1 , en relaciôn con igual aparta­
do del Modelo de 1963, establece una alteraciôn importante re-
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ferente a la definicicn del término "intereses". La remision con­
tenida en el texto de 1963 a la "legislaciôn fiscal del Estado de 
donde procedan los intereses", para definirlos de modo residual, 
ha desaparecido en el Modelo de 1977. En éste la definiciôn cubre 
la casi totalidad de rentas que pueden considerarse "intereses", 
y ademâs évita las dudas que se suscitan al modificar la legisla­
ciôn del Estado con arreglo a la cual se ha definido la renta.
Se délimita el concepto con arreglo a criterios po- 
sitivos (genérico y especifico) y negativos . Cualquier supuesto 
no comprendido en la definiciôn se excluye del término "intereses".
2. 1  .
a)"El término "intereses", empleado en el présente 
articulo, significa los rendimientos de crédites de cualquier na­
turaleza, con o sin garantias hipotecarias o clâusula de par t i c i p a ­
ciôn de los beneficios del deudor". Se trata de una primera deli­
mitaciôn del concepto,positiva y g e n é r i c a m e n t e . Que el término "in­
tereses" sea empleado "en el présente articulo" no implica que sô­
lo sea vâlido en el âmbito de éste. En cualquier precepto que se ha-
ga uso de é l , el término tendrâ la amplitud y significado que le
atribuye el art^ 1 1 .
El concepto se asimila a los rendimientos de crédi­
tes de cualquier n a t u r a l e z a .Una cuestiôn que se suscita es si la
palabra "crédito" constituye la prestaciôn de una de las partes 
como consecuencia de un contrato cuyo objeto es la colocaciôn de 
un capital, o si tiene un significado mâs amplio équivalente a po ­
siciôn acreedora en un négocie juridico.( 1). Aun cuando "crédito" 
es termine genérico que pueda dar lugar a una interpretaciôn exten- 
siva, el precepto, por su propio contexte parece referirse, exclu-
(1) cfr. arts 1922 del Côdigo Civil Espahol.
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sivamente, a los négociés juridicos que tienen por causa la imposi­
ciôn de capitales. "Rendimientos de crédites de cualquier n a t urale­
za" équivale a c o n t r a p r e s t a c i ô n , cualquiera eue sea su denomina- 
ciôn, procedente de capitales colocados en crédites pùblicos o pri- 
vados, y de la titularidad de cuentas en toda clase de institucio- 
nes financières. Se incluyen los depôsitos en dinero y las fian- 
cias en numerario.
La existencia o no de una "garantie hipotecaria" 
no afecta al concepto. Los intereses de préstamos hipotecarios en­
tran en la catégorie de rentas del capital mobiliario, a peser 
de la-posisiôn contraria,de algunas legislaciones (1 ).
La participaciôn o no en el beneficio del deudor, 
tampoco supone la d e scalificaciôn del concepto, salvo si tal p a rti­
cipaciôn es c o n t r a prestaciôn de un riesgo empresarial. El contrato 
debe revestir, en todo caso, el carâcter de un préstamo con intere­
ses, aunque, de hecho, exista aquélla participaciôn. El riesgo em­
presarial, desvigtùa la calificaciôn de la contraprestaciôn como 
"interés" y la equipada a"beneficio empresarial" o a"dividendo'.' 
Segûn este criterio, la contraprestaciôn obtenida por un participe 
no gestor en un contrato de cuentas en participaciôn no puede cali- 
ficarse, como interés (2). La-descalificaciôn de una renta mobilia- 
ria como "interés" implica la inaplicaciôn del articulo 11 y la 
vi g encia del precepto correspondiente: v.gr. arts 7 ,-beneficios 
empresariales- o arts 10 - dividendos (3 ).
(1) El arts 336 del Côdigo Civil Espahol considéra como bienes mue- 
bles "los titulos representativos de préstamos hipotecarios".
(2) El Côdigo de Comercio Espahol régula en contrato de " cuentas 
en participaciôn" en los artsg 239 a 243.
(3) El arts 54,1) letra b) del Reglamento de Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas de 3 de agosto de 1981, considéra 
como Rendimientos procedentes del capital m o b i l i a r i o ,los de c u a l ­
quier clase de titulos juridicos que estatutariamente faculten para 
participer en los beneficios... de una Entidad Juridica por causa 
distinta de la r e m u n eraciôn del trab'ajo personal. El hecho que l.a
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b) Ademâs, el ap. 3 del arts 1i considéra como inte­
reses "especialmente las rentas de fondes pùblicos y bonos u obli­
gaciones, incluidas las primas y lotes unidos a estos titulos".
Tal declaraciôn cubre los rendimientos de la deuda pûblica(emitidos 
por el Estado y demâs Corporaciones Pûblicas), de las obligaciones 
y titulos similares emitidos por entidades o p a r t i c u l a r e s , y las 
primas de a m o r t i z a c i ô n . En relaciôn con las "obligaciones", tienen 
la consideraciôn de "intereses" todas las cantidades que el sus- 
criptor perciba encima de lo pagado inicialmente por él. Las "pri­
mas de emisiôn se consideran, por el contrario, como intereses ne­
gativos deducibles de los intereses (positives) sujetos a g r a v a ­
men. El posible beneficio derivado de la enajenaciôn de obl i g a c i o ­
nes no ostenta la calificaciôn de "interés". Sehala la OCDE que el 
b eneficio o la pérdida derivados de la operaciôn puede con s i d e r a r ­
se resultado comercial, ganancia o pérdida de capital, o renta atl- 
pica regulada en el art5 21 del Modelo.
c ) Los Estados Contratantes pueden en sus negociaciones 
bilatérales ampliar la fôrmula del Modelo, incluyendo elementos de 
rentas gravados en su legislaciôn interna como intereses, pero no 
incluidos en la definiciôn transcrite.
2 . 2 .
a) El concepto de "intereses" se compléta negativamente 
con las rentas no incluidas en tal catégorie:"las penalizaciones 
por mor a  en el pago no se consideran como intereses a efectos del 
présente a r t i c u l o " .
letra c) aluda a rendimientos procedentes de capitales colocados 
en cualquier clase de crédito, parece alinear los comprendidos en 
la letra b ) , con rendimientos distintos de los i n t e r e s e s ,"strictu 
s e n s u " .
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Aun cuando la delimitacion lo es "a efectos " del 
art5 1 1 , su aplicaciôn es general. En ningùn caso tales penal i z a ­
ciones son consideradas intereses. El concepto se refiere a las 
cantidades que, como recargo, deben abonarse por la persona que 
incumple su contraprestaciôn contractual. Se concreta asi el sen- 
tido de la frase "crédites de cualquier naturaleza" como referida 
a négocies juridicos cuyo objeto lo constituye la imposiciôn de un 
c a p i t a l .
b) Ademâs de esta determinaciôn negativa del concep­
to, se entiende que, el término "intereses" no comprende los si­
guientes tipos de rendimientos:
- las "rentas vitalicias y temporales" que 
tengan por causa la imposiciôn de capitales 
El hecho de que en algunos paises tributen 
como pensiones, y de que ademâs, sea difi- 
cil distinguir amortizaciôn de capital e in­
tereses conduce a tal soluciôn. Los "inte­
reses acumulados por contratos de seguro
de vida con capital diferido", por la misma 
razôn tampoco integran el concepto;
- los intereses que, en algùn supuesto, pue­
den considerarse sujetos al régimen de los 
dividendos. Esta exclusiôn dériva de los 
riesgos empresariales que pueden acmmpahar 
las participaciones de capital;
- los que expresamente puedan excluir los 
Estados Contratantes : v.gr. intereses de 
crédites commerciales derivados del aplaza- 
miento de pago por entrega de mercancias o 
prestaciôn de servicios (1); intereses de
(1) El art2 5 4 , 2) letra c) del R e g l a m e n t o .del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas, de 3 de agosto de 1981, no considéra 
como rendimientos del capital mobiliario, "la contraprestaciôn ob­
tenida por el sujeto pasivo por el precio aplazado en la compraven- 
ta cuando constituya el negocio regular comercial..
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cuentas corrientes o de anticipios 
nominatives realizados entre empresas 
bancarias de les dos Estados , etc, etc
3. El régimen tributario de los "intereses" se d é t ermi­
na en los a p . 1 y 2 del art^ 1 1 . El ap. 1 reconoce la potestad tri- 
butaria del Estado de la residencia del perceptor de la renta. El 
ap. 2 atribuye , al tiempo, una potestad compartida en favor del Es­
tado de la fuente, es decir del Estado de donde proceden los rendi- 
mientos que retribuyen un capital invertido. La OCDE ha optado por 
la solucion intermedia entre las posturas extremas que atribuyen 
la facultad de gravar solo al Estado de la residencia del beneficia- 
rio, o solo al Estado de procedencia de los intereses. En la actua- 
lidad, la tributacion de los intereses con arreglo a un criterio 
eclectico no ofrece problema por existir amplio consenso sobre el 
tema, La adaptacion o, al m e n o s , la intencion de imponer otro sis- 
tema ha caracterizado la postura negociadora de dos grupos de p ar­
ses, cada uno de ellos con su especial f'ilosofla tributaria: los 
Estados exportadores de capital paladines de la tributacion exclu- 
siva en residencia; y los Estados importadores de capital, partida- 
rios del regimen opuesto, es decir de la tributacion exclusiva en el 
pais fuente, donde se originan las rentas.
La adopcion de un régimen intermedio, tipificado por 
la tributacion limitada en la fuente y el gravamen integral poste­
rior en el pais de r e s i dencia del b e n e f i c i a r i o , implica una duplici- 
dad de carga fiscal que reduce considerablemente el rendimiento 
de los fondos prestados, y , consiguientemente la transferencia in­
ternational de capitales, si no se establecisen los medios necesa- 
rios para mitigar esta doble imposicion. Los métodos de imputaciôn 
o exenciôn , adoptados en el pais de residencia son los que, en 
ultima instancia, liberan al beneficiario de tal duplicidad tri-
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butaria (1). También cabe que el Estado de la fuente renuncie a 
la exaccion fiscal sobre los intereses pagados a no residentes.
El analisis del régimen ecléctico de tributacion de 
los intereses, conlleva su consideracion desde el punto de vista 
de ambos Estados.
3.1. El Estado de residencia del beneficiario ostenta,
como se ha indicado, una facultad de gravamen integral, vinculada
a la d enominada "obligacion personal" de c o n t r i b u i r .La mayoria de 
los parses sujetan a tributacion por la totalidad de sus rentas a 
las personas residentes de su territorio. Dicha sujecion lo es pres- 
cindiendo del lugar donde se haya producido la renta y cualquiera 
que sea la residencia del pagador (2). El ap. 1 del arts 11 del M o ­
dèle détermina que "los intereses procedentes de un Estado y paga­
dos a un residente del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposicion en este otro Estado". Los temas planteados son;
a) De caracter subjetivo: El sujeto gravado lo es un 
residente -persona fisica o jurrdica- de un Estado C o n t r a t a n t e .Su 
residencia se détermina segùn la legislaciôn interna del Estado al 
que se atribuye la facultad de gravar la totalidad de las rentas 
de las que el sujeto pasivo sea titular.
El sujeto activo de la relaciôn jurrdica tributaria 
es este Estado."Puede someter a imposicion" las rentas procedentes 
del otro Estado. Al utilizar- la expresiôn "puede someter",el ap.1 
excluye "ab initio" la facultad exclusiva de gravamen del Estado 
de residencia. Este Estado puede gravar las rentas aunque no se han 
producido en su territorio, pero debe evitar la doble Imposicion
(1)Vid. mas adelante Comentarios al artQ 23-Métodos para evitar la 
doble imposicion.
(2) CFR. art? 13 y 16 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas de 3 de agosto de 1981.
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juridica que se produzca como consecuencia del gravamen simulta­
née en el otro Estado. La tributacion en este Estado se ajustarà 
a su normativa interna.
b) De carâcter o b j e t i v o ."Los intereses p r o ceden­
tes de un Estado Contratante" significa que los que tengan su ori- 
gen en un tercer Estado o los que procedan de un Estado C o n t ratan­
te pero que sean atribuibles a un establecimiento permanente que 
una empresa de este Estado posea en el otro Estado, no les son a- 
plicables las normas del articulo.En el primer caso, porque el ter­
cer Estado no es uno de los Estados Contratantes ; y en segundo,por 
el principle de la "vinculaciôn e f e c t i v a " , vigente para el e s t able­
cimiento permanente y que détermina la tributacion de las rentas a 
él atribuibles en el lugar donde radique.
Los intereses deben ser " p a g a d o s " .Este termine de­
be entenderse ampliamente, como équivalente a entrega de cosa, o 
cumplimiento de una determinada prestaciôn: v.gr. poner los fondos 
a disposiciôn del acreedor (1).
3.2. El ap. 2 del art? 11, mediante una expresiôn 
adversativa ("sin embargo") reconoce facultad compartida de g r ava­
men al Estado de la fuente. Pero esta facultad esta condicionada por 
una serie de c i r c u n s t a n c i a s , referentes : a) al sujeto perceptor de 
la renta; b) al rendimiento percibido ( h e c h o y  base imponibles); c) 
a la localizaciôn de la renta; d) al limite impositivo y al proce- 
dimiento de su aplicaciôn, y e) a la legislaciôn interna del Estado 
fuente. Taies condicionantes derivan, portante, del propio Convenio 
y de la legislaciôn interna del Estado origen de las rentas.
(.1 ) cfr. art? 1157 del Côdigo Civil espahol.
- 294 -
3 .2. 1 . .Limites derivados del Convenio.
a) Las facultades tributarias del Estado fuente, 
inciden sobre las rentas que proceden del mismo. A tal posibilidad 
alude el Modèle al decir: "estes intereses pueden también someter­
se a imposicion en el Estado Contratante de que procedan". El adver- 
bio "también" refleja esa facultad. El hecho de que las mismas ren­
tas sean percibidas por un residente de otro Estado, asimismo, con 
poder para gravar , détermina que, el impuesto en el Estado fuente 
se limite a un determinado porcentaje. Tal limitaciôn se subordina
a que " el perceptor de los intereses sea el beneficiario efectivo" 
Este concepto tiende a evitar un uso incorrecte o abusive del Conve­
nio, pues un Estado limita su soberania tributaria si el sacrificio 
corresponde a unos presupuestos factices , y no a otros que supon- 
gan o una desviaciôn de los mismos,o, incluse, un fraude de ley. 
C o n s e c u e n t e m e n t e , tal limitaciôn impositiva no se aplica cuando un 
intermediario (agente o mandatario) se interpone entre el acreedor 
y deudor, a no ser que el beneficiario efectivo sea residente del 
otro Estado. La exigencia de que se trate del beneficiario efectivo 
excluye de la aplicaciôn del Convenio a una persona que, por ejem- 
plo , actue a través de una entidad juridica creada en un Estado, 
p r i n c i p a l m e n t e , para conseguir las reducciones del impuesto pre- 
vistas en los Convenios concluidos por este Estado y a los cuales 
aquélla persona, d i r e c t a m e n t e , no habria tenido derecho.
b) Los condicionantes del poder del Estado fuente 
hacen r e f e r e n d a  al hecho y a la base i m p o n i b l e s . El hecho imponible 
lo constituye la percepciôn de rendimientos del capital mobiliario 
calificados como intereses. Dado el carâcter indicative de la defi- 
niciôn del Modelo, existe posibilidad de que los Estados Co n t r a t a n ­
tes introduzcan enmiendas en sus negociaciones b i l a t é r a l e s .La base 
imponible la integra el "importe bruto de los i n t e r e s e s " .Tal deter-
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m i n a c i ô n  dériva del hecho de tratarse de rendimientos sujetos a 
la obligacion real de contribuir. "Importe bruto" équivale a can- 
tidad integra, a renta en la que no se han efectuado deducciones.
Un problema vinculado al sistema de retenciôn 
de la fuente, cuando los intereses constituyen una "renta empresa- 
rial" y no una "renta pura de capital" , es el de la doble imposi­
cion parcial que puede subsistir a pesar de la imputaciôn efectua- 
da en el pais de residencia del beneficiario de la renta. Cuando 
la colocaciôn de capitales constituye una actividad empresarial 
(caso de los Bancos) los intereses son ingresos de los que deben 
deducirse los gastos para determinar la renta imponible. En tal ca­
so el impuesto, aùn limitado, sobre bases intégras puede equivaler 
o, incluso, superar a un impuesto sobre las rentas netas exigido 
a porcentaje superior. La consecuencia es que el impuesto retenido 
en la fuente no puede imputarse en su totalidad (a veces nada)en 
el Estado de residencia del beneficiario. El excedente de impues­
to que se soporta por este (el Estado de la residencia sôlo imputa 
hasta el limite del propio impuesto) es lo que origina una imposi- 
ciôn juridica duplicada. Para obviar el problema el acreedor incre- 
menta los tipos de interés. Sehala la OCDE que el problema se plan- 
tea, e s p e c i a l m e n t e , "en el caso de ventas a crédito de bienes de 
equipo, de otras ventas commerciales a crédito y de los préstamos 
bancarios". Los Estados pueden evitar taies inconvenientes inser- 
tando un apartado que excluya de la imposiciôn en la fuente los in­
tereses que se paguen por las operaciones mencionadas.
Otras cuestiones relacionadas con la financia- 
ciôn internacional afectan a la determinaciôn de la base imponible 
si el deudor toma a su cargo el pago del Impuesto que grava en 
origen la renta, y si en el Estado fuente la legislaciôn interna
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estipula una retribucion minima para los préstamos. Mas adelante se 
efectua el Comentario de estos temas.
c) El hecho de que el Estado fuente pueda gravar los in­
tereses producidos en su territorio, exige su previa localizaciôn; es 
decir, la adscripciôn de la renta a una fuente determinada.La v i n c u ­
laciôn entre re,nta y Estado es lo que légitima las facultades imposi- 
tivas de èste. En los Convenios entre paises que utilizan un criterio 
territorial puro, la*localizaciôn deviene criterio decisorio para e vi­
tar la doble imposiciôn. Atribuida exclusivamente la competencia de 
gravar a uno de los Estados, la doble imposiciôn se évita de raiz.
Los Convenios entre paises que siguen criterios distintos (personal 
o real) o una combinaciôn de ambos (personal y real-caso de E s p a h a ) , 
tal localizaciôn es bâsica para atribuir al Estado fuente la potestad 
tributaria sobre las rentas vinculadas a él.Cuestiôn complementaria 
es la determinaciôn de taies vinculos.
La OCDE, admite el gravamen de los intereses "en el Es­
tado Contratante del que procedan". El a p . 5 del art? 11 establece 
que "los intereses se consideran procedentes de un Estado Contratan­
te cuando el deudor es el propio Estado, una subdivisiôn polltica, 
una entidad local o un residente de este Estado". El criterio es el 
de localizar la fuente en la residencia del deudor, prescindiendo 
del lugar donde efectivamente se satisfagan las rentas.Se trata de un 
criterio personalista. También se utiliza un criterio territorial, 
cuando el deudor es el mismo Estado u otro ente publico, administra-
tivo o politico. La renta se localiza, en ambos casos, donde radican
taies entes.
El criterio de la residencia del deudor quiebra, si éste 
tiene en el otro Estado Contratante "un establecimiento permanente o 
una base fija en relaciôn con los intereses y soportan la carga de 
los mismas". En tal caso, los intereses "se consideran procedentes 
del Estado donde estén sitos el establecimiento o la base". La v i n c u ­
laciôn efectiva del préstamo con el establecimiento o la base, y el
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hecho de que éstos soporten el pago, conllevan la localizaciôn de 
la fuente en el Estado de su situaciôn. Este criterio es consecuen­
cia de la consideraciôn de establecimiento como empresa distinta y 
separada. La base fija équivale, "mutatis m u t a n d i s " ,"al est a b l e c i ­
miento.
d) Sobre la base imponible, determinada con arreglo 
a la legislaciôn interna del Estado de la fuente, y que se concreta
en el "importe bruto" de los Intereses, este Estado puede aplicar
su impuesto , que, asi exigido, "no puede exceder del 10 por 100" de 
tal importe. Se trata de un limite mâximo que no puede s o b r e p a s a r s e . 
Cabe, no obstante, que los Estados Contratantes fijen un tipo menor 
o mayor que el propugnado por la OCDE. La pugna entre paises impor­
tadores y exportadores de capital no sôlo afecta al gravamen de la 
renta sino también, al tipo de retenciôn aplicable en la fuente. 
Espaha ha formulado una "Réserva" al tipo de gravamen previsto en 
el a p . 2 del art? 11 del Modelo. En la prâctica casi todos los Con­
venios espaholes han admitido el citado tipo.
La limitaciôn en el Estado fuente es independiente 
de que en el otro Estado los intereses tributen o no. Se trata de
una actitud unilateral ajena al tratamiento de la renta en el otro
E s t a d o .
Por no tratarse de un tipo tributario, en sentido 
estricto, sino de un techo de imposiciôn, los recafgos que inciden 
sobre los tipos de tributaciôn internos referentes a taies rentas, 
no le afectan, de m odo que el porcentaje negociadc es el ùnico que 
se aplica. Cabe, no obstante, que los Estados Contratantes modifi- 
quen el Convenio y fijen un nuevo porcentaje; pero esta alteraciôn 
obedece a criterios y filosofia distintos.
El ap. 2 del art? 11 en su ultimo punto dispone 
que "las Autoridades compétentes de los Estados Contratantes esta- 
blecerân de mutuo acuerdo la forma de aplicar este limite".Tal régla- 
m e n t aciôn dériva del reconocimiento de una potestad tributaria com-
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partida. Normalmente tales Autoridades establecen un doble siste­
ma de "reduccion" (retenciôn limitada en la fuente) y de "devolu- 
ciôn" (en defecto de tal r e d u c c i ô n ) . Ambos procedimientos se ut i ­
lizan a l t e r n a t i v a m e n t e . El cap. Ill Secciôn 2 ë se dedica al comen­
tario de las Disposiciones reglamentarias dictadas en aplicaciôn 
de los Convenios y desarrolla ampliamente estas ideas.
3.2.2. Limites derivados de la legislaciôn del Es­
tado de la fuente.
El ap. 2 del art? 11 admite el gravamen de los in­
tereses en el Estado de la fuente, pero "de acuerdo con Id legis­
laciôn de este E s t a d o " . La OCDE sehala que este Estado puede exi- 
gir el impuesto mediante retenciôn en la fuente o por declaraciôn 
Las limitaciones derivadas de la jplicaciôn de la legislaciôn na- 
cional afectan a los elementos que integran la relaciôn juridica 
tributaria, y al p r ocedimiento de gestiôn.
a) La determinaciôn del hecho imponible no ofrece 
p r o b l e m a s . Desde el punto de vista espahol la tributaciôn de los 
intereses es i n d i s c u t i b l e . La Ley 44/78, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas, y la Ley 61/78, del Impuesto sobre 
Sociedades, someten a tributar los rendimientos del capital(l).
b) La consideraciôn del sujeto pasivo por obliga- 
ciôn real de contribuir dériva del hecho de la percepciôn de los 
intereses,siendo esta prâctica seguida en la mayoria de las le- 
gislaciones. En Espaha la Ley 44/78, grava por tal obligaciôn a 
los que obtengan rendimientos producidos en territorio espahol o
(1) cfr. Ley 44/78, art? 3^ y 15; y la Ley 61/78, art? 3 S . En re ­
laciôn con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas,vid 
también su Reglamento de 3 de agosto de 1981, art?s 6? y 54.
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sean satisfechos por una persona residente del mismo (art?s 4? y 7?)
(1). La Ley 61/78 utiliza el mismo criterio de sujecion (art?s 4 y 
6?) (2), e x p l i c i t a n d o s e , por otro lado, que rendimientos se entien- 
den obtenidos en Espaha. El art? 7- letra d) de esta Ley considéra 
tales, los derivados del dinero, bienes, derechos u otros activos 
mobiliarios invertidos o situados en Espaha. El Reglamento del Im­
puesto sobre la Renta, en el art? 19, letra d), califica como renta 
aqul obtenida la que provenga de préstamos u otra cualquier presta­
ciôn de capital.
c) La d e t e r minaciôn de la base présenta mayores es- 
pecialidades. Derivan de las prâcticas seguidas en el âmbito de la 
financiaciôn internacional y se refieren a la posibilidad de que el 
deudor tome a su cargo el pago del impuesto en origen, y a que el 
Estado de la fuente estipule una retribuciôn minima para el capital 
i n v e r t i d o .
Ambas conductas estân previstas en el Ordenamiento 
espahol. A la primera se refiere el art? 92 del Real Decreto 3061/ 
1979 de 29 de diciembre, sobre régimen fiscal de la inversiôn empre­
sarial. Dispone dicha norma que, en las operaciones de financiaciôn 
realizadas en el extranjero, puede pactarse que el deudor tome a su 
cargo el pago del correspondiente i m p u e s t o .Pueden efectuarse las si- 
guientes anotaciones:
1 ^ ) aun cuando se alude a operaciones realizadas
"en el extranjero", el término no debe entender-
(1) En r e l aciôn con el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fi ­
sicas, el Reglamento de 1981, considéra sujetos por obligaciôn real 
a los que obtengan rendimientos producidos en territorio espahol, 
résulter gravados en este Impuesto , o se hayan satisfecho por una 
p ersona o Entidad residente en Espaha, salvo el supuesto en este 
ultimo caso, de que los rendimientos se abonen a no residentes por 
un es t a b l e c i m i e n t o  p ermanente sitos eh el extranjero, a su cargo,y 
por prestaciones vinculadas con la actividad del establecimiento (art 
14).
(2) No es m o mento ni lugar para polemizar sobre la concordancia o de- 
sarmonia de los art?s 4 s y 6? de la Ley 61/78.
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se en un sentido literal, excluyente de los con- 
tratos u operaciones formalizados en Espaha.
2S)el régimen es igualmente aplicable al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas en virtud 
del art? 108 del propio Real Decreto;
3 ^)tal asunciôn no debe alterar la posiciôn de los 
elementos de obligaciôn tributaria; el pacto no 
surte efecto ante la A d m i n i s t r a c i ô n , sin perjui- 
cio de sus consecuencias juridico-privadas (1);
4 ^ ) la base imponible es la cifra de la que deduci- 
da la cuota tributaria résulta la remuneraciôn 
realmente pagada (2).
La presunciôn de que los capitales producer una ren- 
tabilidad no es nueva en nuestro Derecho. El Texto Refundido del 
Impuesto sobre las Rentas del Capital, de 23 de diciembre de 1967, 
recogia tal norma (3). La Ley 44/78 , en su art? 3^ ap. Cuatro p r e ­
sume (presunciôn "juris tantum") que las prestaciones de capital 
se retribuyen. Igual norma se contiene en el art? 32 a p . très de 
la Ley 61/78. El nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas de 1981 establece el paramètre en el que des- 
cansa tal presunciôn. El art? 7, ap. 2, segundo pârrafo, dispone: 
"tratândose de préstamos, la retribuciôn se valorarâ por el tipo 
de interés bâsico del Banco de Espaha, que se halle en vigor el 
ultimo dia del periodo i m p o s i t i v o " .
(1)cfr. art? 36 de la Ley General Tributaria.
c 2) Para obtener la base es necesario calcular el interés bruto; 
ello supone la aplicaciôn de la fôrmula tradicional establecida 
en le O.M. de 1 de junio de 1935 :interés x 100
1 00-tipo impositivo. El tipo 
impositivo que debe figurar en el denominador es el limite conven- 
cional. La Circular de la antigua D.G. de Impuestos Directes, de 
14 de marzo de 1969, resolviô que tal tipo debia ser el del limite 
de los Convenios. No tengo noticia que la Circular haya sido dero- 
gada.
(3) cfr. art? 19 : "A los efectos de este impuesto, se estimarâ 
que los préstamos d e v engan como minimo,' el interés legal del d i n e ­
ro, aunque exista pacto expreso de no devengo de interés o el esti- 
pulado sea inferior a aquél".
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d) La deuda tributaria puede variar por las bonifi- 
caciones concedidas en el O rdenamiento interno tendentes a la capta- 
ciôn de capitales extranjeros. En el Derecho espahol, y pres c i n d i e n ­
do de otros antecedentes légales (1), la Ley 61/78, en su art? 25 
letra c),ap. U n o ,establece una bonificaciôn de hasta el 95% de la 
cuota que c orresponde a los intereses de préstamos otorgados a em ­
presas espaholas por Organismos internacionales o por Bancos o I n s - ■ 
tituciones financières extranjeras sin establecimiento permanente 
en Espaha, y a los empréstitos emitidos por empresas espaholas.
El mismo articulo y letra, en el ap. Dos, concede idéntica bonifi­
caciôn para los rendimientos de los préstamos que concierten con 
Organismos internacionales o Bancos o Instituciones extranjeras sin 
establecimiento permanente en Espaha, los Bancos industriales y de 
negocios para la financiaciôn de las inversiones de empresas espaho­
las con cargo a aquellos fondos. El Real Decreto 3061/1979 de 29 
de diciembre, de Inversiôn empresarial, en su art? 86, desarrolla 
lo dispuesto en el art? 25 c) uno de la Ley 61/78, citada,estable- 
ciendo las condiciones reglamentarias para la concesiôn de tal bo­
nificaciôn (2).
(1) Bâsicamente, el Decr e t o - L e y  19/1961, de 19 de octubre, y el T ex­
to Refundido del Impuesto sobre las Rentas del capital de 23 de di­
ciembre de 1967.
(2) Otras normas referentes a la misma materia son.
-El Real D e c r eto-Ley 5/1980 de 19 de mayo, sobre b o n i f i ­
caciôn de las cuotas del Impuesto de Sociedades, corespondiente a 
los intereses que han de satisfacer las Corporaciones Locales,Comuni- 
dades Autônomas y Estado, en r a zôn de determinados empréstitos (los 
obtenidos para servicios prestados en régimen de empresa privada o 
m i x t a ) .
-Ley 74/1980, de 29 de diciembre de Presupuestos del Es­
tado para 1981 (art? 41).
-Real D e c r e t o  247/1981 de 5 de febrero, desarrollando 
el art? 100 del Real Decreto 3061/1979 de 29 de diciembre sobre Ré- 
gimeri Fiscal de la Inversiôn Empresarial. Al m i smo precepto se'refie­
re también el Real D e c reto 1395/1980, de 20 de junio.
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La concesiôn de una tal bonificaciôn , en relaciôn con los 
Convenios de doble imposiciôn, présenta dos facetas: una; referente 
al parâmetro al cual se aplica el porcentaje de la bonificaciôn; y 
otra, al montante de impuesto que sera imputado en el Estado de la 
residencia del perceptor del interés. La primera, fué r e s u e l t a ,ini- 
cialmente, por el art? 18 del Real Decreto 357/1979, de 20 de febre­
ro, relativo al régimen de retenciones a cuenta del Impuesto sobre 
Sociedades. Actualmente, el art? 94 del Real Decreto 3061/1979, ci­
tado, dispone que "a los efectos de la aplicaciôn de los Convenios 
para evitar la doble imposiciôn, la bonificaciôn se practicarâ en 
el tipo de gravamen del impuesto y no en el tope, que puede conte- 
ner el Convenio". Con esta norma se zanja definitivamente la duda 
que hasta hace poco planteaba la aplicaciôn de la bonificaciôn co- 
me n t a d a  (1). Ello implica que en los casos en que èsta se concéda 
por un porcentaje inferior al 50% de la cuota (la bonificaciôn es 
hasta el 95%) quedarâ p râcticamente absorbida por la reducciôn 
impositiva en la fuente pactada en el Convenio respectivo (2).
(1) Numéricamente la d i f e rencia es la siguiente :
a) B onificaciôn del 95% aplicable sobre el tipo interno:
. 24% en el Impuesto de Sociedades (art? 23,D o s , Ley
61/78) = 1,20 % de tipo efectivo;
. en el Impuesto sobre la Renta de las Personas F i s i ­
cas, el tipo depende de la tarifa (art? 114).
b) Bonificaciôn del 95% aplicable sobre el limite conven-
c i o n a l :
. 10% (tipo normalmente fijado en los Convenios e s p a h o ­
les ) = 0,50% de tipo efectivo.
(2) El 50% del 24% équivale a un tipo efectivo del 12% . El limite 
de los Convenios espaholes es, g e n e r a l m e n t e , del 10%.
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La segunda cuestiôn eue plantea la aplicaciôn de tal b o nifi­
caciôn en el Estado fuente, se refiere al montante del impuesto 
acreditado al beneficiario de la renta en su Estado de residencia.
Si éste no considéra la bonificaciôn y acredita sôlo el impuesto' 
realmente pagado (no lo que debiera haberse p a g a d o ) ;, se produce, 
de hecho, una transferencia de recursos fiscales desde el Estado 
importador de capitales (fuente) al Estado expcrtador (residencia). 
Este minora de la cuota tributaria a pagar aqui una cantidad menor 
que la que procederia reducir si la bonificaciôn no se hubiera a- 
plicado. La aceptaciôn de las bonificaciones y la consiguiente im­
putaciôn de las cuotas intégras (las que debieron pagarse) se v i n c u ­
la a la técnica del "tax sparing" (imputation de impuestos no p a g a ­
dos), conectada con los Métodos para evitar la doble impo s i c i ô n ( 1).
e) El procedimiento de gestiôn en la fuente no se ve 
afectado por los Convenios. La OCDE admite que este Estado exija 
el tributo por retenciôn o.por medio de declaraciôn. En Espaha p r é ­
domina e] primer sistema (2). Independientemente de ello, el reten- 
tor deberâ aplicar el limite c o n v e n c i o n a l . La reducciôn que el C on­
venio establece, debe instrumentarse en los Formularios estableci- 
dos con tal fin en las disposiciones (Ordenes M i n i s t e r i a l e s ) d i cta­
das para aplicaciôn del citado limite.
(1) Por le importancia del tema, se difiere su comentario hasta que 
el art? 23 - Métodos para evitar la Doble Imposiciôn.
(2) cfr. art? 36 de la Ley 44/1978, y art?s 147 a 152 del Reglamen­
to de 3 de agosto de 1981, respecto de las personas fisicas; art?
32 de la Ley 61/78, y Real Decreto 357/1 979,. de 20 de febrero. r e s ­
pecto de las Sociedades. En el caso de rendimientos bonificados
el art? 8 del Real D e c reto 357/1979 dispone que la bonificaciôn se 
aplicarâ en la retenciôn del 15%.
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En defecto de la reducciôn, procédé la devoluciôn, como posibi' 
lidad supletoria o alternativa de aquélla (1).
4. El establecimiento permanente incide, lo mismo 
que en el caso de dividendes, en el régimen fiscal de los intere­
ses. El art? 11 se refiere a él en dos de sus apartados, el 4 y 
el 5; el primero hace relaciôn al acreedor de la renta, y el se­
gundo, al deudor; pero, en ambos casos, el concepto se vincula a 
la fuente o procedencia de los intereses.
4.1. El a p . 4 excluye la denominada "vis atractiva" 
del establecimiento permanente. No establece, segùn los C o menta­
rios de la OCDE, que "los intereses que reciba un residente de un 
Estado Contratante de una fuente situada en el otro Estado deban, 
en virtud de una especie de presunciôn legal, atribuirse aun fic- 
ticiamente al establecimiento permanente que este residente tenga 
e v entualmente en este ultimo Estado, de manera que este Estado no 
quede obligado a limitar su imposiciôn en la fuente". El precepto, 
en virtud del principle de "vinculuciôn efectiva" atribuye al esta­
blecimiento , exclusivamente, los ingresos que obtiene por el de- 
sarrollo de su actividad y los producidos por los capitales efecti- 
vamente vinculados al mismo. Se trata, pues de una consecuencia 
del sistema de "contabilidad separada" consistante en el calcule 
de los bénéficiés del establecimiento como si se tratase de una 
empresa independiente (2). Consecuencia, inmediata de esta con-
(1)Esta m a t eria sera tratada al comentar las Disposiciones r e g l a ­
mentarias dictadas en aplicaciôn de los art?s 10,11 y 12 de los 
Convenios de doble imposiciôn (c a p .I I I .Secciôn 2^).
(2) El art? 7 grava los beneficios del establecimiento "sôlo en la 
m edi d a  que puedan atribuirse al mismo'(ap.1, segunda p r o p o s i c i ô n ) .
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cepciôn es la inaplicaciôn del régimen especifico de tributaciôn 
de los intereses (gravamen limitado en fuente, y en residencia) y su 
posible gravamen como beneficios e m p r e s a r i a l e s . Por tal razôn el a p . 
4 del art? 11 se remite a los articulos 7 ô 14, segùn que el percep­
tor del interés realice una actividad comercial o industrial (art?7) 
o una actividad profesional (art? 14). En este caso "base fija" équi­
vale a establecimiento permanente.
La comprensiôn total del precepto exige su coordina- 
ciôn con la norma contenida en el ap. 5 del art? 7 -Beneficios e m pre­
sariales. Este apartado al dar preferencia a los articulos relativos 
a rentas especificas (en este caso, al art? 11 - intereses) reduce 
su âmbito a los beneficios de carâcter industrial y comercial no en- 
cuadrados en categorias de rentas reguladas en otros a r t i c u l o s .Pero 
a d e m â s , y por mor del a p . 4 del art? 11, se implica también a los 
intereses derivados de crédites vinculados efectivamente a un esta­
blecimiento permanente o base fija situados en el mismo Estado. Ta ­
ies intereses no se convierten en bénéficié comercial e industrial 
o profesional, sino que es la legislaciôn interna del Estado donde 
radica el establecimiento la que détermina el régimen fiscal apli- 
cable a aquéllos; es decir, si han de gravarse teniendo en c u e n t a  
las normas del Convenio, s e p a r a d a m e n t e , o como beneficios industria­
les, comerciales o p r o f e s i o n a l e s .
4.2. El a p . 5 segunda proposiciôn se refiere a la lo­
calizaciôn de los intereses desde el punto de vista del deudor.En ge­
neral , se sigue el criterio personalista (residencia del d e u d o r ) . 
E x c e p c i o n a l m e n t e , en el supuesto de Entidades pùblicas, el territo­
rial . La existencia de un establecimiento permanente o una base fi­
ja "en relaciôn con los cuales se haya contraido la deuda que da o- 
rigen al pago de los intereses", conlleva la alteraciôn del criterio 
pe r s o n a l i s t a  y la adopciôn de uno territorial. Requisito i n d i spensa­
ble es que taies instalaciones "soporten la carga de los mismos",es 
decir que con cargo a ellos, o ellos mismos abonen los intereses.
Las ideas procedentes se estructuran sobre la base
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de que deudor y acreedor pertenezcan, cada uno, a un Estado Cont r a ­
tante. En ocasiones puede intervenir un tercer Estado; en este caso 
las consecuencias de las distintas situaciones pueden alterarse (1).
(1)Del Arco alude a la gama de posibilidades que la incidencia del 
es tablecimiento permanente en el régimen fiscal de los intereses, 














































D e u d o r .
E.P. significa Establecimiento Permanente; también cabe entender "Ba­
se f i j a " .
- En el primer caso, los intereses tributan en el Estado A; el Estado 
B tiene un derecho limitado de retenciôn en la fuente. (art? 1 1 ,a p .
1 y 2.
- En el segundo, el Estado A, es el de la procedencia de la renta, no* 
parece que puede defenderse una retenciôn enlla fuente del Estado B
- En el tercer, los intereses tributan como beneficios del EP sin li­
mi t aciôn de gravamen en la fuente (art? 11,ap.4).
- Em el cuarto, en el Estado A (en el coinciden Estado de residencia 
y origen de la renta) no opera la limitaciôn del art? 1 1,a p .2 ; el 
Estado B grava los intereses en el marco del art? 7 (Beneficios em­
presariales ) .
- En el quinto, los intereses proceden del Estado B (art? 1 1 , a p .5, 
este Estado podrâ gravarlos hasta el limite del ap. 2.
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4.3. El régimen de tributaciôn de los intereses v i n c u l a ­
dos, activa o pasivamente, al establecimiento permanente manifiesta 
el abandono, por la OCDE, del sistema de "cifra relativa o balance 
c o n s o l i d a d o " , para gravar las rentas obtenidas por residentes del
- En el sexto, el interés procédé del Estado A. La soluciôn del ap.4 
es aplicable aqui. La OCDE considéra que el art? 11 no se aplica a 
los intereses procedentes de un Estado pagados a un E.P. que una 
empresa del citado Estado posea en el Estado A. A pesar de esto la 
soluciôn no puede ser diferente de la résultante por la aplicaciôn 
del ap. 4 del art? 11.
- En el séptimo, el Estado B grava las rentas sin el limite del a p . 
2 .
- En el octavo el Estado B tendria que renunciar a su derecho de 
gravar en la fuente. El ap. 5 del art? 11 no aporta soluciôn; cabe 
la posibilidad de que los Estados A,B y C hayan regulado sus rela- 
ciones en base a un convenio multilateral. Sôlo si en el ap. 5 del 
art? 11 se admite que los intereses procedan de un "Estado distinto" 
se localizarân en el Estado en que radique el E.P.
- En el noveno, el origen de los intereses es el Estado B ; este g ra­
va hasta el limite del Convenio, independientemente de la tributa­
ciôn en el Estado A (imposiciôn sobre la renta del residente), y el 
Estado C (gravamen de acuerdo con el art? 7 - beneficios emp r e s a r i a ­
les ) .
- En el d'ecimo, el Estado B.tiene derecho a retener el impuesto 
(ap. 5 del art? 11).
(Del Arco L. "Doble Imposiciôn Internacional y Derecho Tributario 
Espahol. Escuela de Inspecciôn Financière.Ministerio de Hacienda. 
Madrid 1977,pâgs 156 a 160.
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extranjero. Excluye dicho sistema para dividendes, retribuciones 
de Consejeros e intereses. En el primer caso, el ap. 5 del art?
10 es claro y terminante (1); en los restantes no existe una pro- 
hibiciôn expresa, pero se deduce del método de contabilidad separa­
da para gravar el establecimiento permanente (2).
Especial incidencia tuvo , sin embargo, aquel siste­
ma en el Derecho espahol. Hasta hace poco ha sido el prédominante. 
La ley de Reforma del Sistema Tributario de 11 de junio de 1964 lo 
sustituyô por el de "contabilidad separada" para gravar a las So­
ciedades extranjeras que actuasen en Espaha (3).Complemento de esta 
norma fué el Decreto 3669/1965 de 9 de diciembre. Ambas normas se 
plasmaron en el Texto Refundido del Impuesto de Sociedades de 23 de 
diciembre de 1967. Sin embargo, la influencia tradicional que el 
sistema de cifra relativa ha tenido en nuestro Ordenamiento, se m a ­
nifesto, p a r a d é j i c a m e n t e , en la subsistencia de dicho régimen en 
el gravamen de dividendes, intereses y retribuciones de los C o n seje­
ros de Admini s t r a c i ô n  de empresas residentes del extranjero con ac- 
tividades en Espaha. El contenido del ap. 2 del art? 4 del Texto 
Refundido del Impuesto sobre las Rentas del Capital de 1967 (res­
pecto de dividendes e intereses), y del art? 80 del Texto Refundido 
del Impuesto sobre los Rendimientos del Trabajo Personal de 1967 
(consejeros de Administraciôn) asi lo confirma.
En la actualidad, el art? 7 letra d) de la Ley 61/78 
del Impuesto sobre Sociedades considéra rentas obtenidas en Espaha 
sujetas a la obligaciôn real de contribuir, "los rendimientos de 
valores moniliarios por Sociedades residentes en Espaha o por So­
ciedades extranjeras con establecimiento permanente en Espaha,de
(1) vid. supra comentarios al ap. 5 del art? 4o, dividendes.
(2) Las ventajas e inconvenientes de ambos sistemas se analizan en 
el comentario del art? 7, Beneficios empresariales.
(3) cfr. art? 73, ap. 3 de esta Ley.
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bienes, derechos u otros activos mobiliarios invertidos o situados 
en Espaha". Dicha norma, aun admitiendo diversas i n t e r p r e t a c i o n e s , 
inclina a pensar que el sistema de "cifra relativa" se mantiene en 
relaciôn con ;iividendos e intereses de o b l i g a c i o n e s . Otras normas 
de muy reciente factura apoyan tal tesis. El Reglamento del Impues­
to sobre la Renta de las Personas Fisicas de 3 de agosto de 1981, en 
su art? 14 no sôlo sujeta a tributar en Espaha los pagos satisfechos 
por personas o entidades residentes aqui, sino que exceptûa (segùn 
el mismo criterio que el art? 5, a p . 2 del Texto Refundido del Im­
puesto de Renta de Capital de 1967) los rendimientos que se abonen a 
no residentes en Espaha por establecimientos permanentes situados en 
el extranjero, con cargo a los mismos, si las prestaciones por lo que 
aquéllos se abonan est'an directamente vinculados con la actividad 
de taies establecimientos . Ademâs la letra h) del art? 19 del m i s ­
mo Reglamento considéra renta Obtenida en territorio e s p a h o l ,"cuan­
do se trate de Sociedades con establecimiento permanente en Espaha, 
la parte del rendimiento total équivale a la p r o p o r c l ô n  en que se 
encuentra el capital fiscal atribuible al establecimiento pe r m a n e n ­
te respecto del capital mundial de dicha S o c i e d a d " .
En ninguno de los Convenios espaholes de doble imposi­
ciôn se recoge el sistema de cigra relativa en relaciôn con los in­
tereses. Por ello y a pesar de su permanencia en nuestro o r d e n a m i e n ­
to, su incidencia es nula en el âmbito de taies Tratados, pues lo 
dispuesto en las normas internas se entiende sin perjuicio de los re- 
gimenes tributarios especiales configurados en los Convenios in t e r n a ­
cionales ( 1 ) .
5. El ap. 6 del art? 11 reduce la aplicaciôn del ré­
gimen especifico de los intereses al importe que se hubiera conveni-
(1) cfr. art?s 2?,dos, de la Ley 44/78, y de la Ley 61/78; también 
el art? 3 del Reglamento de 3 de agosto de 1981.
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do entre deudor y acreedor en condiciones normales de mercado 
o de libre concurrencia. El exceso se gravarâ en cada Estado 
Contratante de acuerdo con su legislaciôn, pero teniendo en 
cuenta las demâs disposiciones del Convenio. Se trata de un ca­
so concrete de la aplicaciôn del principle de "arm's l e n g t h " o 
de libre competencia. Evita que, en virtud de relaciones espe­
ciales entre deudor y beneficiario o entre ambos y berceras per­
sonas (v.gr. el deudor es controlado por una persona, directa o 
i n d i r e c t a m e n t e , o viceversa), se pacten intereses excesivos en 
las operaciones concertadas entre ellos (1).
Las "relaciones especiales" se refieren no sôlo 
a las de parentesco, sino también a cualquier comunidad de in­
tereses distintos de los derivados de la relaciôn juridica que 
m otiva el pago de los intereses. Los distintos supuestos de aso- 
ciaciôn empresarial (2) encajan perfectamente en tal rùbrica.
Con la frase "habida cuenta del crédito por que se 
paguen" , se quiere indicar que las Autoridades compétentes de- 
terminarân los elementos subjetivos, objetivos y formales que 
concurren en la operaciôn a fin de precisar, si los intereses 
abonados son o no excesivos considerando la especialidad de la
(1) Las referencias contenidas en la legislaciôn espahola al "va­
lor normal en el mercado" son insistantes : cfr. art? 7 ,ap. 2 
(presunciôn de onerosidad de los préstamos del trabajo y capital); 
art? 32,ap.1) (concepto de sociedades de mera tenencia); art? 39, 
a p . 2 ( retribuciones en especie); art? 54 (rendimientos proceden­
tes del capital mobiliario) y art? 60 (rendimientos integros de 
actividades empresariales, profesionales o artisticas) todos ellos 
del nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas, de 3 de agosto de 1981.
(2) cfr. supra al art? 9.
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operaciôn concertada (1).Tal determinaciôn no ofrece problemas gra­
ves, pues en el âmbito financiero internacional, las transacciones 
monetarias se efectuan con arreglo a parâmetros uniformes y generali- 
z a d o s .
Problema conexo es el determinar la naturaleza de la 
"renta excesiva" .Su tratamiento juridico y, por tanto, sus efectos 
varian segùn una u otra c a l i f i c a c i ô n : v,gr, los intereses excesivos 
pueden no estimarse como gasto deducible en el cômputo de la renta 
del deudor (2), o estimarse como beneficio atipico en la del acree­
dor. La determinaciôn de tal n aturaleza debe efectuarse caso por ca­
so, pues las operaciones crediticias pueden ofrecer aspectos diferen- 
tes.
La aplicaciôn de "la legislaciôn de cada Estado Contra­
tante teniendo en cuenta las demâs disposiciones del présente C o nve­
nio", se refiere, pues, a la apreciaciôn de la naturaleza del exceso 
de los intereses, y a la aplicaciôn de la legislaciôn fiscal de cada 
uno de los Estados y del Convenio. Sin embargo, la interpretaciôn del 
Convenio no puede ser extensiva, es decir no puede constituir fuente 
de obligaciones tributarias no establecidas previamente por la legis­
laciôn interna. La posible d i s c o rdancia entre los Estados Contratantes
(1)E1 acuerdo entre las Autoridades compétentes, incide fundamental- 
mente en el tema del intercambio de i n f o r m a c i ô n .Sobre este tema véa- 
se, ademâs del comentario al art? 26, De la Villa, J'.M^ "El intercambio 
de informaciôn y la asignaciôn de ingresos y gastos entre diversas ju- 
risdicciones fiscales", en la Me m o r i a  del Curso sobre "Negociaciôn
de Tratados Tributarios" publicada por el INDETEC, CIAT y DSE; México 
1978, pâg 384.
(2) La d e t e r minaciôn del beneficio imponible de una empresa de un Es- 
uado Contratante, cuando los intereses se abonan a un residente del 
otro Estado, se rige por los mismos criterios que si aquellos se hu- 
bieran abonado a un residente del primer Estado. El principio de "No 
discriminaciôn" opera en la deducciôn , como gasto, de los intereses 
abonados, salvo que se aplique el ap. 6 del art? 11 (cfr. infra los 
comentarios al ap. 5 del art? 24. No discriminaciôn)
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en relaciôn con la aplicaciôn del Convenio, requerirâ sù resolu- 
ciôn mediante un procedimiento amistoso.
6. Los Convenios espaholes de doble imposiciôn pre- 
sentan especialidades en relaciôn con el Convenio M o d e l o .También 
difieren entre ellos pues cada uno obedece a motivaciones particu- 
l a r e s .
6.1. Todos contienen la definiciôn del término "inte­
reses'', pero sôlo los de mas reciente negociaciôn se acoplan a la 
definiciôn del Modelo de 1977. En los demâs casos, la pauta segui­
da ha sido la del Modelo de 1963. Casos especiales son los siguien- 
tes :
a) El Convenio con Bélgica, excluye de la aplicaciôn 
del articulo los intereses asimilados a dividendes, los derivados 
de crédites comerciales salvo que sean pagados al establecimiento 
permanente que una empresa belga posea en Espaha, y los intereses 
de cuentas corrientes o anticipios nominatives efectuados entre 
empresas bancarias de los dos Estados Contratantes (art? 1 1,ap. 4, 
letras a)b) y c); y Protocole Ad. art? 11 ap.4). En todos estos ca­
sos, los intereses se asimilan mâs a rentas de empresas que a las 
puras de capital. Por ello, el supuesto de la letra a), se aplica 
el art? 10 - d i v i dendosé 1 ) ; y en los de las letras b) y c) ,el art?
7 - Beneficios empresariales.
b) Las cantidades que en concepto de primas o lotes 
se abonan al acreedor, se consideran como "interés" en los Conve-
(1) cfr. el art? 10, ap. 3 , segundo pârrafo, del Convenio hispano- 
belga.
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nios con Canada, C h e c o s l o v a q u i a , Rumania, Suecia y Polonia.Eu el 
de Portugal, se asimilan al concepto, las indemnizaciones por cese 
o reduccion de la actividad de una empresa (art? 1 1 , ap.4 segundo 
p â r r a f o ) .
c) Los conceptos que se excluyen expresamente son:
- penalizaciones por mora" (Convenios con Rumania, 
Suecia y Polonia) ,y
-"rentas asimilables a dividendes "(Convenios con 
Canadâ y Reino Unido, ademâs del de Bélgica). En el Reino Unido, y 
en virtud de la "Section 233 (2) (d) ICTA 1 9 7 0 " , los intereses deri­
vados de valores mobiliarios de una Compahia se consideran distribu- 
cion de capital mâs que cargas sobre la renta. El ap. 6 del Convenio 
hispano-britânico plasma la renuncia del Reino Unido a gravar tales 
rentas si se abonan por una Sociedad residente aqui a una Sociedad 
residente de Espaha, siempre que ésta no esté sometida al control 
de un residente de aquel Estado. La finalidad de tal renuncia es 
evitar la doble imposicion que en otro caso produce si una misma 
renta se grava como interés en Espaha, y, a su v e z , no se deduce 
como gasto al computarse los beneficios gravables en el Reino Un i ­
do. De esta forma no se discrimina contra las inversiones e x t r a n j e ­
ras .
El control a que se refiere el ap. 6 es tanto el que 
se detenta directa o indirectamente. Por ejemplo, cuundo la Entidad 
espahola, receptora del interés estâ a su vez, controlada por un 
residente del Reino Unido. En tal caso el precepto no se aplica, 
y entran en juego las normas internas.
6.2. La tributacion de lus iiitereses en el Estado de 
residencia del beneficiario se admite en todos los T r a t a d o s .Dicha 
facultad se combina con la potestad atribuida al Estado de la fuente,
#
B i B L l O T c C A
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Sôlo en dos casos (Checoslovaquia y Polonia) ésta queda excluida.
En la facultad de gravamen reconocida al pais fuente es donde se 
o bservan a l t e r a c i o n e s .
a) En el Convenio con Alemania los intereses proce­
dentes de Espaha y abonados al "Deutsche Bundsbank" o al "Kreditans- 
tal fur Wiederaufbau" de la Repûblica Federal estân exentos del im­
puesto espahol (art? 11 ap. 3) . El Convenio con Suiza también exi- 
me del impuesto espahol a los intereses pagados a un Banco r e s iden­
te de Suiza por un préstamo a largo plazo (art? 11 ap. 3); pero es 
preciso que se trate de un Banco y no de una Instituciôn financiera 
(1), y de que el préstamo no se rembolse, total o p a r c i a l m e n t e , an­
tes de cinco a h o s . En ambos casos se trata de una clâusula que fa- 
vorece a aquellos Estados. Espaha la ha admitido para no entorpecer la 
f i nanciaciôn exterior y sobre todo porque, i n d u d a b l e m e n t e , se trata 
de una renta empresarial; otra soluciôn supondria un encarecimiento 
excesivo de la operaciôn crediticia.
En el Convenio con Canadâ la exenciôn en la fuente 
es r e c l p r o c a ;los intereses abonados a la Sociedad Canadiense para 
la Expansiôn de las E x p o r t a c i o n e s ‘se exime del impuesto espahol; 
los pagados a determinadas instituciones espaholas de Crédito Ofi- 
ci a l , del Impuesto candiense (art? XI, ap. 7,a) y b). El Protocolo 
del Convenio concreta taies instituciones; éstas son los Bancos 
Exterior de Espaha, de Crédito Industrial y de Crédito a la Cons- 
trucciôn o cualquier otra que se determine por cambio de cartas 
(ap. 2).
(1) La diferencia entre Banco e Instituciones Financieras se r e c o ­
ge, por ejemplo: en el art? 25 , letra c) de la Ley 61/78; mas con- 
cretemente en el art? 88 del Real Decreto 3061/1979, de 29 de di­
ciembre sobre el Régimen fiscal de la inversiôn empresarial.
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b) Otra cireurstancia que incide negativamente en la p o s i ­
bilidad de gravar en la fuente, se refiere a la concesiôn jrecipro- 
ca que, en base al principio de cortesia internacional, se otorgan 
les Estados C o n t r a t a n t e s . Los intereses de préstamos solicitados u 
otorgados por el Estado u otros Organismos pùblicos o agencias L  ins­
tituciones estatales tributan exclusivamente en el Estado de r e s i ­
dencia del perceptor del interés. En el Convenio con Brasil cuando 
los intereses se abonan a uno de estos Entes, por asumir la posiciôn 
de prestamista, los intereses se eximen en el Estado de donde p r o c e ­
den (art? 11 ,a p . 4, letra a). En el Convenio con Francia los intere­
ses de préstamos concedidos directamente por un residente francés al 
Estado o a Organismos autônomos espaholes se eximen del impuesto es ­
pahol (art? 1 1 , a p . 3,c).
En el Convenio con It a l i a , la exenciôn reclproca, juega en 
relaciôn con la posiciôn acreedora o deudora del Gobierno u entidades 
pùblicas o agencias estatales, y también con las demâs instituciones, 
si los intereses se pagan en base a la financiaciôn acordada por ellos 
en el marco de acuerdos concluidos entre los Gobiernos de los Estados 
Contratantes (art? 11 a p . 3, a)b) y c).
c) A veces, cuando el prestatario es el Estado, un ente pù- 
blico o una agencia estatal (v.gr. emisiôn de Deuda Pùblica) el c r i t e ­
rio es el atribuir la facultad exclusiva de gravamen al Estado fuente. 
Esta es la posiciôn de los Convenios con Austria (art? 1 1 ,a p .3);B ra­
sil (art? 11 a p . 4 b); Noruega (art? 1 1 , ap.4); Portugal (art? ll,ap.3) 
y Rumania (art? 11,a p .3). De hecho la exclusiva tributaciôn en la 
fuente supone o una bonificaciôn tributaria o incluso una exenciôn
— 3-1-6 —
total (1 ).
d) El tratado con Suecia, no limita la imposition en 
la fuente, en el supuesto de intereses de la Deuda Pûblica (arts 
XI, a p . 3). El mismo criterio adopta el de Francia pero solo en re ­
lation ton los intereses de la Deuda Pûblita espanola (arts ii,ap.3j.
6.3. El tipo de retention en la fuente también sufre 
v a r i a t i o n e s . El Tratado ton Brasil lo limita al 10% tuando el prés- 
tamo o crédite se concéda por un Plazo mini m e  de 10 anos y para fi- 
nantiar la adquisitiôn de bienes de équipé y utillaje (arts 1 1 ,a p .
3). En este mismo Convenio otro supuesto de no aplitatiôn de tal 
limite se produce tuando los intereses procedentes de un Estado 
Contratante se pagan al establecimiento permanente que un residen- 
te del otro Estado tiene en un tenter Estado; se atude a la fiction 
de ignorar que las rentas se estân pagando a un residente de uno de 
los Estados Contratantes (arts 11,a p .7)•
En el Convenio ton Canada, la limitation en la fuente 
se supedita a que los intereses "estén sujetos a imposition en el 
otro Estado Contratante" (arts XI,ap. 2 , f i n a l ).Igual criterio si­
gne el del Reino Unido (arts i i ,a p .7, letra a); pero en este la 
limitation del tipo tampoco procédé en el supuesto de que el be- 
nefitiario "céda o se comprometa a teder el crédite del que prote- 
dan taies intereses, dentro de los très meses desde la fetha en 
que ditho benefitiario efectivo lo adquiriô" (letra b ).
(1) El arts 7 del Texte Refundido del Impuesto sobre las Rentas 
del Capital de 1967 eximia de tributar taies intereses. La e x e r ­
tion produtia efectos en los impuestos générales sobre la renta, 
en virtud del arts 57, a p . 1 de la Ley -General Tributaria (arts 
57 : "Cuando procéda dedutir de la cuota de un tribute los devenga- 
dos o satisfechos por otro u otros de exaction previa, se detu- 
tiràn en sus cuantias intégras aunque éstas hayan sido objeto de 
exertion o bonification") .En la actualidad, en el Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de 1981, la bonification opera en forma 
de deduction de la cuota,por incentives (tfr. arts 1 2 4 ,ap. V,b).-
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Esta clausula afecta al Derecho britânico y concretamente a la fi­
gura denominada "Bondwashing" . El contribuyente enajena un titulo o 
crédite con derecho a dividende ("cum d i v " ) y lo readquiere una vez 
que éste se ha percibido (" ex div"). También se utiliza el proceso 
inverso : se compra "cum div" y se revende "ex d i v " . La diferencia 
entre los dos precios équivale , Mormalmente, al importe neto del 
dividende esperado. En ambos cases, tal diferencia quedaba exclui- 
da de la renta imponible. A tal corruptela se puso fin en 1959, me- 
diante una norma hoy incorporada a la "Sectio 469 et seg. ICTA 1 970'; 
Su contenido es lo que se recoge en el Tratado vigente con el Reino 
U n i d o .
En el Convenio con Francia, las obligaciones emiti- 
das en este pais con anterioridad a 1 de enero de 1 9 6 5 , continuan 
sometidas aqui a una retention maxima del 12 % (arts ii,ap. 3 ,a).
6.4. La incidencia fiscal del e s tablecimiento perma­
nente se recoje en todos los Convenios suscritos por Espaha. En dos 
se contiene una matizacion que especifica el régimen tributario apli- 
cable. En el de Italia, la vinvulacion del crédite que genera los 
intereses con el e s tablecimiento permanente, détermina que, en defec- 
to de aplitatiôn de los limites de tributaciôn e s t a b l e c i d o s , el Esta­
do donde radica tal e s t a b l ecimiento grave los intereses "segùn su 
propia législation" (arts ii, a p . 5 final).El Convenio con los Rai­
ses Bajos excluye expresamente el régimen de cifra relative (1) que, 
empero, establecia, para el âmbito interno espahol, el arts 4°,ap.
2 del Texto Refundido del Impuesto sobre las Rentas del Capital, y 
que hoy dia parece recoger de nuevo el Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Fisicas de 3 de agosto de 1981 (2).La impo- 
sibilidad de gravar en tal caso, cede ante el supuesto de que "la
(1 ) Dicho régimen tampoco se recoge en el Tratado, en relation con 
los dividendos : tfr. arts i 0 , a p . 7 .
(2) tfr. arts 14-Obligaciôn real de contribuir- y arts 19 -Renta ob- 
tehida en territorio espahol - letra h ) .
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deuda que da origen a los intereses esté relacionada con este esta- 
blecimiento permanente y taies intereses se soporten por el mismo 
establecimiento" (Protocolo IX.Ad. al arts 1 1 ).
6 .5 . El Convenio con los Paises Bajos contiene, asimis- 
m o , unas disposiciones muy concretas relativas a los intereses.La 
primera, se recoje en el arts 1 3 , y détermina la imposibilidad de 
que las Organizaciones Internationales, sus organismes y funciona- 
rios y los miembros de misiones diplomâticas o consulares de un 
tercer Estado, acreditadas en el otro Estado, hagan use de la r é d u c ­
tion establecida en el a p . 2 del arts 1 1 ,-intereses gravados en la 
fuente al 10% - si taies rentas no estân sometidas a imposition en el 
Estado en que estân acreditadas (arts 1 3 ).La norma, de escasa inci­
dencia prâctica, évita concéder bénéficies fiscales excesivos en el 
caso de no tributaciôn en el Estado de residencia de hecho.La segun- 
d a , alude a los contactes que las autoridades de los dos Estados e- 
fectuarân para la aplitatiôn del limite impositivo establecido en el 
ap 2 del arts 11 (arts 3 0 ). La tercera, establece un plazo de caduci' 
dad de dos anos para axigir la devoluciôn del impuesto retenido en 




1 . Los cânones procedentes de un Estado Contratante y pagados a 
un residente del otro Estado Contratante solo pueden someterse a 
imposition en este otro Estado si dicho residente es el bénéficia- 
rie efectivo.
2. El termine " c â n o n e s " empleado en el présente articule signifi-
siôn de use de un derecho de autor sobre una obra literaria, artis-
tica c cientifica, incluidas las peliculas c i n e m a t o g r â f i c a s , de una
patente , marca de fâbrica o de comercio, dibujo 0 modèle, piano.
formula o procedimiento secreto, as! como por el use o la concesion
de use de un équipe industrial, comercial 0 cientifico, y por las
informaciones relativas a experiencias industriales , comerciales
o t i e n t i f i c a s .
3. Las disposiciones del apartado 1 no se aplican si el bén é f i c i a ­
is io efectivo de los cânones, residente de un Estado C o n t r a t a n t e , e - 
jerce en el otro Estado Contratante de donde proceden los cânones 
una actividad industrial o comercial por medio de un e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente situado en este otro Estado o presta unos servicios 
profesionales por medio de una base fija situada en él, con los 
que el derecho o propiedad por los que se pagan Los cânones estén 
vinculados efectivamente. En estos casos se aplican las disp o s i c i o ­
nes del articule 7 o del articule 14, segùn p r o c é d a .
4. Cuando, por razôn de las relaciones especiales existantes entre 
el deudor y el benefitiario efectivo de los cânones o de las que 
uno y otro mantengan con terceros, el importe de los cânones p aga-
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dos , habida cuenta de la prestation por la que se pagan, exceda
del cue habrian convenido el deudor y el benefitiario efectivo
en ausencia de tales rellaciones de este articule no se aplican
mas que a este ultimo importe. En este caso el exceso podra so-
meterse a imposition de acuerdo con la legislation de cada Esta-
do Contr atante, teniendo en cuenta las demas disposiciones del
presente C o n v e n i o . (&).(%).
(a) Coincide casi plenamente con el articule 12 del Modelo de 1963. 
Las diferencias afectan a los siguientes extremes :a)en el a p . 1 
se intriduce el concepto de "beneficiario efectivo"; b) El a p . 3 
equipara al establecimiento p e r m a n e n t e , la base fija para presta­
tion de servicios prof esionales " ; la r e f e r e n d a  al arts 14 - Tra- 
bajos independientes - résulta, por consecuencia, obligada.
(■X) vid. De la Villa, J.M^ : "Régimen fiscal de la asistencia técni- 
c a " , en XX Semana de Estudios de Derecho F i n a n c i e r o " . Mutualidad 
Benéfica del Cuerpo de Inspectores Técnicos Fiscales del Estado. 
Editorial de Derecho Financiero. Madrid 1973.pags 497 a 512.
Primo, C: "Politica espanola en torno a la transferencia de tecnolo- 
g i a " , en "Empresas Multinationales y Derecho Espahol". C o n f e d e r a ­
tion Espahola de las Cajas de A h o r r o . Madrid 1977; pags 399 a 4 C 6 .
Verth,D. : "La aportacion de tecnologia y de bienes de equipo de 
origen extranjero", en "Empresas multinationales... op, cit. pags. 
407-416.
Brunschot F. van :"Tratamiento fiscal de los dividendos, intereses 
y royalties procedentes de Espaha y recibidos por sociedades de 
algunos paises del Mercado Comun Europeo", en "Empresas M u l t i n a t i o ­
nales... o p . cit. pags 697 a 7C4.
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1. Este articulo, junto con las normas integradas 
en les articules 10 - Dividendos - y 11 - Intereses - integra los 
rendimientos derivados de la utilization de un capital mobiliario.
El anàlisis del articulo 12 es de gran templejidad no solo por la 
diversidad de elementos cuyo use o cesion de use conllevan el page 
de una renta, sine también por elhechocfe que en, ocasiones, presta- 
ciones de servicios acompahan al use o cesion a l u d i d o s . En efecto, 
el perceptor de la renta puede ceder el use de un capital m o b i l i a ­
rio constituido por bienes materiales de caràcter no f u n g i b l e (equi­
po industrial, etc..), de simples derechos registrados (derechos so­
bre obras literarias, artisticas , etc..) o no (contrato de "Know 
how") ,0 realizar prestaciones personales cuya calificaciôn b a scu­
la entre las rentas de capital y las de trabajo (asistencia técni- 
ca) .
Los cânones constituyen rentas procedentes de un c on­
trato traslativo de uso y disfrute; concretamente de un contrato de 
arrendamiento de cosas ("locatio conductio rerum") que abarca las 
distintas modalidades del mismo : de cosas corporales y de derechos 
o bienes i n m a t e r i a l e s . Entiendo que dichos pagos deben considerarse 
o b j e t i v a m e n t e , con independencia de que constituyan rentas de una 
actividad empresarial, y , por tanto, regular y habituai. Lo que 
justifica el tratamiento especifico de taies pagos es que se abonan 
por el uso de elementos patrimoniales muy c o n c r e t o s , los cuales ti- 
pifican la renta. Es el objeto del contrato, es decir,el bien o de­
recho cedido el que califica la renta, y no el que tal modalidad 
négociai constituya la actividad habituai del arrendador, o que el 
page se realice con arreglo a criterios distintos de los Normales 
en otro tipo de a r r e n d a m i e n t o s : v.gr. porcentajes en proportion al 
volumen de rentas o a la utilization del bien.Por otra parte, este 
criterio es de gran utilidad para efectuar una interpretation ar- 
mônica del art^ 12 del Modelo, en relation con aquellos preceptos 
que ofrecen problemas de coordination , fundamentalmente con el art^
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7 - Bénéficies empresariales - Y con el art^ 14 -Trabajoî independien­
tes— .
Los criterios seguidos por la OCDE en la regulation 
de esta renta son los s i g u i e n t e s '
a) delimitation del concepto de cânones (ap. 2 );
b) atribuciôn de la potestad tributaria solo al pais
de la residencia del benefitiario (ap. 1 );
c) exclusion del régimen especial de gravamen en ca­
so de incidencia de un establecimiento permanente (ap. 3) o si se
alternan las condiciones idéales de libre concurrencia en los contra-
tos de los que derive el pago de cânones (ap. 4 ).
2. El a p . 2 del art^ 11 da una definition de "câ­
nones, utilisable en el conjunto del articulado del Convenio. La de ­
finition del Convenio. La definition es i n d i c a t i v e .Los Estados Con­
tratantes, en sus negociaciones bilatérales, pueden incluir o excluir 
les bienes, derechos o prestaciones que consideren oportuno.
La d e f i n i t i o n , que évita la refErencia a la législation 
interna de los Estados C o n t r a t a n t e s ,alude a los bienes o derechos 
que integran las distintas modalidades de la propiedad literaria 
o artistica; a elementos de la propiedad industrial y comercial, y 
a informaciones relativas a experiencias prâcticas adquiridas en el 
campo industrial, comercial o cientifico.
El anàlisis del concepto conlleva diferenciar los si­
guientes extremes.
2.1. Titulos juridicos de utilization del bien o d e ­
recho. Se alude , especifica e i n i c i a l m e n t e , "al uso o la concesion 
de u s o " . En ambos casos, las facultades y obligaciones del usuario 
se regulan por el titulo constitutive de tal derecho.Como se ha sena-
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lado, es un contrato de arrendamiento el que légitima al usuario 
a gozar o utilizar la cosa o el derecho por un tiempo determinado 
y precic ciertc (1). Conforme a tal titulo, el arrendador (percep­
tor de la renta) queda obligado a la cesion de la cosa, y el arren- 
datario al abono del precio.El Modelo, siguiendo un criterio prag- 
mâtico, vincula el pago de la renta no solo al "uso efectivo de la 
cosa o derecho ", sino también a la* simple "concesion de su uso".
De elle se deduce que es el date objetivo de la celebration del con­
trato lo que détermina el abono de la renta, independientemente de 
que el arrendatario haga uso o no de su derecho. Otra interpretation 
que cabe efectuar de la frase empleada en el Modelo, es que éste con­
templa dos situaciones: una de hecho, de utilization efectiva de un 
elemento patrimonial; y otra de derecho, de posible utilization de tal 
bien. Pero en ambos casos, es la perception de la renta lo que dé ­
termina un régimen fiscal especial.
El Modelo recoge otra modalidad de vinculaciôn entre 
el titular de un bien o derecho y el usuario del mismo. En el supues­
to ya contemplado, la perception de la renta derivada de una o b l i g a ­
tion de dar o de poner a disposition a cargo del a r r e n d e d o r .Ahora 
el pago del canon se liga a una obligation de hacer.Este es el caso 
de las cantidades pagadas por "las informaciones relativas a e xpe­
riencias industriales, comerciales o t i e n t i f i c a s ". Esta information 
implica una conducta consistante en la traslaciôn de conocimientos 
y experiencias particulares para que puedan utilizarse por cuenta 
del a d q u i r i e n t e .En ocasiones, tal comunicaciôn puede ir acompahada 
de servicios profesionales prestados por el t r a n s m i t e n t e ,pero taies 
servicios configuran una relation juridica diferente.
(1) cfr. arts 1543 del Côdigo Civil
- 324 -
2.2. La existencia de un contrato traslativo del uso
o disfrute de una cosa c derecho , o consistente en la puesta a 
disposition de una information técnica, détermina, en contrapres- 
taciôn, el abono de una cantidad. El Modelo se refiere a "cantida­
des de cualquier clase pagadas". Las observaciones que me sugiere 
esta frase, son las siguientes:
a) la utilization de un bien patrimonial ajeno no conlle­
va, en todo caso, el pago de una renta (1);
b) dicho pago deberâ ajustarse al que rija en condiciones 
normales de mercado (2).En otro caso, el exceso queda 
sometido a normas e s p e c i a l e s .Mas delante se trata es ­
te punto al comentar el a p . 4 del art^ 12;
c) "cantidades de cualquier clase" es una expresiôn muy 
amplia que hace r e f e r e n d a  a dos a s p e c t o s . Cualitati- 
v o ; pagos pactados en el contrato, o derivados de un 
uso impropio o abusivo del bien (p. e j . penalizaciones 
por falsification de una patente (3); y cuantitativo; 
pagos ciertos y determinados o en proportion a parâ- 
metros establecidos (rentas, utilization del bien,etc);
d) cantidades " p a g a d a s " équivale a poner los fondos a di s ­
position del acreedor en la forma prevista por el con­
trato o los usos (4).
2.3. El elemento objetivo del contrato consiste en bienes 
o derechos que son u t i l i z a d o s .Estos pueden integrarse en las si-
(1) El Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fi ­
sicas de 1981, presume retribuidas , salvo prueba en contrario, 
las prestaciones del capital y del trabajo (arts 7, a p . 1)
(2) Este es el criterio del citado Reglamento (cfr. art^ 7 a p .2 
pàrrafo p r i m e r o ) .
(3) Esta interpretation concuerda con los conceptos utilizados en 
el Modelo y a los que se liga el pago; "uso o concesion de uso' .
(4) cfr. art? 1157 Côdigo Civil espahol.
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guientes modalidades patrimoniales :
2.3.1. Propiedad literaria y artistica. Se alude a "dere­
chos de autor sobre una obra literaria, artistica o c i e n t i f i c a " .El 
precepto se refiere a la propiedad intelectual. El dato que califica 
la renta percibida como rendimiento del capital, es que sea percibi- 
da por persona distinta del autor. En otro caso nos encontramos en 
presencia de un rendimiento profesional o, en su caso, empresarial.
El rendimiento del capital dériva de elementos patrimoniales no afec- 
tos a actividades p r o f e s i o n a l e s , empresariales o artisticas realizados 
por el mismo sujeto perceptor de la renta. Si tal circunstancia se 
produce, la ordenaci'on por cuenta propia de los medios de production 
y de recursos h u m a n o s , con la intention de intervenir en la production 
y distribution de bienes o servicios, en eue consiste la actividad 
empresarial, profesional o artistica, desvirtua la naturaleza del ren­
dimiento, incluyendolo en la categoria de los procedentes de estas ac­
tividades ( 1 ) .
a) La importancia econumica de la propiedad literaria, 
artistica y cientifica, su influencia innegable en la difusiôn de la 
cultura y de la ciencia y, por tanto, en la education de los pueblos, 
y el detrimento que una imposition excesiva (o, en su caso, una doble 
imposition) produce en los intereses de los autores de los autores, 
ha determinado que no solo la OCDE régulé el tratamiento fiscal de 
dichas rentas, sino que otras Organizaciones internationales se es- 
fuercen en buscar soïuciones favorables a los intereses de los Esta­
dos y de los autores. En tal sentido la Organization de las Naciones
(1) vfr. art2s 46 y 54 , y 59 ap. 3 , letra c) del Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 1981.Este ultimo 
articulo dispone en tal apartado y letra que "cuando los autores o 
traducciones editen o vendan directamente sus obras, sus ren d i m i e n ­
tos se comprendérân entre los correspondientes a las actividades 
empresariales.
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Unidas para la Education, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y la 
Organization Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) convocaron 
conjuntamente la "Conferencia International de Estados sobre la do­
ble imposition de las regalias transferidas de un pais a otro en 
concepto de derechos de autor" (1). La Conferencia, que tomô como 
base de discusiôn un proyecto de "Convenio Multilateral para evitar 
la doble imposition de las regalias por derechos de autor" confec- 
cionado por el Tercer Comité de Expertes Gubernamentales (2),elabo-' 
rô un texto de Convenio Multilateral al que agregô un Modelo facul- 
tado de Acuerdo Bilateral, tendantes a evitar la citada doble impo­
sition.
El Convenio multilateral de 13 de diciembre de 
1979 se basa en los siguientes criterios:
1 2 ) Derechos de autor son los que se derivan 
de una obra literaria, artistica o cien t i ­
fica, tal como éstas se definen en los Con­
venios Multilatérales de Derechos de Autor, 
comprendidos los pagos hechos a titulo de 
licencias légales u o b l i g a t o r i a s , asi como 
los relativos al derecho llamado "de suite"
(a r t 2 1 0,a p . 1 ).
2 2 ) Benefitiario efectivo de regalias por der e ­
chos de autor es quien los perciba, en todo 
o parte, en calidad de autor, de derechoha- 
biente o causahabiente del autor, o en apli- 
caciôn de cualquier otro criterio pertinente 
convenido en un Acuerdo bilateral relative 
a taies rentas (art2 22).
El Convenio multilateral establece 
en todo caso, un mismo tratamiento juridico; 
precinde, por tanto, de si constituyen rentas 
profesionales o rentas de capital.
(1) Dicha Conferencia se célébré en Madrid, por invitaciôn del Go- 
bierno espahol, del 26 de noviembre al 13 de diciembre de 1979.
(2) Dicho Comité élaboré el proyecto en su reunion, en Paris, del 
19 al 30 de junio de 1978.
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32) La doble imposiciôn que incide sobre el 
benef iciario de la renta:,. se evitarâ , 
eliminarâ o reducirâ mediante Acuerdos 
bilatérales o por medio de medidas inter­
nas (a r t 2 8 2 ).
El Modelo Facultativo, de 13 de diciembre de 1979, es 
un prototipo que las partes pueden o no seguir. Sus normas tienen 
caràcter indicative y tienden a evitar la doble imposition de las 
regalias por derechos de autor. Su estructura y método es muy simi­
lar al Modelo de la OCDE, si bien su objeto es mucho mas limitado.
Su art2 XV dispone que en caso de divergencia entre el Acuerdo e s p e ­
cifico que, en su caso, pueda haberse adoptado en relation con taies 
rentas y otro Tratado mas amplio de doble imposition (concertado 
previamente por los Estados Contratantes), las disposiciones de a- 
quel tendrân preferencia en lo que atahe a tal objeto especifico.
Se trata, en definitiva, de la aplitatiôn de los principios j u ridi­
cos de que la ley posterior deroga la anterior, y de que la ley es ­
pecial priva sobre la general.
Espaha firmante del Convenio Multilateral, no ha sus- 
crito ningùn Tratado especifico relativo a regalias por derecho de 
a u t o r .
b) Las "peliculas dinematogrâficas" plantean problemâ- 
tica especial derivada de la complejidad de los elementos y vinculos 
juridicos que rodean su production, distribution y exhibition. In- 
cluso pueden cuestionarse su adscripciôn a categorias ûnicas: v.gr. 
obra literaria escenificada? &obra artistica, conjunto de elementos 
heterogéneos? etc. Dejando a un lado esta cuestiôn, y considerando 
la pelicula como producto terminado susceptible de explotaciôn eco- 
n ômica , la OCDE, en sus Comentarios, incluye en la categoria, "las 
rentas pagadas por la concesion de peliculas c i n e m a t o g r â f i c a s ...
Lo mismo si las peliculas se proyectan en salas de espectâculos o
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en la television". Esta afirmaciôn demuestra la generalidad de los 
térninos utilizados en el arts 1 2 , y la conveniencia de que, en los 
Convenios bilatérales, se especifique tal circunstancia. Los mas m o ­
dernes firmados por Espaha (Canada, Reino Unido, Rumania, Suecia, 
etc...) aluden a las peliculas cinematogrâficas y a obras registra- 
das en peliculas o cintas magnetoscôpicas para television. No obs­
tante, es évidente que los adelantos tecnolôgicos pronto dejarân 
obseletas estas d e f i n i c i o n e s . El espiritu de la norma, sin embargo, 
es slaro y concrete.
La dificil catalogaciôn de las rentas derivadas 
de la concesion de las peliculas c i n e m a t o g r â f i c a s , ha determinado 
que, er ocasiones, los Estados Contratantes consideren aquéllas co­
mo bénéficiés industriales y comerciales, sometidos a las disposi­
ciones de los articules 5,7 y 9.
En el Convenio Multilateral sobre regalias por 
Derechcs de Autor", el a r t 2 1 °, ap. 2 , excluye expresamente del cam­
po de cpiicaciôn del Convenio "las regalias pagadas por la explota- 
ciôh âe obras cinematogrâficas o de obras que se expresen por un 
procedimiento anâlogo al de la c i n e m a t o g r â f i a . .. cuando dichas rega­
lias s( d.eban al productor de dicha obra o a sus' derechohabientes o 
causahibientes". Se plantea el problema de como deben considerarse 
y trat^r juridicamente, las rentas que se obtengan en calidad distin­
ta de [as sehaladas . Aunque el espiritu de la norma parece ser el 
excluii, en todo caso, las rentas derivadas de las peliculas y simi- 
1a r e s , p o r  su caràcter netamente industrial, la duda se plantea al 
relacioiar espe precepto, con el arts 2 -Beneficiario de regalias 
por deiechos de autor"-. El arts 2 S integra rentas de capital y de 
empres.; el arts 12 a p . 2, parece referirse solo a las de empresas.
2 .3 .2 . Propiedad industrial y comercial.Segùn el 
a p . 2 e l  arts 1 2 , son "cânones", las cantidades pagadâs por el uso
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o concesion de uso " de una patente, marca de fâbrica o de comer­
cio, dibujo o modelo, piano formula o procedimiento secreto", o 
"de un equipo industrial, comercial o cientifico". El articulo 
integra la tecnologia cientifica y la tecnologia industrial; o, 
en otros t é r m i n o s , rentas "pasivas" (patentes, marcas,etc) y ren­
tas "activas" (equipos industriales, comerciales o c i e n t i f i c o s ).
El canon se abona por el uso o concesion de uso 
de varies de taies elementos patrimoniales, tanto si estos se han 
inscrite o no en un registre publico como si son o no suscepti­
bles de inscripciôn. "Canon" es la cantidad pagada tanto por la 
ejecuciôn de un contrato de cesion de una patente, como por la fai- 
sificaciôn o uso abusivo de la misma. "Canon" équivale a renta 
que se paga por el uso o concesion de uso de un bien, no por su 
venta. El precio de una enajenacion definitiva puede caer dentro 
de los artss 7 - Beneficios empresariales-, 13,-Gananciâs de ca­
pital - ô 21 - Otras rentas-.
a) Los temas que atahen al "equipo industrial, 
comercial o cientifico" de una empresa, se refieren a la determi- 
naciôn de su concepto y al tratamiento juridico tributario que 
ha de darse a las rentas obtenidas en caso de que se céda su uso 
a terceros (1).
1 2 ) La determinaciôn del concepto tiene tras- 
cendencia si el pais de la fuente (donde reside el arrendatario) 
tiene reconocido un derecho de retenciôn. Si no, la calificaciôn
(1) En la actualidad este tema estâ siendo objeto de consideraciôn 
p o rmenorizada en el seno del Grupo de Trabajo n2 i , sobre la Doble 
Imposiciôn del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE. El problema 
de tratamiento fiscal de alquiler de contenedores y, en general, 
del arrendamiento de equipo industrial, comercial o cientifico, 
ha sido suscitado por los paises mâs d e s a r r o l l a d o s , como conse­
cuencia de 1^ mino r a c i ô n  de ingresos fiscales que se les produce 
al exigirse por el pais de la fuente un gravamen compartido, y, 
por tanto,una retenciôn tributaria.
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del pago como canon es indiferente pues no incide en su tratamiento 
juridico fiscal; en este caso, el pais de la residencia del benefi- 
ciario grava él solo la cantidad representativa del precio del a r r e n ­
damiento. Si, por el contrario, el pais fuente tiene reconocida tal 
facultad, la calificaciôn de un bien como "equipo" sera esencial pa ­
ra adscribir las rentas derivadas de su arrendamiento al arts 1 2 , o, 
por el contrario, al arts 7 , con las consecuencias que de ello se 
derivan : gravamen compartido o gravamen exclusive en residencia, se­
gùn se apliquen, r e s p e c t i v a m e n t e , el arts 12 o el arts 7 .
La OCDE no define ni aclara en sus Comentarios 
lo que debe entenderse por tal; de forma muy genérica lo equipara 
a propiedad industrial o comercial. Tampoco existe tal necesidad 
porque el criterio es el atribuir el gravamen de las rentas d e r i v a ­
das de su utilizaciôn por terceros, exclusivamente al pais de r e s i ­
dencia del b e n e f i c i a r i o .
Entiendo que por "equipo industrial, comercial 
o cientifico" debe entenderse el conjunto de elementos patrimoniales 
tangibles que se integran en el inmovilizado material y que estân di ­
rectamente relacionados con la actividad del propietario (maquina- 
ria, utillaje, i n s t a l a c i o n e s , elementos de transporte, mobiliario, 
enseres, equipos para procesos de informaciôn, etc). El concepto ex ­
cluye los elementos patrimoniales tangibles de naturaleza inmueble, 
y los elementos patrimoniales intangibles constituidos por derechos 
susceptibles de valoraciôn econômica.
2 S ) Delimitado asi el concepto, el problema 
que se plantea es el de determiner el régimen juridico fiscal apli- 
cable, cuando el arrendador reside en Estado distinto del b e n e f i c i a ­
rio. Presupuestos bâsicos es que entre los dos Estados exista un 
Convenio de doble Imposiciôn, y que en el arts 12 se considéré canon 
la cantidad pagada por el uso o concesiôn de uso de tal equipo. Ca- 
ben dos p o s i b i l i d a d e s :
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i) que el Convenio atribuya la p o tes­
tad de gravar solo al Estado de resi­
dencia de arrendador: no se plantea 
problema alguno. Las rentas asi ob­
tenidas se integran en el conjunto 
de las obtenidas por tal persona,y 
sera la legislaciôn interna la que 
determine su tratamiento tributario.
ii) que el Convenio distribuya aquella 
potestad entre el Estado de residen­
cia y el Estado fuente.En este caso, 
a su vez, cabe distinguir dos su- 
p u e s t o s :
-Que- el arrendador se dedique habi- 
tualmente al ejercicio de tal acti­
vidad:
A primera vista, por ser esta su ac­
tividad empresarial, las rentas debe- 
rân calificarse como "beneficios 
empresariales" y gravarse en el arts 
7. Ello détermina, nuevamente la a- 
tribuciôn de la potestad exclusiva 
de gravar al Estado de residencia, 
salvo que el beneficiario tenga en 
el Estado fuente un establecimiento 
permanente a través del cual opere 
en este Estado (1).
Sin embargo considero que esta solu- 
ciôn no es viable porque, de acuer­
do con lo expuesto en el punto 1, 
este articulo considéra, en todo ca-' 
so como cânones las rentas pagadas 
por la utilizaciôn o concesiôn de 
uso de un "equipo industrial, comer­
cial o cientifico" i n d e p e ndientemen­
te de que constituyan rentas empre­
sariales tipicas. Es decir, el dato 
objetivo del arrendamiento de taies 
bienes, es lo que détermina la a- 
plicaciôn del articulo. En apoyo 
puede aludirse, asimismo, a lo dis-
(1) Un tema marginal es el de determinar en que casos una empresa 
actua en la otra por medio de e s t a b l e c i m i e n t o - p e r m a n e n t e .La cue s ­
tiôn tiene especial significado en el caso de alquiler de c o n tene­
dores .
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puesto en el ap. 7 del ante 7 del 
Mcdelo que otorqa preferencia a los 
articulos que regulan separadamente 
rentas especiales.
La conclusion , es que el pals de la 
fuente tendra, en tal caso, un dere­
cho de retenciôn y que el Estado de 
residencia gravarâ también, pero de­
berâ evitar la doble imposiciôn.
(gue el arrendador obtenga tal renta 
de modo no habituai:
En este supuesto el problema se sim- 
plifica porque la renta asi obtenida 
queda sujeta , desde Luego, al régi­
men tributario esbozado en la conclu- 
siôn procédante.
3 2 ) El arts 12 también se aplica en caso de "arrenda­
mien t o  f i n a n c i a c i ô n " , y particularmente en el de "leasing". El ob­
jeto exclusivo o principal del contrato es normalmente un arrenda­
miento, incluso aunque el arrendatario devenga propietario. El arts 
12 se aplica a los cânones pagados hasta el dia en que el arrenda­
tario ejercite la eventual opciôn de compra (1).
Sin embargo, en caso de "ventas a plazos" y de "arren- 
d a m i e n t o s - v e n t a s " , sehala la OCDE, que al predominar los elementos 
de venta, el arts 12 no es aplicable; en su caso, los artss 7 - be­
neficios empresariales -, 13 - ganancias de capital- o 21 - otras 
rentas - son los que se deben tenerse en consideraciôn.
b) El tratamiento de "contenedores" présenta un enfo- 
que y tratamiento especial derivado de la pluralidad de formas que 
puede adoptar; v.gr. : arrendamiento para uno o mâs viajes, inclu-
yendo un ûnico viaje de un depôsito a otro, o un viaje multiple con
(1) La figura del a r rendamiento financiero se recoge, en la actuali­
dad, en el arts 23 del Real Decreto 3061/1979 de 29 de diciembre so­
bre el Régimen fiscal de la inversiôn empresarial; y en el arts 66 
del nuevo Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas de 1981.
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devoluciôn al mismo depôsito o a otro distinto; arrendamiento 
a término , bien a corto plazo (con dia abierto de terminaciôn, 
con opciôn de renovaciôn o con dia exacto de terminaciôn), o bien 
a largo plazo (con las mismas opciones, y ademâs la de cancelar 
prematuramente el contrato después de transcurrido un determinado 
p e r i o d o ) ; arrendamiento con opciôn de compra,etc...
Espaha ha formulado una réserva al arts 12, con­
cordante con la manifiesta en el arts 8. Nuestro pais se réserva 
el derecho de proponer en sus negociaciones bilatérales que el al­
quiler de contenedores, incluso a titulo complementario o acceso- 
rio, se considéré como actividad distinta del transporte m a r i t i ­
me y aéreo, excluida del campo de aplicaciôn del arts 8.Consecuen- 
temente, se postula su gravamen dentro del arts 1 2, al considerar 
estos elementos como "equipo i n d u s t r i a l " . (1).
La Orden Ministerial de 17 de junio de 1981 (2),
que aprueba la doctrina de la Direcciôn General de Tributes expues-
ta en las contestaciones a consultas vinculantes en relaciôn con 
el Impuesto sobre Sociedades, sehala que no cabe retenciôn por es­
te Impuesto si se dan las circunstancias siguientes:
- que la contrataciôn se realiza con entidades no 
residentes en Espaha sin establecimiento p e rma­
nente aqui;
- que los contenedores se utilicen substancialmen- 
te fuera del territorio nacional; el hecho de 
que ocasionalmente toquen este territorio sôlo 
en la zona aduanera o hasta la descarga en el 
muelle o almacén no modifica tal hecho; y
- que en ningùn caso los contenedores se utilicen 
para transportes naclonales.
(1) vid. supra punto 3.1. del Comentario al arts 8 - Navegaciôn 
maritima , interior y aérea.
(2)B.0.'E. del 18 -de julio de 1981.
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No es necesario sehalar que tal doctrina afecta a los residen­
tes de paises que no tengan suscrito Convenio de doble imposiciôn con 
E s p a h a .
2 .3 .3 . Informaciones relativas a experiencias prâc­
ticas adquiridas en el campo industrial, comercial o cientifico.
a) Cânones son también las cantidades pagadas "por 
las informaciones relativas a experiencias industriales, comerciales 
o c i e n t i f i c a s " . Sehala la OCDE que el apartado 2 contempla unicamente 
el concepto de "Know how". La "Asociation de Bureaux pour la Protec­
tion de la Propriété Industrielle" (ANBPPI) define el concepto como 
"el conjunto no divulgado de informaciones técnicas patentadas o no, 
que son necesarias para la reproduccion industrial directamente y en 
las mismas condiciones, de un producto o de un procedimiento ; proce- 
diendo de la experiencia el "know how" es el complemento de lo que 
un industrial no puede saber por el solo examen del producto y el me- 
ro conocimiento del progreso de la técnica" (1). Tal concepto excluye 
la "locatio conductio operarum" o prestaciôn de servicios, pues, en es­
te contrato el que presta el servicio se compromete a la obtenciôn de
0
un resultado para la otra parte. En el contrato de "konw how", el 
cedente no interviene en la aplicaciôn por el cesionario de las formu­
las cedidas y no garantiza el resultado. En el supuesto de contratos 
mixtos (cubren "know how" y prestaciones de s e r v i c i o s ,p .e j . el de 
"franchising") puede descomponerse la remuneraciôn total y aplicar 
a cada una de sus partes el régimen fiscal que le sea propio.Si una
(1 ) Primo, C. "Politica espahola ... op.cit. sehala que "por princi- 
pio, la empresa prefiere vender el producto o servicio antes de v e n ­
der el método o técnica para la fatricaciôn de tal producto o reali- 
zaciôn del servicio. sdlamente cuando no puede vender su producciôn 
en ciertos mercados (o cuando se ve obligada por las leyes) es cuando 
trata de obtener un bénéficié marginal transmitiendo su tecnologia e 
imponiendo el mâximo de garantias o salvaguardas que el receptor esté 
dispuesto a admitir, y exigiendo en acciones una participaciôn en el 
capital de la empresa receptora" (pâg.399).
- 335 -
de las prestaciones constituye el objeto principal, i n d i s c u t i b l e , 
del contrato, es factible someter la totalidad de la remuneraciôn 
al régimen aplicable a la prestaciôn principal.
De acuerdo con taies planteamientos y soluciôn, el 
tema se simplifica en gran medida. Lo pagado por la transmisiôn de 
informaciones relativas o experiencias prâcticas adquiridas en el 
campo industrial, comercial o cientifico se incluye en el arts 12 y 
se grava como cânon; lo abonado por prestaciôn de servicios tributa 
por el articulo que, en su caso, corresponda; v.gr. articulos 14,15 
ô 17. En el caso de contratos mixtos (representaciones artisticas - 
p. e j . musicales - que se graban magnetofônicamente y son objeto de 
explotaciôn industrial posterior) la renta , distribuida por concep­
tos , queda sometida al arts 12 y al articulo que grava el tipo de 
servicios de que se trate; en este caso el arts 17 - Artistas .
b) El arts 12 plantea, sin embargo, dos cuestiones: 
una, referente a la filosofia que le inspira; y otra, al régimen de 
gravamen si el precepto menciona expresamente la "asistencia técnica"
- El primer tema se vincula al caràcter restrictive 
que preside la tributaciôn de los cânones. En efecto: la OCDE adopta 
criterios limitados en cuanto a los conceptos que integran el térmi­
no "canon" y en cuanto al Estado al que atribuye la facultad de gra­
var. La limitaciôn aludida se plasma en la interpretaciôn que del 
precepto se contiene en los Comentarios. Las cantidades pagadas por 
informaciones industriales, comerciales o cientificas se reconducen 
al contrato de "know how" agotândose éste en la mera transmisiôn de 
un conocimiento o técnica. Cualquier prestaciôn de servicios queda 
excluida. Ademâs, el Modelo atribuye la facultad de gravar sôlo al 
Estado de residencia del b e n e f i c i a r i o . Taies rasgos patentizan la in­
fluencia de los paises exportadores de tecnologia en la redacciôn de
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norma. Se excluye la prestaciôn de servicios porque, aun cuando con 
motivo de alguna negociaciôn bilateral se otorgue al Estado fuente 
la facultad compartida de gravar,^éste no podrâ hacer tributar ta­
ies servicios pues éstos quedan solo sujetos a la potestad del pais 
de residencia del técnico o profesional.
- La segunda cuestiôn se refiere a la determinaciôn 
del concepto y contenido de la "asistencia técnica", cuando el arti­
culo 12 considéra como cânones los pagos derivados de su prestaciôn. 
" M s t e n c i a  técnica" , es un término que une a la generalidad de su 
utilizaciôn, la imprécision de su concepto (1). Las normas espaholas 
no han seguido trayectorias uniformes en su delimitaciôn.En unos ca­
sos, han equiparado el concepto a la cesiôn de utilizaciôn de paten­
tes y procedimientos de fabricaciôn, transformaciôn y conservaciôn 
de productos; en otros, han englobado también la prestaciôn de servi­
cios personales (2). En la actualidad el Reglamento del Impuesto so­
bre la Renta de las Personas Fisicas de 1981 utiliza el término pero 
no lo define. Los rendimientos derivados de la prestaciôn de asis­
tencia técnica se consideran procedentes del capital mobiliario,siem-
(1) Sobre el concepto de A s i s tencia técnica, puede verse:
Benitez Castelar,C: "Régimen fiscal de los convenios de asistencia 
técnica". Madrid 1 9 6 9 . S a n t a o a l l a ,C . y Gabriel y Galân,J.M^ "Los con­
tratos de asistencia técnica", II Jornadas Nacionales del petrôleo
y gas natural . Sindicato Nacional del Combustible. Madrid 1975. 
Brunschot, F. van ÿ D e s c h a m p s ,R .:" E s p a g n e .Imposition d'un contrat 
d'assistance t e c h n i q u e " .I n t e r t a x ,1976/9,pag 325 a 328.
(2) Ley 83/1961 de 23 de septiembre, de Reforma Tributaria (arts 19); 
Ley de Reforma del Sistema Tributario de 11 de junio de 1964 (arts 55 
ap. 1 letra c) ; Texto Refundido del Impuesto sobre las Rentas del Ca­
pital de 23 dé diciembre de 1967 (arts 2 0,ap. 2);Decreto 2343/1973,de 
21 de septiembre (arts 1 2 ); Ordenes Ministeriales de 5 de diciembre 
de 1973 y 30 de julio de 1981; y Circular de la Direcciôn General de 
Aduanas de 6 de junio de 1972(puntos 3.2.1.9. y 6.5.2.1.).
El Texto Refundido de las disposiciones legislativas sobre 
Inversiones Extranjeras en Espaha, sancionado con fuerza de Ley por 
el Decreto 30214/1074, de 31 de octubre, sehala que taies inversiones 
podrân realizarse aportando directamente a una empresa asistencia
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pre que el sujeto pasivo no utilice los derechos en el seno de su . 
actividad empresarial o profesional (arts 5 4 ,ap. 1, letra f ).Con- 
secuentemente, los rendimientos derivados de la asistencia técnica 
cuando esta se preste por quienes ejerzan tales actividades y siempre 
que tal prestaciôn tenga lugar en el 'ambito de éstas no tienen la 
consideraciôn de rendimientos del capital mobiliario (arts 5 4 ,ap. 2, 
letra d ) . El Reglamento no define, pues, la asistencia técnica;sôlo 
califica sus rendimientos como de capital o empresariales segùn que, 
respectivamente, se obtengan de modo esporâdico o de modo habituai. 
Queda la duda de si tal asistencia consiste en la transferencia de 
un elemento patrimonial con valor objetivo, relativo a procesos in­
dustriales, comerciales o cientificos, o si engloba también servi­
cios p r o f e s i o n a l e s .
Las rùbricas A/3 y A/5 del Côdigo de Liberaciôn de 0- 
peraciones Invisibles de la OCDE de 12 de diciembre de 1961(1) con-
têcnica, patentes y licencias de fabricaciôn extranjera (art22.1)c); 
y el Reglamento de Inversiones Extranjeras en Espaha, aprobado por 
el Decreto 3022/1974, de 31 de octubre, en su arts 2 , 1 )c), réitéra 
dicha posibilidad pero sin que tampoco defina tal concepto.
(1)A ellas se referia la Resoluciôn de 17 de marzo de 1961 del, hoy 
extinguido, Instituto Espahol de Mone d a  Extranjera al considerar li- 
beralizados los pagos que de ellas se derivaban. En la actualidad, 
la Orden de 14 de septiembre de 1979 del Ministerio de Comercio, de­
roga tal Resoluciôn y la de 5 de marzo de 1962, sobre liberalizaciôn 
de operaciones, también del citado I n s t i t u t o .Dicha Orden en su arts 
1 s dispone que las transacciones derivadas de las mismas quedan li- 
beralizadas, no requiriendo autorizaciôn administrativa previa de la 
D i r ecciôn General de Transacciones Exteriores. En el Anexo I consi­
déra operaciones l i b e r a l i z a d a s , en relaciôn con servicios y opera­
ciones diverses de la industrie y el comercio,'la sistencia técnica; 
el alquiler de maquinaria; gastos de montaje de m aquinaria exportada 
o importada; patentes, disehos y marcas (su cesiôn o a d q u i s i c i ô n ) ; 
derechos de autor; contratos de obra (construcciôn y conservaciôn de 
edificios, carreteras, puestes, p u e r t o s , proyectos y ejecuciôn de 
plantas H a v e  en mano,etc.. ejecutados por empresas e s p e c i a l i z a d a s , 
generalmente a tanto alzado, previa adjudicaciôn en concurso o subas- 
ta pùblicas. La Orden Ministerial de 14 de septiembre de 1979 ha sido 
d esar r o l l a d a  por la Circular 14/79 de la Direcciôn General de T ran­
sacciones Exteriores que ha establecido las normas operativas para
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sideran asistencia técnica :
- la asistencia en vista de la producciôn de bienes 
y servicios en todas sus fases por un periodo fi- 
jado en funciôn del objeto particular de esta asis­
tencia, que puede c o m p r e n d e r , por ejemplo, consul­
tas y desplazamientos de expertes ,realizaciôn de 
pianos y dibujos de orden técnico, contrôles de 
producciôn, estudios de mercado, asi como la forma­
ciôn de personal (A/3); y
- Ea cesiôn y licencia de patentes, dibujos o inven- 
ciones, protegidas o no, y transierencias derivadas 
de taies cesiones o licencias (A/5).
Taies criterios, por su amplitud , no parecen aplicables en el M o d e ­
lo de la OCDE. Algunos de los supuestos considerados por el citado 
côdigo como asistencia técnica, exceden el âmbito y contenido del 
arts 1 2 , tal como estâ concebido y redactado.
Ante la necesidad de buscar una soluciôn prâctica, 
los criterios por los que me inclino son los siguientes:
1 s ) el arts 12 , segùn estâ redactado, excluye la pres­
taciôn de servicios; ésta cae dentro de los pre­
ceptos que regulan la actividad personal del su­
jeto que los realiza (artSs 14,15 ô 17);
2 S) si un Convenio en particular incluye en el arts 1 2 
el término "asistencia técnica" (v.gr. Convenios 
firmados por Espaha con Brasil, Italia, Rumania 
y Suecia) debe entenderse referida a servicios 
personales (i n s t r u c c i o n e s , a s e s o r a m i e n t o , ensehan- 
za, estudios, pianos puesta en prâctica), pero en 
relaciôn con actividades industriales, comercia­
les o cientificas.
3S ) delimitada asi la asistencia técnica, los servi­
cios en que consiste deben tributar en concepto 
de canon, y sin perjuicio del derecho de gravar 
que corresponde al Estado de la residencia del be- 
neficiario. Se trata, pues, de auténticos servicio; 
pero que por su conexiôn con una actividad indus-
el desarrollo de aquélla. (esta Circular puede encontrarse en los 
Cuadernos de Informaciôn Comercial Espahola - ICE - N 2 1 7 1 3 , de 31 
de enero de 1980).
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trial, comercial o cientifica, sus r e n d i m i e n ­
tos tributan como canon;
4 2 ) es indiferente que los servicios se presten 
por una persona fisica o por una sociedad 
de servicios p r o f e s i o n a l e s ; que dimanen de 
un contrato de prestaciôn de servicios 
"strictu sensu" ("locatio conductio o p e r a ­
rum") o de un contrato de ejecucién de obra 
("locatio conductio operis").
2 .4 . Se excluyen del concepto de cânones y, por tanto, 
del âmbito del arts 1 2 , las cantidades fijas o variables pagadas por
la explotaciôn de y a c i m i e n t o s , fuentes, u otros recursos naturales.
Taies pagos que pueden devenir de auténticos derechos reales inmobi-
liarios (p. e j : el censo), como de los administrativos (concesiôn de-
manial) se rigen por el arts 6 - Rentas I n m o b i l i a r i a s .
3. El régimen tributario de los "cânones" se d é t e rmina 
en el ap. 1 del arts 1 2 . "Los cânones procedentes de un Estado C o n t r a ­
tante y pagados a un residente del otro Estado Contratante sôlo p u e ­
den someterse a imposiciôn en este otro Estado si dicho residente es 
el beneficiario efectivo". La norma es tajante; el régimen fiscal 
p ropuesto excluye, sin lugar a d u d a s , la potestad del Estado de la 
fuente. El adverbio "sôlo" évita las dudas que la tributaciôn de los 
cânones pudiera suscitar al exégeta.
Este régimen "absolutiste" unicamente cede ante la e x i s ­
tencia de un establecimiento permanente o base fija situada en el Es­
tado de donde procedan los cânones, y siempre que el derecho o p r o ­
piedad por los que éstos se abonen les estén vinculados efectivamente.
Espaha, pais tradicionalmente importador de tecnologia, 
ha formulado una "Réserva" al Mode l o  de la OCDE.La réserva e s p a h o l a  se 
c e n t r a  en la posibilidad de gravar los cânones en la fuente.Sin excep- 
c i ô n  todos los Convenios suscritos por Espaha incorporan un apartado 
a tri b u y e n d o  tal potestad al Estado de p rocedencia de.los pagos, cual- 
qiuiera que éste sea. La posiciôn espahola no impide que el otro Estado
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también grave los cânones si éstos proceden de su territorio.
La incorporaciôn a los Convenios espaholes de tal 
criterio, exige estructurar las anotaciones que siguen segùn el es- 
cuema configurado para dividendos e intereses. El Comentario, no 
obstante, y por tal razôn, se reduce a las especialidades de los 
c â n o n e s .
3.1. El Estado de la residencia no es el ùnico que 
puede gravar esta renta. ^Los Convenios en que también se faculta al 
Estado de la fuente, suprimen en el ap. 1 el adverbio "sôlo", y esta- 
blecen que "los cânones procedentes de un Estado Contratante paga­
dos a un residente del otro Estado pueden someterse a imposiciôn en 
este otro Estado".
La determinaciôn de la residencia del beneficiario, 
la aplicaciôn del Convenio sôlo a las rentas que procedan del otro 
Estado Contratante, y el significado que debe atribuirse al térmi­
no "pagados", no ofrecen especialidad alguna, en relaciôn con lo ya 
dicho para dividendos e intereses.
3.2. La facultad compartida de gravamen que se re- 
conoce al Estado fuente, se plasma en el a p . 2. Este limita la po­
testad del Estado de la residencia ("sin embargo"), y la otorga c on­
juntamente al Estado de la fuente. Los condicionantes que afectan
al poder de este Estado derivan, también, del Convenio y de la le­
gislaciôn interna. Premisa "sine qua non" es que en la legislaciôn 
del Estado de la fuente esté admitida la posibilidad de gravar.
3.2.1. Limites derivados del Convenio.
a) El gravamen duplicado de unas mismas rentas,im- 
pone su limitaciôn en la fuente; pero tal sacrificio exige que el 
perceptor sea el "beneficiario efectivo".
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b ) El hecho imponible, lo constituye la percepcion 
de la renta derivada del uso o de la cesion de uso de un bien o 
derecho patrimonial. Si el Convenio incluye la "asistencia t é c n i c a " , 
se plantea el problema de determinar el contenido de este concepto.
La base imponible, la constituye "el importe bruto" 
de los canones. El problema apuntado al tratar de los intereses, 
relative a la existencia de una doble imposicion parcial a pesar 
de la imputacion que efectue el Estado de r e s i d e n c i a , æ  ck aqui,tam- 
bién, si bien con menor virulencia, pues en este caso la prestation 
del b e n e f i c i a r i o , normalmente, nace de él mismo.
c) La localizaciôn de la fuente es opération nece- 
saria para el gravamen de los cànones. Los Convenios en que la tri- 
butaciôn de la renta se comparte entre ambos Estados , incorporan ■ 
un apartado que régula tal extremo. La quiebra del principle de re- 
sidencia se produce aqui también cuando los cànones se abonan por 
la obtention de bienes o derechos adquiridos en interés de un es- 
tablecimiento permanente o base fija situados en un Estado, y el 
pago se soporta por éstos.
d) El tipo limitado en la fuente puede variar, en 
porcentaje, segûn el tipo de bien o derecho transferido. Actualmen- 
te existe tendencia a favorecer los intercambiosculturales;por ello, 
sus elementos representativos se eximen de tributaciôn en la fuente 
o se gravan a un tipo distinto, lôgicamente, mas bajo. Al analizar 
los Convenios suscritos por Espana se verân los criterios adopta- 
dos por nuestro pais.
La consideration de este limite como un techo, el 
carâcter independiente de la tributaciôn en la fuente, y la inapli- 
caciôn de recargos interiores son conceptos que no ofrecen especia- 
lidad alguna.
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e) Las Autoridades compétentes también regulan 
la aplicacion del limite de imposicion en la fuente. Son aplicables 
los sistemas de "reduccion" y/o "devolution".
3.2.2. Limites derivados de la legislation del 
Estado de la fuente.
Se gravan los canones de acuerdo con la legisla­
tion del Estado de donde proceden.
a) La determination del hecho imponible no ofre- 
ce problemas en el Derecho espanol. La Ley 44/78, en sus artss 3^
y 1 5 , dispone que componen la renta del sujeto pasivo,"los rendimien- 
tos derivados de cualquier elemento patrimonial" que no se encuentre 
afecto a actividades profesionales o empresariales realizadas por 
aquél. El Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Fisicas de 1981, en su arts 6 s, réitéra tal idea. Pero en el arts 
54 incluye, e x p r e s a m e n t e , entre los rendimientos del capital mobilia- 
rio: a) "los procédantes de la propiedad industrial o intelectual, 
cuando el sujeto pasivo no sea el autor, asi como los derivados de 
la prestation de asistencia técnica, siempre que el sujeto pasivo 
no utilité los derechos en el seno de su actividad empresarial o 
profesional , en su caso" (letra f);y b) "los procédantes del arren- 
damiento de bienes y derechos" (letra g ) . En la Ley 61/78 (arts 3 0 ) 
impera el mismo criterio qua el establecido an la Ley 44/78.
La calificacion de estos rendimientosccmo cfe capi­
tal o de empresa, qua tiene influencia innegable an el ambito de la 
legislation interna, no afecta al gravamen de los canones a nival 
international, porque el Convenio grava un pago especifico, indepen- 
dientemente de que tal renta constituya o no una renta de empresa.
b) La consideration de sujeto pasivo dériva de
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la percepcion de los cànones. La Leyes 44/78 y 61/78 vinculan tàl 
circunstancia a la percepcion de la renta en Espana o a su abono por 
un residente de aqui. El Reglamento de 1981, considéra como renta 
obtenida en territorio espahol, los rendimientos que provengan de 
patentes, asistencia técnica o cualquier otra prestation de traba- 
jo o capital (arts 1 9 , letra d); y la Ley 6 1 /7 8 , considéra como 
tal, las contraprestaciones por toda clase de servicios, a s i s t e n ­
cia técnica, o cualquier otra prestation de trabajo o capital rea- 
lizada o utilizada en territorio espahol (arts 7 ,letra b ) . La ex­
ception a la obligation real de contribuir recogida en el arts 1 4 , 
ultima proposition, del Reglamento de 1981 es igualmente vàlida pa­
ra los cànones (1 ).
c) La determination de la base no ofrece especiales 
problemas. La integran el "importe bruto de los cànones". La presun- 
ciôn de onerosidad de las prestaciones del trabajo y del capital 
rige aqui también (2). A falta de un paràmetro determinado, como
lo es el interés bàsico del Banco de Espana para los préstamos, 
las prestaciones se estiman por su valor normal en el mercado; se 
entiende por tal el precio que a la sazôn se acordaria para las 
mismas entre sujetos independientes (arts 7 ,2 ) segundo pàrrafo, 
del Reglamento de 1981). Se trata de la aplicacion del principle 
del a r m 's l e n g h t .
d) La deuda tributaria es facil de d e t e r m i n a r . R é ­
sulta de la aplicacion del tipo establecido para el bien o derecho 
transferido al importe bruto pagado. La cuestiôn que puede susci- 
tarse es la del montante de impuesto que se imputa en el Estado de
(1 ) cfr. Nota marginal (1), en letra b) del ap. 3.2.2. del Comenta- 
rio al arts 11 - Intereses -
(2) cfr. arts 3 s , très de las leyes 44/78 y 6 1 /7 8 .
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residencia al beneficiario del canon, si en el pals de la fuente 
este ha disfrutado de una exencion total o parcial de los impues- 
tos exigibles sobre tal renta. Debe anotarse que la incidencia de 
la Reforma Tributaria de 1968 en el régimen de las exenciones y 
b o nificaciones aplicables a los canones, ha sido mucho mayor que 
en el caso de los intereses. El problema planteado ofrece, conse- 
cuentemente, menor entidad, aunque sera examinado al comentar el 
arts 23 - Métodos para evitar la doble imposicion.
e) El procedimiento de gestion no ofrece espe-
c i a l i d a d e s .
4. La incidencia del establecimiento permanente 
en el régimen fiscal de los canones se détermina en el ap. 3 del 
arts 12 del Modelo. La exclusion de la "vis atractiva" se recoge 
en este apartado. En el Estado de la fuente, los canones estan su­
jetos como rentas del establecimiento o base fija situadas en el 
mismo, propiedad del beneficiario residente del otro Estado, si se 
derivan de derechos o bienes que formen parte del activo del esta­
blecimiento o de la base fija o de una u otra manera se vinculan 
efectivamente a los mismos. El ap. 3 del Modelo sehala que "las 
disposiciones del apartado 1 no se a p l i c a n " , porque solo es este 
apartado el que détermina el régimen fiscal de los canones abona- 
dos a un residente de otro Estado. En los Convenios en que se com­
parte la soberania tributaria, la frase inicial del apartado 
correspondiente debe ofrecer el siguiente tenor :"las d i s p osicio­
nes de los apartados 1 y 2 no se a p l i c a n " , porque son dos los 
apartados que configuran dicho régimen fiscal.
En los Convenios en que asi se comparte el gra­
vamen de los canones, la incidencia del establecimiento permanente 
también afecta a la posicion del deudor.'Es el Estado donde aquel
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radica, donde se localize el origen o la fuente de la renta. Por 
ello, el aparuado correspondiente incorpora una proposicion r e l a ­
tive al establecimiento permanente y base fija, situados en uno 
de los Estados C o n t r a t a n t e s . El Cuadro sinoptico recogido como note 
marginal en el punto 4.2. del Comentario al art^ 11 - Intereses - 
tiene aqui plena vigencia y aplicacion , cambiando lo que hay que 
c a m b i a r .
En materia de canones no se plantea, sin embargo, 
el problema de su gravamen por "cifra r e l a t i v a " .La legislation in­
terna espahola lo ha circunscrito a dividendos, intereses y per- 
cepciones de miembros de los Consejos de Administration.
5. La limitation del campo de aplicacion de las d i s ­
posiciones relativas a los canones, cuando su importe exceda del 
que se hubiera pactado en condiciones de libre c o n c u r r e n c i a , es 
aplicable a los canones(l). El Modelo incluye esta clausula en el 
ap. 4 del arts i2.
6. Los Convenios espaholes de doble imposicion pre- 
sentan una especialidad fundamental en relation con el Modelo, pues 
en todos, sin exception , se configura un régimen fiscal basado en 
la distribution de la soberania tributaria. Difieren entre ellos 
mismos pues cada Tratado obedece a motivaciones p a r t i c u l a r e s .
6.1. Todos, salvo el de Marruecos (éste describe 
los supuestos déterminantes de "canon" al diferenciar los tipos
(1) vid. Supra punto 5 del Comentario al arts 11 - Intereses -.
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aplicables) contienen la definition del término. Se acoplan, sal­
vo ligerisimas variantes, a la definition del Modelo, que no ha 
variado en ninguna de sus dos ediciones, la de 1963 y la de 1977. 
Especialidades de algunos Convenios son las siguientes:
a) Los suscritos ton Japon (Protocole ap. 4),No-
ruega (arts 1 2 , ap. 4) y Raises Bajos (arts I2,ap.4) excluyen del
concepto,los bénéficiés procedentes de la enajenaciôn de los bie­
nes o derechos incluidos en la propia d e f i n i t i o n . En tal supuesto 
se aplica al arts 13 -Ganancias de capital - atribuyéndose la po- 
testad exclusiva de gravar al Estado de residencia del enajenante.
A su vez, el Convenio ton los Raises Bajos condiciona la efectivi- 
dad de esta exclusion a que el comprador no se oblique a la reven­
ta de taies bienes o derechos. En tal caso, al someter la aplica­
cion de la norma a tal condition resolutoria, el cumplimiento de 
esta détermina "a sensu contrario", que la primera enajenaciôn se 
comprenda en el arts 12 (Protocole ap. X. Ad. al arts 12 ).
b) Los tratados ton Canada y Rumania se refieren 
en termines genéricos, a los "derechos de autor", pero sin especi- 
ficar su contenido.
c) Los suscritos ton Brasil, Canada, Dinamarca, 
Reine Unido, Rumania, Suecia, Marruecos y Polonia, integran las 
cantidades pagadas por el uso o concesiôn de uso de peliculas y 
tintas o bandas de grabaciôn ( m a g n e t o s c ô p i c a s ) para radio y televi- 
siôn. I n d u d a b l e m e n t e , la tecnologia m o d e r n a  queda incorporada a ca- 
si todos los Tratados de firma mas reciente. Si el Convenio no re ­
coge especificamente taies termines, aunque se refieran a peliculas 
c i n e m a t o g r â f i c a s , deben considerarse excluidos.
d) En relaciôn ton el "arrendamiento de équipé"
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el Tratado con Bélgica excluye el que "constituya un bien inmue- 
ble incluido en el art^ 6". Esta aclaracion dériva de la dificul- 
tad juridica para définir como canon determinados pagos. Por otra 
parte, y segûn este articule, la definition de "inmueble" debe 
ajustarse a la législation interna de cada uno de los Estados.El 
Convenio ton Dinamarca, incluye en la definition los "équipés de 
transporte"; tal inclusion podria considerarse que abarca los "con­
tainers". El de Marruecos, incorpora los équipés "agricolas y por- 
t u a r i o s " . En ambos cases no se aclara el contenido de taies t e rmi­
nes .
e) Solo los tratados ton Brasil, Italia, S ue­
cia y Marruecos incluyen expresamente pagos por "asistencia t é cni­
ca". En los cases de Brasily Suecia de forma concreta; y en los de 
Italia y Marruecos, circunscribiendo el término a una modalidad es- 
p ecifica de la misma, concretamente a los "estudios técnicos o e- 
conômicos "(Marruecos)" de carâcter industrial o c o m e r c i a l " (Italia, 
Protocole, letra c). La consideration como "asistencia técnica" 
de otros trabajos distintos de los especificos, puede plantear p r o ­
blemas interprétatives en estos Convenios por la dificultad de d é ­
finir el concepto. El Convenio ton Brasil, para evitar d u d a s , a c l a ­
ra en el Protocole que la expresiôn "por informaciones relativas a 
experiencias de orden industrial, comercial o cientifico" compren- 
de las rentas procedentes de la prestation de servicios y a s i s t e n ­
cia técnica'.'
6.2. La tributaciôn de los cànones en el Estado 
de residencia del perceptor se admite plenamente en todos los Con­
venios. Dicha facultad se combina ton la atribuida al Estado de la 
fuente. El Convenio de Rumania présenta una anomalia técnica, pues 
su ap. 1 utiliza el adverbio 'Is b I o "  , esto, que équivale a la exclu- 
sividad en favor del Estado de residencia, se enerva en el ap. 2,
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mediante la potestad reconocida al Estado fuente. El sentido de 
la Norma, al combinar los a p . 1 y 2, queda, sin embargo, claro.
En determinados Tratados se observan particula- 
ridades en relation con los "derechos de autor". Los Convenios sus­
critos con Canada (arts 12, ap. 3), Checoslovaquia (arts I2,ap.3) 
y Polonia (arts 1 2 , ap.3) di s p o n e n que los cànones por "production 
o reproduction de obras literarias, dramaticas, musicales o artis- 
ticas" solo tributan en el Estado de residencia del beneficiario.
En todo caso, se excluyen las peliculas c i n e m a t o g r â f icas y los fil­
mes o cintas de video para television, que se someten al regimen 
normal; es decir, gravamen en fuente y residencia. Esta norma tiene, 
a su vez, una exception en el caso de Polonia consistante en que ta­
les pagos solo tributan en el Estado de residencia del beneficiario, 
si las peliculas o cintas se han suministrado dentro del m a rco de 
Acuerdos Culturales concertados entre los Estados Contratantes (Pro­
tocole, Ad. al arts 1 2 ).
En todos los c a s o s , ton taies medidas se pretende 
favorecer los intercambios culturales, aliviando la tributaciôn de 
los autores.
6 .3 . El tipo limitado de retenciôn en la fuente 
ofrece dos particularidades :
a) La primera, vinculada a su propia aplicaciôn. 
Asi los Convenios ton Canada (arts 12, a p . 2), Checoslovaquia (arts 
12, ap.2) y Polonia (arts I2,ap.2) supeditan la aplicaciôn de tal 
tipo a que los cànones tributen efectivamente en el Estado de resi­
dencia del perceptor.
b) La segunda,a los distintos porcentajes estable- 
cidos segûn la naturaleza del bien que origina la renta. La i n fluen­
cia de criterios no estrictamente fiscales se ha dejado sentir.Los
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intercambios culturales nuevamente obtienen un trato de favo r . Los 
Convenios con Italia (arts i 2, a p . 2, a) y Marruecos (arts 1 2,ap.2,a) 
establecen, r e s p e c t i v a m e n t e , un tipo de retenciôn del 4% y del 5% 
para obras literarias, dramaticas, musicales o artisticas (Marrue­
cos, incluye también las c i e n t i f i c a s ). En ambos casos, se excluyen 
las peliculas y cintas para cine o TV. El Convenio con Brasil tam­
bién diferencia los tipos tributarios, correspondiendo a los Der e ­
chos de autor un porcentaje d e l J 0% ; la especialidad de este T r a ­
tado es que incluye las peliculas o cintas para cine, televisiôn 
0 radiodif usiôn (arte 1 2 , ap. 2,, a).
Estos Convenios han procurado diferenciar, mejorândo- 
lo, el régimen tributario que afecta a determinadas manifestacio- 
nes culturales; pero, salvo el caso del Brasil, las peliculas cine- 
ïïiatogrâficas o para TV se han considerado producciôn industrial.
Los otros tipos que gravan , en taies Convenios, el resto de los 
cànones son : 15% , en Brasil; 8% en Italia, y el 10% en Marruecos.
El Convenio con Brasil, en aplicaciôn del principle 
de no discriminaciôn,concede a Espana la reducciôn del tipo general 
de gravamen (15%) si una vez firmadc el Convenio, se redujera en 
Brasil el impuesto que incide sobre cànones "no culturales". La 
concesiôn opera si la reducciôn impositiva se ^ lica a m  resLdoite ck m  
tercer Estado no situado en Iberoamérica (Protocole ap. 4,Ad. al 
art 2 1 2 , ap . 2 ) .
• 6 .4 . La incidencia del establecimiento permanente 
se recoje en todos los Convenios, pero en el de Italia, la vincula- 
ciôn del derecho o propiedad por los que se pagan los cànones con 
el establecimiento permanente, détermina que, en defecto de apli­
caciôn de los limites de tributaciôn e s t a b l e c i d o s , el Estado en 
;ue radique el e s t ablecimiento grave taies rentas "segûn su propia 
legislaciôn interna (art9 12, a p .4, final).
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6.5. Otras normas que mercen comentario son las siguientes: .
a) El artG 13 del Convenio con los Raises Bajos Bajos 
détermina la imposibilidad de que las Organizaciones internationales, 
sus organismes y -uncionarios, y los miembros de misiones diplomâticas 
o consulares de un tercer Estado acreditados en un Estado Contratante 
(distinto del que grava l i m i t a d a m e n t e ) hagan uso de la reducciôn esta- 
blecida en el ap. 2 del art? 12 - Cànones gravados al 6% - si taies 
rentas no estàn sometidas a imposiciôn en el Estado en que estén a- 
creditàdos (art? 13). En este mismo Convenio, el a p . VI ad. al art?
12 del Protocole, establece un plazo de caducidad de dos ahos para exi- 
gir la devoluciôn del impuesto retenido en exceso en la fuente.
b) El Convenio con el Reine Unido (art? 12,ap. 7) limita 
la aplicaciôn del art? 12 a los supuestos de buena fé comercial, exclu- 
yendo los casos en que el derecho o propiedad que generan los cànones
se hayan creado o cedido con el fin primordial de obtener los bénéficiés 
del articule. Lo que se pretende es evitar el uso abusive del Convenio. 
De todos modes, precisar el contenido de un concepto tan general como 
"buena fe comercial" no deja de plantear problemas pràcticos.
c) El tratado con Rumania (art? XII,ap. 5) al locali- 
zar la fuente de la renta, alude a "una subdivision administrativa terri­
torial". El término hace referencia a la especial organizaciôn rumana; 
su art? III, ap. 1 letra j) détermina tal pertenencia.
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Articulo 13
GANANCIAS DE CAPITAL
1. Las ganancias que un residente de un Estado Contrato obtenga 
de la enajenaciôn de bienes inmuebles, conforme se definen en el 
art? 6, situados en el otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposiciôn en este otro Estado.
2. Las ganancias derivadas de la enajenaciôn de bienes muebles que 
formen parte del activo de un establecimiento permanente que una 
empresa de un Estado Contratante tenga en el otro Estado C o n t r a t a n ­
te, o de bienes muebles que pertenezcan a una base fija que un re­
sidente de un Estado Contratante posea en el otro Estado C o n t r a t a n - 
te para la prestaciôn de trabajos independientes, comprendidas las 
ganancias derivadas de la enajenaciôn de este establecimiento p er­
manente (sôlo o con el conjunto de la empresa) o de esta base f i j a , 
pueden someterse a imposiciôn en este otro Estado.
3. Las ganancias derivadas de la enajenaciôn de buques o aeronaves 
explotados en tràfico internacional , de embarcaciolnes utilizadas 
en la navegaciôn interior o de bienes muebles afectos a la explota- 
ciôn de estos buques, aeronaves o embarcaciones solo pueden someter­
se a imposiciôn en el Estado Contratante donde se esté situada la 
sede de direcciôn efectiva de la e m p r e s a .
4. Las ganancias derivadas de la enajenaciôn de cualquier otro bien
.../...
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distinto de los mencionados en los pârrafos 1,2 y 3 solo pueden 
someterse a imposiciôn en el Estado Contratante en que resida el 
t r a n s m i t e n t e . (a) (#).
(a) Coincide substancialmente con el art? 13 del Modelo de 1963. 
Cabe resaltar las siguientes diferencias: en el apartado 1 , el
M odelo de 1977 refiere las ganancias a las obtenidas por un resi­
dente de un Estado respecto de bienes situados en el otro Estado; 
esta especificaciôn no se contiene en el Modelo de 1963; en el apar­
tado 2, se desglosan las ganancias derivadas de la enajenaciôn 
de buques, aeronaves o embarcaciones, integrândose en el nuevo a p . 3
(-X) Otero J., "Las ganancias de capital en los Convenios para evitar 
la Doble Imposiciôn Internacional firmados por Espana", en la XXIII 
Semana de Estudios de Derecho Financiero - Madrid 1976, pâgs 779- 
807.
- En la actualidad, y con posterioridad a las Leyes 44/78 y 61/78 
véase : Drake, R. "La Reforma Tributaria y ganancias y pérdidas 
de capital " ^en Crônica Tributaria, n? 26/1978, pâgs 51 a 7l;Fer- 
nundez Pirla,J.M. "Comentarios a los art?s 20 y 33-3) de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas".en Crônica 
Tributaria n? 32/1980 pâgs 73-78; Fernandez, E. "Los incrementos 
y disminuciones de patrimonio en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas",en "Crônica Tributaria n? 33/1980,p â g s . 63- 
84; y Elias-Ostùa, R. "Incrementos de Patrimonio y otras cuestio- 
nes Crônica Tributaria n? 35/1 981. pâgs 29-48.
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1. El art? 13 del Modè l e  de 1977 régula el régimen 
juridico fiscal de las ganancias de capital, pero no détermina 
el concepto, pues ni se define expresamente, ni tampoco se remite 
a la legislaciôn interna de los Estados C o n t r a t a n t e s .Sôlo la in- 
clusiôn de las palabras "derivadas de là enajenaciôn" hace pensar 
en la equivalencia del término con el enriquecimiento ocasional 
producido por una transmisiôn cnerosa de un bien patrimonial, repre- 
sentativo de la contrapartida que origina la citada ganancia.El 
art? 13 se refiere , por tanto, a un tipo especifico de ganancias, 
las que implican una previa realizaciôn, excluyéndose las meramen- 
te contables. Ganancias éstas que, por tal razôn,pueden calificar-  
se de " p l u s v a l i a s " , término que conlleva el aumento de valor de 
un bien patrimonial no enajenado.
La obtenciôn de la ganancia ha de provenir de la "ena­
jenaciôn" del bien.Una cuestiôn que se suscita, es la determina-  
ciôn del término "enajenar". Segûn la OCDE, comprende la renta 
o permuta de bienes, asi como la enajenaciôn parcial, la expropia- 
ciôn, la aportaciôn social, la venta de un derecho, la donaciôn, e 
incluso, la donaciôn "mortis causa". La ampliaciôn del concepto 
obedece a la deficiencia, ya apuntada, de que ni por via directa 
(art? 11 y 32, relativos a intereses y cànones) ni por via de re- 
misiôn (art? 6 respecto de los bienes inmuebles) se contiene en 
el art? 13 una definiciôn de las ganancias de capital. Definiciôn  
que, por otra parte, séria superflua pues ni todos los paises g r a ­
van taies rentas, ni los que las gravan utilizan unos mismos c r i ­
terios: v,gr, en algunos Estados se gravan como rentas ordinarias, 
mientras que en otros se someten a impuestos especificos. Por ello, 
élpreoqDtD ofreœ m  œnoqDtD anplio y o m n i c o m p r e n s i v o , para que en cada caso 
y de acuerdo con la legislaciôn interna de los Estados, se d e t e r m i ­
ne si las ganancias tributan, y en caso afirmativo, con qué i m p u e s ­
to y en qué forma se gravan. El art? 13 no précisa la n aturaleza
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del impuesto al que se aplica. El art? 2, apartado 2, incluye en 
el ambito objetivo del Convenio los tributos "que gravan la totali- 
dad o parte de la renta, incluidos los impuestos derivados de la e- 
najenacion de bienes muebles o inmuebles". La determinacicn genéri- 
ca que tal precepto conlleva, implica su ulterior modelacion por 
el Derecho interno de cada uno de los Estados. Con arreglo a tal nor- 
mativa se précisa la existencia, en su caso, del gravamen, y el ré­
gimen juridico aplicable.
La determinaciôn de si se trata de un bénéficie 
comercial o de una ganancia de capital, de si ha existido o no "rea­
lization" (la reinversion puede implicar la no realization, aunque 
de hecho, la enajenaciôn se haya producido), de si procédé el g r a ­
vamen en los casos de revalorizaciones sin que haya existido e n a j e ­
naciôn (aumentos de valor en c o n t a b i l i d a d , depreciation de la mo- 
neda n a t i o n a l ,e t c ) de si sôlo tributan las ganancias a largo y m e ­
dio plazo o también las de corto término, de si el câlculo de la 
ganancia debe efectuurse deduciendo del precio de venta el de ca s­
te, etc.son cuestiones que se dejan al Derecho interno aplicable(l).
El hecho de que la tributaciôn de las ganancias 
de capital sea compleja a nivel conceptual y a nivel practice, y de 
que intervengan diversas l a g i s l a c i o n e s , no siempre concordantes, 
puede ocasionar diverses problemas, no sôlo por exceso (doble impo­
siciôn) ^ sine por defecto (falta de imposiciôn). Los casos en que la 
base imponible se calcula de diferente manera en los dos Estados
(1) En la actualidad la Ley 44/1978 del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas en sus art?s 20 a 22 régula los " I n c r e m e n ­
tos y disminuciones de patrimonio". El concepto utilizado es de m a ­
yor amplitud que el de "ganancias y pérdidas de capital" y que el 
de "plusvalias y minusvalias" ya que en el primer concepto se com- 
prenden también los incrementos patrimoniales a titulo gratuito.
Con arreglo a la legislaciôn vigente (art? 20,Dos) no se consideran 
incrementos o disminuciones patrimoniales los que estàn sujetos al 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, ni los que procedan de r e n ­
dimientos ya considerados como renta y sometidos a gravamen en el
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(uno grava como Estado de situaciôn del bien; el otro, como Estado 
de residencia del beneficiario), o cuando los beneficios derivan de 
variaciones en los tipos de cambios (una depreciation monetaria que 
ocasione un aumento de valor contable de los activos de una empresa 
sitos en el otro Estado), que implican una posible doble imposicion, 
han de solventarse, salvo regulation expresa, acudiendo al p r o cedi­
miento amistoso. C o n s e c u e n t e m e n t e , un Estado Contratante, debe renun- 
ciar al derecho a gravar que le concede su normativa interna, si el 
otro Estado, a quien corresponde tal facultad con arreglo al Conve­
nio, la ejerce e f e c t i v a m e n t e . El juego combinado del Convenio y de 
la normativa de uno de los Estados puede abocar tal situation, si 
el Estado a quien se otorga la potestad no grava las ganancias de ca­
pital por no tener establecido un impuesto de tal indole, y el Est a ­
do que si lo tiene no puede ejercer su soberania por no permitirselo 
el Convenio. Las negociaciones bilatérales deben solventar esta caso, 
evitando la no tributaciôn de las rentas.
2. El apartado 1 del art? 13, régula el gravamen 
de las ganancias de capital provenientes de la enajenaciôn de un bienc 
inmueble. Tal declaraciôn exige determinar la naturaleza del bien ge- 
nerador de la ganancia, el acto juridico que la produce, el conteni­
do de tal beneficio o renta, y el Estado con facultad de gravar.
2.1. Se trata de un "bien inmueble" tal como se de­
finen en el art? 6. El hecho de que el art? 13 se remita a otro arti­
culo del Modelo facilita la delimitaciôn del precepto; no caben in-
Impuesto sobre la Renta por cualquiera otro de sus conceptos, cfr. 
también los art?s 76 a 94 del Reglamento del Impuesto de 1981.
La Ley de Sociedades de 1978 sigue un sistema paralelo 
al adoptado en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas.La 
varianta mas significativa es que en aquel se gravan las ganancias 
no realizadas, m anifestadas por su simple anotaciôn contable (art? 
15) .
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terpretaciong) e r r ô n e a s . En el art? 6, ademâs de una serie de su­
puestos que, en todo caso, se consideran bienes inmuebles, éstos 
tienen el significado que se les atribuye en el Derecho del Esta­
do en que estén situados. El art? 13, no sôlo no contiene una de­
finiciôn, sino que utiliza la via del reenvio para delimitar su 
âmbito; el art? 6, también se sirve del mismo procedimiento. Es 
ésta una m anifestaciôn de la importancia del Derecho interno de 
los Estados en la delimitaciôn convencional de la materia imponi­
ble. La determinaciôn de la naturaleza del bien transmitido tiene 
importancia pues de ella depende la atribuciôn de la potestad de 
g r a v a r .
Los bienes inmuebles a los que se refiere el ar­
ticulo son aquellos que estàn situados en uno de los Estados Con­
tratantes y que pertenecen a un residente del otro Estado Contra­
tante. La tributaciôn de los bienes situados en el mismo Estado 
en que reside el que ostenta titulo juridico suficiente para ena- 
jenarlos no plantea problema alguno. En este caso, y en el supues­
to de que los bienes estén situados en un tercer Estado, se aplican 
las disposiciones del apartado 1 del art? 21, atribuyéndose sôlo 
la potestad de gravar al Estado de la residencia del beneficiario. 
Cuando, por el contrario, no coinciden lugar de situaciôn del bien 
y residencia del beneficiario, el derecho de gravar se atribuye 
al Estado .de la situaciôn, independientemente del que pueda corres- 
ponder al Estado de la residencia. El criterio coincide con el 
e s t a b l e c i d o  en el Modelo en todos aquellos casos en que se 
trata de gravar las rentas derivadas de un bien inmueble (art? 6), 
o el patrimonio constituido por estos bienes (art? 2 2,apartado 1). 
El apartado 1 del art? 13 aplica a los bienes inmuebles situados 
en un Estado Contratante y a los que integran el activo de una 
empresa o se utilizan para el ejercicio de trabajos independientes. 
Consecuentemente, los bienes inmuebles situados en un Estado pero
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que formen parte del activo de un establecimiento permanente (o 
base fija) de una empresa de este Estado, situado en el otro Es­
tado Contratante, sôlo Pueden someterse a imposiciôn en el Estado 
en que los bienes estén situados y del que el beneficiario de la 
renta sea residente (ap. 2 del art? 21). La OCDE no reconoce la 
"vis atractiva" del establecimiento permanente.
2.2, El acto juridico que provoca la ganancia es la 
enajenaciôn del bien. La frase del apartado es suficientemente ex­
plicita : "obtenga de la enajenaciôn". Las revalorizaciones contables 
(plusvalias contables) sin previa transmisiôn (p. e j . en casos de 
depreciaciôn de moneda) , pueden someterse a tributaciôn. La formu­
la del art? 2 es de suficiente amplitud para permitir tal gravamen. 
Sin embargo, su tributaciôn caeria , no en el art? 13, sino en o- 
tro distinto: v.gr. art?s 6,7 ô 21. Taies plusvalias no serian ca- 
lificadas como "ganancias de capital" sino como rentas incluidas 
en uno de los preceptos que regulan las provenientes de bienes 
inmuebles. Al derecho interno de cada Estado corresponde t a l  
determinaciôn. Actualmente en Espana, el art? 15,pàrrafo segundo, 
de la Ley 61/78, del Impuesto sobre Sociedades^dispone que "se com- 
putaràn como incrementos de patrimonio los que se pongan de mani- 
fiesto por simple anotaciôn contable, salvo los expresamente auto- 
rizados por preceptos légales". Taies incrementos se gravan como 
rentas ordinarias de las Sociedades. Por otra parte, las plusva­
lias contables no se producen en la esfera de las personas fisi- • 
c a s .
A la enajenaciôn de inmuebles se asimilan en algunos 
paises, la de las acciones de una sociedad cuyo objeto social ex­
clusive o esencial consiste en la posesiôn de bienes i n m u e b l e s .Los 
Convenios espaholes, recogen en algunos casos tal equivalencia.
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2.3. Lab ganancias' gravadas son las que provienen de 
la enajenaciôn del bien. El Modelo no especifica ni la manera de 
calcularlas, ni si se trata de beneficios a largo, medio o corto 
plazo, ni si se deben a una depreciaciôn de la moneda nacional, o 
una diferencia efectiva y real entre el precio de coste y el de 
venta (1).
2.4. El Estado con facultad de gravar es el de situa­
ciôn del bien. La potestad se comparte con el Estado de residencia 
del beneficiario. La frase "pueden someterse a imposiciôn en este 
otro Estado" no ofrece problemas i n t e r p r e t a t i v o s (2). Pero el de 
la residencia es el unico compétente; si coinciden situaciôn del 
bien y residencia del beneficiario; si los bienes estan situados 
en un tercer Estado; y si los bienes estando afectados a un esta­
blecimiento permanente o base fija sitos en el otro Estado, fisi- 
camente estan en el otro Estado en que resida el titular de la 
central. En el caso de Plusvalias contables, el gra v a m e n , n o r m a l ­
mente, corresponde al Estado en que radica el domicilie social de 
la empresa, por ser aqui donde se lleva la contabilidad; pero si
(1) Las normas espaholas (art? 15 de la Ley 61/78, de 27 de diciem- 
bre)establecen criterios de valoraciôn.
(2) La Ley 50/77 de 14 de noviembre de Medidas Urgentes de reforma 
fiscal en su art? 40, ap. cuatro, establece la tributaciôn en Es- 
paha, y sin perjuicio de la aplicaciôn de los Convenios para e vi­
tar la Doble Imposiciôn, de las plusvalias puestas de manifiesto 
en la enajenaciôn de los bienes inmuebles poseidos por Sociedades 
extranjeras sin establecimiento permanente en nuestro pais. En
la actualidad, el art? 7- Letra e) de la Ley 61/78 considéra in­
crementos de patrimonio obtenidos en Espana, los derivados de to­
da clase de elementos patrimoniales situados en Espana, o de los 
derechos establecidos sobre los mismos.
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un establecimiento permanente contabiliza taies plusvalias, y d a ­
do que la contabilidad de la sucursal sirve de base para d e t e r m i ­
nar su beneficio imputable, lo probable es que tal plusvalia se 
grave donde esté sito tal establecimiento. El Modelo no se opone 
a ello (1).
3. El apartado 2 del art? 13, régula la t r i b u ­
taciôn de las ganancias provenientes de la enajenaciôn de bienes 
muebles que formen parte del activo de un establecimiento p e r m a ­
nente o pertenezcan a una base fija situados en Estado distinto  
de aquel en que radique la empresa o resida el profesional que los 
utilicen para sus actividades. El precepto también alude a las ga ­
nancias derivadas de la enajenaciôn de taies establecimiento o ba ­
se .
La especialidad de este apartado alude a los e l e m e n ­
tos cuya enajenaciôn détermina la ganancia. Los Bienes c o n s i d e r a ­
dos como "muebles" tampoco se definen e x p r e s a m e n t e .Pueden determi- 
narse por exclusiôn, considerando como taies los que no integran
la categoria de inmuebles (2). La OCDE incluye, ademâs, los b ie­
nes i n c o r p o r a l e s , ("goodwill" o fondo de comercio") y los derechos 
de uso; pero se remite a las negociaciones bilatérales para la de ­
terminaciôn del régimen tributario de las ganancias de capital p ro­
cedentes de la enajenaciôn de participaciones en las sociedades 
de personas . El hecho que en unos paises taies sociedades se con- 
sideren propiedad de los socios,en otros se les atribuya personali- 
dad juridica, y en otros ni siquiera exista la f i g u ra,imposibilita  
establecer reglas générales.
(1) Esta es la opiniôn de Del ARCO,L. en "Doble Imposiciôn I n t erna­
cional... op.cit. pâg 266.
(2) El Côdigo Civil espahol en sus art?s 335 a 337 détermina qué 
bienes tienen la c o nsideraciôn de "muebles".
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Debe destacarse que el apartado 2 excluye la "vis a- 
tractiva" del establecimiento permanente o base fija. Lo que d é ter­
mina la tributaciôn en el Estado de situaciôn es la adscripciôn e- 
fectiva o pertenencia ("formen parte del a c t i v o " ," p e r t e n e z c a n " ) de 
unos bienes muebles a tal establecimiento o base, y no la mera ra- 
dicaciôn del establecimiento o base. No todas las ganancias de ca­
pital procedentes de fuentes situadas en un territorio deben gra- 
varse en éste cuando el que enajena el bien o derecho tiene aqui 
un establecimiento o base, sino sôlo aquéllas que se derivan de bie­
nes que formen parte o pertenecen a los mismos; esto es lo que dé­
termina que taies ganancias se graven en lugar distinto del de resi­
dencia del beneficiario, es decir, en el Estado de situaciôn. El a- 
pQrtado 2 del art? 22 - Patrimonio - sigue el mismo criterio. Lo 
que no parece ser necesario es que los bienes adscritos (p. e j . valo- 
res) guardan relaciôn directa con la actividad industrial, comercial 
o profesional d esarrollada en el establecimiento o base (1).
La enajenaciôn a que se refiere el a p . 2 del art? 13, 
también incluye la del propio establecimiento o base, sôlos o con 
el conjunto de la empresa. El hecho de que establecimiento o base 
constituyan elementos patromoniales distinguibles y diferenciales 
aboca a tal soluciôn. En tal caso, y como taies elementos constitu­
ye n normalmente una instalaciôn inmobiliaria (2), el gravamen de 
las ganancias derivadas de su enajenaciôn debe corresponder al Es­
tado en que estén sitos. Si lo que se enajena es el "conjunto de la 
empresa" (es decir, central y sucursal) el gravamen en el Estado de 
situaciôn se circunscribe ûnicamente a la ganancias que c o r r e s p o n ­
du al establecimiento o base y a los bienes que formen parte dejlos 
mismos.
(1) Esta es la opiniôn de Del Arco L. vid op.cit. pâg 269.
(2) cfr. ap. 2 del art? 5 del Modelo.
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El gravamen que se reconoce en el ap. 2 en favor del 
Estado de la situation, se compatibiliza con el atribuido al Estado 
de la residencia del beneficiario. El articulo habla de que taies 
ganancias "pueden someterse a imposiciôn en este otro Estado". "Este 
otro E s t a d o " ... es de la situaciôn del establecimiento o base .
4. El a p . 3 del art? 13 se refiere a la tributaciôn 
de las ganancias derivadas de la enajenaciôn de bu q u e s o  aeronaves ex­
plotados en tràfico internacional, de embarcaciones utilizadas en la 
navegaciôn interior, y de los bienes muebles afectos a las respecti- 
vas e x p l o t a c i o n e s . El ap. 3 no es sino una derogaciôn de la régla con- 
tenida en el apartado 2. Aun tratândose de bienes muebles, el c r ite­
rio de tributaciôn es distinto. No se atribuye al Estado de la situa­
ciôn, sino al de la sede de direcciôn efectiva de la empresa.
4.1. La regulaciôn de la navegaciôn internacional e 
interior es armônica a lo largo de todo el articulado. Asi, el art?
6, en su apartado 2, ultima proposiciôn , establece que los buques 
embarcaciones, y aeronaves no se consideran bienes inmuebles. Los 
art?s 8 y 22 relativos, respectivamente, a las rentas obtenidas del 
ejercicio de la navegaciôn maritima, interior y aérea, y al patrimo­
nio, atribuyen la facultad exclusiva de gravar al Estado en que ra­
dica la sede de^iirecciôn efectiva de la empresa explotadora o pro- 
pietaria. Completan estos preceptos, las normas que en el art? 15, 
-Trabajos dependientes - determinan el régimen fiscal de las remune- 
raciones obtenidas por razôn de un empleo ejercido a bordo de buques 
o aeronaves explotados en tràfico internacional o de embarcaciones 
destinadas a la navegaciôn interior. En este ultimo supuesto, sin 
embargo, la potestad de gravamen se comparte entre el Estado de la 
sede de direcciôn efectiva de la empresa y el de la residencia del 
trabajador.
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Los supuestos comprendidos en el articulo (navegaciôn 
internacional e interior) pueden completarse en las negoviaciones 
bilatérales. La explotaciôn del transporte internacional por medio 
de vehiculos terrestres, e incluso, por ferrocarril son supuestos 
incorporados a los Convenios. Sin emburgo, la navegaciôn interior 
no suele contemplarse mas que en aquellos casos en que los Estados 
Contratantes son fronterizos, o tienen comunicaciones de tal tipo.
4.2. Las ganancias reguladas son las que se derivan de 
la enajenaciôn de los medios materiales utilizados en el ejercicio 
de la actividad empresarial. Por ende, se incluyen los buques, em ­
barcaciones o aeronaves dedicados a tal fin, y el conjunto de b ie­
nes muebles que coadyuvan a la realizaciôn de la actividad : mobilia- 
rio de oficina, vehiculos terrestres que sirven a la navegaciôn aé­
rea, medios auxiliares, etc. Sin embargo, los inmuebles utilizados 
(v.gr. establecimiento u oficinas que se tengan en los paises en los 
que los buques o aeronaves hagan escala) tributan en el Estado en que 
estàn sitos ademâs de aquel en donde radique la sede de direcciôn.
El mismo criterio es el del art? 22 referente al p a t r i m o n i o .Sin em­
bargo, en materia de beneficios empresariales, la navegaciôn consti­
tuye excepciôn a la régla de que los beneficios imputables al est a ­
blecimiento tributen en el pais en que éste esté situado, pues las 
rentas atribuibles a tal a c t i v i d a d ,t r i b u t a n , como un todo, en el Es­
tado de la sede, o, en su caso, en el de residencia del empresario 
(1 ) .
El hecho de que la actividad de navegaciôn se ejercite, 
a v e c e s , a través de consorcios, détermina que, en tal caso, las ga-
(1) Cfr. art? 8 - Navegaciôn.
— 363 —
nancias atribuibles a cada uno de sus miembros deban estar en pro- 
porcion con su participacion en aquel. SAS es un caso concrete de 
lo dicho.
La tributaciôn de las ganancias procedentes de 
las antedichas enajenaciones tributan sôlo en el Estado en que se 
encuentre la sede de direcciôn efectiva. Los Estados Contratantes 
pueden convenir, no obstante, que tal potestad se atribuya al E s t a ­
do de residencia del empresario explotador,o combinar ambos crite­
rios. En el supuesto de que la sede de direcciôn se encuentre a bor­
do de un buque o embarcaciôn, se considéra que se encuentra en el 
Estado en que esté el puerto base, y en su defecto, en el Estado 
en que resida el explotador. La determinaciôn de tal criterio, ex- 
clusivo en la m a y oria de los casos, coincide con la técnica general 
que preside la tributaciôn de la Navegaciôn.
5. Bienes distintos de los previstos en los apar­
tados anteriores, son los que contempla el apartado 4 del art? 13.
Se trata de una declaraciôn residual que, sin embargo, tiene subs- 
tantividad propia. Los bienes previstos en los apartados 1,2 y 3 
del articulo tienen un 'ambito de aplicaciôn relativamente limita­
do. Excepto en los bienes inmuebles cuya enunciaciôn es amplia y ge- 
nérica, en los demâs supuestos la menciôn queda circunscrita a un 
tipo muy concrete de bienes : "muebles que formen parte del activo 
de un establecimiento o base", el propio establecimiento o base, y 
los muebles utilizados en el ejercicio de la actividad de navegaciôn 
maritima, interior o aérea. Los bienes itiuebles no afectos o adscri­
tos a un establecimiento o base, y cualquier otro quëŸmerezca aquella 
calificaciôn se incluyen en el apartado 4: v.gr. titulos mobiliarios, 
acciones o b l i g a c i o n e s , vehiculos , metales preciosos, etc.
El gravamen se realiza con arreglo al criterio que
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inspira, en general, la filosofia de la OCDE, es decir, atribuyen- 
do la potestad exclusiva de gravar al Estado de la residencia del 
t r a n s m i t e n t e .
En determinados supuestos las ganancias derivadas 
de la enajenaciôn de estos bienes residuales caen en el âmbito de 
orros articules. Concretamente del art? 10 - dividendos - (diferen- 
CLti entre el precio de venta de las acciones enajenadas por un 
accionista a la sociedad emisora y su valor nominal), y del art?11 
- intereses- (reembolso por el deudor de obligaciones representati- 
vas de empréstitos, a un precio superior al valor nominal o al v a ­
lor a que fueron emitidas).
6. Los Convenios espaholes de doble imposiciôn 
se acoplan relativamente al Modelo. No sôlo establecen criterios 
dispares en algunos casos, sino que se incorporan supuestos no 
previstos en aquél.
6.1. El régimen de tributaciôn de los inmuebles 
coincide en la casi totalidad de los supuestos. La ùnica excepciôn 
es el Convenio con Austria; en este se atribuye en exclusiva la fa­
cultad de gravar al Estado de situaciôn de los bienes. Una parti- 
cularidad de algunos Convenios se refiere al tratamiento de las 
participaciones en Sociedades i n m o b i l i a r i a s . El Modelo de la OCDE 
no alude a la enajenaciôn de taies participaciones. Los Convenios 
suscritos con Canada, Francia, Paises Bajos, Suecia y Polonia re­
cogen tal supuesto. El Tratado con Francia equipara las ganancias 
derivadas de la enajenaciôn de partes o derechos en una sociedad 
cuyo activo-se componga principalmente de bienes inmuebles sitos en 
un Estado, a las obtenidas de la enajenaciôn de inmuebles (pàrrafo 
2,ap. 1, art? 13). Con ello en vez de aplicar la régla del ap. 3 
(tributaciôn exclusiva en el Estado de la residencia del vendedor) 
se admite el gravamen compartido en el Estado de situaciôn de los
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bienes constitutivos del activo de la sociedad.
Idéntico criterio se sigue en el Convenio con Canada; 
pero se introducer dos i n n o v a c i o n e s : a) se contemplan las partici­
paciones en sociedades de personas ("partnership") o en una fiducia 
'("trust"); y b) se interpréta cuando se entiende que el patrimonio 
de una sociedad o de una fiducia estàn constituidos principalmente 
por inmuebles (ap. 3 art? XIII). La inclusion de las sociedades de 
personas y fiducias corresponde a especialidades del Derecho Cana- 
diense. El sistema establecido abarca no sôlo los supuestos de par- 
ticipaciôn directa e inmediata , sino también los de participaciôn 
indirecta o mediata, a través de la creaciôn sucesiva de sociedades 
interpuestas (éste es el sentido de la eltra b) del ap. 3 citado). 
La expresiôn "bienes inmuebles" no comprende el activo por medio 
del cual se ejerce la actividad.
El Convenio con los Paises Bajos establece, al igual 
que el de Suecia, el principle de transparencia de las sociedades 
inmobiliarias, aun cuando el primero no cita expresamente la n a tura­
leza inmobiliaria del patrimonio social. El a p . 5 del art? 14 del 
Convenio con los Paises Bajos no se opone a un gravamen compartido 
en el caso de ganancias derivadas de la enajenaciôn de acciones o 
"bonos de disfrute" de una Sociedad por acciones residente de un 
Estado, si taies titulos se poseen por una persona fisica r e siden­
te del otro Estado que sea sôlo nacional del primer Estado, o ha si­
do residente de éste en los ùltimos cinco ahos anteriores a la v en­
ta de los titulos, o en tal période ha poseido sôlo o con miembros 
de su familia una participaciôn significativa en el capital de la 
sociedad. En el Convenio con Suecia se establecen,"mutatis m u t a n ­
dis" los mismos criterios , salvo que alude, en el ultimo de los 
casos sehalados (letra c) del ap. 5) a una "influencia decisiva 
en la sociedad".En ambos casos, ademâs de la transparencia aludida, 
In régla p r o l o n g a ,bajo determinada perspectiva, la situaciôn fiscal 
del nacional no residente.
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6.2. En relaciôn con los bienes muebles afectos a un 
establecimiento permanente o a una base fija, y con las ganancias 
derivadas de la h i p o tética enajenaciôn de éstos, no cabe resaltar 
desviaciones notables. Constituye, asimismo, una excepciôn el Con- 
venio con Austria; se otorga la facultad exclusiva de gravar al 
Estado en que radican taies establecimiento o base. El Convenic 
con Bélgica no se sépara del criterio substantive generalmente a- 
ceptado, pero se remite a las reglas contenidas en el arts 7 ,apar- 
tados 2 y 3 , para la determinaciôn de las ganancias (pârrafo p r i m e ­
ra del ap. 2 del arts 13).Quiere esto decir que, sin considerar las 
ganancias de capital como bénéficies e m p r e s a r i a l e s , utiliza los 
criterios aqul establecidos para la determinaciôn de aquéllas.Las 
reglas a las que se remite son: la que atribuye al e^tablecimien- 
to los bénéficiés que cabria imputarle si fuera una empresa d i s t i n ­
ta y separada (ap. 2 arts 7 ); y la que permite la deducciôn de los 
gastos efectuados para los fines del establecimiento, comprendidos 
los de direcciôn y générales de adminins liraciôn, para la d e t e r m i n a ­
ciôn de su bénéficié (ap. 3 arts 7 ).
6 .3 . El régimen juridico fiscal de la navegaciôn ofre- 
ce e s p e c i a l i d a d e s . Los Conveniez suscritos con A u s t r i a ,F r a n c i a ,No- 
ruega y Portugal contemplan el supuesto de la navegaciôn por aguas 
interiores. Salve los cases de nuestras dos fronteras (Francia y 
P o r t u g a l ) , las dos restantes suscitan un interrogante de dificil 
respuesta. Los Tratados con Rumania y Polonia incluyen el transpor­
te/terrestre y, también^kste ultime, el efectuado por ferrocarril.
El criterio coincide en la m a y oria de los cases; se a- 
tribuye la potestad exclusiva de gravar al Estado donde radica la 
sede de direcciôn efectiva de la empresa explotadora. Constituyen 
excepciôn los Conveniez con Canada, Japôn, Reine Unido y Suecia.
En todos elles el Estado de residencia del explotador es el ûnico
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facultado para tal gravamen. Este criterio es coincidente con el 
establecido en tales C o n v e n i e z , en relaciôn con las rentas (bénéfi­
ciés empresariales) de la navegaciôn maritime o aérea. A su vez los 
Conveniez de Dinamarca y Suecia contienen normas especificas para su 
participaciôn en el Consorcio SAS. El primero admite el gravamen en 
proporciôn a su participaciôn, en aquellos cases en que, existiendo 
una explotaciôn conjunta por socios pertenecientes a diverses paises, 
no pueda determinarse si la sede de direcciôn efectiva esta en une 
de los Estados Contratantes (ap. II del Protocole); asimismo limita 
la aplicaciôn del Convenio a la participaciôn danesa en el consorcio 
aére o " Scandinavian Airlines System"(SAS). El Convenio con Suecia con- 
tiene igual prevenciôn aplicable a "A.B. Aerotransport (A B A ) ", socio 
sueco de SAS (ap. 3 del art2 13).
6.4. Las ganancias derivadas de la enajenaciôn de bie­
nes distintos de los comprendidos en los très primerez apartados, se 
regular en todos los Conveniez. Pero los criterios seguidos no son, 
en todos los cases, coïncidentes con el Modelo. El Convenio con Bél­
gica incluye las participaciones en una sociedad por acciones, que 
no forman parte del active de un establecimiento permanente; si for- 
man parte de tal active se contemplan en el ap. 2 . Con la expresiôn 
"participaciones en una sociedad por acciones" se alude ùnicamente 
a las Sociedades Anônimas , pues en las de Responsabilidad Limitada, 
el capital no se divide en acciones sine en participaciones (1).E1 
Convenio con Japôn establece que los bénéficiés obtenidos de una ena­
jenaciôn auténtica de los derechos o propiedades incluidos en la ex­
presiôn "cânones" se rijan por este articule (punto 4 del Protocole). 
La expresiôn "enajenaciôn auténtica" puede equivaler a enajenaciôn 
efectiva. El Convenio con Suecia, en esta linea precautoria, dispone 
que los derechos o bienes o que se hace r e f e r e n d a  el apartado 3 del 
art? XII - cânones - no se considerar vendidos si no se ha precisado
(1) cfr. art? 1 de la Ley de Sociedades Anônimas de 17.7.51; y art? 1 
de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada de 17.7.53.
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claramente el precio en unidades manetarias, o si la transmision 
se ha sometido a la condicion resolutaria de que el comprador deba 
revender el bien .(pârrafo segundo, del ap. 4 del art? XIII).
Los criterios de gravamen coinciden con el Modelo, 
salvo los Convenios con Brasil y Canadâ. En el primer caso, se com- 
patibilizan los gravâmenes del Estado de la residencia y de la fuen- 
te. En el Convenio con Canadâ, i n i c i a l m e n t e , se establece la facul­
tad exclusiva del Estado de residencia del beneficiario (ap. 4 art? 
XIII), para a continuacion admitir la soberania compartida del Esta­
do del que se ha sido o se es nacional, o residente durante quin­
ce ahos antes de la enajenaciôn, o en algun momento en los cinco 
anos anteriores a esta (ap. 5 art? XIII). Esta regia,basada en el 
sistema fiscal c a n a d i e n s e ,prolonga el "status" fiscal del nacional. 
En tal caso la residencia y la nacionalidad determinan el gravamen.
El Convenio con Portugal contiene, asimismo, una ex­
cepciôn al principle del gravamen exclusive en el Estado de la re ­
sidencia del t r a n s m i t e n t e . Este pais se reserva el derecho de gra­
var la emisiôn de acciones con derecho preferente de suscripcion r es­
pecte de los socios de sociedades que tengan su sede efectiva en 
Portugal (ap. 4 art? 13).
7. La actual reforma tributaria contenida en las le- 
yes 44/78 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas y 
61/78 del Impuesto sobre Sociedades ,ha pretendido establecer un 
tratamiento coherente en el regimen tributario de las ganancias y 
pérdidas de capital. Ambas normas establecen disposiciones simila- 
res con la unica variante de que en el Impuesto de Sociedades se so- 
meten a gravamen las ganancias no realizadas, manifestadas por su 
simple anotaciôn contable. Los criterios contenidos en los Conve­
nios espaholes coinciden en gran medida con los establecidos en ta-
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les normas, sobre todo si se considéra la combinaciôn de los cri­
terios personalista y territorial establecidos en aquellas normas.
7.1. En materia de bienen inmuebles, el criterio de im- 
putaciôn del poder tributario al pais en que estân sitos, coincide 
con el establecido en el Reglamento del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas de 1981, el cual en su art? 19, considéra co­
mo "rendimientos e incrementos o discriminaciones patrimoniales 
producidos en territorio e s p a h o l ...: g ) los incrementos o disminucio- 
nes patrimoniales que se deriven de bienes inmuebles situados en 
territorio espanol". Por su parte el art? 7, de la Ley del Impuesto 
sobre Sociedades considéra como incrementos obtenidos en E s p a n a . ..: 
e )"los Incrementos de patrimonio derivados de toda clase de elemen- 
tos patrimoniales situados en Espana" (1).En ambos casos el crite­
rio es terminante ; la tributaciôn de los inmuebles en el Estado de 
situaciôn encuentra en la legislacion espanola confirmaciôn plena(2).
(1) El art? 40, de la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, sobre Medidas 
Urgentes de Reforma Fiscal, puso fin a la anomalia que significaba 
que sociedades residentes en el extranjero que no operasen en Espana 
por medio de establecimiento, no tributasen aqul por las ganancias 
puestas de manifiesto en la enajenaciôn de los bienes inmuebles de 
que fueran titulares. El criterio legal hace abstracciôn de la exis- 
tencia o no al establecimiento permanente.
(2) Este criterio coincide, asimismo, con el previsto ,en su dla, en 
el art? 3, 2,b) del Texto Refundido de la Ley y Tarifas de los Impues- 
tos Générales sobre la Sucesiones y sobre Transmisiones Pat r i m o n i a ­
les y Actos Jurldicos D o c u m e n t a d o s , aprobado por Decreto 1018/1967,
de 6 de abril. Dicho precepto y apartado, relativo al gravamen sobre < 
el Aumento de valor de las Fincas Rùsticas y Urbanas (art?s 91 a 99 
del citado Texto) en ningûn momento se ha aplicado; primero,porque 
el Gobierno no hizo uso de la delegaciôn concedida por el poder le­
gislative (art? 156-2 de la Ley 41/1964); y en la a c t u a l i d a d ,porque 
la Reforma Tributaria de 1978 ha subsumido en los impuestos généra­
les y directes establecidos, el hecho imponible - ganancias de capi­
tal - que aquel contemplaba. Por elle el Real D e c r eto-Legislativo de 
30 de diciembre, a probatorio del Texte Refundido de la Ley del Im­
puesto sobre Transmisiones y Actos Jurldicos Documentados, excluye 
de su art? 1 aquel gravamen, reduciéndose a las transmisiones onero- 
sas, operaciones societarias y actos jurldicos documentados.
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Los Convenios suscritos por Espana se mantienen, en la misma linea.
Un tema que cabe plantear es la inclusion en el âmbito objetivo del 
Convenio del "Arbitrio Municipal sobre el Incremento del Valor de 
los Terrenos", vulgarmente conocido como Arbitrio de Plusvalia.El 
hecho de que la m a y oria de los Convenios aludan a"los impuestos so­
bre la Renta y el Patrimonio exigibles por cada uno de los Estados, 
sus subdivisiones politicas o entidades locales "(1), conduce a la 
posiciôn afirmativa, se exceptuarian aquellos Tratados (p. e j . Cana­
da) en que expresamente no se hace mencion de los tributos locales. 
Pero, en cualquier caso, la tributaciôn de las ganancias de capital 
en Espana no sufrirâ merma; la ùnica diferencia es que en aquellos 
casos en que el tributo no se incluya en el Convenio, el be n e f i c i a ­
rio no podrâ obtener, en su pais de residencia, la imputaciôn de lo 
pagado en Espana por las hipotéticas ganancias obtenidas aqui (2).
7.2. El régimen de gravamen de los bienes muebles afec­
tos o pertenecientes a un establecimiento o base situados en Espana, 
coincide con el de las normas internas espaholas. El art? 7-,letra 
e) del Impuesto sobre Sociedades establece un criterio estrictamente 
territorial en relaciôn con los incrementos patrimoniales derivados 
de "toda clase de elementos patrimoniales situados en Espana"; el 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas de 
1981 utiliza en el art? 19, letra g) igual fôrmula genérica.La ena­
jenaciôn de los mismos establecimiento o base fija, aqui situados 
tributa por su naturaleza i n m o b i l i a r i a , segùn las normas aplicables' 
a los inmuebles.
El hecho de que la legislaciôn patria también utilice 
como criterio de sujecciôn impositiva, el personalista o de residen- 
cia(3) cubre aquellos supuestos en que el beneficiario sea un resi-
(1) cfr. art? 1 ap. 1 del Modelo.
(2) El tema del âmbito objetivo de los Convenios se analiza detalla- 
damente en el punto 2 del art? 2.
(3)Cfr. art?s 4^ y 7- de la Ley 44/78, y 42 y 6? de la Ley 61/78.
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dente de Espana que obtenga- taies incrementos de fuentes situadas 
en el extranjero. La formula utilizada en los Convenios ("pueden 
someterse a imposiciôn") compatibiliza las potestades de los Esta­
dos de situaciôn y de residencia. El Convenio con Austria constitu­
ye, como v i m o s , la excepciôn.
7 .3 . El atribuir el gravamen de las ganancias de capi­
tal derivadas de la enajenaciôn de los buques o aeronaves dedicados 
a la navegaciôn internacional o interna, e x c l u s i v a m e n t e , al pais 
de la sede de direcci'on efectiva, o, en su caso, al de residencia 
del empresario (casos de los Convenios con Canada, Japôn, Reino U- 
nido y S u e c i a ) , puede suponer una alteraciôn de los principios es­
tablecidos en nuestra legislaciôn. Sin embargo, debe convenirse que 
las caracteristicas de esta actividad empresarial imposibilitan 
considerar que buques o aeronaves estén situados en territorio es­
panol; incluso el puerto base de los mismos, tratândose de empre- 
sas extranjeras, dificilmente se encontrarâ en Espana.Por otra 
parte, el criterio de exclusividad de gravamen es reciproco e 
igualmente favorece a Espana, dado que la obligaciôn personal de 
contribuir de las Entidades juridicas (lôgicas explotadoras de la 
actividad) se dériva de su domicilie en territorio espanol y de te- 
ner aqui la sede de direcciôn efectiva. Incluso la constituciôn de 
una Entidad con arreglo a la legislaciôn espanola détermina su re­
sidencia en Espana (1).
7 .4 . La aceptaciôn de la exclusividad de gravamen en fa­
vor del pais de residencia en todos los demâs casos distintos de 
los e x a m i n a d o s , conlleva un sacrificio teôrico para el fisco espa­
hol dado el criterio o m n i c o mprensivo y territorialista establecido
(1) cfr. art? 9 de la Ley 6 1 /7 8 .
(2) cfr. art? 19, letra g) del citado Reglamento.
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en nuestra legislaciôn. E f e c t i v a m e n t e , la Ley de Sociedades con­
sidéra incrementos obtenidos en Espana los derivados de elementos 
patrimoniales aqui situados; y el Reglamento de la Renta de las 
Personas Fisicas califica renta obtenida en Espana, los incremen­
tos que se deriven de bienes muebles situados en territorio espa­
hol o "de derechos que en él hayan nacido., puedan ejercitarse o 
debieran cumplirse, y de titulos valores emitidos por empresas es­
paholas o enajenadas en Espaha" (1) Lo que cabe preguntar, aparté 
de considerar los importantes problemas de control que se suscitan, 
es si la fôrmula e s p anola es adecuada u obedece a una voracidad 
fiscal desmedida.. Por otra parte, en algùn convenio (Canada,Fran­
cia, Paises Bajos y Suecia) se da un tratamiento especifico a las 
participaciones en sociedades i n m o b i l i a r i a s .




1. Las rentas que un residente de un Estado Contratante obtenga por 
la prestacion de servicios profesionales u otras actividades de n a t u ­
raleza independiente solo pueden someterse a imposiciôn en este Esta­
do, a no ser que este residente disponga de mane r a  habitual en el o- 
tro Estado Contratante de una base fija para el ejercicio de sus ac­
tividades. Si dispone de dicha base fija, las rentas pueden someter­
se a imposiciôn en el otro Estado, pero sôlo en la medida en que sean 
imputables a esta base fija .
2. La expresiôn "servicios profesionales" comprende especialmente 
las actividades independientes de carâcter cientifico, l i t e r a r i o ,ar- 
tistico, éducative o pedagôgico, asi como las actividades independien- 
tes de medicos, abogados, i n g e n i e r o s , arquitéctos, odontôlogos y con- 
tables. (a)
1. Uno de los problemas que plantea e] anâlisis de este ar­
ticule hace r e f e r e n d a  al propio titulo. No existe armonia en cuanto 
al termine que convenga a todos los gustos. Y esto no sôlo sucede 
con los textes originales, francés o inglés en que el Modelo de 1977 
ha sido redactado, sine también al comprobar la traducciôn por la 
que ha optadc la versiôn espanola-, "Profesiones independientes" ,"Ser­
vicios personales independientes" y "Trabajos independientes" son 
los términos utilizados, r e s p e c t i v a m e n t e , en los textes f rancés,in­
glés y espahol. La linea moderna espanola supone una desviaciôn de 
la tradicional ya que se ha optado por "Trabajos independientes" aban- 
donando la terminologia de "Profesiones Independientes" (1).
(a). Coincide integramente con el art? 14 del Mode l o  de 1 963.
(1) En la traducciôn al castellano del Convenio Modelo de 1963, se u- 
tilizan los términos de "Profesiones i n d e p e n d i e n t e s ";vid "Doble Impo­
siciôn Internacional" Instituto de Estudios F i s c a l e s .Madrid 1972,
#àg 90.
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Incluso, los Convenios espaholes tampoco mantienen un criterio 
uniforme.El hecho de que se autentiquen en una lengua extranjera, 
y luego deban ser traducidos al castellano, no siempre por la m i s ­
ma persona, conlleva que se utilicen conceptos similares aunque 
no totalmente idénticos. La cuestiôn planteada no tiene simple 
valor semântico ya que, aun cuando el precepto parece quedar redu- 
cido a las denominadas "profesiones libérales", de hecho su âmbito 
es mâs amplio, no sôlo porque la enunciaciôn de los servicios que 
integran taies profesiones, tal como se contienen en el apartado 2 
del precepto, se efectua de modo e j e m p l i f i c a t i v o , sino también p or­
que el precepto debe amiparar a todos aquellos que, sin realizar ac­
tividades industriales o comerciales, prestan trabajos en nombre 
y por cuenta propia.
Por tal razôn puede considerarse como un contra- 
sentido que un precepto de contenido amplio y genérico, intégré 
una norma interpretativa limitada a una sola de las m o d a l i d a d e s  de 
trabajo o actividad comprendidas en el Mismo.
2. El art? 14 del Modelo integra, pues, los 
trabajos que un residente de un Estado Contratante, realice en el 
otro Estado en nombre y por cuenta propia, si su actividad no mere- 
ce la calificaciôn de industrial o comercial. Esta enunciaciôn su­
pone el anâlisis de las siguientes cuestiones: quien puede ser el 
titular de la actividad; en qué consiste ésta; y cômo se efectua 
el gravamen de las rentas derivadas de su ejercicio. Los recursos 
u tilizados por el pais de la fuente para hallar un vinculo que fun­
d a m e n t  e s u  potestad tributaria compléta el cuadro expositive.
2.1. El apartado 1 del articule alude de forma in- 
du b i t a d a  a "las rentas que un residente de un Estado Contratante ob-
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tenga de la prestacion de servicios profesionales u otras ac t i v i d a ­
des de naturaleza independiente". La referencia genérica a "un r esi­
dente" détermina que sea el propio Modelo el que nos desvele el sen- 
tido de este término. Es en su articule 4 donde dice que "residente 
de un Estado C o n t r a t a n t e " ,significa "toda persona que en virtud de 
la legislaciôn de este Estado esta sujeta a imposiciôn en el por r a ­
zôn de su domicilio, residencia, sede de direcciôn o cualquier otro 
criterio de naturaleza an'aloga. Y en el art? 3,ap.1 letra a) se 
ahade que "el término "persona" comprende las personas fisicas. Las 
sociedades y cualquier otra agrupaciôn de personas". Del anâlisis de 
estos preceptos.se deduce : 1?) que los residentes a los que se re- 
fiere el art? 14, en su ap, 1, son "toda persona" y 2?) que "perso­
nas" lo son, a efectos del Convenio, las fisicas y las juridicas.La 
validez de este planteamiento y de su corolario no ofrece duda algu- 
na, pues el Modelo no sôlo considéra como criterio aplicativo, vâli- 
do y fundamental, del Convenio las definiciones en él contenidas 
(art? 3,a p . 2 ) , sino que , cuando se précisa, se diferencia el trata­
miento juridico de las personas fisicas y juridicas (aps. 2 y 3 del 
art? 4).
La distinciôn entre ambos tipcs de personas y la in- 
cardinaciôn de las fisicas en el art? 14, y de las juridicas en el 
art? 7 -bénéficies empresariales- inicialmente no plantea problemas. 
Ambos preceptos siguen un criterio idéntico en cuanto al gravamen de 
las rentas derivadas del ejercicio de actividades profesionales y 
de actividades industriales y comerciales. Es decir gravamen en el 
pais de la residencia del prestador del servicio o actividad, sin 
perjuicio de la imputaciôn que procéda por razôn de la base fija o 
e s tablecimiento permanente situados en el pais de la fuente.De este 
modo, y al seguirse el mismo criterio en cuanto a la atribuciôn de la 
soberania tributaria, parece que no existe obstâculo en circunscribir 
el âmbito subjetivo de.los articulos referidos a las personas fisi­
cas y juridicas, respectivamente. Aun-en este caso, las personas fi­
sicas - empresarios-titulares de actividades mercantiles (industriales 
o comerciales) quedarian encuadradas en el art? 7 . Sin embargo, lo
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que se pretende por algunos Estados es que el art? 14 quede limita- 
do a las personas fisicas "profesionales" estendiendo este término 
como "profesiones libérales", y el art? 7 a los empresarios titula­
res de actividades mercantiles.
Pero estas limitaciones, subjetiva (sôlo personas 
fisicas) y objetiva (sôlo actividades prof esionales ) , aplicadas al 
art? 14, no sôlo se oponen a la interpretaciôn lôgico-sistemâtica 
del propio Modelo (1), sino que implican el desconocimiento de las 
formas modernas de prestaciôn de servicios profesionales libérales, 
los cuûles, en muchos casos, aparecen desvinculados de su matiz 
personalista e individual apareciendo unidos a o r g a n i z a c i o n e s , sis- 
temas y medios de matiz tipicamente empresarial. Los gabinetes co- 
lectivos de abogados, arquitéctos, médicos o ingenieros, etc, es de ­
cir las sociedades de p r o f e s i o n a l e s , son realidad incuestionable que 
alteran los esquemas tradicionales de ejercicio de estas profesiones 
y presentan concomitancias indiscutibles con la organizaciôm e m p r e ­
sarial. Ello, sin embargo, no debe desvirtuar la naturaleza profesio- 
nal de estas actividades ni el tratamiento juridico que, como taies 
( y aun ejercidas de forma c u a s i - e m p r e s a r i a l ) les c o r r e s p o n d e .No ha 
sido éste el criterio seguido por la ONU, cuyo Departamento de Asun- 
tos Econômicos y Sociales I n t e r n a c i o n a l e s , en el "Convenio Modelo 
sobre la doble tributaciôn entre paises desarrollados y paises en 
desarrollo", ha considerado establecimiento permanente los servicios 
de consultores" (art? 5, a p . 3,b).
Por otra parte, circunscribir el âmbito objetivo del 
precepto a trabajos profesionales supone una limitaciôn "aprioristi- 
ca" de dificil defensa. Mâs adelante se desarrollarâ esta idea.
2.2. Los paises importadores de tecnologia y servicios
(1)cfr. art? 3 ap. 2; y art? 4 a p . 1.
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consideran, generalmente, que. las actividades profesionales de- 
.sarrolladas en forma empresarial, o cuasi empresarial quedan encua­
dradas en el art? 14; y no porque este articule establezca un crite­
rio de gravamen distinto del que régula tal forma de actividad, sino 
porque cabe la posibilidad de que se asimilen al concepto de "base fi­
ja", determinando la tributaciôn en la fuente, aquellos otros casos 
en que el profesional o el trabajador independiente permanecen en 
pais distinto del de su residencia un période determinado de tiempo, 
perciben aqui una cantidad determinada, o son retribuidos por un es­
tablecimiento permanente o una sociedad residente de dicho Estado.
No se requiere la conjunciôn de taies eventos. Uno u 
otro son suficientes para determinar el reparto de la soberania tri­
butaria. En el caso de que el Estado de la fuente grave los r e ndi­
mientos obtenidos en su territorio,el Estado de la residencia también 
ostenta potestad tributaria. Este Estado es titular de una potestad 
global; aquél de una soberania limitada por la extension de la obl i ­
gaciôn real de contribuir. Los Estados Contratantes son libres para 
precisar los supuestos y las modalidades que configurer la obligaciôn 
de contribuir en el Estado fuente. La posiciôn maxi m à l i s t a  del E s t a ­
do de residencia coincide con el gravamen exclusive en éste, y sin 
perjuicio del derecho del Estado de la fuente si existe una base fi­
ja instalada aqui. La posiciôn mâs desfavorable para el Estado de la 
residencia équivale a la aceptaciôn de otros supuestos que, por su 
vinculaciôn con el Estado de la fuente (fisicos : permanencia; e c onô­
micos : percepciôn de una cantidad ; o jurldicos : pago por un r esi­
dente) determinan el reparto de la soberania tributaria. La; posiciônts 
maximalista^minima, del Estado de residencia s©ndiamentralmente opues- 
tas a las del Estado fuente. Ambas posturas son asumidas como filosofia 
tributaria por los paises desarrollados y en vias de desarrollo, r es­
pe c t i vamente .
2.3. Las actividades consideradas en el articule son
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las de carâcter independiente, asimiladas casi, en su totalidad, 
a las denominadas profesiones libérales. Las de carâcter industrial 
y comercial quedan excluidas, asi como las profesionales ejercidas 
con carâcter dependiente. Esta enunciaciôn conlleva las siguientes 
m a t i z a c i o n e s :
Los trabajos independientes agrupan ademâs de los 
servicios p r o f e s i o n a l e s , otras actividades de naturaleza indepen­
diente". El apartado 2 del art? 14 del Modelo explicita el conteni­
do del término "servicios p r o f e s i o n a l e s " ,comprendiendo "las activi­
dades independientes de carâcter cientifico, literario, educativo, 
o pedagôgico; asi como las actividades independientes de médicos, 
abogados, ingenieros, arquitéctos, odontôlogos y contables". A si­
mismo, el precepto integra "otras actividades de naturaleza inde­
pendiente"; pero no explicita nada mâs. Por deducciôn hay que iden- 
tificarlas, inicialmente, con aquéllas que sin tener naturaleza 
mercantil (industrial o comercial), o sin constituir una profesiôn 
liberal, se ejercitan en nombre y por cuenta propia. La gama de 
actividades que pueden comprenderse en tal rûbrica es muy amplia. 
Abarca cualquier tipo de aquéllas, las que puedan ser objeto de una 
profesiôn y las que no. "Otras actividades de naturaleza independien­
te" es expresiôn m u y  genérica limitada intrinsecamente,cuya carac- 
t eristica es que la actividad se ejerce de forma independiente; es 
decir, en nombre y por cuenta propia, sin depender de un empleador. 
La r etribuciôn obtenida por el trabajo se percibe del cliente sin 
i n t e r mediario alguno. El trabajador independiente es empresa que 
asume directamente los riesgos.
La conclusiôn es que las actividades a que se re- 
fiere el art? 14 comprenden todo tipo de trabajos, profesionales o 
no, siempre que se presten i n d e p e n d i e n t e m e n t e .Los "servicios pro- 
fesionales" no constituyen en-si una modalidad distinta de trabajo. 
Lo que les dif e r e n c i a  es que son realizados por personas cuya ac-
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tivddad habitual reconocida oficial y legalmente, es precisamente 
ésta. El sometiniiento al precepto no la détermina el tipo de tra­
bajo, que puede ser cualquiera , sino la forma de prestarlo. Anote- 
s e , asimismo, que la terminologia del Modelo no es adecuada, pues 
el art? 14 considéra la independencia como un concepto substantivo 
(se habla de actividades de naturaleza independiente), cuando en 
realidad es una forma o modalidad juridico-economica de prestar o 
asumir un trabajo , que no afecta, en absolute, a la naturaleza de 
é s t e .
Esta conclusion debe, no obstante, perfilarse. Es 
cierto que los trabajos que integra el art? 14 son los de cualquier 
naturaleza, profesionales o no, que se presten de forma i n d e p endien­
te. Las unicas circunstancias que determinan un tratamiento juridi­
co distinto y su inclusion en otros preceptos del M o d e l o 'se vin- 
culan : 1 ?) a que el trabajo pueda calificarse, por la forma en 
que se presta o por su contenido, como actividad mercantil y los 
rendimientos como beneficios empresariales; en tal caso, se aplica 
el art? 7. Desde esta perspectiva surge la dificultad de encuadre 
de los servicios prestados por sociedades de p r o f e s i o n a l e s ; parti- 
culQrmente las integro en el art? 14; 2?) A que el trabajo se 
preste bajo la dependencia de un empresario o empleador, es decir 
en nombre y por cuenta ajena; en este caso la forma juridica de su 
prestacion détermina la aplicaciôn del art? 15 del Modelo^. y 3 2 ) a 
que el trabajo sea del tipo de los que, por su especialidad objeti­
va, se regular en otros articulos del Modelo; v.gr. artistas y de- 
portistas (art? 1 7 ).
2.4. El apartado 1 del art? 14 del Modelo atribuye la 
potestad exclusiva de gravar al Estado Contratante en el que resida 
la persona que presta el servicio. La utilizaciôn del adverbio "so­
lo" en la frase, excluye cualquier duda. El Estado de la residencia
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es el ûnico facultado para someter a tributaciôn las rentas der i ­
vadas de la prestaciôn del servicio u actividad independiente. Es­
to es asi aun en el supuesto de que taies actuaciones se lleven. a 
cabo en Estado distinto del de la residencia. Estas facultades tan 
amplias concedidas a este Estado corresponden a una filosofia tri­
butaria acorde con las aspiraciones de los paises desarrollados, 
explotadores de tecnologia y de los servivios necesarics para su 
a p l i c a c i ô n .Posiciôn distinta es la de los paises en vias de d e sar­
rollo, importadores de técnicas y servicios, los cuales propugnan 
un criterio radicalmente opuesto consistente en el gravamen e x c l u ­
sive en el pais se abonan las rentas. Entre ambas posiciones r a d i ­
cales, la OCDE ha optado por una via intermediaria, similar a la 
seguida en el caso de actividades empresariales. Consiste en la 
atribuciôn exclusiva de la soberania tributaria al pais de r e s iden­
cia del profesional o prestador del servicio, sin perjuicio de la 
facultad del pais de la fuente si auquel dispone de manera habituai, 
en esre Estado, de una base fija para el ejercicio de su actividad.
La base fija , equiparable al establecimiento p e r m a ­
nente,puede definirse como "lugar fijo de négocias en el que se efec­
tua toda o parte de la a c t i v i d a d " . La OCDE admite la aplicaciôn ana- 
logica de las directrices y criterios establecidos en los art?s 5 
y 7 del Modelo. Los principios del art? 7 para distribuir los bene­
ficios entre sede y el establecimiento p ermanente,y las pautas para 
d e d ucciôn de gastos generates y de direcciôn en la determinaciôn 
de la renta imputable al establecimiento p e r m a n e n t e ,pueden ser apli­
cables "mutatis mutandis" , a la base fija.
El ûnico requisito que exije el Modelo para que la ba­
se fija pueda constituir un lugar de négocias susceptible de devenir 
centre de imputaciôn tributaria, es que su titular disponga de ella 
habit u a l m e n t e  en el otro Estado, es decir , que sea un centre de 
actividad fijo o permanente. Los comentarios efectuados al tratar 
del art? 5 sirven de directriz en cuanto al significado de esta
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exigencia.
La existencia habitual de una base fija en Estado dis- 
sinto del de residencia détermina un reparto de soberania tributa­
ria "pero solo en la medida en que - las r e n t a s - sean imputables 
a esta base fija". En tal caso, las rentas derivadas del ejercicio 
de la actividad se gravan en el Estado de la fuente en cuanto sean 
imputables y en la medida en que lo sean , a dicha base fija; tam- 
bi'en en el Estado de residencia por ostentar éste una facultad im­
positiva global. La doble imposiciôn que en tal caso se produce 
ha de ser evitada por el Estado de residencia, mediante la impu- 
caciôn de lo pagado en la fuente, o la exenciôn de las rentas obte­
nidas en dicho Estado.
La OCDE no recoge en el art? i4 otros vinculos que 
puedan conllevar el reconocimiento de la soberania tributaria del 
Estado fuente: v.gr. permanencia fisica en este Estado por un pe- 
riodo determinado, percepciôn de una cantidad, o pago por un esta­
blecimiento o sociedad situado o residente en tal Estado. Las ob- 
servaciones efectuadas en el punto 2.2, anterior, son plenamente 
v a l i d a s .
3. Espaha tiene formulada una "Reserva" al apartado 
1 del art? 14 del Modelo. Tal reserva es congruente con la filoso­
fia tributaria espahola. Los sujetos pasivos estân sometidos a 
tributar en Espaha por obligaciôn personal (si son residentes ha­
bituates - personas fisicas - o residentes - personas juridicas - 
en territorio espahol), y por obligaciôn real (obtenciôn de r e ndi­
mientos o incrementos del patrimonio producidos en dicho t e r rito­
rio o satisfechos por persona o entidad pùblica o privada r e s i d e n ­
te en el mismo) (1). De dicha dicotomia, résulta que Espaha osten-
(1) c r f . art?s 4- y 6? de la Ley 44/78, de 8 de septiembrepy art?s 
13,14,16 y 19 del Reglamento de 1 9 8 1 , ambos referentes al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas .También los art?s 4^ , 62y 72de 
la Ley 61/1978 de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.
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ta facultades tributaries en todos aquellos casos, en que exista una  ^
vinculaciôn con su territorio, bien porque se sea residente de 'el, 
porque los rendimientos se hayan obtenido aqui, c porque se hayan 
abonado por un residente de Espaha. Tal amplitud de criterios y v i n ­
culos choca con los mas restringidos de la OCDE.
Los Convenios de doble imposiciôn suscritos por Espaha 
suponen, en la ma y o r i a  de los casos, una dejaciôn de soberania t ri­
butaria, porque salvo los Tratados suscritos con Brasil, C a n ada,Di­
namarca y Su e c i a , en todos los demas se ha renunciado a la mayoria 
de los vinculos que conllevan, segun el Derecho espahol, el e j erci­
cio de tal soberania. Tal dejaciôn, no obstante, no puede calificar- 
se peyora t i v a m e n t e  porque el Convenio es el resultado de una negocia- 
ciôn presidida por el principle del "do ut des".
Los Convenios de doble imposiciôn de carâcter general 
no ofrecen apenas especialidades en relaciôn al denominado régimen 
general de tributaciôn de los trabajos independientes: supuestos com­
prendidos, lugar de prestaciôn del trabajo, y recono c i m i e n t o  de la 
potestad tributaria al Estado de la residencia. Casi todos ellos coin­
ciden en d e n o m inaciôn de los "servicios p r o f e s i o n a l e s ". Son excepciôn 
los Convenios con A u s t r i a  (no alude a los o d o n t ô l o g o s );Brasil (inclu­
ye las actividades técnicas); Checoslovaquia (no me n c i o n a  las acti v i ­
dades pedogâgicas, pero incluye las f o r m a t i v a s );Marruecos (no incluye 
a los arquitéctos), y Polonia (no alude a los c o n t a b l e s ).Los firma- 
dos con Finlandia y Noruega incluyen a los agentes m e d i a d o r e s .Esto 
quiere decir que aun cuando la enunciaciôn de los servicios p r o f e s i o ­
nales es a titulo e j e m p l i f i c a t i v o , la inclusion e specifica de una 
categoria de ellos dete r m i n a r â  su sometimiento al precepto. Su exclu- 
siôn , es decir su no menciôn en el precepto, no conlleva el r é g i ­
men contrario, ya que todo trabajo realizado de forma independiente 
y no integrado en otro precepto del Convenios por razôn de su espe-' 
cial n a t u raleza (mercantil, artistica, atlética, etc) queda sometido 
al mismo. Por ultimo:,, los Convenios con Noruega y Rumania utilizan
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los términos de "profesiones libérales" en vez de "servicios pro- 
f e s i o n a l e s " .
Una particularidad del Convenio con Bi'asil es que "que­
da entendido que las disposiciones del art? 14 se aplicarân asimis- 
mo si las actividades fueran ejercidas por una Sociedad" (punto 6 
del P r o t o c o l e .A d . al art? 14). Las dudas que pudieran suscitarse 
en orden al âmbito subjetivo del precepto quedan plenamente desve- 
l a d a s .
El gravamen exclusive en el Estado de la residencia, 
aunque la prestaciôn de servicios tenga lugar en el otro Estado,se 
reconoce sin excepciôn en todos los Convenios espaholes. También 
en todos ellos (salve el de Brasil) se reconoce la soberania tri­
butaria del Estado de la fuente si taies servicios se près Lan ha ­
bitualmente por medio de una base fija situada en este Estado. El 
Convenio con Brasil sustituye el criterio de la base fija por el 
del lugar del pago de las r e t r i b u c i o n e s ; un Estado tendrâ derecho 
a gravar cuando sea pais fuente, considerando como tal aqu'el en 
que esté situado el establecimiento permanente o resida la sociedad 
que paga la renta. Este criterio coincide sôlo con uno al que la 
legislaciôn interna espahola v i n cula la obligaciôn real de c o ntri­
buir. La no exigencia de la base fija supone, sin duda, una omi- 
siôn importante, porque otro de los pilares de aquella obligaciôn, 
lo constituye la obtenciôn de rentas en Espaha, uno de cuyos su­
puestos es el del establecimiento permanente (base fija).
Convenios que conllevan, un mayor r e conocimiento o 
p l a s maciôn de los criterios recogidos en las normas internas e s p a ­
holas son los suscritos con Canadâ y Dinamarca y Suecia. El p r i m e ­
ro de ellos reconoce las facultades del Estado fuente en el caso 
normal de la base fija situada en éste, y en los supuestos de que 
se perm a n e z c a  en dicho Estado por un periodo o periodos de dura- 
ciôn total igual o superior a 183 dias durante el aho fiscal 
(équivale de hècho'a una residencia fiscal), o se obtengan remune-
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raciones, en tal Estado, que excedan, en el caso de servicios 
prestados en Espaha de 100.000 pts y de 2.000 dôlares canadienses 
en el caso de Canadâ. El Convenio con Suecia coincide en espiritu 
y letra con el canadiense; la ùnica diferencia se refiere a la ca n ­
tidad percibida en Suecia, pues esta se cifra en 6.500 Kr. Espaha, 
en estos c a s o s ,o b t i e n e , dadas las relaciones con taies paises y 
el flujo respective de personas y capitales, un reconocimiento ex- 
preso y casi pleno de su normativa interna. Sin embargo, en ambos 
casos (1) se exceptùan de la régla de tributaciôn por razôn de la 
p e r m anencia o del importe retributive, las rentas percibidas por 
un corredor, c o m i s ionista general o cualquier otro intermediario 
que goce de un estatuto independiente. Estas personas, por tante, 
solo tributan en el Estado fuente si disponen en este de una base 
fija, pero no en los restantes supuestos. La ampliaciôn que supuso 
el recon o c i m i e n t o  de los très criterios e n u m e r a d o s , queda limitada 
al supuesto general (base fija) para los c o r r e d o r e s , comisionistas 
o similares.
El Convenio con Dinamarca también recoge dos deroga- 
ciones importantes al principle del gravamen exclusive en el Estado 
de la residencia. Ademâs del supuesto de la base fija, si se reali- 
za una actividad independiente en Estado distinto del de r e s iden­
cia en uno o varies periodos, por un total de 90 dias durante el 
aho fiscal considerado, el fravamen corresponde a aquel Estado.
Se réitéra que en todos los casos en que el Estado de la fuente pu e ­
de gravar, se excluye la potestad que, asimismo, corresponde al 
pais de residencia. Este debe evitar la doble imposiciôn que, en 
su caso, puede producirse. En el apartado 2.4. anterior se desar- 
rollan estas ideas.
(1) Protocole, punto 3, del Convenio con Candadâ; y art? XIV apa r ­




1. Sin perjuicio de lo dispuesto en los articulos 16,18 y 19, los
dente de un Estado Contratante por razôn de un ejemplo sôlo pueden
someterse a imposiciôn en este Estado, a no ser que el empleo se
ejerza en el otro Estado Contratante. Si el empleo se ejerce aqui.
las remuneraciones percibidas por este concepto puedan someterse a
imposiciôn en este otro Estado.
2. No obstante, lo dispuesto en el pârrafo 1, las remuneraciones
obtenidas por un residente de un Estado Contratante por razôn de 
un empleo ejercidc en el otro Estado Contratante sôlo pueden some­
terse a imposiciôn en el primer Estado si:
uno o varios pariodos, mâs de ciento ochenta y très dias'
durante el aho fiscal considerado;
b) las remuneraciones se pagan por o en nombre de una perso-
na empleadora que no es residente del otro Estado, y
c ) las remuneraciones no se soportan por un establecimiento
p ermanente o una base fija que la persona empleadora tie-
ne en el otro Estado.
3. No obs tante, las disposiciones precedentes del présente articule
las remuneraciones obtenidas por razôn de un empleo ejercido a bor-
do de un buque o aeronave explotado en trâfico internacional o de
una e m b a rcaciôn destingda a la navegaciôn interior pueden someterse 
a imposiciôn en el Estado Contratante en que esté situada la sede 
de direcciôn efectiva de la empresa (a).
(a) Coincide plenamente con el art? 15 del Modelo de 1963.
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1. El articule es de dificil i n t e r p r e t a c i ô n .Tal d i f i ­
cultad dériva de los obstâculcs que se oponen a la d e t e r minaciôn 
de su contenido, y de su compleja redacciôn.
1.1. El âmbito objetivo del precepto lo constituyen los 
servicios personales por cuenta ajena, es decir aquellos que se pre s ­
tan por un residente de un Estado Contratante al servicio de terce- 
ra persona que puede ser residente o no del mismo Estado que éste, 
pero que, en cualquier caso, lo es de un Estado distinto de aquel 
en que se prestan los servicios o se realizan los trabajos , o de 
aquel en que reside la persona empleadora o radica el e s t a b l e c i m i e n ­
to permanente o base fija que soporta el pago. El articulo 15 se re ­
fiere a los trabajos que se prestan por personas que trabajan por 
cuenta ajena y cuya retribuciôn no se percibe por éstas d i r e c t a m e n ­
te sino por las personas (fisicas o juridicas) que los emplean. El 
precepto aun cuando se titula "trabajos d e p e n d i e n t e s " ,deberia 11e- 
var el encabezamiento de "servicios personales por cuenta ajena", 
puesto que su caracteristica es que el riesgo se asume por el e m p l e a ­
dor para quien se trabaja y no por el trabajador. El empleador es 
la empresa, uno de cuyos elementos, el personal, lo constituyen las 
personas que para ella trabajan. A su vez, los trabajos pueden pres- 
turse en el Estado en que aquélla radica o en otro distinto. En es-' 
te supuesto, este otro Estado se califica como Estado fuente por 
provenir del mismo los pagos que retribuyen los servicios. En todos 
los supuestos en que el trabajador lo es por cuenta ajena, la r e l a ­
ciôn d e r ivada de la prestaciôn de sus servicios en el m i smo o d i s ­
tinto Estado en que radica la empresa empleadora, genera una r e l a ­
ciôn triangular: de la empresa con su empleado; del trabajador con 
la persona a quien directa o inmediatamente presta el servicio; y 
de ésta con la empresa de quien el trabajador es un mero asalaria-
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do. Las rentas que cubre el art? 15 del Modelo, son , p r e c i s a m e n ­
te , las derivadas de la segunda de las relaciones consideradas y 
que se atribuyen al primer empleador, y no al trabajador en si; 
éste es retribuido por su empresa con arreglo a los criterios 
que ambas partes hayan convenido. Los pagos que retribuyen "tra- 
bajos dependientes o por cuenta ajena" constituyen, en realidad 
rentas de empresa. Constituyen un ingreso empresarial, del cual 
resultara el bénéficie gravado por el art? 7 del Modelo. El art+ 
15 esta redactado atendiendo no a las rentas en si, sino al E sta­
do a quien se atribuye la potestad de su gravamen.
1.2. La redacciôn del art? 15 es compleja porque el 
supuesto base, viene afectado por una excepciôn que a su vez es 
objeto de una contraexcepciôn que implica una vuelta a la formu- 
laciôn de principle. A su vez, el precepto en su conjunto, se 
aplica sin perjuicio de lo dispuesto en otros articulos del M o d e ­
lo, que, sin embargo, no integran todos los casos que constituyen 
una d e r o gaciôn del mismo. La formulaciôn se compléta con el ré­
gimen excepcional establecido para los empleos ejercidos a bordo 
de buques o aeronaves explotados en trâfico internacional o de 
embarcaciones destinadas a la navegaciôn interior.
2. El apartado 1 contiene la formulaciôn mâs amplia 
y general. La regia bâsica es la de que las rentas (sueldos, sa­
laries y remuneraciones) obtenidos por un residente de un Estado 
C o n t ratante en razôn de un empleo sôlo pueden someterse a impo s i ­
ciôn en este Estado. Diversas cuestiones suscita la lectura de 
este pârrafo. La mâs problemâtica se refiere a la persona que 
puede realizar el trabajo o prestar el servicio. Inicialmente los 
criterios son favorables a identificar dicha persona con una per-
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sona fisica, pues el articulo alude a rentas obtenidas por razôn 
de un empleo, e, i n d u d a b l e m e n t e , tal relaciôn juridica sôlo cabe 
p redicarla de aquéllas. Sin embargo, una consideraciôn permenoriza- 
da riel preceptor puede ampliar aquel âmbito a las personas juridicas. 
Las siguientes consideraciones avalan esta postura: a) la filosofia 
del articulo es determinar el Estado compétente a quien corresponde 
el gravamen de las rentas abonadas por unos trabajos determinados 
mâs que concretar el tipo de relaciones juridicas a que se refiere; 
b) se alude a remuneraciones, a salaries y a sueldos; aquéllas cons­
tituyen una categoria retr i b u t i v a  genérica que necesariamente no im­
plica la vinc u l a c i ô n  de empleo propia de salaries y sueldos; y c) 
el propio articulo admite que tales remuneraciones sean obtenidas 
por un "residente", y éste es un término genérico que abarca los in- 
dividuos y las entidades juridicas. Tal ampliaciôn subjetiva implica 
q u e ,por ejemplo, la retribuciôn obtenida por una sociedad profesional 
al servicio de una empresa, es decir actuando en nombre, por cuenta 
y riesgo de ésta se comprenda en este articulo. Debe reconocerse, 
no obstante, que el supuesto normal lo cosntituye el de una persona 
fisica emple a d a  p e r manentemente por una empresa y actuando en otro 
Estado en nombre y por cuenta de ésta.
O b j e t i v a m e n t e , la materia imponible lo constituyen 
los salarios, sueldos y remuneraciones obtenidas por un residente 
de un Estado por los servicios prestados. La relaciôn triangular a 
que se ha aludido permite distinguir entre las rentas que c o n s t i t u ­
yen la retr i b u c i ô n  de los servicios prestados por el empleado y las 
rentas que c o n s t ituyen la retribuciôn del trabajo de éste. Las prime-, 
ras, corren a cargo de la persona beneficiaria de los servicios; las 
s e g u n d a s , a cargo cargo del empleador. El articulo no contiene tal 
matiz. Se limita a establecer, u n i f i c â n d o l a s , la competencia del 
Estado de la residencia. El articulo d e  un tratamiento conjunto a 
ambas rentas, pero cabe su d i f e r e n c i a c i ô n , pues la retribuciôn que
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percibe el ampleado puede no guardar proporciôn con la r e t ribu­
ciôn que abona el beneficiario del servicio residente en el Esta­
do fuente.
El criterio de gravamen establecido en el ap. 1 del 
articulo consistefen atribuir la potestad tributaria al Estado de 
la residencia del empleado. Tal atribuciôn lo es con carâcter ex­
clusive porque la utilizaciôn del adverbio "sôlo" despeja cual­
quier duda que puede suscitarse.
Las excepciones que, a esta formulaciôn general, se 
contienen en el articulo, se derivan : a) de una circunstancia 
tan accidentai como es la del lugar de ejercicio del e m p l e o ;
b) del régimen juridico particular que se da a un tipo e s p e c i f i ­
co de r e n t a s c )  de la especialidad de los empleos ejercidos a 
bordo de buques o aeronaves:
2.1 . El hecho de que el empleo se ejerza en el Est a ­
do fuente détermina la distribuciôn de la potestad tributaria en­
tre este Estado y el de residencia. Aquel puede gravar las r e tri­
buciones abonadas por el ejercicio de la actividad ; a ésto alude 
la p roposiciôn segunda del a p . 1 del articulo, cuando dispone:
"si el empleo se ejerce aqui, las remuneraciones percibidas por 
este concepto pueden someterse a imposiciôn en este otro E s t a d o " . 
De todos m o d o s , es el Estado de residencia el que, en todo caso, 
deberâ evitar la doble imposiciôn que se produce como consecuen- 
cia de esta potestad compartida.
,El ejercicio del empleo en el Estado fuente de ­
terminarâ la permanencia de la persona prestadora de los s e rvi­
cios o trabajos en el Estado en que desarrolle su actividad. La 
filosofia del supuesto es distinta de la que inspira el apartado 
2 del articulo, tendente a facilitar,por cortos plazos, el movi- 
mien t o  internacional de empleados cualificados para la puesta a
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punto de las instalaciones técnicas.
El ejercicio permanente de un empleo por cuenta aje­
na en el Estado en donde se abonan las retribuciones, détermina el 
reconocimiento de la soberania de este Estado. Este criterio quie- 
bra en el caso de que, aun ejerciéndose el empleo en este Estado, 
concurran c onjuntamente las circunstancias siguientes:
a) no permanencia total del perceptor, en uno o varios 
periodos, en este Estado , por mâs de 183 dias du ­
rante el aho fiscal considerado;
b) pago de las remuneraciones por o en nombre de un 
e mpleador no residente de este Estado; y
c) pago no efectuado con cargo a un establecimiento 
p ermanente o base fija que el empleador pueda te­
ner en el Estado fuente. (1).
La c o n c u rrencia acumulativa de estas circunstancias, 
redactadas de forma n e g ativa (no permanencia, y no pago por un r e s i ­
dente del Estado fuente o con cargo a un e s t a b l ecimiento p e r m a n e n ­
te o base fija situados aqui), implica que el gravamen se exaccio- 
na ùnicamente en el Estado de residencia. Por ello si se da una so­
la de taies circunstancias la soberania se atribuye cinjuntamente 
a ambos Estados. La razôn de este criterio compartido se basa en 
que el Estado fuente encuentra un vinculo suficiente en que funda- 
mentar el ejercicio de su poder tributario, bien porque el e m p l e a ­
do permanece en su territorio mâs de 183 dias (lo cual équivale a 
una r e s i dencia fiscal), porque el empleador reside en su territorio 
(el Estado fuente grava las rentas abonadas por una persona en que 
se dé tal circunstancia), o porque el pago se efectua con cargo a 
un est a b l e c i m i e n t o  p ermanente o base fija, (supone una v inculaciôn 
real justificativa del gravamer).
De todos estos requisitos el que ofrece un problema
(1 ) cfr. ap. 2 del art? 1 5 .
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mayor es el del compute de los 183 dias, sobre -todo cuando el ano 
fiscal no coïncida en los dos Estados. Tal dificultad podra sosla- 
yarse en las negociaciones bilatérales haciendo referencia al ano 
fiscal de] Estado en que se ejerce el empleo, o simplemente el ano 
natural. El compute y la v a l o racion dada a las interrupciones n or­
males del trabajo pueden dar lugar a situaciones e x t r e m a s , sobre to “ 
do si se considéra que el plazo de 183 dias es el que se fija, nor- 
m a l m e n t e ,para considerar a u n a persona f i s i c a , r e s i d e n t e .
Con arreglo a los criterios expuestos, el articule 
establece, en resumen , los siguientes criterios:
12 Regia general: gravamen exclusive en el Estado de
residencia del prestador del servi- 
c i o .
22 Excepcion : gravamen conjunto en ambos Estados
(residencia y fuente) si el empleo
se ejerce en el Estado fuente y con- 
curre alguna de las circunstancias 
- consideradas positivamente©- con- 
tenidas en las letras a) b) y c) del 
ap. 2 del articule.
32 Excepcion a la
excepcion : gravamen exclusive en el Estado de
residencia aunque el empleo se ejer- 
za en el Estado fuente si se da algu­
na de las citadas circunstancias,tal 
come estan redactadas.
2.2. El segundo tipo de excepciones al regimen estable- 
cido en el art2 1 5 , dériva del r e c o n o cimiento que se contiene en el 
prece p t o  de otros regimenes especiales fijados para determinadas 
rentas. El apartado 1 dispone que "sin perjuicio de lo dispuesto en 
los articulos 16, 18 y 19". Esto quiere decir que el regimen juri- 
dico de las participaciones de c o n s e j e r o s ,pensiones y funciones pu- 
blicas, es el que se détermina en tales preceptos y no el que les 
pueda corresponder por aplicaciôn del art2 1 5 . No obstante, y a pe- 
sar de esta concrétion legal,estimo que en el art2 15 existe una
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laguna porque deberia referirse, asimismo, a los artistas y dé ­
partis tas ( art2 17).Estas personas pueden percibir rentas atribui- 
das no a ellas directamente sino a un tercero, lo cual les convier- 
te en empleados o asalariados de esta; y ademâs el a r t 2 1 7 , en su 
apartado 1 , admite que el régimen juridico establecido en los artss 
14 y 15 se doblegue ante sus propias n o r m a s .
2 .3 . El tercero de los supuestos que implican e x c e p ­
cion al régimen general, dériva de la especiûlidad de los servi- 
cios prestados a bordo de un buque o aeronave explotados en trâfi- 
00 internacional o de una embarcaciôn destinada a la navegaciôn 
por aguas interiores (ap. 3). El supuesto general y mas amplio es 
el p rimeramente considerado, pues la navegaciôn interior solo ad- 
quiere r e l e vancia en contados casos. El apartado 3 dispone que las 
retribuciones percibidas por taies servicios "pueden someterse a 
imposiciôn en el Estado Contratante en que esté situada la sede 
de d i r e c c i ô n  efectiva de la empresa". Este criterio coincide con 
el e s t a b l e c i d o  en el arts 8 para la tributaciôn de las rentas de 
la navegaciôn. No o b s t a n t e , los Estados pueden acordar la sustitu- 
ciôn de este criterio por el de la nacionalidad del buque o aero­
nave o el de la resi d e n c i a  de la empresa. El criterio de la r e s i ­
dencia no d é t e rmina diferencias notables si la empresa es una p e r ­
sona juridica (la resi d e n c i a  es un criterio mas amplio que suele 
comprender, como en el caso espanol (1 ), la sede de direcciôn efe c ­
tiva), pero si en el supuesto de que sea un individual. La impor-- 
tancia de las inversiones requeridas para taies explotaciones 
conllevan la exclusiôn de las personas fisicas como empresarios.
(1 ) Cfr. a r t 2 9 , Entidades juridicas residentes en Espana, de la 
Ley 61/1978 de 27 de diciembre del Impuesto sobre Sociedades.
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3. Los Convenios espanoles de doble imposiciôn no se 
alejan de la normativa interna espanola. De acuerdo con el a r t 2 79 
de la Ley 44/1978, de 8 de sptiembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas, la obligaciôn real de contribuir surge cuando 
se obtienen rendimientos en territorio espanol, o cuando éstos son 
satisfechos por persona o entidad pùblica o privada residente de Es­
pana. La limitaciôn que se dériva de esta esquemâtica enunciaciôn 
se compléta con el establecido en los artss 14 y 19 del Reglamento 
del Impuesto de 1981, en cuya virtud los supuestos de rentas obte- 
nidas en Espana se amplian c o n s i d e r a b l e m e n t e .las circunstancias 
que, en el Modèle, determinan la obligaciôn de contribuir en el Es­
tado de la fuente se recogen en la legislaciôn espanola.
3 .1 . Dichos Convenios se adaptan casi por complete a las 
normas y criterios establecidos en el arts 15 del Modelo. No existe 
excepciôn alguna al que se ha denominado régimen general, es decir 
aquel en cuya virt-ud la facultad de gravar se atribuye, primera y 
e x c l u s i v a m e n t e , al Estado de la residencia de la persona que presta 
el servicio o realiza el trabajo.
En el .caso de p restaciôn efectuada en el Estado fuente,sôlo 
dos Convenios se apartan del criterio propuesto. Son los Convenios 
con A u s tria y Canada; en ellos se ha optado por la tributaciôn ex- 
clusiva en este Estado.
La excepciôn a la excepciôn del apartado 2 del arts 15 del 
Modelo se recoge, también, en la casi totalidad de los Trata d o s ; s i n  
embargo, alguno de ellos ofrece ciertas p a r t i c u l a r i d a d e s .Asi los 
Convenios con Bélgica y Canada se refieren , en relaci'on con el 
période de residencia, al aho dvilen vez deal fiscal ; 1 0 s suscritos con' 
Prasil y Japôn, al aho natural. El de Dinamarca especifica que las 
r e m u n e raciones a que se refiere el ap. 2 del arts 15 pueden gravar- 
se en el Estado fuente si el perceptor permanece aqui por un p é r i o ­
de que exceda de 183 dias durante el ano fiscal c o n s i d e r a d o ( P r o t o c o ­
le a p . III. Ad. al arts 1 5 , punto 1). Todos los Convenios atribuyen
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una potestad compartida de gravamen al Estado de la fuente si la re- 
tribucion se abona por un residente de este Estado. El Convenio con 
Canada establece ademâs , otro vinculo adicional en favor del Estado 
f u e n t e : que la retribucion abonada supere, en el ano civil considera­
do, la cifra de 2.000 $ canadienses 6 100.000 pts, segun que el em­
pleo se ejerza en Canada o en Espana. Este requisite juega alternati- 
vamente con los que exigen que el pago se efectue por un empresario 
o en nombre de un empresario residente del Estado fuente, y que las 
remuneraciones se hagan con cargo a un establecimiento permanente 
o base fija aqui situados.
3 .2 . El régimen aplicable al empleo ejercido en buque 
o aeronave esplotados en trâfico internacional se contiene en todos 
los Convenios. Ademâs, los suscritos con Austria, Noruega y P o r t u ­
gal recogen la navegaciôn por aguas interiores. Salvo el caso con 
Portugal no encontramos la razôn de tal clâusula en los otros dos 
supuestos. El Convenio con Rumania incluye el trâfico terrestre (vé­
hiculés automôviles) y el de Polonia , ademâs de esta modalidad, el 
transporte por ferrocarril. El criterio de gravamen coincide con la 
sede de d i r e cciôn efectiva en casi todos los Tratados. Sin embargo, 
los suscritos con Canadâ , Japôn y Reino Unido aluden a la residencia 
de la empresa explotadora; y el de los Paises Bajos, a la residencia 
del trabajador. El Tratado con Austria, aun optando por el criterio 
de la sede de direcciôn efectiva, atribuye el gravamen exclusive al 
Estado en que ésta se encuentra. El Convenio con Dinamarca, en el 
caso de expl o t a c i ô n  conjunta y solidaria de la empresa por socios 
residentes en dos Estados C o n t r a t a n t e s , si no puede determinarse 
donde se enc u e n t r a  la sede de direcciôn efectiva., se admite el g r a v a ­
men en el Estado de registre de los buques o aeronaves. Esta i m posi­
ciôn no excluye la del Estado de resi d e n c i a  del empresario; se trata 
de un criterio sustitutivo del de la sede de direcciôn. A falta de 
re g i s t r e  se aplica la norma general contenida en el ap. 1 del a r t s i 5
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(protocole ap. III ad. al arts 1 5 -, punto 2). También el Convenio 
con Dinamarca recoge el régimen proporcional del Consorcio SAS, en 
cuya virtud los rendimientos de éste se atribuyen proporcionalmen- 
te al socio danés (Protocole Ap. III. ad. al arts 1.5 , punto 3).
3 . 3 . Los dos unices Convenios que hacen referencia a 
los trabajadores fronterizos son , logicamente, los suscritos con 
F rancia y Portugal. Ambos gravan las retribuciones obtenidas por 
aquéllos solo en el pais de su residencia. El Convenio con Francia 
exige la justificaciôn de tal cualidad mediante el documente fronte- 
rizo (ap. 4 del arts 1 5 ). El de Portugal, impone que los t r a bajado­
res residan en los términos municipales de une de los Estados, li- 
mirrofes con el otro Estado; ademâs que trabajen en los términos li- 





Las p a r t i c i p a c i o n e s , dietas de asistencia y otras r e t r i b u c i o ­
nes similares que un residente de un Estado Contratante obtenqa co­
mo miembro de un Consejo de A d ministraciôn o de vigi l a n c i a  de una 
sociedad residente del otro Estado Contratante pueden someterse a 
imposition en este otro Estado (a).
1. Aun cuando el articule se titula "participaciones de Con- 
sejeros", su âmbito objetivo es mas amplio. Comprende esta forma de 
rétribution y cualquiera otra que una persona, miembro de un Conse­
jo de Administration o vigilancia, obtenga por la r ealization de una 
actividad en calidad de tal. El precepto que nos ocupa es una m a n i ­
festation de los "trabajos dependientes o por cuenta ajena" aludidos 
en el arts 15 del Modelo. La especialidad de las rentas tratadas en 
el arts 16 dériva, no del régimen en que dichos trabajos se realizan 
(por cuenta propia o ajena), sino de la actividad en si. Esta c o n s i s ­
te en la prestation de un servicio en los Organos caracteristicos de 
las sociedades de capitales que tienen por misiôn la administration  
y vigilancia de las mismas. Esta especialidad y la dificultad de 
determinar donde se pres t a  el servicio justifica el desglose que e- 
fectua el Modelo de 1977. El arts 15 dispone taxativamente que "sin 
perjuicio de lo dispuesto en el arts 1 6 "... , lo cual équivale a 
reconocer la i n d e p endencia juridica y especialidad de las rentas p er­
cibidas por los miembros de los Consejos de A d m i n istration , v i g i l a n ­
cia u organos similares.
(a) Coincide plenamente con el arts 16 del Modelo de la O.C.D.E. 
de 1 963.
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2. Desde el punto de v i s t a  subjetivo, el arts i6 aJude a los 
residentes de un Estado Contratante. El término "residente" abarca a 
las personas fisicas y juridicas. En tal sentido la mayoria de las 
legislaciones modernas admiten la posibilidad de que una entidad os- 
tente el cargo de A d m i n i s t r a d o r . Por ejemplo, la ley francesa de 1966 
referente a las sociedades anônimas , dispone que las personas ju­
ridicas podrân ser nombradas administradores; pero después de su 
nombramiento designarân un r e p r é sentante permanente que se someta 
a las condiciones, obligaciones y responsabilidades civiles y pén a ­
les iguales a las de los administradores en nombre propio.y sin 
perjuicio de la r e s p o n s a b i l i d a d  solidaria de la persona juridica re- 
presentada (arts 91). El arts 71 de la Ley de Sociedades Anônimas 
de 17 de julio de 1951, suprimiendo el arts 83 del A n teproyecto de 
Ley que prohibia tal posibilidad, puede interpretarse en el mismo 
sentido permisivo, si bien la persona juridica podrâ ser a d m i n i s t r a ­
dor a través de la persona fisica que la représente. Por otra parte 
los artss 82 y 8 3 , que e s t a b l e c e n  las incapacidades e incompatibili- 
dades de los a d m i n i s t r a d o r e s , no contienen ninguna norma de la que 
puede inferirse aquella i mposibilidad (1 ).
El arts 16 d e l Mocfelo alade, asimismo , al Consejo de Vigilancia. 
Tal referencia se debe a la existencia, en el âmbito de determinadas 
legislaciones, de un Organo de tal indole con la misiôn de controlar 
permanente la gestiôn de la sociedad (arts 128 de 10 ley francesa 
de 1966, y arts 84 de la ley alemana de 1965). No se olvide que el 
Modelo es resultado del trabajo efectuado en un Foro -en el que las 
tendencias e instituciones de los Paises Miembros pretenden tener 
cabida. La determinaciôn de quienes pueden ostentar el carâcter de 
miembro del Consejo es cuestiôn que pertenece al Derecho de cada uno 
de los Estados. Asi, por ejemplo el arts 1 00 de la Ley Alemana ci-
(1 ) Para mâs detalles sobre la m a t e r i a  : vid. Velasco A. "La Ley 
de Sociedades Anônimas, Anotaciones y C o n c o r d a n c i a s " .Ediciones Ariel 
Barcelona I969;pâgs 287 a 341.
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tëda, dispone :"Solo podrân ser miembros del Consejo de V i g i l a n ­
cia las personas naturales con capacidad j u r i d i c a " . Tal limitaciôn 
u otra similar reducen indirectamente el âmbito de aplicaciôn sub- 
jetiva del arts 16 del Modelo al circunscribirlo a los residentes, 
personas fisicas.
Otros ôrganos asimilables a los Consejos de A d m i n i s ­
traciôn y de Vigilancia tienen cabida en los Convenios en base a 
las negociaciones bilatérales de los Estados C o n t r a t a n t e s . En Espa- 
ha la Ley de Sociedades Anônimas de 1951 no se refiere a tal tipo 
de ôrganos.
3. Desde el punto de v i sta objetivo. las rentas 
que taies personas obtengan en su calidad de miembros de taies Con­
sejos u ôrganos son las que reciben un tratamiento juridico esp e ­
cial. Esta formulaciôn conlleva dos matizaciones : a) determinaciôn 
positiva de taies rentas, y b) exclusiôn de las que se perciban 
por el ejercicio, en la sociedad, de actividades distintas.
3.1. "Las participaciones, dietas de asistencia y 
otras retribuciones" son rentas a las que enunciativamente se r e f i e ­
re el a r t 5 '= 6 del Modelo. Usualmente, la retribuciôn de los a d m inis­
tradores debe fijarse en los Estatutos de Is Sociedad. La menciôn 
se refiere a la forma de la retribuciôn y no a su cuantia.Los Est a ­
tutos deben concretar si la retribuciôn consiste en un sueldo fijo, 
en la percepciôn de dietas, en participaciones sobre bénéficiés o 
ingresos etc. Si la retr i b u c i ô n  consiste en tal participaciôn debe 
determinarse el coeficiente aplicable. La medida de la p a r t i c i p a ­
ciôn, o sea, el tanto por ciento en que se cifra, debe constar en 
los Estatutos con certeza y determinarse claramente su base; puede 
también senalarse un limite mâximo de percepciôn. Cuando la r e tri­
buciôn consista en una participaciôn en las ganancias, sôlo po-
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drâ detraerse de los beneficios liquidos (arts 74 de la Ley espaho- 
la de Sociedades Anônimas). Los miembros de losA Consejos de V i g i ­
lancia pueden ser remunerados adecuadamente a sus funciones y a la 
situaciôn de la sociedad (arts 98 de la ley alemana de 1 9 3 7 ).
La legislaciôn fiscal espanola contenida en la Ley
44/1978 de 8 de septiembre, del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Fisicas, recoge , en el arts 1 4 , de forma genérica todo ti ­
po de rentas. Considéra rendimientos del Trabajo, "todas las con- 
t r a p r e s t a c i o n e s , cualquiera que sea su denominaciôn o naturaleza 
que se deriven directa o indirectamente, del trabajo personal del 
sujeto p a s i v o " . El'Reglamento 1981 alude a sueldos, participaciones 
en beneficios, y dietas (arts 41 aps a)c) y g). La Ley del Impues­
to sobre Sociedades de 1978 integra en el concepto de renta del su­
jeto pasivo los rendimientos derivados de actividades profesiona- 
les o de trabajo personal (arts 3 ).
3 .2 . Las rentas derivadas del ejercicio de cu a l q u i e ­
ra actividad distinta de la considerada en el arts 16 se excluyen 
de su âmbito. Régula sôlo las rentas percibidas por un residente 
de un Estado en calidad de miembro de un Consejo de A d ministraciôn  
o de Vigilancia. Los servicios que la Misma persona pueda prestar 
a la Entidad como asesor, empleado, consultor, etc. quedan fuera 
del precepto, aplicândose los articulos que regulan el régimen de 
los trabajos independientes y por cuenta ajena, es decir los arti­
culos 14 y 1 5 . En tal caso, la soberania tributaria se atribuye 
no al Estado en que reside la sociedad a la que se prestan los
servicios, sino al Estado de residencia de tal persona. No O b s t a n ­
te, la aplicaciôn de los artSs 14 ô 15 dependerâ del régimen ju­
ridico de los servicios (por cuenta propia o ajena), y del cumpli- 
m i e n t o  de los requisitos que en taies preceptos se exigen.
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4. La soberania tributaria se atribuye al Estado en que 
reside la Sociedad en cuyos Consejos (de Administraciôn y/o de V i ­
gilancia) u Organos similares se presta la actividad déterminante 
de la renta gravada. Tal criterio supone una concesiôn al pais de 
la fuente, coïncidente en este caso con el Estado donde reside la 
sociedad que abone las retribuciones. Implica gravar las rentas de 
trabajo en el pais en el que se ejerce la actividad. La opciôn obe- 
dece, por otra parte, a la dificultad de determinar donde se lleva 
a cabo aquella. El Modelo se inclina por el pais en que reside la 
Sociedad que se bénéficia de la actividad en cuestiôn. Pero tal 
gravamen no excluye, en ningùn caso, la potestad del Estado donde 
reside el que presta el servicio. La utilizaciôn de la fôrmula "pue­
den someterse a imposiciôn en este otro Estado" expresa esta idea.
Las remuneraciones distintas de las apuntadas se gravan, 
con arreglo al criterio de residencia. Su gravamen en el Estado fuen­
te (es decir donde se presta el servicio) se produciria si tratândo- 
se de un trabajo calificado como independiente (p. e j . consultoria 
juridica) se ejerce a través de una base fija situada en este E s t a ­
do; o cuando en el caso de un trabajo por cuenta ajena se diesen "a 
sensu contrario" alguna de las circunstancias enumeradas en el a p .
2 del arts 15 del Modelo.
5 . Los Convenios espanoles de doble imposiciôn siguen 
de cerca el Modelo de la OCDE. Subjetivamente el ùnico Convenio 
que ofrece especialidad es el de Bélgica, el cual circunscribe su 
âmbito a las sociedades por acciones (Sociedades anônimas) y a las 
sociedades en comandita por acciones respecte de las remuneraciones 
de los socios comanditarios (ap. 1 del arts 1 6 ).
Desde el punto de vista objetivo, la materia imponible 
(participaciones, dietas de asistencia y retribuciones similares)
coincide en la casi totalidad de los Convenio. El suscrito con 
Japon alude genéricamente a "retribuciones" sin mâs especifica- 
ciôn; el de los Paises Bajos, a "dietas de asistencia y r e t ribu­
ciones similares" y a "remuneraciones y otras retribuciones" se- 
gùn se refiera r e s p e c t i v a m e n t e , a un residente de los Paises Ba­
jos o de Espana. En general, las rentas percibidas lo son por los 
servicios prestados por una persona miembro de un Consejo de A d m i ­
nistraciôn o de vigilancia. Constituyen una excepciôn, los T r ata­
dos con Dinumarca, Japôn, Noruega, Paises Bajos, Reino Unido, Sue- 
cia, Checoslovaquia y Polonia; ninguno de ellos se refiere al Con­
sejo de Vigilancia. Tal exclusion obedece a las particularidades 
de los regimenes juridicos de los Estados, Pues no existen concor­
dancias orgânicas absolutas. El Convenio con los Paises Bajos, a- 
lude a miembros de un Consejo de Adminis t r a c i ô n , y  a "bestuurder" 
o "commissaris" segùn que los que ejerzan el cargo sean, res p e c t i ­
vamente, residentes de aquel pais o de Espana. El Convenio con Po­
lonia alude al Consejo de A d ministraciôn u otro ôrgano similar.
Las rentas percibidas por razôn de otro tipo de 
actividades, su exclusiôn del âmbito delà arts 16 y su remisiôn a 
los respectivos articules del Convenio, es una menciôn que se con­
tiene sôlamente en los Tratados con Bélgica, Francia y Portugal. 
Este ultimo especifica que el sometimiento al art^ 16 - p a r t i c i p a ­
ciones de consejeros - sôlo opera cuando las remuneraciones se fi- 
jen y paguen por la sociedad por la participaciôn en las a c t ivida­
des del Consejo de A d ministraciôn o de Vigilancia; en otro caso 
se aplicarân las disposiciones del art^ 15 - Trabajo dependiente -, 
Los Convenios con Bélgica y Francia remiten ambos al a r t 2 14 - 
Trabajos independientes - o al arts 15 - Trabajos dependientes - 
segùn procéda.
La facultad compartida de gravar reconocida a ambos 
Estados se recoge en todos los Convenios, salvo en los de Austria
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y Francia; en éstos el g r a v a m e n , se atribuye exclusivamente al 
Estado de la fuente. El criterio compartido de gravar supone un 
ligero sacrificio fiscal desde el punto de vista espanol. De acuer­
do con nuestro sistema tributario constituyen un supuesto de obli­
gation real de contribuir, los rendimientos satisfechos por una 
persona o Entidad pùblica o privada residente en territorio espa- 
hol (1). El r e conocimiento de la soberania del Estado de r e s iden­
cia supone una alteraciôn parcial del sistema.
,f1 ) cf. a r t 2 4 0 , uno,b) de la Ley 44/78, de 8 de septiembre y arts 
14 del Reglamento de 1981, referentes al Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas . Asimismo, el arts 4, uno,b) de la Ley 




1. No obstante, lo dispuesto en los articulos 14 y 15, lüs rentas 
que un. residente de un Estado Contratante obtenga del ejercicio de 
su actividad personal en el otro Estado Contratante, en calidad de 
artista del espectâculo, actor de teatro, cine, radio y television, 
o mûsico, o como deportista, pueden someterse a imposition en e s t e 
o t r o E s t a d o .
2. No obstante lo dispuesto en los articulos 7,14 y . 15 cuando las 
rentas derivadas de las actividades ejercidas por un artista o d e por­
t i s t a personalmente y en calidad de tal se atribuyan, no al propio 
artista o deportista, sino a otra persona, estas rentas pueden some­
terse a imposition en el Estado Contratante en el que se realicen 
las actividades del artista o deportista ( a ) .
1. El arts 17 del Modelo de la OCDE recoge un supues­
to tipico de rentas del trabajo y p r o f e s i o n a l e s : las obtenidas por 
los artistas y deportistas. El articulo no distingue entre artistas 
dependientes e independientes ni incluye los artistas o deportistas 
al servicio de un Estado, una subdivision politica o corporaciôn lo­
cal. La no d i f e r e nciaciôn entre el régimen por cuenta propia o aje­
na conlleva que el M o delo no adopte la soluciôn prevista para los 
profesionales libérales o trabajadores por cuenta propia del art914, 
ni se les considéré como uno de los supuestos excepcionales cuyo ré ­
gimen especifico se respeta por el arts 15, ni que se recoja la
(a) El apartado 1 del articulo coincide plenamente con el artQ 17 
del Modelo de la OCDE de 1963. El apartado 2, se introduce en el
Modelo de 1977.
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excepciôn Plasmada en el apartado 2 de este articulo 1 5 para tri- 
butar en el pais de residencia. El régimen particular que se da 
a las rentas obtenidas por las personas a que se refiere el artQ 
1 7 , se concrete en el respeto intègre del principle de tributaciôn 
en el pais de la fuente. La no inclusiôn de artistas y deportis- 
tas al servicio de un Ente pûblico détermina que sean asimilados 
en tal caso, a funcionarios pùblicos, a p l i c â n d o s e l e s , consecuente- 
mente, las normas contenidas en el arts 19 - Funciones pùblicas 
- del Modelo.
A pesar de la no diferenciaciôn de los artistas y 
deportistas en independientes y dependientes, el articulo 1 5 , re- 
gulador del régimen de los trabajos por cuenta ajena, podria in- 
cluir el arts 17 como un supuesto al que se reconoce p a r t i c u l a r i ­
dades juridicas: ello no implicaria, por si solo, la calificaciôn 
del artista o deportista como trabajador dependiente, y ademâs el 
arts 17 salvaguarda lo dispuesto en los articulos 14 y 15. Por 
otra parte la utilizaciôn de los términos adversativos "no o b stan­
te",el precepto vincula, aunque n e g a t i v a m e n t e , los regimenes apli- 
cables a unas y otras personas. La inclusiôn en el arts 1 5 , del 
arts 17 clarificaria y diferenciariia ambos regimenes.
La filosofia de la norma es reforzar la potestad 
tributaria del Estado de la fuente, sin excluir la del Estado de:;- 
r esidencia y evitar las dificu]tades de orden prâctico que ofr e ­
ce la tributaciôn de los artistas de] espectâculo y deportistas 
cuando actuan en el extranjero. La rigidez que supone esta norma 
puede obviarse en las negociaciones Bilatérales incorporando las 
disposiciones del apartado 1 del arts 14 en el caso de que las 
actividades se ejerzan a titulo independiente. En el supuesto de 
que artistas y deportistas perciban sueldo o salario - es decir 
actuen por cuenta ajena - les serâ de aplicaciôn el arts 15 en su 
conjunto. En suma: las rentas percibidas por los profesionales 
del espéctaculo tienen en el Modelo un tratamiento juridico autô- 
nomo, pero sin perjuicio de su inclusiôn en el régimen general
de los articulos 14 y 15 si los Estados Contratantes asi lo acuer- 
dan. En otro caso la naturaleza de la actividad ejercida (artis-
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tica o deportiva) priva sobre la modalidad juridica (dependiente o no) 
en que aquella se preste (1).
2. Se circunscribe el âmbito subjetivo del precepto 
a los "residentes de un Estâdo Contratante". El término "residentes" 
abarca a las personas fisicas y a las juridicas. Sin embargo, las ac­
tividades a que se refiere el precepto son de tal indole que dificil- 
mente cabe oensar en la posibilidad de que sea una entidad la que las 
lleve a cabo. Lo que si prevé el precepto es que las rentas percibi~ 
das por los actuantes, en su calidad de tal, no se abonen al mismo, 
sino a un tercero, por ejemplo a las denominadas "sociedades de ar­
tistas". Pero aun en tal caso, e independientemente de los problemas 
que plantea la tributaciôn de taies sociedades, la actividad se p r e s ­
ta por una persona fisica, a pesar de que la retribuciôn se perciba 
por un tercero intermediario. Es decir la actividad en todo caso se 
presta por una persona fisica, pero la retribuciôn puede percibirla 
ésta o no segun quien sea el titular del contrato que origina la r en­
ta. Las cautelas para prévenir fraudes fiscales es cuestiôn distinta; 
a ella me refiero en otro apartado de este Comentario.
3. Las actividades por cuyo ejercicio se devenga 
la renta, son las de carâcter personal en calidad de artista del espec 
t â c u l o , actor de teatro, cine, radio y televisiôn, mûsico o d e p o r t i s ­
ta. El que el precepto aluda a "actividades personales" refuerza la 
tesis expuesta en el punto 2 anterior. Por otra parte, la descripciôn 
que hace el articulo es meramente enunciativa. Se integran tipo$gené- 
ricosde actividades matizadas por su sentido artistico o deportivo.
(1) La importancia y complejidad de las actividades denominadas iti­
nérantes , entre las que se incluyen las ejercidas por artistas y a- 
tletas ha d eterminado que el Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE . 
constituya u n  Grupo especial (el n41) dentro del Grupo de Trabajo ns 
8 sobre la evasiôn y fraude fiscal i n t e r n a c i onal^dedicado al anâlisis 
p robl e m â t i c a  y soluciones relativas al gravamen de dichas personas.
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pero sin que en ningùn caso se pretendan limitar las multiples va- 
riedades del arte o del déporté. Sin embargo, tal descripciôn impli­
ca una forma especifica de prestaciôn de las actividades, pues cual­
quiera de estas conlleva necesariamente la presencia de un pûblico 
o auditorio. No se trata, pues del ejercicio retribuido de una ac­
tividad artistica o deportista, sino de que tal actividad se desar- 
rolle p u b l i c a m e n t e , con asistencia de un nûmero indeterminado de 
personas ,qje, æ  p r e s u m e , abonan un precio por presenciar la actuaciôn. 
La frase "en calidad de artista del espectâculo" resume de modo elo- 
cuente la idea.
4. El gravamen de las rentas asi obtenidas corres­
ponde al Estado en que se lleva a cabo la actividad. Se trata de una 
excepciôn a las reglas contenidas em el articulo 14 y en el aparta­
do 2 del articulo 15. Se refuerzan las facultades atribuidas al Es­
tado de la fuente, en el sentido de no exigir una base fija por m e ­
dio de la cual se presten las actividades (ésta, es sin embargo, la 
exigencia del art^ 14), ni tampoco los condicionantes del apartado 
2 del a r t 5 15 (permanencia en el Estado fuente mâs de 183 dias du­
rante el ano fiscal, r e m u n e r a c i 'on abonada por una persona residen- 
tecde este- Estado o soportada por un establecimiento permanente o 
base fija que el empleador tenga aqui) para que, en todo caso, taies 
rentas queden gravadas en el Estado en el que se ejercen las activi­
dades. No hace falta senalar que el Estado de residencia del artis­
ta o deportista estâ facultado para gravar, en todo caso, las rentas, 
pero a él corresponde evitar la doble imposiciôn.
El gravamen que se otorga al Estado fuente procédé
aun en el supuesto de que la r emuneraciôn haya sido abonada a un ter­
cero. Con arreglo a las pautas générales , el Estado de la fuente 
no podria gravar tal renta ni como r e m u n eraciôn personal del actuan- 
te (porque éste no la percibe directamente), ni como bénéficie de la 
empresa (porque no existe e s t a b l ecimiento permanente). La novedad
- 407 -
aportada por el apartado 2 del arte 17 consiste en hacer dejacion 
de las Normas contenidas en los antes 7, 14 y 15,de tal suerte que, 
aun no existiendo o concurriendo los requisitos o elementos que su- 
ponen un vinculo o nexo juridico entre la renta y el Estado de la 
fuente (establecimiento permanente o base fija y permanencia en 
tal Estado). se le reconoce y otorga en todo caso un derecho a gra­
var. En las n e g o c i a c i o n e s  bilatérales cabe la posibilidad de que 
los rendimientos se configuren como beneficios de empresa cuando, 
por ejemplo, el artista tenga el control de é s t ^  cuando, de una 
u otra forma, tenga derecho e haya obtenido provecho de las rentas 
desviadas a través de un tercero (1 ).
Una posibilidad que puede conducir a una situa­
ciôn extrema, tal como sehala la OCDE, es que el pais de la r e s i ­
dencia del artista o deportista utilice el rnétodo de exenciôn para 
evitar la doble imposiciôn. En tal caso, si el Estado donde la ac­
tividad se ha realizado no puede hacer uso de su derecho de g r a v a ­
men, la renta eludirâ el impuesto. Tal soluciôn anormal se évita 
mediante la aplicaciôn en el primer Estado de un método de imputa- 
ciôn , o r econociendo a este Estado de un derecho subsidiario de 
imposiciôn, si el Estado de la fuente no puede hacer uso de su d e r e ­
cho .
5 . Los Convenios espanoles de doble imposiciôn se 
ajustan a la normativa del M o delo de la OCDE, sobre todo los sus­
critos ultimamente. Es destacable que en ninguno de ellos se atri- 
buyem. las rentas a un residente de un Estado Contratante. Tal vicu- 
laciôn existe desde luego, pero no se menciona en la forma que lo 
hace el Modelo. Las rentas se consideran obtenidas por un profesio- 
nal del e spectâculo o artista; de éstos, lôgicamentem hay que pre- 
dicar y presumir una residencia, pero tal terminologia no se contie-
(1) E n .el D e r echo fiscal espanol vigente las actividades artisticas 
se califican, en todo caso, como e m p r e s a r i a l e s :c f r .art^ 18 de la 
Ley 4 4 / 1978.y arts 59 del Reglamento de 1981.
- 408 -
ne en nuestros Convenios . La diferenciaciôn de Estados Contratan­
tes (de la residencia y de la fuente) y la vinculaciôn de los actuan­
tes con ambos (por residir en uno y actuar en el otro) son detalles 
que , expresados de forma explicita en el Modelo, se inducen de los 
Tratados suscritos por Espana.
Las actividades integradas en el articulo genéri- 
00 de "artistas o deportistas" son las contenidas en el Modelo de 197' 
El Convenio con Noruega alude, asimismo, a los atletas, pero tal in­
clusiôn no anade nada; el término "deportista" es de suficiente am- 
plitud para comprenderlo. El de Polonia, por el contrario sôlo se re ­
fiere a los atletas.
El régimen tributario es el que ofrece menores mo- 
dalidades. Todos los Convenios atribuyen potestad tributaria al E sta­
do de la fuente, si bien ésta no excluye la del pais de residencia 
del profesional. Sin embargo, el Convenio con Austria utiliza la fôr­
mula "sôlo pueden someterse a i m p o s i c i ô n " ;el Estado de la fuente gra­
va de modo exclusivo.
El apartado 2 se contiene sôlo en algunos Convenios
dada la fecha de revision del Mode l o  de la OCDE . Los Tratados con
Brasil, Canada, Checoslovaquia, Francia, Italia, Japôn, Reino Unido, 
Rumania , Suecia y Polonia contienen tal cautela, pero su âmbito di- 
fiere . En los suscritos con Canadâ , Francia y Japôn,la Sociedad 
i n t e r m e d i a r i a , perceptora de las rentas, debe estar controlada d i r e c ­
ta o indirectamente por el profesional o deportista cuya actuaciôn 
se retribuye. El Convenio con Marruecos en vez de incorporar el ap.2 
del M o delo tal como se hace en estes C o nvenios,aplica la régla gene­
ral (gravamen en el Estado de la fuente) "a las rentas obtenidas por
las personas que explotan u organizan taies actividades".
Otras espeoialidades son las contenidas en los Con­
venios con Rumania (las rentas obtenidas en el âmbito de Acuerdos 
Culturales sôlo se gravan en el Estado de la residencia del artista 
o deportista, ap. 3 del arts 1 7 ) ; con Marruecos (el precepto no se
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aplica a las o r g a n i z a c i ones sin fines lucrâticos o miembros de su 
personal, salvo que actuen por cuenta propia, ap. 2 del arts 1 7 ), 
y con Polonia (se eximen de tributaciôn las actividades ejercidas 
en el âmbito de intercambios culturales; Protocole Ad. al arts 1 7 ).
El régimen de tributaciôn adoptado en nuestros Con­
venios no altera el aplicado en el âmbito interne. La obligaciôn 
real de contribuir afecta a los que obtengan rentas en territorio 
espanol. El arts 1 9 , letra b) del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Fisicas de 1981 grava "los rendimientos del 
trabajo personal y de las actividades profesionales o artisticas 
cuando dicho trabajo se preste a las actividades realicen en 
territorio espanol". De acuerdo con tal legislaciôn dichas rentas 
se califican como rendimientos de actividades e m p r e s a r i a l e s , deter- 
minandose su neto por la diferencia entre la totalidad de los ingre­
sos y los gastos que se estimer deducibles (1). Tal calificaciôn 
afecta no a la atribuciôn de la potestad tributaria, pues ésta se 
otorga por el Convenio, sino al régimen tributario. Por otra parte, 
debe tenerse présente que la Disposiciôn Transitoria Primera de la 
Ley 44/78 ha suprimido la Cuota Proporcional del Impuesto sobre los 
Rendimientos del Trabajo Personal (que gravaba las actividades de 
los artistas), transfornmando en tributo local de carâcter real, 
gestionado por el Estado,la parte que subsiste, constituida e x clu­
sivamente por la Cuota de Licencia Fiscal (2).Dicha transformaciôn 
no modifica el âmbito objetivo de nuestros Convenios, pues la m a y o ­
ria de ellos integran los trikutos éstatales y los locales.
(1) cfr. artGs 18 y 19 de la Ley 4^/1978 de 8 de septiembre-y artSs 
59 y sig. del Reglamento de 1981 del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas.
(2) El Real Decreto 8 3 0 / 1981,de 27 de marzo (BOE de 13 de mayo) 
aprueba la instrucciôn y nuevas tarifas de la Licencia Fiscal de 
Actividades Profesionales y de Artistas.
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El Convenio hispano-canadiense omite la referencia a las subdivisio- 
nes politisas o autoridades locales; por ello Canada sôlo recoge los 
impuestos exigidos por el Gobierno del Canada, pero no los exacciona- 
dos a nivel provincial o local; en contrapartida Espana excluye la 
imposiciôn local.La doble imposiciôn se suscita si ambos Estados 
gravan la renta a nivel local y los criterios de imposiciôn son dis- 
tintos; en tal supuesto el Estado de residencia evitarà la doble 
imposiciôn mediante las medidas unilatérales incorporadas a su le­
gislaciôn interna (1).
(1) cfr. art5 30 de la Ley 44/78, y arts 128 del Reglamento de 1981.
—  411 ~
Articule 1
PENSIONES
Sin perjuicio de lo dispuesto en el parrafo 2 del articu­
lo 1 9 , las pensiones y demas remuneraciones analoqas pagadas a 
un residente de un Estado Contratante por razôn de un empleo so­
lo pueden someterse a imposiciôn en este Estado ( a ) .
1. El arts 18 del Modelo somete a tributaciôn en el Esta­
do de residencia del perceptor, las pensiones y demas remu n e r a c i o ­
nes abonadas a éste por razôn de un empleo anterior. De la lectu- 
ra del precepto no se deduce con claridad el âmbito del mismo.
Este vincula, primera y negativamente, al régimen especial de las 
pensiones pagadas por un Estado Contratante, sus subdivisiones 
politicas o entidades locales directamente o con cargo a fondos 
constituidos regulados por el ap. 2 del artsig y , ademâs y pos i ­
tivamente, a las pensiones pagadas a titulo de servicios presta­
dos a un Estado o a una de tales subdivisiones o entidades, no 
incluidas en este apartado 2 del arts 1 9 , pero si comprendidas en 
el arts 18. Ademâs ,las pensiones pagadas en aplicaciôn del rég i ­
men de Seguridad Social constituye un tema disentitle sobre el 
que no existe consenso general.
El hecho que las personas deban ser pagadas a titulo 
de empleo dependiente, y que el término "pensiones" incluya las 
de viudedad, orfandad, y las v i t a l i c i a s ,son datos que completan 
el cuadro objetivo del articulo que se comenta.
(a) Coincide plenamente con el arts 19 del Modelo de 1963.
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2. Las pensiones deben abonarse a un residente de uno 
de los Estados C o n t r a t a n t e s .Tal declaracion no ofrece problemas.
La residencia es la fiscal, y las personas fisicas son las legiti- 
madas para la percepciôn de las rentas. La especial regulaciôn de 
pensiones y remuneraciones similares obedece al hecho, cada dia 
mas frecuente, de personas que trasladen su residencia, civil y 
fiscal, a pais distinto de aquel en que prestaron los servicios o 
realizaron el trabajo que constituye la causa de tales pages. El 
arts 18 se refiere exclusivamente a las pensiones y remuneraciones 
similares abonadas a titulo de empleo dependiente; es decir sôlo 
cubre los pagos percibidos en virtud de un empleo anterior. Las 
pensiones que no traigan tal causa, quedan fuera del âmbito del 
articulo, integrândose en el arts 21 "Otras rentas";norma residual 
de contenido indeterminado, cuyo régimen juridico es, sin embargo, 
el mismo que el estipulado en el articulo 1 8 .
3. La m a t eria imponible, la constituyen las "pensiones 
y demas remuneraciones anâlogas". Se trata de una declaraciôn gené­
rica que podria haberse concretado mâs. La realidad ofrece una 
gama de prestaciones con entidad propia susceptibles de enunciaciôn 
especifica. Taies son,ademâs de las pensiones de viudedad y or­
fandad, las rentas vitalicias pagadas en consideraciôn a un empleo 
anterior, las pensiones alimenticias, y las denominadas "anualida- 
des" . Estas consisten en "sumas determinadas pagadas periôdicamen- 
te, con carâcter vitalicio o por periodos determinados o determina- 
bles y en virtud de una obligaciôn de satisfacer tal prestaciôn 
como contrapartida de una prestaciôn équivalente en dinero o sus­
ceptible de valcrarvse en dinero " (1 ).
(1) cfr. arts 1 8 , ap.3, letra. b) del Convenio con Brasil.
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La OCDE considéra que el articulo se aplica igual- 
mente a las pensiones pagadas a titulo de servicios prestados a un' 
Estado o a una de sus subdivisiones politicas o entidades Locales, 
no comprendidas en el ap. 2 del articulo 19. El hecho de que este 
apartado y articulo se refiera a las pensiones pagadas por taies 
Entes por razôn de servicios a ellos prestados, plantea un proble- 
ma de d e l i m i t a c i ô n . En ambos casos la constante es la prestaciôn 
de servicios a un Ente pûblico. El criterio delimitador es que en 
el primer caso los beneficiarios no han devenido funcionarios pû- 
blicos. Los servicios pueden prestarse con arreglo a diversas moda- 
lidades juridicas y c o n t r a c t u a l e s , y no todas ellas otorgan la ca­
lidad de funcionario. A éstos es a los que, en realidad, se refiere 
el arts 19.
Tema dificil es el de las pensiones pagadas en apli­
caciôn de un sistema pûblico de Seguridad Social. En la actualidad 
los paises nôrdicos (y, f u n d a m e n t a l m e n t e , Suecia) las asimilan a 
las pensiones pùblicas, aplicando a aquellas el régimen tributario 
establecido en el arts 19. El âmbito objetivo también puede ampliar- 
se a otros pagos efectuados con arreglo a la legislaciôn reguladora 
de la Seguridad Social del Estado de la fuente; v.gr. prestaciones 
en caso de enfermedad, paro 0 accidente del trabajo. En las n ego­
ciaciones bilatérales se determinarâ su régimen juridico.
La exigencia de que las pensiones y remuneraciones 
anâlogas se abonen por razôn de un empleo anterior, quiebra en los 
supuestos de rentas que, similares a las pensiones , responden 
a causa juridica diferente. Tal es el caso, de las " a n u a l i d a d e s " ; 
al obedecer a un sistema de capitalizaciôn ,1a existencia de un em­
pleo anterior, no es un déterminante vâlido. Lo mismo cabe decir 
de las rentas vitalicias de los pagos derivados de seguros de vi ­
da, y de las pensiones alimenticias y abonadas a e x c o m b a t i e n t e s .
4. El régimen impositivo de las pensiones y rémunéra-
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clones anâlogas se détermina en el arts 18. La frase "sôlo pueden 
someterse a imposiciôn en este Estado", - de residencia del bene- 
ficiario- es elocuente. La facultad exclusiva de gravamen de un 
Estado facilita el régimen tributario de las rentas, sobre todo 
si dicho Estado es el de residencia. Al ostentar éste una potestad 
tributaria global sobre las rentas de sus residentes, la doble im­
posiciôn desaparece. Sin embargo, si el Estado de la fuente grava 
las pensiones integradas en el sistema pûblico de seguridad social 
y el pais de la residencia del beneficiario aplica un método de 
exenciôn, el gravamen exclusivo se realiza en el Estado de la fuen­
te; si el Estado de residencia opta por un método de imputaciôn és­
te debe deducir lo pagado en otro Estado.
5. Los Convenios espanoles , salvo escasas ex c e p c i o ­
nes se ajustan al Modelo. La exigencia de que las pensiones o rem u ­
neraciones similares se abonen a un residente de un Estado se con­
templa en todos ellos. Sôlo el Convenio con Noruega anade el r e qui­
site de que se trate del beneficiario efectivo.
La materia ofrece mayores d i v e r g e n c i a s . Los Con­
venios con Brasil, Canadâ, Reino Unido y Suecia incluyen las "anua­
lidades". El de Brasil es, asimismo, el ûnico que define las "pen­
siones y remuneraciones similares", entendiendo por tal,"los pagos 
peri'odicos efectuados después de la jubilaciôn y como consecuencia 
de un empleo anterior, o a titulo de compensaciôn por dahos sufri- 
dos como consecuencia de dicho empleo". (ap. 3 ,letra b) del art^ 
18). El Convenio con Canadâ, sin embargo, no incorpora definiciôn 
alguna, pero incluye las pensiones alimenticias, las pensiones de 
la seguridad social y las cfeexcombatientes. Otra caracteristica de 
■este Tratado es que no d iferencia entre pensiones privadas y pû- 
blicas, pues su artQ XVIII se refiere, en general, a "pensiones y
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a n u a l i d a d e s E s  en el punto 4 del Protocole donde, a las pensiones 
abonadas por el Estado o Corporaciôn pùblica espanola,se les otor­
ga un régimen especial distinto del configurado en aquel articulo. 
Los Convenios con Francia y Marruecos integran las rentas v i t a l i ­
cias; el de Rumania, las pensiones alimenticias; y el de Suecia 
los pagos de la Seguridad Social de un Estado Contratante, y los 
derivados de una pensiôn por razôn de un seguro de vida concertado 
en un Estado. Taies hechos reflejan , por si sôlos , la variedad de 
criterios que inciden en las negociaciones bilatérales y que supe­
ran el âmbito estricto del Modelo.
El condicionamiento de que la pensiôn o remuneraciôn 
anâloga se perciban en consideraciôn a un empleo anterior se contie­
ne en todos los Convenios, excepto en los de Brasil y Marruecos.
La tributaciôn e x c l usiva de estas rentas en el Est a ­
do de la residencia del perceptor se respeta en la mayor parte de 
los Tratados. Constituyen una excepciôn los suscritos con Brasil, 
Canadâ y Suecia. El primero, atribuye la potestad exclusiva al Es­
tado de lü residencia en el caso de que las pensiones y r e m u n e r a ­
ciones similares no superen, en el ano natural, los 3000 $ USA; 
en otro caso,la potestad se atribuye , en lo que exceda de tal im­
porte, a ambos Estados (ap. 1 arts 18). Lo curioso de este Convenio 
es que hace entrar en juego, respecte de un mismo tipo de rentas, 
dos soberanias tributaries : el Estado de residencia (le atribuye el 
gravamen de dos porciones ; hasta 3000 $ exclusivamente; para el ex- 
ceso, compartidamente) y el Estado fuente, sôlo en cuanto a tal ex- 
ceso. Lo que no se détermina es la base imponible que corresponde 
a ambos Estados respecte del exceso ■. Debe entenderse que el Estado 
fuente lo gravarâ i n t e g r a m e n t e ,y que el Estado de residencia harâ 
tributar el conjunto de las rentas de sus r e sidentes,pero deducien- 
do lo pagado en el otro Estado. En cuanto a las " a n u a l i d a d e s " ,atri­
buye la potestad exclusiva al Estado de la residencia del perceptor 
(art9 1 8 ) . El Convenio con Canadâ es de gran complejidad. Los cri-
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terios que, r e s u m i d a m e n t e , se contienen en su a r t 2 XVIII,son les 
s i g u i e n t e s :
a) derogaciôn del principle de imposiciôn e x clusi­
ve en el Estado de residencia del perceptor, en 
el caso de pensiones alimenticias y otros pagos 
similares procédantes de un Estado y abonados
a un residente del otro que sea el beneficiario 
elective (a p . 1 y 4 letra b ) ;
b) r e c o n o cimiento de un derecho limitado de grava­
men al Estado de la fuente, en general limitado 
al 15% del importe bruto del page."Esta limita- 
ciôn no se aplica a les pagos a tante alzado o- 
riginados per el abandono, la anulaciôn, la re- 
denciôn, la venta u otra forma de enajenaciôn de 
la renta, o a les pagos de cualquier naturaleza 
en virtud de un contrato de renta fija".
(ap. 2 y 3 );
c) respeto por el Estado de residencia,de las 
exenciones otorgadas por el Estado fuente a las 
pensiones de Seguridad Social y de excombatientes 
percibidas por un residente de aquèl (ap. 4 le­
tra a) ; y
d) r e c o c imiento de la potestad exclusiva del Esta­
do espanol sobre las pensiones pûblicas abona"- 
das por el Estado o una Corporaciôn pùblica 
(punto 4 del P r o t o c o l e ) .La equiparaciôn con el 
régimen de las pensiones pûblicas es total en 
este caso.
El Convenio con Suecia establece una ùnica excepcion al principle 
del gravamen exclusive en el pais de residencia del perceptor.Tal 
es el caso de les pagos efectuados bajo el régimen de la Seguridad 
Social, asi como les derivados de una pension por razôn de un se- 
guro de vida. Estas rentas también pueden gravarse en el Estado que 
e f e ctue el page o en el que se concierte el seguro. No obstante, 
tal excepcion al régimen general solo opera en el caso de que los 
residentes de un Estado sean nacionales del Estado fuente. La m o ­
tivation politica de esta clausula queda fuera de duda y* exime de 
c o m e n t a r i o s .
— 4 1 7  —
En la a c t u a l i d a d ,nuestra iegislaciôn fiscal interna 
somete a tributar por obligaciôn real las rentas satisfechas por 
una persona o entidad pùblica o privada residente en el territorio 
espanol, considerândose a las pensiones , rendimientos del traba- 
jo sometidos a g r a v a m e n (1). El criterio de la residencia adoptado 
en la mayoria de los Convenios conlleva un sacrificio presupuesta- 
rio y una dejaciôn de soberania en los casos de pensionistas espa- 
noles residentes en el extranjero. Sin emburgo, de hecho Espana se 
bénéficia de tal principle por ser pais huesped de muchos pensio­
nistas extranjeros, principalmente nôrdicos. Los criterios especia- 
les propuestos por Suecia tienen su fundamente en esta realidad.
(1 ) cfr. art5 14,Dos,c) de la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del 




1. a) Las r e m u n e r a c i o n e s , excluidas las pensiones, paqadas por un Es­
tado Contratante o una de sus subdivisiones politicas o entidades lo­
cales a una persona fisica, por razon de servicios prestados a este 
Estado o a esta subdivision o entidad, solo Pueden someterse a imposi- 
cion en este Estado.
b ) Sin embargo, estas remuneraciones solo pueden someterse 
a imposiciôn en el otro Estado Contratante si los servicios se prestan 
a este Estado y la persona fisica es un residente de este Estado que,
i ) posee la nacionalidad de este E s t a d o , o 
i i ) no ha adquirido la condition de residente de este Estado 
sQlamente para prestar los servicios.
2. a) Las pensiones pagadas por un Estado Contratante, o por alguna 
de sus subdivisiones politicas o entidades locales, bien directamente 
o con cargo a fondos constituidos a una persona fisica por razon de 
servicios prestados a este Estado o a esta subdivision , solo pueden 
someterse a imposition en este Estado.
b ) Sin embargo, estas pensiones solo Pueden someterse a im­
position en el otro Estado Contratante si la persona fisica fuera r e s i ­
dente y national de este Estado.
3. Lo dispuesto en los articulos 15,16 y 18 se aplica a las r e m unera­
ciones y pensiones pagadas por razon de servicios prestados dentro del 
marco de una actividad industrial o comercial realizada por un Estado 
C ontratante o una de su subdivisiones politicas o entidades l o c a l e s ( a ) ,
(a) Su precedente esta en e3 a r t 2 19 delModelo de la OCDE de 1 9 6 3 . Sin 
embargo el régimen establecido en el Modelo de 1977, ademas de dife- 
r enciar el régimen de remuneraciones y pensiones pûblicas, atribuye la 
facultad exclusiva de gravar al Estado de la fuente o al de la r e s iden­
cia del perceptor de la renta si concurren, en este caso, determinados 
requisitos. El Modelo de 1963 otorgaLuna potestad c o m p a r t i d a .El ap.2 
del a r t 2 19 del .Modelo concuerda con el ap. 3 del Modelo de 1 977.
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1. El a r t 2 19 del Modelo se refiere a las "funciones 
pûblicas" y considéra taies los servicios prestados a un Ente pûbli- 
c o ; las remuneraciones y pensiones abonadas en contraprestacion son 
las que integran el precepto. Desde el punto de vista subjetivo, su 
aplicaciôn no viene delimitada por el carâcter de funcionario pûbli- 
00 que ostentan las personas a quien se retribuye.El arts 27 del 
Modelo de 1977 establece un régimen especial para determinados fun- 
cionarios - agentes diplomâticos y funcionarios consulares - y dentro 
del âmbito del art? 19 se incluyen personas que, prestando servicios 
a un Ente pûblico, no tienen aquel carâcter. La p roliferation de En­
tes y Organisme integrados en el Sector pûblico y la diversidad de 
modalidades jurldicas que vinculan a los que prestan aqui sus ser­
vicios refuerzan lo apuntado. Es el caso, por ejemplo, del personal 
contratado por una Embajada de un pais , en el e x t r a n j e r o .La frase 
utilizada en el art? 19, "por razôn de servicios prestados a este 
Estado... o a esta subdivision o entidad" recalca el sentido objeti- 
vo de la relation entre las partes interesadas: el que presta el 
servicio y es remunerado por ello, y el Organisme para quien se tra- 
baja. Lo que cubre el precepto, aunque expresamente no lo diga, son 
"las rentas abonadas a una persona fisica por "el ejercicio de fun- 
ciones de carâcter p û b l i c o " ( 1 ), independientemente del carâcter fun- 
cionarial o no que aquélla pueda ostentar. La virtualidad de esta 
idea se deduce del anâlisis de su apartado 3 , excluyente de las re ­
m u n e raciones pagadas por razôn de servicios prestados dentro del m a r ­
co de una actividad industrial o comercial ejercidas por el Estado.
(1) El M o d e l o  de 1963, por el contrario, preveia tal condicionamien- 
to. Su exclusion supone, i n d u d a b l e m e n t e , una extensiôn del campo 
de a plicaciôn del articule, al incluir en el mismo cualquier tipo 
de t r a b a j o s ,(salvo los industriales y comerciales) que se presten 
a un Ente pûblico y se retribuyan por éste.
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No obstante, el ejercicio de funciones especificas (f e r r o c a r r i l e s , 
teatros nacionales, etc) por organismes publicos y su posible in­
clusion en el régimen de los a p . 1 y 2 empana tenuentemente la an­
terior afirmacion. El resumen: el art? 19 se refiere a las retri- 
buciones percibidas de un Ente pûblico, como consecuencia del ejer­
cicio de funciones de carâcter pûblico y otras équivalentes (p. e j . 
las artisticas), pero no a las realizadas en el marco de una acti­
vidad pùblica industrial o comercial; y con independencia de la re ­
lation contractual (funcionnrial o no) existante entre la persona 
a quien se retribuye y el Ente pûblico a quien se sirve. Los d i p l o ­
mâticos y asimilados quedan excluidos en todo caso.
Debe tenerse también présente que el precepto concreta 
un principio de cortesia international, y que su redaction se ins­
pira en las normas de los Convenios de Viena sobre Relaciones Diplo- 
mâticas de 1 8 de abril de 1961, y sobre Relaciones Consulares de 
24 de abril de 1963 (1 ).
Finalmente, una observation: que lo dicho es aplicable 
a remuneraciones y pensiones. La diferencia es que las "remuneracio­
nes" se vinculan a la prestation actual y vigente de unos servicios; 
y que las "pensiones" hacen referencia a una relation laboral ya 
pasada. Aunque el articule 19 utiliza la misma formula gramatical 
("servicios prestados'J), esta d i f e r e nciaciôn temporal estâ insita 
en la m'isma naturaleza de la contraprestacion.
2. El apartado 1 se refiere a las remuneraciones abo­
nadas por una Entidad pùblica por razôn de servicios prestados a és- 
ta . La atribuciôn de la facultad exclusiva de gravar al Estado de 
la fuente o al Estado de la residencia del perceptor compléta el
(1 ) El significado y contenido de estos Convenios es objeto de exa­
men p ormenorizado al comentar el art? 27-Agentes diplomâticos y Fun­
cionarios consulares.
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e s q u e m a .
2.1. Las remuneraciones a que se refiere son aquellas, 
distintas de las pensiones, que se abonen por la realization de 
una actividad. Normalmente se incluyen las que se abonan de forma 
periodica e importe fijo. El caso normal sera el de los funci o n a ­
rios publicos. Pero, dado el planteamiento del punto 1 de este co- 
mentario, nada se opone a que tales pagos retribuyan servicios es- 
poradicos o accidentales de cuantia indeterminada "a priori".El 
hecho de que el precepto aluda a servicios prestados al Estado 
subdivision o entidad pùblica posibilita esta conclusion. De todos 
modos, e independientemente de la condition o no de funcionario, 
las remuneraciones retribuyen prestaciones duraderas y estables: 
v.gr. personas que, en el extranjero, trabajan para un Estado en 
calidad de personal a d m i n i s t r a t i v o , auxiliar y subalterno en las 
delegaciones o representaciones diplomaticas de aquel, pero que
no son nacionales suyos.
2.2. La remuneration ha de ser pagada por una Entidad pù­
blica; el Estado, las subdivisiones politicas o entidades locales. 
Tal e n u m e ration concuerda con la que efectua el art? 2 del propio 
Modelo. Con tal clasificacion se comprende al ente pûblico por 
excelvencia, que es el Estado, y las Corporaciones u Organismos 
que integran el sector pûblico. El Modelo ante la^f^sibilidad de 
enumerar las diferentes categorlas de entidades que lo componen
ha optado por una clasificacion general aludiendo solo a las sub­
divisiones politicas o entidades locales. Anotese, sin embargo, 
que la utilization de la d i s y untiva no équivale a equiparaciôn-, 
pero mas adecuado hubiera sido utilizar la coputalita diferencian- 
do los distintos organismos, politicos y territoriales, con e n t i ­
dad y o rganization propias, que configuran aquel sector. La OCDE 
enumera de modo ejemplificativo, algunos casos reveladores de tal
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pluralisme: Estados federales, r e g i o n e s , provincias, cantones, â- 
r e a s , d e p a r t a m e n t o s , distritos "Kreise", municipios, agrupaciôn 
de éstos, etc. Las negociaciones bilatérales tamibien pueden con- 
cretar las especialidades o r g a n i z a t i v a s , politicas y territoriales, 
de un Estado determinado. Los Convenios suscritos por Espana las 
recogen en algùn caso. En el Convenio con Alemania se hace ref e ­
rencia a los "Lând" alemanes; en el de Rumania a las "Unidades ad­
minis trativas territoriales" r u m a n a s . En otros se integran las sub­
divisiones administrativas; las Corporaciones; personas y asocia- 
ciones de Derecho pûblico; y los Organos autônomos.
2.3. La remuneration se abona "por razôn de servicios 
prestados". El supuesto normal lo constituye la prestaciôn conti- 
nuada y actual de servicios. Pero segûn la redacciôn adoptada de- 
ben entenderse incluidos los pagos que retribuyen una relaciôn la­
boral extinguida, siempre que el servicio pueda encuadrarse en el 
marco que configura el precepto; sôlo que, en tal caso, el pago 
extingue el vinculo Juridico entre el Ente pûblico y la persona 
perceptora. Esta es la diferencia bâsica con las "pensiones" -, en 
estas, extinguida la relaciôn laboral, subsiste, sin embargo, la 
obligaciôn del pago.
2.4. La facultad de gravar se atribuye con carâcter 
exclusive al Estado de la fuente. En est© s'e concreta el principio 
de la cortesia international.' Se trata de un reconocimiento casi ab­
solute en favor del Estado de donde proceden los pagos. La frase 
"sôlo pueden someterse a imposiciôn en este Estado..." releva de 
cualquier comentario adicional.
Esta atribuciôn exclusiva conlleva, no obstante, unas 
p recisiones referentes al método seguido para evitar la doble imi- 
posiciôn, y a los criterios establecidos en el caso de que con-
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curran determinadas condiciones en la persona fisica prestadora 
del servicio:
a) En cuanto a lo primero, el Modelo se inclina por la 
aplicaciôn del método de exenciôn. Los paises que aplican el de im- 
putaciôn quedan o b l i g a d o s , e x c e p c ionalmente y en cuanto a estas ren­
tas, d  no gravarlas si se obtienen por sus residentes. Sin embargo, 
no excluye que el Estado de residencia considéré tal montante para 
la d eterminaciôn del tipo de imposiciôn aplicable a las demâs r en­
tas obtenidas por sus residentes y gravadas aqui. En resumen: se 
aplica un método de exenciôn con p r o g r e s i v i d a d .
b) El algùn caso el derecho exclusivo al tributo se 
concede al Estado de resi d e n c i a  del perceptor de la renta. La técni- 
ca legislativa del "sôlo pueden someterse a imposiciôn en el otro 
Estado Contratante" refleja el criterio del legislador. Tal atribu­
ciôn obedece a la concurrencia de una serie de circunstancias de 
carâcter material y juridico; concretamente que los servicios se 
presten fisicamente en el Estado en que resida la persona que los 
lleva a cabo ("los servicios se presten en un Estado") y que se tra- 
te de un residente que:
i) posea la n acionalidad de este Estado, o
ii) no haya adquirido la condiciôn de residente de
este Estado sôlo para prestar los servicios (letra
b) del ap. 2 del art? 19).
Un caso tipico lo constituye el personal a d m i n i s t r a t i ­
vo o auxiliar al servicio de una r e presentaciôn o delegaciôn diplo- 
m â tica de un Estado en el extranjero. Los Convenios de Viena autori- 
zan al Estado receptor a gravar las remuneraciones pagadas a deter- 
minadas categorias del personal de las misiones diplomâticas y pues- 
tos consulares en el extranjero que residan permanente en este Es-
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tado o posean su nacionalidad (1). La utilizaciôn de la disy u n ­
tiva implica que en cualquiera de ambos supuestos (residencia per­
manente o nacionalidad del Estado en que se prestan los servicios) 
el Estado de residencia podrâ gravar exclusivamente las rentas 
procédantes del otro Estado y abonadas por éste o una entidad pù­
blica.
3. El apartado 2 del art? 19 se refiere a las "Pen­
siones". Las circunstancias que determinan un régimen diferente, 
se refieren a la retribuciôn en si, y al origen de los fondos 
con los que aquéllas se pagan. La pension implica un pago diferi- 
do sometido a la condiciôn suspensiva de que se produzca un deter­
minado evento; la subsistencia del perceptor una vez que ha cesado 
su relaciôn laboral activda (pensiôn de j u b i l a c i ô n ) , el falleci- 
miento de éste (pensiôn de v i u d e d a d ) ., o su enfermedad o invalidez 
La pensiôn deja de abonarse cuando se modifican substancialmente 
las premisas jurldicas que configuran aquélla relaciôn. El abono 
de lu pensiôn puede efectuarse directamente por el Estado o una 
de sus entidades o subdivisiones, o con cargo a fondos distintos 
constituidos para tal fin. La letra a) del a p . 2 del art? 19, alu- 
de expresamente a estos supuestos. Lo esencial no es que la Enti­
dad que paga sea un Ente pûblico, sino que los fondos se hayan 
constituido para atender las pensiones devengadas por servicios 
prestados en el sector pûblico.
La tributaciôn de las pensiones corresponde e x c l usiva­
mente al Estado de donde proceden los pagos. El Modelo es taxativo 
Sin embargo, se admite una excepciôn a la régla general. La resi-
(1) El Convenio de Viena sobre Relaciones Diplomâticas, de 18 de 
abril de 1961 (art? 37) ; y el de Relaciones Consulares, de 24 de 
abril de 1963 (art? 7 1 ) recogen excepciones a las f a c i l i d a d e s ,in- 
munidades y privilégias de que disfrutan, en general, los agentes 
diplomâticos o funcionarios consulares.
dencia en un Estado cuando, a d e m â s , concurre la circunstancia de os­
tentar la national del mismo, conlleva la modification del criterio 
tributario expuesto. En este caso,la letra b) del a p . 2 del art? 19 
atribuye la facultad exclusiva de gravar al Estado de residencia. Tal 
atribuciôn y la exenciôn consiguiente en el Estado de la fuente ex- 
cluyen los problemas de doble imposiciôn . Debe destacarse , por ul­
timo , la motivaciôn politica que ha presidido la redacciôn de este 
apartado. La afluencia masiva de jubilados a determinados paises (bâ- 
sicamente les m e d i t e r r â n e o s ) y el abandono d e ^  de origen , détermina 
que el derecho exclusivo del Estado de la residencia se circunscriba 
a sus r e s i d e n t e s - n a c i o n a l e s , pensionistas de otros Estados.
La importancia de la nacionalidad del sujeto pasivo en 
un contexte en que las reglas de distribuciôn de la potestad imposi- 
tiva se basa en un criterio de residencia, llama la atenciôn.
4. El apartado 3 del art? 19, excluye del régimen 
general expuesto, "las remuneraciones y pensiones pagadas por razôn 
de servicios prestados dentro del marco de una actividad industrial 
o comercial realizada por un Estado Contratante o una de sus subdi­
visiones politicas o entidades locales". Las normas contenidas en 
los art?s 15 - Trabajos dependientes - 16 - Participaciones de conse- 
jeros - y 1 8 - Pensiones - son las aplicables. El art? 15 se refiere 
a sueldos y salaries; el art? 1 6 a  las participaciones y r e m u n e r a c i o ­
nes similares de Consejeros; el art? 1 8 , a las pensiones. No se hace 
referencia al art? 17 porque las actividades artisticas y deportivas 
pueden integrarse en el concepto de funciones pûblicas.La creciente 
i ntervenciôn del sector pûblico en actividades de muy diversa indo­
le y la gestiôn directa que en las mismas éste a s u m e ,d i f iculta con- 
cretar el âmbito del precepto. Este, se refiere a actividades de ca­
râcter industrial o comercial, pero falta la determinaciôn del rég i ­
men juridico o de gestiôn que implica la exclusiôn o no de su âmbito 
De hecho, muchos Estados en sus negociaciones bilatérales excluyen
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este apartado; y otros incluyen en el régimen general (aps. 1 y
2 ) las remuneraciones pagadas por los organismos publicos que 
gestionan f e r r o c a r r i l e s , correos, telégrafos, teatros nacionales, 
etc. La exclusion expresa del ap. 3 conlleva la aplicaciôn del 
régimen comûn a todo tipo de remuneraciones, independientemente 
de la actividad de que deriven . En tal caso, el origen de las 
rentas y el carâcter pûblico del Ente a quien se sirve, determi­
nan su inclusiôn en el art? 19.
5. Los Convenios espanoles de doble Imposiciln
contienen normas mas o menos complejas, segûn el Modelo (de 1963
ô 1 9 7 7 ) con arreglo al cual se hayan negociado, y el régimen par­
ticular del otro Estado Contratante.
Salvo los Convenios con Alemania, y Canadâ que re- 
gulan el régimen de las "remuneraciones" y de las "pensiones" en
articulos diferentes (1 ), los demâs, las integran en un mismo pre­
cepto. Pero,aûn en este caso, los Convenios que dedican un aparta­
do diferenciado para cada una de estas rentas son los que se han 
negociado con arreglo al Modelo de 1977; en los demâs,se utiliza 
una fôrmula sintética ("las remuneraciones, incluidas las pensioned 
a la que se da idéntico tratamiento juridico.Los Convenios en que 
esto se produce son los suscritos con Austria, Bélgica, Dinamarca, 
Finlandia, Francia, Japôn, Noruega, Paises Bajos, Portugal y Suiza. 
Dentro de los que diferencian los regimenes aplicables a "remunera­
ciones" y "pensiones", los Convenios de A l e mania y el Reino Unido
desglosan la posiciôn de cada pais c o n t r a t a n t e ; en los demâs casos
la formulaciôn de la hipôtesis se efectua de modo adbstracto.
(1) El de Alemania en los art?s 18 y 19, ap. 2 y 3; el de Canadâ 
los art?s XVIII y XIX.
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En los Convenios que siguen el método sintético, el Esta­
do, las subdivisiones politicas o administrativas, y las entidades 
o autoridades locales son los entes que, en general se integran en 
el sector pûblico. El Convenio con Austria, ademâs, incluye las 
corporaciones pûblicas; el de Dinamarca, los organismos autonomos;' 
el de Finlandia junto a estos organismos, las personas juridicas 
de Derecho pûblico y las asociaciones pûblicas; en el de los Pai­
ses Bajos, el Consejo Superior de Investigaciones Cientificas y el 
Institute Espanol de M o neda extranjera (hoy suprimido) (1) se asi- 
milan a^l Estado espanol (Protocole, a p . XI Ad. al art? 20).En 
otros casos, por el contrario no se mencionan las subdivisiones po —  
liticas o administrativas (Japon, Noruega y Portugal). En los Con­
venios que siguen el método analitico (diferenciaciôn de remunera­
ciones y pensiones) el criterio seguido coincide con el general a- 
puntado . Sin embargo, el Tratado con Alemania da entrada a los 
"Land" y organismos autônomos,eq u i p a r a n d o , p o r  otra parte, las re- 
tribuciones abonadas por el Deutsche Bundesbank, el Deutsche Bun- 
desbahn y el Deutsche Bundespost, en el caso de Alemania, y por 
la RENEE, en el de Espana, a las del Estado u otros entes pûblicos; 
el de Rumania se refiere a las "unidades administrativas territo­
riales" rumanas ; el Convenio con el Reino Unido, omite la r e f eren­
cia a las subdivisiones politicas.
El criterio del gravamen exclusivo en el Estado de la 
fuente es admitido en todos los casos, salvo en los Tratados con 
Noruega, Paises Bajos y Portugal. En éstos la frase "pueden someter­
se a imposiciôn en este Estado..." implica el reconocimiento de la 
soberania compartida con el Estado de la residencia del perceptor.
(1) El Decreto 2 7 9 9 / 1 9 6 9 , de 14 de noviembre traspasa al Banco de 
Espana las funciones operativas atribuidas al Institute Espanol de 
M o neda Extranjera.
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La exclusividad de gravamen no obstante, no viene atribuida abso- 
lutamente al Estado de la fuente, pues la nacionalidad del p e r c e p ­
tor puede determinar la c ompetencia exclusiva del Estado de la res i ­
dencia. En los Convenios con Bélgica, Finlandia, Francia,Japon, y 
Suiza la nacionalidad influye en tal sentido. El Convenio hispano- 
belga establece que el p r i n cipio general de tributaciôn en el Estado 
pa^crde Jas r e m u n e r a c i o n e s , "no se aplica cuando el benef iciacTwde estas 
rentas posea la nacionalidad del otro Estado Contratante, sin po- 
seer, al ,mismo tiempo, la nacionalidad del primer Estado" (pârrafo 
2 del ap. 1 del art? 1 9 ); pero nada explicita en cuanto al régimen 
tributario aplicable en tal caso. La frase "esta disposiciôn no se 
aplica", da origen a todo tipo de conjeturas; no Obstante, el espi- 
ritu subyacente en el precepto, es el de atribuir el derecho e x clu­
sivo de gravar al Estado de la residencia. Este es también el c r ite­
rio del Convenio con Francia (ap. 1 del art? 19). Los Convenios con 
Japôn y con Suiza no consideran la residencia como dato relevante, 
sino la nacionalidad. En el primer caso, una interpretaciôn literal 
lleva, incluso, a la c o n c lusiôn (aparentemente absurda) de que un 
funcionario de un Estado y residente de éste, pero national del otro 
Estado, tributa sôlo aqui; la segunda proposiciôn del ap. 1 del art? 
19 conduce a tal afirmaciôn. A la misma conclusiôn conduce el art?
19 del Convenio con Suiza; en ambos casos la residencia no influye 
en absolute. Los Convenios con Austria , Dinamarca y Finlandia 
sjnmyDrss distingos, la facultad exclusiva al Estado de la fuente.
Los Convenios suscritos con Brasil, Canada, Checoslova- 
quia, Italia, Reino Unido, Rumania, Suecia, Marruecos y Polonia, se- 
guidores del Modelo de 1977, conjugan armônicamente los principles 
de fuente , residencia y n acionalidad con la aplicaciôn preceptiva 
del método de exenciôn. Pero los Convenios con Brasil y con Canada 
se separan en algunos extremes de tal Modelo. El h i s p a n o - b r a s i l e h o , 
grava las "pensiones con cargo a fondos de la Seguridad Social de
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un Estado Contratante" sôlamente en el Estado de la residencia (a p .4 
del art? 19) y el firmôdo con Canada, para las remuneraciones d i stin­
tas de las pensiones , no exige la nacionalidad como requisite ne- 
cesario para otorgar la facultad exclusiva de gravamen al Estado de 
la residencia, del beneficiario (art? XIX,ap. 1 letra b ) . La r e f eren­
cia al art? XIX contenida en el punto 4 del Protocole de este Conve­
nio no se entiende muy bien si se considéra que aquél se refiere so­
lo a las pensiones abonadas por el Estado espanol, y que el art? XIX 
régula exclusivamente el régimen de las "remuneraciones distintas 
de las pensiones "; la r e f e rencia debia haberse hecho sôlo al art? 
XVIII, pues es el que reglamenta éstas. También el Convenio con A l e ­
mania establece un régimen especial; dispone para las remuneraciones, 
la exenciôn en el Estado de residencia, salvo que el perceptor ten- 
ga la nacionalidad de Estado en que reside sin ser al mismo tiempo 
nacional del otro Estado (art? 18, ap. 1 y 2). La potestad del Esta­
do de residencia de gravar a sus nacionales quiebra en el supuesto 
de doble nacionalidad, en que el criterio sigue siendo el de atri­
buir la soberania exclusiva al Estado de la fuente. A las pensiones 
se las aplica, sin mas, el criterio de la fuente (ap. 2 art? 19).
Las cantidades abonadas en compensaciôn de dahos o perjuicios sufri- 
dos por hostilidades o persecuciones politicas se asimilan a las 
pensiones (ap. 3 art? 19).
En la totalidad de los Convenios , salvo el de Suiza 
se contiene la exclusiôn de las remuneraciones y pensiones pagadas 
por servicios prestados dentro del marco de actividades industria­
les o comerciales realizadas en los distintos ôrdenes de Administra- 
ciôn pùblica: general, local o I n s t i t u c i o n a l .
6 . La Iegislaciôn interna espahola, contenida en la Ley 
del Impuesto sobre la Renta de las. Personas Fisicas y en su Régla-
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mento (1), considéra a los funcionarios espanoles en activo que 
ejerzan en el extranjero cargo o empleo oficial no diplomatico ni 
consular, sometidos a la obligation personal de contribuir en Es­
pana. El resultado es que se gravan las retribuciones en el Esta­
do al que aquellos pertenecen; se hace coincidir el Estado de la 
fuente (Estado pagador) con el de residencia juridica (Espaha).
El requisite de la nacionalidad espahola exigida a los funcionarios, 
excluye de tal régimen a los que no la ostenten; en tal case debe 
tributarse en el Estado de residencia. .La norma équivalente aplica- 
da a los funcionarios extranjeros compléta el esquema. La legisla­
tion interna espahola coincide casi plenamente con los criterios 
fijados en el M o delo de 1977.
En relation con las "pensiones" el criterio de 
la OCDE, supone una restriction al seguido en la legislation pa- 
tria. En todo caso, el residente habitual queda sujeto a tributar 
en Espaha por obligation personal, sin que existan diferencias en­
tre el nacional y el extranjero. Los requisitos exigidos en la le­
tra b) del ap. 2 del art? 19 del Modelo de 1977 (residencia y ria- 
cionalidad) d e s b ordan las exigencias espaholas. El hecho de que el 
pensionista sea sujeto pasivo del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas por obligation personal, se deduce de lo-dispues- 
to en la letra c), Dos, del art? 14, y en la letra d) del art? 8, 
de la Ley 44/78, al considerar como rendimientos del trabajo las 
"pensiones o haberes pasivos" y limitar el régimen especial de 
tributaciôn en el pais de la residencia legal, a los "funcionarios 
en a c t i v o " ,
(1) Cfr. art?s 8 y 9 de la Ley 44/1978 de 8 de septiembre; y 24 
y 25 del Reglamento de 1 9 8 1 . Para un tratamiento detallado de esta 
materia, en relaciôn con los diplomâticos, Véase mâs adelante el 




Las cantidades que reciba para cubrir sus gastos de manteni
miento, estudios o formaciôn un estudiante o una persona en prâctica
que sea o haya sido inmediatamente antes de llegar a un Estado Con-
tratante residente del otro Estado Contratante y que se encuentre en
el primer Estado con el ùnico fin de proseguir sus estudios o forma­
ciôn no pueden someterse a imposiciôn en este Estato siempre que pro-
cedan de fuentes situadas fuera de este Estado (a).
1. El Modelo de 1977, régula en su art? 20, la tribu­
taciôn de los cstudiantes o personas en prâcticas que obtienen renta 
de fuentes situadas fuera del Estado en que residen accidentalmente,
, y que destinan a su mantenimiento, estudios o formaciôn. La OCDE 
régula tal tributaciôn desde el punto de vista pasivo, es decir en 
relaciôn con las personas que reciben tal educaciôn o ensenanza prof' 
sional. Mo se refiere para nada a los que la imparten, es decir a 
los profesores, maestros o catedrâticos, ni tampoco a los que llevan 
a cabo actividades de investigaciôn. Las rentas que este personal do- 
centre investigador obtenga del ejercicio de su actividad profesio- 
nal en Estado distinto del de su residencia habituai se rige por lo 
dispuesto en el art? 14 - Trabajos independientes - o en el art? 21 
-Otras rentas - . En ambos, la tributaciôn corresponde al Estado de 
la residencia habituai,si bien en el art? 21 no se prevé la excep­
ciôn en favor de la base fija del profesional situada en el otro 
Estado.
Considerando tan estricto planteamiento el présen­
te comentario se circunscribe al examen concrete del régimen apli­
cable a los Estudiantes y practicantes, dejando para el apartado rê­
va) Coincide casi plenamente con el art? 20 del Modelo de 1963.La ù- 
nica diferencia estriba en que el Modelo de 1977 exije que la reside: 
cia en el Estado Contratante del que procédé lo haya sido IMMEDIATAM: 
TE antes de desplazarse al Estado en que prosiguen sus estudios.
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ferente a los Convenios espanoles aquélla dualidad de enfoques
2. Desde el punto de vista subjetivo, el art? 20 con­
templa los estudiantes o personas en prâcticas. La amplitud de le:
termines utilizados deja la puerta abierta a todo tipo de conjetu­
ras. "Estudiantes" es todo aquel que realiza una labor intelectua: 
y que todavia no ha completado su formaciôn. "Persona en prâctica: 
parece referirse a los que habiendo terminado su instrucciôn teô- 
rica (fase estudiantil) completan su formaciôn con un période prâ:
tico : p.ej. un médico que recién terminados sus estudios practic-;
en un centre hospitalario. Pero en ambos casos, lo prédominante e; 
la laborar intelectual desarrollada por el sujeto.De acuerdo con 
esta interpretaciôn , quedan excluidas las actividades puramente 
manuales o de formaciôn profesional (laboral), debiéndose incluir 
expresamente en aquellos casos que los negociadores deseen otor- 
garlas un trato juridico équivalente. Los Comentarios de la OCDE 
no explicitan nada al respecte. Tampoco determinan, en concrete, 
^ u é  estudiantes se refieren; es decir, si a cualquier catégorie 
de elles (bachilleres, universitarios, etc) o una determinada.No 
obstante, la lectura del precepto y su propia configuraciôn bascu­
la hacia aquellos que han terminado o estân a punto de terminer e: 
ciclo estudiantil propiamente dicho. La exigencia de la realizacic 
de prâcticas délimita mâs el supuesto en el caso de las personas 
afectadas. De todos modos el precepto es excesivamente vago y gene 
ral.
3. Objetivamente, las rentas que reciben un trata­
miento juridico tributario excepcional son "las cantidades que re-
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ciba - el estudiante o similar - para cubrir sus gastos de manet- 
nimiento,estudios o formaciôn". De nuevo, los interrogantes se 
suscitàn. El decir "que reciba" quiere significar que su proce- 
dencia debe radicar en fuentes situadas fuera del Estado en que 
accidentalmente esté residendo para culminar los estudios o for­
maciôn. No se requiere, sin embargo, que la fuente de tales ren­
tas radique en el Estado del que se es residente o del que se ha 
sido con anterioridad inmediata a la llegada al otro Estado. El 
articulo, en su ultima frase, alude a una procedencia exterior a: 
Estado en que se reside de hecho, pero no se concreta el origen 
de taies rentas. La delimitaciôn se efectua de forma negativa: 
que no se trate de fuentes interiores. Con arreglo a este crite­
rio, no se equiparan en trato juridico las rentas que el estudiar 
te obtenga por el ejercicio de una actividad complementaria o au> 
liar : v.gr. ejercer un empleo o oficio, impartir clases, etc.(l) 
Donde mayores dificultades se suscitan es en relaciôn con la fra­
se "cubrir sus gastos de mantenimiento, estudios o formaciôn". Ne 
sôlo desde el punto de vista cualitativo (aspecto éste que, no 
obstante, parece concretarse) sino también y sobre todo cuantita- 
tivo, la indeterminaciôn y vaguedad presiden el articulo. La co- 
bertura de taies gastos es realmente dificil de determinar por­
que depende de los gustos, y calidad de vida del recipiendario.La 
flexibilidad de estos datos incide necesariamente en las cantida­
des précisas para atender las necesidades que se apuntan : mante 
nimiento, estudios y formaciôn. Una limitaciôn cuantitativa se 
impone, sobre todo si se considéra que lo que se régula es el
(1) En la revisiôn de este articulo se estudiô la posibilidad de 
extender la exenciôn a la remuneraciôn percibida por un estudian­
te en virtud de un empleo. Las distintas propuestas reguladoras 
de tal posibilidad, muy limitativas en su âmbito (actividades e- 
jercidas por estudiantes de niveles superiores de ensenanza; real 
zadas durante un periodo inferior a 100 dias dentro de cada aho 
fiscal ; llevadas a cabo con el fin de adquirir una experiencia 
prâctica) no se llegaron a incorporar«a los Comentarios definiti- 
vos del Modelo .
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régimen fiscal de unas personas cuya filosofia de vida debe estai 
presidida por la sobr^'edad
4. Los requisitos que determinan un régimen fiscal 
excepcional son de dos tipos : juridicos y finalistas. Juridicame 
te, se requiere que el estudiante o similar "sea o haya sido in­
mediatamente antes de llegar a un Estado Contratante residente de 
otro Estado". La residencia présente en la mente del legislador 
es la habituai de la persona que se traslada de uno a otro Estado 
El precepto, estimando tal traslado meramente accidentai, respeta 
la anterior residencia e incluso llega a la ficcion de no conside 
rarlo residente fiscal del otro Estado. En ningûn caso somete las 
rentas percibidas para su mantenimiento, estudios o formaciôn 
procédantes del otro Estado, a gravamen. Una cuestiôn que tampoco 
détermina el precepto es el plazo durante el cual tal tratamiento 
es aplicable. Inicialmente no existen limitaciones temporales; pe 
ro los abusos que pueden derivarse determinan que algunos Estados 
sehalen un plazo mâximo.
El estudiante o persona en practices si en el 
momento en que decide trasladarse no es residente de uno de los 
Estados Contratantes, debe haberlo sido "inmediatamente" antes 
de adopter tal decision. Tal exigencia conlleva que el articulo n 
se aplica a una persona que en un momento ha sido residente de u- 
no de los Estados Contratantes pero que traslado posteriormente 
su residencia a un tercer Estado antes de visiter el otro Estado 
Contratante. Este requisite évita que los sempiternos estudiantes 
que hacen del estudio errante un medio de vida, se beneficien de 
una norme dictada con otras miras.
El requisite finaliste consiste en que el estu­
diante o persona en prâcticas "se encuentre en el Estado con el f 
de proseguir sus estudios o formaciôn". La utilizaciôn del verbe
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"proseguir" parece implicar que el estudiante ya haya iniciado un 
periplo intelectual, y que no pueda aplicarse a aquellos que se in; 
cian en tal actividad. Mas adecuado hubiera sido utilizar la expre- 
sion "realizar estudios o practices"; sin embargo, el espiritu de : 
norma parece no ser tan restrictive.
5. El gravamen de las rentas percibidas per las per­
sonas consideradas, si se cumplen los condicionantes establecidos, 
"no pueden someterse a imposiciôn en este Estado". Este Estado es e 
de la residencia accidentai del estudiante o persona en prâcticas. 
Las cantidades procedentes de fuentes situadas en el mismo,no gozan 
de exenciôn. El régimen juridico establecido atribuye la potestad 
exclusiva al Estado de la residencia anterior.La frase "no pueden" 
defiere, sin embargo, del sistema clâsico de la OCDE, concis tente 
en atribuir la soberania tributaria ^ consiguiente facultad de gra­
var en base de afirmaciones , en vez de cxclusion.es. El adverbio 
"sôlo" détermina la exclusividad de gravamen en uno u otro Estado; 
la utilizaciôn escueta del verb^.o "pueden",conlleva la soberania 
del Estado de la fuente, pues el de residencia en todo caso ostenta 
el poder tributario. Los termines "no pueden" equivalen, de hecho, 
a una excenciôn subjetiva que el Estado de la residencia actual con 
cede al estudiante,porque al procéder las rentas de fuentes situada 
en otro Estado (no necesariamente ei de su residencia anterior se 
desconoce el tratamiento fiscal de éstas). A lo que se compromete 
el Estado donde se llevan a cabo los estudios o prâcticas es a no 
gravar.El utilizar otra fôrmula legal hubiera implicado prejuzgar 
el origen de las rentas.
6. Los Convenios espanoles de doble imposiciôn no si-
436
guen una linea uniforme en el tratamiento de esta renta, pues en 
unos supuestos solo se détermina el regimen de estudiantes, perso­
nas en prâcticas o aprendices (Convenios con Alemania, Austria, Ca 
nadâ, Suiza, Checoslovaquia y Marruecos), mientras que en otros (e 
resto de los Tratados) también se configura el de Profesores,Maes­
tros, Investigadores y Catedrâticos. Asimismo, y con independencia 
de la mayor o menor' amplitud del âmbito subjetivo del articulo 
el tratamiento ofrece, en cada caso, ciertas particularidades.
6.1. El régimen establecido para los "Estudiantes" 
coincide en general con los principios del Modelo.Los Convenios co 
Alemania, Bélgica, Canadâ, Checoslovaquia, Finlandia, Italia, Jape. 
Paises Bajos, Reino Unido y Suiza se plegan, por complete, a las 
prescripciones de aquél. Sôlo los Convenios con Alemania y Canadâ 
amplian el âmbito subjetivo del Modelo al integrarse, en el primer 
caso, los "Volontar" o "Praktikant"; y en el segundo, a los "apren­
dices".El Tratado con el Reino Unido restringe, sin embargo, el âm­
bito objetivo convencional; se refiere unicamente a las cantidades 
remitidas para completar los estudios o la formaciôn intelectual, 
pero no se refiere a las que cubren su mantenimiento,
Los Convenios firmados con Austria, Brasil,Dinamar­
ca, Francia, Noruega, Portugal, Rumania, Suecia, Marruecos y Polo­
nia eximen de tributaciôn , en el pais en que se encuentra,las re­
tribuciones que obtenga el estudiante por razôn de un empleo aqui 
ejercido. Ademâs de esta ampliaciôn, los Convenios con Brasil,Dina- 
murca, Noruega,Rumania,Suecia y Polonia establecen determinadas mo­
dalidades subjetivas. Asi, en el del Brasil el beneficiario debe 
ser estudiante de una "Universidad, es tabléeimiento de ensenanza si 
perior o Escuela" "practicante" o "perceptor de una beca, ayuda es- 
colar o recompensa concedida por una organizaciôn religiosa, de ca- 
ridad, cientifica o educacional" (letra a)b) y c ) del ap. 1 del a n
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21).En el de Dinamarca, ademâs de los estudiantes en Universidades 
Colegios, o Escuelas, y de los perceptores de becas, ayudas o bols 
escolares, se incluyen los que realizan prâcticas comerciales, a- 
gricolas, forestales o técnicas (letras a)b)c) del art? 21). En el 
de Noruega se integran los estudiantes, becarios y los practicante 
que Completan su formaciôn en los sectores técnico-profesional o 
comercial (letras a)b)c) del art? 20). El de Rumania alude a estu­
diantes, practicantes en curso de formaciôn profesional (ap. 1 del 
art? XXI). El de Suecia a estudiantes o aprendices comerciales (ap 
1 del art? XX). El de Polonia a estudiantes, aprendices o practi­
cantes (ap. 3 del art? 20).
La exenciôn concedida en el Estado en que se resi 
de temporalmente y relative, al empleo aqui ejercido, se matiza de 
diferente forma. Las limitaciones y cortapisas se refieren : 1 ?) a 
quienes pueden realizar el trabajo (normalmente, los estudiantes 
de Universidad, o Centro de Ensenanza superior o técni ca: v.gr. 
Francia, Portugal, Suecia y Polonia); 2?) al plazo durante el cual 
puede llevarse a cabo (varia desde los 100 dias establecidos el 
Convenio con Suecia, hasta los 4 ô 5 ahos en los de Brasil y Ruma­
nia; plazos intermedios son los del Convenio con Francia, un aho, 
y Los de Austria, Portugal y Polonia, 183 dias); 3?) la cuantia 
percibida (unicamente los Tratados con Francia, 10.000 fiancos anu 
les o équivalente en pts, y Rumania 170.000 pts. anuales o équiva­
lentes en leis - establecen tal limitaciôn); 4?) a la finalidad del 
empleo (que sea para ayudarse en los estudios o formaciôn; Brasil 
y Suecia; para completar la formaciôn prâctica; Austria, Francia y 
Portugal ; necesario para el mantenimiento ; Dinamarca, Noruega,Po­
lonia y Rumania); y 5?) la significaciôn secundaria del mismo en 
relaciôn con los estudios o prâcticas (Dinamarca y Noruega).Tambié 
el Convenio con Francia amplia la exenciôn a los casos en que, un 
estudiante, distinto de los sehalados , o una persona en prâcticas 
obtengan del ejercicio de un empleo las cantidades absolutamente
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necesarias pura su mantenimiento; en este caso no existe limita­
ciôn cuantitativa (pârrafo segundo del ap. l del art? 22), El mis­
mo criterio sigue el Convenio con Marruecos, si bien las cantida­
des ganadas pueden destinarse al mantenimiento, estudios o forma­
ciôn .
6.2. No todos los Convenios suscritos por Espaha re­
gular el régimen de las rentas obtenidas por"profesores, maestros 
e investigadores", producto de las actividades de ensehanza e invec 
cigaciôn llevadas a cabo en Estado distinto del de su residencia h; 
bitual. Los Convenios con Alemania, Austria, Canadâ, Checoslovaquia 
Suiza y Marruecos siguen un criterio restrictive a corde con el 
propugnado por la O.C.D.E. En todos los demâs Tratados, bien en e: 
mismo articulo que los Estudiantes, bien en precepto distinto, se 
recoge el supuesto. La regulaciôn , no obstante, varia segûn los 
casos. La primera divergencia résulta de que no existe uniformidad 
en la denominaciôn de taies profesionales, pues mientras en unos 
casos se alude a Profesores y otros miembros del personal docente 
(Bélgica y Rumania) , en otros se hace referencia a profesores e 
investigadores (Brasil y Suecia), o a Catedrâticos y profesores(Di­
namarca y Japôn). En general, el término bâsico y mâs ampliamente 
utilizado es el Profesor.
La exigencia de que la persona que va impartir la en­
sehanza o realizar la investigaciôn sea residente del otro Estado 
Contratante es requisite demandado, en todo caso.Sôlo los Convenios 
con Brasil, Japôn,Portugal,Reino Unido,Suecia y Polonia requieren 
que tal persona sea residente actual o lo haya sido inmediatamente 
anterior a tal evento.Sin duda la misma consideraciôn que en el ca­
so de los estudiantes , estâ présente en este caso.
No todos los Tratados imponen que el Profesor haya 
sido invitado por un Organisme docente o investigador.Pero en aigu-
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nos casos (Francia y Reino Unido) ademâs de este requisite se esta­
blece que el tal Organisme pertenezca al Estado o esté oficialmentf 
reconocido por éste. En el Convenio con el Brasil, alternativa de 1. 
invitaciôn es que el desplazamiento se deba al cumplimiento de un 
"programa oficial de intercambio cultural".
Las actividades a realizar por el Profesor o Invest: 
gador se vinculan, en todo caso, a la ensenanza o investigaciôn.So­
lo en el Convenio con Brasil se incluye el supuesto de que la con- 
trataciôn sea para desarrollar churlas o conferencias. Los Tratados 
con Rumania y Polonia excluyen del régimen tributario excepcional, 
a las actividades de inves tigaciôn reali'^adas en interés p articula: 
Otra limitaciôn que afecta a las actividades se vincula al plazo 
de su prestaciôn ya que en todos los casos se fija un mâximo de 2 
ahos (1 aho en el Convenio con Suecia). Sin embargo, en ningûn casc 
se fijan cantidades mâximas a percibir.
El régimen tribucario también varia en los Convenios 
Excepto en los suscritos con Bélgica, Japôn, Paises Bajos y Ruma­
nia, en que se sigue el criterio de atribuir la exclusividad de 
gravamen al Estado anterior de residencia ("sôlo pueden someterse 
a im.posiciôn" ) , en los demâs se adopta un régimen de exenciôn en e: 
Estado de permanencia temporal. El Convenio con Portugal subordina 
esta exenciôn a que se aplique el mismo régimen en el Estado de 
procedencia de la persona. El sacrificio tributario que comporta 
esta exenciôn se vincula a una exenciôn total efectiva, y no a una 
simple renuncia de soberania tributaria. En los casos en que el 
gravamen^reconoce sôlo al Estado de procedencia de la persona, el 
Estado de la residencia temporal renuncia a considerarle como resi­
dente fiscal; condiciôn que, en otro caso, se adquiriria por la 
permanencia en este territorio por un periodo superior al limite 
general de 183 dias durante un aho natural. Este régimen, de hecho, 
détermina que la persona no tribute en ninguno de los dos Estados 
durante el segundo aho, porque habrâ dejado de ser residente del
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primero (por permanecer fuera mas de 183 dias) sin que tampoco haya 
adquirido la residencia del segundo. El régimen de exenciôn esta­
blecido en el Estado de residencia temporal no prejuzga, sin embar­
go, el tratamiento juridico que las rentas percibidas por el ejer­
cicio de la actividad docente o investigadora obtengan en el otro 
Estado.
7. El hecho de que la Iegislaciôn interna espahola 
someta a la persona fisica a tributar en Espaha por obligaciôn per­
sonal y real, y que nuestro pais sea pais receptor y emisor de es­
tudiantes, profesores e investigadores, hace que se compenser los 
sacrificios tributarios que se derivan de seguirse exclusivamente 
un criterio personal o real. De todos modos, la importancia prâcti­





1. Las rentas de un residente de un Estado Contratante, cual- 
quiera fuese su procedencia, no mencionadas en los anteriores arti­
cules del presente Convenio solo pueden someterse a imposicion en 
este Estado.
2. Lo dispuesto en el parrafo 1 no se aplica a las rentas, ex-
oarrafo 2 del articulo 6, cuando el beneficiario de dichas rentas.
residente de un Estado Contratante, realice en el otro Estado Con-
tratante una actividad industrial 0 comercial por medio de un esta-
blecimiento permanente situado en él o preste servicios profesionale
por medio de una base fija igualmente situada en él, con los que el
derecho o propiedad por los que se pagan las rentas esté vinculado
ef ectivamente . En estos casos se aplican las disposiciones del arti-
culo 7 o del articulo 14, segun procéda (a).
1 El art2 21 del Modelo de 1977 es un precepto resi­
dual que esrablece normas de tributacion para aquellos casos en que 
las rentas imponibles no puedan encuadrarse en otro articulo. La in­
clusion de una renta en una catégorie, determinada conlleva la aplica 
cion del precepto respective. La inexistencia de tal catégorie (p.ej 
en el Modelo no existe un articulo especifico referido a los Agentes 
Mediadores) , o la dificultad de calificar u subsumir una renta en 
un articulo, imponen la convenencia de esLablecer un precepto genéri- 
0 0 , comprensivo de aquellos casos de inexistente o dificil encaje. 
Question distinta, y en la que no intervienen consideraciones exclu- 
sivamente tributaries, es la referente a los criterios que deben 
presidir el gravamen de las rentas asi integradas . La OCDE,Foro en 
el que predominan los paises economicamente mas desarrollados del
(a) Coincide parcialmente con el art? 21 del Modelo de la OCDE de 
1963.En el Modelo de 1977 se ha ahadido en el ap. 1 la frase "cual-
quiera que sea su procedencia". El ap. 2 es completamente nuevo.
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mundo occidental, exportadores de técnica y capitales, ha optado 
por la alternativa de la residencia, criteria mas acorde con sus 
intereses y, por que no decirlo mas lôgico con un sistema tributa- 
rio moderno. Espaha , no obstante, ha formulado una réserva expre- 
sa al articulo, manifestando su deseo de conserver el derecho de 
gravar las rentas que provengan de fuentes situadas en su territo- 
rio. La obligaciôn real de contribuir ofrece, en este caso, sus 
perfiles caracteristicos.
La exepcion a la régla general contenida en al apar- 
tado 1 del articulo que comentamos, introducida por vez primera en 
el Modelo de 1977, se vincula a la atracciôn que ejercen el estable 
cimiento permanente u base fija situados en Estado distinto de la 
residencia, como elementos o datos justificatives, por si mismos, 
del gravamen que incide sobre los bénéficiés obtenidos por su media- 
ciôn.
El présente comentario incluye, asimismo, la exegesis 
de los preceptos que, contenidos en alguno de los Convenios suscri- 
tos por Espaha, se refieren especificamenre a los Agentes Mediadore 
o Comisionistas. La exigencia de seguir estrictamente el Modelo de 
la O.C.D.E. impone esta inclusion; mas precise hubiera side conside 
rarlos como una categoria de profesionales.
2. El apartado 1 del art? 21, establece como premi- 
sas bâsicas para el gravamen de las rentas a que se refiere ,que 
estas no estén mencionadas en anteriores articules, y que sean per- 
cibidas por un residente de un Estado Contratante. Su procedencia 
es un date que no infiere el tratamiento juridico.
La residencia del beneficiario se détermina con arre- 
glo al art? 4 del Modelo. Si existe doble residencia, el evento se
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resuelve mediante la aplicacion de las réglas que atribuyen la fa- 
cultad integral de gravar a un solo de los Estados en liza' (1).
La falta de mencion a que se refiere el precepto, implica 
la inclusion en el mismo de las rentas que integran una categoria 
no tratada expresamente y de las que provienen de fuentes no mencio­
nadas especificamente.Con tal aclaracion ,las rentas a que se refie 
re el articulo son aquellas que no se ban incorporado al Modelo (es­
te por su brevedad y concision no puede abarcar toda la gama de posi 
bilidades) y las que habiéndose incluido de forma nominativa (p.ej. 
funciones publicas,pensiones) derivan de fuentes no previstas en el 
Convenio. Concretamente en el terreno de ias pensiones existen moda- 
lidades y combinaciones no cubiertas por la escueta redaccion de los 
art?s 18 y 19 apartado 2: v.gr. seguros de retiro.Debe anotarse,no 
obstante, que en los casos en que se produzca tal tipo de omision 
(rentas previstas pero de fuente no precisada), el procedimiento 
amistoso podra cumplir una funcion integradora sustitutiva del pre­
cepto. El apartado 3 del art? 25 del Modelo al atribuir a las Auto- 
ridades compétentes de los Estados Contratantes la labor de "evitar 
la doble imposicion en los casos no previstos en el Convenio" apoya 
este criteria (2 ).
La procedencia de las rentas es un dato que, come se ha 
dicho, no interfiere en su tratamiento juridico tributario.Inicial- 
mente tal origen hay que ubicarlo en uno de los Estados Contratantes 
una de sus subdivisiones politicas o administrativas,una entidad lo­
cal, o un residente de este Estado. Este es, por lo demis, el crite­
ria que sigue el Modelo cuando détermina el origen de las rentas 
que, imponibles en el Estado de residencia, son gravadas con carac- 
ter limitado en el Estado de la fuente; v.gr. art? 11 ap. 5 relative
(1) cfr. art? 4 y su Comentario.
(2) Véase mas adelante , art? 25 y su comentario.
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a los intereses; y, en los Convenios espaholes, el apartado 5 del 
art? 12 referente a los canones . La especial configuracion consti- 
tucional de los Estados Contratantes puede determinar , asimismo, 
otras categorias politicas administrativas o territoriales propias 
de su organizaciôn; v.gr. en el Convenio con Alemania se alude a lo 
"Land"; en el de Rumania a las "unidades administrativas territoria 
les rumanas"; y en el de Suiza, a los "cantones o comunas".Sin em­
bargo, la redaccion del art? 21, introducida "ex novo" en el Modelo 
de 1977, es mas amplia. Recoge las posibles modalidades organizati- 
vas de cada uno de los Estados Contratantes y da entrada a terceros 
Estados distintos de los Contratantes. Asi, las rentas procédantes 
deestos son incluidas igualmente.
El derecho a gravar se concede exclusivamente al 
Estado de la residencia. La frase "solo pueden someterse a imposici 
en este Estado" es elocuente por si sola. Pero la caracteristica de 
precepto es que tal exclusividad es absolute, pues se aplica con 
abstraccion de que el derecho de imposicion se ejercite o no por es 
te Estado. Es to quiere decir que el Estado de la fuente (del que 
proceden las rentas) no puede gravar aunque el Estado de la residen­
cia no haga uso de su derecho; y lo mismo es aplicable en el caso d 
doble residencia si esta es atribuida a uno de los Estados y las re: 
tas proceden de un tercer Estado. El que el Estado de la residencia 
no grave puede deberse a multiples circunstancias,bien juridicas 
(no esta previsto un impuesto sobre determinados elementos de renta 
compensacion de perdidas, prescripcion,etc) o de hecho (errores 
materiales,etc). Con el fin de evitar esta falta de imposicion,los 
Estados en sus negociaciones pueden convenir que el articulo solo 
se aplica a las rentas que realmente estan sujetas a gravamen en el 
Estado de la residencia del beneficiario.
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3. El apartado 2 del art? 21, recoge la excepciôn a 
la régla general del apartado 1 , en el supuesto de que el residen­
te de un Estado Contratante realice en el otro Estado actividades 
industriales o comerciales por medio de un establecimiento perma­
nente, o preste servicios profesionales por medio de una base fi­
ja situados aqui. Si el derecho o propiedad por los que se pagan 
es tan
las renta^Yv"inculados a aquellos, la régla general cede su puestc 
ante lo establecido en el articulo 7 - Bénéficies Empresariales- 
o en el art? 14 - Trabajos independientes - respectivamente. La 
norma contenida en el apartado 2 es congruente con el sistema ge"- 
neral establecido en elModelo; se reconoce la facultad de gravamer 
del Estado de la fuente en la medida en que los bénéficies en él 
obtenidos, puedan atribuirse al establecimiento permanente o base 
fija aqui situados. En otro caso, las rentas derivadas de una ac- 
tividad empresarial o profesional por cuenta propia se gravan sô- 
1amente en el Estado al que pertenece la empresa o el residente 
que las lleva a cabo. Est© es, asimismo, el criterio establecido 
en todos los casos en que determinadas rentas se vinculan al esta­
blecimiento permanente o base fija (v.gr. dividendes (art? 10,ap. 
4); intereses (art? 11, ap. 4); cânones (art? 12,ap. 3);ganancias 
de capital (art? 13,ap.2). e implica , por lo menos a nivel teôri- 
0 0 , un reconocimiento mas o menos amplio de la "pseudopersonalidac 
tributaria de taies instalaciones.
Las rentas procédantes de un tercer pais también se in- 
cluyen.En tal caso el Estado en que radican el establecimiento o 
la base tiene un derecho de imposicion. A la misma soluciôn se acu 
de cuando beneficiario y deudor de la renta residen en un mismo 
Estado Contratante , si la renta se atribuye a un establecimiento 
permanente o base fija que el beneficiario posee en el otro Estadc
El requisito de la conexion real, se refiere
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el ap. 2 del articulo con la frase " con los que el derecho o pro­
piedad por los que se pagan las rentas esté vinculado efectivamen- 
te" . La vinculacion ha de ser efectiva; en otro caso no cabe la 
conexion. El apartado 1 del art? 7 del Modelo se opone expresamen­
te al principle de la "vis atractiva", al establecer que los béné­
ficiés solo podran gravarse en la medida en que puedan atribuirse 
al establecimiento o base.Cuando cabe tal atribucion el gravamen 
no plantea problemas, porque las rentas constituyen bénéficié de 
aquéllos y pueden someterse a imposicion a un nivel cuasipersonal 
en sus manos (ingresos totales menos gastos). Lo que no détermina 
el precepto es la forma en que ha de producirsela vinculacion .Lô­
gico es pensar que la actividad em.presariai o prof esional, llevada 
a cabo a través del establecimiento o base, produciran bienes 
("propiedad) o servicios ("derechos") cuya adquisiciôn o utiliza- 
ciôn determinarân el abono de las rentas.
El apartado 2, sin embargo, contiene una excepciôn 
A las rentas derivadas de bienes definidos como inmuebles de acuer- 
do con el ap. 2 del art? 6 del Modelo, se les aplican las reglas 
propias de las rentas inmobiliarias.Segûn el ap. 1 del art? 6 el 
Estado de la situaciôn tiene un derecho de imposiciôn preferente, 
aun en el caso de que taies rentas se deriven de bienes inmuebles 
de una empresa y de los utilizados para el ejercicio de trabajos 
independientes afectos a un establecimiento o base. Por ello los 
inmuebles situados en un Estado Contratante que formen parte del 
activo de un establecimiento o base que una empresa de este Estado 
tenga sl^tuados en el otro Estado, sôlo pueden someterse a imposi­
ciôn en el Estado en que radiquen los bienes y del que el bénéficia 
rio sea residente (1).
(1) cfr, asimismo los art? s 13 y 22 apartados 1 y 2 (éste a "sensu 
contrario").
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Anôtese, por ultimo, que el abuso a que pueden dar 
lugar determinadas vinculaciones de activas con el establecimiento 
o la base, sobre todo en los casos en que el Estado de residencia 
aplica el método de exencion, détermina que los Estados Contratan­
tes en sus negociaciones estimen que taies incorporaciones de he­
cho no se producer; lo contrario implicaria un caso évidente de u- 
so abusivo de un Convenio.
4. Los Convenios espaholes de doble imposicion pre 
sentan variantes, dentro de una gran uniformidad. Los negociados 
con Alemania, Austria, Brasil, Dinamarca, Finlandia,Francia, Japon, 
Noruega, Paises Bajos y Suiza se adaptan en fondo y forma a las 
prescripciones del Modelo de 1963 ;éste ofrece las siguientes espe- 
cialidades : a) que incluye el supuesto de que las rentas, aun re- 
cogidas en algùn articulo concreto sean de naturaleza distinta ; y 
b) que para evitar los casos en que las rentas pudieran quedar sin 
gravar , subordina la aplicacion del criterio de exclusividad a 
que estén "sometidas a imposicion en este Estado" (el de residencia
Los demâs Convenios, en una u otra medida, ofrecen 
pnrticularidades: el de Canada, establece un criterio de tributa­
cion compartida; sin embargo, las rentas pueden someterse a imposi­
cion en el Estado Contratante del que proceden y segûn la legisla- 
ciôn de este Estado) (art? XXI); el mismo criterio se sigue para 
las fiducias ("trust")o herencias residentes en el Canada, si bien 
y en su caso, el impuesto espahol no podrâ exceder del 15% del im­
porte bruto de las mismas (Protocolo,punto 5). El de Italia,consi­
déra irrelevante la procedencia de las rentas; y ahade un aparta­
do relative a las rentas vinculadas a un establecimiento permanente 
o base fija, pero no se remite a lus normas générales de los art?s 
7 y 14, sino que se remite a la legislaciôn interna del Estado Con-
448
tratante en que aquéllos radiquen (ap. 2 art? 21); tampoco recoge 
la excepciôn aplicable a los bienes inmuebles. El de Portugal se 
adapta al Modelo de 1963, pero considéra las rentas percibidas por 
un cuentaparticipe no gestor como dividendos, sometidos al art? 10 
(1).Los del Reino Unido, Rumania y Suecia son prâcticamente idénti- 
cos; todos ellos establecen la irrelevancia de la procedencia de 
las rentas (el del Reino Unido, ademâs, incluye las rentas de natu­
raleza indeterminada), e incorporan un apartado relativo al estable 
cimiento permanente o base fija, remitiéndose a las normas de los 
art?s 7 y 14 (XV , en el caso de Rumania). Ninguno contempla la 
excepciôn de las rentas inmobiliarias.Los Convenios con Checoslova- 
quia y Polonia se ajustan plenamente al Modelo de la OCDE de 1977. 
El Tratado con Marruecos, admite, en general el principio de exclu­
sividad en favor del Estado de residencia, pero no détermina, en 
concreto, el régimen a aplicar en el caso de establecimiento o ba­
se situados en el otro Estado Contratante.Tampoco se refiere a las 
rentas procédantes de un tercer Estado.
5. Los criterios de gravamen establecidos actual- 
mente en la legislaciôn interna espahola (obligaciôn personal y obi 
gaciôn real) y la adiciôn del apartado 2 al art? 21 del Modelo de 2 
OCDE han acercado posiciones que en un principio eran distantes. Le 
destacable es, sin embargo, que rigiendo desde antiguo taies crite­
rios en nuestra legislaciôn, la casi totalidad de los Convenios sus 
critos por Espaha acepten el criterio exclusivo de la residencia.
El gravamen de la propiedad intelectuai constituye una excepciôn.
(1) El contrato de cuentas en participaciôn se régula en los art? s 
239 a 243 del Côdigo de Comercio.
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Nuestro pais siempre abogô y obtuvo el gravamen en la fuente de 
taies rendimientos. Actualmente, la incorporaciôn del ap. 2 al art' 
21 supone una concesiôn al pais de la fuente. Criterio que coinci­
de con cl mantenido en nuestra legislaciôn interna. Ademâs como 
se viô, Espaha ha formulado una réserva al art? 21 para conserver 
en cualquier caso, el derecho de gravar las rentas provenientes de 
fuentes situadas en el pais.
El art? 75 de la Ley 61 /1 973, de 27 de diciembre.,del 
Impuesto sobre sociedades, considéra rendimientos obtenidos en Es­
paha, los percibidos por medio de establecimiento permanente aqui 
situado. Y el art? 19 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas incluye en tal categoria, los obtenidos po: 
un establecimiento permanente situado en territorio espahol perte- 
neciente a una persona fisica, y atribuye a las Sociedades extran- 
jeras con establecimiento permanente en Espaha la parte de rendi- 
miento total équivalente a la proporciôn en que se encuentre el 
capital fiscal atribuible al establecimiento permanente respecte 
del capital mundial de dicha Sociedad (1 ).
* X X X
6. AGENTES MEDIADORES
La inclusiôn de estos agentes en el articulo dedi- 
cado a "otras rentas" obedece a dos razones : que se trata de ac-
(1) cfr. letras a) y h) del citado art? 19.El criterio propugnado 
por el art? 19,letra h) implica la vuelta al sistema de la cifra 
relativa de négocies,abandonado ,por absoleto,en la Ley de Reforma 
del Sistema Tributario de 11 de j uni o de 1 964.
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tividades no recogidas en otro precepto, y que es el lugar menos 
inadecuado para ello.
El Convenio Modelo se refiere a los agentes media­
dores en el art? 5, apartados 5 y 6. La referenda es indirecta 
porque el precepto régula el régimen del establecimiento permaner 
te. La realizacion de una actividad en un Estado Contratante por 
medio de un corredor, un comisionista general o cualquier otro a- 
gente que goce de estatuto independiente, siempre que estas perse 
nas actuen dentro del marco ordinario de su actividad, no implica 
que se tenga un establecimiento permanente en este Estado(1).La 
persona actuante es considerada en si misma una empresa comercial 
La actuaciôn debe serlo en nombre y por cuenta propia; cuando se 
opera por cuenta ajena y en nombre de otra empresa se considéra 
que ésta si tiene tal establecimiento. Lo que parece distinguir 
el Modelo son los supuestos de representacion mediata (no existe 
necesidad de declarar quien es el comitente), e inmediata (si 
existe tal necesidad) a los cuales se refiere ampliamente nuestrc 
Côdigo de Comercio (2).
Pocos son los Convenios suscritos por Espaha que 
contengan una reglamentaciôn especif ica (ademâs de la referenda 
en el art? 5, -establecimiento permanente) de esta figura juridi- 
ca. En esta linea se incluyen los de Austria, Francia y Portugal. 
En otros , la referenda concreta se contiene en el precepto de- 
dicado a los "Trabajos independientes", bien para excluirlos ex­
presamente (Convenios con Canadâ (Protocolo, Punto 3) y con Sue­
cia (art? XIV, ap. 3), o bien para incluirlos en su âmbito, consi
(1) Para una mayor referencia y explicaciôn de estos apartados, 
vid. el Comentario al art? 5.
(2) cfr. art? s 244 a 281 sobre los "Comisionistas"; y los art? s 
28l a 302 a "Otras formas del mandata mercantil.Factores, depen- 
dientes y mancebos".
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derândolos como una categoria de aquéllos (Convenios con Finlandia 
(art? 14, ap. 2) y Noruega (art? 14, ap. 2). No obstante, en los ca­
sos de Canada y de Suecia lo que se pretende es diferenciar el régi­
men aplicable a los Agentes mediadores, del atribuible a los profe- 
sionales libérales por cuenta propia. Aquéllos solo tributan en Es­
tado distinto del de su residencia si poseen alli una base fija. A 
este criterio obedece la redaccion de estos Convenios, excluyendo, 
en el caso de los Agentes, la aplicacion de las letras b) y c) del 
ap. 1 del art? 14 (XIVa en el caso Sueco), relativas, respectivamen- 
te, a la permanencia por mas de 183 dias en Estado distinto del de 
su residencia, y a la percepciôn en aquél de una cantidad determina­
da .
Los Tratados que recogen un precepto expreso refe­
rente a los Agentes Mediadores son los de Austria (art? 15),Francia 
(art? 20), Portugal (art? 20) y Rumania (art? XIII). El primero de 
ellos es el mas simple pues los equipara a las empresas mercantiles, 
aplicando las normas del art? 7 - Bénéficiés de las empresas. El Cor 
venio con Francia, en su redaccion actual es menos complejo que en 
su version de 1963, y vincula la obligaciôn de tributar a la resi­
dencia en un Estado o a la percepciôn en éste de rentas por medio 
de establecimiento permanente; el régimen es idéntico para Francia 
que para Espaha. El Convenio con Portugal mantiene un criterio simi­
lar, pero al introducir el concepto de base fija hace pensar en la 
calificaciôn de "profesional" atribuible a los Agentes mediadores. 
Finalmente, el Tratado con Rumania es el que establece una reglamen­
taciôn mas detallada equiparable a la configurada para las rentas
del capital. Los principios bâsicos que presiden la redacciôn del 
art? XIII del Convenio con Rumania son los siguientes :
a) Tributaciôn en el Estado de la residencia;
b) limitaciôn imipositiva en el Estado de la fuente,
(5% del importe bruto);
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c) tributaciôn en el Estado de la fuente res­
pecte de las rentas atribuibles al estable­
cimiento permanente o base fija que el co­
misionista pueda tener en este Estado;
d) determinaciôn del origen de las rentas,vin- 
culândolas al deüdor (Estado, subdivisiôn 
politica, administrativa territorial, colec 
tividad local o un residente) residente de 
un Estado, o al establecimiento o base pa- 
gadores de la renta;
e ) régimen cautelar en el supuesto de relacio- 
nes especiales entre deudor y acreedor o 
entre ambos y terceros.
La complejidad de tal redacciôn se justifica por la impor- 
tancia que para determinados paises de la Europa oriental tienen 
las denominadas "representaciones", de matiz, a veces, no estricta­
mente mercantil...
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1. El patrimonio constituido por bienes inmuebles comprendidos en el 
articulo 6 que posea un residente de un Estado Contratante y que es­
tén situados en el otro Estado Contratante puede someterse a imposiciô: 
en este otro Estado.
2. El patrimonio constituido por bienes muebles que formen parte del 
activo de un establecimiento permanente que una empresa de un Estado 
Contratante tenga en el otro Estado Contratante, o por bienes muebles 
que pertenezcan a una base fija que un residente de un Estado Contra­
tante disponga en el otro Estado Contratante para la prèstacion de 
trabajos independientes, puede someterse a im.posiciôn en este otro Es­
tado .
3. El patrimonio constituido por bugues o aeronaves explotadas en trâ- 
fico internacional o por embarcaciones utilizadas en la navegaciôn in­
terior, asi como por bienes muebles afectos a la explotaciôn de taies 
bugues, aeronaves o embarcaciones, solo puede someterse a imposicion ei 
el Estadc Contratante en que esté situada la sede de direccion efectiv. 
de empresa.
4. Todos los demâs elementos del patrimonio de un residente de un Esta­
do Contratante solo pueden someterse a imposicion en este Estado(a)(X).
(a) Coincide casi plenamente con el art? 22 del Modelo de la OCDE de 
1963.Sin embargo pueden efectuarse las siguientes anotaciones;
-el ap. 1,incluye la indicaciôn de que los bienes inmuebles situados 
en uno de los Estados Contratantes deben ser poseidos por un residente 
del otro Estado; -el ap. 2, hace igual referenda en relaciôn con el
fesional por cuenta propia; - Los ap. 3 y 4 coinciden en su totalidad.
(X) En relaciôn con el Impuesto sobre el Patrimonio puede verse: Roman: 
A.:"El Impuesto sobre el Patrimonio neto", en Hacienda Pùblica Espahol: 
n? 62/1980, pâgs 297 a 312. ZURD0,J."E1 Impuesto extraordinario sobre 
el patrimonio de las Personas Fisicas",en Crônica Tributaria n?24/1978. 
pâgs 39 a 62.Paredes, E ."El Impuesto sobre el Patrimonio.Su funciôn en 
el sistema impositivo",en Crônica Tributaria n? 25/78,pâgs.81 a 90.
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1. El art? 22 del Modelo ademâs de la especialidad 
derivada de su propia conf iguracion, ofrece la particularidad de que 
se ha incorporado a pesar de que un numéro no desdenable de paises 
Miembros de la OCDE no tienen establecido el Impuesto sobre el Pa­
trimonio en su ordenamiento interno (1). Tal ha sido, asimismo, la 
situaciôn espahola hasta fecha reciente. Concretamente la Ley 50/197 
de 14 de noviembre sobre Medidas Urgentes de Reforma Fiscal es la 
que ha incorporado a nuestro ordenamiento el "Impuesto Extraordinari 
sobre el Patrimonio de las Personas Fisicas". El impuesto al que se 
refiere el art? 22 del Modelo es al que incide sobre el patrimonio 
neto con exclusion de aquéllos gravâmenes que, recayendo sobre los 
bienes que integran una masa patrimonial, no tienen el carâcter per­
sonal y directe que se atribuye al Impuesto sobre el patrimonio, en 
sentido estricto. De esta forma, los impuestos sobre transmisiones 
patrimoniales y sobre sucesiones y donaciones quedan excluidos de 
su âmbito de aplicaciôn.
1.1. El art? 22 no tipifica un impuesto sobre el patri 
monio. La fôrmula utilizada por el precepto da pié para incluir 
aquellos gravâmenes que, manteniéndose dentro de estas coordenadas 
(impuesto directe, de naturaleza personal),gravan una masa patrimo­
nial neta perteneciente a un residente de uno de los Estados Contra­
tantes, El art? 2 del Modelo considéra como impuestos sobre el patri 
monio los que gravan la totalidad o parte de una masa patrimonial; 
también incluye el impuesto sobre las plusvalias . El concepto de 
"plusvalia" es distinto del de "ganancia de capital" e "incremento 
patrimonial". Del primero le sépara su no realizaciôn; la "ganancia 
de capital se produce cuando se enajena el bien que la origina.El 
"incremento patrimonial" incluye las incorporaciones patrimoniales
(1) Por ejemplo Nueva Zelanda, Portugal y el Reino Unido formulan 
una Réserva al art? 22 en espera del establecimiento de un impuesto 
patrimonial.
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a titulo gratuito. El art? 22 integra.en su âmbito no solo los bie­
nes que originariamente conforman un patrimonio, sino también las 
plusvalias e incrementos acaecidos posterdormente. Se excluyen las 
ganancias debidas a la enajenaciôn de los bienes que integran el pa­
trimonio y, en general, todas las rentas producidas por aquéllos.
Las ganancias se gravan en el art? 13 relativo a este tipo de renta. 
las restantes se gravan de acuerdo con su naturaleza juridico-econô- 
mica: v.gr. dividendos, intereses, bénéficiés empresariales, etc.
1.2. El art? 22 incluye los impuestos patrimoniales in- 
dependierttemente del Ente publico legitimado para su exaccion.El 
art? 2 apartado 1 se refiere a los impuestos patrimoniales que pue­
dan establecerse por uno de los Estados Contratantes, sus subdivisi' 
nés politicas o entidades locales. La posible exclusion de la tribu­
taciôn patrimonial local del âmbito de un Convenio, puede originar 
problemas de imputaciôn de lo pagado por tal concepto, si en el Es­
tado de la residencia no existe un impuesto de tal indole.Normalmen- 
te, las medidas unilatérales para evitar la doble imposiciôn operan 
en relaciôn con lo pagado por tributos de igual naturaleza, y el im­
puesto sobre el patrimonio se basa en presupuestos diferentes que 
los de los impuestos sobre la renta (1).
1.3. Debe destacarse que en la casi totalidad de los 
paises donde existe un impuesto sobre el patrimonio, éste recae ûni- 
camente sobre las personas fisicas.Esta es, asimismo, la prâctica 
espahola.
El patrimonio que se somete a gravamen es el patrimonic
(1) cfr. art? 30 de la Ley 44/78 del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas; también el art? 3-, cinco de la Ley 50/77 , de 14 
de noviembre , de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal.
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neto. La OCDE no especif ica nada al respecte, porque entiende que 
es a la legislaciôn interna de los Estados Contratantes a la que 
corresponde la determinaciôn del régimen juridico del tribute (1). 
sôlo y de forma timida y complej a , se refiere a tal posibilidad en 
el art? 24. El apartado 5,ultima proposiciôn , de tal precepto dis­
pone : que "las deudas de una empresa de un Estado Contratante re­
lativas a un residente del otro Estado Contratante son deducibles 
para la determinaciôn del patrimonio im.ponible de esta empresa eh 
las mismas condiciones que si se hubieran contraido con un residen­
te del primer Estado". La complej idad dériva del hecho de que se 
vincula al patrimonio a una empresa, y normalmente el impuesto in- 
cidirâ sobre una persona fisica en cuanto tal, al margen de su po­
sible actividad empresarial. Ademâs "empresa" es un termine que 
parece asimilarse aqui a persona juridica empresario.
2. Los criterios de tributaciôn establecidos
en los distintos apartados del art? 22 coinciden con los f ij ados
en el art? 13 en relaciôn con la tributaciôn de las ganancias de
capital. La dif erencia es que el art? 13 grava los bénéficies deri-
vados de la enajenaciôn de distintos elementos patrimoniales, mien-
tras que el art? 22 incide sobre los bienes en si. Otro rasgo disti
enajenaciôn de un Establecimiento perm.anen.te_ solo o con el con junte 
tivo es que ëï art? 13 régula las ganancias derivadas de la empre- 
de la empreT<
gâ) o de una base fija utilizada para la prestaciôn de trabajos in­
dependientes, y el art? 22 no hace referenda al elemento patrimo­
nial que constituyen tal establecimiento o base. La explicaciôn mâs 
lôgica, es que taies bienes, al carecer de personalidad juridica
(1) cfr. la Orden Ministerial de 14 de enero de 1978, que régula 
el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Fi­
sicas .
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independiente, no tienen titularidad juridica autonoma para so- 
portar un gravamen patrimonial ; ademâs de que por integrarse en 
el conjunto empresarial, es decir, en una unidad econômica, la 
exaccion de un impuesto sobre el patrimonio que grave directamen- 
te a la empresa ofrece graves dificultades.
Establecida la similitud de conceptos entre los 
art?s 13 y 22, poco cabe ahadir a lo ya escrito con anterioridad 
a proposito de aquel articulo. A él me remito "mutatis mutandis" 
en cuanto al significado de las clâusulas contenidas en el precep­
to . Destaquemos que en el ap. 1 del art? 22, la titularidad juri­
dica del bien sobre el que recae el impuesto se restringe en cier- 
ta forma, pues se limita a la posesiôn. Y aunque el poseedor pue­
de serlo a titulo de dueho (1), aquel es titulo que alude a uno 
de los vinculos que unen a las personas con las cosas, siendo asi 
que el que justif ica el Impuesto sobre el patrimonio es el'de pro­
piedad de los bienes o la titularidad de derechos de contenido 
econômico atribuibles al sujeto pasivo. La utilizaciôn de idioma: 
distintos (inglés y francés) en la redacciôn del original puede 
j ustif icar la dif erencia de la traducciôn espahola, aunque la pa­
labra francesa "possède" confirma lo apuntado. El término inglés 
"owned" es mâs preciso, pues alude indudablemente a posesiôn en 
concepto de dueho que es la que ostenta el propietario (2).
La afectaciôn de un bien mueble a un establecimientc 
permanente o la pertenencia a una base fija equivalen aqui,igual 
que en el art? 13, a adscripciôn técnica (el bien mueble se inte-
(1) Segûn el Côdigo Civil espahol - art? 432 - la posesiôn de bie 
nés y derechos puede tenerse en el concepto de dueho, o en el tene 
dor de la cosa o derecho para conservados o disfrutarlos pertene- 
ciendo el dominio a otra persona.
(2) Segûn el "Advanced Learner's Dictionary of Current English" de 
la Oxford University,"Own" significa tener la propiedad.Londres 
1967, pâg 698.
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g r a -en el proceso productive) o econômica (se contabiliza en el 
activo del establecimiento o base).
La OCDE sehala que si al aplicar el ap. 4 a 
los bienes muebles dados en usufructo, subsiste una doble imposi­
ciôn, los Estados interesados podran acudir al procedimiento amis­
toso o solucionar el problema por medio de negociaciones bilatéra­
les .
3. Los Convenios espaholes de doble imposi­
ciôn se plegan casi literalmente al Modelo. Los criterios estable­
cidos para el gravamen de los elementos integrados en el patri­
monio coinciden con los plasmados en el art? 13; incluso en el art 
22 se recogen las mismas excepciones a la normativa propugnada por 
la OCDE que las contenidas en aquel articulo.Ahadase que los Con­
venios con Brasil, Italia, Japôn y Portugal no contienen disposi- 
ciôn sobre el patrimonio.
El gravamen de los bienes inmuebles no ofrece 
excepciones a las pautas générales, salvo el Convenio con Austria 
que atribuye la potestad exclusive, de gravar al Estado en que 
aquéllos esten sitos. La misma generalidad de criterios y excepcic 
preside la tributaciôn de los bienes muebles afectos a un estable­
cimiento permanente o una base fija para la realizaciôn de acti­
vidades empresariales o profesionales independientes. La situaciôn 
del establecimiento o base es lo que détermina, en el caso de Aus­
tria, la atribuciôn de la facultad de gravar al Estado en que ta­
ies instalaciones (no los bienes) radiquen.
La tributaciôn de los elementos patrimoniales 
que se utilizan en la explotaciôn de la navegaciôn présenta, en 
los casos de Austria, Francia y Noruega, la particularidad de que
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tal actividad incluye (paradejicamente an los casos de Austria 
y Noruega) la navegaciôn poi' aguas interiores. En los Convenios 
con Rumania y Polonia, el transporte internacional terrestre, y 
ademâs, en este ultimo, el efectuado por ferrocarril.La potestad 
exclusiva de gravar en los Convenios con Canadâ,.Reino Unido y 
Suecia, se atribuye al Estado de residencia del explotador de la 
empresa, y no al de la sede de direcciôn efectiva de ésta.
Los bienes patrimoniales no integrados en los su- 
puestos anteriores, tributan sôlo en el Estado de residencia del 
titular. El Convenio con Bélgica, incluye expresamente las parti- 
cipacicnes (quiere decir acciones) en sociedades por acciones (a- 
nônimas y comanditarias por acciones) (1).
4. La legislaciôn espahola sobre el Impuesto del 
Patrimonio se contiene bâsicamente en los art?s 1 a 12 de la Ley 
de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal de 14 de noviembre de 1977 
y en la Orden Ministerial de 14 de enero de 1978 reguladora de 
tal impuesto . Posteriormente se han dictado otras normas que con 
templan aspectos complementarios del Impuesto pero que no afectan 
a la internacionalidad del tributo. La Ley 50/1977 al tomar en 
cuenta la proyecciôn extraterritorial del gravâmen ha establecido 
las siguientes normas :
1^) Determinaciôn de la obligaciôn de contribuir 
con arreglo a un criterio mundial (obligaciôn personal) o limita­
do a los bienes sitos y derechos que puedan ejercitarse en Espaha 
(obligaciôn real) (ap. uno, art? 3).
(1) cfr, art?s 122 y 160 del Côdigo de Comercio de 1 885; y el art 
1 de la Ley de Sociedades Anônimas de 17 de julio de 1951.
461
2?) Exclusion de la obligaciôn personal de contribuir 
a los représentantes de Estados extranjeros acreditados en Espaha : 
condiciôn de reciprocidad; y concesiôn de un derecho de opciôn par: 
tributar por tal régimen a las personas de nacionalidad espahola ne 
residentes en Espaha (a p . Dos y Cuatro, art? 3).
3^) Deducciôn en Espaha,y sin perjuicio de lo dispues­
to en los Convenios Internacionales (se entiende, para evitar la 
Doble Imposiciôn), de lo pagado en el extranjero por razôn de im­
puesto similar (ap. Cinco, art? 3).
Temas destacables de tal normativa en relaciôn con 
las pautas seguidas en los Tratados espaholes se refieren a la po­
sible alteraciôn de los criterios utilizados en el âmbito interno 
para gravar el patrimonio , y a la discriminaciôn que puede impli- 
car la opciôn concedida a los espaholes residentes en el extranjerc
4.1. El hecho de que la legislaciôn espahola combine 
los criterios personalis ta y real cubre los supuestos enunciados er 
los Tratados suscritos. La aceptaciôn de los criterios de la OCDE 
supone un sacrificio para el fisco espahol en los casos en que de- 
biéndose tributar en Espaha por tener aqui la residencia, se admits 
la potestad compartida del otro Estado (p. e j . bienes inmuebles o 
muebles afectos a un establecimiento permanente o base fija situa­
dos en el extranjero, pero pertenecientes o residentes de Espaha). 
La exenciôn de tal patrimonio o la imputaciôn de lo pagado fuera, 
compléta el sacrificio. Espaha en la casi totalidad de sus Conve­
nios ha optado por el método de exenciôn con progresividad.
Los criterios propugnados para el gravamen de los 
bienes utilizados en el ejercicio de la navegaciôn (sede de direc­
ciôn efectiva, o residencia del empresario), y de los bienes no 
encuadrados en los supuestos anteriores (residencia del titular)
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coinciden con los establecidos en el Derecho interno espahol. Cabe 
destacar, no obstante, que es harto dudosa la titularidad individua 
de una persona fisica como empresario de una actividad de navegacio 
Asimismo, y dado que la obligaciôn real de contribuir afecto a los 
derechos que puedan ejercitarse en Espaha, la adopciôn del criterio 
propugnado por la OCDE para "todos los demâs elementos del patrimo­
nio" (gravamen exclusivo en residencia) implica un sacrificio teô- 
rico para el fisco espahol. Teôrico, porque "a priori" no puede cua 
tificarse, y porque se compensa con las limitaciones que tal cri­
terio puede comporter para los paises que, siguiendo un criterio 
territorial similar al nuestro, se abstienen de gravar los "dere­
chos que pueden ejercitarse" en su territorio. Anôtese, asimismo, 
que la redacciôn legal es mâs restrictive que en el caso del Im­
puesto sobre la Renta de las Personas Fisicas; en éste el art? 19, 
letra g) del Reglamento de 1981, se consideran rentas obtenidas en
territorio espahol, los incrementos que se deriven de "derechos que 
en él hayan nacido, puedan ejercitarse o debieran cumplirse'.'
En el Impuesto sobre el Patrimonio la extensiôn territorial del
tributo es indudablemente menor.
4.2. El apartado Cuatro del art? 3 de la Ley 50/ 
1977, concede a "los sujetos sometidos a la obligaciôn real que po- 
sean la nacionalidad espahola" la facultad de opciôn entre este 
régimen y el de obligaciôn personal. La medida que, indudablemente, 
se ha dictado pensando en los emigrantes espaholes con bienes en Es 
paha, no ha tenido en cuenta la normativa convencional internacio­
nal ; fundamentalmente el articulo que en la totalidad de nuestros 
Tratados recoge el principio de "no discriminaciôn". En base a tal 
precepto ningùn nacional de un Estado Contratante puede ser some- 
tido en el otro Estado a ningùn impuesto u obligaciôn relativa al' 
mismo "que no se exijan o que sean mâs gravosos que aquellos a los 
que estén o puedan estar sometidos a los nacionales de este otro
463
Estado que se encuentren en las mismas condiciones"(1).Con arre­
glo a esta norma,un nacional, p.ej. de Reino Unido o de Francia, 
residente de su pais, que posea en Espaha un inmue^le (chalet,a- 
partamento,etc) puede soliciter tributar aqui por obligaciôn per­
sonal!... Tal opciôn implica la aplicaciôn de las deducciones per- 
sonales que recoge la misma Ley (v.gr. art? 7 de la Ley 50/77).El 
supuesto , por extraordinario, no dej a de tener interés. Ademâs 
de los graves problemas implicites en su puesta en prâctica (v.gr. 
determinaciôn del capital mundial, valoraciôn patrimonial,etc), 
cabe preguntarse que postura adoptarân las Autoridades extranj e- 
rus ante la posibilidad legal otorgada a alguno de sus nacionales 
y a los espaholes quue puedan ser residentes de su pais.Es desea- 
ble que la Ley que régulé el impuesto ordinario y definitive sobre 
el patrimonio subsana esta ligereza normativa.
(1) cfr. a p . 1 del art? 24 y su comentario
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5. METODOS PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICION
Articulo 23 A 465
METODO DE EXENCION
1. Cuando un residente de un Estado Contratante obtenga rentas o 
posea elementos patrimoniales que, de acuerdo con lo dispuesto
en el presente Convenio, pueden someterse a imposicion en el otro 
Estado Contratante, el primer Estado dejara exentas estas rentas 
; 0 este patrimonio, sin perjuicio de lo dispuesto en los parrafos
2 y 3.
2. Cuando un residente de un Estado Contratante obtenga rentas que, 
I de acuerdo con las disposiciones de los art?s 10 y 11, pueden some-
I terse a imposicion en el otro Estado Contratante, el primer Estado
f; deducira del impuesto que grave las rentas de este residente un im-
!
[ porte équivalente al impuesto pagado en el otro Estado Contratan­
te. Sin embargo, esta deducciôn no puede exceder de la parte del 
impuesto, calculado antes de la deducciôn, correspondiente a las 
rentas obtenidas en este otro Estado.
3. Cuando, de conformidad con cualquier disposiciôn del Convenio, 
las rentas obtenidas por un residente de un Estado Contratante o 
el patrimonio que posea estén exentos de impuestos en este Estado, 
éste puede no obstante, tener en cuenta las rentas o el patrimonio 
exentos a efectos de calcular el importe del impuesto sobre el res- 
to de las rentas o patrimonio de este residente.
Articulo 23 B
METODO DE IMPUTACION
1. Cuando un residente de un Estado Contratante obtenga rentas o 
posea elementos patrimoniales que, de acuerdo con las disposiciones 
del présente Convenio, pueden someterse a imposiciôn en el otro Es­
tado Contratante el primer Estado deducirâ :
a) del importe que perciba sobre las rentas de este re­
sidente un importe igual al impuesto sobre la renta 
pagado en este otro Estado; y
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b ) del impuesto que perciba sobre el patrimonio de es­
te residente, un importe igual al impuesto sobre 
el patrimonio pagado en este otro Estado.
Sin embargo, en uno y otro caso, esta deduccion no podra exceder 
de la parte del Impuesto sobre la renta o sobre el patrimonio, calcula 
do antes de la deduccion, correspondiente, se^un el caso, a las rentas 
o el patrimonio que pueden someterse a imposicion en este otro Estado 
Contratante.
2. Cuando, de conformidad con cualquier disposicion del Convenio, las 
rentas percibidas por un residente de un Estado Contratante o el pa­
trimonio que posea estén exentos de impuesto en este Estado, este pue- 
d e , sin embargo, tener en cuenta las rentas o el patrimonio exentos 
a efectos de calcular el importe del impuesto sobre el resto de las 
rentas o patrimonio de este residente (a)(*).
(a) Los articules mantienen en lo substancial los criterios del Modelo 
de 1963. Cabe, no obstante formular las siguientes observaciones; a ) En 
el art5 23 A, el a p . 1 desglosa la posibilidad de que el Estado de res 
dencia, para calcular el impuesto del sujeto pasivo aplique el tipo pr 
gresivo correspondiente a todas sus rentas, inclusive las obtenidas en 
el otro Estado; tal posibilidad se reconoce expresamente en el ap. 3 
del art5 23 A; b) El art5 23 B introduce la novedad de la aplicacion 
del principle de progresividad en el metodo de imputaciôn(a p . 3); esta 
innovacion significa que cuando la facultad exclusive, de gravar se atr 
buya al Estado de la fuente, el de residencia puede tener en cuenta la 
renta para determinar los tipos de gravamen; el sistema de gravamen es 
tablecido para las retribuciones o pensiones de determinados funciona- 
rios publicos ha sido el causante de esta modificacion.
(*) Acosta,R P o n e n c i a  sobre "Medidas unilatérales para evitar la dobl* 
imposicion", en Memoria de la Asociaciôn Espahola de Derecho Financiè­
re 1959. Editorial de Derecho Financiero.Madrid i960; pâgs 365 a 396.
Albihana,C. : "El Derecho Tributario espahol y el Modelo de Conve­
nio de la OCDE. Comparaciôn",en Doble imposicion Internacional.Institi 
to de Estudios Fiscales. Libro de Bolsillo nQ 9. Madrid 1972,pâgs 615- 
624.
Abril,E .:"Métodos para evitar la doble imposicion internacional", 
en XX Semana de Estudios de Derecho Finanaciero". Mutualidad Benéfica
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1. El Modelo , en su articule» 23, variantes A y B, es- 
tablece las normas para evitar la doble imposicion que afecta a 
las personas q ue, por una misma renta o un mismo patrimonio,puede 
ser gravadas por los dos Estados Contratantes. Tal posibilidad se 
expresa en el respective precepto del Convenio mediante la frase 
"pueden someterse a imposicion". La incidencia o superposiciôn de 
dos soberanias exige que los Estados Contratantes resuelven cômo 
han de tratarse las rentas o el patrimonio asl gravados. Cuando 
por el contrario, el derecho de imposicion pertenece exclusivamen- 
te a uno de los Estados Contratantes el problema no se plantea,por- 
que la frase "solo pueden someterse a imposicion" alude a un he- 
cho que élimina, de raiz, la duplicidad de gravâmenes.
Los preceptos que se incluyen en el Modelo como "Mé­
todos para evitar la doble imposicion", vienen delimitados por 
las siguientes premises:
a) tratan de la doble imposicion juridica, es decir 
de lo que se produce cuando una persona, por la misma renta o el 
mismo patrimonio, puede ser gravada por dos Estados;
b) excluyen el tratamiento de la "doble imposicion 
econômica", considerando como tal la que afecta a dos personas dife
del Cuerpo de Inspectores Fiscales del Estado.Editorial de Derecho 
Financiero.Madrid 1 973 ;pâgs 131 a 185.
Cerezo,M.:"Doble imposicion internacional e inversiones financie 
ras", en XX Semana. . .op.cit,pâgs8^,53 a 873.
Del A rco,L .:"Doble imposicion internacional y Derecho Tributario 
espahol".Escuela de Inspecciôn Financiera.Ministerio de Hacienda.Ma 
drid 1 977 ; pâgs 289 a 322.
Sanchez ,Paloma: "Medidas unilatérales para evitar la doble impc 
siciôn". Ponencia espahola a la segunda materia del XXXV Congreso 
de la International Fiscal Association (IFA).Berlin 21 a 26 de sep- 
tiembre de 1981.Vol. LXVI , deuxième sujet ; Rotterdam,1981 ;pâgs 
287 a 299.
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rentes que son gravadas por la misma renta o el mismo patrimonio. 
Los Estados Contratantes, sin embargo, pueden servirse de estos 
preceptos para resolver o mitigar el problema;
c) son medidas bilatérales adoptadas por los Es­
tados Contratantes. Las medidas tendentes a evitar la doble imposi
cion juridica pueden ser unilaterales, bilatérales o multilatéra­
les. Las primeras son las que establece cada Estado en su legisla- 
cion interna para mitigar la duplicidad de gravâmenes que afecta
a sus residentes, inversores en el extranjero . Las bilatérales 
se acuerdan en el marco de los Convenios de doble imposicion.Las 
multilatérales se vinculan a los Convenios plurilaterales cuyo 
objetivo bâsico, no obstante, es la unificacion de los ordenamien- 
tos internos de los parses contratantes (v.gr. C EE,EFTA,e tc..);
d) constituyen los dos métodos bâsicos, con sus 
modalidades de aplicacion, para la resolucion del problema. Cubrer 
sobradamente el campo reservado por diverses tratadistas a otros 
métodos , como los de division del producto o del impuesto, o del
reparte de la materia imponible;
e) evitan integradamente el fenomeno de la doble 
imposicion juridica. Otros métodos, como el de deduccion(1), o el 
del tipo impositivo especial (2) solamente la atenuan.
(1) Considéra el impuesto pagado en el extranjero como un gasto 
deducible de la renta global del residente; se reduce la renta 
suj eta al impuesto, al deducirse los tributos pagados en el ex­
tranjero .
(2) Las rentas de origen extranjero se gravan a un tipo inferior 
a que se aplica a las rentas internas, y cualquiera que haya sido 
el gravamen soportado, efectivamente, en el extranjero.
469
El siguiente comentario se estructura en base a estos 
criterios: anâlisis de los métodos propuestos por la OCDE (carac- 
teristicas, aplicacion y consecuencias) problemas subsistantes que 
su puesta en practice, no resuelve totalmente, y exégesis de las 
clâusulas insertas en los diferentes Convenios suscritos por Espa- 
h a .
2. El Modelo de la OCDE propone, alternativamente, dos 
métodos para evitar la doble imposicion juridica: el de exenciôn 
y el de imputaciôn. Sin embargo, en ambos casos el contenido des­
borda el concepto base; el de exenciôn integra un sistema de impu­
taciôn ordinaria para las rentas calificadas como dividendes e in- 
tereses (1); el de imiputaciôn , introduce la progresividad para 
las rentas sôlamente gravadas en el Estado de la fuente, pero per­
cibidas por un residente del otro Estado.
Desde el punto de vista material, tales métodos se 
aplican a la situaciôn en la que un residente de un Estado recibe 
una renta procedente de otro Estado o posee en este un patrimonio 
que puede gravarse aqui. El método para evitar la doble imposiciôn 
es un instrumente en las ûnicas manos del Estado de residencia, y 
no détermina en que forma debe procéder el otro Estado Contratante 
El Estado de residencia asume tal funciôn porque es aqui donde el 
contribuyente tributa por su renta mundial, y donde se aglutinan 
todos los elementos que determinan su tributaciôn integral.El mé­
todo para evitar la doble imposiciôn es el sistema utilizado en el 
Estado de residencia, en relaciôn con los tributos pagados en otro
(1) El artQ 23 A -Método de exenciôn- en su a p . 2 se refiere a es­
tas rentas porque los cânones, segùn el arts 12 del Modelo, sôlo 
se gravan en el Estado de residencia del perceptor.Un Convenio que 
distribuya la soberania tributaria, en relaciôn con^^sCgi.s rentas, 
debe incluir la cita del arts 12, en el a p . 2 del
BIBL iü TECA
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Estado o las rentas no suj etas a su jurisdiccion, para la deter- 
minacion de la obligacion tributaria de sus residentes y la evi- 
taciôn de la doble carga que, en otro caso, incide sobre éstos.
2.1. Método de exenciôn (Arts 23.A)
2.1.1. Este método implica el gravamen en uno sôlo de 
los Estados , concretamente donde se generan o localizan las ren­
tas. El Estado de residencia no grava las rentas imponible en el 
otro Estado, y lôgicamente, tampoco las rentas que sôlo pueden so­
meterse a imposiciôn en este Estado. Tal método admâte dos varian­
tes ;
- "exenciôn integral": La renta imponible no se tom.a
en cuenta de ninguna forma en el Estado de residencie 
a efectos impositivos; y
- "exenciôn con progresividad" : la renta imponible no 
se grava en el Estado de residencia, pero no computa 
a fectos de determinar el tipo tributario sobre el 
resto de la renta.
Es un método que atiende a la renta del sujeto pasivo.
2.1.2. La OCDE en su alternativa "A" -Exenciôn- tipific 
nitidamente las caracteristicas de esta modalidad operative.El a p . 
1 dispone la obligaciôn del Estado de residencia de "dejar exentas 
las.rentas o patrimonio que, "de acuerdo con lo dispuesto en el 
présente Convenio, pueden someterse a imposiciôn en el otro Estado 
Contratante, pero sin perjuicio de lo establecido en los ap. 2 y
Los rasgos que tipifican al método de exenciôn tal como 
se configura en el Modelo ,son los siguientes:
a) aplicaciôn del régimen de exenciôn en el Estado de 
la residencia del perceptor de la renta o propieta- 
rio del patrimonio, gravados en el otro Estado Con-
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tratante (ap. 1);
b) adopcion del sistema de "exenciôn con progresivi­
dad"; el Estado de residencia puede tener en cuen­
ta las rentas o el patrimonio exentos a efectos
i de calcular el importe del impuesto sobre el reste
de las rentas o patrimonio de este residente"(ap. 
3); y
c ) inclusiôn del sistema de "imputaciôn ordinaria"(la
deducciôn "no puede exceder de la parte del impues 
to, calculado antes de la deducciôn, correspondien 
te a las rentas obtenidas en el otro Estado") para 
 ^ dividendes (artQ 10) e intereses (arts ii) someti-
[ dos al gravamen en el Estado de la fuente (ap. 2).
i El anâlisis de tales rasgos sugiere las siguientes ob­
servaciones:
1^) El apartado 1 del arts 23 A configura la obligaciô 
del Estado de residencia, prescindiendo de que el otro Estado gra­
ve o no, de hecho,las rentas que "pueden someterse a imposiciôn" 
aqui. Frecuentemence, y para evitar bénéficies fiscales ajenos 
al Convenio, suele condicionarse la exenciôn a que el impuesto 
se perciba efectivamente en el otro Estado.
2S) La regia de progresividad estaolecida en el ap. 3,
se aplica tanto en el caso de que la renta o patrimonio estén exen
tos en el Estado de residencia porque éstos puedan gravarse en el 
otro Estado, como en el de que "sôlo puedan someterse a imposiciôn 
en el otro Estado". Aunque la tributaciôn exclusiva en uno de los 
Estados excluya, de raiz , el problema de la doble imposiciôn,no 
impide que el Estado de la residencia compute (pero no grave)tales 
rentas o patrimonio exentos para aplicar al resto, el tipo que 
corresponda al conjunto percibido o poseido. Esta posibilidad es 1 
que justified el desglose de la regia de progresividad del ap. 1
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(tal como se contenia en el Modelo de 1963) y su encaje en un 
apartado independiente (el actual ap. 3 del Modelo de 1977).Es­
ta es, aslmismo, la razôn por la que la primera frase del ap. 3 
se refiere a la exenciôn "conforme a cualquier otra disposiciôn 
del Convenio".
3-) Las rentas del capital mobiliario -dividendes 
e intereses - se gravan compartidamente.Para evitar el perjuicio 
que supondria para el Estado de residencia la renuncia a su exac- 
ciôn al adoptar, también en este caso, el método de exenciôn,la 
OCDE propone el método de imputaciôn ordinario (ap. 2). Asi la de 
ducciôn no puede exceder un limite determinado, consistante en 
la parte de impuesto que grava las rentas obtenidas en el Estado 
fuente, en donde, normalmente, el tipo impositivo (limitado en 
virtud del propio Convenio) sera mas bajo que en el Estado de re­
sidencia. La omisiôn. de los cânones obedece a la filosofia que 
la redaccion
ha presidido del art9 12 del Modelo. En los Convenios espaholes 
la imputaciôn afecta igualmente , a taies rentas porque se compar 
te la facultad de gravar.
La deducciôn que efectua el Estado de residencia
es el impuesto correspondiente a las rentas brutas obtenidas en
el otro Estado; por ello el tributo a imputar se calcula "antes
de la deducciôn". La im.putaciôn limitada évita que el Estado de 
residencia acredite un impuesto mayor que el que él mismo exigi- 
ria sobre tal renta o patrimonio; es una norma cautelar no caren- 
te de justificaciôn presupuestaria.
2.2: Método de Imputaciôn (arts 23 B )
2.2.1. Consiste en que el Estado de residencia ca 
cula el impuesto de los sujetos pasivos, computando el conjunto
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de rentas percibidas o el patrimonio poseido por aquéllos, y dedu- 
ciendo lo pagado en al otro Estado. Es un método que integra en la 
base imponible del residente, las rent'as o patrimonio que, segùn el 
Convenio, "pueden gravarse en el otro Estado"; pero excluye las que 
"sôlo pueden gravarse en el Estado de la fuente". Tal método admite 
dos variantes:
"imputaciôn integral": la deducciôn équivale al 
impuesto total efectivamente pagado sobre las re 
tas o patrimonio imponibles en el otro Estado; e
"imputaciôn ordinaria": la deducciôn se limita a 
la fracciôn del propio impuesto que corresponde 
a las rentas o patrimonio imponibles en el otro 
Estado.
Es un método que atiende al impuesto pagado por el sujeto
pasivo.
2.2.2. El Modelo de la OCDE en su alternativa B -Imputacic 
tipifica este sistema operative. El ap. 1 obliga al Estado de reside 
cia a deducir de los impuestos que perciba sobre las rentas o patri 
monio de uno de sus residentes, "un importe igual al impuesto - sobr 
la renta o sobre el patrimonio - pagado en el otro Estado". Tal de- 
claraciôn se modula, ân embargo, con el ultimo pârrafo del propio 
apartado 1, y con el apartado 2.
Los rasgos que configuran el método de imputaciôn, tal 
como esta concebido en el Modelo, son los siguientes:
a) aplicaciôn del régimen de imputaciôn en el Esta­
do de residencia del perceptor de la renta o, pr<
.  ^  ^ Jlstado
pietario del patrimonio gravado en el otro 1 ap.
1, letra a) y b ) ;
b) adopciôn del sistema de "imputaciôn ordinaria";
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la deducciôn "no podrâ exceder de la parte de im­
puesto sobre la renta o sobre el patrimonio, cal­
culado antes de la deducciôn, correspondiente,se­
gùn el caso a las rentas o el patrimonio que pue­
den someterse a imposiciôn en el otro Estado Con­
tratante (pârrafo cuarto del ap. 1 ); y
c) admisiôn de un sistema de "exenciôn con progresi­
vidad" , para rentas que puedan o sôlo puedan gra­
varse en el otro Estado, pero que se computer pa­
ra la determinaciôn del tipo impositivo aplicable 
al resto de la base imponible del residente (ap.2
El sistema y los criterios propugnados por la OCDE en el art 
23 B, sugieren los siguientes comentarios :
15) El ap. 1 de este articule configura la obligaciôn 
del Estado de residencia, en base al gravamen efectivo en el Estado 
de la fuente. Aquel Estado deduce del impuesto que le corresponda 
percibir "un importe igual al impuesto sobre la renta o sobre el pa­
trimonio pagado en el otro Estado".
22) Se alude a impuesto pagado; ello excluye totalmen 
te el tema de la "imputaciôn de impuestos no pagados" ("tax sparing" 
Deben ser las partes interesadas las que, de mutuo acuerdo, solvente 
el problema de la diluciôn de los beneficios fiscales concedidos en 
el Estado fuente de las rentas, si el Estado de residencia no dedu­
ce mâs que el impuesto realmente pagado en aquél y no el que deberia 
haberse pagado, y que, de hecho, no lo ha sido por razôn de taies 
beneficios. La fôrmula utilizada para el mantenimiento de la desgra- 
vaciôn otorgada (1), y las limitaciones o restricciones que puedan
(1) El Estado de la residencia puede : a) imputar el montaje del im­
puesto que el Estado de la fuente podria haber percibido y que efec­
tivamente no ha percibido; b) imputar sobre su propio impuesto un 
crédito fijado a un tipo superior ("matching credit"); y c ) eximir 
las rentas que se han beneficiado de incentives fiscales.
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preverse (materiales, temporales, etc..) constituyen el objeto 
de la negociacion bilateral. El no reconocer la desgravacion pro- 
voca la desaparicion del beneficio concedido, y , paradojicamente, 
la transferencia de recursos fiscales de uno a otro Estado. Trans- 
ferencia indebida si se considéra que son los parses necesitados 
de inversion los que, para atraerlos, otorgan bénéficiés fiscales 
a los capitalistas de otros Estados (1).
35) La imputaciôn que se efectua en el Estado de 
residencia es"ordinaria", es decir limitada a la fracciôn que corrc 
ponda al propio impuesto. Al contribuyente se le plantea un proble­
ma cuando el impuesto pagado en el Estado de la fuente excede del 
importe que le corresponderla abonar en el Estado de residencia.
En tal caso, mâs que doble imposiciôn se produce una sobreimposi- 
ciôn équivalente a la fracciôn de impuesto pagado y no imputado.
En cualquier caso, el câlculo del impuesto en el Estado de residen­
cia se efectua sobre la renta o patrimonio gravados en el otro Es­
tado, y no sobre bases imponibles minoradas por el impuesto aqui 
pagado. El ultimo pârrafo del ap. 1 del arte 23 B dispone que el 
impuesto debe ser "calculado antes de la deducciôn".
4 2 ) La aplicaciôn del principle de progresividad 
al método de imputaciôn , tal como se formula en el ap. 2 del arte 
23 B, se refiere al Estado de residencia, sin projuzgar la aplica­
ciôn, por el Estado de la fuente, de las disposiciones de su legis- 
laciôn interna sobre progresividad.El derecho del Estado de résider 
cia se extiende a las rentas y patrimonio que "pueden someterse" c
(1) De la Villa,J.M2 : "Las medidas fiscales de los palses en de- 
sarrollo para estimular las inversiones extranj eras. La imputaciôn 
de impues tos no pagados ("tax sparing"), en Mem.oria del Cur so Sobre 
Negociaciôn de Tratados Tributaries (Indetec,CIAT, DSE).
Jalisco,(México) 1978,pâgs 515 a 553.
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"sôlo pueden someterse" a imposiciôn en el otro Estado; a ello 
se alude con la frase de "conformidad con cualquier disposiciôn 
del Convenio" .
La norma puede aplicarse a contribuyentes que perciban 
una remuneraciôn por el ejercicio, présente o pasado, de una fun­
ciôn pùblica (retribuciones o pensiones) , por el ejercicio de la 
navegaciôn maritima y/o aérea, y por la enajenaciôn de actives 
vinculados a esta actividad.
3. La aplicaciôn y consecuencias de los métodos son 
diversas. La concreciôn y claridad del supuesto recogido en los 
Comentarios de la OCDE son taies , que me inducen a su transcrip- 
ciôn literal :
"18. Un ejemplo numérico permitirâ comprender mej or 
las consecuencias de los distintos métodos. Tomemos, por ejemplo, 
una renta total de 100.000 unidades, de las cuales 80.000 proce- 
den de un Estado (Estado de la residencia R) y 20.000 del otro 
Estado (Estado de la fuente S ).Supongamos que en el Estado R. el 
tipo impositivo es el 35 por ciento para una renta de 100.000 uni­
dades y el 30 por 100 para una renta de 80.000 unidades. Suponga­
mos, aslmismo, que en el Estado S el tipo impositivo es un 20 por 
100 - en el caso i ) - y un 40 por 100 en el caso ii)-, de manera 
que el impuesto a pagar en este Estado sobre 20.000 sera de 4.000 
en el caso i) o de 8.000 en el caso ii), respectivamente.
"19.Si el contribuyente obtiene la totalidad de su 
renta de 100.000 en el Estado R , el impuesto a que estarâ someti- 
do sera de 35.000. Si dispone de una renta del mismo importe,pero 
constituida de la forma indicada mâs arriba, y si la legislaciôn
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interna del Estado R no prevé ninguna desgravacion ni existe Con­
venio entre el Estado R y el Estado S, el importe total del impues­
to sera en el caso i) de 35.000 + 4.000 = 39.000, y de 35.000 +
8.000 = 43.000.
1. Métodos de exenciôn.
"20. Segùn los métodos de exenciôn, el Estado R limita su 
imposiciôn a la parte de la renta total que, de acuerdo con diver- 
sos articulos del Convenio, tiene derecho a gravar, es decir,80.000
a) Exenciôn integra:
El Estado R percibe el impuesto sobre 80.000 al tipo imposi 
tivo aplicable a 80.000 ,es decir, al 30 por 100.
Casô i ) Caso ii)
Impuesto en el Estado R, 30 por 100 de
80.000  24.000 24.000
Mas impuesto en el Estado S ............. 4.000 8.000
Impues tos totales........................  28.000 32.000
Desgravaciôn acordada por el Estado R
por importe d e ..........................  1 1.000 11.000
b) Exenciôn con progresividad:
El Estado R percibe el impuesto sobre 80.000 al tipo impos 
tivo aplicable a la renta total, independientemente de donde proced 
(100.000), es decir, al 35 por 100.
Caso i) Caso ii)
Impuesto en el Estado R, 35 por 100 de
80.000  28.000 28.000
Mas impuesto en el Estado S .............. 4.000 8.000
Impuestos totales  32.000 36.000
Desgravaciôn acordada por el Estado R
por importe de.............................. 7.000 7.000
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"21. En uno y otro caso el nivel del impuesto percibido 
en el Estado S no influira en' forma alguna sobre el importe total de 
impuesto al que renuncia el Estado R. Cuando el tipo de gravamen so­
bre las rentas provenientes del Estado S es menos elevado en el Estad 
S que la desgravaciôn que debe acordarse por el Estado R - casos a,i) 
a ,ii) y b ,i )-, el contribuyente obtendrâ un resultado mâs ventajoso 
que si su renta total proviniese ùnicamente del Estado R; en el caso 
inverso - caso b,ii) - el resultado serâ menos favorable.
"22. El ejemplo muestra igualmente que la desgravaciôn 
acordada cuando el Estado R aplica el método de exenciôn integra pue­
de ser mâs elevada que el impuesto percibido en el Estado S, incluso 
si los tipos impositivos del Estado S son mâs elevados que en el Es­
tado R. Esta consecuencia résulta del hecho de que en el método de 
exenciôn integra no sôlo se abandona el impuesto del Estado R sobre 1
renta del Estado S (35 por 100 de 20.000 = 7-000; como en el método 
sobre el resto de la renta(80.000) es igualmente reducido por un 
de exenciôn con progresividad), sino que también el gravamen importe
correspondiente a la dif erencia de tipos aplicables en el Estado R
a los dos niveles de renta (35 - 30 = 5 por 100 aplicado a las 80.000
= 4 .000).
2. Métodos de imputaciôn
"23. Segùn los métodos de imputaciôn, el Estado R conserva 
su derecho a gravar la renta total del contribuyente pero concede 
una deducciôn en el impuesto asi calculado.
a) Imputaciôn integra:
El Estado R calcula el impuesto sobre el importe total 
de las 100.000 al tipo del 35 por 100, y concede la deducciôn del 
impuesto debido en el Estado S sobre la renta procedente de S.
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Caso i) Caso ii)
Impuesto en el Estado R, 35 por 100
de 100.000...........................  35.000 35.000
Menos impuesto en el Estado S ...... . - 4.000 - 8.000
Impuesto debido.....................  31.000 27.000
Impuestos totales...................  35.000 35.000
Desgravacion acordada por el Estado
R por importe de........................  4.000 8.000
B) Imputaciôn ordinaria ;
El Estado R calcula el impuesto sobre la renta total de
100.000 al tipo del 35 por 100, y concede la deducciôn del impues­
to debido en el Estado S sobre la renta procedente de S, pero en 
ningùn caso se concede la deducciôn por un importe superior a la 
parte de impuesto en el Estado R correspondiente a la renta pro- 
veniento de S (deducciôn maxima). La deducciôn maxima sera del 
35 por 100 de 20.000 . 7.000.
Caso i) Caso ii)
Impuesto en el Estado R, 35 por 100
de 100.000.............................. 35.000 35.000
Menos impuesto en el Estado S   - 4.000
Menos deducciôn maxima.................  —  - 7.000
Impuesto debido  31.000 28.000
Impuestos totales  35.000 36.000
Desgravaciôn acordada por el Estado
R por importe d e .......................  4.000 7-000
"24. Una de las caracteristicas de los métodos de impu­
taciôn en comparaciôn con los de exenciôn es que el Estado R no es 
ta en ningùn caso obligado a concéder una deducciôn superior al 
importe del impuesto debido en el Estado S.
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"25. Si el impuesto debido en el Estado S es menos eleva­
do que el impuesto del Estado R calculado sobre la renta del Esta­
do S (deducciôn maxima), el contribuyente deberâ en todo caso pagu: 
el mismo importe de impuesto que si hubiera sido gravado ùnicamen­
te en el Estado R, es decir , como si su renta total proviniese 
ùnicamente del Estado R.
"26. Se llega a un resultado idéntico cuando el impuesto 
debido en el Estado S es mâs elevado y el Estado R aplica el méto­
do de imputaciôn integra al menos en tanto en cuanto el impuesto 
total debido en el Estado R es por lo menos tanto o mâs elevado 
que el importe del impuesto debido en el Estado S.
"27. Cuando el impuesto debido en el Estado S es m.âs ele­
vado y la deducciôn estâ limitada (imputaciôn ordinuria), el con­
tribuyente no queda desgravado del total del impuesto pagado en el 
Estado S. En tal hipôtesis, la situaciôn serâ, por consiguiente, m ‘ 
nos ventajosa que en el caso de que obtuviese la totalidad de su 
renta en el Estado R, y en estas condiciones el método de imputa­
ciôn ordinaria tendrâ los mismos efectos que el método de exenciôt 
con progresividad.
C U A D R 0 I
IMPORTE TOTAL DE LOS IMPUESTOS PERCIBIDOS EN LOS DIFERENTES CASOS
CITADOS ANTERIORMENTE.
A) Todas las rentas provienen del Estado R Impuesto total 
35.000
jimpuesto total s:
B) Renta proveniente de los dos Estados:  ^___________     , 4.000 i 8.000
80.000 del Estado R y 20.000 del Est.S Caso i) Caso ii ^
Sinconvenio ....................................... ! 39.000 43.000
Execciôn integra...................................  ' 28.000 32.000
Exenciôn con progresividad  32.000 36.000
Imputaciôn integra  35.000 35.000
Imputaciôn ordinaria   35.000 36.000
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C U A D R 0 II
IMPORTE DEL IMPUESTO AL QUE RENUNCIA EL ESTADO DE LA RESIDENCIA
Si el impuesto de Esta 
S es
4.000 1 8.000
Caso i) j Caso ii)
Sin Convenio......................... ....... 0 0
Exenciôn integra.................... ....... 11.000 11.000
Exenciôn con progresividad......... ....... 7.000 7.000
Imoutaciôn integra.................. ....... 4.000 8.000
Imputaciôn ordinaria................ ....... 4.000 7 .000
(1 )
4. La aplicaciôn del método de exenciôn o imputaciô 
solventa el problema de la doble imposiciôn juridica, e, incluso,a 
veces , afronta el de la doble imposiciôn econômica de los dividen- 
dos. Sin embargo, ambos métodos dejan sin resolver una serie de in- 
terrogantes. El método de exenciôn no establece las reglas especi- 
ficas de cômo debe efectuarse tal exenciôn ; el de imputaciôn no 
détermina los criterios para su câlculo. En ambos casos tal proced 
concuerda con la estructura general del Convenio, tendante sôlo a 
atribuir facultades tributarias y dejando, a la Ley interna la 
determinaciôn de los elementos que componen la relaciôn juridica 
tributaria (2). Sistemâticamente pueden diferenciarse los proble- 
mas que suscita cada uno de los métodos, y los que son comunes a 
ambos. En cualquier caso la exposiciôn es meramente descriptiva y
(1) "Modelo de Convenio de Doble Imposiciôn sobre la Renta y el Pa­
trimonio OCDE 1977". Traducciôn del Institute de Estudios Fiscales 
Ministerio de Hacienda. Madrid 1978; pâgs 191 a 195.
(2) Constituyen excepciôn a lo expuesto, el ap. 3 del art2 7 - Ben* 
ficios empresariales- que permite la deducciôn de gastos para la d< 
terminaciôn del bénéficié del establéeimiento permanente ; y el art: 
24, ap.5 que admite la deducciôn de ciertos gastos (intereses y câ­
nones) o de las deudas para la determinaciôn , respectivamente, de 
Tps bénéficiés o del patrimonio de una empresa.
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sintética, ya que son los Estados Contratantes los que deben fi- 
jar las reglas aplicativas del método o métodos que adopter en el 
Convenio.
4.1. Problèmes vinculados al método de exenciôn.
La OCDE, los concrete en los siguientes:
a) Importe a exonerar. La dificultad principal 
dériva de que la renta a impuesto puede varier segùn se computer 
las desgraveciones o deducciones fiscales concedidas en el Estado 
de residencia; es decir, segùn las minoraciones operen sôlo sobre 
la renta nacional, o se distribuyan entre esta renta y la procéder 
te del extranjero.
b) Régimen aplicable en caso de pérdidas. Los 
Estados Contratantes, en cuanto Estado de residencia, pueden ami- 
tir o no a la deducciôn de pérdidas sufridas por su residente en e 
otro Estado. En cualquier caso debe evitarse el bénéficie injusti- 
ficado que supone para el contribuyente una posible deducciôn du- 
plicada de la misma pérdida.
c) Imposiciôn del resto de la renta. El proble­
ma afecta a la determinaciôn del minimo exento en el Estado de re­
sidencia. Considerando que la renta total de una persona proviens 
de dos fuentes (nacional y extranjera) puede acontecer que compu­
tando ambas se sobrepase tal minimo, pero'no en caso de que sôlo
se tome en consideraciôn la primera ( la de fuente extranjera es­
tarâ, por principio, exenta en este Estado).
Otro problema, que no afecta a la prâctica es­
pahola pero si a los Estados que exigen el Impuesto de Sociedades
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segùn el sistema de doble tipo, consiste en precisar si la renta 
a exonerar debe deducirse del bénéficie no distribuido (gravado 
a tipo normal) o del distribuido (gravado a tipo reducido).
4.2. Problèmes conexos al Método de Imputaciôn. La 
OCDE apunta, sin ânimo exhaustive, los siguientes:
a) Calcule de la "deducciôn maxima".Puede efe; 
tuarse distribuyendo el impuesto total que grava las rentas tota­
les en funciôn de la proporciôn existante entre las rentas pro­
cédantes del extranjero y aquéllas , o aplicando el tipo imposi­
tivo correspondiente a estas a las rentas por las que debe conce- 
derse la imputaciôn.
Aslmismo, y dado que la "deducciôn maxima" se cal­
cula como el impuesto sobre la renta neta en el Estado de résidai 
cia, puede acontecer que tal deducciôn sea inferior al impuesto 
pagado en el Estado de la fuente. Esto acontece, por ejemplo, si 
los intereses procédantes de este Estado, se perciben por empre- 
sas bancarias ya que en este caso, taies rentas son de em.presa y 
no puras de capital; es decir, que las cantidades prestadas proc( 
den de depôsitos o préstamos que generan ,a su vez gastos (intere­
ses pasivos).
b) Determinaciôn de la deducciôn a efectuar en 
el Estado de residencia, cuando confluyen aqui dif erentes cate­
gories de rentas procédantes del Estado de la fuente, y éste sô­
lo grava algunas de ellas. El no reconocimiento de tal exenciôn 
en el Estado de residencia équivale, "mutatis mutandis" a la no 
consideraciôn en el Impuesto general, de la exenciôn o bonifica­
ciôn concedida en un Impuesto a cuenta (1).
(1) En sentido contrario, cfr. arts 57, ap. 1 de la Ley General 
Tributaria de 1963.
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c) Traslaciôn a otros ejercicios de la imputaciôn 
no efectuada en su momento. La postura adoptada depende de la li- 
beralidad en la aplicaciôn del método, y de si en la legislaciôn 
interna del Estado de residencia existe un sistema de compensa- 
ciôn de pérdidas y ganancias.
5. En Espaha, el fenômeno de la doble imposiciôn 
juridica internacional se ha enfocado de forma distinta segùn la 
época. Hasta la Reforma Tributaria de 1964, un régimen de "cifra 
relative" afrontaba y resolvia el problema de las empresas inverse 
ras o con actividades en el exterior. Las personas fisicas , sin eir 
bargo, quedaban excluidas del sistema y sôlo los comisionistas 
veian resuelto su problema. La Ley de Reforma del Sistema Tributa­
rio de 11 de junio de 1964, influida en parte, por el Modelo de 
Convenio de la OCDE de 1963, optô por el método de imputaciôn ordi 
naria; y tanto en el Impuesto de Sociedades como en el de la Rent 
de las Personas Fisicas se incluyeron normas tendentes a evitar Is 
duplicidad de gravâmenes. La necesidad de atraer inversiones ex­
tran j eras a Espaha y el despegue y proyecciôn internacionales de
nuestro pais exigieron la celebraciôn de Tratados que, de forma 
de la doble imposiciôn. De esta forma Espaha quedaba incorporada 
bilatéral y concreta, regulasen el problema al conjunto de paises
con un sistema adecuado de normas: a nivel interno, mediante la 
inserciôn de medidas unilaterales aplicables en defecto de un Con­
venio de doble imposiciôn; a nivel internacional, mediante la apli­
caciôn del Tratado al caso concreto contemplado. Este es, por 
otra parte, el régimen vigente.
5.1. Legislaciôn interna.
Las normas que regulan los impuestos directos sobre 
la renta, y el impuesto sobre el patrimonio encaran el problema 
de doble imposiciôn. El método elegido en todo caso es el de impu-
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limitada. La supresiôn de los impuestos a cuenta ha supuesto la 
simplificaciôn del sistema, la armonizaciôn de regimenes entre los 
dos impuestos sobre la renta, y la superaciôn de la discordancia 
existante en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, 
pues en este, a nivel de la imposiciôn a cuenta y salvo supuestos 
marginales, se dejaba subsistante el problema apuntado.
En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisi­
cas el art2 30 de la Ley 44/78 (1 ) establece un régimen alternati­
ve. La deducciôn tiene el limite de lo efectivamente pagado en el 
extranjero, o , si fuera manor, lo que corresponde pagar en Espaha 
si se aplica el tipo medio efectivo de gravamen a la parte de base 
imponible gravada en el extranjero.En el Impuesto de Sociedades, 
el art2 24, ap. Cuatro (2), sigue un criterio similar al contenido
(1 ) El art2 3 0 , dice : "En el caso de obligaciôn personal de contri 
buir se deducirâ de las cuotas de este impuesto la menor de las de 
cantidades siguientes: a) El importe efectivo de lo satisfecho en 
el extranjero por razôn de gravamen de carâcter personal que afec 
te a ingresos computados en el impuesto,b ) El resultado de aplicar 
el tipo medio efectivo'de gravamen a la parte de la base imponible 
gravada en el extranjero. A estos efectos, el tipo medio efectivo 
se determinarà restando de la cuota Integra del impuesto las deduc 
clones sehaladas en esta Ley, excepto la contenida en la letra c) 
del art2 29". El art2 128 del Reglamento del Impuesto de 1981 no 
ahade nada nuevo a la Ley . Sôlo , y, lôgicamente, varia la référé 
cia al articule que contiene la deducciôn no computada para la de­
terminaciôn del tipo medio efectivo de gravamen.
(2) El art2 24-Cuatro dispone : "En el caso de obligaciôn personal 
cuando entre los ingresos del sujeto pasivo figurer, rendimientos 
obtenidos y gravados en el extranjero, se deducirâ la menor de las 
cantidades siguientes: a) el importe de lo satisfecho en el extran­
jero por razôn de gravamen de naturaleza idéntica o anâloga a este 
impuesto;b ) El importe de la cuota que en Espaha corresponderia pa 
gar por estos rendimientos si se hubieran obtenido en territorio 
espahol".
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en el Texto Refundido de 1967, sehalando como limites, lo pagado 
en el extranjero,o , si fuera menor , el importe de la cuota que 
en Espaha debe pagarse por taies rendimientos; es decir el 33% so­
bre los ingresos. La cuestiôn que plantea la Ley 44/78, es la deter 
minaciôn del "tipo medio efectivo"; la forma de calcularlo dériva 
de haberse configurado como deducciones de la cuota lo que debie- 
ron constituir reducciones de la base (1).
En relaciôn con el Impuesto Extraordinario sobre el 
Patrimonio de las Personas Fisicas, la Ley 50/77, de 14 de noviembr 
de Medidas Urgentes de Reforma Fiscal, régula para el caso de obli- 
guciôn personal de contribuir, el tema de la deducciôn de los impue 
tos satisfechos en el extranjero. El a r t 2 3°,ap.Cinco,de la Ley
(2) admite tal posibilidad supeditândola a que no exista un Tratadc 
internacional que resuelva el problema de la doble imposiciôn . El 
sistema establecido coincide "mutatis mutandis", con el de la Ley 
44/78.
5.2. Convenios de Doble Imposiciôn.
Los Tratados suscritos por Espaha presentan, en cuar. 
to al método para evitar la doble imposiciôn , una tipologia muy 
variada, pues ademâs de las clâusulas que tratan de dar cumplimien- 
to a la finalidad especifica del precepto, se insertan, a veces,
(1) Sobre el tema, vid. De la V i l l a , J . M2; "La temâtica internaciona 
en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas", En Revista 
de Derecho Financiero y Hacienda Pùblica.Vol. XXIX,ns 142 Madrid
julio-agosto 1 979; pâgs 901 - 903 .
(2) El art2 3 2 ,Cinco, establece : "Sin perjuicio de lo que^âisponga 
en los Tratados Internacionales,de la cuota de este impuesto se de­
ducirâ, por razôn de bienes que radiquen y derechos que puedan ser 
ejercitados fuera de Espaha, la cantidad que resuite menor de los 
dos siguientes : a) El importe efectivo de lo satisfecho en el ex­
tranjero por razôn de impuesto similar por dichos bienes y derechos
b) El resultado de aplicar el tipo medio efectivo del impuesto a 
los bienes que radiquen y derechos que puedan ser ejercitados fuera 
de Espaha.
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normas que abordan el problema de la doble imposicion econômica de 
los dividendes (cuando la participaciôn que los genera se posee po; 
una Sociedad), y las disposiciones que conf iguran, en su caso, el 
sistema de imputaciôn de impuestos no pagados ("tax sparing" o "ma‘ 
ching credit").
Espaha que, en su legislaciôn interna ha adop - 
tado el método de imputaciôn, en los Convenios ha utilizado, o pre- 
tendido imponer, el método de exenciôn con progresividad. La razôn 
estriba en el deseo de exigir del otro Pals,generalmente con impos: 
ciôn mâs elevada, la aplicaciôn de un método similar, favorecedor 
de la inversiôn extranj era en Espaha. No obstante, para dividendes. 
intereses y cânones se sigue, en todo caso, el método de imputaciôr 
(1 ) .
En la mayoria de los Convenios se ha extendido 
a los "impuestos a cuenta" espaholes la deducciôn de los impuestos 
pagados en el extranjero. Con tal clâusula se pretendia subsanar 
la laguna que, en relaciôn con las personas fisicas, derivaba de la 
inexistencia de normas internas adecuadas en la imposiciôn previa 
al impuesto general. La reforma fiscal, al suprimir la imposiciôn 
a cuenta, ha cortado de raiz el problema. Actualmente las normas 
contenidas en los respectivos Convenios que prevén tal doble imputa 
ciôn no tienen vigencia ni valor alguno.
La complejidad de los preceptos que regulan 
el método para evitar la doble imposiciôn, la circunstancia de que, 
desde el punto de vista formai, no se adopten métodos de aplicaciôn
(1) Para una exposiciôn sintética y de conjunto de los métodos para 
evitar la doble imposiciôn seguidos por Espaha en sus Convenios. 
vid ; De la Villa, J.M2 ; "Situaciôn actual de las relaciones fis­
cales internacionales espaholas"; trabajo editado por "Revispana 
Coopers & Librand". Madrid 1981; pâgs 20 a 22.
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reciproca, y el hecho de que unos Tratados se inclinan por métodos 
distintos de los establecidos en otros Convenios , determinan que 
la presente exposiciôn se realice con arreglo a pautas y criterios 
distintos de los habitualmente seguidos. El anâlisis pormenorizado 
de las clâusulas contenidas en cada articule relatives a cada uno 
de los Estados y la consideraciôn separada, pero global, de las nor 
mas sobre "imputaciôn de impuestos no pagados" conf iguran al conte­
nido del comentario.
5.2.1.Normas contenidas en los Tratados.
5. 2.1.1. Convenio hispano-alemân ( a r t2 23).(1).
a) Alemania:
- Exenciôn con progresividad para las rentas 
de fuente espahola o patrimonio sito en Es­
paha (ap. 1,a);
- Imputaciôn integral para dividendes, intere 
ses y cânones y remuneraciones publicas pa- 
gadas a un alemân sin nacionalidad espahola 
y para rentas procédantes de inmuebles, o 
patrimonio integrado por taies bienes no vi 
culados efectivamente a un establecimiento 
permanente (ap. 1 b).
Los dividendos a los que se aplica el método de imputaciô 
se caracterizan por dos notas negativas ; no son de los que distri- 
buye una filial espahola a su matriz alemana (Kapitalgesellschaft), 
o una sociedad de personas (ap. 1,a,aa) y bb); y se trata de rentas 
procédantes de actividades distintas de las de producciôn o venta
(1) De Luis,F .:"El Convenio hispano-alemân para evitar la doble im­
posiciôn internacional", en Economie Financiera Espahola,N2 23. 
Instituto de Estudios Fiscales. Madrid 1968; pâgs 120-127.
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de bienes o mercancias, arrendamientos, prèstaciones de servicios o 
actividades bancarias o de seguros (Protocole). Si concurren estas 
notas, el método aplicable es el de exenciôn con progresividad (a p . 1
a) .
b) Espaha:
- Exenciôn con progresividad, para las rentas 
de fuentes alemana o patrimonio sito en Ale­
mania (ap. 2 , a ) .
- Imputaciôn ordinaria para dividendos, intere­
ses y cânones, y retribuciones publicas abona- 
das por Alemania a un espahol sin naciona- 
lidad alemana; y para rentas inmobiliarias no
vinculadas a un establecimiento permanente 
alli situado y patrimonio constituido por ta­
ies bienes inmuebles (ap. 2,b ) .
Cabe anotar : 12 ) que el impuesto que recae sobra las re­
tribuciones abonadas por el Estado u otro ente publico, y que se exac- 
ciona en la fuente, se deduce (no se exime) en el Estado de residen­
cia (p. e j . impuesto espahol que grava las retribuciones del chofer a- 
lemân de la embajada espahola en Bonn); 2 2 ) que las rentas procédan­
tes de inmuebles vinculados a un establecimiento permanente sito en ui 
de los Estados estân exentos de tributar en el otro Estado; 3-) q u e , 
se concede unilateralmente a Espaha, el "tax sparing" (ap. 1,b ),b b )).
5.2.1.2. Convenio hispano-austriaco (art2 24).
No existe diferenciaciôn de métodos para cada uno de los 
Estados , s.ino que se adopta un régimen comûn ;
- Exenciôn con progresividad, en general a p .1).
- Imputaciôn ordinaria para dividendos, intereses 
y cânones (a p . 2).
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El hecho de que en articulos donde se regulan dif erentes 
tipos de rentas (v.gr. art2 16, 1 7 , 18, 20) se utilice la formula 
"sôlo pueden someterse a imposiciôn", no impide que el otro Esta­
do las compute para el câlculo del tipo medio de gravamen aplicable 
a las demâs rentas que pueden ser gravadas aqui. Tal posibilidad di 
mana de que el Convenio lo dispone asi; en otro caso hay que aplica 
el método de exenciôn integral.
g 5 .2.1 .3 . Convenio hispano-belga ( a r t 2 23)
i
[ Se aplica el mismo método para ambos paises.El régimen es-
f
tablecido es el siguiente :
- Exenciôn con progresividad, en general (ap. 1)
- Imputaciôn ordinaria para dividendos, interese 
y cânones (a p . 3 ).
Ademâs, el Convenio contiene normas que traten del proble­
ma de la imputaciôn de las pérdidas del establecimiento permanente 
sito en el otro Estado (ap. 2) y de la doble imposiciôn econômica ’ 
de los dividendos intersociales (ap. 4). La concesiôn del "Tax Spa­
ring" en favor de Espaha compléta el cuadro normative (ap. 5). El 
a p . 2 tiende a evitar la doble deducciôn ,por ejemplo , de las pér­
didas suf ridas por una empresa belga con establecimiento permanente 
en Espaha; de no existir una norma asi, la pérdida sufrida por tal 
establéeimiento séria deducida, el aho en que se ha comprobado, del 
bénéficié imponible en Bélgica ( y en base a la legislaciôn interna 
belga) y por segunda vez en Espaha, de los bénéficiés eventuales 
del citado establecimiento (compensaciôn de pérdidas anteriores, en 
base a la legislaciôn interna espahola). El ap. 4 equipara en trato 
los dividendos de fuente extranj era a los de procedencia nacional, 
cualquier desgravaciôn tendente a evitar la doble imposiciôn econô-
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mica de los_dividendes intersociales concedida en une de los Es- 
tados, es aplicable a las sociedades inverseras residences del e- 
tre Estade; esta clausula supene, en el case espanel, la aplica- 
cion de la deducciôn prevista en el a p . une,e, en su case, el a p . 
des, del arts 24 de la Ley 61/78,es decir la deducciôn del 50%ode: 
100% de la cantidad que résulta de aplicar al importe de les divi 
dendes percibides el tipe medie efective de gravamen que se baya 
aplicade a la Seciedad que les reparte. El ap. 4 se compléta al 
establecerse la pesibilidad de que sobre les dividendes se exaccic 
nen les cerrespendientes impuestes a cuenta; en el case espanel 
la nerma carece de virtualidad per haberse suprimide el Impueste 
sobre las Rentas del Capital (Protocole, Ap. 5): Ad. al arts 23, 
a p . 4).
A les funcienaries publiées se aplica el métede de 
exencion integral; el Cenvenie ne dice nada en cuante a las rentas 
que "sole pueden semeterse a impesicicn" en el Estade de la fuen- 
te.
5.2.1.4. Cenvenie hispane-brasilene (arts 23)
El régimen adeptade se aplica a ambes Estades, y 
sin perjuicie de las especialidades que atanen les dividendes.El 
sistema se articula asi:
- Imputaciôn erdinaria para tede tipe de 
rentas (ap. 1).
- "Matching credit" para intereses y cà- 
nenes (ap. 2 ).
- Exencion, en residencia, de les dividen- 
dendes que hayan tributade en la fuente
(aps. 3 y 4) .
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El ap. 2 recoge una modalidad. de promociôn de inver- 
siones consistentes en imputar al inverser, en su pais de residen­
cia unas alicuetas superieres a les tipes per les que haya tributa­
de efectivamente en la fuente. En este case, les tipes maximes pa­
ra intereses y cânenes se fijan en el Cenvenie, respectivamente, 
en el 15%, y en el 10 6 15%; la deducciôn en el pais de residencia 
se eleva, sin embargo, al 20% y 25% segùn se trate de interés 
e cânenes. Les ap. 3 y 4 alteran el régimen prepugnade per el Modè­
le. El pais de residencia del percepter de les dividendes ne recurr 
al métede de imputaciôn para evitar la deble impesiciôn, sine que 
renuncia al gravamen de las rentas que hayan tributade en la fuente 
En el case de Espaha tal exenciôn ne afecta a la pregresividad del 
gravamen del reste de las rentas (ap. 4 ). El articule esta redac- 
tade censiderande, bâsicamente, la pesibilidad de atraer inversie- 
nes espahelas al Brasil.
5.2.1.5. Cenvenie hispano-canadiense (arts XXIII).
a) Canada :
- Imputaciôn integral (ap. l,a).
b ) Espaha;
- Imputaciôn erdinaria (ap. 3,a) .
A pesar de la aparente sencillez del métede estable- 
cide en cada case, se incerperan etras clâusulas que cenfiguran un 
régimen mas cempleje. Les residentes del Canada pueden deducir pa­
ra el calcule de su renta impenible , les dividendes recibides pre- 
cedentes de las réservas de una filial residente de Espaha (ap. 1
b) . En el case de Espaha, se eterga a les dividendes recibides 
de una filial canadiense las mismas deduccienes que precederian si 
las sociedades fueran residentes de Espaha (ap. 3,b). Se trata , en 
ambes cases de evitar la deble impesiciôn ecenômica de les dividen-
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dos. Al coïïientar el Convenio con Bélgica se explicité el alcance 
en Espaha, de tal disposiciôn. Otras normas integradas en el arti­
cule es la que concede el "tax sparing" en faver de Espaha (ap. 2, 
a) b) y d), y la que identifica el Estade de la fuente, cen el de 
lecalizaciôn de la renta (ap. 4).
5.2.1.6. Cenvenie hispane-chece (artQ 23).
a) Checeslevaquia:
- Exencion cen pregresividad (ap. 2,a).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes,câ­
nenes, participacienes de censejeres,y 
artistas y depertistas, sin perjuicie de 
la pregresividad que pueda afectar al gr 
vamen exigible en Checeslevaquia y que d- 
termina la inclusiôn en la base impenibl» 
las rentas gravables en Espaha (ap. 2,b)
b) Espaha :
- Exenciôn cen pregresividad (ap. l,a).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, câ­
nenes, participacienes de censejeres, y 
artistas y depertistas y cen la misma ca 
tela que en el case chece (ap. l,b).
Ne se hace r e f e r e n d a  a "intereses", perque segùn el art' 
11, sôle pueden semeterse a impesiciôn en el Estade de residencia. 
La clâusula excluye el preblema de la deble impesiciôn y faverece 
la pesiciôn espahela, pesible prestamista.
5.2.1.7. Cenvenie hispane-danés (art? 24).
a) .Dinamarca :
- Imputaciôn integral (ap. 1).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, in­
tereses y cânenes y para bienes inmuebles 
ne vinculades a un establecimiente perma­
nente situade en Espaha (ap. 3 y 4).
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b) Espaha :
- Exenciôn con pregresividad (ap. 2).
- Imputaciôn erdinaria en les mismes supues- 
tes que en el case danés (ap. 3 y 4).
El a p . 5, concede para dividendes, intereses y cânenes 
el "tax sparing" en faver de Espaha. A les funcienaries publiées se. 
les aplica el métede de exenciôn integral.
5.2.1.8. Cenvenie hispane-finés (art? 23).
Tante Finlandia ceme Espaha adeptan un misme sistema pa­
ra sus residentes :
- Imputaciôn integral (ap. 1).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes ,in­
tereses y cânenes (ap. 2).
Pesteriermente a la firma del Cenvenie, y en virtud de 
un Canje de Notas de 18 y 24 de ageste de 1974, se compléta el arti­
cule admitiéndose, per parte finlandesa, la exenciôn impesitiva pa­
ra les dividendes pagades per una Seciedad espahela a una Seciedad 
residente de Finlandia; esta nerma, que évita la deble impesiciôn e- 
cenômica de les dividendes de fuente espahela (se incentivan asi las 
inversienes en Espaha), se cendiciena a que tal desgravaciôn sea a- 
plicable a des sociedades residentes de aquel pais.
El "Tax sparing" para intereses , dividendes y cânenes se 
establece en bénéficié reciprece (ap. 3).
5.2.1.9. Cenvenie hispane-francés (art? 25).
a) Francia:
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 2,a).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes,inte­
reses y cânenes, y artistas y depertistas
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(ap. 2,b) .
En ambos supuestos, interviene, la idea de pregresividad. 
El impueste francés se calcula sebre la renta que se semete a impes 
ciôn en Francia, al tipe cerrespendiente al mentante tetal de la 
renta que puede gravarse conforme a la legislaciôn francesa (ap. 2,
d) .
b) Espaha:
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 1,a).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, 
intereses, cânenes y artistas y deper­
tistas (ap. 1,b ).
Francia concede unilateralmente a Espaha un "matching cre 
dit" del 25% en relaciôn cen les dividendes de fuente espahela dis-
tribuides per sociedades dedicadas a la investigaciôn y expletaciôn 
de hidrecarbures; y, ademâs el "tax sparing" para determinades in­
tereses (ap. 2,c). En relaciôn cen les funcienaries publiées y 
participacienes de Censejeres, cuya renta "sôle puede semeterse a 
impesiciôn" en el Estade de la fuente, el métede a aplicar es el de 
exenciôn integral.
5.2.1.10. Cenvenie hispane-italiane (art? 22)
a) Italia :
- Imputaciôn erdinaria, pere cen pregre­
sividad en la base (ap. 2).
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 4).
b) Espaha:
- Imputaciôn erdinaria (ap. 3).
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 4).
En ambes paises se combina, en el ap. 4, la fôrmula "sô-
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lo pueden someterse a imposicion" con el método de exencion con 
pregresividad. Ne existe centradiccion en el heche de que una renta 
se semeta a gravamen en un Estade y que, a su v ez, pueda afectar, 
en el etre Estade, al calcule del tipe medie efective aplicable al 
reste de las rentas; en defecte de tal cautela, el métede a aplicar 
es el de exencion integral.
5.2.1.11. Cenvenie hispane-japenés (art? 23).
a) Japon ;
- Imputaciôn integral (ap. 1).
b) Espaha:
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 2).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, int 
reses y cânenes (a p .3)
Des especialidades notables de este Cenvenie: 1?) Que les 
residentes del Japôn gezan del "underlying fax credit", es decir de 
la imputaciôn de impuestes subyacentes en relaciôn cen les dividende 
percibides de la filial espahela. La imputaciôn epera ne selamente 
para el impueste pagade per la filial sebre les bénéficiés distri- 
buides (ap. 1 ultima prepesiciôn).2?) Que se concede unilateralmente 
a Espaha el "tax sparing" en relaciôn cen dividendes, intereses y 
cânenes.
5.2.1.12. Cenvenie hispane-neruege (art? 24) (1).
(1) Acesta, R: "El Cenvenie hispane-neruege de 26 de abril de 1963, 
en relaciôn con les demâs Cenvenies para evitar la deble impesiciôn 
internacienal firmades per Espaha". Institute de Estudies Fiscales. 
Madrid 1964.
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Se establece un sistema conjunto para ambos Estados;
- Exenciôn con pregresividad (ap. 4).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, in­
tereses y cânenes (ap. 2 y 3).
La imputaciôn de impuestes ne pagades se concede unilate­
ralmente per Neruega a Espaha, en relaciôn cen dividendes, intereses 
y cânenes (ap. 4).
5.2.1.13. Cenvenie hispane-helandés (art? 25)(1)
a) Paises Bajes :
- Imputaciôn integral (ap. 2, pârrafe pri- 
mere).
- Imputaciôn erdinaria, para dividendes, in­
tereses y cânenes (ap. 2, Segunde pârrafe
a) y b).
- Exenciôn integral para determinadas renta 
e patrimenie (distintes de les incluides 
en el ap. 2, pârrafe primere, per exclu- 
siôn).
b) Espaha:
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 3).
- Imputaciôn erdinaria (ap. 4).
(1) De la Villa,José M? : "Cementarie al Cenvenie Hispane-helandés 
de deble impesiciôn; perspective espahela", Revista de Dereche Finan­
cière y Hacienda Pûblica. Vol. XXXI n? 156,neviembre-diciembre .Madric 
1981; pâgs 1205 - 1221. Este misme trabaje se ha publicade , en helan- 
d é s , en la Revista helandesa "Belasting Bescheuwingen",n? 6, junie 
1 981 .
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Notas destacables son : 1§) Que Holanda combina 
el método de imputaciôn integral con la pregresividad para el cal­
cule de la base impenible (a p . 4). 2^) Que para las rentas inclui- 
das en articules e apartades distintes de les enumerades en el a p .
2 (p. e j . : navegaciôn maritima y/e aérea) se aplica un métede de
exenciôn integral, censecuencia del gravamen exclusive en Espaha 
de taies rentas e patrimenie . 3^) Que se establece un sistema de 
cempensaciôn de las perdidas sufridas per un establecimiente perma­
nente de una empresa helandesa en Espaha, similar al vigente en el 
Cenvenie cen Bélgica y tendente a evitar deduccienes duplicadas (ap 
5). 4-) Que se concede unilateralmiente a Espaha un "tax sparing" 
en relaciôn cen les intereses (Pretecele XIII, Ad. al art? 25); y 
un "matching credit" del 5% (5% de imputaciôn ademâs del 5% reteni- 
de en la fuente) en relaciôn cen les cânenes (Pretecele XIV.A. a le: 
art?s 12 y 25).
5.2.1.14. Cenvenie hispane-pertugues (art? 24).
a) Portugal :
- Imputaciôn erdinaria, en tede case.
b) Espaha:
- Imputaciôn cen pregresividad para les béné­
ficiés ebtenides per un establecimiente per­
manente site en Portugal perteneciente a
un residente de Espaha, salve que les béné­
ficiés estén censtituides, ùnica e principal 
mente, per dividendes e intereses.
La nerma legal, per le que se refiere a Espaha y a
pesar de su aparente cemplejidad, es de fâcil interpretaciôn. Es­
paha, en relaciôn cen el establecimiente permanente site en Portugal 
y, sin duda para faverecer las inversienes aqui , opta excepcienal- 
mente, per un métede de exenciôn. Sin embargo, se vuelve al sistema
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general - método de imputaciôn- cuando los bénéficies censisten ùni­
ca e principalmente en dividendes e intereses. El métede de imputa­
ciôn es, nermalmente, el aplicable a este tipe de rentas; el cambie 
de criterie ne centradice, per etra parte, el centenido del ap. 4 
del art? 10 - dividendes - y del a p . 5 del art? 11 - Intereses - 
ya que en estes préceptes la ùnica censecuencia de la vinculaciôn 
efectiva de la participaciôn que genera les dividendes cen el esta­
blecimiente permanente, radica en que el Estade de la fuente pedrâ 
gravarles ilimitadamente (per ese se dice "las dispesicienes de les 
a p . 1 y 2 ne se aplican") pere ne détermina que el dividende pierda 
su naturaleza. de tal. Ademâs el ap. 5 del art? 7 - Bénéficiés empresa 
riales - eterga preferencia aplicativa a les articules que cemprende 
rentas reguladas separadamente en etres préceptes del Cenvenie, ceme 
es el case de les dividendes e intereses. En ùltime termine, y cen 
independendencia de que el dividende e el interés vinculades efecti­
vamente a un establecimiente pierdan e ne su naturaleza de taies y 
se cenviertan e ne en un bénéficié empresarial, el art? 24 deja cla- 
ramente establecide que si les bénéficiés del establecimiente perma­
nente estân censtituides, principal e ùnicamente, per dividendes e 
intereses, se aplique el métede de imputaciôn erdinaria, prévis te ce 
carâcter general.
5 .2 .1 .1 5 . Cenvenie hispane-britânice (art? 24)
a) Reine Unide :
- Imputaciôn integral (ap. 1,a ) .
b) Espaha :
- Imputaciôn erdinaria (a p . 2, a)
Se incerperan una serie de dispesicienes que hacen del arti­
cule une de les mâs cemplej es de tede el Tratade. Debe observarse :
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1?) Ademâs de la doble imposiciôn juridica, el precep- 
to se enfrenta con la doble imposiciôn econômica. En tal sentido 
el Reine Unide concede en el case de matriz inglesa, la imputaciôn 
de impuestes subyacentes ("underlying tax credit"), es decir, la 
deducciôn del Impueste espanel que se haya exigide a la Seciedad 
espahela per les bénéficiés cen cargo a les que pagô el dividende 
(a p . 1,b ). Per su parte, Espaha equipara les dividendes abenades 
per una seciedad inglesa a una espahela ceme si fueran abenades 
entre sociedades espahelas ( a p . 2 , b ).; elle exige aplicar las de­
duccienes prévistas en les aps. Une y Des del art? 24 de la Ley 
61/78, del Impueste de Sociedades.
2?) En el case de matriz espahela y filial inglesa,se 
concede, en relaciôn cen les dividendes distribuides, pere gravades 
en el Reine Unide, un crédite fiscal ficticio équivalente a un 15/ 
85 del importe de aquélles. Este es asi perque segùn la letra c) 
del a p . 3 del art? 10 del Tratade , se excluye del régimen normal 
de crédite fiscal a las matrices espahelas. Per ne haber, en tal 
case, retenciôn en la fuente, el accienista espahel ne puede de­
ducir ningùn impueste britânice, pues el "Advanced Cerperatien Tax' 
que ha ingresade la Seciedad inglesa en funciôn del dividende dis- 
tribuide, es un impueste imputable a la Seciedad - inglesa - y ne 
al accienista - espahel; sin embargo, desde el punte de vista ece- 
nômice, el impueste inglés puede censiderarse ceme un impueste a 
cuenta del accienista; per tal razôn, se concede al accienista un 
crédite ficticio équivalente a una retenciôn del 15%, sebre el divi­
dende brute (ap. 2,c ).
3?) El Reine Unide concede unilateralmente a Espaha el 
"tax sparing" en relaciôn cen les cânenes e intereses (ap. 3).
4?) Se identifica Estade de la fuente cen el de locali-
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zaciôn de la renta (ap. 4).
5.2.1.16. Convenio hispano-rumano(art? XXV).
a) Rumania:
- Imputaciôn integral (ap. 1,a).
- Exenciôn con pregresividad (ap. 3).
b) Espaha:
- Imputaciôn erdinaria (ap. 2 ,a).
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 3).
El Cenvenie cen Rumania efrece las siguientes particula 
ridades : 1^) Aplica el régimen de exenciôn cen pregresividad en 
el supueste de que las rentas e patrimenie "sôle puedan semeterse 
a impesiciôn" en la fuente. 2^) Espaha equipara les dividendes dis 
tribuides per una seciedad rumana a una seciedad espahela, a les 
distribuides entre Sociedades residentes de nuestre pais (ap. 2,b ) 
Elle impi ica la aplicaciôn de las deduccienes establecidas en les 
aps. Une y Des del art? 24 de la Ley 61/73, del Impueste de Secie- 
dades. 3-) Las apertacienes de las empresas estatales rumanas al 
prespueste del Estade se censideran ceme "impueste rumane" (ap. 1 
b ).4- ) Se identifica el Estade de la fuente cen el de lecalizaciôn 
de la renta.
5 .2 .1 .1 7 . Cenvenie hispane-suece.(art? XXIV).
Se utiliza el misme métede para ambes Estades Centra-
tantes.
- Imputaciôn erdinaria (ap. 1).
Este Cenvenie efrece les siguientes matices :
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a) En relaciôn con Suecia : 1?) El ap. 3 recoge 
el sistema especifico sueco de tributaciôn de los bénéficies socia­
les ; se tributa en mânes de la Seciedad y del secie, cuande este 
percibe les dividendes. Para evitar que les dividendes distribuides 
entre Sociedades relacienadas tributen varias veces, se las exime de 
tributar cuande cencurren determinades requisites. En el Cenvenie, se 
extiende tal exenciôn a les dividendes distribuides per Sociedades 
espahelas a las sociedades suecas, si cencurren las exigencias que se 
indican en el prepie Tratade (ap. 3). 2?) Se concede el "tax sparing" 
a Espaha, en relaciôn cen dividendes , intereses y cânenes (ap. 4); 
pere dada nuestra actual legislaciôn, el Acuerde de 14 de septiembre 
de 1979 sebre "Imputaciôn de impuestes ne pagades" (cenvenide en 
cumplimiente del Pretecele suscrite al tiempe de la firma del Cenve­
nie) limita tal cencesiôn a les intereses (Secciôn 4.Ad/art? XXIV, 
ap. 4; y Acuerde de 1 979).
b) En relaciôn cen Espaha; nuestre pais equipara,
a efectes de las deduccienes que precedan, les dividendes distribui­
des per una seciedad espahela a etra sueca, a les que se distribuyan 
entre entidades espahelas (ap. 6).
c) En relaciôn cen ambes paises : 1?) Se permite 
come deducciôn del respective impueste sebre la renta, la parte de 
impueste que cerrespenda a la renta ebtenida en el etre Estade.Esta 
deducciôn epera, respecte del impueste que grava las "remuneracienes 
pûblicas", cuande, segùn el art? XIX,"sôle puedan gravarse en la fuen 
te". La deducciôn évita que, en etre case, el impueste pagade ne sea 
computade en el pais de residencia (ap. 2).2?) Igual deducciôn limi- 
tada, pere en el Estade de la fuente, se aplica en el case de que el 
residente de une de les Estades ebtenga una ganancia derivada de la 
enajenaciôn de accienes de una seciedad cuyo principal active censis-
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ta en bienes inmuebles (art? XIII, ap. 5), o reciba un pago realiza-
do bajo el régimen de la Seguridad Social o derivado de una pension
por razôn de un seguro de vida (art? XVIII, ap. 3) (ap. 5). Esta no­
ma, supone una excepciôn a la régla general de que es el Estade de 
residencia el que debe evitar la deble impesiciôn. En censecuencia, 
este Estade ne verâ minerades sus ingreses per existir una impesicic 
en la fuente. Aqui es dende deba cempensarse la pesible tributaciôn
en el pais de residencia.
5.2.1.18. Cenvenie hispane-suize (art? 23) (1).
a) Suiza :
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 1).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, inte­
reses y cânenes (ap. 3).
b) Espaha :
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 1).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes , inte­
reses y cânenes (ap. 2).
El Cenvenie atribuye a Suiza una triple pesibilidad basadc 
en la imputaciôn . El resultade debe ser, en cualquier case,el misme 
Tal pluralidad se justifica per las diferentes seberanias fiscales - 
federal, cantonal y cemunal - que inciden en el sistema suize. La 
pesibilidad cemprendida en la letra a) del ap. 3 équivale a la im­
putaciôn erdinaria, en sentide estricte. La referida en la letra b) 
prevé la aplicaciôn de un"tipe especial" que calcula per anticipade 
la imputaciôn a efectuar. La incluida en la letra c ) es un sistema 
de exenciôn parcial. El supueste mâs cempleje es el cemprendide en 1
(1) vid. De Juan,J.L.:" El Cenvenie hispane-suize para evitar la de­
ble impesiciôn". Institute de Estudies Fiscales. Madrid 1964.
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letra b); trata de evitar las devoluciones impositivas que se pro- 
ducirian si se aplicase el tipo normal suizo, se ingresase, y lue- 
go se obligase a devolver el impuesto pagado en Espaha; la compleji- 
dad dériva de las dis tintas seberanias fiscales implicadas. El sis­
tema de exencion parcial (letra c) ne se aplica salve en el case de 
que el impueste espahel sea inferior al centravaler de 20 francos 
suizes (Pretecele II. Cuestienes de interpretaciôn , punte 3). Les 
mâs usuales son, pues, les cemprendides en las letras a) y b).
Suiza concede a Espaha el "tax sparing" en relaciôn
cen les intereses (ap. 5)-
En ambes paises , sin embargo, se equiparan les di­
videndes distribuides per una filial extranj era, a les distribuides 
per una filial nacienal a su matriz residente del misme Estade (ap .^
5.2.1.19. Cenvenie hispane-marrequi (art? 23).
Para ambes Estades:
- Exenciôn cen pregresividad (ap. 1).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes, inte: 
ses y cânenes (ap. 2).
El Tratade combina el régimen de exenciôn cen el côr
pute integral de las bases impenibles del residente de une de les Es
tades cuande un determinade tipe de rentas se grava sôle en el Esta­
de de la fuente (ap. 4). Y atribuye, unilateralmente, a Marrueces ur 
"matching credit" para les intereses prevenientes de empréstites e- 
mitides per Organismes especializades para ceeperar al desarrelle 
ecenômice de Marrueces (ap. 3). El Pretecele especifica taies Or­
ganismes .
5.2.1.20. Cenvenie hispane-pelace (art? 23).
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a) Polonia :
- Exencion con pregresividad (ap. 2,a).
- Imputaciôn erdinaria, para dividendes y câ­
nenes ( ap. 2,b ) .
b) Espaha :
- Exenciôn cen pregresividad (ap. l,a).
- Imputaciôn erdinaria para dividendes y câne­
nes ( ap . 1 , b ) .
En ambes cases, ne se mencienan les intereses perque se- 
segùn el art? 11 sôle trieutan en el Estade de residencia del ben 
ficiarie. Tal criterie faverece la pestura de Espaha, pesible près 
tamista.
5.2.2. Imputaciôn de impuestes ne pagades ("Tax Spa­
ring" ) ( 1 ) .
a) "Imputar un impueste ne pagade" censtituye 
un heche que, inicialm.ente, puede serprender. Sin embargo, tal ac- 
tuaciôn, que pertenece al campe de las técnicas tributar-' as espe- 
cializadas, y que cen frecuencia se ha identificade cen un régimen 
de tributaciôn internacienal, también epera en el âmbite interne 
de aquelles cases en que el sistema tributarie gira en terne a una 
impesiciôn a cuenta y general (2). La imputaciôn de impuestes ne 
pagades consiste en deducir, ceme se se hubieran satis fecho, cue- 
tas tributarias que ne se han pagade fealmente per la aplicaciôn d 
una benificaciôn (exenciôn, desgravaciôn) que incide en el tribute
(1) De Luis F. "La clâusula de imputaciôn de impuestes ne pagades 
en les Cenvenies para evitar la Deble Impesiciôn Internacienal"; e 
Estudies de Deble Impesiciôn Internacienal. Institute de Estudies 
Fiscales. Ministerie de Hacienda, Madrid , pâgs 288 a 316.
(2) El art? 57 de la Ley General tributaria de 1963, recoge una 
modalidad de imputaciôn tributaria, equi par able "mutatis m.utandis", 
al "tax sparing".
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que ha de ser imputado posteriormente, bien en el impuesto general 
(si se reconduce el fenômeno al âmbito interne) e bien en un impues­
te anàlege exaccienade en etre Estade (si se extrapola al â^mbite in­
ternacienal ) .
Limitades al campe internacienal la imputaciôn se ef ec 
tua per el pais de residencia. Este se cempremete a deducir de las 
cuetas cerrespendientes a sus centribuyentes per ebligaciôn perso­
nal, ne sôle les impuestes pagades efectivamente en el extranjere, 
sine también les que deberian haberse satisfecho y ne le han side 
per aplicaciôn de una benif icaciôn que concede el pais de la fuente 
en les tributes que inciden sebre las rentas e patrimenie que aquel 
centribuyente percibe e tiene en este Estade.
El tema afecta prefundamente a las relacienes entre 
paises desarrellades - inverseres - y paises en vias de desarrelle 
- impertaderes de capital -, y exige que les primeres adopter., a la
putaciôn en este pais de les incentives cencedides en el Estade fuen
te cenlleva la i eperatividad de aquélles (se imputa sôle le pagade)
y un traspase de recurses fiscales desde el pais impertader al exper
tader de capitales (la diferencia entre le que debia haberse pagade
y le realmente pagade en la fuente) ceme censecuencia de la aplica-
exigible
cien de un sustraende mener al impueste', en el Estade de residencia.
b) Una modalidad "sui generis" de imputaciôn que, en 
ecasienes, se inserta en les Cenvenies y que tiende, igualmente, a 
incentivar las inversienes en les paises en vias de desarrelle, con­
siste en el deneminade "matching credit". El impueste a imputar en 
el Estade de residencia,en relaciôn cen determinadas rentas (nermal­
mente, intereses y/e cânenes),se calcula ceme percentaje a tante al- 
zade, superior al tepe e limite establecide en el Cenvenie respectiv 
e independientemente de las benificacienes que haya pedide concéder 
el Estade de la fuente. Se trata de una medida ,usualmente, alterna-
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tiva del "tax sparing", aunque conlleva un resultado mas favorable 
que esta soluciôn, si concurren dos circunstancias: que el Estade 
fuente concéda una benificaciôn, y que el Estade de residencia ace 
te aquella imputaciôn a tante alzade superior al limite f ij ado en 
el Tratade.
c) Les Cenvenies espaheles recegen, casi tedes 
elles, une u etre sistema de incentives. El "tax sparing" se conce­
de unilateralmente a Espaha en les Tratades suscrites cen Alemani 
Bélgica, Canada, Dinamarca, Francia, Japôn, Neruega ,Paises Bajes, 
Reine Unide, Suecia y Suiza. Cen carâcter reciprece, sôle se esta­
blece en el Cenvenie cen Finlandia. Un sistema de "matching credit 
reciprece existe en el Cenvenie cen Brasil ; unilateral en favor 
de Espaha,en les Cenvenies cen Francia, y en el de les Paises Baje 
y sôle en faver de Marrueces,en este Tratade. El âmbite de taies 
regimænes varia segùn les cases.
La situaciôn , tal ceme se centiene en nues très 
Tratades, es la siguiente :
1°) Tax Sparing :
a) En relaciôn cen les dividendes, intereses y 
cânenes :
- Canadâ (art? XXI II, ap. 2)
- Dinamarca (art? 24, ap. 5)
- Finlandia (art? 23, ap. 3)
- Japôn (art? 24, ap. 4) .
- Neruega (art? 24 , ap .4) .
- Suecia (art? XXIV, ap. 4). (1). 
b) En relaciôn cen les intereses :
(1) La declaraciôn del articule XXIV, debe entenderse en relaciôn 
cen le negeciade en el "Acuerde sebre imputaciôn de impuestes ne 
pagades", de 14 de septiem.bre de 1 979, restrictive del âmbite del 
articule.
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- Alemania (art? 23, ap. l,b,bb).
- Bélgica (art? 23. ap. 5).
- Francia (art? 25, ap. 2,c).
- Paises Baj os (Protocolo XIII,Ad. al art 
25).
- Suiza (art? 23, ap. '5).
c ) Para intereses y asistencia técnica:
- Reino Unido (art? 24,ap. 3).
2?) "Matching credit" :
a') Para dividendes;
- Francia (art? 25,ap, 2,c ).
b ') Para intereses y cânenes:
- Brasil (art? 23, ap. 2)
c') Para intereses :
- Marrueces (art? 23, ap. 3 y Pretecele). 
d ') Para cânenes :
- Paises Bajes (Pretecele XIV, Ad. a les
art ? s 12 y 25).
En les Cenvenies suscrites cen Austria, Checeslevaquia, 
Italia, Portugal, Rumania y Polonia ne se ha establecide ninguna 
medida de une u etre tipe. Las caracteristicas estructurales de ti­
pe economise y fiscal de estes paises y el fluj e e intens idad de 
les intercambies que mantienen cen Espaha ne ha aconsejade su in- 
sercion.
d ) La referma fiscal contenida en las Leyes 
44/78 y 61/78 plantea e"', preblema de la vigencia y ef ec tividad de 
las clâusulas de "tax sparing" y de "matching credit" analizadas. 
Su virtualidad depende de la identificaciôn u hemologaciôn de las 
nermas que actualmente conceden las benificacienes fiscales en re­
laciôn cen las que anteriermente cumplian la misma funciôn, y de
la extensiôn y centenido de taies bénéficiés. Analicemes estas exi­
gencias .
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1?) La citada hemologaciôn puede suscitarse per 
el etre Estade (de residencia) si el Cenvenie se refiere , especifi- 
camente, a una disposiciôn cencreta (v.gr. Decrete-Ley de 19 de ectu- 
bre de 1961 e Texte Refundide del Impueste sebre las Rentas del Capi­
tal de 23 de diciembre de 1967), y el prepie Cenvenie ne prevé la 
pesibilidad de una nevaciôn e sustituciôn nermativas (Si^en les Tratc 
des de Canada y Japôn). Al Decrete-Ley de 1961 aluden les Cenvenies 
cen Alemania, Bélgica, Paises Bajes y Suiza; al Texte Refundide de 
1967, les de Canada, Francia y Reine Unide. Les Tratades cen Dinamar­
ca, Finlandia, Japôn, Neruega y Suecia ne se refieren a una nerma es­
pecial. El preblema , segùn mi criterie puede encararse cen optimis­
me ;
en les supuestos en que la benificaciôn se ha 
vinculade a les Textes positives citades, la 
demestraciôn de que la benificaciôn concedida 
per la Ley 61/78 es substanciaimente similar a 
la admiitida en el Cenvenie respective censtitu­
ye argumente bastante para su aceptacion ;
en les cases en que el Tratade ha previste uru 
pesible medificaciôn legislativa (Canada art? 
XXIII, ap. 2,d); y Japôn (art? 23, ap. 4 , tal 
previsiôn sirve de cebertura suficiente;
en les Cenvenies que el recenecimiente se ha li-
gade a las nermas générales de etre Estade (de 
Espaha), esta misma referencia subsana cualquie 
restricciôn interpretativa. En el case de Suec: 
el Acuerde de 14 de septiembre de 1 979 pesteric 
a la Ley 61/78, ha fijade les limites de aceote
ciôn de este pais; y
en les Tratades en que la cencesiôn ha consist! 
de en un "matching credit" la distinta cenfigu- 
raciôn juridica y cpei-ativa de este incentive 
excluye cualquier duda. Este es el case de les 
Cenvenies cen Brasil, Francia (para sociedades 
dedicadas a la investigaciôn y expletaciôn de t 
drecarburesy Paises Bajes y Marrueces, respecte
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de los elementos de renta analizados an- 
teriormente (cfr. ap. c) 2? anterior).
2?) Tema distinto es el referente a la extension y con- 
tenido de los bénéficies fiscales cencedides per las Leyes vigentes en 
Espaha; pues su recenecimiente y admisiôn pei parte del etre Estade de- 
penderâ de que efectivamente existan en el âmbite interne. Diversas eues 
tienes se suscitan.
- Subjetivamente , el preblema es si las per 
senas fisicas pueden faverecerse de les bénéficiés fiscales cencedides 
per las nermas anterieres a la Ley 61/78 , para las cuales se f ij a un li 
mite temiperal de disfrute. El preblema se plantea perque la Disposiciôn 
Transiteria Tercera de esta Ley se refiere a "Sociedades" y ne a "perse- 
nas fisicas". Sin embargo, ceme tal Disposiciôn en su ap. Des utiliza, 
indeterminadamente, el prenembre personal "quienes" las personas fisicas 
pueden incluirse en la nerma, y, per tante, gezar temperalmente de di- 
chos bénéficiés.
- Objetivamente, la cuestiôn es precisar la 
vigencia y centenido de les bénéficiés fiscales cencedides per las nue- 
vas Leyes. El preblema ha quedade muy simplificade pues la referma fis­
cal espahela suprime la pesibilidad de selicitar la imputaciôn de impues 
tes ne pagades en dividendes (1), y cânenes para las sociedades y para 
las personas fisicas. Es en intereses dende se plantea la analegia de 
les bénéficiés actuales cen les recenecides per nermas anterieres;La 
cuestiôn se suscita sôle en el supueste de que el prepie Cenvenie delimi
(1) La publivaciôn de las Leyes reguladeras de las Institucienes de In- 
versiôn Colectiva, incluse las Aseciacienes y Unienes de Empresas, a que 
se refiere la Disposiciôn Transiteria Cuarta de la Ley 61/78, pedria 
euestienar la ampliaciôn de les bénéficiés fiscales actualmente recene­
cides en esta Ley, y su extensiôn al âm.bite internacienal. Cualquier etr 
disposiciôn en tal sentide suscitaria igual interregante.
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te, objetivamente, el centenido y extension del bénéficié fiscal 
per referenda a una nerma legal cencreta (Cenvenies cen Alamania 
Bélgica, Francia, Paises Bajes, Reine Unide y Suiza) y, a su vez, 
ne centenga una clâusula cautelar de sustituciôn nermativa futura 
(Canadâ y Suiza).El preblema ne existe cuande el Tratade se refier- 
genéricamente a les bénéficiés cencedides per la legislaciôn inter­
na de Espaha (Cenvenies cen Dinamarca (art? 23, ap. 5), Finlandia 
(art? 23, ap. 3) y Neruega (art? 24, ap. 4) en materia de intere­
ses. El Tratade cen Japôn supedita la exenciôn a que se trate de 
crédites tendertes a premever el desarrelle ecenômice de Espaha 
(art? 23, ap. 4). El de Suecia, restringe el "tax sparing" a les 
bénéficiés establecides para intereses e inversienes en el art? 25 
letra c), ap. Une y Des, y en el art? 26, ambes de la Ley 61/78.
Para aquelles cases en que se precise determinar 
el alcance de les bénéficiés cencedides en materia de intereses pe 
la Ley 61/78, para cempararles cen les recenecides en les respecti­
ves Tratades, la fôrmula utilizada en el art? 25, letra c) 1 (1) 
al ceincidir , prâcticamente, cen le que establecia el art? 31, ap 
1 del Texte Refundide del Impueste sebre las Rentas del Ca-
( 1 ) Art? 25, c) : "Se benificarâ hasta un 95% de la cueta que c o m  
penda a : "Une. Les rendimientes de les empréstites que emitan y 
de les prés tames que cencierten cen Organismes internacienales e 
cen Bances e Institucienes financières extranjeras, que ne tengan 
en Espaha establecimientes permanente, las Empresas espahelas cuan­
de les fendes asi ebtenides se destinen a financier inversienes 
reales en las cendicienes que reglamenterlamente se determinen".
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pital (1), y suponer la continucaciôn del incentive establecide per 
el Decrete-Ley de 19 de ectubre de 1961 , cenlleva el recenecimiente 
del "tax sparing" per les Estades que en sus Cenvenies se remiten 
al Decrete-Ley e al Texte Refundide citades. La benificaciôn recegi' 
en el ap. Des de la letra c) del art? 25 de la Ley 61/78 relativa 
también a les intereses (2), figuraba sôle en el art? 31, ap. 2 del 
Texte Refundide del Impueste sebre las Rentas del Capital (3). Tal 
ceincidencia, y el heche de que en la benif icaciôn que ahera se con­
templa intervenga ceme intermediario un Banco, ne debe ebstaculizar
(1) Art? 31, "1?) Pedrâ cencederse una benificaciôn de hasta el 95% 
a las cuetas que cerrespenden a lesrendimienirs de empréstites que 
emitan y de les prés tames que cencierten cen Organismes internacie- 
nales e cen Bances e Institucienes Financieras extranj eras : A) Las 
empresas espahelas cuande les fendes asi ebtenides se destinen a fi- 
nanciar inversienes reales nuevas en actividades pertenecientes a 
secteres de nuestra ecenemia censiderades ceme preferente interés 
para el desarrelle ecenômice de la naciôn. B) Las empresas encuadra- 
das en les secteres de interés pref erente y las demâs a ellas asi.mi- 
ladas, para la instalaciôn e ampliaciôn de sus es tabléeimientes in­
dustriales en las cendicienes establecidas per la Ley 152/1963, de . 
de diciembre .0) Las Sociedades de Empresas y las agrupacienes e 
unienes tem.perales conforme a las dispesicienes de la Ley 1 96/1 963, 
de 2 8 de diciembre ",
(2) Art? 25,c) ; "Se benif icarâ hasta un 95% de la cueta que cerres­
penda a : Des . Les rendimientes de les préstames que cencierten ce: 
Organismes internacienales e cen Bances e Institucienes financieras 
extranjeras, que ne tengan en Espaha establecimiente permanente, le; 
Bances industriales y de négociés destinades a financiar las inver­
sienes que realicen las empresas espahelas a las que diches Bances 
cencedan crédites cen cargo a les f endos asi ebtenides en el extran" 
jere".
(3) Art? 31,ap. 2." La misma benif icaciôn (hasta un 95%) pedrâ apli- 
carse a las cuetas cerrespendientes a les rendimientes de les prés- 
tames que cencierten cen Organismes internacienales e cen Bances e 
Institucienes Financieras extranj eras, les Bances Industriales y de 
négociés, destinades a financiar las inversienes que realicen las 
empresas espahelas a las que diches Bances cencedan crédites cen cai 
ge a les fendes asi ebtenides en el extranj ere" Esta Benif icaciôn 
ne se recegia, sin embargo, en el Decrete-Ley de 19 de ectubre de
1 961 .
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su reconocimiento en los Tratades cen clâusulas de "tax sparing" 
referente a intereses, aunque aquélles se hayan limitade especifi- 
camenante a la benif icaciôn contenida en el Decrete-Ley de 1961 
(Cenvenies cen Alemania, Bélgica y Paises Bajes). El suscrite cen 
Suiza también pedria interpretarse en este sentide; su art? 23,ap. 
5 se refiere al Décrété Ley de 1961 y " a las nermas que le cemple 
menten e sustituyan".
- Fermalmente, debe penderarse la limitacic 
temporal que supene la aplicaciôn de la Disposiciôn Transiteria 
Tercera de la Ley 61/78 ) . Segùn ésta el disfrute de los benefi-
(1) Une."Las Sociedades que gecen actualmente de cualquier clase c 
bénéficié fiscal en este Impueste recenecide per un plazo determi­
nade que venciere dentre del términe de cince ahes, contades a par 
tir de la entrada en vigor de la présente Ley, dejarân de disfru- 
tnrle en el memento de la extinciôn del misme. Las Sociedades que 
actualmente gecen de cualquier clase de bénéficié fiscal ne cem­
prendide en el pârrafe anterior seguirân disfrutande del misme du­
rante un plaze de cince ahes, contades a partir de la entrada en 
vigor de la présente Ley, sin perjuicie de les dereches adquiridos 
Des. Quienes gecen actualmente de cualquier clase de beneficic 
fiscal en el Impueste sebre las Rentas del Capital, recenecide per 
un plaze determinade que venciere dentre del términe de cince ahes 
contades a partir de la entrada en vigor de la présente Ley, deja­
rân de disfrutarle en el memento de la extinciôn del misme. Quie­
nes gecen actualmente de cualquier clase de bénéficié fiscal per e 
misme Impueste ne cemprendide en el pârrafe anterior, seguirân dis 
frutande del misme durante un plaze mâxime de cince ahes, contades 
a partir de la entrada en vigor de la présente Ley, sin perjuicie 
de les dereches adquiridos.
Las benificacienes a que se refiere el pârrafe anterior se pr 
ticarân en la retenciôn a que se refiere el articule treinta y des 
de esta Ley. El sujete pasive percepter del rendimiente deducirâ 
de la cueta la cantidad que se hubiere retenide de ne existir la 
benif icaciôn . Ne obstante, las Sociedades de seguros, de aherres 
yEntidades de crédite de tedas clases deducirân de su cueta ùnica­
mente la cantidad efectivamente retenida.
Très. Se mantiene durante diez ahes, contades a partir de la 
entrada en vigor de la présente Ley el regimen establecide para 1 
Sociedades que se dediquen a la adquisiciôn e censtrucciôn de fin- 
cas urbanas para su expletaciôn en ferma de arriendc^^^_ el articu­
le treinta y echo de la Ley de dieciseis de dicieq^pQ d,é mil neve- 
cientes cuanrenta, medif icade per el Real Deere t o ÿ ^ ^ W u i ü c e  /mi 1 
nevecientes setenta y siete, de veinticince de febç^e^VJ"
BlBLiOTECA
514
cios concedidos por disposiciones anteriores, en relaciôn con cual 
quier tipo de renta (no sôlo intereses), se limita a un plazo de 
5 ahes, salvo que la norma que lo régula , prevea una duraciôn in­
ferior , en cuyo caso régira este.
Estes plazes son independientes de les que puedan cen 
tenerse en el prepie Cenvenie ceme limite-temporal de recenecimient 
por parte del Estade de residencia, de un bénéficié fiscal establec 
do en el etre Estade. El primere afecta a la vigencia de les benef i 
cies fiscales existentes cen anterieridad a la Ley 61/78; el segund 
, dimana de les prepies Cenvenies e imp'lica la ne aplicaciôn futu­
ra (desde el memento en que se cumpla el plaze sehalade) del "tax 
sparing", per agetarse la vigencia de la clausula.
3?) La cemplej idad de la presente exposiciôn sebre la 
actualidad y vigencia de las nermas centenidas en les Cenvenies esq 
holes, me ebliga a. cencretar le siguiente :
1. La Ley 61/78 no afecta a la aplicaciôn del 
"matching credit".
2. Les bénéficiés fiscales recenecides per dis 
sicienes anterieres a la Ley 61/78 deben ce 
siderarse aplicables durante un plaze de ci 
ce ahes desde la vigencia de tal Ley, salve 
que se haya establecide un plaze mener, e q: 
el Cenvenie establezca un limite al "tax sp 
ring " . La Nerma afecta a personas fisicas 
y juridicas.
3. La situaciôn actual creada per la Ley 61/78. 
excluye cualquier bénéficié fiscal en mate­
ria de dividendes y cânenes.
4. Las benificacienes aplicables a les interes- 
per el art? 24, c) Une y Des de la Ley 61/7 
y dispesicienes reglamentarias (Real Décret 
3061 /1 979,' de 29 de diciembre.de inversiôn 
empresarial ,cae dentre de la clâusula de 
"tax sparing" contenida en les Cenvenies ce;
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Dinamarca, Finlandia, Japon y Neruega, 
perque el precepte respective se refie­
re genéricamente a taies beneficacienes,
Canada, perque existe una clâusula cautt 
lar de future.
Alemania, Bélgica, Francia. Paises Baje: 
Reine Unide y Suiza, perque tal benific& 
ciôn coincide practicamente cen el texte 
del art? 31, ap. 1 del Texte Refundide 
del Impueste sebre las Rentas del Capita 
y supene la centinuaciôn del incentive 
establecide en el Décrété Ley de 1961; \
Suecia, perque expresamente se recenece 
en un Acuerde especial de 14 de septiem­
bre de 1979.
La dificultad para admitir la vigencia 
de la benif icaciôn contenida en el ap. 
Des, letra c) del art? 25 de la Ley 61/7 
en los Cenvenies cen Alemania, Bélgica, 
Paises Bajes y Suiza debe superarse per­
que la intervenciôn de un intermediario 
financière ne debe ebstaculizar su rece­
necimiente, a pesar de que estes Tratade 
se refieren al Decrete-Ley de 1961, y ne 






1 . Los nacionales de un Estado Contratante no seran sometidos 
en el otro Estado Contratante a ningûn impuesto u obliqaciôn relati-
va al mismo que no se exijan 0 que sean mas gravosos que aquèllos a
los que estén o puedan estar sometidos los nacionales de este otro
Estado que se encuentren en las mismas condiciones. No obstante, lo
dispuesto en el articulo 1 , la présente disposition se aplica también
a los nacionales de cualquiera de los Estados Contratantes aunque no
sean résidantes de ninguno de ellos.
2. El término "nacionales" signified:
a ) todas las personas fisicas que poseen la nacionalidad de un 
Estado Contratante; y
b ) todas las personas juridicas, sociedades de personas y asoci 
clones constituidas conforme a la legislaciôn vigente en un 
Estado Contratante.
3. Los apâtridas résidantes de un Estado Contratante no serân s 
metidos en uno u otro Estado a ningûn impuesto u obligaciôn relativa 
al mismo que no se exijan o que sean mas gravosos que aquèllos a los 
que estén o puedan estar sometidos los nacionales del Estado respecti­
ve que se encuentren en las mismas condiciones.
4. Los establecimientos permanentes que una empresa de un Esta­
do Contratante tenga en el otro Estado Contratante no serân sometidos 
a imposiciôn en este Estado de manera menos favorable que las empresa. 
de este otro Estado que realicen las mismas actividades. Esta disposi- 
ciôn no puede interpretarse en el sentido de obligar a un Estado Con­
tratante' a concéder a los residentes del otro Estado Contratante las 
deducciones personales , desgravaciones y reducciones impositivas que 
otorgue a sus propios residentes en consideraciôn a su estado civil
o cargas familiares.
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5. A menos que se apliquen las disposiciones del pârrafo 1 del 
articulo 3, del pârrafo 6 del articulo 11 o del pârrafo 4 del arti­
culo 12, los intereses, cânones o demis gastos paqados por una em­
presa de un Estado Contratante a un residente del otro Estado Conti 
tante son deducibles, para determinar los beneficios sujetos a impc 
siciôn de esta empresa, en las mismas condiciones que se hubieran 
sido paqados a un residente del primer Estado. Iqualmente, las deu- 
das de una empresa de un Estado Contratante relativas a un residen­
te del otro Estado Contratante son deducibles para la determinaciôr 
del patrimonial imponible de esta empresa en. las mismas condiciones 
que si se hubieran contraido con un residente del primer Estado.
6. Las empresas de un Estado Contratante cuyo capital esté, to­
tal o parcialmente, detentado o controlado. directa o indirectamen- 
te, por uno o varios residentes del otro Estado Contratante no esté 
sometidas en el primer Estado a ningûn Impuesto u obligaciôn relat: 
va al mismo que no se exijan o que sean mas gravosos que aquèllos
a los que estén o pueden estar sometidas otras empresas similares 
del primer Estado.
7. No obstante, las disposiciones del articulo 2, lo dispuesto 
en el présente articulo a todos los impuestos, cualquiera que sea 
su naturaleza o denominaciôn (a )(#).
(a) Este articulo coincide en gran parte con el artQ 24 del Modèle 
de 1963. Las principales diferencias existantes entre ambos se debe 
a las innovaciones introducidas por el Modelo de 1977. El primer a- 
partado del articulo confirma la aplicaciôn del mismo a los nacio­
nales, no residentes de ninguno de los dos Estados.El apartado 3, 
relative a los apatrides, exige , sin embargo que éstos residan en 
cualquiera de los Estados. El apartado 5, es completamente nuevo.
(*). Sobre la discrim.inaciôn internacional vid. Martinez-Genique 
A.:"Discriminaciones fiscales internacionales", en la XX Semana de 
Estudios de Derecho Financière.Madrid 1973, pâgs.642 a 663.
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1. El art5 24 del Modelo de 1977 expresa una filosofia pro-
pia , ajena a la 'cematica de la doble imposiciôn internacional. En
tal sentido el Modelo puede calificarse de asistemàtico, ya que in­
tegra en un texte con una finalidad précisa, principios de contenid 
y aplicaciôn mas general. El anâlisis del precepto corrobora lo apu 
tado. No sôlo se amplia el âmbito objetivo de los impuestos afecta- 
dos por el principle de no discriminaciôn, sine que se alude a as- 
pectos que, aun relacionados con los impuestos,no implican un grava 
men tributario. 3ubjetivamente, se da entrada a un tipo de personas 
- los apâtridas - que normalmente no pueden beneficiarse de la apli 
caciôn de normas convencionales con contenido tributario. Razones 
de equidad internacional podrian haber justificado la inserciôn de 
estas personas.
La "no discriminaciôn" a que se refiere el artQ 24 no supo
ne el gravamen idéntico de residentes y no residentes. Implica la o
tenciôn de un resultado; es decir que no existan normas fiscales es 
pecificas que agraven la tributaciôn del nacional del otro Estado 
Contratante (resida o no en este Estado) frente a los residentes 
del Estado que adopta taies medidas. Pero en la filosofia de la "no 
discrimiinaciôn" cabe que el gravamen sea diferente para residentes 
y no residentes. El principio, comùn a las diversas ramas del Derec 
Internacional, se basa en el principio de igualdad de las personas 
ante la Ley. Es sintomâtico que la redacciôn legal se formule de 
modo negativo e imperanivo: los nacionales, apâtridas, establecimie 
tos permanentes y empresas asociadas "no serân sometidos en un Esta­
do Contratante" a ningûn impuesto u obligaciôn menos favorables o 
mâs gravosos. La idea de conseguir tal resultado es idea matriz y 
bâsica de este articulo del Modelo. También podria darse el caso 
que por consideraciones particulares o para adaptarse a una norma 
del Convenio (régimen de contabilidad separada del establecimiento 
permanente), se concedan ventajas a los extranjeros,no aplicables 
a los nacionales.
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El principio de no discriminaciôn , admitido en los Con- 
venios suscritos en el siglo XIX pretende reforzar la protecciôn 
diplomatica de los nacionales de un pais. Es un principio de ex- 
tensiôn general y admisiôn indiscutible.
No conculca el principio, el que personas con diferente 
capacidad cconômica y, consiguientem.ente, tributaria reciben un 
trato fiscal diferente. La no aceptaciôn de este principio si que 
constituye una auténtica discriminaciôn fiscal.La Constituciôn es- 
panola de 1978, recoge ambos principles. El arts 31 establece un 
régimen general de contribuciôn al sostenimiento de los gastos pû- 
blicos de acuerdo con la capacidad econômica de cada cual, y en ba 
se a un sistema tributario justo. El principio de no discriminaciô 
si bien referido a los nacionales espanoles, se contiene en el art 
14 que déclara el principio de igualdad de los espanoles ante la 
Ley sin que puedan prevalecer discriminaciones por circunstancias 
personales, entre las que podria considerarse también la naciona­
lidad. Por otro lado la incorporaciôn progresiva de Espana a los 
Foros internacionales, y la firma de multiples Tratadcs supone una 
afirmaciôn de los principios reconocidos en el Derecho Internacio­
nal, entre los cuales brilla con luz propia el de la no discrimina­
ciôn. Espana,como pais receptor de personas y capitales,tiene sufi- 
cientes razones para la aceptaciôn y puesta en practice, de aquél; 
pero su faceta emigratoria también demanda la observaciôn de taies 
conductas por parte de los otros paises,huéspedes del nacional es- 
pahol emigrante.
2. El art9 24 del Modelo de la O.C.D.E. integra dos 
âmbitos perfectamente definidos: el subjetivo y el objetivo. El pr; 
mero alude a las personas a las que se entiende aplicable el prin­
cipio internacional de la no discriminaciôn. Se incluyen a los na­
cionales de uno u otro Estado, los apâtridas residentes de un Esta-
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do Contratante, los establecimientos permanentes que una Empresa 
de un Estado Contratante tenga en el otro Estado y las empresas de 
un Estado cuyo capital est'e total o parcialmente, detentado o con­
trolado, directa o indirectamente por uno o varios residentes del 
otro Estado. O b j e t ivamente, el principio abarca tcdos los impuesto 
estén o no comprendidos en el âmbito del Convenio, es decir otros 
impuestos que los que gravan la renta y/o el patrirnonio de personas 
y cualquiera que sean su naturaleza y denominaciôn; también se in­
cluyen las obligaciones relativas a taies impuestos, independiente- 
mente del contenido obligacional de a q u é l l a s . Normas com.plementaria. 
son las referentes a la determinaciôn de los beneficios sujetos a 
gravamen y al patrim.onio imponible de una empresa de uno de los 
Estados Contratantes.
3. Los apartados 1,3,4 y 6 del arts 24 dan las pai 
tas a seguir en relaciôn con el âmbito subjetivo. El apartado 2 ex- 
plica lo que significa el término "nacio n a l e s " .
3.1. Los apartados 1 y 2 se refieren a los naciona­
les de un Estado Contra t a n t e . El principio bâsico es que taies per­
sonas no pueden estar sometidas a un trato fiscal discriminative, h i
redacciôn legal es imperative "no serân sometidos en el otro Estado 
a^ impuestos u obligaciones no exaccionados o mâs gravosos 
Contratante que los nacionales de este otro Estado. El hecho de que
se especifique que son los nacionales de un Estado Contratante ex-
cluye a aquèllos que ostentando una determinada nacionalidad esta
no sea la de uno de aquèllos Estados. Sin embargo, no se précisa que
los nacionales de uno de taies Estados deban residir en uno u otro
territorio para beneficiarse del principio. La segunda proposiciôn
del apartado 1 consagra lo dicho, al establecer que ; " no obstante
lo dispuesto en el a r t 9 i (i) La présente disposiciôn se aplica tam-
(1) "El Convenio se aplica a los residentes de uno o de ambos Estadc 
Contratantes " (artQ 1).
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bien a los nacionales de cualquiera de los Estados Contratantes aun­
que no sean residentes de ninguno de ellos". La residencia de taies 
personas en un tercer Estado (no parte en el Convenio suscrito por 
los otros dos) no obstaculiza la aplicaciôn del principio c o n s i d e r a d o . 
La situaciôn de los nacionales residentes no plantea, por otro lado, 
problema alguno, pues esta constituye la situaciôn mâs Clara e indubi- 
t a d a .
La nacionalidad de un Estado pueden ostentarla las perso­
nas fisicas y las juridicas. Segûn el apartado 2 son nacionales de un 
Estado las personas fisicas que posean la nacionalidad de un Estado 
Contratante; y todas las personas juridicas, sociedades de personas 
y asociaciones constituidas conforme a la legislaciôn vigente en un Es­
tado Contratante. Diversas observaciones pueden formularse al respecte 
La nacionalidad de las personas fisicas se vincula al sistema por el 
cual se obtenga esta en un determinado Estado (1). Lo que no especific. 
el articulo, aunque no plantea problema, es si tal nacionalidad debe 
ser de o r i g e n , o adquirida por cualquiera de los medios que la legisla­
ciôn de los Estados tienen establecido para ello. La r e f e r e n d a  del ar-
(1) En Espana, el art9 17 del Côdigo Civil, considéra como espanoles: 
"19) los nij os de padre e s p a n o l ; 29) los hij os de madré espahola, aunq 
el padre sea e x t r a n j e r o , cuando no sigan la nacionalidad del p a d r e ,3-) 
los nacidos en Espana de padres extranjeros, si éstos hubieran nacido 
en Espana y en ella estuvieran domiciliados al tiempo del nacimiento; 
exceptuândose los h i j os de extranjeros inscritos al servicio diplomâti- 
c o ; 4 2 ) los nacidos en Espana de padres d e s c o n o c i d o s ; sin perjuicio de 
que conocida la verdadera filiaciôn ésta surta los efectos que procédai 
Junto a esta nacionalidad de origen, el Côdigo Civil régula la adquisi- 
ciôn de la nacionalidad espahola en virtud del derecho de opciôn (art9 
1 8 ), o mediante la obtenciôn de carta de naturaleza (art9 1 9 ). El art9 
20, se refiere al tiempo de residencia en Espana que da derecho a soli- 
citar la nacionalidad espahola; y el art9 21 se refiere a la adquisi- 
ciôn de la nacionalidad por matrimonio.
(2) La figura de la sociedad de personas , de dificil encuadre en los 
ordenamientos juridicos latinos, équivale al "purtnership" del derecho 
sajôn. El M o d e l o , indirectamente, las priva de personalidad juridica d; 
tinta de la de los aso c i a d o s ; pues la definiciôn las situa al lado y 
como categoria distinta de las personas jur i d i c a s .
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ticulo, es lo suficientemente amplia como para entender comprendi- 
das cualquiera de las m.odalidades que otorga la nacionalidad.
En relaciôn con las personas juridicas, el Modelo n 
es congruente con la def iniciôn de "persona" o "sociedad" contempl 
da en el a r t 9 3,ap. 1) letras a) y b) del propio Modelo. En este s 
limita el término "persona" a las sociedades y agrupaciones de per­
sonas. En el a r t 9 24, apartado 2, letra b ) , "persona juridica" es 
término genérico que se asimila a sociedades de capitales (anônima 
comanditarias y comanditarias por acciones), pues las sociedades 
de personas (nuestras sociedades colectivas de responsabilidad lim 
tada?( 1 ) se conf iguran como categoria dis tinta de las personas ju­
ridicas. Por otro lado las asociaciones , auténticas personas juri­
dicas, c onstituyen a s i m i s m o , rùbrica distinta y separada. Desde el 
punto de vista de la legislaciôn espahola, personas juridicas son 
las corpo r a c i o n e s , asociaciones y fundaciones de interés publico 
reconocidas por la Ley , y las asociaciones de interés particular 
a las que se reconozca personalidad independiente de la de cada un 
de los asociados (2). La nacionalidad de personas juridicas de ca- 
râcter civil no d é p e n d e , en el caso espahol de su constituciôn (o- 
torgamiento de escritura pùblica e inscripciôn en el Registre) sin. 
de que estén domiciliados en Espaha (3). A su vez el domicilie de
(1) La figura de la sociedad de personas, de dificil encuadre en 
los ordenamientos juridicos latinos, équivale al "partnership" del 
derecho sajôn. El Modelo , in d i r e c t a m e n t e , las priva de personali­
dad juridica distinta de la de los a s o c i a d o s ; pues la definiciôn 
las situa al lado y como categoria distinta de las personas juridi­
cas.
(2) cfr. a r t 9 35 del Côdigo Civil.
(3)-El a r t 9 28 del Côdigo Civil dispone "las corpor a c i o n e s ,fundacic 
nesy asociaciones reconocidas por la Ley y domiciliadas en Espaha, 
gozarân de la nacionalidad espahola siempre que tengan el concepto 
de personas juridicas con arreglo a las disposiciones del présente 
côdigo. Las asociaciones domiciliadas en el extranjero tendrân en 
Espaha la consideraciôn y los derechos que determiner los tratados 
ô leyes especiales".
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las personas Juridicas en defecto de lo dispuesto en la ley que la; 
cree o reconozca o en sus reglas fundacionales esta donde radique 
su representation o ejerza las principales funciones de su institu­
te (1). El Côdigo de C o m e r c i o , por el contrario, en cuanto a las 
entidades mercantiles, vincula la nacionalidad a su constituciôn
(2). Sin embargo la vigencia de las Leyes de Sociedades Anônimas y 
de Responsabilidad Limitada han restringido tal criterio exigiendo 
que taies Sociedades tengan su domicilie en Espaha. Las negociacio- 
nes bilatérales serân las que propiamente determiner el criterio a 
seguir en cuanto a la atribuciôn de la nacionalidad a las personas 
j u r i d i c a s .
La aplicaciôn del principio de no discriminaciôn exige 
que tante las personas fisicas como las juridicas o entes asimila- 
d o s , nacionales de un Estado, "se encuentren en las mismas condocir 
nés" que los nationales del otro Estado con los que se efectua el 
anâlisis comparative de los impuestos o gravAmenes exaccionados.
Las condiciones deben ser "las mismas", no similares. Esta exigen- 
cia puede tener su justificaciôn en la necesidad de tratar del mis­
mo modo situaciones idénticas, y en la euestionada aplicaciôn de 
la analogia en el âmbito del Derecho Fiscal. El hecho de que los ne  
cionales de ambos Estados tengan que estar en las mismas ccndicione 
conlleva el que el Estado de la residencia pueda establecer regi- 
menes de excepciôn (sobre todo en relaciôn con la situaciôn familis 
no aplicables a nacionales no residentes y a los nacionales del otr
-El art9 5 de la Ley de Sociedades Anônimas exije que la Sociedad d 
nacionalidad espahola tengan su domicilio en territorio espahol; y 
el a r t 9 4 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada impor. 
igual exigencia a las de tal t a r â t t e r .
(1 ) cfr. art9 41 del Côdigo Civil.
(2) cfr. a r t 9 15 del Côdigo de Comercio.
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Estado. Pero también es posible que taies regimenes se declazen 
aplicables de forma mâs amplia. Un caso concrete es la Orden Minis­
terial de 20 de diciembre de 1968, que régula la aplicaciôn en Es­
paha de las reducciones por cargas familiares, previa justificaciôn 
de situaciôn familiar (1 ).
3.2. El apartado 3 se refiere a los apâtridas. Estos,eti- 
m o l ô g i c a m e n t e , son las personas carentes de patria. El Convenio se 
Nueva York de 28 de septiembre de 1954 (Pi para mejorar su situaciôi 
los ha d e f i n i u & ^ ^ e r s o n a s  que ningûn Estado considéra como sûbditos 
segûn sus leyes". A efectos fiscales, el Modelo, y sin perjuicio de 
las negociaciones bilatérales al r e s p e c t e , los equipara a los nacioi 
les del Estado en que residan. Por ello no pueden ser sometidos a i: 
puestos u obligaciones, que no se exijan o que sean mâs gravosos qu( 
aquèllos a los que puedan estar sometidos taies nacionales. Sin em­
bargo, conviene precisar que; 1 2 ) Taies apâtridas deben ser residen­
tes permanentes de uno u otro de los Estados Contratantes; su reside 
cia fiscal se détermina con arreglo a las normas générales aplicabl- 
a cualquier persona . La caracteristica de la residencia fiscal cornm 
circunstancia fâctica se adecua perfectamente con la permanencia en 
un territorio , abstracciôn hecha del dato de la nacionalidad, se
( 1 ) B.O.E. de 27 de diciem.bre de 1 968. La Orden Ministerial , en su 
a p . 1 ^amplia los medios justificativos de tal situaciôn incluyendo 
ademâs '^titulo de familia n u m e r o s a " ,la certificaciôn legalizada expe 
dida por la representaciôn diplomâtica o consular de su pais,acredi- 
tada en Espaha, vid. infra. Secciôn 2^ del Cap. III.
(2) Espaha no se ha adherido a este Convenio; pero si al Estatuto 
de Refugiado Politico de 28 de julio de 1951; el depôsito del I n s - ' 
trumento de adhesiôn se efectuô el 14 de agosto de 1 9 7 8 ; y la entra­
da en v i g o r ,para Espaha,el 12 de diciembre de 1978.
L^ûnica referencia legal a los apâtridas se contiene en 
el art2 13 ap. 4 de la Constituciôn de 1978, en relaciôn con el d e ­
recho de asilo.
527
posea ü no alguna; y 2 2 ) que la aplicaciôn del principio conlleva 
también en este c a s o , que el apàtrida se encuentre en las mismas con­
diciones juridicas o fâcticas que las que tipifican la situaciôn de 
los nacionales, Comentado ya este requisite nada queda que ahadir.
Las negociaciones entre los Estados Contratantes 
pueden eludir el tema suprimiendo el correspondiente apartado; tambié 
extender el âmbito de su aplicaciôn, considerando incluidas a taies 
personas residan o no en uno de taies Estados. Es to ultimo conlleva 
un trato mâa favorable, y en cierta forma discriminatorio pero a su 
favor, que el otorgado a los nacionales de cualqueira de los Estados 
Contratantes. El hecho de que el principio tienda a la obtenciôn de 
un resultado (evitar una imposiciôn mâs gravosa) puede dar lugar a 
taies an a c r a n i s m o s . Sin embargo, es dudoso que los Estados Contratan­
tes acuerden una clâusula de tal factura. Lo normal serâ que los Es­
tados signatarios exijan el requisite de la residencia y que incluse 
restrinjan la aplicaciôn del principio a su âmbito exc l u s i v e . El M o ­
dèle tal como estâ redactado faculta para que el apàtrida se bénéfi­
cié de un trato igualitario en ambos Estados signatarios (en el que 
reside y en el otro) y en terceros Estados, por aplicaciôn de los 
posibles Convenios de doble imposiciôn que el Estado de su residencia 
haya concluido con taies terceros Estados.
3.3. El apartado 4 se refiere a los establecimien­
tos permanentes. Su primera declaraciôn es amplia,pues comprende las 
diversas modalidades de establecimiento segûn la def iniciôn de éste ‘ 
contenida en el a r t 2 5 del Modelo. Tal establecimiento se equipara 
a las empresas del Estado en que radique; se le considéra empresa dis 
tinta y separada de la que constituye una sucursal. La segunda propo­
siciôn del apartado es de dificil comprensiôn; vincula la concesiôn 
de determinddas d e d u c c i o n e s , desgravaciones y reducciones de tipo 
personal al establecimiento p e r m a n e n t e , resultando que éste ni tiene
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la consideraciôn de persona ni es considerado residente del Esta­
do en que o p e r a .
Analizenos someramente las afirmaciones efectuadas. 
La declaraciôn inicial de que "los establecimientos permanentes que 
una empresa de un Estado tenga en el otro Estado Contratante" con­
lleva que la aplicaciôn del principio de no discriminaciôn no se 
basa en el dato juridicp de la nacionalidad, sino en el hecho eco- 
nômico de que una empresa de un Estado tenga una sucursal en el 
otro Estado a traves de la cual opera en éste. El establecimiento 
permanente debe entenderse en un sentido amplio, comprensivo de 
los lugares de négocie mediante los cuales una empresa realiza todc 
o parte de su actividad (1 ), y de las bases fij as utilizadas habi- 
tualmente por los profesionales para la prèstaciôn de trabajos in- 
dependientes (2). Hoy dia muchas profesiones (ingenieria, arquitect 
ra, medicina, abogacia, etc) constituyen actividades empresariales 
con instalaciones permanentes en los paises en los que, por la mov: 
lidad internacional de taies profesiones,se realizan taies activid; 
des. El empresario titular del establecimiento o base puede ser un. 
persona fisica o juridica. Pero la tributaciôn, y por tanto, la ap: 
caciôn del principio, se refiere a la sucursal y no a la persona o 
entidad titular, aunque éstos indirectamente, se beneficiaràn de 
ello por ser los destinatarios de los resultados de la actividad 
asi ejercida.
La técnica del articulo 24 para la aplicaciôn del 
principio de no discriminaciôn es la misma que la utilizada en el 
caso de les nacionales y apâtridas, es decir la forma imperativa y 
negativa. La obtenciôn de un resultasc es la idea matriz que presi-
(1 ) cfr . art2 5 , ap. 1.
(2 ) cfr. arts 1 4 ,
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de el precepto. Sin embargo, el âmbito objetivo parece variar, pues 
en este caso no se alude a impuestos u obligaciones, sino sôlo a 
imposiciôn. La utilizaciôn de tal técnica implica que puedan conce- 
derse ventajas o facilidades a los no residentes con establecimien- 
to permanente o base fija en el otro Estado; por ejemplo y en cuani 
a taies establecimientos, la aplicaciôn de un régimen de contabili­
dad separada.
La exigencia de que el establecimiento realice las 
mismas actividades que las empresas situadas en el Estado que exige 
el impuesto, obedece a la necesidad de dar un tratamiento unifor- 
me a idénticas situaciones . La identidad debe serlo de carâcter 
objetivo, es decir de los presupuestos fâcticos y/o juridicos de- 
terminanates del hecho i m p o n i b l e . El sometimiento a gravamen del 
establecimiento en las mismas condiciones que las empresas del Esta 
do r e s p e c t i v e , implica no el otorgarle personalidad juridica (por 
principio carece de ella) sino considerarle empresa distinta y se­
parada de la empresa de la que es sucursal.
La segunda proposiciôn del apartado se refiere a 
1ns personas fisicas residentes de un Estado Contratante con esta­
blecimiento permanente o base fija en el otro Estado. Habida cuenta 
de la realidad econômica actual, el supuesto se limita a los profe 
sionnles , pues es dificil (aun cuando cabe, desde luego, la posi- 
bilidad) que otros individuales de lancen por si sôlos a la aven­
tura de la inversiôn i nternacional. Esta suele reducirse a las so­
ciedades, dados el coste y complejidad de aquélla. Al analizar el 
âmbito objetivo del precepto volveremos sobre el tema.
3.4. El apartado 6 no contiene ninguna novedad en 
cuanto al planteam.iento general del s u p u e s t o , a las exigencias que
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conlleva, ni en cuanto a la técnica legislativa utilizada ."Mutatis 
mutandis" son extensivas las consideraciones ya formuladas . Asimis­
mo, la discrim.inaciôn a que alude se refiere a las empresas opéran­
tes en un Estado, y no a las personas poseedoras de los titulos repr 
sentativos de su capital. Fin del precepto es establecer un trato 
équivalente para los capitales, nacionales o extran j e r o s .
Sin embargo, hay unas matizaciones a efectuar. La 
primera, alude al âmbito subjetivo del precepto. La segunda , a su 
delimitacion a las empresas por acciones. El precepto se refiere a 
las empresas de un Estado Contratante cuyo capital se detente o con­
trôle directa o indirectamente, total o p a r cialmente,por uno o varie 
residentes del otro Estado Contratante. El supuesto constituye uno 
de los casos de empresas asociadas comentado con anterioridad (1 ).
No obstante, la redacciôn en el caso présente es mâs précisa porque 
se refiere a un caso concrète de asociaciôn empresarial derivado de 
la detenciôn o control de un capital. Los supuestos contemplados son 
d i v e r s e s . El caso mâs claro es la detentaciôn (implica el control) 
total y directa del capital de una e m p r e s a ; otras alternativas son, 
las de tenencia directa pero p a r c i a l ; e indirecta,parcial o total. 
Tal tenencia, en cualqueir caso, corresponde a uno o varios residen­
tes del otro Estado, los cuales normalmente serân entidades juridi­
cas y no personas fisicas , aunque este ultimo supuesto tampoco pue­
de excluirse. La detentaciôn directa alude a la posesiôn material y 
a la titularidad juridica de los elem.entos representativos del capi­
tal de la empresa,sin personas interpuestas. La indirecta, a la par- 
ticipaciôn o inversiôn en otra empresa dis tinta la cual sirve de enl 
ce entre el primer inverser y la empresa finalmente controlada. El 
control puede ser total o parcial , segûn la cuantia de la inversiôn 
efectuada y lo que ésta représenta en el total del capital detentado
(1) Véase articulo 9
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Los inversores pueden ser uno o varios. El apartado ô comprende 
la diversidad de supuestos que, en la prâctica, pueden darse. En 
todo caso la idea de las sociedades "holding" esta p r é s e n t e .
Una ultima matizacion , como el precepto se refiere al 
control de .un capital, ha de convenirse que la idea subyacente es 
la de empresas constituidas como entidades juridicas y cuyo capital 
esté dividido en acciones o partic i p a c i o n e s . Las sociedades de res­
ponsabilidad limitada y las empresas individuales. por la misma mecâ- 
nica de la norma,quedan excluidas de su âmbito. La norma se refiere 
a empresas con personalidad juridica y fundamentaimente a entidades; 
los establecimientos permanentes y la inversion individual tienen 
su encaje en otros apartados.
4. El âmbito objetivo del arts 24 puede considerarse 
desde dos puntos de vista : a) analizando el contenido del principio 
de no discri.nacion de acuerdo con la extension que al mismo se le 
da en el precepto ; y b) considerando los impuestos com.prendidos en 
la enunciaciôn legal. La primera perspectiva implica el anâlisis 
en funciôn de las personas o entes beneficiarios del principio; la 
segunda, la determinaciôn objetiva de los Impuestos comprendidos en 
el principio de no discriminaciôn.
4.1. Los apartados 1,3 y 6 del a r t 2 24 son los que coi 
tienen una f ormulaciôn mâs o menos homogénea del signif icado y exten- 
siôn del principio. Los nacionales, los apâtridas residentes y las 
Empresas de un Estado Contratante no serân sometidos en el otro Esta­
do a ningûn imipuesto u obligaciôn relativa al mismo que no se exijan 
o que sean mâs gravosos que aquèllos a los que estén o puedan estar 
sometidos los nacionales o las empresas similares de este otro Estadc
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que ye encuentren en las mismas condiciones. La enunciaciôn legal 
hace referenda a los impuestos y a las obligaciones relativas a 
los mismos. El término "impuestos" debe entenderse en un sentido 
amplio comprensivo de las diversas modalidades de tributes. El Mo­
delo al aludir a "taxation" o "imposition" (1 ) no se refiere a las 
figuras juridicas que, en el âmbito de la legislaciôn fiscal espa­
hola se denominan Impuestos en sentido estricto , sino a cualquie 
gravamen que suponga el ejercicio de una potestad soberana por par 
te de uno de los Estados Contratantes. En tal sentido habrân de 
comprenderse no sôlo los impuestos, sino también las contribucio- 
nes especiales, las tasas e incluse las exacciones parafiscales (2 
Tampoco podrâ hacerse distinciôn entre los tributes de nuturaleza 
estatal o local.
La no discriminaciôn afecta igualmente a las "obli­
gaciones relativas a los impuestos". Taies obligaciones, son las 
que recaen sobre el contribuyente y que de algùn modo se vinculan 
a los tributes, por determinar el nacimiento de respensabilidades 
tributarias independientes de las del suje to pasivo (p. ej. decla 
raciôn de responsabilidad subsidiaria), o, exigiendo prestaciones 
o conductas mâs gravosas relacionadas con el procedimiento de ges 
tiôn de aquèllos; p. ej. en relaciôn con la colaboraciôn en la ges 
tiôn tributaria, en los diverses trâmites que integran el procedi­
miento de gestiôn tributaria ( iniciaciôn , comprobaciôn, investi- 
gaciôn y prueba) o en los regimenes de liquidaciôn y recaudaciôn 
tributaries. Todo lo que suponga una alteraciôn mâs gravosa de las 
obligaciones substantives o procedimentales debe entenderse como 
un caso de discriminaciôn ; por ello el Modelo recoge ambos aspect
(1 ) Las versiones originales del Modelo son en inglés y francés.
La traducciôn espahola optô por el término "impuesto" aun conside­
rando el sentido lim.itado del término.
(2) cfr. art2 25 de la Ley General Tributaria.
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Requisite "sine qua non" para la aplicacioi 
del principio es que exista identidad de condiciones entre los té: 
minos sometidos a comparacion. Los apartados 1 y 3 son précises. 
Sin embargo, el apartado 6 , referente a las empresas de un Estado 
Contratante, no atiende al dato objetivo de la identidad de condi­
ciones entre los sujetos gravados, sino que alude al dato subjeti­
vo de que las empresas sean "similares". Considéré que de esta ex; 
gencia se derivan graves problemas interprétatives porque pueden 
existir empresas similares que no estén en idénticas condiciones 
para ser gravados de la mism.a forma. Lo que détermina la discrimi­
nation es el tratamiento dispar y mâs gravoso de situaciones idén­
ticas; una empresa puede ser similar a otra, incluse idéntica, pe­
ro ello no conlleva ,en absolute, un tratamiento juridico unitario. 
El espiritu del precepto, no obstante, parece estar claro.
4.2. El apartado 4, relative al establecimiento per­
manente, contiene variantes dignas de mention. No alude a impues­
tos u obligaciones relativas a éstos, sino genéricamente a "impos: 
ciôn". Por otra parte integra una proposition (la segunda) que 
mâs hace referenda a personas fisicas - nacionales o, en su caso, 
apâtridas residentes - que . a establecimientos. El empleo de 
la palabra "imposiciôn" debe entenderse como équivalente a impues­
tos y a tributos; éste es, por otro lado, el significado del pre­
cepto tal como figura en los textes inglés y francés del Modelo de 
la OCDE de 1977. En este apartado el principio de no discriminacic 
no incluye las obligaciones relativas al gravamen. De esta exclu- 
siôn puede deducirse que la discriminaciôn no opera en el caso de 
que el es tablecimiento sea som.etido a obligaciones conexas con les 
tributos, que supongan una mayor carga para él. Sea o no èste el 
sentido del precepto, la duda se suscita, pues en los demâs casos 
(nationales, apâtridas y empresas) la redacciôn es dis tinta.
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La determinaciôn del contenido del principio de 
igualdad de trato es dificil en el caso del establecimiento,pues 
éste no es una empresa con entidad juridica propia.sino la proyec- 
ciôn econômica de una empresa situada en otro Estado. Los Comenta- 
rios de la OCDE, de modo ejemplificativo, examinan los diverses as 
pectos y consecuencias de aquel principio.en relaciôn con : 12) la 
I fijaciôn de la base del impuesto (deducciôn o no de cargas de ex-
plotaciôn y de gastos generates de la sede; amortizaciones y pro- 
visiones; traslados de deficits de explotaciôn de unos ejercicios 
a otros; gravamen de plusvalias derivadas de la cesiôn de elements 
del active ; incentives fiscales, etc); 2 2) el gravamen de los divi 
dendos de las participaciones que integran su active (aplicaciôn c 
no del régimen de filiales y sociedades inatrices, régla de "non 
bis in idem", etc); 32) la estructura y tipo del impuesto (tipos 
progresivos, minimes, diferenciados o dobles tipos, etc); 4 2 ) la 
retenciôn en la fuente sobre dividendes, intereses y cânones perci 
bidos por un establecimiento permanente (integraciôn en los benefi 
cios imponibles de taies establecimientos y no lim.itaciôn del tipc 
de gravamen, es decir aplicaciôn de tipos intègres); y 5-) la im- 
putaciôn de impuestos extranjeros (aplicaciôn o no a los estableci 
mientos de los Convenios concluidos con terceros Estados, importe 
a imputar, e imputaciones posibles.)
La segunda proposiciôn del apartado 4, de dificil 
interpretaciôn y encaje, pretende evitar que los residentes de un 
Estado con es tablée im.i ente permanente en el otro Estado ( prof esion 
les que ejerzan una actividad en este Estado por medio de una base 
fija?) obtengan ventajas supletorias derivadas de su situaciôn per 
sonal, si a ésta se vinculan deducciones personales y desgravacio­
nes por cargas familiares en el Estado del que es residente y en 
el Estado en el que opera por medio de tal establecimiento. La con 
sideraciôn de éste como un ente sin personalidad, mera proyecciôn
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econômica de una personalidad juridica individual (de la persona 
que lo ha establecido) opérante en el otro Estado, puede conducir 
a taies resultados. Las negociaciones bilatérales deben servir de 
contrapeso a taies posibles excesos.
4.3. El apartado 5 también integra el que he conside­
rado "âmbito objetivo" del precepto. Se contemplan dos casos: a) la 
determinaciôn de los beneficios Imponibles de una empresa de un Ests 
do Contratante que ha abonado intereses, cânones u otros gastos a ur 
residente del otro Estado ; y b) la concreciôn del pntrimonio im.poni- 
ble de una empresa que ha abonado sus deudas a un residente del otrc 
Estado.
El supuesto debe vincularse, con el apartado 6 , y, en
su caso, con el apartado 5. Serân los casos de empresas o estableci- 
mientos perm^anentes donde resultan mâs apropiadas las normas integra 
dûs en el apartado 5. Este, mâs que un supuesto con entidad autôno- 
ma, constituye una manifestaciôn complementaria de lo que conlleva : 
aplicaciôn del principio de no discriminaciôn a las empresas con vi: 
culaciones en varios Estados.
El trato igualatorio implica, segûn el precepto, la de 
ducciôn de los gastos pagados o las deudas abonadas por una empresa 
de un Estado a un residente del otro cuando se determine el benef ici 
o pQtrimonio imponibles de aquélla. Tal deducciôn debe operar en la 
misma forma que si los pagos o abonos se hubieram efectuado entre 
empresas residentes de un mismo Estado. La aplicaciôn del principio 
quiebra ante la exigencia de relaciones especiales entre deudor y 
beneficiario efectivo, que adulteren las condiciones normales (p. ej 
cuantia) que hubieran sido pactadas en ausencia de taies vinculos.Es 
ta excepciôn tiene especial relevancia en el caso de empresas asocie 
das, intereses y cânones (1 ).
(1) En el Comentario del a r t 2 9 ap. 1; del a r t 2 1 1 ,ap. 6 ; y del arts 
1 2 , ap. 4, se consideraron detenidamente estes temas.
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4.4. El apartado 7 constituye la segunda perspectiva del 
âmbito objetivo del art2 24. Alude a la determinaciôn de los impues­
tos comprendidos en la aplicaciôn del principio de no discriminaciôn 
El a r t 2 2 del Modelo tipifica aquel âmbito en relaciôn con los Conve­
nios de doble imposiciôn. Normalmente, y salvo que en la negociaciôn 
otra cosa se disponga, el Convenio integra los impuestos sobre la 
renta y el putrimonio. La inclusiôn de éste suele acordarse aunque 
muchos paises todavla no lo tienen establecido. Los impuestos compre: 
didos lo son con independencia del ente que los exija : Estado, sub- 
divisiôn politica o entidad local. También cabe negociaciôn bilatera 
en contrario.
La aplicaciôn extensicrf^l principio de no discriminaciôn s 
pone una alteraciôn de lo _ ispuesto en el art 2 2. En este los impues­
tos comprendidos son los denominados directos (sobre la renta y el 
patrimonio); los i.mpuestos indirectes, especiales etc, por su natura­
leza, se excluyen del Convenio. La temâtica y estructura del Tratado 
giran en torno a los tributos directos. La inclusiôn de un articulo 
que consagra el principio de no discriminaciôn, supone ya una prime­
ra d Lvergencia, porque su filosofia y contenido supera el marco de u: 
Trata.ôo de doble imposiciôn; pero, a su vez, el principio impone
una segunda variante,pues se déclara aplicable a tributos a los que r 
se refiere el Convenio. La declaraciôn tajante del apartado 7 asi lo 
confirma.
5. Los Convenios espanoles de doble imposiciôn de carâc­
ter general son los ûnicos que contienen normas referentes a la no 
discriminaciôn. Los Convenios, sin perjuicio de las lôgicas diverger- 
cias, mantienen un nivel aceptable de homogeneidad.
5.1. El aspecto subjetivo del principio (personas o entes 
beneficiados) se trata de diverse forma. Todos los Convenios contie­
nen una ref erencia explicita a los "nacionales" de los Estados Con-
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tratantes; los nacionales de ambos Estados que se encuentren en las 
mismas condiciones son sometidos a un trato igual en el otro Estado. 
La norma ampara a los nacionales sean o no residentes. Diverses Con­
venios recogen expresamente esta alternativa; son los Tratados con 
Dinamarca, Italia, Japon, Paises B a j o s , Rumania, Suecia y Polonia.
En los restantes sôlo se alude a los nacionales pero el espiritu 
del precepto cubre ambas posibilidades. Los nacionales son definidos 
en el texte del articulo, o en el precepto referente a las "defini- 
ciones générales"; éste es el caso de los Tratados con Canada (art2
111,1,h), Checoslovaquia (art2 3,1,g), Italia (art2 3.1.h), Japôn 
(art2 3 ,1 ,h), Rumania (art2 III, l,h). Reine Unido (art2 3 ,1 ,0 ), Sue 
cia (art2 III,1 ,i ), Marruecos (art2 3,1 ,f ) y Polonia (art2 3.1.f ).' 
La def iniciôn no es armônica , e incluse en algunos Convenios (Alema 
nia. Reine Unido y Rumania) se diferencian los regimenes de cada uno 
de los paises. El término "nacionales" referido a las personas fi­
sicas, alude a los que ostenten la nacionalidad de uno de los dos 
Estados Contratantes. El Convenio con Alemania, en lo referente a Es 
pana vincula la nacionalidad a lo es tablecido en nuestro Côdigo Ci­
vil (1 ). El del Reino Unido, dada la especialidad del universe poli­
tico britânico, atribuye esta nacionalidad a los "ciudadanos del Rei 
no Unido y de las Colonias que deriven su 'status" como tal de su 
conexiôn con el Reino Unido"; nacionales de Espaha son todas las per 
sonas fisicas que posean tal nacionalidad. El de Rumania distingue 
entre ciudadanos rumanos y nacionales espaholes. En todos los demâs 
casos,se entiende que la nacionalidad de las personas fisicas se dé­
riva de la aplicaciôn de las leyes domésticas relativas a la materia 
Todos los Convenios hablan de personas fisicas, menos el de Noruega 
que utiliza el término de "personas naturales" . Esta dif erencia es 
irrelevante.
(1) Actualmente se régula tal materia en los art2s 17 a 28 de dicho 
texte legal.
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Las personas juridicas también ofrecen rasgos diferen- 
ciales en su def iniciôn. La casi totalidad de los Convenios sigue 
el esquema del Modelo empleandose la trilogia terminolôgica de 
"personas juridicas, sociedades de personas y asociaciones". Son 
una excepciôn, el Convenio con Japôn que incluye las "Sociedades 
y otras asociaciones (con o sin personalidad juridica)"; el de Por­
tugal, que habla de "personas juridicas y asociaciones"; y el de 
Suecia que se refiere a "personas juridicas, sociedades comerciale; 
y asociaciones". Tales desviaciones pecan, unas, por defecto y otr 
por exceso. Las personas juridicas no se limitan a las sociedades 
y asociaciones (caso de Japôn); por otro lado, las personas juridi­
cas abarcan, desde el punto de vista espahol, todo tipo de socie­
dades civiles o mercantiles (Convenio con Suecia), y a las asocia­
ciones (Convenio con Portugal). Dado el carâcter restrictive de la 
interpretaciôn fiscal habrâ que dar a los términos el sentido limi- 
tado que les corresponda en cada caso.La nacionalidad de las enti­
dades se obtiene, por su constituciôn (otorgamiento de escritura 
pùblica e inscripciôn en un Registre) con arreglo a la Ley vigente 
en el Estado respective. Sin embargo, los Convenios con Alemania, 
Austria, Japôn, Reino Unido y Suecia utilizan una fôrmula mâs ampl: 
pues vinculan la condiciôn de nacional a lo que derive de las leyes 
en vigor en un Estado Contratante. Este implica que la constituciôr 
puede no ser la déterminante de la nacionalidad, sino cualquier 
otro criterio juridico: v.gr. el domicilio.
5.2. Los demâs supuestos que integran el aspecto sut 
jetivo del principio de no discriminaciôn; apâtridas, establecimier 
te permanente y empresas asociadas,se tratan en los Convenios de 
forma muy similar. El caso mâs problemâtico lo constituyen los "a- 
pâtridas" pues sôlo los Tratados con Alemania,Bélgica, Checoslova­
quia, Francia, Noruega, Reino Unido y Suecia recogen la rùbrica;
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sin embargo, no se definen en ningûn caso. Los demâs Convenios omi- 
ten, en absolute, la referenda. En los casos en que el concepto se 
integra en el articulo, unas veces se exige la residencia en uno 
de los Estados Contratantes (Checoslovaquia, Reino Unido, Suecia), 
y otras no (Alemania, Bélgica, Francia y Noruega). Tal diversidad 
de criterios coincide con la mayor o menor modernidad de los Tra­
tados, pues en los ultimos suscritos se ha considei'ado oportuno li- 
mitar el criterio tan amplio, y a veces abusive, que suponia el no 
exigir condicionamiento alguno a la aplicaciôn del principio a ta­
les personas.
Respecte del "establecimiento permanente" y "empre­
sas asociadas" todos los Convenios coinciden en la inclusiôn de ta­
les conceptos, aunque, como veremos, el tratamiento juridico y el 
contenido del principio varia en algunos casos.
5.3. Su aplicaciôn ofrece algunas particularidades. 
La formulaciôn mâs genérica y amplia, tal como se contiene en los 
apartados i .3.4. y 6 del Modelo, (no aplicaciôn de impuestos u obli 
gaciones discriminatorias a nacionales, apâtridas, establecimiento 
permanentes y empresas vinculadas) se recoge en todos los Convenios 
espaholes. Evidentemente, la inclusiôn de los "apâtridas" en los Co 
venios de Alemania, Bélgica, Checoslovaquia, Francia, Noruega, Rein 
Unido y Suecia détermina que sôlo en estos textes se les aplica que 
el principio.
Los "nacionales" obtienen en todos les Convenios un 
tratamiento muy similûr. Pero es en los de Alemania, Francia, Suiza 
y Marruecos donde se contiene la formulaciôn mâs generosa del prin­
cipio, pues a los nacionales de un Estado Contratante sometidos a 
imposiciôn en el otro Estado, se les conce.derân las mismas exencio- 
nes,desgravaciones, y reducciones de impuestos que se concedan, en 
consideraciôn al estado civil o cargas familiares (Alemania), o sô-
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lo en consideraciôn a cargas familiares (Francia, Suiza y Marrue­
cos), a los nacionales del otro Estado Contratante . En algûn ca­
so no sôlo no se recoge tal posibilidad, sino que explicitamente 
se rechaza; el ap. 6 del arts 24 del Convenio con Noruega excluye 
a los espaholes de las exenciones fiscales,excepcionales concedida 
a los nacionûles noruegos y a los hij os de padres noruegos.
El tratamiento del "establecimiento permanente" de 
una empresa de un Estado en el otro Estado Contratante es prâctica 
mente igual en todos los casos. Los Convenios con Bélgica y Suecia 
ofrecen especialidades. El primero de ellos admite que los benefi­
cios del establecimiento puedan ser sometidos a imposiciôn global- 
mente en el Estado en que radique y al tipo f ij ado en su legisla­
ciôn nacional, siempre que éste no exceda del tipo mâximo que pue­
da aplicarse a la totalidad o a una parte de los beneficios de las 
sociedades residentes en este Estado (pârrafo tercero, del ap. 4 
del art2 24). Esta disposiciôn se vincula a la consideraciôn del 
establecimiento como una empresa dis tinta y separada, Por otra par 
te los establecimientos que en Suecia pueda tener una empresa espa 
hola, no se beneficiarân de las deducciones que, en el caso de dis 
distribuciéh^® dividendes efectuada por la central, puedan gozar 
en casos similares las sociedades suecas (Punto 5 del Protocole Ad 
al art2 XXV, apartado 3).Este tema se vincula con el problema del 
régimen especial para dividendes percibidos por razôn de participa 
ciones poseidas por establecimientos permanentes y que integran 
su active.
Respecte de las "empresas vinculadas" no existe en 
los Convenios firmados por Espaha ctfa. especialidad al régimen gen 
ral que la contenida en el Tratado con Brasil.Este no considéra co 
mo discriminaciôn la no deducciôn de los cânones pagados por una 
sociedad residente del Brasil a un residente de Espaha, poseedor 
por lo menos del 50% del capital con derecho a voto de esa socie-
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dad, para la determinaciôn de la renta imponible de la citada so­
ciedad (Punto 7 del Protocole. Adenda al art2 24,ap. 4) Esta nor­
ma se corresponde con la no inclusiôn en este Convenio de un a- 
partado équivalente al apartado 5 del Modelo, en cuya virtud tal 
deducciôn se admite. La aplicaciôn de la deducciôn se circunscri- 
be a un âmbito geogrâfico determinado (Iberoamérica); pero se 
prevé igualmente que en el caso de que la legislaciôn brasileha 
permita tal posibilidad pQra con paises no situados en dicho âm­
bito, la deducciôn serâ automâticamente aplicable a las socieda­
des residentes en Brasil que paguen cânones a un residente de Es­
paha (pârrafo segundo, de la Adenda citada). El Convenio con Che­
coslovaquia refiere la detentaciôn o el control de una empresa pc 
otra no al capital sino al patrimonio. En el âmbito juridico mer- 
cantil ambos conceptos aluden a realidades distintas de contenido
diferente. Una posible explicaciôn es la incorrecta traducciôn de 
utilizado
término original', "en la negociaciôn y autenticaciôn del texte o- 
riginal del Convenio , pues la palabra inglesa "capital" équiva­
le a la espahola "patrimonio".
5 .4 . La deducciôn de gastos (intereses, cânones, 
etc) y deudas para la determinaciôn del bénéficie o patrimonio im 
pénibles se recoge en una serie de Convenios. Concretamente los 
suscritos con Bélgica, Checoslovaquia, Suecia y Polonia. Los f ir­
mados con Italia y Rumania se refieren sôlo a tal deducciôn en 
relaciôn con el bénéficié imponible, pero no con el patrimonio.
En el caso de Italia la omisiôn se justifica porque el Convenio 
no se refiere al impuesto del patrimonio; pero en el de Rumania 
la interpretaciôn se hace mâs dificil, si se considéra que por 
parte espahola se incluye el Impuesto Extraordinnrio sobre el Pa­
trimonio de las Personas Fisicas. A "sensu contrario" el Convenio
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con Bélgica admite ambas posibilidades (renta y patrimonio) y sin 
embargo, el impuesto sobre el patrimonio no se recoge de forma es- 
pecifica para une u otro Estado, sino de forma general al determi- 
nar el ambito objetivo del Convenio. Este es también el caso de 
otros muchos Tratados en los que, sin embargo, no existe la mas mi 
nima mencion a tales deducciones (v.gr. Francia, Reino unido).
5 .5 . Todos los Convenios, salvo el de Austria,in- 
corporan la clausula de que la no discriminaciôn se aplica a todos 
los impuestos cualquiera que sea su naturaleza o denominaciôn. Eli 
supone una ampliacicn del principle , que opera no solo en relacic 
con los tributes que integran el ambito objetivo del Convenio (nor- 
malmente los incluidos en su artQ 2) sino también respecto de cual­
quiera que sea exaccionado en un Estado Contratante independiente- 
mente de su naturaleza (directa o indirecta), denominaciôn, o au- 
toridad que lo exija (Estado, subdivisiones politicas o entidades 
locales) El incorporar tal clausula corrobora, per otra parte, el 
amplio alcance del principle, de dificil encaje en un Convenio de 
doble imposicion. El Convenio con Alemania, haciendo use de tal po- 
sibilidad, lo déclara aplicable a las tasas exigibles por la exped: 
cion de permises de trabajo (Canje de Cartas entre el Subsecretari; 
del Ministerio Federal de Asuntos Exteriores de Bonn y la Embajad? 
espanola en esta capital) , El de Suiza contiene la peticion de la; 
autoridades de este pais a las de Espana para que examiner la proct 
dencia, en base al artQ 24 del Convenio, de los gravamenes a los 
que se supedita la concesion de permises de trabajo a los trabaja- 
dores suizos en nuestro pais (Apartado IV del Protocole). Por el 
contrario, el Convenio con Polonia no ampara los derechos (licen­
cias) que se abonen por la apertura de una empresa (Apartado V del 
Protocole Ad. al art? 24); no considéra afectados por el principle
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los gravamenes que sobre la renta, bénéficiés o patrimonio recaigan 
sobre las empresas socialistas polacas; ni obliga a ninguno de los 
dos Estados a concéder a los residentes del otro, los bénéficies 
que pudieran haberse otorgado a los de un tercer Estado (ap. 6 y 7 
del art? 24). El Convenio con Rumania contiene una indicaciôn simi­
lar a la expuesta, pero en relacion con las Unidades socialistas ru 




1 -Cuando una persona considéré que las medidas adoptadas por ur 
o ambos Estados Contratantes implican o pueden implicar para ella u- 
na imposicion que no esté conforme con las disposiciones del presen­
te Convenio, con independencia de los recursos previstos por el Dere 
cho interne de estos Estados, podra someter su caso a la autoridad 
compétente del Estado Contratante del que es residente o, si fuera 
aplicabie el parrafo 1 del articulo 24, a la del Estado Contratante 
del que es nacional. El caso deberâ ser planteado dentro de los tres 
anos siguientes a la primera notificacion de la medida que implique 
una imposicion no conforme a las disposiciones del Convenio.
2. La autoridad compétente, si la reclamacion .le parece fundada 
y si ella misma no esta en condiciones de adoptar una solucion satis 
factoria, harâ lo posible por resolver la cuestion mediante un acuer 
do amistoso con la autoridad compétente del otro Estado Contratante 
a fin de evitar una imposicion que no se ajuste a este Convenio. El 
acuerdo se aplica independientemente de los plazos previstos por el 
Derecho interno de los Estados Contratantes.___________________________
3. Las autoridades compétentes de los Estados Contratantes harâr 
lo posible por resolver las dificultades o disipar las dudas que 
plantee la interpretacion del Convenio mediante un acuerdo amistoso. 
También podran ponerse de acuerdo para tratar de evitar la doble im­
posicion en los casos no previstos en el Convenio.
4. Las autoridades de los Estados Contratantes pueden comunicars
directamente entre si a fin de llegar a un acuerdo segun se indica
en los apartados anteriores . Cuando se considéré que este acuerdo
puede facilitarse mediante contactes oersonales el intercambio de
puntos de vista puede tener lugar en el seno de una Comisiôn compues
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ta g’or représentantes de las autoridades compétentes de los Estados 
Contratantes (a)
1 . El procedimiento que bajo el titulo de "amistoso" ré­
gula el art? 25 del Modelo, mas que un conjunto unitario de normas 
procedimentales tendantes a la resoluciôn de problemas especlficos 
derivados de la puesta en prâctica del instrumente juridico bilate­
ral que es el Convenio, constituye un complejo asistemâtico de prâc- 
ticas y principios dificilmente encuadrables bajo una misma rûbrica 
a pesar de su inclusion en un ùnico precepto. Se trata de las actua- 
ciones llevadas a cabo por los Estados signatarios para tratar de 
solucionar las cuestiones relacionadas con las diversas hipôtesis 
previstas en el mismo. Los supuestos en que puede acudirse a un pro- 
cedimiento de tal indole, mediante la comunicaciôn direcca entre la; 
Autoridades compétentes, se enuncian taxativamente en el articulo, 
pero formulândose con tal amplitud que dificilmente se suscitaràn 
problemas cuya resoluciôn no pueda intentarse mediante tal procedi- 
miento. La objecciôn que cabe plantear es que los supuestos contem- 
plados no integran un todo armônico, sin que, por tanto, pueda pre- 
dicarse un mismo tratamiento juridico para todos ellos. La temâtica 
que afecta a los supuestos de doble imposici'on no coincide, ni en • 
procedimiento, ni en sus bases juridicas,con la que afecta a la lab<
(a.) Coincide bâsicamente con el art? 25 del Modelo de 1 963. El Modelf 
de 1977 introduce las novedades de los plazos, estableciendo uno pa: 
la formulaciôn de la peticiôn (apartado 1), y suprimiendo el de pre; 
cripciôn que puede existir en el Derecho interno de los Estados Con­
tratantes (ap. 2 final) . También en el Modelo de 1977 légitima comc 
peticionario al nacional, en el caso de aplicaciôn del ap. 1 del 
art? 24 (ap. 1).
(*) -Vid. Polao Taboada.C .:"El procedimiento amistoso en los Conve­
nios internacionales para evitar la doble imposiciôn", "en Hacienda 
Pûblica Espahola n? 16,1972; pâgs 309 a 331.
-De la Villa José M^" Posiciôn espahola ante el procedim.iento 
amistoso". Ponencia al Tema I -Procedimiento amistoso; Procedimientc 
y prâctica - del XXXV Congreso de la International Fiscal Associatif 
(IFA).Berlin IX.1981, en Cahiers de Droit Fiscal International.Vol. 
LXVI a.Roterdam 1981; pâgs 235 a 248.
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de hermenéutica o de aplicaciôn del Convenio, ni mucho menos con la 
que esta implicita en la de cobertura de posibles lagunas fiscales. 
En el desarrollo de estos comentarios queda suficientemente 
reflejada tal afirmaciôn.
2. El apartado 1 alude a los casos en que pueda pre- 
verse una imposiciôn contraria a las disposiciones del Convenio. La 
OCDE considéra el supuesto circunscrito a los casos en que el grava­
men supone una concul;aciôn exclusiva de las normas convencionales.
ES to no implies que la miedida adoptada por uno de los Estados no 
pueda ir, a su vez, contra la normativa interna del propio Estado 
(p. ej. pretendiendo gravar a una persona cuya residencia en el 
territorio nacional no alcanza el plazo temporal para ser considera- 
da como residente del mismo); pero el procedimiento se cihe a la re­
soluciôn del problema en tanto que la imposiciôn que résulta de la 
medida unilateral supone una desviaciôn de lo pactado bilateralment^
Los supuestos mas normales en que procédé la puesta e; 
prâctica del procedimiento se refieren a los vinculados a la doble 
imposiciôn , cuya evitaciôn es, por otra parte, la finalidad bâsica 
y esencial del Convenio. Los casos en que la doble residencia no pu^ 
da solventarse mediante la aplicaciôn de las normas contenidas en e: 
Tratado; las dudas que se susciten en cuanto a la existencia de un 
establecimiento permanente o al sistema de determinaciôn y atribucic 
de sus bénéficiés; los ajustes necesarios entre empresas asociadas 
etc. constituyen ejemplos de supuestos que cabe integrar en este a- 
partado. Pero tal enunciaciôn no excluye aquellos otros en que la 
medida adoptada aboque a un resultado no querido por los contratan­
tes: v.gr. discriminaciôn fiscal, etc.
2.1. Diversas son las cuestiones que plantea el anâli-
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sis de esta modalidad del procedimiento amistoso. Una de estas es la 
relative, a la determinaciôn de su naturaleza juridica; cucstiôn que, 
por otra parte, no puede resolverse con una formulaciôn unitaria, ya 
que el procedimiento amistoso que se desarrolla entre Autoridades pe: 
tenecientes a dos Estados, conlleva filosofia y practice totalmente 
distintas de las que caracterizan a la reclamaciôn que, con carâcter 
previo, se plantea ante las Autoridades del pais de residencia o, en 
su caso, de nacionalidad. Considerando a aquélla como manifestaciôn 
"sui generis" de un poder especial de decisiôn otorgado a determina- 
dos ôrganos administratives représentantes del Estado, las considéra- 
clones que siguen aluden a la fase interestatal de tal procedimiento
Las teorias han sido muy variadas, las mas seguidas 
son las que lo consideran como un caso de interpretaciôn auténtica a 
la que se dota de la misma eficacia que el propio Convenio; y no fal- 
tan opiniones que le equiparan a "una variedad del arbitraje interna- 
cional por una Comisiôn Mixta, en virtud de la clausula compromisari^ 
contenida en los Convenios internacionales de doble imposiciôn".Part; 
cularmente m.e incline por considerarlo como una transacciôn. La reso­
luciôn de los supuestos que constituyen el substrate de tal modalidac 
procedimentalj implica, en la mayoria de los casos, una concesiôn re- 
ciproca por ambas partes. La naturaleza arbitral que del procedimien- 
to se ha predicado prescinde del date de que tal compromise exige la 
presencia de un tercero como decisor de la contenida; y la atribuciôr 
a la Comisiôn Mixta Diplomâtica de una personalidad distinta de los 
Estados interesados supone una extensiôn juridica dificilmente admi- 
sible. Por otra parte en esta modalidad procedimental resalta mas la 
transacciôn entre las partes signatarias del Convenio (lo cual const: 
tuye el fondo del asunto) que el sistema utilizado para llegar al a- 
cuerdo mutuo (lo cual alude al procedimiento). Evitar una imposiciôn 
no ajustada al Convenio y las medidas que ello conlleva, deben privai 
sobre la consideraciôn de si los que arrivan a tal resultado inter-
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vienen como terceros de los Estados interesados o si siguen repre- 
sentando la voluntad distinta de los Estados que los légitima como 
tales. Considero que en la transacciôn que normalmente tiene lugar 
en la resoluciôn del procedimiento, las Autoridades Compétentes in- 
tervienen como représentantes (en nombre y por cuenta ajenas) del 
Estado por quien actuan. Por ultimo, la efectividad que se préten­
de otorgar al procedimiento amistoso coincide con la autoridad de 
cosa juzgada que la transacciôn tiene para las partes intervenien- 
tes en este contrato.
2.2. El procedimiento amistoso tal como lo régula 
el Modelo de 1977 aparece como supletorio de la reclamaciôn que el 
interesado haya presentado ante la Autoridad del pais de residencic 
Por otra parte se observa que los supuestos bâsicos para la inicia- 
ciôn del procedimiento no vienen referidos directamente a este sin 
a la reclamaciôn que, como condiciôn, "sine qua non" se formula en 
uno de los Estados. No obstante, al ser el procedimiento amistoso 
una consecuencia de aquella reclamaciôn los requisitos exigidcs en 
esta podrân, en parte, extrapolarse a aquel procedimiento.
a) La reclam.aciôn que se formula en el piano naciona: 
puede analizarse desde diverses puntos de vis ta :
1?) Subjetivamente. El particular debe someter el 
caso a la Autoridad Compétente del Estado del que es residente, o, 
en el caso en que fuera aplicable el apartado 1 del art? 24, a la 
del Estado del que es nacional (1).
(1) Este es un supuesto en que la nacionalidad détermina consecuen- 
cias juridicas. Otro caso es el de doble residencia de las persona: 
fisicas (cfr. art? 4, ap. 2).
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2?) Objetivamente. La persona, residente o nacional, 
debe considerar que "las medidas adoptadas por uno o ambos Estados 
Contratantes implican o pueden imuplicar para ella una imposicion no 
conforme con las disposiciones del Convenio". Tal consideraciôn, emi- 
nentemente subjetiva, implica una valoraciôn de las medidas adoptadas 
por los Estados Contratantes. Tal juicio viene limitado por el hecho 
de que las consecuencias derivadas de tales medidas conlleven una im­
posiciôn contraria al Convenio. Esto puede producirse,por ejemplo, 
porque la atribuciôn de la soberania resuite alterada como consecuen­
cia de una calificaciôn juridica errônea( se consideran canones lo qi 
son bénéficies) o porque no se hayan tenido en cuenta los elementos 
factices que configuran un supuesto tributario (v.gr. los que, deter- 
minan que un trabajo independiente tribute en el pais de la fuente o 
de la residencia). Una circunstancia que, sin embargo, supone una ex­
tensiôn de aquel juicio de valor, estriba en que es suficiente la es- 
timaciôn personal de que las medidas "pueden implicar" un perjuicio. 
El margen de confianza otorgado al reclamiante es relativamente amp lie 
ya que bas ta la presunciôn verosimil de que una distorsiôn fiscal pue 
de producirse para legitimar lu incoaeiôn . del procedimiento.
3?) Formalmente. La reclamaciôn suele formularse por 
escrito , y no se exigen razonamientos especiales; sin embargo, los 
Estados Contratantes pueden pactar le contrario; este es el caso de 
algunos Convenios espaholes. La Autoridad Compétente ante la cual de­
be presentarse la reclamaciôn es la del Estado de la residencia o na­
cionalidad del reclamante. Los Convenios determinan, en concrete, las 
que se consideran compétentes a sus efectos (1).Un requisite formai 
exigido "ex novo" por el Modelo de 1977 es el del plazo para la inter
( 1 ) cf r . art 2 3, ap. 1 , e ) .
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posiciôn de la quej a . El ultimo punto del apartado 1 del art? 25 exi 
ge ("el caso deberâ...) que se plantee "dentro de los tres ahos si­
guientes a la primera notificaciôn de la medida que implique una im­
posiciôn no conforme a las disposiciones del Convenio". La détermina 
ciôn de este plazo dériva del principle de seguridad juridica y pré­
tende protéger a las Administraciones contra las reclamaciones tar- 
dias, El plazo se computa desde la primera notif icaciôn de la medida 
que puede conllevar una distorsiôn fiscal. El hecho de aludir a la 
"primera notificaciôn" significa que el contribuyente debe ser ple- 
namente consciente y estar al tanto de las medidas o decisiones admi 
nistrativas adoptadas, de modo que en ningùn caso pueda alegar inde- 
fensiôn o desconocimiento. La notif icaciôn primeramente efectuada es 
a partir de la que se inicia el compute del plazo hâbil para la re- 
clamiaciôn. Los requisites de la notif icaciôn serân los propios de 
cualquiera de carâcter tributario. Una cuestiôn a plantear es la rel 
tiva a las consecuencias juridicas de la interposiciôn fuera de pla­
zo. Normalmente el trâmite se declararâ caducado, facultândose a la 
Autoridad Compétente para rechazar su consideraciôn y ulterior reso­
luciôn. No obstante, si cualquiera de los Estados considéra que la 
materia es objetiva e intrinsecamente interesante, puede iniciar el 
procedimiento , pero sometiéndolo a la consideraciôn del otro Esta­
do .
4-) Un rasgo juridico de gran importancia y comple- 
jidad que tipifica esta reclamaciôn, es la de su compatibilité "in­
dependencia de los recursos previstos por el Derecho interno de los 
Estados Contratantes". La importancia dériva de la posible contrapo- 
siciôn y divergencia entre las decisiones adoptadas en la resoluciôn 
de esta reclamaciôn y las que puedan tomarse en los Organismes admi­
nistratives o Tribunales ante los que penda la misma cuestiôn. La 
complejidad, corolario de lo anterior, proviene de la sucesiôn y/o
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superposiciôn de âmbos procedimientos. Los supuestos se reducen : 
a) a que el procedimiento amistoso, en su fase nacional, se inter- 
ponga previamente a los recursos establecidos en el Derecho inter­
no ; b) que se incoe con posterioridad a éstos; y c) que lo sea 
simultanéamente a los mismos. Su interposiciôn previa plantea el 
problema de la posible caducidad de los recursos nacionales, pues 
lus plazos establecidos en el Derecho interno son muy breves y es 
inimaginable pensar en la resoluciôn del procedimiento amistoso en 
plazo suficiente como para poder interponer aquellos otros recursos 
La incoaciôn posterior solventa este problema; incluso, la conside­
raciôn, en cierta medida, del procedimiento amistoso como instancis 
especial justifica esta postura . Pero también en este caso cabe 
pensar que los Estados Contratantes han podido establecer un plazo 
para la incoaciôn del procedimiento amiistoso y que las sucesivas 
instancias (administrativas y jurisdiccionales) a que puede dar 
lugar una reclam.aciôn en el âmbito interno, superen tal plazo. El 
simultanear ambas reclamaciones resuelve el problema de la caduci­
dad de instancias, pero dej a en pié, lo mismo que en los demâs su­
puestos, la cuestiôn fundamental de la eficacia del acuerdo adopta- 
do en uno de taies procedimientos (interpuesto con arreglo al Dere­
cho interno o en base al Convenio internacional) sobre las decisio­
nes adopradas en el otro.
b) La fase "nacional" del procedimiento amistoso 
se agota en las posibles medidas que adopte la Autoridad del Estado
(1) - En algunos casos (Convenio germano-suizo) sôlo puede recurrir 
se al procedimiento amistoso cuando se ha dictado una decisiôn in­
terna en primera instancia.
- De Juan ,José L . en su Ponencia General sobre "Las relaciones 
internacionales en el D? Fiscal Espahol". En la XX Semana de Estudi 
de Derecho Financiero. Madrid 1973, pàg. 416, es partidario de una 
sucesiôn de procedimientos,pero da preferencia al procedimiento a- 
mistoso.
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ante el que se ha planteado la cuestion. Su fase "bilateral" (in­
teres tatal ) se inicia cuando tal Autoridad, previa valoraciôn del 
fundamento juridico de la cuestiôn, considéra que por si sola no 
puede llegar a una soluciôn satisfactoria. Es entonces cuando se di 
rige a la Autoridad del otro Estado para, de mutuo acuerdo, tratar 
de resolverl a cuestiôn. Esta formulaciôn tan aséptica y esquemâti- 
ca plantea, no obstante, un cûmulo de interrogantes :
1^) La premisa bâsica para la iniciaciôn de esta fase de 
procedimiento es la incapacidad de una de las Autoridades (la del E 
tado de residencia o, en su caso, de la nacionalidad) para resolver 
la cuestiôn planteada de forma satisf actoria. Problemia anejo es el 
determinar que se entiende por hallar una tal soluciôn-, porque "sa­
tisf acciôn" es un concepto de utilizaciôn no uniforme, y, mejor 
aùn, contrapuesto, en este caso. Aquella incapacidad puede provenir 
de que la Autoridad carezca del margen de maniobra necesario por ve 
nir compelida a someterse a lo que se dispone en el Derecho interne 
(que serâ el sistema normative a aplicar y el que podria exigirle 
una actuaciôn determinada distinta de la que requiere la soluciôn 
de la cuestiôn planteada (1), o de que la reclamaciôn se suscite 
a causa de las medidas adoptadas por Autoridad distinta de aquella 
ante la que se interpone la acciôn. Los limites al ejercicio de la 
potestad decisoria provienen, pues, de la propia legislaciôn inter­
na, (las facultades de disposiciôn en esta esfera se vinculan al 
principio de legalidad y de separaciôn de poderes) o de circunstan- 
cias tan justificadas como que la medida haya sido adoptada por Au­
toridad distinta, y, por lo tanto,' el caso exceda de sus competenci 
y atribuciones.
(1) A pesar de haber considerado que tal Autoridad posee un poder 
especial de decisiôn derivado de la especialidad misma del procedi- 
miento y que se manifiesta en su compatibilidad con los recursos pr 
vistos por el Derecho interno, el procedimiento amistoso conlleva 
unas servidumbres légales que no existen en su fase "interestatal" 
en donde cabe una mayor libertad de acciôn.
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2?) El procedimiento amistoso no requiere su resolu­
tion obligatoria. Los Estados Contratantes deben procurer llegar a 
un acuerdo pero no necesariemente. La obligaciôn es solo la de nego- 
ciar pero no la de decidir. Lo que sehala el precepto son los medios 
de que han de valerse las partes para llegar a esta hipotética solu­
tion . Se dite que se harâ lo posible por resolver mediante un acuer­
do amistoso, pero no se determinan los medios juridicos para ello. 
Lôgicamente debe existir un contraste de las respectivas legislacio- 
nes y un anâlisis del Convenio suscrito. La primera labor a efectuar 
es comprobar si la distorsion se ha producido por una aplicaciôn in- 
correcta del Convenio o por una interpretacion errônea de la propia 
normativa. En el primer caso, el procedimiento adquiere plena virtua 
lidad puesto que la recta aplicaciôn del Tratado es funciôn de ambas 
partes; en el segundo, y aùn cuando ambas Autoridades se ayuden entr 
si, es a una de las partes a la que corresponde adoptar la postura 
mâs ejecutiva puesto que es la interpretaciôn y aplicaciôn de su le­
gis laciôn interna lo que se delucida.
Delimitado el problema, las Autoridades compétentes 
deben tratar de llegar a una soluciôn conforme para ambas y también 
para el reclamante. La resoluciôn favorable a este ultimo, normalmen 
te, impone un sacrificio econômico a uno de los Estados , pues la ra 
zôn del procedimiento es la de evitar la doble imposiciôn, y la su- 
presiôn de ésta exigirâ que uno o ambos Estados renuncien a parte de 
sus pretensiones. En la transacciôn en que el acuerdo consiste, la 
equidad puede jugar un papel importante.
Lo queypreve el precepto es la conducta a seguir en el 
supuesto de que las Autoridades no lleguen a un acuerdo , ni tampo- 
co las ulteriores vias de reclamaciôn en favor del peticionario si 
éste no estâ conforme con el acuerdo adoptado. La creaciôn de una in
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tancia internacional superior a la cual pudiera recurrirse es pro- 
blematica y no parece que sea viable,ni conveniente su instaura- 
cion (1).
2.3. El llegar a una solucion es la finalidad del pro- 
cedimiento, considerado este en sus fases nacional e interestatal. 
En el primer caso, tal solucion détermina adoptar las medidas inter 
nas nacesarias para que la imposicion se adecue a las disposiciones 
del Convenio. En el segundo, la transacciôn insita en el procedimie 
to y el posible uso de la equidad,son los instrumentos idôneos pare 
alcanzar un acuerdo amigable. En ambos supuestos el problema basicc 
subyacente es el de la eficacia juridica de tales decisiones.
a) La " p ase nacional" al compatibilizar diversas reel 
maciones (las previstas en el Derecho interno del Estado, y este 
procedimiento especial del Convenio) no coincidentes en el tiempo 
ni en los Organos decisorios, plantea un problema de muy dificil sc 
luciOn. Aun cuando el Tratado internacional se encuentre jerarquicc 
m.ente por encima del Derecho interno de un Estado, y sea precisamer 
te tal Tratado el que légalisa aquella via procedimental especial, 
el otorgar prioridad y plena validez a estas resoluciones frente a 
las de cualquier ôrgano del Estado (administrativo y/o jurisdiccio- 
nal) es de dificil fundamentaciôn juridica y a_ceptaciôn prâctica. 
Sôlo cuando las relaciones enti'e los Oerechos interno e internacion
(1) La idea de una tal instancia se reconociô en el Proyecto de Con 
venciôn para evitar la doble imposiciôn fiscal redactado por la Câ- 
mara de Comercio Internacional (Modelo de Roma de 1922), en el epi- 
grafe titulado "Principios relativos a reclamaciones internaciona­
les" . El Congreso II de la Câmara, reunido en Roma en 1923, consi- 
derô demasiado avanzadc tal proyecto; vid. Forns J.J. en La Doble 
Imposiciôn Internacional. Câmara Oficial de Comercio de Madrid, 196 
pâg. 260.
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estén plenamente delimitadas y estructuradas, y exista una gene­
ral, unanime e indiscutida aceptaciôn de la preferencia de este 
sobre aquél podrâ aceptarse una tal solucion. Considero que las 
decisiones adoptadas en la que he denominado "fase nacional" cons­
tituyen un tipo de resoluciôn administrativa "sui generis". La 
superposiciôn de otras vias internas de reclamaciôn (recurso de 
reposiciôn, econômico-administrativo y contencioso) no ofrece pro­
blema insalvable , puesto que la brevedad de los plazos estableci­
dos exigirâ la renuncia a estos recursos o la necesidad de simul- 
tanear ambos tipos de reclamaciôn. En este supuesto si las decisic 
nés coinciden (por ser ambas favorables o contrarias) no se plantf 
problema. Si las decisiones varian es cuando la cuestiôn de la pr: 
macia de una u otra de las decisiones adquiere mayor virulencia. 
Pero a su vez, y considerando la imposibilidad prâctica de que am­
bas resoluciones coincidan en el tiempo (es decir que las resolu­
ciones se adopter el mismo dia), la cuestiôn , en cierta forma, S€ 
simplifica pues la primera decisiôn favorable al contribuyente de- 
terminarâ en buena lôgica, el desistimiento de la otra instancia, 
sobre todo considerando la posible "reformatio in pieus" que del 
procedimiento amistoso puede derivarse. Sôlo en el caso de que el 
recurso interpuesto con arreglo al Derecho interno haya sido f alla 
do negativamente, podrâ determinar una espera a que se resuelva 
la oti’a via. La decisiôn favorable en esta ultima nos conduce a 
una situaciôn realmente dificil. La doctrina cioncide ampliamente 
en concéder |»revalencia a esta via tan particular, pero a nadie 
escapan las dificultades prâcticas de su aplicaciôn concreta. El 
problema solo queda resuelto de m.odo pleno y definitive si la Cons 
tituciôn (o disposiciôn juridica del mâs alto rango) reconoce la 
pref erencia de las decisiones adoptadas en la via internacional 
(incluso en su "fase nacional" ) sobre el procedimiento interno,
"strictu sensu".
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b) La "fase interestatal" también plantea el tema de la 
eficaciôn juridica de las decisiones adoptadas. Tres son las cuestic 
nés imbricadas: la jerarquia juridica de los Convenios internaciona­
les dentro del contexte normative de un Estado; la posiciôn juridi­
ca del particular f rente a la Administraciôn; y, como corolorio, la 
eficaciôn y ejecutividad de las resoluciones adoptadas. La primera n 
parece ofrecer problema. Existe general aceptaciôn en otorgar prela- 
ciôn a los Convenios dentro del conjunto normativo juridico-tributa- 
r i o ; principio éste también reconocido y respe tado por el Derecho 
tributario espahol. Los Convenios ratificados tienen fuerza de ley, 
exigiéndose que su modificaciôn o derogaciôn se haga por los proce­
dimientos establecidos en el propio Tratado (1). Admitida tal prefe- 
rencia, la configuraciôn de una via procedimental especial con efec­
tos propios es factible.
La posiciôn juridica del particular es el punto mas debi
pues no existe un deber reconocido (y correlativamient s, un derecho)
otorgar protecciôn juridica al contribuyente. La Administraciôn si
pondéra favorablemente su reclamaciôn "harâ lo posible" por resolver
la de mutuo acuerdo con la otra Autoridad, pero no en otro caso.Ade
mâs tampoco se impone la obligaciôn de llegar a tal acuerdo, sine sc
lo el intentarlo. La efectividad juridica que se quiere predicar de
tal acuerdo, en el caso de que se consign, choca contra esta f alla o
deficiencia del sistema. Un reforzamiento de la posiciôn del contri-
s_u d s r e c h o
buyente estableciendo y reconociendo'va que el procedimiento se incoe 
y resuelva, y admitiendo sa pOrticipaciôn colaboradora en el mismo, 
facilitarla la soluciôn del problema de los efectos juridicos de ta­
ies acuerdos.
(1) cfr. art? 96, 1 de la Constituciôn espahola de 197-
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La resoluciôn adoptada deb'e tener plena eficacia. 
Mo sôlo porque la naturaleza transaccional del acuerdo asi lo impor. 
sino porque su fundamento juridico radica en un Convenio bilateral 
tramitado e integrado en el Ordenamiento interno de acuerdo con el 
sistema constitucional establecido; El procedimiento amistoso const 
tuye una instancia especial, de naturaleza interestatal y fundamen­
to j uridieo-constitucional indiscutible. Lo que en él se decide deb 
estar por encima de lo que resuelven los Tribunales de los Estados 
Contratantes. Tema conexo es que la cuestiôn reclamada ya haya ad- 
quirido categoria de "cosa juzgada" conforme al Derecho interno de 
uno de los Estados. Considero que éste es el ùnico obstàculo que ve 
daderamente se opone a la efectividad de las decisiones adoptadas 
en el procedimiento amistoso; es mâs, dada su naturaleza transaccio 
nal éste podria, en tal caso, suspenderse, anulândose lo actuado. E 
otro caso, la terminaciôn del procedimiento amistoso debe excluir 
cualquier otra reclamaciôn en base al Derecho interno de uno de los 
Estados Contratantes. En el supuesto de que ambas vias estén pendie 
tes de resoluciôn, la cuestiôn de la eficacia juridica se reconduce 
a los mismos casos ya expuestos al tratar la "via nacional". Sin 
embargo, la resoluciôn favorable dictada en el procedimiento amisto 
so y contraria a una decisiôn jurisdiccional interna previa ofrece 
aristas menos agudas que en el caso analizado anteriormente. Tanto 
la tesis que basa la pref erencia de aquella resoluciôn en su carâc­
ter de interpretaciôn auténtica , como la que af irma la prioridad 
del Derecho Internacional sobre el Derecho interno, pasando por la 
que SOStiene que "la propia instituciôn del procedimiento amistoso 
en los Convenios de Doble Imposiciôn supone la posibilidad de contr. 
dicciôn entre sus acuerdos y las resoluciones judicinles internas, 
y por tanto, necesariamente la prioridad de aquéllos sobre éstas", 
todas ellas pnrecen coincidir en la' subordinaciôn de la via interna 
a la internacional. El problema, no obstante, queda pendiente de fo:
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mulaciôn y resoluciôn en un texto juridico de la mâs alta jerar­
quia normativa : v.gr. la Constituciôn.Pero lo que en todo debe 
tenerse présente es que en ningùn caso, el procedimiento amistoso 
constituye vehiculo adecuado para la exacciôn de un gravamen, pues 
la potestad de su exigencia no puede basarse en un Convenio de dobl 
imposiciôn ; éste atribuye exclusiva o compûrtidamente la soberania 
tributaria, pero no créa o establece tributes.
2.4. Otros temas relacionados con el procedimiento a- 
mistoso son los que se refieren a la posible reclamaciôn contra la 
resoluciôn dictada, a la ejecuciôn de las decisiones adoptadas y el 
plazo en que éstas pueden llevarse a efecto. El art? 25 del Modelo 
no se refiere al tema de las reclamaciones. La posibilidad de acudi 
a una instancia internacional superior parece de dificil logro, e 
incluso la nuturaleza transaccional del procedimiento parece que 
excluye la posibilidad en tal sentido.
Una de las lagunas ^ue ofrece la regulaciôn del pro- 
cedimiento es la referente a la ejecuciôn de la resoluciôn adoptada 
La buena fé y el deseo de hacer realidad el principio juridico inte 
nacional del "pacta sunt servanda", pueden constituir medios adecue 
dos para tal fin. De otro lado, la incardinaciôn en la Comunidad in 
ternacional debe ser motive adecuado y suficiente para ello.
El Modelo de 1 977, a diferencia del de 1 963, détermina 
que "el acuerdo se aplica independientemente de los plazos previsto 
por el Derecho interno de los Estados Contratantes". Con ello se pe 
mite a los parses con plazos de prescripciôn aplicar el acuerdo a 
pesar de la existencia de los mismos. La norma no deja de ser con­
gruente con el carâcter excepcional que se quiere atribuir al pro- 
cedimiento. Si éste supone una ruptura de los sistemias y principios 
acuhados en un Estado, la aplicaciôn del acuerdo debe procurarse 
por todos los medios posibles. Los Estados Contratantes pueden, 
no obstante, negociar sobre tal extreme.
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3. El apartado 3 del art? 25 integra otras modalidades 
del procedimiento amistoso, aunque sus perfiles juridicos distan 
mucho de parecerse a los ya examinados en relacion con los casos 
en que pueda producirse una imposiciôn contraria al Convenio. Dis­
pone literalmente el precepto que "las Autoridades Compétentes de 
los Estados Contratantes haràn lo posible por resolver las dificul­
tades o disipar las dudas que plantee la interpretaciôn o aplicaci-. 
del Convenio, mediante un acuerdo amistoso. También podrân ponerse 
de acuerdo para tratar de evitar la doble imposiciôn en los casos 
no previstos en el Convenio".A simple vista se percibe la amalgama 
que realiza el articulo que comentamos: f rente a supuestos que im­
plican la resoluciôn de problemas concrètes derivados del Conve­
nio mismo, surgen los que suponen una labor mâs etérea de interpre­
taciôn o aplicaciôn normativa, y los que implican la cobertura de 
lagunas légales. El integrar estos casos tan diferentes bajo una r; 
brica provoca problemas de exégesis e impide predicar un tratamien­
to juridico unitario en relaciôn con ellos. Incluso las funciones 
logico-sistejmâtica y procedimental exigidas a las Autoridades Com­
pétentes dificilmente pueden someterse a unas mismas pautas. Tal 
diversidad conlleva, necesariamente, una debilitaciôn del procedi- 
miento en si, y a una merma de su efectividad juridica.
3.1. La primera de las funciones que el apartado 3 
atribuye a las Autoridades compétentes es la de resolver los pro­
blemas de interpretaciôn o aplicaciôn del Convenio. Diversas cues­
tiones son las que plantea esta funciôn, y que se vinculan a la de­
terminaciôn de su naturaleza juridica y contenido, y a la Autoridac 
que puede llevarla a cabo. La diferenciaciôn entre interpretaciôn 
normativa, "strictu sensu", e interpretaciôn aplicativa es otro de 
los temas eue se suscitan.
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a) La interpretacion a la que se refiere el articulo 
es, segun los Comentarios de la O.C.D.E. , la que "invita y facul- 
ta a las Autoridades compétentes a resolver, si es posible, las d: 
ficultades de interpretacion o aplicaciôn del Convenio". Parece st 
que la finalidad del precepto es limitar la "interpretaciôn" a la 
averiguaciôn general del sentido de la Ley, a la determinaciôn de 
los casos comprendidos en la norma, como operaciôn distinta de la 
"subsunciôn" comprendiendo esta ultima el anâlisis de un supuesto 
concreto y su adecuada integraciôn o no en la Ley. La interpreta­
ciôn general a que se alude no es la que conlleva la formulaciôn 
de un silogismo juridico y que consiste en la fijaciôn de la prem; 
sa juridica, la determinaciôn del supuesto, y la deducciôn de la 
conclusiôn ; sino una labor mucho mâs amplia y difuminada, consis- 
tente en la explicaciôn y fijaciôn del significado de la norma,pe­
ro sin consideraciôn a un caso concreto planteado. Las Autoridade: 
en el ejercicio de esta funciôn no estân limitadas en. cuanto a la: 
modalidades interpretativas a utilizar, pudiendo, por ende, hacer 
uso de una amplia gama de ellas: gramatical , lôgica, histôrica 
y sistemâtica. Pero en cualquier caso el fin a lograr serâ el di­
sipar las dudas o resolver las dificultades que planteen las norme 
convencionales.
Desde otro punto de vista tal exégesis podria conside- 
rarse como una interpretaciôn auténtica del Convenio de efectos 
vinculantes , ya que, por analogia, si éste es un caso de aplica­
ciôn del procedimiento amistoso, qué menos efectos habrân de atri- 
buirse a esta funciôn que el de dotarla de fuerza vinculante. Se 
trata de una modalidad de "Protocole" no incorporado inicialmente
al Convenio, pero de efectos similares a éste.
La Autoridad que puede llevar a cabo tal interpretacic
es la que en el Convenio se considéra como Autoridad Compétente, y
cualquier otrà que de acuerdo con el régimen juridico constitucic-
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nal del pais tenga a su cargo o colabore en la interpretacion de los 
Tratados internacionales.
b) Otra de las funciones que las Autoridades compétente; 
realizan a través del procedimiento amistoso, es la de la aplicaciôn 
del Convenio. Aplicaciôn e interpretaciôn son operaciones lôgicas di: 
tintas; esta supone determinaciôn general del sentido de la norma y 
aquélla concreciôn a un caso especifico . Evidentemente la interpre- 
tuciôn procédé a la aplicaciôn, ésta es consecuencia de aquélla; in­
cluso diria que constituye la conclusiôn del silogismo juridico a qu­
artes hemos hecho ref erencia. Puede, en cierta forma, asimilarse a 
là "subsunciôn normativa" considerandola resultado de la misma. Sin 
embargo, el art? 25 del Modelo no se refiere a esta importante funcic 
juridica, sino a otra mâs concreta y prâctica, consistante en la eje< 
ciôn reglamentaria del Convenio (los art? s 10,- dividendos- 11 - Int* 
reses - y 12 - cânones - prevén este acuerdo para la aplicaciôn de 
los limites convencionales), o en la resoluciôn de problemas especif 
C O S ,  derivados, p .e j . de las modificaciones tributarias habidas en 1 
Estados Contratantes.
3.2. El Modelo de 1977 cierra el abanico de posibilida­
des integradas en el procedimiento amistoso, al considerarlo como 
medio para "evitar la doble imposiciôn en los casos no previstos en 
el Convenio". Se trata de una funciôn consistante en la cobertura de 
las lagunas légales en que el Tratado , dada su concreciôn y redaccic 
esquemâtica, haya podido incurrir. El ejemplo recogido en los Comen­
tarios al Modelo es el de un residente de un tercer Estado que tenga ■ 
un establecimiento permanente en cada uno de los Estados Contratan­
tes .
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Un problema que se suscita en el ejercicio de esta 
funciôn, hace referenda al medio empleado para su realizaciôn -pre- 
ferentemente , la analogia - y a la posible prohibiciôn de su uso en 
el Derecho interno (sobre todo, en el Derecho Tributario) de uno de 
los Estados Contratantes .La equidad, si su aplicaciôn es admitida, 
constituye una ayuda eficaz en el desempeno de tal funciôn. En los 
casos que pudiera plantearse aquel escollo, la cobertura de posibles 
lagunas habria de realizarse mediante un procedimiento formai équi­
valente a la negociaciôn de un nuevo Convenio, pero limitado a los 
casos que se trata ahora de regular. Pero en ningùn supuesto el Convf 
nio puede servir de fundamento para exigir un nuevo gravamen, pues 
la determinaciôn de los tributos corresponde al âmbito interno.
En los casos que por permitirlo el Derecho interno:de- 
los Estados Contratantes, las Autoridades pudieran acudir a la analo­
gia o a la equidad para resolver casos no previstos en el Convenio, 
la funciôn realizada por aquellas équivale a una interpretaciôn inte- 
gradora y créâtiva, si bien subordinackal contexte general del Trata­
do, al que en todo momento deben tener présente. El Convenio es el 
marco dentro del cual aquellas se desenvuelven; pero ahora con facul­
tades correctivas o complementarias no sujetas al estricto formalis­
me de la primera negociaciôn. Si, por el contrario, las Autoridades 
necesitan un nuevo instrumente formai (Protocole) para regular el su­
puesto, el papel de las Autoridades compétentes queda circunscrito 
al que asumen cuando realizan una negociaciôn internacional en nombre 
del Estado. En cualquier caso, las Autoridades compétentes actuan co­
mo ôrganos de integraciôn, independientemente y con capacidad de deci 
siôn reconocida o bien sometidos a la ratif icaciôn de sus propuestas 
por el Organo o instituciôn que constitucionalmente asi lo exija.
4. El apartado 4 del Art? 25 f ij a las modalidades de
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consulta entre las Autoridades de los Estados Contratantes. Dichc 
apartado es de aplicaciôn general a los diverses supuestos compre 
didos en los apartados 2 y 3, es decir a todos los que implican u 
relaciôn entre las Autoridades de los paises signatarios; pero r 
a la "fase nacional" del procedimiento iniciado para resolver una 
imposiciôn no conforme a las disposiciones del Convenio, pues en 
tal caso es a la Autoridad Compétente del Estado de la residencia 
o nacionalidad a la que corresponde resolver por si sola la cues­
tiôn planteada. Esto no es ôbice pura que, incluso en este caso, 
tal Autoridad pueda pedir la opiniôn de la del otro Estado.
En los supuestos en que exista un procedimiento in­
terestatal, en sentido estricto, es cuando propiamente entra en 
juego, el apartado 4 citado. Las Autoridades compétentes utilizan 
los medios adecuados que la tecnologia moderna ha puesto al ser- 
vicio de la comunicaciôn (teléfono, telex, carta, etc) con el fin 
de llegar al acuerdo final. No se détermina procedimiento alguno 
ni requisites formules. Todas aquellas actuaciones que pueden 
coadyuvar al resultado final son admit idas com.o buenas.
Las partes en el procedimiento son las mismas Auto­
ridades; éstas incoan (la iniciativa puede provenir también del 
contribuyente legitimado para ello, pero éste no es parte) impuls 
y resuelven. No se prevé la intervenciôn de otros organismos ,lo 
cual, en algùn caso, puede originar fricciones juridicas, sobre 
todo si el Derecho interno de uno de los Estados atribuye la inte 
pretaciôn de los Tratados internacionales a organismos concretos.
En aquellos casos, que lôgicamente son los mâs, en 
que el procedimiento exija un contacte personal, puede constituir 
se una Comisiôn de composiciôn mixta "integrada por représentante 
de las Autoridades Compétentes de los Estados Contratantes". Es eu 
rioso observar que el precepto alude a los représentantes de las
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Autoridades y no^estas mismas. Evidentemente, y aun cuando se sue- 
le admitir la delegaciôn en el terreno de la imposiciôn internacio 
nal (1), lôgico es que la Comisiôn, dada la importancia de sus f un 
ciones, se intégré por las Autoridades m.ismas. La Comisiôn no cons­
tituye un ôrgano independiente con personalidad propia y atribucio 
nés especificas; es un ente en el que colaboran conjunta y simultâ 
neamente las Autoridades de los Estados Contratantes o sus delega- 
dos, para el logro de un acuerdo amistoso, y en calidad de repré­
sentantes del Estado en su personalidad internacional.
5. Desde el punto de vista del Derecho espahol no 
se plantea el problema del reconocimiento legal del procedimiento 
amistoso ya que éste se régula en los Convenios de doble im.posi- 
ciôn , y éstos forman parte del ordenamiento interno una vez cumpl 
dos los requisites constitucionales exigidos para ello. Tampoco, 
la aplicaciôn de los Convenios plantea dudas, pues el art? 1?, ap, 
5 del Côdigo Civil (2) admite su aplicaciôn directa en Espaha euan 
do hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante 
su publicaciôn integra en el "Boletin Oficial del Estado". Las di­
ficultades surgen cuando se pretende incardinnr el procedimiento 
dentro del sistema normativo espahol. La relativa novedad del fenô 
meno, la fuerza que se pretende otorgar a las decisiones emanadas
(1) cfr. art? 3,1) e ) del Modelo. Casi todos los Convenios dan al 
término Autoridad compétente un significado concreto, équivalente 
a la determinaciôn especif ica de unas Autoridades; pero ademàs se 
utiliza una formula genérica admitiéndose la delegaciôn o autori- 
zaciôn en favor de terceros.
(2) Redacciôn dada por el Decreto 1936/1974 de 31 de mayo (BOE de 
9 de julio).
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de él, la compatibilidad y posible superposiciôn de recursos admitido: 
y la nebulosa que nimba todo el proceso en si, son elementos que difi- 
cultan la formulaciôn de criterios de general aceptaciôn. A ello se u- 
nen los problemas de determinaciôn de su auténtica naturaleza juridi­
ca, la falta de consenso sobre 1^ eficacia de sus resoluciones, la i- 
nexistencia de recursos ulteriores, y, sobre todo, los posibles condi- 
cionantes de la legislaciôn interior de uno de los Estados, y la inexi 
tencia de un criterio definitive sobre los limites, relaciones y pre- 
ferencias entre el Derecho interno y el Derecho internacional.
El "derecho de peticiôn" reconocido en el art? 29 
de la Constituciôn (1) es una manifestaciôn constitucional de la soli- 
tud que, en el âmbito convencional internacional y con las particular: 
dades propias del caso, un contribuyente puede dirigir ante la Autori 
dad compétente del Estado en que resida o del que sea nacional. Pero 
esta iniciativa que se reconoce al contribuyente viene limitada a la 
^fase nacional" del procedimiento amistoso tendente a la resoluciôn de 
un problem.a derivado de una imposiciôn no conforme al Convenio; pues, 
la "fase interestatal" queda reservada a la iniciativa y a la valora­
ciôn subjetiva de los poderes pùblicos. También en las demâs modalida­
des del procedimiento - interpretaciôn y aplicaciôn del Tratado y co­
bertura de lagunas légales - y aun cuando puedan iniciarse a indica­
ciôn del contribuyente, éste.carece de un derecho subjetivo y de legi- 
timaciôn précisés para forzar la apertura procedimental.
Otras cuestiones que suscita el desarrollo del pro- 
cedimiento amistoso y que se vinculan a las caracteristicas propias
(1) Dice este articulo : "1. Todos los espaholes tendrân el derecho 
de peticiôn individual y colectiva, por escrito en la forma y con 
los efectos que determine la Ley".Hasta ahora el ejercicio de este 
Derecho se regulaba en la Ley de Procedimiento Administrativo de 17 
de julio de 1958, art? 70.
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lei Derecho espahol, hacen referenda a la participacion en el mis­
mo del Consejo de Estado (1), la utilizaciôn de la equidad como 
criterio aplicativo de las normas (2) , y a la inadmisiôn de la an, 
logia como criterio interpretativo de las leyes tributarias (3).El 
conjuntar estas particularidades internas , a veces, incluso, de 
dificil coordinaciôn entre si, con las especificas del procedimien- 
to amistoso es tarea a afrontar cuando ésteadquierela extensiôn y 
pujanza de la que hoy carece.
6. Los Convenios espaholes de doble imposiciôn 
recogen un articulo referente al procedimiento amistoso; pero su 
regulaciôn no ofrece caractères totalmente uniformes aunque si muy 
homogéneos.
Los Tratados diferencian la trTlogia de supuesto: 
que intégrez su objeto de acuerdo con el Modelo de la O.C.D.R.
6.1. La resoluciôn de cuestiones planteadas por
(1) La Ley Organisa de este Alto Cuerpo Consultivo de 22 de abril c 
1 980,en su art? 21 exige su intervenciôn en la interpretaciôn y cuir 
plimiento de los Tratados internacionales, en los que Espaha sea pe 
te.
Asimis.mo en la Secretaria General Técnica del Ministerio de He 
cienda existe la Comisiôn Permanente de Relaciones Fiscales Interne 
cionales, creada por Orden Ministerial de 26 de marzo de 1968.Entre 
sus funciones esta la de coadyuvar con la autoridad compétente de- 
signada en los Convenios en la resoluciôn de los conflictos interpr 
tativos que se susciten cuando haya de utilizarse el procedimiento 
amistoso. Precedente de tal ôrgano fué la Comisiôn Internacional de 
POlitica Fiscal Internacional, creada por el Decreto-Ley de 21 de 
febrero de 1947.
(2)El art? 3-,ap. 2 del Côdigo Civil, dispone que"la equidad habré 
de ponderarse en la aplicaciôn de las normas, si bien las resolucio 
nés de los Tribunales sôlo podrân descansar de manera exclus iva en 
ella cuando la Ley expresamente lo permita".
(3)E1 art? 24, ap. 1 de la Ley General Tributaria, dispone "no se a 
mitirâ la analogia para extender mâs allâ de sus términos estrictos 
el âmbito del hecho imponible, o el de las exenciones o bonificacio 
nés".Sin embargo, el Côdigo Civil en su art? 4^.1) establece que
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una imposiciôn no conforme con el Convenio, es uno de los objetos 
que esta presente en casi todos los Tratados. Constituyen excepcion 
los suscritos con Chile, EEUU, Irlanda, Sudafrica, Argentina y Vene­
zuela, es decir los que se refieren a la navegacion. La concision 
de los mismos, y , en particular el tipo de rentas que regular, pued- 
justificar tal omision. El resto de los Convenios, es decir los de 
caracter general, adolecen de tal laguna.
El titular legitimado para la interposition de la re­
clamation, en su "fase national", en casi todos los casos es el re- 
sidente del Estado Contratante donde se adopta la medida no conform; 
al Convenio. El Convenio con Marruecos alude al "contribuyente", el 
cual debera reclamar ante el Estado cuya imposition impugna; en el 
caso de que esta Autoridad no. resuelva la reclamation en el plazo d; 
6 meses, puede acudir a la Autoridad del otro Estado (art? 25, ap.l 
Las dificultades de aplicacion de esta norma y la subversion que prc 
duce tal posibilidad no escapan a un analisis agudo, sobre todo si 
se considéra que la medida que provocô la reclamation se origine en 
el Estado ante el que primeramente se réclamé. El de Polonia es el 
ùnico que recoge la dualidad "residente-nacional" de acuerdo ton el 
Modelo.
El plazo de incoaciôn del procedimiento es un requisite 
diversamente exigido. La mayoria de los Tratados no fija tal période 
pero no asi los de Bélgica, Canada, Italia, Portugal y Rumania (dos 
anos), y los de Suecia y Polonia (très ahos). Dicho plazo se compute 
desde la primera notification de la medida que implica una imposicic 
desacorde ton el Tratado, o, en su caso, desde la perception en la 
fuente del impuesto. En este ultimo caso, la reclamation se dilucida 
en la "fase interestatal" del procedimiento, pues la Autoridad del 
Estado de residencia, unilateralmente, no puede resolverla.
"procédera la aplicacion analôgica de las normas cuando estas no cor 
templen un supuesto especifico, pero regulen otro semejante entre le 
que se aprecie identidad de razôn. El ap. 3) de este mismo precepto 
ahade que "las disposiciones de este Côdigo se aplicarân como suple- 
torias en las mdterias regidas por otras leyes".
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En todos los Convenios, salvo el de Suecia , entra en 
juego, el plazo de prescripciôn establecido en la législation inte: 
na de los Estados. Espana tiene aqui formulada una Réserva expresa 
nuestro pais considéra que "la ejecucion de desgravaciones o devo- 
luciones impositivas derivadas de un acuerdo amistoso debe estar 
relacionada ton el plazo previsto en su législation". La exepcion 
incorporada al Convenio ton Suecia se justifica por el carâcter coz 
tractual de todo Tratado; una concesion de una parte conlleva una 
contraprestaciôn de la otra.
Salvo los Convenios ton Bélgica y Canada que exigen un 
escrito razonado justificando la interposition de la reclamation 
ningùn otro impone taies requisites formates.
Una especialidad importante del Convenio ton Italia cor 
siste en la interpretation que se da a la frase "independlentemente 
de los recursos prévis ces por la législation national".Se ha acordc 
do que la utilization de las vias de reclamation no puede superpon; 
se y que, en todo caso, debe acudirse previamente contencioso nacii 
nal (Protocolo, letra d). La resolution negative en este y la posi' 
va en el amistoso plantean aqui también el interrogante ya apuntadc 
anteriormente (Punto 2.3.a)).
6.2. La consideration del procedimiento como vehiculo 
apropiado para interpreter y aplicar el convenio se contiene en to­
dos los Tratados, incluso en alguno de los que se refieren solo a : 
navegacion, constituyen una exception los de EEUU, Irlande y Suda­
frica. Otra particularidad consiste en que el Convenio ton Bélgicd 
considéra al procedimiento amistoso vâlido para la aplicacion del 
Tratado pero no contiene referencia alguna a la interpretation gene 
ral del mismo. El Convenio ton Alemania, ademâs , admite que el prc 
cedimiento se utilité para aplicar los limites de imposiciôn fi jade 
en los art?s 10 (dividendes) 11 (intereses) y 12 (cânones) (art? 2: 
ap. 3). El de Bélgica, amén de la laguna citada, considéra el procc
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dimiento vâlido para esta misma finalidad (limites impositivos con-
vencionales) y en particular para algo tan concrete como"los justifi
cantes que deben presenter los residentes de cada Estado para difru-
previstas
tar en el otro de las exenciones o reducciones de impuestes en este 
Convenio" (art? 25, ap. 4). El de Canada también pretende otras fina­
lidades muy determinadas : imputation idéntica (quiere decir, ton 
arreglo a un mismo criterio), de los bénéficiés de un residente de u 
Estado Contratante y los de su es tabléeimiento permanente site en el 
otro Estado; y de las rentas de un residente de un Estado Contratant 
y de cualquier persona asociada, (art? 25, ap. 3 letras a) y b ) . El 
de Rumania alude a un acuerdo mutuo separado (?) para establecer las 
formalidades a cumplir por un lesidente de un Estado Contratante par 
que se la concéda la exenciôn o réduction de impuestos a que se re­
fieren los art? s 10 , 11 y 12; aun cuando la terminologia del precep 
to es muy confusa, se refiere al procedimiento reglamentario de apli 
cation de los limites impositivos convencionales. La frase "acuerdo 
mutuo separado" es, indudablamente, poco afortunada.El de Suiza ,dis 
pone que los problèmes que pudieran suscitarse respecte de la imposi 
ciôn en la fuente sobre la renta del trabajo de los trabajadores esp 
noies en este pais, dada la diversidad de los procedimientos cantona 
les, se examinarân por medio del procedimiento (Protocolo, ap. III), 
El carâcter coyuntural de tal utilization salta a la vista. El Conve 
nio ton Argentina exige que las consultas entre las Autoridades comp 
tentes para asegurar la reciproca aplicacion de los principios y dis­
posiciones del Convenio, se soiciten utilizando la via diplomâtica 
(art? 3 2, ap. 2 y 3) . El de Polonia se sirve de un "procedimiento 
amistoso especial" para la aplicacion de los limites impositivos de 
los art ? s 10 (dividendos) 11 (intereses) y cânones (12). La inclusiô: 
de un nuevo calificativo ("especial") en la temâtica, de por si com- 
pleja, del procedimiento aboca a mayor confusionismo (art? 25, ap. 5
6 .3 . La cobertura de las lagunas légales que puedan exis-
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tir es otro de los objetivos del procedimiento amistoso. Ninguno de 
los Convenios de Navegacion recoge tal eventualidad. Entre los Conve 
nios générales, no se alude a este extreme en los de Bélgica, Portu­
gal y el Reino Unido. La funciôn integradora que tal actividad conll 
va y las dificultades de aplicacion de la analogia en el âmbito tri- 
butario justif ican la f alla de estes Convenios citados. Los de naveg 
ciôn, dificilmente plantean tal problema pues la atribuciôn de la pc 
testad de gravamen, exclusivamente a uno de los Estados, excluye ta­
ies deficiencias.
6.4. La Comunicaciôn directa entre las Autoridades de 1 
Estados y la posibilidad de constituir una Comisiôn "ad hoc" se reco 
en la mayoria de los Convenios. Ademâs de la exclusiôn de ambos sis- 
temas de conexiôn interestatal contenida en los Tratados con EEUU, I 
landa y Sudâfrica, los Convenios con Bélgica, Canadâ, Japôn , Raises 
Bajos, y el Reino Unido no recogen la posible constituciôn de la Co­
misiôn aludida . El Convenio con Marruecos no recoge la formulaciôn 
qenérica de la comunicaciôn fuera del seno de la Comisiôn.
7. Los Convenios de Transpoi'te Aéreo Comercial, en re- 
laciôn con la interpretaciôn o aplicaciôn del Tratado,contienen una 
modalidad de procedimiento amistoso, aun cuando la negociaciôn bila­
teral directa entre las partes no se califica expresamente como tal. 
El supuesto generalmente aceptado es el de tal negociaciôn (1), aun 
cuando no f al tan remisiones , mejor, dej aciones de competencia, en f
(1) No se alude a las Autoridades en concrete ; pero estas serân las 
que se indiquer en el articule dedicado a la determinaciôn de las ex 
presiones utilizadas en el texte , una de las cuales es la de "Autor 
dad Aeronâutica".
571
vor de la Organizaciôn de Aviaciôn Civil Internacional - OACI - 
(Convenio con Colombia ( art? XIV), o so.metimiento expreso a un ar 
bitraje de persona, entidad o Tribunal designado por acuerdo entre 
las Partes. Los Convenios no siguen un criterio unanime, ya que el 
arbitrale de "persona" y "entidades" solo se reconoce y acepta en 
los de Colombia (articulo citado) Cuba y Jordania (art? 17); y el 
de "Tribunal"ademâs de en estos casos, en los de Costa de Marfil 
(art? 8) Gabon (art? XVI), Liberia (art? XVIII) Tùnez (art? XVI) y 
Uruguay (art? XX). Los ùnicos Tratados que prevén las consecuencia 
del ineumplimiento del laudo arbitral son los de Costa de marfil 
(art? 8) y Liberia (articulo XII, a p . 4). Una cuarta via - la di­
plomâtica- se configura en los Tratados con Hungria (art? XIII), P 
lonia (art? 15), Tùnez (art? XVI) y la URSS (art? XVII).
Salvo el supuesto en que el procedimiento ace 
tado para dirimir las controversias sea el de la negociaciôn bila­
teral directa (en cuyo caso se plantea el problema apuntado de la 
eficacia juridica de los acuerdos adoptados), en los demâs, la ca­
lif icaciôn de las otras instancias como "arbitraje" resuelve muchc 
interrogantes suscitados en relaciôn con otros instrumentes juridi 
COS bilatérales. Pero ademâs, el hecho de que en materia fiscal,la
competencia de^  gravar se atribuya en exclusive (se déclara expresa 





1. Las autoridades compétentes de los Estados Contratantes in- 
tercambiaran las informaciones necesarias para aplicar lo dispuesto 
en el presente Convenio, o en el Derecho interne de los Estados Con­
tratantes relative a los impuestos comprendidos en el Convenio, en : 
medida en que la imposiciôn exigida por aquél no fuera contraria al 
Convenio. El intercambio de informaciôn no esta limitado por el ar­
ticule 1. Las informaciones recibidas por un Estado Contratante serc 
mantenidas sécrétas en igual forma que las informaciones obtenidas 
en base al Derecho de este Estado y sôlo se comunicarân a las perso­
nas o autoridades (incluidos los tribunales) y ôrganos administrative 
eitcargados de la gestiôn o recaudaciôn de los impuestos comprendidos 
en el Convenio, de los procedimientos declaratives o ejccutivos reli 
tivos a estos impuestos o de la resoluciôn de los recursos en rela­
ciôn con estos impuestos.Estas personas o autoridades solo utilizaiv 
estos informes para estos fines. Podrân revelar estas informaciones 
en las audiencias pùblicas de los tribunales o en las sentencias ju- 
diciales.
2. En ningùn caso las disposiciones del pârrafo 1 pueden inter- 
pretarse en el sentido de obligar a un Estado Contratante a :
a) adoptar medidas administrativas contrarias a su legislaciôn 
o prâctica administrativa o a las del otro Estado Contratant
b ) suministrar informaciôn que no se pueda obtener sobre la ba­
se de su propia legislaciôn o en el ejercicio de su practice 
administrativa normal o de las del otro Estado Contratante;\
c ) suministrar informaciones que releven un secreto comercial,i
dus trial o prof esional o un procedimiento comercial, o infoi
maciones cuya comunicaciôn sea contraria al orden pùblico(a'
(f
(a) Coincide con el art? 26 del Modelo de 1963; pero este es mas res 
trictivo en cuanto a las personas o autoridades a quienes puede coma 
nicarse tal inf ormaciôn. Por otra parte, el Modelo de 1 977 amplia e]
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1. La informaciôn interestatal, dada la creciente in­
ter comunicaciôn de personas y capitales, es fundamental para un Es 
tado moderno; casi una necesidad imperiosa. Tal informaciôn devien 
derecho reconocido,pero también deber meludible, pues la Comuni- 
dad universal es un tejido complejo en el que la urdimbre y la tra 
ma se elaboran a base de la cooperaciôn e informaciôn internaciona 
les. Uno de los âmbitos bâsicos de taies actividades es el fiscal. 
Los Gobiernos han tomado conciencia de que una buena politica tie-
o n a
ne como basevbuena administracion, y esta no puede existir sin un 
adecuado nivel de ingresos presupuestarios que dependen no sôlo de 
un sistema tributario j usto, sino también de la inexistencia de 
fraude fiscal. El ejercicio de la soberania tributarta implica, pu 
la necesaria colaboraciôn de los Estados dadas la movilidad y dina
âmbito subjetivo del intercambio de informaciôn estableciendo que 
no estâ restringido por el art? 1 ; ello quiere decir que pueden su 
ministrarse informaciones sobre no residentes.
(-X) . -El tema del intercambio de informaciôn constituyô una de las 
materias bâsicas del Curso sobre "Negoci' aciôn de Tratados Tributa­
ries" celebrado en Ajijic (México) en 1978, patrocinado per el Ins 
tituto del Desarrollo Técnico Mejicano (INDETEC), el Centro Inter 
mericano de Adminis trader es Tributaries (CIAT) y la Fundaciôn Alerr 
na para el Desarrollo (DSE). El autor del présente libre aportô 
très Ponencias sobre tal materia, tituladas "Aspectos Generates de 
intercambio de inf ormaciôn" ,• "El intercambio de informaciôn y su im, 
pacte en la Administraciôn Tributaria"; y"El intercambio de inform 
ciôn y la asignaciôn de ingresos y gastos entre diversas jurisdicc 
nés fiscales", todas ellas recogidas en el volumen que bajo el tit 
lo de "Memoria del Curso sobre Negociaciôn de Tratados Tributaries 
fué publicado en México por los Organismes patrocinadores,en 1978.
-Asimismo, vid. De la Villa,J.M^ :"El intercambio de informaci 
,en Estudios de Doble Imposiciôn Internacional. Institute de Estudi 
Fiscales. Madrid 1979; ?âgs 317 a 348 . Del mismo autor:"El contre 
del contribuyente. Panorâmicas interna e internacional". Comunica­
ciôn patrocinada por el Institute de Estudios Fiscales^ presentada 
a la XIII Asamblea General del CIAT.Quito.Mayo,1979•
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mismo antes aludidor. La colaboraciôn internacional a través del in- 
tercambio informativo deviene asi objeto prioritario de la politi­
ca de acercamiento interestatal, concretandose en obligaciones re- 
ciprocas articuladas en los Convenios fiscales. De esta forma, los 
Tratados amén de su finalidad estrictamente técnica - evitar la do­
ble imposiciôn - son instrumente adecuado para la lucha contra la 
evasiôn y fraude fiscal interne e internacional (1).
2. El Modelo de 1977 en el apartado 1 del art? 26 es- 
tructura el régimen general aplicable al intercambio de informaciôr 
sin perjuicio de las negociaciones bilatérales entre los Estados 
Contratantes. El articulo no se refiere a la asistencia administra­
tive para la recaudaciôn de los impuestos, sino a las informaciones 
a intercambiar para establecer las bases adecuadas para la aplica­
ciôn de las disposiciones particulares del Convenio y de la legisls 
ciôn interna de los Estados Contratantes referente a los impuestos 
comprendidos en el Tratado.
La primera parte del apartado contiene ademâs de la 
declaraciôn genérica de lo que constituye el objeto mismo del pre­
cepto, la determinaciôn de los âmbitos objetivo y subjetivo de la 
norma. No especifica, sin embargo, las modalidades de su realizacic
2.1. "Las autoridades compétentes de los Estados Con­
tratantes intercambiarén las informaciones para aplicar lo dispuest 
en el présente Convenio o en el Derecho interno de los Estados Con­
tratantes relative a los impuestos comprendidos en el Convenio, en 
la medida en que la imposiciôn exigida por aquél no fuera contrarie
(1) Al fraude y evasiôn fiscales en materia de bénéficies,el Tercei
Informe del Consejo de les- Impuestos en Francia dedica un capitule
importante .Entre las medidas de que dispone la administraciôn para
luchar contra taies lacras ocupa un lugar destacado la cooperaciôn
internacional a través de la asistencia administrativa consistante
en el intercambio de informaciôn.Un examen mâs detallado de estas 
cuestiones en : De Luis F. y del Arco L. "Resumen Comentado del Terce
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al Convenio".
Destaca que la informaciôn a intercambiar debe ser 
la "necesaria" para las finalidades que en el precepto se détermina: 
Quiere decir que tal intercambio no se agota en la simple remesa de 
un dato o noticia; conlleva una comunicaciôn constante de las Autor: 
dades compétentes tendentes al esclarecimiento total de una situacic 
de la que pueden derivarse consecuencias tributarias para uno o ambc 
Estados. La calificaciôn de la informaciôn como "necesaria" équivale 
en determinado sentido, a suficiencia de la misma; sôlo una comunicc 
ciôn de tal indole contribuirà al logro de los objetivos propuestos. 
Sin embargo, tal valoraciôn no opera en todos los casos con la misme 
virtualidad y eficacia, ya que el intercambio informativo agrupa mo­
dalidades y resultados del mâs amplio espectro. ôCômo pueden sometei 
se al mismo parâmetro la informaciôn que espontâneamente se suminis- 
t r ^  que tiene por objeto, por ejemplo, poner en conocim.iento del 
otro Estado las modificaciones habidas en su legislaciôn interna(in­
formaciôn evidentemente aséptica) , que la proporcionada 3L requeri.mie 
to de este Estado y que tiende a la resoluciôn ie un caso concreto 
o a facilitar la investigaciôn de un contribuyente dado?.Indudable- 
mente que no. El tipo de informaciôn a que se refiere el precepto es 
la que pretende faciliter la aplicaciôn del Convenio o de la legisle 
ciôn interna. Parece como si la norma vislumbrase sôlo la infoirmacic 
especif ica tendente a evitar la doble imposiciôn o el fraude fiscal, 
y no la general de carâcter ilustrativo. Se refiere sôlo a la infor- 
muciôn inquisitive y no a la cognoscitiva; pero las partes contratar 
tes puede ampliar el contenido de sus mutuas comunicaciones.
Por otra parte, la valoraciôn sobre tal "necesariedad 
o suficiencia" puede ser tema de controversia entre las Autoridades
informe del Consejo de los Impuestos en Francia", en Hacienda Public 
Espanola n? 62, 1980; pâgs 339 a 375.
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dada la diferente conceptuaciôn que de la informaciôn intercambiada 
aquéllas pueden tener . No se olvide que el intercambio supone obli­
gaciones administrativas que conllevan un esfuerzo importante de 
aquellos paises - normalmente los menos desarrollados - a los que s 
requiere para el cumplimiento de tal compromise.
2.2. El âmbito de aplicaciôn objetivo se détermina en 
el apartado. Se trata de la aplicaciôn del Convenio y de la legisla­
ciôn interna de cada uno de los Estados Contratantes.
Todos los preceptos contenidos en el Convenio pueden 
ser objeto de inf ormaciôn, pues dada su redacciôn esquemâtica el de­
sarrollo y precisiôn ulteriores devienen necesarios. Los casos en 
que la potestad tributaria se comparte (fundamentalmente en los su- 
puestos de retenciôn impositiva en la fuente: v.gr. dividendos, int- 
reses y cânones), o cuando las inversiones en el extranjero conllev 
(en el caso de es tabléeimiento permanentes o empresas asociadas) un 
reparticiôn apropiada o un ajuste de bénéficies , o cuando correspc 
de la soberania a uno solo de los Estados pero este carece de datos 
para gravar adecuadamence, el intercambio informativo résulta absol 
tamente necesario para la edecuada aplicaciôn del Convenio.
La legislaciôn interna relativa a los impuestos com­
prendidos en el Convenio también es objeto de comunicaciôn interes­
tatal.La informaciôn cubre los supuestos en que sin tratarse de la 
aplicaciôn de un articulo concreto del Convenio, se refiere a un im­
puesto comprendido en el mismo. Los limites establecidos a la activ 
dad son : que se trate de un tributo incluido en el âmbito objetivo 
del Tratado (los impuestos, sobre la Renta - générales o a cuenta - 
y/o los Impuestos sobre el Patrimonio), y que el gravamen previsto 
por la legislaciôn interna no sea contrario a aquél. Por ello un imi- 
puesto indirecto no puede ser objeto de intercambio informativo por- 
que el Tratado se refiere sôlo a los impuestos directes. Casos espe­
cif icos en que procéderia el ejercicio de tal actividad son por eje:
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en
plo.los que solicita de un Estado informaciôn sobre las relaciones 
comerciales, econômicas o financieras entre dos o mâs empresas, una 
de las cuales reside en el Estado requirente, y las restantes en el 
otro Estado.Las vinculaciones empresariales (empresas asociadas, emp 
sas multinacionales etc) y la problemâtica de los precios de transfe 
rencia son un campo propicio para el intercambio de informaciôn.
2.3. Una especialidad del Modelo de 1977, en relaciôn 
con el de 1963, es que la actividad que nos ocupa esta limitada por 
el art? 1 del Convenio. El âmbito subjetivo se délimita a "sensu con 
trario", pues la no aplicaciôn del articulo 1, implica que la inform 
ciôn puede versar sobre personas distintas de las que sean residente 
de uno o ambos Estados Contratantes. Sin embargo, esta ampliaciôn de 
âmbito personal del Convenio, a efectos informativos, no puede cons i' 
rarse de forma aislada , ya que dif icilmente pueden conciliarse impo 
bilidad de gravar e informaciôn tributaria. Por ello, entran en jue­
go, otros criterios correctivos : que la mayoria de los paises tenga, 
establecida en su legislaciôn tributaria la obligaciôn real de contr 
buir opérande independientemente de la de residencia, y que en el 
desarrollo de una investigaciôn tributaria aparezcan elementos o per­
sonas relacionadas que exijan una investigaciôn paralela.
3. La informaciôn a intercambiar es multiple y diver­
se : puede versar sobre datos personales (determinaciôn del lugar de 
residencia de una persona), o cuestiones cuantitativas y econômicas 
(rentas percibidas); puede ser una informaciôn aséptica (régimen fif 
cal aplicable en un pais) o venir mâs matizada (gravamen que afecta 
a determinadas operacionesj. Puede incidir sobre individuos o sobre 
Entidades juridicas; y en el primer caso sobre la persona en cuanto 
tal o como intégrante de una célula mâs amplia, social o fam.iliar.
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La informaciôn referente a las personas juridicas implicarâ diversi- 
ficar la que atahe a las de carâcter publico, de la que se refiere a 
las de indole privado; la proliferaciôn de filiales y sucursales, y 
la complejidad de las empresas multinacionales abre un campo insospe 
chado para el ejercicio de la actividad informativa.
3.1. Las modalidades de realizaciôn de la actividad 
pueden ser diversas. El supuesto mâs complejo lo constituye la "info: 
maciôn rogada" o sea la que se produce a peticiôn de parte. Senala 1 
OCDE que esta informaciôn debe ser subsidiaria; debe acudirse a ella 
cuando se hayan agotado las fuentes de informaciôn prévis tas en la 
legislaciôn interna. El problema que se plantea es el determinar que 
se entiende por "fuentes regulares de informaciôn". Por otra parte, 
cuando se alude a "legislaciôn interna" debe pensarse en la legisla­
ciôn interna general y no sôlo en la legislaciôn fiscal, ya que p. e 
la residencia es un concepto civil y la naturaleza de una persona ju­
ridica se efectua en base al Derecho Mercantil.
tercambio continue.correspondiente a un plan previo configurado por 
los Estados Contratantes. La transmisiôn sistemâtica y continuada de 
p. ej. diversas categorias de rentas (dividendos, intereses, cânones 
pensiones, etc) provenientes de un Estado Contratante y percibidas
(1) En diversas ocasiones ante el Grupo de Trabajo n? 8 del Comité d; 
Asuntos Fiscales de la OCDE he expuesto mi criterio contrario a esta 
denominaciôn, pues el "automatisme" parece excluir el juicio de valoi 
del funcionario encargado de suministrar la informaciôn. El Consejo 
de la OCDE, el 5 de mayo de 1981, adopté una recomendaciôn relativa 
a la utilizaciôn de un formulario standar para los intercambios auto­
mât icos de informaciôn acordados en los Tratados fiscales internacio- 
nales (Referenda documental OCDE, C(8l) 39 (Final).
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por los residentes del otro Estado constituye un instrumente de valo 
inapreciable para los bancos de datos del Servicio de Inspeccion del 
Estado receptor. Este flujo periodico implica una actuacion recipro 
iéste es el principio basico que inspira y configura el intercambio i 
formative. Complemento de este actuar es la comunicaciôn del provech 
que se ha obtenido o piensa obtenerse de taies remesas de datos.
La "informaciôn espontânea" se caracteriza por ser arr 
mica ; no corresponde a un plan previo , regular y continue, sino a 
circunstancias,a veces, casuales. Tal informaciôn se produce cuando 
se posee un dato que se estima de interés notificar. El hecho de que 
tal informaciôn sea eventual no excluye su carâcter ciclico; dadas 
las interconexiones internacionales, dificilmente se agota en un sôl 
acte . Ademâs , tampoco excluye la informaciôn continua y regular;
' n . ' . -
ambas se complementan es ta, mâs acorde con las necesidades normales d* 
la Administraciôn; aquélla mâs eventual pero, asimismo , util.
3.2. Cuestiôn distinta de las "modalidades" de informa­
ciôn , son los medios de que normalmente se sirven los Estados para 
llevar a cabo su obligaciôn inf ormativa. Son vâlidos todos los que 
la civilizaciôn ha puesto al alcance de las personas; teléfono, tele- 
grama, carta, etc. No cabe una enumeraciôn exhaustiva, aunque el med' 
mâs comûn serâ el correo. Indiscutiblemente, el procedimiento mâs a- 
decuado es el de las reuniones periôdicas entre los encargados de la: 
relaciones fiscales internacionales en las respectivas Administracio- 
nes .
4. El apartado 1 del art? 26 del Modelo, en su tercer, 
proposiciôn , establece el tratamiento juridico que se otorga a la i; 
formaciôn recibida. Senala, en primer termine, que "serâ mantenida St
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creta en ingual forma que la informaciôn obtenida en base al Derecho 
interno de este Estado". El articulo se refiere a la informaciôn de 
la que puede derivarse consecuencias tributarias, es decir, a la in­
formaciôn "inquisitiva" o investogadora; la referente a otras euesti 
nés de indole general (v.gr. régimen Juridico de un determinado tipo 
de rentas) no tiene por qué venir afectada por tal restricc:iôn. El se 
creto a que se refiere la norma no se define en términos absolûtes u 
objetivos, sino que se vincula al tratamiento que obtienen las inf or 
maciones de carâcter interno. Por ello, la legislaciôn de cada uno d 
los Estados es la que contiene las pautas-- para determinar la mayor 
o menor flexibilidad en su revelaciôn y uso publico. Incluso puede 
resultar que la misma imformaciôn comunicada a varies paises (las ac 
tividades de una entidad multinacional que opere en diverses Estados 
por medio de establecimientos permanentes situados en elles) reciba 
un tratamiento distinto. La violaciôn del secreto conlleva, por otra 
parte, las sanciones, que el Derecho administrative o, en su caso, e 
Derecho Penal tengan establecidas para el caso(1).
La formulaciôn de una prohibiciôn tan amplia coarta 
las posibilidades de utilizar la informaciôn recibida; por tal razôn 
el propio precepto establece unas excepciones. Se admite que la cornu
(1) Un supuesto en que la moderna legislaciôn espanola hace referenc 
a sanciones por relevaciôn de informes obtenidos en el ejercicio de 
funciôn inspectera se contiene en el apartado "Septimo" de la O.M. d 
14 de enero de 1 978. Dispone en concreto ; "Cuantas. autoridades y 
funcionarios tengan conocimiento de estos datos .Clos obtenidos en la 
investigaciôn/ estarân obligados al mâs estricto y-complejo sigilo de 
ellos salvo en los casos citados(fines tributarios y hechos constitu 
tivos de delitos monetarios u otros delitos pûblicos), en los que se 
limitarân a deducir el tanto de culpa. Sin perjuicio de las responsa 
bilidades pénales y civiles que pudieran corresponder, la infncciôn 
de este particular deber de sigilo se considerarâ siempre falta dis- 
ciplinaria muy grave".
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nicaciôn se efectue a las personas o autoridades encargadas de las 
operaciones que integran los ciclos juridico tributarios. La formu-
en
laciôn contenida en el precepto es amplia, pues todos los paises 
no se siguen los mismos trâmites; pero la enunciaciôn es de tal ge- 
neralidad que cualquiera que sea el caso, este estarâ comprendido
4.1. Desde el punto de vista objetivo, se dif erencia: 
las funciones de la Administraciôn en materia tributaria; distin- 
guiendo las de gestiôn (liquidaciôn y recaudaciôn), de las de reso­
luciôn de las reclamaciones que contra aquéllas puedan suscitarse 
(recursos). La frase "personas o autoridades... encargadas de la 
gestiôn o recaudaciôn de los impuestos comprendidos en el Convenio 
y de los procedimientos declarativos o ejecutivos relatives a esto 
impuestos", es reiterativa. Agrupa , las diversas fases que inte­
gran el procedimiento de gestiôn tributaria en sentido estricto 
finiciaciô^e tal gestiôn - por declaraciôn , de oficio , por actu
ciôn investi^adora y por denuncia pùblica -comprobaciôn e investi- 
y realizaciôn de la prueba (1),las liquidaciones tributarias 
gacion tributarias ( provisionales o def initivas ) , la recaucacion ■; e
periodo voluntario o por via de apremio),y la inspecciôn de los tr
butos , La inclusiôn de la revisiôn de los actos en via administra
tiva ("o de la resoluciôn de los recursos en relaciôn con estos
impuestos"...) compléta el periplo juridico. El Modelo es taxativo
al imponer la obligaciôn del secreto a las personas o autoridades
encargadas de la resoluciôn de los recursos en relaciôn con los
impuestos comprendidos en el Convenio. Estos recursos son los que
se desarrollan en el âmbito de la propia Administraciôn, correspon
diendo su resoluciôn al Ministre de Hacienda, al ôrgano que haya
dictado el acto recurrido, o a la jurisdicciôn econômico - admi-




4.2. Desde el punto de vista subjetivo, el Modelo es 
omnicomprensivo.Se refiere a "personas o autoridades (incluidos en 
los Tribunales y ôrganos administrativos). La formulaciôn abarca 
todos los casos posibles, ya que distingue las vias administrativa' 
V  jurisdiccional; y dentro de aquélla, los supuestos en que la ac- 
tuaciôn corresponde a una persona individual o a un Organo colegia- 
do, bien en relaciôn con la funciôn de gestiôn tributaria, o con le 
de resoluciôn de las reclamaciones que se susciten contra ella. La 
via jurisdiccional, en materia tributaria, normalmente esta atri- 
buida a un Tribunal de composiciôn plural.
4.3. Los segundos destinatarios de la informaciôn cur- 
sada por un Estado Contratante sôlo pueden utilizarla para los fin; 
enunciados en el precepto, es decir en relaciôn con los procedimier 
tos de gestiôn (considerando este término en su sentido mâs amplio' 
o con los recursos que se interpongan . El aludir a los "segundos 
destinatarios" pone de manifiesto el proceso complejo que implica 
el intercambio de informaciôn . Se diferencian la evacuaciôn de la 
informaciôn (corresponde al Estado requerido), la recepciôn de la 
misma (afecta al Estado requirente, pero a Autoridades dis tintas
de las que normalmente harân uso de aquélla), y su utilizaciôn (a- 
fecta a las personas o autoridades relacionadas con los procedimier 
tos y recursos aludidos).De la informaciôn recibida no puede hacer- 
se uso para fines distintos de los sehalados, p.ej. delitos no fis­
cales. El varie que se dériva de tal restricciôn pretende llenarse 
por los paises con otros Tratados especiales bilatérales o multilc 
terales que suplan tal laguna (2).
(1) cfr. art ? s 153 a 171 de la Ley General Tributaria.
(2) cfr. infra nota 1 del punto 5.3..
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Las autoridades destinatarias de la informaciôn pueden revelarla 
en las audiencias pùblicas de los Tribunales o en las sentencias j- 
diciales. Una vez que la informaciôn adquiere grado de publicidad, 
es susceptible de ser desgajada , servir a fines distintos,e inclu­
so utilizarse como medio de prueba. No çbstante, la negociaciôn en­
tre los Estados interesados marcarâ el limite exacto de taies posi­
bilidades .
5. El apartado 2 del art? 26 fija limites al ejer­
cicio de esta modalidad de asistencia administrativa internacional 
Las cortaprisas son de diversa indole. Unas hacen referenda a su 
propia viabilidad, e , incluso, genesis ; y otras, se relacionan con 
su ulterior desarrollo. Desde otra perspectiva, taies limites son c 
carâcter legal y administrative, técnico, y politico-econômico.
5.3. El Estado requerido no esta* obligado a scbrepas 
los limites impuestos por su legislaciôn o prâctica administraciva 
Esta afirmaciôn détermina la imposibilidad de ir contra lo dispues­
to en las leyes y usos de este Estado (actuaciôn "contra legem")  ^
y también la necesidad de no ir mâs allâ de lo que prevén sus nor­
mas o usos administrativos (conducta "secumdum legem"). Asimismo, 
se establece una limitaciôn de carâcter material . Un Estado no 
puede prevalerse del sistema de informaciôn del otro Estado Con­
tratante si éste es mâs amplio y perfecto que el suyo propio, porqi 
la informaciôn asi suministrada no hubiera podido obtenerse en ba­
se de la legislaciôn o de la prâctica administrativa normal del 
Estado requirente (letras a) y b) del apartado 2).
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La imposibilidad de actuar "contra Ley" es lôgica. 
Por encima de las normas convencionales es tan las que conf iguran la 
legalidad del Estado requerido.Ademâs, entran en juego principios 
constitucionales , como es de la seguridad juridica del ciudadano 
y del contribuyente en particular. Las limitaciones que la legisla­
ciôn fiscal prevé en defensa de una persona o patrimonio no pueden 
concularse en aras de una pretendida colaboraciôn internacional(1). 
Las legislaciones de los paises deben precisar las facultades de la 
Administraciôn en la comprobaciôn e investigaciôn de los hechos,ac­
tos o situaciones, actividades, explotaciones o circunstancias que 
integran o condicionan el hecho imponible , delimitando el alcance 
objetivo de la comprobaciôn y los medios de realizaciôn de las fun­
ciones necesarias para la determ.inaciôn del tributo.
Cuando se alude a la limitaciôn derivada de la "prac- 
tica administrative normal" (letra b) del ap. 2), se plantea una du 
da, pues se impone la tarea de delimiter que debe entenderse por 
"normal". Esto, es lo que se opone a anormal o excepcional, pero
(1) Un caso especifico séria el de suministrar informaciôn amparada 
por el secreto bancario en el pais requerido pero no en el requiren 
te. En Espana, tanto la Ley 50/1977 de 14 de noviembre, de Medidas 
Urgentes de Reforma Fiscal, como la Orden Ministerial de i4 de ener 
de 1978 relativa a la obligaciôn de colaborar de los Bancos, Cajas 
de Ahorro y demâs Entidades de crédite con la Administraciôn Tribu­
taria, no suponen la supresiôn del secreto bancario.Este, conserva 
toda su vigencia en lo que no afecta a la gestiôn tributaria."Los d> 
tos e informaciones obtenidos de la investigaciôn sôlo podrân utili­
zar se a los fines tributarios y de.denuncia de hechos, que pueden 
ser constitutives de delitos monetarios o de cualesquiera otros del: 
tos pûblicos" (Ap. séptimo de la Orden).
- Para una exposiciôn mâs compléta y detallada vid. De Luis ,F 
"El deber de colaboraciôn tributaria de las empresas crediticias",en 
Crônica Tributaria , n? 24 pâgs 121 a 130.
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falta un parâmetro que determine el alcance exacto de taies concep 
tos y conductas. A veces, y este es el caso, las adjetivaciones 
provccan confusionismos innecesarios. La colaboraciôn cesa cuando 
la informaciôn sôlo pueda obtenerse mediante la realizaciôn de es- 
fuerzos o trabajos que superen los que la propia Administraciôn 
realiza en su âmbito interno.
A veces , las limi taciones que afectan a la cc 
municaciôn de la informaciôn derivan de la especialidad de determi 
nadas funciones. El deber de colaboraciôn internacional afecta a 
situaciones cuyo conocimiento puede estar vedado legalmente a la 
Administraciôn. En el caso espanol, el art? 111 de la Ley General 
Tributaria establece tal restricciôn en relaciôn con los datos e 
informaciones obtenidos por los sacerdotes en los asuntos conoci- 
dos en el ejercicio de su ministerio; por los profesionales respec 
to de los asuntos amparados por el secreto prof esional y por las 
personas o entidades en cuanto a los actos y operaciones que legal 
mente estén exceptuados de investigaciôn tributaria.
Otros limites pueden establecerse en el Trata­
do por los Estados Contratantes. Los negociadores serân mâs o mena 
restrictivos en sus acuerdos segûn la normativa interna de su pais 
y de acuerdo con las expectativas (reciprocidad) que prevean en 
cuanto al comportamiento futuro de la otra parte contratante.
Carâcter distinto ofrece la que podria denomi- 
narse "discordancia internacional de medios materiales y organisa- 
tivos". El grado de desarrollo y perfeccionamiento en la organiza­
ciôn administrative de un pais se refleja en los datos que pueden 
ofrecerse al otro Estado. De lo expuesto se dériva un limiite lôgi- 
co: un Estado no puede prevalerse del sistema organizativo del otr 
Estado si éste es notablemente mâs amplio y perfecto que el suyo 
propio. La distinta riqueza de los paises, la adecuaciôn de los me-
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dios de control, el buen uso que a tales elementos puede darse y 
logicamente, la diferente preparacion de las escalas técnicas, son 
datos que influyen decisivamente en la informaciôn de que se dispo­
ne. La inexistencia de un perfecto equilibrio de fuerzas y medios 
plantea el problema de que el Estado que carezca de ellos (normalme: 
te los paises en vias de desarrollo) puede verse relegado en cuanto 
a la informaciôn a obtener,si esta proviene de un Estado con alto g: 
do de organizaciôn burocrâtica y técnica, al que, en reciprocidad, 
no llega parecido nivel de informaciôn.
5.2. El Estado requerido tampoco estarâ obligado 
a "suministrar inf ormaciones que revelen un secreto comercial, in­
dustrial o prof esional o un procedimiento comercial, o inf ormaciones 
cuya comunicaciôn sea contraria al orden publico"(letra c) ap. 2).Es 
un limite que obedece a razones econômicas o politicas. La motivacic 
econômica hace referencia al contribuyente, e implica la asunciôn 
por parte del Estado de un papel protector de aquél. Su âmbito es es­
ter so ya que abarca las informaciones que constituyen la base opera- 
tiva de actividades comerciales, industriales o profesionales, o de 
procedimiientos comerciales. Dados los rasgos econômicos que caracte- 
rizan el supuesto, el secreto prof esional a que se refiere , alude 
mâs al carâcter productive de determinadas actividades profesionales 
que al conocimiento obtenido por algunas personas en el ejercicio de 
su funciôn (v.gr, sacerdotes, médicos, abogados, etc). Asimismo, el 
circursoribirse sôlo a los "procedimientos comerciales" supone po- 
der rehusar la transmisiôn de otras informacionaes; pues, ^qué pos- 
tura debe adoptarse ante procedimientos cientificos, técnicos o indu 
triales?. Deben admitirse las facultades discrecionales de un Estadc 
para ponderar y defender los intereses particulares, pero no tanto 
que ello suponga restricciôn excesiva de los compromises internacio­
nales asumidos. El interés del propio Estado por tratarse, en défini
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tiva, de transferencia indirecta y gratuita de tecnologia propia, 
entra en juego y es el que détermina la conducta a seguin.
5 .3 . Las denominadas "motivaciones politicas" (orden pu­
blico) constituyen otro lüstre a la hora del intercambio de informa­
ciôn. Se echa en falta una mayor precisiôn del supuesto. Al amparo 
de una enunciaciôn tan genérica del "orden publico" se pueden evitar 
compromises que, en otro caso, tendrian que cunplimentarse, Los Co- 
mentarios al Modelo no ofrecen una aclaraciôn del sentido o una de­
terminaciôn del alcance de los términos empleados (1). La buena fé 
de los Estados en el cumplimiento de sus pactes, y el principio de 
reciprocidad son los déterminantes de la recta y adecuada aplicaciô: 
del precepto.
6. Los Convenios espanoles de doble imposiciôn, gener 
les y de navegaciôn, contienen normas mâs o menos précisas en rela­
ciôn con el intercambio informativo. También los Tratados ce trans­
porte déreo commercial integran normas similares, pero menos alabora- 
das .
6.1. Los de doble imposiciôn de carâcter general ofrece: 
una panorâmica bastante homogénea. Coinciden en uno de los aspectos 
que integra al âmbito objetivo del intercambio de inf ormaciôn; la 
consideraciôn de ésta como vehiculo adecuado para la aplicaciôn del
(1) El proyecto de Modelo de Convenio Multilateral sobre "Asistencia 
Administrative Mutua en materia fiscal" elaborado por el Grupo de Ti 
bajo n? 8 del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDE tampoco contient 
mayor precisiôn sobre el término . Tampoco e.1 "Modelo de Convenio rt 
lûtivo a la "Asistencia Administrativa Mutua en materia de Recupera- 
ciôn de crédites Fiscales" elaborado por el Grupo de Trabajo n? 1 de 
citado Comité. Sin embargo, el "Informe explicative del Convenio eu- 
ropeo sobre la obtenciôn en el extranjero de informaciones y pruebas 
en materia administrativa" elaborado por el Consejo de Europa,en 191 
précisa en su comentario al art? 7 que la alteraciôn del orden pûbl; 
ce supone "un atentado contra los principios sobre los cuales se fur 
da el sistema juridico de un Estado".
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Convenio se contiene en casi todos ellos.Los firmados con los Pai­
ses Bajos, el Reino Unido y Marruecos no contemplan , sin embargo, 
la posibilidad de que tal intercambio sirva para la aplicaciôn de 
la legislaciôn interna relativa a los Impuestos comprendidos en el 
Convenio . Otros Tratados contienen normas que co mpletan, el âmbitc 
objetivo del compromise : el de Italia reconoce en tal intercambio 
un medio adecuado para impedir la evasiôn fiscal. El del Reino Uni­
do es mâs complejo; por un lado es restrictivo (no se alude a la 
aplicaciôn de la legislaciôn interna), pero por otro es mâs amplio■ 
(prevenciôn del fraude), y difuso, pues prevé una funciôn de dif ici 
logro y concreciôn (evitar el fraude de ley en relaciôn con los im­
puestos objeto del Convenio) (1). El Convenio con los Paises Bajos, 
en el Protocolo , dispone que "las autoridades compétentes no se 
obligan a suministrar informaciones de carâcter general" (ap. XV); 
también queda excluida la informaciôn sobre Bancos o instituciones 
similares, como Compahias de Seguros (ap. XVI).
El âmbito subjetivo del intercambio queda redu- 
cido a los residentes de uno u otro de los Estados Contratantes. Le 
ampliaciôn que supuso el Modelo de 1977 al declarar no aplicable le 
limitaciôn del art? 1 ("el Convenio se aplica sôlo a los residentes 
se recoge en el Convenio con Italia. Los restantes siguen el criter 
tradicional.
(1) La Ley General Tributaria, en su art? 24, ap. 2 , dicta unos 
principios tendentes a evitar el fraude de ley. El expediente espe­
cial al que se alude y que sirve para la declaraciôn de tal fraude 
ha sido reglamentado por el Real Decreto 1919/1979 de 29 de junio 
(BOE de 6 de agosto de 1979).
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Desde el punto de vista formai, los ùnicos Tratados 
que contienen normas especiales son : el de Noruega (admite la adop- 
ciôn de disposiciones especiales y comunicaciones mutuas para hacer 
efectivo el Convenio (a p . 4 y 5 del art? 27); Suecia (existe un 
Acuerdo Especial sobre Intercambio de Informaciôn de 14 de septiemd 
de 1979, que recoge las modalidades de intercambio vulgarmente denc 
minadas automâtica" y "espontânea"; dicho Acuerdo es aplicaciôn con 
creta de lo previsto en la Adenda Protocolaria n? 6 al art? XXVII, 
a p . 1 del Convenio), y Marruecos (se especif ican las formas de inte 
cambio; de oficio - espontâneo - o previo requerimiento (a p . 3 del 
art? 26).
El tratamiento juridico del intercambio de informaciôr. 
coincide en algunos puntos. La obligaciôn de secreto se recoge en t 
dos los Convenios. También la posibilidad de trasladar taies inf or­
maciones a las autoridades encargadas de la gestiôn y de la recauds 
ciôn de los impuestos. Sin embargo, la ampliaciôn de este â.mbito pe 
sonal, incluyendo a las personas o autoridades encargadas de los 
procedimientos declarativos y/o ejecumivos tributaries, y de los 
recursos que se susciten en relaciôn con los impuestos comprendidos 
en el Convenio, sôlo se contempla en los Convenios con Italia y cor 
Polonia. Los Convenios con Bélgica y con Marrucos aluden sôlo a las 
autoridades competences para la resoluciôn de taies recursos.Y el d 
Reino Unido, ademâs de esta posibilidad, se refiere a las Autorida­
des o personas encargadas de la tramitaciôn de los procedimientos d 
clarativos y/o ejecutivos aludidos. El hecho de que el intercambio 
constituya un compromise voluntariamente aceptado por los Estados 
Contratantes , détermina una interpretaciôn restrictiva del precept 
en que tal compromise se contenga. Caulquier extensiôn de su âmbito 
puede conllevar una denuncia o incumplimiento de la otra parte.
Los limites establecidos con carâcter general (léga­
les y administrativos, técnicos,y econômico-politicos) se recogen,
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sin excepcion en todos los Tratados espanoles.
6.2. Los Convenios de Navegacion, dada su especialidad, 
no contienen réglas concretas relativas a tal materia.Sôlo los de 
Argentina y Venezuela incorporan preceptos referentes al intercam- 
bio de informaciôn . El de Argentina dispone que las Autoridades 
Compétentes de los Estados Contratantes intercambiaran la informa­
ciôn necesaria para la aplicaciôn del Convenio (art? 6). El de Ven 
zuela es mas amplio pues ademâs de lo apuntado (art? 5), exige que 
las empresas maritimas y, aéreas presenter, de acuerdo con la legis 
luciôn del Estado donde operan y a efectos estadisticos, una decla 
raciôn de los resultados econômicos de sus operaciones de transpor 
te maritime o aéreo, y de las operaciones con ellas conexas (art? 
49, ap. 4).
Estas modalidades inf ormativas son actividades dis tinta 
de las consultas que las partes pueden realizar y que tienden a 
asegurar la reciproca aplicaciôn y cum^plimiento de los principios 
y disposiciones del Convenio (1). Anteriormente las hemos consider 
do como una forma de aplicaciôn del procedimiento amistoso (2).
6.3. Los Convenios de Transporte Aéreo Comercial, ademâ 
del articulo que prevé el procedimiento a seguin en caso de que se 
susciten controversias respecte de la interpretaciôn o aplicaciôn 
del Tratado, tema éste considerado anteriorruente (3), incorporan
(1) cfr. art? 11,2) del Convenio con Chile; art? 39,2) del Conveni 
con Argentina, y art? 39,ap. 2) del Convenio con Venezuela.
(2) Punto 6.2. del Comentario al art? 25.
(3) vid. punto 7 del Comentario al art? 25.
591
un precepto, casi siempre del mismo tenor, en cuya virtud las Au­
toridades Aeronauticas de los Estados Contratantes se consultaràr 
frecuente y regularmente , con espiritu de estrecha colaboraciôn 
a fin de asegurar la aplicaciôn e interpretaciôn satisfactoria del 
Acuerdo. Ademâs, algunos Tratados recogen la obligaciôn reciproca 
de faciliter los informes estadisticos que razonablemente se cons: 
deren necesarios para conocer los datos referentes al trâfico efec 
tuudo. Es el caso de los Convenios con el Gabôn (art? XI), Paragua 
(art? XI), Tùnez (art? XI) , la URSS (art? XI), y Uruguay (art? 
XVII).
La observaciôn que merecen taies normas alude al 
problema de que la aplicaciôn e interpretaciôn del Convenio, en si 
faceta fiscal, se realice por unas Autoridades - las Aeronâuticas 
ajenas a la temâtica tributaria. La incongruencia de incluir temas 
tan especif icos como los fiscales -sobre todo los vinculados a la 
imposiciôn directa - en Convenios de finalidad tan distinta es ev: 
dente . Por lo demâs la incorporaciôn de taies obligaciones en el 
texto legal es una manifestaciôn mâs de la colaboraciôn internacii 
nal en materia inf ormativa.
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 Articulo_27_
Agentes diplomaticos v Funcionarios 
Ccnsulares.
Las disposiciones del presente Convenio no a^ectan a los 
privilégias fiscales de que disfruten Los agentes diplomâticos o fu 
cionarios consulares, de acuerdo ccn los principios del Derecho In­
terregional G en virtud de acuerdos especiales (a) (#).
1. La exegesis del presente articulo implica la consideracic 
de dos aspectos jurldicos diferentes ; el primero, se relacicna cor. 
el sentido y significado del propio texto; y el segundo, se refiere 
al régimen juridico fiscal excepcional que se reconoce para los 
agentes diplomâticos y funcionarios consulares.
El significado del articulo es claro: los Estados Contratan- 
tes no modificarân negativamente, por medio de un Convenio de doble 
imposiciôn, los privilegios fiscales de que disfrutan determinadas 
personas al servicio de un Estado ; su vigencia se ha reconocido en 
el âmbito del Derecho Internacional por plôsmarse en Convenciones
(a) Coincide plenamente con el Modelo de 1963.
(-X) Sobre el tema puede verse:
-Lemus Châvarri.F :"Régimen Fiscal de las misiones y de los Agen
tes acreditados en Espaha",en XX Semana de Estudios de Derecho Fina
ciero. Mutualidad Benéfica del Cuerpo de Inspectores Técnicos Fisca 
les del Estado. Madrid 1973, pâgs 793-830.
-Gomez Tarragona,F: "Tributaciôn de los funcionurios de los Org 
nismos Internacionales">en XX Semana... op. cit. pâgs 832-892.
-De la Villa, José Më :"La temâtica internacional en el Impuest 
sobre la Renta de las Personas Fisicas” ,en Revista de Derecho Finan 
ciero y Hacienda Pûblica. Vol. XXIX, ne 142, julio-Agosto 1979; pâg 
894 a 900.
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rnul-^ilaterales de general aceptaciôn, en Tratados bilatérales, 
en normas internas dictadas por aplioaciôn del principle de re- 
ciprocidad, o bien en la mera costumbre como consecuencia del ca- 
râcter representative que el Agente diplomâtico ostentaba del pr: 
cipe o sehor al que servia. El articulo del Modelo de forma impe- 
riosa dice que "las disposiciones del présente Convenio no afecta 
rân ", elle équivale al reconocimiento explicite de los privile­
gios diplomâticos y consulares. Sin embargo, el hecho de admitir 
tal régimen excepcional no implica la exclusion de las normas cor 
vencionales, porque el Convenio al establecer que este no les afe 
ta, estâ manteniendo la vigencia del Tratado de doble imposiciôn; 
p. ej. las rentas que un diplomâtico residente en el Estado B y 
représentante del Estado A, obtenga en el Estado B producto de un 
inversion, quedan,desde luego, sujetas a las normas convenciona- 
les. No obstante, la aplicaciôn simultânea de varies regimenes fi 
cales, como es el que dériva de ostentar una determinada cualidac 
- el ser diplomâtico - y el que dimana de la pertenencia a un Est 
do como ciudadano del mismo, puede ocasionar, en cases extremes, 
situaciones excepcionales no queridas. El diplomâtico reside de n 
cho, pero no es considerado residente legal del Estado en que e- 
jerce las funciones de tal (Estado B); si las rentas (p.ej. câno- 
nes) que percibe y que tienen su origen en el Estado que le acred 
ta (Esta--do A) no fueran gravadas en este Estado por no residir 
en él de hecho y corresponder su gravamen al Estado de la residen 
cia efectiva (Estado B) y tampoco en este Estado B, por aplicacic 
de los principios générales de Derecho Internacional, se produce 
una situaciôn de exencion total.Por esta razôn el Convenio de do 
ble imposiciôn détermina que en tal case el derecho o facultad de 
gravar corresponde al Estado acreditante (Estado A).
Para obviar situaciones tan anormales, las legis
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laciones internas de los Estados, en el régimen de tributaciôn perse 
nal, introducer clàusulas que tratan de evitar tal situaciôn. Dichas 
normas consideran al agente diplomâtico o consular residente del Es­
tado acreditante sometiéndole a las mismas obligaciones que los resi 
dentes de este Estado, a pesar de que de hecho residen en el Estado 
en que estân acreditados. La referencia que el arts 4 del Modelo ha- 
ce a la legislaciôn interna de los Estados Contratantes implica la 
consideraciôn de ésta en su conjunto. Por ello, ademâs de las normas 
que vinculan la residencia a la permanencia habituai en un determine 
do territorio, deben tenerse en cuenta las que, sobre la base de la 
cortesia internacional, implican la extensiôn de aquel concepto al 
atribuir la condiciôn de residentes a los que de hecho no lo son.
En contrapartida, y por identica razôn, las legislacion.es renuncian 
a considerar residentes a los de igual condiciOn, pero pertenecien- 
tes a otro Estado.
La temâtica de la residencia en relaciôn con los Agentes 
diplomâticos o consulares se compléta con la norma, inccrporada ac- 
tualmente como segundo pârrafo del apartado 1 del art5 a del Modèle 
(1), en cuya virtud , en ningün caso, la residencia se vincula al 
hecho de percibir rentas o poseer un patrimonio en un Estado. La res 
dencia es un concepto juridico ligado a situaciones personales de ad 
cripciôn a un determinado lugnr, pero no a supuestos fâcticos de per 
cepcion de rentas o posesiôn de patrimonies. Por ello, no se discute 
el derecho a gravar taies conceptos por parte del Estado en que se 
generan las rentas o se detenta el patrimonio. En el caso de que el 
agente diplomâtico acreditado en el Estado B, perciba rentas de o pc 
sea un patrimonio en el Estado A, el derecho total a gravar correspo
(1) "Sin embôrgo, esta expresiôn -residente de un Estado Contratante 
no incluye a las personas que estén sujetas a imposiciôn en este Est 
do exclusivamente por la renta que obtengan procédante de fuentes si 
tuadas en el citado Estado, o por el patrimonio que posean en el mis 
mo" .
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derâ a este Estado, no solo porque, en virtud de la cortesia inter 
nacional y de las propias normas convencionales (que a su vez se 
remiten a las internas) es residente de este Estado,sino también 
porque este es el Estado fuente. Si, por el contrario, las rentas 
o patrimonio procéder de o radican en el Estado B, este Estado 
fuente podrâ gravarlas de acuerdo con las normas del Convenio.Es­
tas, normalmente, le concederân un derecho de imposiciôn limitado 
(v.gr. en intereses, dividendes y cânones). Pero en ningùn caso ta 
vinculaciôn con el Estado B, détermina que el perceptor de las rer; 
tas o el poseedor del patrimonio, por estos sôlos hechos pueda ser 
considerado residente de este Estado. En definitive., la vinculacic 
que supone la residencia quiebra por exceso o por defecto en el ca 
so de agentes diplomâticos o consulares, propios o ajenos ; pero 
nunca tal residencia viene determinada por vinculos meramente rea- 
les, v.gr. rentas o patrimonio. Segûn de donde procédant éstos, el 
derecho a. gravar corresponde a uno u otro Estado.
2. La legislaciôn espahola es expresiva en este punto. 
La determinaciôn legal de quienes son sujetos pasivos por obligaci 
personal se compléta, en el arts 8s de la Ley 44/78, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Fisicas, y 24 de su Reglamento^con 
la ficciôn legal de considerar residentes a quienes en realidad ne 
lo son. Tal es el caso de nacionales espaholes cuyo domicilie o re 
sidencia en el extranjero lo sea por su condiciôn de ;
a) miembros de Misiones diplomâticas espaholas, ya sea c 
mo Jefe de Misiôn, como miembro del personal diplomâtico o como 
miembros del personal administrative y técnico o del personal de 
servicios de la misma;
b) miembro de las oficinns consulares espaholas, ya sea
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como Jefe de las mismas o como funcionario o personal de servicios 
a ellas adscritos, con excepcion de los Viceconsules hcnorarios o 
Agentes consulares honorarios y del personal dependiente de los mis 
mos ;
c) titulares de cargo o empleo oficial al servicio de 
Estado espanol como miembros de las Delegaciones permanentes acredi 
tudas ante Organismes o Conferencias internacionales, o formando pa 
te de Delegaciones o Misiones de Observadores en extranjero; y
d) funcionarios en active que ejerzan en el extranjer 
cargo o empleo oficial no diplomâtico ni consular.
Como Espaha les someta a tributaciôn con arreglo a ur 
criteria personal, existira doble imposition si el pais receptor of 
ta por criteria similar. Si este Estado sigue un criteria territori 
no se plantea problema, pues las rentas que tales personas percibar 
(sueldos y remuneraciones similares)no puede entenderse que precede 
de este segundo pais. Otro caso lo constituyen las rentas (dividen­
des, intereses, etc) que dichas personas pueden percibir y cuya fue 
te radica en al pais de su residencia de hecho. La coincidencia de 
dos criterios contrapuestes (residencia y territorialidad) implica 
efectivamente una doble imposiciôn. El primer supuesto (coincident: 
de dos criterios personalis tas ) es totalmente improbable que se pr 
duzca dada la aceptaciôn universal de los Convenios de Viena y la 
consagraciôn de la extraterritorialidad fiscal del personal diplômé 
tico. El segundo caso, implica que el pais de la residencia legal, 
Espaha, arbitre un procedimiento que enerve la duplicidad impositi- 
vn . Esto es precisamente lo que hace la Ley , en su artQ 30, en dor 
de se establecen las medidas unilaterales para evitar el doble gra­
vamen (1). No es necesario advertir que en el caso de que exista un 
Convenio de doble imposiciôn, este es el instrumente adecuado para 
lograr tal finalidad.
(1) cfr. art5 i28 del Reglamento de este Impuesto de 3 de agosto de 
1 981 .
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3. El régimen de residencia de los funcionarios diplo­
mâticos y consulares se compléta con el arts 9° de la Ley 44/78 y 
25 del Reglamento. Se détermina el tratamiento fiscal de taies fun 
cionarios, pero desde perspectiva contraria: es decir cuando Espa­
ha es el pais huesped. Dicho articulo dice textualmente:"Cuando ne 
procediere la aplicaciôn de normas especificas derivadas de los 
Tratados internacionales en los que Espaha sea parte, no se consid 
rarân sometidos a la obligaciôn personal, a titulo de reciprocidad 
y sin perjuicio del sometimiento a la obligaciôn real de contribui 
los sùbditos extranjeros residentes en Espaha cuando esta circuns- 
tancia fuera consecuencia de alguno de los supuestos contemplados 
en el articulo anterior, aplicados a las relaciones de los Estados 
extranjeros con el Estado espahol , asi como cuando dichos sùbdi­
tos sean funcionarios de Organismes internacionales con sede en Es 
pana".
Una exégesis del precepto implica precisar lo siguier.te :
a) La preferencia normative, se otorga a los Tratados Inte 
nacionales en que Espaha sea parte. Por "Tratados Internacionales" 
debe entenderse aquellos en que de forma analitica se régula su ré 
gimen fiscal (Convenios de Viena sobre Relaciones Diplomâticas y 
Consulares, Convenio sobre Privilegios e Inmunidades de las Nacio- 
nes Unidas, y sobre Privilegios e Inmunidades de sus Organismes Es 
pecializados) y también los que por via de remisiôn se refieren al 
tema (caso de los Convenios de Doble Imposiciôn).
b) Las personas a las que es de aplicaciôn el régimen fis 
cal excepcional son las enume.radas "mutatis mutcndis" en el aparta 
do 2 ancerior. Sin embargo, un detenido anâlisis del precepto 11e- 
va a una arnpliaciôn del mismo. En este caso se incluye a los sub- 
ditos extranjeros funcionarios de los Organismos Internacionales
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con sede en Espaha (1).
c) La excepcion juridica aludida consiste en no consi­
derar a tales personas residentes de Espaha, pero manteniendo la 
vigencia de la obligaciôn real de contribuir. La concurrencia de 
un régimen de reciprocidad es, por otra parte, requisite inexcusa­
ble. Es a la Administraciôn espahola a la que corresponde la ponde- 
raciôn de las causas y motives que justifican y legitiman la aplica 
ciôn de aquella. Este criterio sinalagmàtico viene recogido con ca- 
racter general en la Ley de 2 de diciembre de 1963 sobre Ambito de 
aplicaciôn de las leyes fiscales espaholas (art9 1) y en la L>ey Ge­
neral Tributaria (arts 22, ap. b).
d) El sometimiento a la obligaciôn real de contriibuir
détermina doble imposiciôn si el Estado acreditante o al que :per- 
tenecen los funcionarios que près tan sus servicios en los Org-anis- 
mos Internacionales con sede en Espaha, sigue un criterio per.scr.a- 
lista, de imposiciôn global. La concurrencia de dos sooerania.s con
(1) Los Organismos Internacionales , actualmente,con sede en Espaha
son los siguientes :
12) Comisiôn Internacional de Pesquerias del Atlântico Sudorien 
tal(Convenio de 27.XI.1973 (BOE 26.XI.74); 2°) Organizaciôn 
Mundial del Turismo (Convenio de 10.XI.75 (BOE 6.VII.77); 
32) Oficina de Educaciôn Iberoamericana (Convenio de 2 5 -V.
1966 (BOE 14.XI.66); 42) Organizaciôn Iberoamericana de Seg
ridad Social (Convenio de 22.1.1 971 (BOE 24.2.72); 59)) Comi 
siôn Internacional para la conservaciôn del atun atlântico 
(Convenio de 29.3.71 (BOE 17.XI.71); 6 2) Centro Regional de 
IBI en Espaha (Convenio de 3.11.76 (BOE 13.V .77); y 72) 
Consejo Oleicola Internacional (Convenio de 2.VII.62 ((BOE 
25.IV.63).
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jurisdicciones distintas y convergentes conduce a tal resultado.Pe­
ro es el Estado de la residencia el que, como hemos expuesto, debe 
evitar la doble imposiciôn.
4. El articulo 27 del Modelo, en relaciôn con los pri­
vilegios fiscales de que disfrutan los agentes diplomâticos o funcio 
narios consulares se remite a los principios del Derecho Internacio­
nal o a los Acuerdos especiales. Uno de estos principios es el de la 
cortesia internacional, circunscrito bâsicamente al reconocimiento 
de la extraterritorialidad aludida. Hoy dia los textos que recogen, 
entre otros, los privilegios fiscales de las representaciones diplo­
mâticas y de las personas que actuan en nombre o representaciôn de 
un Estado, asi como de determinadas Organizaciones Internacionales 
son los Convenios de Viena y los Convenios sobre Privilegios e Inmu­
nidades de la ONU y de sus Organismos Especializados.
M .1 . El Convenio de Viena sobre Relaciones Diplomâticas
es de 18 de abril de 1961; Espaha se adhiriô al mismo el dia 21 de
noviembre de 1967, entrando en vigor para nuestro pais, de acuerdo 
con el arts 51 del Convenio,a partir del 21 de diciembre de 1967(1). 
El Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares es de 24 de abril 
de 1963, produciendose la adhesiôn espahola el dia 3 de febrero de 
1970, y entrando en vigor para Espaha, de acuerdo ccn su arts 77,el
5 de murzo de 1970 (2).Los Convenios de Viena suponen un gran adelan
(1) El a r t s 5I d e  tal Convenio dice: 1. "El présente Convenio entrar 
en vigor el trigésimo dia a partir de la fecha en que haya sido depo- 
sitado en poder del Secretaric General de las Naciones Unidas el vi- 
gesimosegundo instrumente de ratificaciôn o de adhesiôn. 2.Para cada 
Estado que ratifique el Convenio o se adhiera a él después de haber 
sido depositado el vigésimosegundo instrumente de ratificaciôn o de 
adhesiôn, el Convenio entrarâ en vigor el trigésimo dia a partir de 
la fecha en que tal Estado haya depositado su instrumente de ratifie 
ciôn o de adhesiôn" .
(2) El arts 77 de este Convenio réitéra literalmente lo transcrite 
en relaciôn con el Convenio sobre Relaciones Diplomâticas.
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en la consideraciôn de los privilegios diplomâticos como obligacio­
nes juridicamente obligatorias y no como simples dictados de las 
"comitas gentium". Representan la culminaciôn de una serie de inten­
tes tendentes a lograr la regulaciôn unitaria del estatuto de las 
Legaciones. Antecedentes lo fueron el Reglamento de Viena de 1815,
La convenciôn de la Hbana de 20 de febrero de 1928, y el proyecto 
de Convenio de la Harvard Law School.
Tales Convenios, cada uno en su âmbito, especifican 
los privilegios e inmunidades que corresponden a las personas indu; 
das en ellos. El Convenio sobre Relaciones Diplomâticas, en su arts 
1,distingue los siguientes termines : "Jefe de misiôn" "miembros de 
la misiôn", "miembros del personal de la misiôn", "miembros del 
personal diplomâtico", "agente diplomâtico","miembros del personal 
administrative y técnico","mienbros del personal de servicio", 
y "criado particular". El Convenio sobre Relaciones Consulares, se 
refiere en su arts i a Jefe de oficina consular", "funcionario con­
sular", "empleado consular", "miembro del personal de servicio", 
"miembro de la oficina consular", "miembro del personal consular" 
y "miembro del personal privado". Consecuentemente con esta variopir 
ta y abigarrada clasificaciôn cada uno de los textos convencionales 
establece los privilegios e inmunidades relatives a cada uno de ta­
ies categorias (1), y que, por lo que a este Comentario interesa,im­
plican la exencion de la tributaciôn directa en el Estado donde re­
siden y desempehen su funciôn. Taies bénéficiés no se conceden en 
favor de las personas y con el fin de favorecerlas, sino para garan- 
tizar el desempeho eficaz de las funciones de las misiones diplomâ­
ticas o consulares en nombre de los Estados respectives.
(1) El Convenio sobre Relaciones Diplomâticas, en sus art9s 23,33,3- 
36 y 37. El Convenio sobre Relaciones consulares, en sus art2s49 y 
50.
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Complementario de estos dos Tratados es el "Convenio so­
bre Misiones Especiales" de 8 de diciembre de 1969, y que con idénti- 
ca técnica alude a las categorias de personas incluidas y a los priv; 
legios e inmunidades que les corresponden. Espaha, con motivo de la 
celebraciôn de la Conferencia de Cooperacion y Seguridad Europeas, 
en 1980 y 1981, ha tenido ocasion en numerosas ocasiones de concéder 
de forma unilateral, ya que la adhesiôn oficial no se ha producido, 
los privilegios plasmados en el texto citado.
Un tema que cabe plantear es el de la interprêtaciôn 
de los términos "agente diplomâtico" y "funcionario consular" utiliz; 
dos en el art9 27 del Convenio Modelo de la OCDE. El tema no ofrece 
mayor problem.a, pues aunque este Modelo no los define, los Convenios 
de Viena ofrecen una interprêtaciôn adecuada de los Mismos; "agente 
diplomâtico" es término genérico que comprende al jefe de la Misiôn, 
y a los miembros del personal diplomâtico de la Misiôn, considerando 
como taies a los que posean la calidad de diplomâtico (1)."Funcionar: 
consular" es toda persona, incluido el jefe de la oficina consular, 
encargada con ese carâcter del ejercicio de funciones consulares (2 ) 
La cuestiôn que a continuaciôn se suscita es la referente a las perse 
nas a las que se aplican , simultaneamente, los privilegios diplomâ­
ticos y consulares y los Convenios de Doble Imposiciôn, pues los tér­
minos del Modelo son mâs precisos y restringidos que las categorias 
personales contempladas a los Convenios de Viena. Parece como si el 
Modelo hubiera querido referirse sôlo a unas determinadas categorias 
de personas, excluyendo a las demâs , y admitiendo en cuanto a aquell 
la simultaneidad de diferentes regimenes fiscales: el derivado del 
Convenio y el propio de los diplomâticos o funcionarios consulares.La
cuestiôn suscitada , no ofrece problemas en el âmbito espahol, ya que
a
al referirse los Convenios suscritos por Espaha,la legislaciôn inter
(1) cfr. a r t 9 i del Convenio de Viena sobre Relaciones Diplomâticas 
letras a),d) y c ).
(2) cfr. a r t 9 i del Convenio de Viena sobre Relaciones Consulares, le 
tras c) y d)
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n'a para determinar la residencia, encontramos en ésta una norma 
de la amplitud del arts 8 de la Ley del IRFF en donde la extraterr 
torialidad y el sometimiento a la obligaciôn personal de contribui 
afectan a las distintas categorias de personas a las que de forma 
amplia y detallada se refieren los Convenios de Viena. Es decir la 
limitaciôn i.niciai del Modelo queda compensada por la amplitud de 
la legislaciôn espahola.
4.2, El Convenio sobre Privilegios e Inmunidades de 
las Naciones'-,Unidas de 13 de febrero de 1 946, y la Convenciôn sobr 
Privilegios e Inmunidades de los Organismos Especializados, de 21 
de noviembre de 1947, a las que adhiriô Espaha en 13 de julio de 
1974 (1 ), establecen,respectivamente, los que corresponden a dicha 
organizaciôn y a determinados de sus Organismos (2). El privilegio 
de extraterritorialidad es igualmente aplicable a estas Organizaci 
nés Internacionales y a los funcionarios que las sirven. Vimos corn 
el arts 9 de la Ley del IRPF otorgaba tal régimen a los titulares 
de cargo o empleo oficial ante Organismos o Conferencias Interna­
cionales ; y por su parte la Ley del Impuesto sobre Sociedades (arc 
29,Dos) subordina la aplicaciôn del tribute a lo establecido en 
Tratados Internacionales. Espaha, una vez despositado el Instrumen 
to de Adhesiôn a cales Convenios , ha pasado a ser parte del mismo 
de conformidad con lo que en ellos se dispone.
(1 ) BOE de 17 de octubre de 1974, y 25 de noviembre de 1974,respec 
tivamente.
(2) De acuerdo con el arts 1 del Convenio de 21 de noviembre de 19 
el término "Organismos Especializados" se refiere a la Organizaciô 
Internacional del Trabajo (OIT); Organizaciôn de Alimentaciôn y 
Agriculture de las Naciones Unidas (PAO); Organizaciôn de las Na­
ciones Unidas para la Educaciôn , la Ciencia y la Culture (UNESCO) 
Organizaciôn Internacional de Aviaciôn Civil (OACI); Fondo Moneta- 
rio Internacional (FMI), Banco Internacional de Reconstrucciôn y 
Fomento (BIRD), Organizaciôn Mundial de la Salud (OMS); Uniôn Pos­
tal Universel (UPU); Uniôn Internacional de Telecomunicaciones (ül 
y cualquier otro Organismo vinculado a las Naciones Unidas confor­
me a su Carte.
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Una cuestiôn es la relative a la aplicaciôn simultâ­
nea de los Convenios de Doble Imposiciôn y de les privilegios que 
les afectan de forma particular. El criterio seguido por la OCDE 
es que "las Organizaciones internacionales, sus ôrganos y funciona­
rios que no estén sujetos en un Estado Contratante, mâs que en razôr 
de su renta de fuentes dituadas en este Estado, no deben beneficiar- 
se del Convenio", Tal opinion es congruente con la segunda proposi- 
ciôn del a p . 1 del art9 4 del Modelo de 1 977, en donde en ningùn ca­
so la residencia se vincula a rentas percibidas o patrimonio deten- 
tado en un Estado. El no ostentar la condiciôn de residente implica 
la no aplicaciôn del Convenio de doble imposiciôn , pues la premisa 
bâsica de éste es afectar sôlo a los residentes de uno o ambos Esta­
dos Contratantes.
4.3. El art9 27 del Modelo , alude también, a los priv 
legios fiscales contenidos en Acuerdos especiales. Taies Acuerdos 
se establecen entre un Estado y un determinado sujeto de derecho in­
ternacional, y su objeto puede ser diverse. Es destacable que el Cor 
venio de Viena sobre el "Derecho de los Tratados" adoptado en esta 
ciudad el 23 de mayo de 1969 (1), no es aplicable a taies Acuerdos. 
Ello no afecta ni a su valor juridico, ni a la aplicaciôn a los mis­
mos de cualquiera de las normas enuir.eradas en el citado convenio y a 
los que estuvieran sometidos en virtud del Derecho Internacional.En 
el caso de Espaha taies Acuerdos han tenido especial importancia en 
el caso de Organismos que han fijado su sede permanente o un Centro 
de operaciones en nuestro pals. Estos Acuerdos incorporan una serie 
de privilegios fiscales otorgados a los funcionarios que sirven a 
taies organismos, y que se asimilan, durante su permanencia en Espar
(1) El instrumente de Adhesiôn de Espaha a tal Convenio es de 2 de 
mayo de 1 972 (BOE 13 de j unie de 1 980).
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a los privilegios y exenciones que se concede al personal diplomâ­
tico de rango équivalente perteneciente a misiones diplomâticas ex 
tranjeras acreditados en Espaha,
5. Los Convenios de Doble Imposiciôn firmados por Es­
paha siguen fielmente, en términos générales, las llneas del Model 
de 1963 y de 1977. Prueba évidente de tal fidelidad es que la casi 
totalidad de ellos recoge literalmente el contenido del correspon- 
diente precepto del Modelo. Sin embargo, una primera especialidad 
estriba en que asi como la OCDE habla de "Funcionarios diplomâti­
cos y Consulares" (en I963) y de "Agenetes Diplomâticos y Funciona­
rios Consulares" (en 1977), la mayoria de los Convenios espaholes 
(salvo los de Francia, Raises Bajos y Suiza) emplea la rùbrica de 
"Funcionarios diplomâticos o consulares" lo cual indudablemente es 
menos exacto ya que diplomâticos y consuies tienen reglamentacio- 
nes muy similares, pero no idénticas; no obstante, se trata de una 
dif erencia minima. Una mayor -divergencia se comprueba en el Conve­
nio con Bélgica, pues se refiere: a "Miembros de una misiôn diplomâ- 
tica o consular", sin integrarlos en un articulo especifico, sino 
en un precepto genérico titulado : "Otras disposiciones" (art9 27) 
Amén de esta desviaciôn sistemâtica, la frase utilizada puede plan­
tear interrogantes en orden al contenido subjetivo del articulo , 
pues en los Convenios de Viena taies términos tienen un sentido mâ: 
amplio. En el Convenio con Noruega el precepto alude al dato obje- 
tivo de los beneficios otorgados ; por ello el titulo corresponde 
a la rùbrica de "Privilegios diplomâticos y consulares". El ùnico 
Convenio que sigue al Modelo de 1977 es el de Checoslovaquia en doi 
de se lee"Agentes diplomâticos y Funcionarios consulares".
Atendiendo a otros aspectos mâs substantivos, el
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.Convenio con el Canada présenta innovaciones. Integra una norma 
en la que se reconoce tàcitamente el régimen de extraterritoriali- 
dad que afecta a diplomâticos, al someterlos a la obligaciôn perso­
nal de contribuir en el Estado acreditante en el supuesto de que 
estén sujetos a las mismas obligaciones en materia de imposiciôn 
sobre la renta (el Convenio no se refiere al patrimonio) que los 
demâs residentes de este Estado. El Convenio con Suiza se desenvue: 
ve en la misma linea, si bien contiene dos precisiones dis tintas : 
exige que el diplomâtico posea la nacionalidad del Estado acredita: 
te, y que la identidad de obligaciones en materia tributaria lo se. 
en relaciôn con los impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio
También es el Tratado con Canadâ el que incorpora une 
norma en la que excluye la aplicaciôn del Convenio a las Organiza­
ciones Internacionales, a sus ôrganos y funcionarios , y a las 
personas que sean miembros de una misiôn diplomâtica, consular o 
permanente en un tercer Estado, cuando se encuentren en el territo­
rio de un Estado Contratante y no estén sometidos en uno u otro 
Estado a las mismas obligaciones, en materia de imposiciôn sobre 1; 
renta, que los demâs residentes de dichos Estados. El Convenio con 
Francia sigue este mismo criterio aùn cuando su terminologie di- 
fiere ligeramente. En ambos casos, lo que los textos légales han 
pretendido es evitar que taies sujetos de derechos se bénéficier de 
Convenio, cuando su vinculaciôn a uno de los Estados Contratantes 
lo es ùnicamente por las l'entas percibidas o patrimonies poseidos 
en los mismos. Es decir cuando no existe mâs que una simple obliga­
ciôn real de contribuir, pero no un vinculo juridico de residencia.
Finalmente, en el Convenio con los Paises Bajos el 
articulo 49, dedicado a la residencia, establece, de modo expreso 
la extraterritorialidad de los miembros de misiones diplomâticas o 
consulares, y su sometimiento a la obligaciôn personal de contribu­
er el Estado que le acredita, si es nacional de este Estado. El apc
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tado V del Protocole del Convenio (Ad. al art9 4) establece, sin 
embargo, que tales normas no seran de aplicaciôn a los cônsules ho­
norarios .
un caso muy especifico lo constituye el Convenio Multila­
teral para evitar la doble imposiciôn de las regalias por derechos 
de autor de 13 de diciembre de 1979. El articulo 9, reconoce los pri­
vilegios fiscales de las representaciones diplomâticas o consulares 
de los Estados Contratantes y sus familias. El comentario que sugiere 
el precepto se circunscribe a los dos siguientes extremes : que su 
âmbito subjetivo se amplia a las familias de los respresentantes di­
plomâticos y consulares; y q u e , objetivamente, se refiere a un sôlo 




1. El presente Convenio pcdra aplicarse, en su forma actual,
o con las modificaciones necesarias, a cualquier parte del territorio 
del (Estado A) o del (Estado B) que esté especificamente excluida del 
ambito de aplicaciôn del Convenio o cualquier otro Estado o territoric 
de los que (el Estado A) o (el Estado B) asuma las relaciones interna­
cionales, que perciba iirpuestos de carâcter anàloqo a aquellos a los 
que se aplica el Convenio. Dicha extensiôn tendrâ ef ecto a partir de 
la fecha, y con las modificaciones y condiciones, incluidas las relat: 
vas a la cesaciôn de su aplicaciôn, que se f ij en de cornun acuerdo por 
los Estados Contratantes m.ediante intercambio de notas diplomâticas 
o por cualquier otro procedimiento que se ajuste a sus normas constic; 
cionales.
2. A menos que los dos Estados Contratantes convengan lo con- 
trario, la denuncia del Convenio cor uno de ellos, en virtud del arti
culo 30, pondrâ térm.ino a la aplicaciôn del Convenio en las ccndi
prévistas en este articulo en cualquier parte del territorio del (Es
tado A) 0 del (Estado B) 0 en cualquier Estado 0 territorio a los que
se haya hecho extensive, de acuerdo con este articulo (a) .
1. La ùnica norma que en el Convenio Modelo de 1977 hace 
referencia expresa al âmbito de aplicaciôn territorial del Convenio es 
el art9 28. Sin embargo, tal referencia no alude al âmbito geogrâfico 
al que inicial y originariamente debe aplicarse el Convenio , sino a 
otros territorios respecto de los que uno de los Estados Contratantes 
asume sus relaciones diplomâticas , o que,, inicialmente, fueran ex-
(a) Coincide plenamente con el art9 30 del Modelo de 1963.
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cluidos de tal aplicaciôn . Dicha norma puede considerarse como pre 
cautoria en razôn de una posibilidad o hipôtesis que puede o no prc 
ducirse. Por otra parte dicha disposiciôn no se refiere ùnicamente 
al ambito territorial al que se extiende la aplicaciôn de un Conve­
nio. Contiene otras normas que configurer lo que pudieran denominar 
se aspectos formales del Tratado; es decir, el procedimiento de apl 
cacion, y la vigencia temporal (entrada en vigor y denuncia). Se tr 
ta de una disposiciôn complamentaria al conjunto del Convenio, que 
régula la posibilidad de su extension espacial, el memento a partir 
del cual surte efecto dicha arnpliaciôn territorial, y la posible 
cesaciôn de su aplicaciôn como consecuencia de la denuncia que uno 
de los Estados puede efectuar.
La clausula encierra, en lo referente a la aplicacic 
extensive del Convenio, posibilidades alternativas (aplicaciôn a ur 
Estado o territorio respecto de los cuales un Estado asume sus relc 
clones diplomâticas, o a territories inicialmente excluidos (1), 
aunque nada se opone a que taies hipôtesis se produzcan simultânea- 
mente en relaciôn con un Estado Contratante. No se trata de supues­
tos excluyentes sino de hipôtesis alternativas de posible conjun- 
ciôn. El precepto alude a aquellos Estados que poseen territories 
en Ultramar o que por razôn de sus posibilidades politico-econômi- 
cas pueden llegar a asumir las relaciones internacionales de otro 
Estado o territorio . Es évidente que esta ùltima alternativa es 
mâs factible que la primera. La norma también comprende los casos
(1) La posibilidad de tal exclusiôn se desprende , asimismo, de lo 
dispuesto en el arts 29 del Convenio de Viena sobre Derecho de los 
Tratados, en donde se dispone que "un Tratado serâ obligatorio para 
cada una de las partes por lo que respecto a la totalidad del terri 
torio, salvo que una intenciôn diferente se desprenda de él o cons- 
te de otro modo".
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en eue los Estados Contratantes han excluido expresamente un terri­
torio que forma parte intégrante de su unidad nacional, como tal, 
pero que posteriorm.ente considérer conveniente aplicar el Convenio 
suscrito. En cualquier caso la aplicaciôn territorial extensiva del 
Tratado exige que en los territorios a los que el Convenio vaya a 
aplicarse se exijan impuestos de carâcter anâlogo a los del Tratado. 
La condiciôn es lôgica,pero dificilmente podrâ aplicarse un Convenic 
a impuestos no considerados por el mismo.
2. Ademâs de este articulo, el Convenio Modelo in­
corpora otra norma que, en base a una interpretaciôn extensiva, pe' 
dria considerarse referida a la aplicaciôn territorial del Convenio. 
Tal es la contenida en su art9 2 apartado 1. Al establecerse el âm­
bito objetivo del Convenio, es decir los impuestos comprendidos en 
el mismo, se dispone que el Convenio se aplicarâ a dichos gravâm.ene; 
independientem.ente de que sean exigidos por cada uno de los Estados 
Contratantes, sus subdivisiones politicas c sus entidades locales.E' 
anâlisis de esta norma lleva a la conclusiôn que el Convenio se apl: 
ca al âmbito geogrâfico o territorial que el de los impuestos exigi­
bles por cada uno de los Estados Contratantes o cualquiera de las 
Entidades politico-administrativas que lo componen. No obstante, el 
citado precepto mâs que al âmbito territorial, que en este caso sô­
lo es un concepto obtenido por deducciôn lôgica, lo que alude es a 
la integraciôn en el Convenio de los tributos exigidos en un Estado 
Contratante, considerado éste en su conjunto unitario. Las precisio­
nes ef ectuadas al comentar el articulo 2, son aplicables en este 
caso.
3. La ausencia en el Modelo de una norma que del:
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mite expresamente el âmbito geogrâf ico , se ha suplido en los Con­
venios espaholes con la incorporaciôn -a los mismos de una defini- 
ciôn de los Estados Contratantes. Ademâs,en alguno de ellos se ha 
incluido un precepto équivalente al arts 2 8 . Esta dicotomia se 
compléta con la incorporaciôn de una definiciôn (no contenida, sin 
embargo, en el Convenio Modelo) del término "Estado Contratante" 
refiriéndolo a los paises que suscriben el Convenio. No se define 
lo que es un Estado Contratante a diferencia de lo que hace el Con 
venio de Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969 (1). Pero 
se advierte que tantas veces se utilice este término habrâ que en- 
tenderlo referido a uno u otro pais, segun procéda en cada caso; 
de esta forma se evitan repeticiones normatives que en otro caso 
serian necesarias.
3.1. La definiciôn que de "Espaha" se da en los Con­
venios no ha seguido una trayectoria uniforme, sino que ha variadc
de acuerdo con la evoluciôn histôrico-politica de los t i e m p o s . El 
Convenio con Noruega, cronolôgicamente el mâs antiguo, establece 
que "el término Espaha désigna el Estado espahol, (Espaha peninsu­
lar, las Islas Baléares y Canarias, Plazas y Provincias espaholas - 
en Africa)" (arts 39 , a p . 1 b) . El Convenio con Suiza, recoge un 
matizaciôn politica importante ya que, en relaciôn, con los terri­
torios de Rio Muni y Fernando P o o , sehala que se encuentran "en pr 
ceso de autodeterminaciôn" (arts 3 , ap. 1 a). Igual observaciôn se 
efectua en los Convenios con Alemania (arts 3 , a p . 1, b ) , Austria 
(arts 3 9 ,ap. 1 a) etc. Frente a taies de f i n i c i o n e s , hoy dia anacrô 
nicas, la realidad, en su vertiente politica y econômica, se ha imi
pues to y asi los Convenios espaholes suscritos recientemente recog
(1) El arts 2 ,ap.1 .f) dice que "se entiende por "Estado Contratani 
un Estado que ha consentido en obligarse por el Tratado, haga o ne 
entrado en vigor el Tratado".
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tales exigencias. Prueba de lo dicho es el Convenio con Marruecos, . 
en el cual "Espaha, sig ni fica el Reino de Espaha" (arts '3 , ap. l.a); 
o los Convenios con Rumania (arts iii.ap, 1. a)ii), Checoslovaquia 
(arts 3 ,ap. 1 a), o Polonia (arts 28,2), en los que no se hace men- 
cion expresa de las ciudades y territorios espaholes en Africa por 
razones faciles de comprender. Hay que tener presente que el Conveni 
de Doble Imposiciôn no es , es trie tamente hablando , un instrum^ento poli 
tico, sino técnico y que la definiciôn que de un Estado se da en el 
mismo no amplia ni merma la extensiôn de su soberania; pero el as­
pect o politico que acompaha a toda negociaciôn internacional ni esta 
au s en te del m.is.mo, ni puede prescindirse de él en el momento de es­
tablecer alguna de sus clàusulas.
Otra faceta que modernamente se ha recogido al défi­
nir los Estados, ha sido la économisa , sobre todo en la delimitaciôn 
de los territorios que pueden constituir posible? fuentes de riqueza, 
bâsicam.ente, energia y recursos naturales. Prueba de ello son las 
definiciones de Espaha,ùltim.amente adoptadas.El Convenio con el Rei­
no Uni do , ademâs de incorporar los términos tradicior.ales relatives 
a Espaha, incluye "cualquier ârea exterior al mar territorial de Es­
paha que, de acuerdo con la Ley internacional, haya sido sehalada o 
pueda serlo en lo sucesivo, bajo las leyes espaholas relativas a la 
Plataforma Continental, como ârea en la que pueden ejercerse los de­
rechos de Espaha en lo concerniente al fondo marino y subsuelo y a 
sus recursos naturales" (arts 3 9 , ap. 1,b)". Idénticas referencias a: 
suelo y subsuelo marinos se contienen en los Convenios con Bélgica 
(Protocole Adicional. Ad. al arts 3,ap. l.is,b), Canadâ (arts III,ap 
a.ii), Dinamarca (arts 39, l,c) , Francia (arts 3°,ap.1 a), Italia 
(arts 3 .ap. 1,a), Paises Bajos (Protocole Ad. al arts 3 ap. 1 c), Ru­
mania (arts III, ap. 1 , a) ii) y Suecia (arts lil,1 ,b ). También en 
los Convenios con Checoslovaquia (arts 3 , ap. 1 a) y Polonia (arts 2
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ap. 2). Un caso especifico es el de Japon; aùn cuando la defini­
ciôn de cada uno de los Estados viene referida al territorio en 
que se aplican las leyes relatives a los impuestos de cada uno de 
aquellos , el Protocole del Convenio, en su punto 1, alude a la 
posibilidad de someter a gravamen las rentas obtenidas por un resi 
dente de las actividades de exploraciôn o explotaciôn de recursos 
naturales de la plataforma continental (1).
Por lo que se refiere a Espaha la inclusiôn de taies 
territorios es congruente, por otra parte, con su propia normativa 
interna. Concretamente la Ley 15/1978, de 2 0 de febrero (2), sobre 
zona econômica, establece que "en una zona maritima denominada zo­
na econômica exclusiva, que se extiende desde el limite exterior 
del mar territorial espahol hasta una distancia de doscientas 
millas nâuticas, contadas a partir de las lineas de base desde los 
que se mide la anchura de aquél, el Estado espahol tiene los dere­
chos soberanos a los efectos de la exploraciôn y explotaciôn de 
los recursos naturales del lecho y del subsuelo maritimo y de las 
aguds adyacentes" (art9 1Q, Uno, primer pârrafo). una observaciôn 
importante es que taies actividades de exploraciôn se entienden si 
perjuicio de lo dispues to en las leyes internacionales.
3.2. Ademâs de taies definiciones,algunos Convenios 
han incluido un precepto del talante del arts 28 del Convenio Mode 
lo. El Tratado con Alemania extiende la aplicaciôn del Convenio al 
Land de Berlin, salvo declaraciôn expresa en contrario por parte 
del Gôbierno de la Repùblica Federal de Alemania (artS28). El Con­
venio hispano-danés, inicialmente, excluye de la definiciôn del 
término "Dinamarca" las islas Faeroe y Goenlandia (arts 3 0 ,ap. 1,b 
pero en su arts 29 admite su aplicaciôn ulterior a cualquiera de
(1 ) La problemâtica conceptual y tributaria de la Plataf orma Conti 
nental se refleja con suficiente detalle en el arts de AZCARRAGA J. 
"El concepto de plataf orma Continental ante al Ds Tributario",en XX 
Semana de Estudios de Derecho Financiero,197 3,pâgs 777 a 791.
(2) BOE de 23 de febrero de 1978.
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los territorios excluidos especialmente de la aplicaciôn del Conve­
nio. El hispano-franees a pesar de que el término "Francia" design? 
a los departamentos europeos y de Ultramar - Guadalupe, Guayana, M: 
tina y Reunion - de la Repùblica francesa (arts 3 0, ap. l,b), reite 
ra expresamente la extensiôn del Convenio" a los territorios France 
ses de Ultramar" (arts 30); el hispano-holandés podrâ aplicarse, 
igualmente, a Surinam y a las Antillas neerlandesas (arts 31); el 
Tratado con Noruega no sôlo excluye expresamente a Svalbard , (Spit 
sbergen), Jan Mayen, y demâs dependencies fuera de Europe (arts 32 
ap. 1 , a) sino que tampoco contiene un precepto que prevea la exter 
siôn territorial del mism.o. El hispano-portugués, considéra a Forti 
gal como "Portugal europeo" comprendiendo el territorio continental 
y los Archipiélagos de Azores y Madeira (arts 39 ap.1, c), sin per­
juicio de su posible .extensiôn "a parte o todo el territorio de Por 
exclui'do
tugal que ha sido del 'ambito de aplicaciôn del Convenio" (arts 29'. 
El del Reino Unido contiene una norma que prevé su extensiôn terri 
torial a cualquier territorio de cuyas relaciones internacionales 
sean responsables uno u otro Estado Contratante (arts 29),pero no 
se refiere expresamente a ningùn territorio especial ; las "Channel 
Islands" (Jersey y Guernsey) y la Is la de Man no se comprenden en e 
Convenio porque no forman parte del Reino Unido. Finalmiente, el 
Convenio con Polonia utiliza el marco del arts 28, para définir el 
significado de Polonia y Espaha, pero sin referirse en absolute a s 
posible extensiôn territorial; el titulo del precepto es significat 






1 . El presente Convenio sera ratificado, y los instrumentas de 
ratificacion seran intercambiados e n  ....................... lo an­
tes posible.
2. El Convenio entrera en vigor a partir del intercambio de los 
instrumentes de ratif icacion, y sus disposiciones se aplicaran :
a) (en el Estado A ) :.......................................................
b ) ( en el Estado B) :   (a ;
1. Uno de los aspectos que integran el ambito de aplicaciôn for 
mal de un Convenio lo censtituye el tiem.po; éste détermina la fecha 
de entrada en vigor del Tratado y el momento a partir del cual sus 
disposiciones se aplican ; en estos supuestos juega como dato inicial 
Como elemento final actùa cuando, como consecuencia de su denuncia pc 
alguno de los Estados Contratantes, el Convenio dej a de producir ef ec 
tes. Pero la vigencia, considerada en su unidad, no se produce sin 
mâs sino que se précisa el cumplimiento de unos tràmites procedimenta 
les de acuerdo con el régimen constitucional de cada pais. Por otra 
parte, la denuncia tampoco esta libre del requisite formal.
El Modelo en los articules 29 - entrada en vigor - y 30 - denun 
cia - régula parcialmente estos extremes, incluyéndolos en el Capitu­
le VII, bajo el titulo genérico de "Disposiciones Finales", Mas que 
regulaciôn parcial lo que el Modelo hace es una formulaciôn o enuncia- 
ciôn genérica, dejando a los contratantes no sôlo el cumplimiento de 
los trâmites necesarios para el Tratado entre en vigor sino la determ. 
naciôn de la fecha de su aplicaciôn. En caso de denuncia especif ica m. 
yores detalles, pero dej a a las partes interesadas la concreciôn del
(a) Coincide con el équivalente del Modelo de 1963.
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momento en que dej a de aplicarse. Todo ello sin olvidar que, en 
todo caso, el Modelo tiene carâcter indicative y no obligatorio. 
Por ultime, una observaciôn : que aùn cuando cabe un tratamiento 
unitario del aspecto temporal aludido, por razones sistemâticas 
se desglosa el art9 30 , considerândole separadamente.
2. Llama la atenciôn que, entre las diverses forma, 
de manifestaciôn del consentimeinto en obligarse por un Tratado, s^ 
ha optado por la ratificaciôn (1 ), no como modalidad que implique 
una mâs perdurable vigencia, sino por ser el procedimiento normal­
mente exigido en las legislaciones internas de los Estados. En Esp 
ha, la Ley General Tributaria de 28 de diciembre de 1963, en su ar 
13, exije la ratificaciôn de los Convenios para que las clàusulas 
de naturaleza tributaria contenidas en ellos tengan eficacia (2 ). 
La Censtituciôn de 31 de octubre de 1978, en su art9 94, apartado 
1 , dispone que "la prestaciôn del consentimiento por obligarse por 
medio de Tratados o Convenios exigirâ la previa autorizaciôn ce le 
Certes Generates en los siguientes casos: ... d) Tratados o Conven:
que impliquer obligaciones financières para la Hacienda pùblica".
(1 ) El art9 11 del Convenio de Viena sobre el Derecho de los Trata­
dos de 23 de mayo de 1966, dispone que "el consentimiento de un Es­
tado en obligarse por un Tratado podrâ manifes tarse mediante la fi:
ma, el canje de instrumentes que constituyan un Tratado, la ratif: 
caciôn , la aceptaciôn , la aprobaciôn o la adhesiôn, o en cualqui- 
otra forma que se hubiese convenido".
(2) Dicho art9 13 dice literaL^mente: "las clàusulas de naturaleza 
tributaria contenidas en Acuerdos o Tratados Internacionales career 
ran de eficacia en tante no sean éstos ratificados con arreglo al 
ordenamiento juridico nacional".
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Los Convenios de Doble Imposiciôn han de ser ratifica- 
dos, pues implican para el Estado obligaciones o compromises finan­
cières de carâcter y contenido econômico; ademâs suponr la afirma- 
ciôn del principle de legalidad. Si "la facultad de establecer tri­
butes es exclusiva del Estado y se ejercerà mediante Ley vetada en 
Certes" (1), 2a pesibilidad de renunciar tetalmente a un gravamen, 
etergande la petestad tributaria al etre Estado, e bien de compati: 
tal potestad,exige la ratificacion de estes Convenios.
El articule del Décrété 801/1972 de 24 de marzo , sobre 
Ordenaciôn de la actividad administrativa en materia de Tralados I; 
ternacionales, es precise . La ratificacion , que debe constar co­
rne requisite en el propie texte convencional, exige que el Consejo 
de Ministres, a prepuesta del Ministre de Asuntes Exterieres, remi­
ta el Cenvenie a las Certes Générales; cumplide el trâmite y acept; 
de el texte del Cenvenie, el Ministre de Asuntes Exterieres extien- 
de el cerrespondiente instrumente de ratificacion que es firmade 
per el Rey, en su calidad de Jefe del Estado, y refrendade per el ; 
tade Ministre. Seguidamente, el Ministerio de Asuntes Exterieres a- 
depta las medidas pertinentes para procéder al canje e al deposite 
de tal instrumente (2). Trâmite ulterior es la publicaciôn del Cen­
venie en el Beletin Oficial del Estado, memento a partir del cual 
las nermas centenidas en él pasan a fermar parte del erdenamiente 
interne, ne pudiende ser medificadas, deregadas e suspendidas sine 
en la ferma prevista en les prepies Tratades e de acuerde cen las
(1) cfr. art5 2 de la Ley General Tributaria
(2) art^s 16,17 y 18 del Décrété.
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normas generates del Derecho Internacional( 1 ) .
3. Los Convenios espanoles de doble imposiciôn han si- 
do ratificados y los instrumentes de ratificacion se han intercam- 
biade en el pais indicade en el prepie texte. Censtituye una excep 
cion el Cenvenie de Dinamarca ; la determinacion se ha substituidc 
per la indicacion de que el Tratade entrarâ en vigor quince dias 
despues del intercambie de las notas acreditativas de que cada 
Estado Centratante ha cumplide el precedimiente constitucienal exi 
gide para la entrada en vigor en cada une de elles.
Una cuestiôn de interés es la relativa al examen de 
las distintas formulas utilizadas per les Tratades espaheles para 
determinar las fechas de entrada en vigor y memento de aplicaciôn 
de sus nermas. Ambes cenceptes son distinguibles. El primere - er- 
trada en vigor - hace referencia al cumplimiente de les requisites 
exigides para elle, e implica la censtancia del censentimiento de 
les Estades negeciaceres en ebligarse per el Tratade. La aplicaci; 
amén de vincularse cen el régimen retroactive e irretroactive del
(1) El numéro 5 del arts 15 del Titule Preliminar del Codige Civi 
cen la redacciôn dada per el Décrété 1836/1974 de 31 de maye (BOE 
de 9 de julie) dispene : "Las nermas centenidas en les Tratades in 
ternacionales ne serân de aplicaciôn directa en Espaha en tante 
ne hayan pasade a fermar parte del erdenamiente interne mediante 
su publicaciôn integra en el Beletin Oficial del Estado". El art? 
96 de la Censtituciôn , en su apartade 1, establece :"les Trata­
des internacionales vâlidamente celebrades una vez publicades efi- 
cialmente en Espaha, fermarân parte del Ordenamiente interne. Sus 
dispesicienes sôle pedrân ser deregadas, medif icadas'e suspendidas 
en la ferma prevista en les prepies Tratades e de acuerde cen las 
nermas générales del Dereche Internacional".
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Convenio y con el tipo de tributes a que afecta, implica la cen- 
firmacion practica y efectiva de aquella vigencia.
3.1. La entrada en vigor depende del intercambie de le 
instrumentes de ratif icacion. Ambes mementos pueden e ne ceincidir 
depende de que se establezca e ne la "vacatie legis". Si ne hay 
vacie legal, ceinciden intercambie de instrumentes de ratificacion 
y entrada en vigor. Es el case de les Convenios suscrites cen Bra­
sil, Canada, Checeslevaquia, Finlandia, Francia, Italia, Paises 
Bajes, Rumania, Suecia , Suiza y Polonia. Per el contrarie, etros 
Convenios han acudide a tal sistema, aûn cuande ne tudes les Trata 
des ceinciden en el période fijade. El Cenvenie cen Austria establ 
ce el plaze de cincuenta y très dias; les Convenios cen Alemania y 
Portugal, un mes. Treinta dias,en les Tratades cen Japon, Neruega, 
Reine Unide y Marrueces; y quince dias en les de Bélgica y Canada. 
Un case especifice le censtituye el Cenvenie cen EEUU, pues el Car. 
je de Notas constitutive de Acuerde se produce sucesivamente y en 
distinta fecha: el 16 de aeril de 1930 la cemunicacion espahela, y 
el 10 de junie de 1930 la americana. Cen arregle al moderne Derech 
de les Tratades (1) hay que censiderar valida la segunda de ellas; 
este fué el memento en que existe censtancia del censentimiento de 
ambes Estades en ebligarse per el Tratade.
Les Convenios referentes a las entidades de navegacio 
maritima y/e aérea ne censtituyen excepciôn a le expueste. De elle 
el de Chile fija un période de "vacatie legis" de 30 dias, siende 
también este el sistema de les de Argentina y Venezuela. Les Trata­
des suscrites cen EEUU, Irlanda y Sudâfrica ne siguen tal criteria
(1) Art? 24, apartade 2 del Cenvenie de Viena de 1969.
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Los Convenios de Transporte Aéreo con clausula de exen- 
ciôn impositiva para impuestos directes siguen la casi tetalidad de 
elles, salve el de Gabon y Polonia (1) un precedimiente especial re 
cenecide en el Décrété 801/72 (2), ya citade. Incerperan una clâusu 
la en la que se admite la aplicaciôn provisional del Tratade (que 
coincide cen la fecha de su firma) , y se establece su entrada en 
vigor definitiva en el memento en que ambas partes se hayan netifi- 
cade mutuamente el cumplimiente de las respectivas fermalidades cen 
titucienales para su entrada en vigor. El art? 30 del Décrété exi­
ge, en tal case, la publicaciôn del texte convencional en el "Bele­
tin Oficial del Estado" , y pesteriermente la de la fecha de entra 
da en vigor definitive e, en su case, la de terminaciôn de su aplic 
ciôn provisional. El art? 31 , impene también que en el citade Bele­
tin se publique una cemunicaciôn suscrita per el Secretarie General 
Técnice del Ministerio de Asuntes Exterieres en la que se indique 
la fecha en que el tratade ebliga a Espaha y debe per tante, prece- 
derse a su aplicaciôn. Ahàdase que, salve les cases de Tûnez y Uru­
guay, en los demàs supuestcs la entrada en vigor definitive y a se r. 
preducide.
Cases especiales son les de Colombia y Cuba. En el prime 
re, se trata de un Protocole Adicienal al Cenvenie Aéree hispane-ce
(1) En el Cuadre de vigenvias figura la fecha del intercambie de le 
instrumentes de ratificaciôn , per haber side este el sistema segui
;ne obstante, también se establece ,en ambes supuestes,una fecha pro­
visional de entrada en vigor.
(2) El Cenvenie de Viena sobre el Dereche de les Tratades de 23 de 
maye de 1969, prevé en su art? 25, la aplicaciôn provisional de un 
Acuerde e parte de él, si el pripie Tratade le dispene e si les Es­
tades Centratantes han cenvenide en elle de etre mode.
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lombiano de 11 de diciembre de 1951 ; en el de Cuba , de un Canje 
de Notas, constitutive de Acuerde, para la medificaciôn del Aneje 
al Cenvenie Aéree de 19 de junie de 1951; este supueste llama la 
atenciôn per existir la Orden Ministerial de 20 de febrere de 1966, 
que exime de impuestes directes,en régimen de reciprecidad,a las 
Entidades de Navegaciôn aérea residentes de Cuba (1).
Las Ordenes Ministeriales dictadas per el Minis- 
terie de Hacienda y que han declarade la exenciôn per reciprecidad 
de las cempahias de navegaciôn aérea,ne presentan especialidad al- 
guna en cuante al precedimiente de elaberaciôn, publicaciôn y entra­
da en vigor. Onicamente y para la aplicaciôn de la exenciôn,1a Di- 
recciôn general de Tributes e la Secretaria General Técnica del Mi­
nisterial de Hacienda,expediran les epertunes certificades a faver d( 
las entidades residentes del pais a que afecte la exenciôn.
3.2. La aplicaciôn normative alude al memento en 
que los Convenios cemienzan a surtir efectes. La petencialidad juri- 
dica insita en la nerma despliega teda su eficacia. Es cuande de he- 
che la nerma censelidada de ferma concrete y definitive su vigencia. 
El Medele de 1977 distingue la entrada en vigor del Cenvenie y la 
aplicaciôn de sus dispesicienes. Para le primere identifiée tal me­
mento y el del intercamibie de les instrumentes de ratif icaciôn. La 
aplicaciôn normative la deja al arbitrie de les Estades Centratantes 
los cuales en sus negeciacienes determinan la fecha a partir del 
cual el Cenvenie surte efectes. Temas ligades son , la publicaciôn
(1) Los supuestes en que existiende una dispesiciôn reguladera de Is 
exencienes, en régimen de reciprecidad, de las Entidades de navega­
ciôn aérea, se ha dictade etra posterior ne son infrecuentes (v.gr. 
cases de Africa del Sur, Argentina, Bélgica, Brasil, Paises Bajes, 
Reine Unide y Uruguay).Sin embargo, el sistema deregaterie utilizadc 
ha side mas técnice, pues se ha acudide a les Convenios de Deble Im,- 
pesiciôn de carâcter general, e especifices de navegaciôn maritima 
y/e aérea. Les cases de Cuba y Uruguay censtituyen exepciôn a le di- 
che , pues la deregaciôn tâcita se ha preducide utilizande la via 
imprepia de les Convenios de Transporte Aéree Cemercial.
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oficial, y la retroactividad o no de las normas convencionales. 
También, en caso de retroactividad el de la posible devoluciôn de 
impuestes cerrespendientes a périodes anterieres. Otra cuestiôn 
es la referente a las nermas que expresa e tâcitamente quedan de­
regadas ceme censecuencia de la vigencia del nueve texte juridice.
3.2.1. La Ley General Tributaria en el art? 20, esta­
blece que "las nermas tributarias entrarân en vigor cen arregle a 
le dispueste en el art? 1? del Côdige Civil, y serân aplicadas du­
rante el plaze determinade e indefinide, previste en la respectiva 
Ley..." El art? 1? ap. 5 del Côdige Civil, exige la publicaciôn in 
tegra de les Tratades internacienales en el "Beletin Oficial del 
Estado para que sus nermas juridicas sean de aplicaciôn directa en 
Espaha"; y el art? 2? establece un période de "vacatie legis" de 
veinte dias a centar desde el dia siguiente a su compléta publica­
ciôn en el "Beletin Oficial del Estado, salve que etra cesa se dis 
penga. El Décrété 801/1972, en les art?s 29 a 34, alude a diversas 
fermas de publicaciôn , aunque en tede case, queda clare que "les 
Tratades en les cuales Espaha sea parte se publicarân en el "Bele­
tin Oficial del Estado". La Censtituciôn espahela de 1978, en el 
art? 96, apartade 1, dispene que "les Tratades internacienales vâ­
lidamente celebrades, una vez publicades eficialmente en Espaha, 
fermarân parte del erdenamiente interne ". Tede este cumule de dis 
pesicienes confirma des cesas: que la publicaciôn integra oficial 
del texte es indispensable, y que la vigencia efectiva de las ner­
mas cemienza, salve dispesiciôn en contrarie, a les veinte dias 
de tal publicaciôn.
Tedes les textes légales espaheles que, de une u 
etra ferma, han regulade el régimen de la tributaciôn internaciena 
han side publicades eficialmente en Espaha, salve, que cenezcames, 
el Canje de Notas cen EEE, de 1930, relative a les bénéficiés deri
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vados de la navegaciôn maritima, y el Protocole'Adicional de 1968 
al Cenvenie de Transporte Aéree cen Colombia de 1951.
La determinaciôn del memento en que taies textes han 
side publicades ne tiene especial relevancia en el case de les Cenve 
nies de Deble Imposiciôn, générales y de navegaciôn. En elles, de 
ferma expresa, y, frecuentemente, retreactiva, se especifica el me­
mento, segûn les distintes impuestes, a partir del cual son aplicable 
En el Cuadreise determinan estes extremes.
En les Convenios de Transporte Aéree, el preblema qu 
se suscita es el relative a la fecha cencreta de su aplicaciôn. En 
tedes les supuestes , la publicaciôn oficial se ha efectuade peste- 
riermente a la fecha que en el misme Tratade se ha senalade ceme fe­
cha de entrada en vigor provisional. Ceme seluciôn puede pensarse 
en que habiéndese preducide la insersiôn de taies Tratades en el erd 
namiente interne ceme censecuencia de su aplicaciôn integra en el 
Beletin Oficial del Estado, la prepia Ley (Tratade) ha dispueste su 
entrada en vigor en la fecha que en ella se détermina. Per etra par­
la existencia de una entrada en vigor provisional, y etra definitiva 
ne oDntribuye desde luege a aclarar la cuestiôn, sobre tede en rela- 
ciôn cen la clausula de exenciôn de impuestes directes centenida en 
les Tratades . Piénsese en la aplicaciôn provisional de un Tratade, 
que pesteriermente ne se cenvierte en def initiva, en relaciôn cen la 
prescripciôn tributaria. El Cuadre II recege las fechas de entrada 
en vigor provisional (coincide cen la de la firma del Tratade) y de- 
finitiva, si se h^reducide, asi ceme las fechas en que han tenide 
lugar las publicaciones en el Beletin Oficial del Estado. Les cases 
en que figuran las mismas fechas quiere decir que en el misme Beleti; 
se ha heche constar ambas vigencias. El Canje de Notas hispane-Cubanc 
de 22 de julie de 1980, publicade en el Beletin Oficial del Estado de 
27 de febrere de 1981, debe entenderse aplicable a partir del 19 de
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marzo de 1981, si se considéra el période normal de "vacatie legis" 
(20 dias) establecide en el Côdige Civil. El Protocole Adicienal de 
12 y 23 de septiembre de 1968 al Cenvenie de Transporte Aéree cen 
Colombia de 1951, ne tenge neticia de que haya side publicade .Cual 
quier tipe de cenjeturas pueden fermularse en este case, pere sera 
prudente tener en cuenta el art? 27 del Cenvenie de Viena de 1969, 
segûn el cual el incumplimiente de un Tratade ne podrâ justificarse 
en las dispesicienes del Dereche interne de un Estado Centratante.
Las Ordenes Ministeriales que establecen el régimen 
de exenciôn per reciprecidad en faver de las Entidades de Navegacio 
aérea ne plantean preblemas de esta indele; su vigencia se ha predu­
cide de acuerde cen la nermativa general espahela. En el Cuadre III 
se cencretan las fechas de acuerde cen este criterie.
3.2.2. La retroactividad de las nermas, es una pesi­
bilidad recenecida en las leyes si expresamente se hace constar en 
la prepia nerma. El Cenvenie de Viena de 1969 (art? 28) recenece ta 
heche si ésta es la intenciôn de las partes plasmada en el Tratade 
e censta de etre mode. El Côdige Civil espahel (art? 2?, ap. 3) adm: 
te la retroactividad de las leyes; y la Ley General Tributaria tam­
bién,al establecer que las nermas tributarias serân aplicadas duran­
te el plaze previste en la respectiva Ley (art? 20).
Les Convenios espaheles de Deble Imposiciôn Interna- 
cienal han acudide frecuentemente al régimen retroactive diferencia- 
do les impuestes sobre la renta (la retroactividad opéra si las ner­
mas convencionales se aplican a tributes cuye période de imposiciôn 
se hubiera iniciado al entrar en vigor tales Convenios), y les im­
puestes exigides en la fuente (la retroactividad opéra en cuante a 
les impuestes ya devengades al entrar en vigor el Cenvenie). Les im­
puestes que inciden sobre las actividades de navegaciôn también se 
han aplicade retreactivamente en gran numéro de cases. El Cuadre I 
recege en la casilla "Aplicaciôn", las fechas en que les Convenios
se han aplicade , en relaciôn cen les Impuestes retenides en la fuer 
te (sobre dividendes, intereses y cânenes) y les impuestes sobre
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la renta. La "fecha def initiva de entrada en vigor", es , conse- 
cuentemente, el paramètre temade ceme referencia para determinar 
en su case, el mayor e mener grade de retroactividad establecide 
per el Cenvenie. En relaciôn cen las Entidades de Navegaciôn, su 
apartade,dentre de la casilla general "Supuestes especiales", refl 
ja el ahe al cual ya se han aplicade las nermas convencionales.
En les cases en que un guiôn llena el espacie quiere decir que el 
criterie ha side^'general del Cenvenie. Tedes les Convenios relati­
ves a la navegaciôn sehalan un ahe concrete de aplicaciôn, salve 
el de Argentina que establece la retroactividad équivalente al 
plaze de prescripciôn legal (Pretecele Adicional),
Les Convenios de Transporte Aéree plantean el in­
terregante aludide anteriermente; de eptar per la seluciôn alli 
apuntada, la retroactividad ne dejaria de plantear preblemas sobre 
tede en relaciôn cen la posible peticiôn de develucienes de impues- 
tes ya pagades.
Las Ordenes Ministeriales de reciprecidad ne plantea: 
preblemas de cômpute temporal. La ùnica cuestiôn es IQ referente 
a la cuantificaciôn de les impuestes debides,dade que su entrada 
en vigor ne coincide cen el cemienze del ejercicie fiscal. La pesi- 
ble devoluciôn de impuestes devengades y pagades , supene graves 
alteracienes burecràticas y ecenômicas sobre tede cuande el pério­
de hacia atrâs se fija muy ampliamente. Per elle en algunes Cenve- 
nies se han establecide expresamente la ne precedencia de develucit 
nés tributarias v.gr. Convenios cen Dinamarca (Pretecele IV, Ad. n 
2 del art? 30) y cen Japôn (Pretecele, apartade 5).
3.2.3. La entrada en vigor de una nerma supene "ipso 
iure" la deregaciôn de la anterior del misme range, relativa a idéî 
tica materia. Tal deregaciôn puede ser .tâcita o expresa. En el âm- 
bite de la deble imposiciôn debe indicarse que les cases de derega-
626
clones expresas no han side los mas numerosos. Constituyen una ex­
cepciôn los Convenios con Argentina (dispesiciôn deregateria) que 
derega el de 31 de diciembre de 1948 sobre transportes internacien 
les; con Francia (art? 32, apartade 3) respecte del Cenvenie de Do­
ble Imposiciôn de 8 de enere de 1963, pere sôle en le referente a 
les Impuestes sobre la Renta y el Patrimenie (art? 8 a 28); cen 
Italia cuye art? 28 ap. 3 dispene la cesaciôn del Cenvenie de 28 
de neviembre de 1927 sobre el régimen fiscal de las Seciedades de 
2 8 de neviembre de 1 927; cen el Reine Unide (art? 30, ap. 3) dej an- 
de sin efecte el Acuerde de 21 de diciembre de 1 968 para la exencii 
reciproca de impuestes a las empresas de transporte aéree y cen 
Suiza (art? 27, ap. 3) deregande el Acuerde de 26 de neviembre de 
1963, relative a la imposiciôn de las empresas de navegaciôn aérea
El Cuadre IV recege, asimisme, tedes aquelles cases 
en que se ha preducide una duplicidad nermativa, especificàndese ne 
sôle la nerma existante y la materia regulada per la misma, sine 
también el tipe y fecha de la nerma deregateria. El anâlisis del 
Cuadre révéla que en algunes cases la medif icaciôn ha estado ple- 
namente justificada (supuestes en que un Cenvenie de Deble impesi- 
ciôn internacional ha side el instrumente juridice elegide: v.gr. 
cases de Africa del Sur, Argentina, Bélgica, Brasil, Canada, Che- 
ceslovaquia. Francia, Italia, Paises Baj.es, Reine Unide, Suiza, 
Marrueces y Polonia), mientras que en etres el métede utilizade 
ne ha side tan cenvincente (v.gr. cases de Cuba y Uruguay). Las Or­
denes Ministeriales dictadas en régimen de reciprecidad tienen maye 
raigambre y tradiciôn juridica en su âmbite y cemetide concretes 
que el sistema de les Convenios de Transporte Aéree, de finalidad 
indudablemente distinta.
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NOTAS
(1) El présente Cuadro recoge los Convenios de Doble împcsicion 
générales y de Navegaciôn. Debe tenerse en cuenta que la fecha de 
Firma del Convenio, que es la que le caracteriza cronologicamen- 
te,no figura;tampoco la de su publicaciôn en el BOE por no tener 
significaciôn a efectes del moemnto de su aplicaciôn.
(2) Se trata de un intercambie de Notas manifestando el cumpli- 
miento de los requisites constitueionales exigides por cada une 
de los Estados; por elle no figura el lugar de intercambie de 
los instrumentes de ratif icaciôn.
(3) Este Canje de Notas ne ha side publicade en el BOE; pere si 
en el ’’Recueil des Traités" de la Sociedad de Naciones, ccres- 
pondiente al aho 1931, pags. 408 a 410; en el "Executive Agree­
ment Series’ nQ 6, Washington, 1930, y en "Tratades Consulares
de Espana". Ministerio de Asuntes Exterieres. 1958, pags 255 a 25"
(4) El Canje de Notas medificativo del art5 19 entrô en vigor 
el 1 de nenero de 19^2; y el que medif ica el art 23, ahadién- 
dole un cuarto pârrafo, el dâi 11 de febrere de 1974.
(5 } El Acuerde con.plemen tarie de 6 de diciembre de 19"'", que modi - 
fica el art^ 10 del Convenio de 19"3, entre en vigor el 4 de abri: 
de 1979.
(6) Este Convenio dejarâ de sur tir efectes cuande el rubricadc, 
de carâcter general, entre en vigor.
(7 ) Los Acuerdos sobre imputaciôn de impuestos no pagades e 
intercambie de informaciôn de 14 de septiembre de 197 9 .
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(1) - El présente Cuadro recoge les Convenios de Transporte 
Aéreo Comerciai con clausula de exenciôn impositiva referente 
a impuestos directos.
- Se recoge el Convenio con Polonia por no estar todavia vi- 
gente el correspondiente de Doble Imposiciôn.
- La fecha de los Convenios, es decir, la de su identificaciôn 
cronolôgica, coincide con la fecha de entrada en lïfigor provi-
s ional.
(2) Sustituye al Canje de Notas de 5 de septiembre de 1966.
(3) Pero si el Convenio de Transporte Aéreo de 11 de diciembre 
de 1951 (BOE 24 11.53).
(4) El Convenio de Transporte Aéreo fué publicado en el BOE 
de 25 de abril de 1953.
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51 présente Convenio permanecerâ en vigor hasta que se de- 
nur.cie por uno de los Estados Contratantes. Cualquiera de ellos po- 
drâ denunciarlo por via diplomatica, comunicândolo al menos con se; 
meses de antelaciôn a la terminaciôn de cada ano civil y a partir 
del ano........
En tal caso , el Convenio dejarâ de tener efecto:
a) (en el Estado A ) :.........................................
b ) (en el Estado B) :  ( -
1. El comentario a este articule cierra el tema de la vi­
gencia temporal de los Convenios. La cesaciôn de sus efectos, es 
decir la pérdida de su vigencia , puede deberse o no a la concurrt 
cia de las voluntades de los Estados signatarios. En el primer ca­
so existe un acuerdo; la razôn de aquella pérdida tiene base bilate 
r a l . El segundo, uno de los Estados Contratantes considerando que 
los presupuestos politicos, juridicos o fâcticos déterminantes de 
la jiegcciaciôn han quedado superados, provoca su derogaciôn. En es­
tas càsos, la causa déterminante de la pérdida de vigor, es bilate­
ral o unilateral.
Los Estados Contratantes pueden acordar la derogaciôn ex­
presa en el nuevo texte, o producirse ésta por aplicaciôn del prin- 
cipio juridico de que la norma posterior deroga la anterior. Desde 
otro punto de vista, la derogaciôn voluntariamente pactada puede 
afectar a la totalidad del texto o sôlo a algunos aspectos del mis- 
mo. Este ha sido el caso del Convenio hispano-francés de 8 de ene- 
ro de 1963, sobre la renta y sobre las herencias, derogado por el 
Convenio de 1973 ^ôlo en el referente a la imposiciôn sobre la rer 
ta. También es posible que la derogaciôn se produzca entre textes
(a) Coincide con el art9 30 del Modelo de 1963
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no totalmente homogéneos, es decir referentes a materias distintas 
pero coincidentes en algunos extremos; v.gr. caso de los Convenios 
de Transporte Aéreo Commercial con clausula de exenciôn de iimpuestos 
directos que han quedado derogados por los de Doble Imposiciôn: 
Checoslovaquia y Polonia.
La denuncia constituye una forma, dentro del ambito 
del Derecho internacional de los Tratados, de provocar unilateral- 
mente la cesaciôn de su vigencia. La denuncia no implica conculca- 
ciôn del principle j uridico "pacta sunt servanda", es decir de que 
"todo Tratado en vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por 
ellas de buena fé (l).Es una posibilidad juridica incuestionable y 
de general aceptaciôn. El Convenio de Viena de 1969 admite que un 
Tratado prevea su denuncia^que, en caso contrario, cons te la inten­
ciôn de las partes de admitir su posibilidad, o que ésta pueda Infe 
rirse de la naturaleza del Tratado (arts 56).
2. Supuestos distintos a los apuntados, pero que 
implican variaciôn del contenido normativo de un Tratado, son las 
modificaciones purciales contractuales del mismo, y las sustitucio- 
nes automaticas reconocidas expresamente en el mismo.El primer caso 
no equiparable a una denuncia parcial, se produce por aceptaciôn 
de ambas partes. Equivale a una derogaciôn expresa, parcial y bila- 
teralmente querida. Esta modificaciôn , prevista y regulada en el 
Convenio de Viena de 1969 (arts 39), también se recoge en el arts 9' 
de la Constituciôn espahola de 1978 al establecerse que "sus dispos: 
clones - las de los Tratados internacionales - sôlo podrân ser dero- 
gadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propio; 
Tratados o de acuerdo con las normas générales del Derecho Interna-
(1) Arts 26 del Convenio de Viena de 23 de mayo de 1969.
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cional" . Es to supone que tales modif icaciones deben seguir el m^is- 
mo recorrido formal que el utilizado para la confeccion inicial del 
Convenio, y que la ausencia de tales requisites determinan su 
d e z . Casos concretes en el ambito espanol lo han constituido el Can­
je de Notas de 22 de febrere de 1 973, y de 1 8 y 24 de agosto de 197': 
modificativos, respectivamente, de los articules 19 y 23 del Conven: 
de Doble imposiciôn con Finlandia; y el Acuerdo Complementarie al Ce 
venio hispano-francés de 27 de junio de 1973, de 6 de diciembre de 
1 977, modif icativo del arts 10 del citade Convenio.
La denominada "sustituciôn autom'atica prevista ex­
presamente en el Convenio", se concrete en la posibilidad que tiener 
los Estados Contratantes de modificar o derogar su legislaciôn inte: 
na referente a los impuestes comprendidos en el Convenio,establecier 
do tributes distintos a Los existantes en el memento de la negocia- 
ciôn y sin que por elle varie el âmbito objetivo del Tratado. El Co­
mentario efectuade a propôsito del punto 4 delà art s 2 del Modelo rt 
velô el auténtico significado y extensiôn de esta posibilidad.
3. El Modelo de 1977 admite la denuncia de un Con­
venio ,subordinado a la misma la continuidad de su vigencia. La dent 
cia se estructura sobre una base unilateral pero reciproca; quiere 
decir que no se exige acuerdo entre las partes, y que ambas tienen 
la posibilidad de hacer uso de tal derecho; la reciprocidad, équili­
bra la balanza contractual. La denuncia supone, pues, una rescisiôn 
unilateral que, necesariamente ha de ser aceptada por la otra parte. 
El Convenio como todo contrato de base consensual no puede subsis tir 
si una de las partes desea separarse del mismo. Los perjuicios que 
podrian derivarse de decisiones adoptadas de forma sùbita o taj ante 
se compensan con los requisites que deben acompahar a tal declara- 
ciôn, y con los plazos habiles establecidos para su valida considéra 
ciôn y efectividad. El Modelo exige utilizer la via diplomâtica ,aur
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que no especif ica si el medio instrumental adecuado debe ser la 
escritura o la palabra; ante la f al ta de concreciôn se considéra 
que cualquier procedimiento es vâlido si queda constancia fena- 
ciente de que tal formulacicn se ha efectuado. La limitacion tem­
poral juega en un doble sentido; estableciéndose, potestativamen- 
te, un plazo de carencia en el cual el Conveniôvpodra ser denunci 
do, es decir fijando un tiempo minimo de duraciôn de sus efectos 
y aplicaciôn de sus clâusulas; y senalando un période minimo pre- 
vio - un preaviso - durante el cual necesariam.ente ha de efectuar- 
se la pertinente declaraciôn. A estos limites se refiere el Mode­
lo cuando alude a la comunicaciôn posterior al aho que fijen los 
Estados (los cuales pueden suprimir tal cortapisa) y a que tal co­
municaciôn habrâ de efectuarse el manos con seis meses de antela­
ciôn a la terminaciôn del aho civil. Esta ultima exigencia determ; 
na de hecho, que la comunicaciôn que se efectue pasados dichos 
seis mieses équivale a la que se haga en dicho période del aho si­
guiente .
Los efectos de la denuncia son équivalentes pero di­
vergentes de los de la entrada en vigor del Tratado; pueden- varia: 
de acuerdo con la diferenciaciôn de impuestes censiderados , y 
segûn que el sistema tributario de cada uno de los paises intere- 
sados tenga un ciclo temporal diferente. Taies efectos se concre- 
tan en la exenciôn de las partes de seguir cumpliendo el Tratado; 
pero no afecta a ningùn derecho, obligaciôn o situaciôn juridica 
de laa partes creados por la ejecuciôn del mismo antes de su term: 
naciôn (1).
La Constituciôn espahola de 1978, en su art9 96, a p . : 
se expresa terminantemente en cuanto a tal posibilidad, establecif 
do que "para la denuncia de los Tratados y Convenios internaciona- 
les se utilizarâ el mismo procedimiento previsto para su aproba-
(1) cfr. art9 70 del Convenio de Viena de 1969.
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ciôn en el art9 94". Este quiere decir que, con independencia de los 
requisitos y limites normalmente establecidos en el Convenio mismo, 
el sentido formaliste de la legislaciôn espahola y el respeto hacia 
las normas concertadas en los âmbitos internacionales, se concretan 
en la necesaria intervenciôn de las Cortes Generates, si se procédé 
a la denuncia de un Tratado.
Como dato anecdôtico se indica que el âmbito de la do­
ble imposiciôn. Espaha nunca ha denunciado un Convenio de tal indole. 
Por el contrario las Autoridades suecas denunciaron el Convenio de De 
ble Imposiciôn de 25 de abril de 1963 y su Texto Complementario de 
14 de marzo de 1966, referente ambos a los Impuestos sobre la Renta 
y el Patrimonio. Dicha denuncia se efectuô a través de un Canje de 
Cartas de 26 y 28 de junio de 1974 (1) dejando de tener efectos a- 
quellos textos a partir del 1 de enero de 1975. El Convenio hispano- 
sueco de 16 de junio de l976 se negociô para cubrir el vacio que oca- 
sionô tal procéder.
4. Los Convenios espaholes de Doble Imposiciôn adm.i- 
ten todos ellos la posibilidad de denuncia. Sin embargo, la redacciôr 
del precepto y su contenido varian segûn los casos. La filosofia que 
preside la firma de nuestros Tratados internacionales es la de que su 
defectos se perpetûen. En este sentido los Convenios han sido redac- 
tados declarando expresamente esta intenciôn. Mientras en unos casos 
la fôrmula utilizada ha sido "... permanecerâ en vigor mientras no se 
denunciado por cualquiera de los Estados Contratantes" (p. e j . caso 
de Austria, Chile, Finlandia, Francia, Italia, Polonia, etc); en otrc 
se ha optado por incorporar términos, en cierto modo mâs tajantes,
(1) B.O.E. de 15 de agosto de 1974.
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concretâdos en la frase "... permanecerâ en vigor indefinidamente, 
pero cualquiera de los Estados Contratantes podrâ denunciarlo" (v. 
g r . casos de Alemania, Bélgica, Canadâ, Irlanda, Rumania, Marruecos 
etc). Constituyen excepciôn a lo expuesto los Convenios con Brasil 
y con EEUU en donde no se hace menciôn expresa de la duraciôn de su 
vigencia. En el caso de EEUU, la especialidad del instrumente j uridi­
co utilizado exige la aplicaciôn de los principios générales del dert 
cho internacional ; es decir reconocimiento de su vigor salvo, denun­
cia o retire, y admisiôn de estas posibilidades si se infieren de la 
naturaleza del Tratado (1). En el caso de Brasil, la redacciôn de su
arts 30, aûn cuando no cencreta el période de duraciôn de vigencia s^
se induce
deduce facilmente; de la posibilidad de su denuncia que, en caso con­
trario, el Convenio surte- plenos efectos.
La denuncia debe ajustarse a unos requisitos 
determinados de procedimiento y efectuarse en un période concrete. 
Prâcticamente la totalidad de los Convenios exigen que se formule po. 
escrito y utilizande el cauce diplomâtico . También, en este caso, 1: 
unifcrmidad es total.Los Convenios con Austria, Chile, Dinamarca, 
Sudâfrica, Polonia, etc disponen que se efectue por tal via pero no 
determinan la forma cencreta de su exposiciôn . Por el contrario, un 
sôlo Convenio, el de Irlanda establece que se lleve a cabo por escri' 
pero sin mâs especificaciones. Los Convenios con Canadâ, EEUU, Ruman: 
y Argentina no contienen referencia alguna a taies requisitos; es 
mâs,el Convenio con Rumania utiliza la frase , realmente inusual, de 
"dar un aviso de denuncia" sin mâs.
El pllâzo en que debe efectuarse la denuncia tambiér 
se concreta de forma homogénea en los Convenios espanoles. Las fôrmu-
(1) cfr. el a r t9 56 del Convenio de Viena de 1 969.
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lias utilizadas han sido normalmente las siguientes; "hasta el dia 30 
de junio de cualquier aho natural" (Bélgica, Brasil, Canada, Japon, 
Rumania Suecia y Marruecos); "con seis meses de antelaciôn, como mi­
nimo, antes del final de cada aho natural" (Austria, Dinamarca, Fin­
landia, Francia, Noruega, etc); o bien "antes del 1 de julio de cual­
quier aho" (Alemania). Pero en todos los casos el cômputo conduce a u: 
mismo resultado,ya que el espiritu que ha presidido los Convenios es 
que la denuncia se haya con un plazo suficientemente amplio para que 
contratantes y afectados sepan a qué atenerse, dentro de lo posible..
Sn lo que difieren los Tratados espaholes en la 
fijaciôn de un plazo de carencia; y no sôlo en el establecimiento de 
tal plazo, sino en su determinûciôn . Aproximadamente la mitad de 
los Convenios no f ij an periodo minimo de vigencia (p. e j . Convenios 
con Austria, Canada, Chile, Finlandia, Italia, Reino Unido, Argentina 
etc); otros si ( v.gr. casos de Alemania, Brasil, Francia, Suecia, Po­
lonia, etc). Dentro de este segundo grupo los criterios difieren ; a 
veces , tal periodo es minimo (Noruega, siete meses); en otras ocasio- 
nes es mucho mâs amplio (Bélgica, Francia, Japôn, etc, 5 ahos); y en 
otras, intermedia (Alemania, Brasil, etc 3 ahos) . También difiere el
momenta a partir del cual se computa el periodo de carencia; es decir 
el momenta inicial o de partida; en unos casos es la fecha de entrada 
en vigor (Brasil, Japôn, Checoslovaquia, etc) en otros las del inter- 
cambio de los instrumentas de rat if icaciôn (Bélgica) que puede no coin- 
cidir con aquélla por existir un periodo de "vacatio legis"; y en otrc 
la de ratificaciôn, que en el periplo juridica de un Convenio no con- 
lleva efectos hasta que no se produzca el intercambie de los Instri.mer 
tos de ratif icaciôn (Convenio con Francia).
Desde un punto de vista prâctico, cuanto mâs aproxi- 
m.aciôn exista entre los trâmites j uridicos bâsicos del Convenio y el
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momento inicial del cômputo de carencia, la duraciôn efectiva de 
este se acorta o alarga .Considerados los datos expuestos, en la - 
actualidad los unicos Convenios con vigencia obligatoria, es decir 
respecte de aquellos que no cabe la denuncia, son los suscritos cor 
Rumania (entrô en vigor el 28 de junio de 1980) y con Suecia (entre 
en vigor el 21 de diciembre de 1976). En ambos casos el periodo de 
carencia es de 5 ahos . Con Rumania , por tanto, el Convenio regir/ 
nasta finales de 1985, pues la denuncia, teôricamente podrâ formu- 
lurse el 30 de junio de 1985, y el Convenio dejarâ de aplicarse en 
este caso a partir del dia primero del aho, inmediatamente posteric 
(1 de enero de 1986), a aquel en que fué dado el aviso (art9 XXXI). 
Con Suecia hasta el 1 de enero de 1983, ya que la denuncia no podrj 
formularse hasta el 30 de junio de 1 982, y el Convenio dejarâ de 
aplicarse a purtir del dia 1 de enero del aho inmediatamente siguie 
te a tal fecha, es decir 1983. Con Checoslovaquia, en vigor desde e 
1 de enero de 1 982, la denuncia no puede formularse hasta que fina- 
lice el aho 1985; dejarâ , en tal caso, de tener efecto desde el d: 
1 de enero de 1987, si la denuncia se efectua en los 6 primeros mes 
del aho 1986.
El efecto fundamental que produce lu denuncia es 
la no aplicaciôn ulterior del Convenio. Pero tal efecto exige la 
concreciôn del momento en que tal cesaciôn de vigencia se produce, 
y de los impuestos cuyo régimen de exacciôn tributaria puede conlle 
var un distinto tratamiento. En casi todos los Tratados espaholes 
aquella cesaciôn se produce en el primer dia del aho natural siguie 
te al en que se produce la denuncia si ésta ha tenido lugar antes 
de los seis meses del aho anterior. La denuncia practicada en los 
segundos seis meses del aho, no afecta al primer aho natural siguie 
te sino posterior a este. La terminologia utilizada por los Conveni 
espaholes es muy similar; se alude al aho natural siguiente al de 
la denuncia, aunque no faltan referencias al aho civil (p. e j . Con­
venios con Sudâfrica, Suiza, Checoslovaquia), pero en cualquier ca-
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S O  el dia inicial de partida es el dia 1 de enero. En otras oca- 
siones, la cesaciôn de la vigencia no se expresa de esta forma, es 
decir senalando el momento a purtir del cual dejarâ de aplicarse 
el Convenio , sino especificando cuâles serân las ultimas rentas 
acogidas al Convenio (v.gr. Convenios con Francia, Bélgica, Brasil 
etc) ; por ello, en estos casos lu referencia lo es a las rentas 
que pueden gravarse antes de la terminaciôn del ano en que la denu 
cia surta afectos.
Finalmente, lo mismo que en el caso de entrada en 
vigor, se suelen diferenciar los impuestos retenidos en la fuente 
(dividendes, intereses y cânones) y los demâs impuestos. En el pri 
mer caso la denuncia opera en relaciôn con los tributes derogados 
a partir de 1 de enero o exigibles hasta el 31 de diciembre , segù 
la terminologia y sistema seguidos; en el segundo a las rentas cu- 
yos périodes impositivos terminer en 31 de diciembre , o comiencen 
en 1 de enero. Otras veces no existe tal dif erenciaciôn, sino que 
alude de modo genérico a los impuestos devengades en los ahos natu 
raies siguientes a aquel en que se efectue la denuncia (v.gr. Ale­
mania, Austria).
Otra posibilidad es que se diferencie el régimen 
aplicable a cada uno de los Estados Contratantes (p. e j . en el cas 
de Brasil, Canadâ, etc) o que se establezca una clâusula genérica 
y uniforme aplicable a ambos Estados (v ,g r . Alemania, Austria, Bél 
gica, Checoslovaquia, Paises Bajos). Un caso digno de resaltarse 
es el Convenio con el Reino Unido; Tratado en el cual no sôlo exis­
te una distinciôn por impuestos y paises , sino que, en el caso, p 
ticular del Reino Unido, el régimen aplicable a sus Impuestos sobr 
la Renta y sobre Ganancias de capital, es distinto del fijado para 
el Impuestô de Sociedades. La no coincidencia de ejercicios fisca­
les en uno y otro caso justif ica la divergencia.
5. Como "ultima observation a efectuar es que los
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Convenios que incorporan un articule reference a su "Extension terri 
torial" suelen contener un pârrafo que establece que la denuncia del 
Convenio implicarâ la cesaciôn de su vigencia en cualquier parte 
del teeritorio al que se haya hecho extensiva la aplicaciôn del mis- 
mo v.gr. Convenios con Francia, Paises Bajos, Portugal y Reino Unido 
Son una excepciôn los Convenios con Alemania y con Polonia, en este 
ultimo caso, la razôn es que el articule le ùnico que hace es défini 
el significado de los termines "Polonia" y "Espana" pero no se alude 
propiamente a una posible extension territorial del mismo. En el ca­
so de Alemania, aùn cuando se extiende el Convenio al Land de Berlin 
no se contiene norma alguna restrietiva de su vigencia temporal ;tal 
limitaciôn debe deducirse del propio contexte del Convenio, en cuant 
que el precepto forma parte del mismo.
6. Los Convenios de Transporte Aéreo contienen 
un articule relative a su posible denuncia. La redacciôn del precep­
to es prâcticamente idéntica en todos los cases salve en los de Co­
lombia, Polonia y la URSS. El criterio es que cualquiera de las par­
tes puede poner fin a la vigencia del mismo mediante su denuncia. En 
tal caso la notificacion se comunicarâ simultanéamente a la Organiza 
ciôn de Aviaciôn Civil Internacional (OACI) y al pais contratante.La 
denuncia entra en vigor doce meses después de la fecha en que reciba 
la notif icacion este ultime pais, a menos que la comunicaciôn se re­
tire de mutuo acuerdo antes de la expiraciôn de dicho plazo (l).Pero
si el Estado recip ^ e n d a r i o  de la notif icacion no acusase recibo , se 
r,ecibida
considerara catorce dias despues de que dicha Organization haya reci 
bido la a ella cursada. Estas directrices son, sin embargo, alterada 
en algunos supuestos. El Convenio con Colombia establece un plazo de
(1) Esta posibilidad no se recoge en los Convenios con Polonia y la 
URSS
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expiraciôn de vigencia de seis meses (ciento ochenta dias); los 
de Polonia y la URSS no recogen el requisite de la comunicaciôn 
simultânea a la OACI; y el primero de estes dos Convenios es el 
ùnico que de forma expresa dispone ta. duraciôn indefinida del 
Tratado , salve la posible denuncia de una de las partes.
La circunstancia de que en todos los cases no se es 
tablezca un plazo previo de preaviso, ni que la pérdida de la vige 
cia del Tratado coincida con el comienzo del aho civil(momento en 
que de acuerdo con la mas comùn prâctica empresarial espahola se 
inicia el ejercicio econômico de la Entidad) (1), puede determiner 
que en caso de denuncia se suscite el problema de precisar que can 
tidades son debidas por Impuesto de Sociedades, y cuâles- correspon 
den al periodo en que, por estar vigente el Convenio, las Entida- 
des de Navegaciôn han estado exentas. La utilizaciôn de instrumen­
tes juridicos no apropiados para lu firv'alidad pretendida (exenciô 
del Impuesto oe Sociedades) produce tales distorsiones.
7. Las Ordenes Ministeriales que régula en régimen 
de reciprocidad, la exenciôn de determinados impuestos de las En- 
tidades de navegaciôn aérea, no entran en el juego de la denuncia 
convencional por razones obvias. Sin embargo, cabe plantearse la 
cuestiôn de la vigencia de taies normas , en el supuesto de que la 
reciprocidad (que en el caso présente es condiciôn "sine qua non" 
del otorgamiento de la exenciôn) no se observe por el otro Estado. 
Es indudable que procédera una declaraciôn (denuncia ) de la falta 
de equilibria) entre los Estados, équivalente, en cierto modo, a 
una auténtica denuncia.
(1) El arts 21 de la Ley 61/78, de 27 de diciembre del Impuesto 
sobre Sociedades dispone que, salvo supuestos excepcionales , que 
asimismo enumera.el periodo impositivo coincidirâ con el ejercicio 
econômico de la Entidad, y que dicho periodo no excederâ de doce 
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REGLAMENTACION DE LOS CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICION DE CARACTER
GENERAL.
Expuestas IcP lineas maestras y el significado de 
las clâusulas contenidas en los Convenios de doble imposiciôn 
suscritos por Espana, considero oportuno comentar, aunque breve- 
mente, las normas internas que, con caracter reglamentario, com- 
pletan el régimen de la fiscalidad convencional internacional y 
determinant la mecânica aplicativa de taies Tratados .
1. Normas reglamentarias de caracter general.
1.1. Orden Ministerial de 20 de diciembre de 
1968 .
Esta norma régula la aplicaciôn de las reducciones 
por cargas familiares en los Convenios para evitar la Doble im­
posiciôn. El anâlisis de las Disposiciones Transitorias Cuarta (1) 
de la Ley 44/78 del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisica:
(1) La Disposiciôn Transitoria Cuarta de la Ley 44/78 dice : "Los 
sujetos titulares de familia numerosa de honor en el momento de la 
entrada en vigor de esta Ley que en la fecha del devengo tuvieran 
derecho a deducciôn, segùn lo en ella establecido, por un minimo 
de diez hijos, no satisfarân mas impuesto que el que les hubiere 
correspondido satisfacer, de acuerdo con las normas de esta Ley, 
sin aplicaciôn de la deducciôn por hijos establecida en el arti­
cule 29, letra b), y con aplicaciôn de una deducciôn en la cuota 
del dos por ciento de las rentas de trabajo que integran la base 
imponible. Esta norma dejarâ de aplicarse a dichos titulares en 
el momento en que el numéro de hijos con derecho a deducciôn a là 
cuota sea inferior a diez, cualquiera que sea la evoluciôn familial 
posterior. Esta norma no sera de aplicaciôn a quienes accedan a la 
titularidad de familia numerosa de honor con posterioridad a la 
fecha de entrada en vigor de la présente Ley".
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y tercera (l),del Reglamento de 1981, plantea la cuestiôn de la 
vigencia de aquella Orden. Estime que la duda debe resolverse po- 
sitivamente, pues tanto la Ley como el Reglamento se limitan a 
mantener un "status juridico durante un periodo determinado (has- 
ta tanto existan familias numerosas que reunan los requisites exi- 
gidos) mientras que la Orden Ministerial de 1968, se cine al es- 
tablecimiento del sistema formai de acreditar la situaciôn fami­
liar por parte de las personas de nacionalidad extranjera a las qu^  
sea de aplicaciôn la clausula de no discriminaciôn contenida en 
un Convenio de doble imposiciôn' suscrito por Espana. Unas obser- 
vaciones podrân, no obstante, delimiter tal estimaciôn : a) En
(1) La Disposiciôn Transitoria Tercera del Real Décréta 2384/1981 
de 3 de agosto dispone : "1.- Los sujetos pasivos que a la entrada 
en vigor del impuesto fueran titulares de familia numerosa de ho­
nor y que al devengarse el mismo tuvieran derecho a deducir por 
diez hijos, segùn lo previsto en el articule 121 de este Regla­
mento, no satisfarân mas impuesto que el que les hubiese corres­
pondido aplicando a la cuota résultante, sin la deducciôn por 
hijos regulada en el apartado 2 del articulo 121 anterior, una de­
ducciôn del 12 por 100 de las rentas de trabajo que integran la 
base imponible. Igualmente les sera de aplicaciôn lo dispuesto en 
el pârrafo anterior, a los sujetos pasivos que, al devengarse el 
impuesto tuvieran nueve hijos con derecho a deducciôn prevista en 
el articulo 121 de este Reglamento, siempre que alguno de ellos 
tenga la condiciôn de subnormal, minusvâlido o incapacitado para 
el trabajo. 2.- Esta norma dejarâ de aplicarse a dichos titulares 
en el periodo impositivo en que el nùmero de hijos con derecho 
a deducciôn en la cuota sea inferior a diez o a nueve, en su caso, 
aunque en périodes posteriores se superara dicho nùmero. 3.- Es­
ta norma no serâ de aplicaciôn a quienes accedan a la titularidad i 
familia numerosa de honor con posterioridad a 1 de enero de 1979.
4 - Los titulares de familia numerosa a que se refieren los apar- 
tados anteriores de esta disposiciôn podrân optar por la aplica­
ciôn de lo dispuesto en las mismas o por las deducciones previs- 
tas en el arts 121 de este Reglamento y en su disposiciôn transi­
toria sexta".
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el sistema actual de gravamen sintetico y general establecido por 
la Ley 44/78, no cabe la aplicaciôn de deducciones de la cuota a 
los sometidcs a tributar por obligaciôn real, y normalmente el 
national extranjero, no residence de Espana, tributara per tal 
concepto; b) Sôlo en el supuesto de que la Ley 44/78 hubiera in- 
corporado una norma similar a la contenida en el articulo 3, apar­
tado 4 de la Ley 50/1977, de 1 de noviembre, sobre Medidas Urgentes 
de Reforma Fiscal (1), podria hablarse de plena vigencia de la Order 
de 1968; precisamente en base a la clausula de no discriminaciôn 
inserta en los Convenios; c) En cualquier caso, la aplicabilidad 
de la Orden de 1968 se circunscribe a los nationales de los paises 
que tengan suscrito y en vigor un Convenio con anterioridad a 1 de 
enero de 1979. Las disposiciones transitorias citadas reconocen 
y mantienen los derechos adquiridos, pero suprimen el régimen ex­
ceptional a partir de 1 de enero de 1979, fecha de entrada en vigor
de la Ley 44/7 8.
1.2. Decreto 363/1971, de 25 de febrero
a) Es aplicable en aquellos cases en que el
sujeto pasivc haya efectuado un ingreso excesivo, considerando 
como tal la diferencia entre los limites impositivos establecidos 
e.'-un Convenio, y los tipos fijados en la legislaciôn interna espa­
hola. Un Convenio de doble imposiciôn establece taies limites ùnica- 
mente para dividendes, intereses y cânones. Para los demâs tipos 
de rentas (v. gr. bénéficiés empresariales, navegaciôn, ganancias 
de capital, etc) délimita soberanias tributarias; este conlleva la 
aplicaciôn "in to turn" de la legislaciôn interna pero sin incidir 
en la norma ni imponer modificaciones que no estén ya establecidas. 
Taies limites no son tipos impositivos sine topes que no pueden
(1) Articulo 3-, 4, Ley 50/77 : "por excepciôn, los sujetos someti- 
dos por obligaciôn real que posean la nacionalidad espahola podrân 
optar por este régimen y el de la obligaciôn personal, en cuyo caso 
tributarân por la totalidad de sus bienes y derechos.
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sobrepasarse; no se trata de minoration "al porcentaje fijado con- 
vencionalmente, sino un techo maxime de gravamen. La virtualidad del 
Tratado exige que el impuesto se retenga en la fuente al tipo redu- 
cidc; o que se procéda a su dévolution (de la parte que exceda del 
limite) si se ha exaccionado integramente. El primer procedimiento 
es el usualmente aplicado; pero ello ni impide que, en su defecto, 
se estructuren los medios adecuados de dévolution tributaria; solo 
asi se logra que los Convenios tengan cumplida aplicaciôn.
El procedimiento de devoluciôn previsto en el'Decreto 
363/1971 tiene su base legal en el propio texto de los Convenios 
que autorizan a las Autoridades compétentes de los Estados Contra- 
tantes a ponerse de acuerdo sobre la forma de aplicar los limites 
de tributaciôn en ellos fijados (1) y en el art= 155 de la Ley Gene­
ral Tributaria, que permite regular el procedimiento que debe seguir 
se, segùn los distintos casos, para la devoluciôn de los ingresos 
indebidos que se hubieran realizado en el Tesoro con ocaciôn del 
pago de las deudas tributarias (2). Debe anotarse, no obstante, que 
en el caso présente no se trata propiamente de "ingresos indebidos" 
(ingresos sin causa) sine de "ingresos excesivos" (ingresos debidcs 
pero pagados en exceso). El àmbito del Decreto esta perfectamente 
delimitado; se circunscribe a un tipo de devolucicnes, contretamente 
las que se refieren a dividendes, intereses y cânones por inaplica- 
ciôn de los limites convencionales fijados para esta trilogia de ren
(1) Una clâusula de los Convenios incorporada a los art^s 10 -divi­
dendes- 11 -Intereses- y 12 -cânones- dispone que "las Autoridades 
compétentes de los Estados se pondrân de acuerdo sobre la aplicaciôn 
de este limite".
(2) El articulo 155 de la Ley General Tributaria dite : "1. Los 
sujetos pasivos o responsables y sus herederos o causahabientes, ten 
drân derecho a la devoluciôn de los ingresos que indebidamente hu­
bieran realizado en el Tesoro, con ocasiôn del pago de las deudas 
tributarias. 2. Por via reglamentaria se regularâ el procedimiento 
que debe seguirse, segùn los distintos casos de ingresos indebidos, 
para el reconocimiento del derecho a la devoluciôn y la forma de
su realizaciôn, que podrâ hacerse, segùn preceptùa el articulo 68 
de esta Ley, mediante compensaciôn'” .
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tas. Otro tipo de devoluciones, prcceder.tes en caso de aplicaciôn 
indebida del Convenio (v. gr. gravamen en Espana de los beneficios 
de una empresa del otro Estado sin establecimiento permanente en 
nuestro territorio o de cualquier otro concepto que sôlo pueda so- 
meterse a imposiciôn en el otro Estado) exigirân la utilizaciôn de 
procedimientos distintos de devoluciôn basados en el art^ 155 de 
la Ley general Tributaria, y en el acuerdo amistoso que las au­
toridades de ambos Estados puedieran convenir.
El Decreto 363/1971 compléta, ademâs, las normas 
particulares (Ordenes Ministeriales) dictadas en aplicaciôn de un 
Convenio concrete. La ùnica diferencia es que estas normas abor- 
dan el problema desde un punto de vista mas amplio. tanto subjetiva 
(se refieren a los residentes de ambos Estados Contratantes) como 
objetivamente (tratan de ambos procedimientos de exacciôn del im­
puesto : retenciôn limitada en la fuente, o retenciôn integra y 
devoluciôn posterior).
b ) El anâlisis del Decreto 363/1971, puede efec- 
tuarse desde diverses puntos de vista :
12) Subjetivo. Alude la norma sôlo a las per­
sonas que tengan la condiciôn de residentes de paises con los que 
el Estado espahol haya suscrito Convenios de Doble imposiciôn 
(arts 12). Esta limitaciôn obedece a que el Decreto régula sôlo, 
por ser una norma interna, las devoluciones que procéda efectuar 
por la Administraciôn espahola en relaciôn con las personas que, 
residiendo en paises signatarios de un Convenio con nuestro pais, 
han percibido rentas de fuente espahola gravadas aqui pero sin 
aplicarse los limites de tributaciôn convenidos. A los residentes 
espaholes perceptores de rentas extranjeras con igual incidencia 
tributaria, se les aplicarân las disposiciones internas habilitadas 
al respecte, en cada pais.
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2 2 ) Objetivo. Esta perspective tiene dos en- 
roques : rentas a que se aplica e impuestos que inciden sobre ellos 
El Decreto se circunscribe a dividendes, intereses y cânones por 
ser estas rentas las ùnicas que se gravan limitadamente en la fuen­
te.En los demâs casos, la tributaciôn compartida supone una aplica­
ciôn, sin limites, de la legislaciôn interna del Estado donde se 
generan las rentas. En materia de dividendes, intereses y cânones 
el Estado fuente aplica su legislaciôn pero grava hasta un tope 
mâximo. La determinaciôn de los respectives conceptos se efectûa 
con arreglo al Tratado (art2 9 ).
Los impuestos que incidian sobre taies rentas eran 
el Impuesto sobre las Rentas del Capital y el Impuesto sobre los 
Rendimientcs del Trabajo Personal (1). En la actualidad suprimidos 
estes tributes por la Reforma Fiscal de 1978, hay que substLtuirlos 
por el Impuesto sobre Sociedades e Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Fisicas.
32) Formai :
- Lugar Se exige que la peticiôn se formule 
en la Delegaciôn de Hacienda donde se hubiera verificado el ingreso 
(arts 2 2). La proliferaciôn de los expedientes relacionados con los 
Convenios determinô la creaciôn, en las Delegaciones de Hacienda 
de catégorie especial, de una "secciôn de Convenios para evitar la 
doble imposiciôn infernacional" (arts 10); desaparecidas, hoy dia, 
estas Secciones como consecuencia de la reorganizaciôn administra­
tive efectuada por el Real Decreto 489/1979 de 20 de febrero, y 
configurados los Organos territoriales de la Administraciôn de la 
Hacienda Pùblica, funciona dentro de las mismas una dependencia •
(1) Para determinados rendimientos de asistencia técnica : cfr. 
Arts 20, ap. 2 del Texto Refundido del Impuesto sobre las Rentas 
del capital de 23 de diciembre de 1967.
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encargada de tales materias.
- Tiempo : El plazo para pedir la devolu­
tion es, come mâximo, el de un aho, ccntado desde la fecha del 
ingreso (arts 22 ). Llama la atencion que en alguna Orden Ministeria 
dictada en aplicaciôn de un Convenio especifico el plazo de peti­
ciôn sea mâs amplio, generalmente de dos a hos. En tal caso, la 
novaciôn es perfectamente vâlida y se aplica con preferential a lo 
dispuesto en el Decreto. Esa alteraciôn jerârquica se justifica 
porque la Orden Ministerial plasma una delegaciôn legislativa pre­
vista en el Convenio, cuyo rango en la pirâmide normativa, una
vez ratificado y publicado en el Boletln Oficial del Estado, es 
superior al Decreto (1).
- Forma : La solicitud de devoluciôn deberâ 
efectuarse en el Modèle previsto para tal fin, consignando los 
dates necesarios y con menciôn expresa del Convenio a que se acoja. 
Las especialidades contenidas en una Orden Ministerial, dictada en 
aplicaciôn de un Convenio concrete, se aplican con preferential a la 
establecidas en el Decreto; este rije en defecto de aquélla. La 
just ificaciôn de tal pref erencia se basa en el argumente ya expuest 
Las necesidades de acomodaciôn a cada caso concrete es lo que ha de 
terminado, por otra parte, la proliferation de las referidas Or­
denes Ministeriales.
- Procedimiento. El Decreto 363/1971, dé­
termina la tramitaciôn a seguir, indicando los documentes a acompa- 
har, la posible subsanaciôn de los requisites exigidos y no cumpli-
(1) cfr. Arts 12 a p • 5 del Côdigo Civil, redactado por el Decreto 
1836/1974, de 31 de m a y o ; arts 96 de la Constituciôn de 1978, y 
arts 13 de la Ley General Tributaria.
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mentados,ias Autoridades a quien corresponde la propuesta.inter­
vention, y resolution pertinentes, y las vias de reclamation 
contra el acuerdo resolutorio (artss 4--, 5-, 6 y 7 2).
El procedimiento, declarado aplicable y valide por 
las respectivas Ordenes Ministeriales, présenta la caracteristi- 
ca de que, cuando la cantidad a devolver exceda de cinco millones- 
de pesetas, se deberâ oir a la Intervention general de la Admi­
nistration del Estado; y para prâcticar la devolution se requiere 
autorizacion especial y expresa del Ministre de Hacienda (arts 6s 
pârrafo segundo),
c) La concurrencia de normas de distinto ran­
go, reguladoras de un mismo supuesto procedimental y las inter- 
ferencias y conexiones, mâs o menos armonicas, entre las mismas, 
me induce a formular las siguientes conclusiones :
1. El hecho déterminante, en cualquier 
caso (Ordenes y Decreto), de la aplica­
ciôn del procedimiento es la inobser- 
vancia de los limites convencionales, 
en relation con dividendes, intereses y 
cânones.
2. Las Ordenes Ministeriales dictadas en 
ejecuciôn de un Convenio especifico tie- 
nen preferential aplicativa sobre el De­
creto 363/1971.
3 . Dicha preferential afecta a los plazos 
de reclamaciôn y a los requisites forme- 
les de su interposiciôn, bâsicamente 
documentes a aportar.
4 . La primacia normativa se basa en la au- 
torizaciôn que se contiene en el texto 
convencional, de rango jerârquico nor­
mative superior al Decreto.
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5. El Decreto es aplicable , "c.uearis mu­
tandis", crgânica y prccedimentalmente. 
Las Ordenes se remiten expresamente a 
él.
6. La pluralidad de normas existantes, el 
nuevo régimen de declaration e ingreso 
del Impuesto de Sociedades de los no re­
sidentes (1), y las modificaciones orgà- 
nicas y funcionales acaecidas en la Ad­
ministration espahola hacen deseable uns 
refundCcion normativa y la adoption de 
criterios de aplicaciôn y validez ge­
neral .
1.3. Orden Ministerial de 25 de junic de 1973
Esta norma pretende, dentro de las coordenadas 
de seguridad juridica para los intereses del Tesoro, establecer 
un método administrativo moderno y âgil que pueda ser empleado 
en los casos en que exista un Convenio de doble imposiciôn, y que 
dé fluidez al trâmite de admisiôn de los just ificantes expedidos 
por entidades financières extrajeras. La norma afecta a los re­
sidentes de Espaha y es de aplicaciôn en aquellos casos en que, 
de acuerdo con el método de imputation para evitar la doble 
imposiciôn establecido en un Convenio, se precise justificar 
ante la Administration espahola el pago de un tribute. Tal jus- 
tificante, liberatorio de cualquier otro tipo de prueba acerca 
del pago de los impuestos en los respectives paises, se admite, 
a condiciôn de reciprocidad por parte de las Autoridades extran- 
jeras, en relaciôn con los justificantes emitidos por Entidades 
financières residentes de Espaha o por establecimientes per­
manentes situados aqui, cuando se trate de acreditar el impuesto 
satisfecho en Espaha por residentes del pais respective. La vali­
dez de taies medios de prueba queda supeditada a la revocaciôn
(1) El ''Modèle 210" se estableciô en la Resoluciôn de la Direccici 
General de Tributes de 26 de febrero de 1979 (30E. 16 de marzo).
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del ccrrespcndiente acuerdo de admisiôn y a que el Convenio deje 
de estar en vigor.
La estructura del Ministerio de Hacienda exige iden- 
tificar la antigua Direcciôn General de Impuestos con la actual 
Direcciôn General de Tributes. En lo demâs la disposiciôn es vâ­
lida y aplicable. Se recalca que el valor liberatorio de taies 
justificantes se circunscribe al supuesto de potestad tributa­
ria compartida y siempre que el método adoptado en el Estado de 
residencia para evitar la doble imposiciôn sea el de imputaciôn. 
Cuando sôlo un Estado puede gravar vnas rentas (no existe entonces 
doble imposiciôn)c cuando el Estado de residencia renuncia pues 
ya han tributado en el otro Estado (método de exenciôn), no pro­
cédé la utilizaciôn de taies medios de prueba. La disposiciôn 
atribuye valor de prueba plena a los justificantes que, emitidos 
por determinadas entidades u Organismes y reuniendo determinados 
requisites formules, se utilicen para acreditar el pago de un tri- 
bute en el otro Estado; tribute que Espaha, como pais de residen­
cia del contribuyente, debe imputar y deducir de los que este 
debe aqui pacar.
2. Normas reglamentarias especificas dictadas 
en aplicaciôn de Convenios concretes.
2.1. Un segundo grupo de disposiciones de 
caracter reglamentarie lo integran las Ordenes Ministeriales 
dictadas en aplicaciôn de los Tratados. En la mayor!a de los su­
puestos, hacen referenda a los procedimientos de reducciôn pre­
via o devoluciôn de los impuestos que gravan dividendes, intere­
ses y cânones. (1). Casi todos los Convenios han side objeto de
(1) Excepcionalmente, la Orden Ministerial de 22 de septiembre 
de 1977 aplicativa del Convenio entre Espaha y el Reine Unidc, 
contempla, por lo que se refiere a este pais, los dividendes, 
intereses y cânones, y, ademâs, las pensiones pagadas en consi- 
raciôn a un empleo pasado, las anualidades y las demâs rentas no 
mencionadas expresamente en el Convenio y qu e, procédantes del 
Reino Unido,es ten exentas de tributar aqui. Los residentes es­
paholes podrân solicitar del Inspector of Foreign Dividends la 
exenciôn ccrrespcndiente.
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su correspondiente dasarrollo reglamentario, y en los supuestos en 
que asi no ha side, la razôn estriba en que o no se ha ccnsidera- 
do necesario (Brasil y Japôn) o la mcdernidad del Tratado ha im- 
pedidc la negociaciôn (Canada, Checoslovaquia, Italia y Rumania). 
En relaciôn con Alemania se han dictado dos Ordenes; una para di­
videndes e intereses y cânones (de 10-11-71), y otra especifica 
para cânones (de 30-12-77). La razôn de tal duplicidad radica 
en la importancia que tiene, en este caso, la transferencia de 
tecnologia; ello ha exigido tal especifica regulaciôn, deroga- 
toria, en la materia, de la anterior disposiciôn. En el caso de 
Suecia, la actualidad de la Orden Ministerial de 18 de febrero 
de 1980 (1) ha posibilitado la incorporaciôn de la moderna de- 
nominaciôn de Organos territoriales de la Administraciôn de la 
Hacienda Rûblica, de acuerdo con la reorganizaciôn configurada 
por el Real Decreto 489/1979 de 20 de febrero, y de la nueva re­
gulaciôn positiva establecida por las Leyes 44/78, de 8 de septiem­
bre , y 61/78 de 27 de diciembre. El Convenio de Noruega se complé­
ta con un modelo de peticiôn de reducciôn del impuesto espahol sobr- 
dividendes, intereses o cânones, a utilizar por los residences de 
Noruega que perciba estas rentas de fuente espahola. El de Finlan­
dia, con el mismo fcrmulario,pero a utilizar por los residentes 
de Espaha en relaciôn con los impuestos que por taies conceptos 
deban ser pagados alli. En ambos casos, sin embargo, falta el 
que por parte espahola, se dicte la oportuna Orden Ministerial.
En el Convenio con Francia, y por lo que se refiere a los residen­
tes de Espaha, la Orden Ministerial de 26 de abril de 1978 (2), 
sôlo contempla expresamente el supuesto de dividendes con derecho
(1)Esta Orden deroga las anteriores de 22 de mayo de 1964, y de 
27 de julio de 1977.
(2) Deroga la de 17 de enero del964, aplicativa del Convenio de
8 de Enero de 1963, que asimismo fue derogado, salvo en relaciôn 
con las herencias, por el de 27 de junio de 197 3.
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al "crédito fiscal". A los dividendes sin derecho a tal crédite 
y a los intereses y cânones se ccntinuan aplicando las normas 
contenidas en la Nota -francesa- de 22 de mayo de 1$75, a la que 
se refiere la Instrucciôn -francesa- de 26 de enero de 1978. El 
"Centre des Impôts des non résidentes sehalarâ el procedimiento 
adecuado. La diferencia de regimetes se basa en que la Administra­
ciôn francesa todavia no ha elaborado los formularies normalizados 
para estas rentas.
Al derivar taies normas de lo dispuesto en los arti­
cules references a dividendes, intereses y cânones, (distribuyen 
la soberania tributaria entre los dos Estados, el de la residen­
cia y el de la fuente, estableciendc un porcentaje de retenciôn 
en éste), se hace precise una reglamentaciôn complem.entaria que 
articule el sistema para âplicar los limites impositivos conveni­
dos .
El Modelo de Convenio de la OCDE sôlo prevé tal posi­
bilidad en relaciôn con los articules 10 -dividendes- y 11 
-intereses-; sin embargo, todos los Convenios suscritos por 
Espaha contienen oal mandate en estes casos, y en el preospto que 
régula los cânones. La razôn es simple y hace relaciôn a la inal­
terable politico espahola de gravar los cânones en el pais de donde 
procéder. La fôrmula que los Convenios utilizan para prever tal 
posibilidad es la siguiente : Las Autoridades compétentes de los
Estados Contratantes establecerân de mutuo acuerdo la forma de 
aplicar estos limites .
2.2. El procedimiento seguido para la positi- 
vaciôn del sistema varia de un pais a otro. Mientras que en unos 
casos el desarrollo reglamentario de los Convenios se realiza a 
nivel de instrucciôn o circular interna, sin caracter de norma 
general, Espaha ha articulado un régimen que implica que el pro­
cedimiento a seguir para la aplicaciôn de aquellos limites, se 
concrete en una norma positiva con rango de Orden Ministerial,
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publicada, como tal norma general, en el "Boletln Oficial del 
Estado". Tales disposiciones son el result ado de una negociaciôn 
compleja entre las .Autoridades de ambos Estados Contratantes, ya 
que la norma prevé los diversos procedimientos a seguir, segùn 
los distintos tipos de rentas, por los residentes de uno y otro 
Estado, ante una y otra Administraciôn fiscal, en los supuestos 
de "reducciôn" previa, o,devoluciôn en caso de
ingr^s excesivos por no haber tenido en cuenta la existencia del 
Convenio. Ello implica el que tales Autoridades deban estar 
conformes no sôlo en el Modelo o formate del impreso (formulario) 
a uûiLizar (a v e c e s .incluso en su color), sine tambien en el pro­
cedimiento m i smo.
Las disposiciones espaholas que désarroiIan les Con­
venios han venido siendo estructuradas, ùltimamente, con arreglo 
a un criterio uniforme. Se diferencian dos grandes apartados : 
el primero, para los residentes de Espaha, y el segundo, para 
los del otro pais. Dentro de cada uno de estes apartados se dis­
tinguer los tipos de rentas que exiger tal reglamentaciôn : 
dividendes e intereses, y cânones. Los residentes de Espaha que 
utilizan el procedimiento son los que perciben taies rentes de 
fuente extranjera y necesitan acudir a la otra Administraciôn 
fiscal para que les reduzca o les devuelva el impuesto a pagar 
o pagado excesivamente, aqui. Se trata del capitule o apartado meno 
explicitado de la Orden Ministerial porque es a la Administraciôn 
extranjera a la que corresponde fijar los trâmites a seguir para 
dar cumplimiento al Convenio. Los residentes del otro-’pais a los 
que alude la reglamentaciôn, son aquellos que perciben dividendes 
e intereses y cânones de fuente u origen espahol. A estos casos 
se refiere el apartado mâs complejo y extenso de la Orden respec­
tive porque es a nuestra Administraciôn a la que corresponde apli­
car los limites impositivos acordados. La norma régula detallada-
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mente les casos en que el sujeto pasivc opta por el método de ré­
duction y aquéllos en que, habiendo pagado como si no existiese 
Convenio, con arreglo a las normas générales de la législation 
interna espahola, solicita la dévolution del exceso pagado; dé­
volution que se efectua de acuerdo con el procedimiento previs­
to en el Decreto 363/1971, de 25 de febrero.
2.3. Las Ordenes incorporan, como Anexos, los 
formularios que deben cumplimentarse por los interesados para 
hacer valer su derecho ante las AdminÊtraciones fiscales. Dichos 
formularies, diferentes segùn los distintos tipos de rentas - 
dividendes e intereses y cânones- y segùn el procedimiento -de 
réduction o dévolution- por el que se opte, se redactan en los dos 
idiomas (espahol y el del pais que corresponda); asi se facilita 
su manejo por los interesados y por las Administracione s de ambos 
paises. Asimismo, y para hacer mâs sencilla su comprensiôn, se in­
serran unas explicaciones en las que se detalla el por qué de
la tributaciôn y el procedimiento a seguir segùn la alternativa 
eleci ta.
2.4. La Reforma Fiscal espahola de 19^8 ha 
incidido de forma diverse sobre las normas que reglamentar los 
Convenios de doble imposiciôn. La secciôn que, en las Ordenes 
Ministeriales, se dedica a la "Informaciôn"(1), contiene refe- 
rencias a los "Impuestos a cuenta" y a los "générales sobre la 
REnta de las Personas Fisicas y sobre Sociedades . La vigencia 
de un sistema tributario basado en un régimen dual exigia tal 
menciôn. Sôlo las disposiciones relatives a los Convenios con 
Dinarmarca y Suecia, dada la fecha en que se ha publicado, alu- 
den al sistema vigente basado en impuestos sintéticos y generates 
sobre la renta. En los casos en que se formula aquella otra re-
(1) En las Ordenes que desarrollan los Convenios con Alemania, 
B'élgica y Finlandia se alude a "Notas explicatives"
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ferencia, esta debe entenderse substituida per los Impuestos, 
acutalmente, en vigor.
Una cuestiôn que se plantea es la referente al me ­
mento a partir del cual ha de empezar a contarse el plazo para 
formular la peticiôn de devoluciôn ante la Delegaciôn de Hacienda 
correspondiente. La mayoria de las Ordenes fijan uno u otro momen­
to segùn el tipo de renta considerado. El sistema de tributaciôn 
a cuenta exigia tal diferenciaciôn. En la actualidad, y dado que 
el devengo del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, 
coincide con el fin del aho natural, sera éste el déterminante 
del dia " a quo", es decir del dia a partir del cual ccmienza 
a ccmputarse el plazo fijado en la respectiva Orden Ministerial.
En el Impuesto sobre Sociedades se suscita un problema de mâs 
dificial interpretaciôn. El periodo impositivo se entiende conclui- 
do, para las Sociedades no residentes en Espaha, cuando solicite 
la autorizaciôn correspondiente por retirer del terri torio nacio- 
nal los rendimientos gravados obtenidos aqui, y el devengo del 
Im.puestc se produce el ùltimc dia del période impositivo (1).
La publicaciôn del Real Decreto 35'',L9'7'9, de 20 de febrero, re- 
gulador del régimen de rentenciones a cuenta del Impuesto sobre 
Sociedades; de la Orden de 26 de febrero de 1979, complement aria 
del anterior, y de la Resoluciôn de 28 de febrero de 1979 aproba- 
toria del Modelo (nùmero 210) de declaraciôn e ingreso del Impues­
to sobre Sociedades de los no residentes, ha supuesto una altera­
ciôn notoria y flagrante de régimen legal general, y ha prescin- 
dido olvidândolo ', del sistema propio establecido en los Convenios 
de doble imposiciôn, a pesar de la referenda contenida en el 
apartado "Quinto" de tal Resoluciôn. La pluralidad de regimenes 
existences y el confusionismo legal, exigen su clarificaciôn; a 
elle tienden las siguientes observaciones :
a) Si el perceptor extranjero de la renta
qravada en Espaha es una persona fisica
1) cfr. art2s 21 y 7 de la Ley 61 /'78 del Impuesto de Sociedades.
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el Impuesto, independientemente del regi­
men de retencior.es prévistos (1), se de- 
venga el dia 31 de diciembre de cada a ho; 
el plazo para pedir la devoluciôn cue. en 
su caso, procéda, ccmienza a contarse des- 
de el dia 1 de enero siguiente.
b) Si el perceptor es una Sociedad no resi­
dent e de Espaha, el plazo se cuenta :
- si se opta por el régimen legal general, 
una vez finalizado el ejercicio econô­
mico correspondiente;
- Si se elige el sistema (slegal?) de la 
Orden Ministerial de 26 de febrero de 
1979, en el caso de dividendes y câno­
nes, cuando se practique la liqnidaciôn 
forf ataria a que se refiere el a p . "un- 
decimo" de tal disposiciôn; y en el su­
puesto de intereses, cuando se tribute 
definitivamente al tipo del 24%, que 
fija el ap." octavo" de la Orden cita- 
da. Taies liquidaciones definitives se- 
rân las que inicien el plazo de ccmpuTc 
para pedir la devoluciôn pertinente, 
pues a través de ellas el impuesto s- 
hace exigible y se devenga.
c) La necesidad de presenter, en tcdo caso el 
Modelo 210 ante la dependencia gestora 
de les Convenios de doble imposiciôn en la 
correspondiente Delegaciôn de Hacienda, es 
incompatible con uno de les siàzemas pre- 
vistos en la reglamentaciôn aplicativa de 
taies Tratados El Modelo 210 prevé sôlo 
la liguidaciôn del Impuesto con arreglo a 
la legislaciôn interna espahola; es decir 
aplicaciôn plena sin reducciôn o limita­
ciôn alcuna en la fuente. En tal caso, el -
(1) a r t 2s 147 a 152 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Fisicas de 3 de agosto de 1981.
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sistema es vaiiac; .^ a peticicn u^iericr 
de devclucicn, subsanara la impcsicicn es 
pahola excesiva. Fere si, per el ecntra- 
ric, el perceptor extranjero opta per el 
sistema de retention limitada en la fuen­
te espahola, la necesidad de presenter 
el Modelo 210 contradice el régimen de 
"reducciôn" configurado en los Convenios 
espaholes. Entiendo que en tal caso tal 
exigencia no es necesaria y que prevale- 
ce el procedimiento convenido. El argumen 
to de que la Orden de 26 de febrero de 
1979, al ser de fecha posterior, deroga 
las disposiciones de igual rango anteric- 
res no es valide, porque las normas re- 
glamentarias dictadas en aplicaciôn de 
los Convenios derivan su ruerza obliga­
tor ia de una norma del mâs al te range, y 
porque la materia aqui regulada discurre 
por cauces distintos de los estrietamen­
te internos. Ademâs, en algùn case, taies 
disposiciones s on, incluso, de fecha mâs 
reciente : v. gr Orden Ministerial de 




CONVENIOS DE DOBLE IMPOSICION 
SOBRE LAS HERENCIAS
663
CONVENIOS SOBRE LAS HERENCIAS (x)
1. De los Convenios de Doble Imposiciôn suscritos 
por Espana referentes a las Herencias, el de Grecia es el mâs 
antiguo, data de 1919. Los celebrados con Suecia y Francia son 
del aho 1963. A diferencia de lo que ocurre con los Convenios 
de Doble Imposiciôn relatives a los Impuestos sobre la Renta y 
el Patrimonio, confeccionados en base a los Modelos de la OCDE de 
1963 y 1977, los Tratados sobre las Herencias presentan caracte-
(x) vid. - De Luis, F : "Problemas de la doble imposiciôn inter­
nacional :los criterios para su resoluciôn y el Convenio hispanc- 
frances". Institute de Estudios Fiscales. Madrid, 1964.
- Tejera, J .Më : "Convenio entre Espaha y Suecia para 
evitar la doble Imposiciôn en materia de Impuestos sobre las He­
rencias". Institute de Estudios Fiscales, Madrid, 1964.
- Uriarte, M. : 'Los impuestos sobre Sucesiones en Es­
paha, y en la Comunidad Economica Europea", en ''Hacienda Pùblica 
Espahola, N^ 6/'7, Madrid, 1970 ; pags. 195-202. Del mismo autor :
Los problèmes internationales en el Impuesto sobre las Sucesiones' 
en ''XX Semana de Es tudios de Derecho Financière . Mutual id ad Bé­
néfice del Cuerpo de Inspectores Técnicos Fiscales del Estado" 
Madrid 1973; pags. 527-535.
- Echenique, R . : "Doble Imposiciôn sobre las sucesiones;
los Convenios con Francia y Suecia : algunas reflexiones", En Es- 
tudios de Hacienda Pùblica. Institute de Estudios Fiscales. Madrid 
1978; pags 223 a 292.
- Olivares, J . I . : ''Ambito territorial de los Impuestos
Générales sobre las Sucesiones y sobre Transmisiones Patrimonia­
les y Actos Juridicos Documentados y doble imposiciôn interna­
cional", en "Estudios de Doble imposiciôn Internacional . Institu­
te de Estudios Fiscales. Madrid, 197 9, pags. 149 a 373.
- Recuero, J.R. : "Impuesto sobre las Sucesiones y Dona- 
ciones". CISS, Editorial S.A. Bilbao, 1980, Tome VII pags. 13 y 14
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risticas muy particulares como consecuencia de las circunstancias que 
los han motivado, y también por no haberse ajustado a un Modelo basi- 
co que haya servido de referenda y pauta ; el Modelo vigente de la 
OCDE es de 1966. Estos datos y el hecho de que in actual reforma espa­
hola prevea profundos cambios en el Impuesto sobre Sucesiones (1) e 
introduzca en el sistema tributario el Impuesto sobre el Patrimonio 
(intimamente relacionado con aquel Impuesto) exigirân, a no dudarlo,1 
revision de tales Convenios. A ello se ahade la recientisima aprobaci' 
por el Grupo de Trabajo nQ 1 del Comité de Asuntos Fiscales de la OCDl 
del Modelo de Convenio de Doble Imposiciôn, de 1982, sobre Sucesiones 
y Donaciones (2).
2. Los Textes de los Convenios suscritos con Francia y 
Suecia (el de Grecia no es, en puridad, un Tratado de Doble Imposiciôn 
independientemente de los problemas que suscitan y de las lagunas que 
presentan, pueden calificarse de meritorios y utiles. Suponen un prin- 
cipio de acuerdo en materias de dificil soluciôn armônica, que eviten 
o al menos, atenûen la doble imposiciôn sucesoria. Las reglas de tri­
butaciôn de las herencias varian considerablemente de uno a otro pais 
unos exigen el impuesto sobre todos los bienes relictos, cualquiera 
que sea su situaciôn, si el causante estaba domiciliado o era residen- 
te de su territorio ; otros atienden a la nacionalidad o domicilio ; 
los hay que se refieren al lugar de situaciôn de los bienes; y exister 
Estados que vinculan la nacionalidad o domicilio al causahbiente. Suce
(1)En el Boletin Oficial de las Cortes Générales de 11 de enero de 19' 
se contiene el Proyecto de Ley sobre Sucesiones y Donaciones.
(2) La adopciôn definitiva del Texto del Modelo tuvo lugar en la reu- 
niôn del citado Grupo , en el seno de la OCDE, en Paris , durante los 
dias 20 a 23 de octubre de 1981. Su aprobaciôn formai tendrâ lugar
en la reuniôn del Consejo de la OCDE, a celebrar el 20 y 21 de enero 
de 1982.
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de, ademâs, que a diferencia de los tributos que gravan periôdi- 
camente la renta o el patrimonio, el impuesto sucesorio descansa 
en presupuestos juridicos sustantivos,por ello, a la dificultad 
conciliatoria de los intereses contrapuestos, se une la relative 
a su aplicaciôn, dada la necesidad de manejo y remisiôn a concep­
tos juridicos de variado significado.
La exigencia de acudir a una norma convencional pe 
evitar la doble imposiciôn en el impuesto sucesorio se pone de re­
lieve si se analiza el articulo 2-2 del Texto Refundido del Impues 
toGeneral sobre las Sucesiones, de 6 de abril de 1967 (1), exister 
en éste medidas unilatérales tendentes a evitar la doble imposicic 
a diferencia de lo que sucede con los Impuestos que gravan las rer 
tas de las personas fisicas y de las entidades, y el patrimonio 
de aquéllas (2 ).
(1 ) Dicho articulo y apartado disponen: "El impuesto se exigirâ;
a) Por las adquisiciones a titulo de herencia o de legado de toda 
clase de bienes que radiquen en territorio nacional y de derechos 
acciones y obligaciones que en él hayan nacido, puedan ejercitarse 
o hubieran de cumplirse; y por las que se efectùen de bienes muebl 
situados fuera de dicho territorio, cuando el causante o los cause 
habientes fueran espaholes. b) Por los bienes muebles, cualquiera 
que sea el lugur en que estén situados, y los inmuebles sitos en 
territorio espahol pertenecientes a personas juridicas de nacional 
dad espahola, asi como por los bienes muebles e inmuebles situados 
en territorio espahol que pertenezcan a personas juridicas extran- 
jeras, siempre que los indicados bienes no sean susceptibles de 
transmisiôn hereditaria, ya directamente, ya que por medio de las 
acciones o titulos representatives de participaciôn en el haber sc 
cial".
(2) cfr. arts 30 de la Ley 44/78 del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Fisicas , arts 24, ap. 4 de la Ley 61/78 del Impuesto 
sobre Sociedades; y arts 32 , cinco, de la Ley 50/77 de Medidas 
Urgentes de Reforma Fiscal.
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3. El Convenio con Grecia fi^ a. las reglas que han 
de aplicarse a las sucesiones de los espaholes y de los griegos 
fallecidos en Grecia y Espaha, respectivamente. El Convenio no ré­
gula ûnicamente la materia fiscal; trata de otros aspectos de las 
herencias. Sin embargo, es el primero que establece normas tribu­
tarias sobre el tema.
El Convenio con Francia no constituye un texto juridi­
co independiente, se integra en el "Tratado entre Espaha y Francia 
ara evitar la Doble Imposiciôn y establecer normas de asistencia 
administrativa reciproca en materia de Impuesto sobre la Renta e 
Impuesto sobre las Herencias ", de 8 de enero de 1963. Su Capitule 
II del Titulo II, articulos 29 a 38 , ambos inclusive, es el dedi- 
cado a los "impuestos sobre las Herencias". El Convenio de doble 
imposiciôn sobre la Renta y el Patrimonio , de 1973, no deroga pie 
namente al de 1963. Concretamente su art9 32, ap. 3 dispone que 
"la entrada en vigor del presente Convenio deroga las disposicione 
de los articulos de 8 a 28 del Convenio de 8 de enero de 1963, en­
tre Espaha y Francia". Ademâs de las normas relatives a las Heren­
cias - art9s 29 a 38 - quedan , pues, vigentes, en lo que sean de 
aplicaciôn, los articulos contenidos en el Titulo Primero - Dispo­
siciones générales, articulos 1 a 7 - y en el Titulo III - Asisten 
cia administrative, art9s 39 a 45 - asi como el Intercambio de No­
tas entre los Ministros de Asuntos Exteriores de ambos paises en 
relaciôn con la interprêtaciôn del art9 4 del Convenio (1). La de- 
rogaciôn queda circunscrita , por tanto, al Capitulo I del Titulo 
II (art9s 8 a 28 ) referente a los "Impuestos sobre la Renta".
(1 ) No dej a de extrahar , sin embargo, la validez y oportunidad de 
tal interpretaciôn en relaciôn con un Convenio sobre las Herencias 
Es évidente que la clâsula derogatoria del Convenio de 1 973 ténia 
que haber sido mâs amplia y especifica.
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El Convenio con Suecia no plantea problemas de vigen- 
cia. En el ano 1963 Espana négocié dos Convenios con este pais, 
uno relative a los Impuestos sobre la Renta y el Patrimonio, u otrc 
a los Impuestos sobre las Herencias. Derogado el primero de ellos 
y su Convenio complementario de 14 de marzo de 1966, por el Conve­
nio de doble imposiciôn sobre la Renta y el Patrimonio de 1976, el 
de las Herencias queda plenamente en vigor.
4. Del Convenio con Grecia, de 1919, cabe decir que, ade 
mas de no constituir un Convenio de Doble Imposiciôn en sentido es- 
tricto, su aplicacion ha sido prâcticamente nula. El principle bâsi 
00 que inspira los preceptos dedicados a la materia fiscal, es el 
del gravamen de la herencia de acuerdo con las leyes del Estadc de 
situacicn de los bienes. El arts 69 ap. 4 dispone que "los derechos 
sucesorios debidos al Estado en que la sucesiôn sea abierta no se 
percibirân mas que sobre la parte de la herencia que se encuentra 
en el territorio de este Estado, pero en ningùn caso podrân afectar 
a los bienes inmuebles o muebles del difunto situados en su patria 
o en otro Estado". Este criterio se corrobora en el art9 18, cuandc 
con independencia del lugar del fallecimiento del causante ("que 
habiendo fallecido fuera del territorio del otro Estado", segùn di­
ce el Convenio) éste hubiese dejado en uno de los Estados bienes 
muebles o inmuebles. De esta reglamentaciôn cabe deducir que :
puede existir un fraccionamiento de 1
entvc ,
herencia el lugar de situacion de los 
bienes, y el de fallecimiento del eau 
santé ;
se prescinde de los conceptos de resi 
dencia y de nacionalidad, y del lugar 
de fallecimiento del "de cuius":
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- los derechos sucesorios de los Estados 
recaen sobre los bienes muebles o inmu 
bles del difun-to situados en su territ 
rio.Bienes muebles son los titulos, va 
lores, crédites, etc...(l) que compone 
la herencia.
Una clasula de no discriminacion, compléta el contenido 
juridico fiscal del Tratado. El arts 6, ap. 5 dispone que las suce- 
siones de las personas afectadas por el Convenio "no seran gravadas 
con derechos sucesorios distintos o superiores a los de las sucesio- 
nes de los nacionales". La norma debe entenderse como que los espa- 
holes fallecidos en Grecia no son gravados de forma diferente o mas 
pesada que los griegos fallecidos aqui: la alternative, contraria e 
igualmente valida .
5. El Comentario de los Convenios sobre las Herencias 
suscrito con Francia y Suecia se ajusta a un método, en parte , dis- 
tinto al utilizado al comentar los Convenios de doble imposition so­
bre la Renta y el Patrimonio. La razon bâsica es la inexistencia de 
un Modelo que haya servido de pauta para las negociaciones. No obs­
tante, dadas su sistemâtica interna y la similitud de ambos textos, 
se opta por un esquema analitico conjunto. De otra parte, la situa­
tion legal transitoria en que, sin duda, nos encontramos y la exis- 
tencia en estos Convenios de clâusulas incluidas y, por tanto, inte: 
pretadas al tratar de los de la Renta y el Patrimonio , justifica 
la brevedad de la présente exegesis.
5.1. Ambito de aplicacion.
5.1.1. Objetivo: Impuestos somprendidos.
Aunque las referencias de los textos son al "Impuesto de 
Derechos Reales", en lo que afecta a las herencias, y al "Impuesto
(1) cfr. art9 5 del Convenio comentado.
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sobre el Caudal Relicto", debe entenderse que aluden al "Impuesto 
General sobre Sucesiones" que grava las adquisiciones patrimoniale: 
"mortis causa", actualmente recogido en el arts 2 , ap. 2 a )  del 
Texto Refundido aprobado por el Decreto 1918/1967, de 6 de abril.
Se excluyen :
- el Impuesto sobre los Bienes de las Persons 
Fisicas Juridicas,
- las donaciones "inter vivos".
5 .1 .2 . Subjetivo : Personas afectadas.
El Convenio se aplica a las herencias causadas por perso-
residentes
nus que fueron al tiempo de su muerte de un Estado Contratante. Se 
abandona el criterio de nacionalidad propugnado por la législation 
especial interna espahola y se recoge el de residencia, mas acorde 
con la Ley General Tributaria (arts 21,a) y con el adoptado en los 
Convenios sobre la Renta y el Patrimonio.Sin emburgo, el problema 
que se suscita en el ambito de las herencias, es que las normas do: 
de se détermina quiénes son considerados como residentes (arts 3 
y 29 del Convenio francés, y arts ii del sueco) no especifican suf; 
cientemente a que imposition se refieren. y en ningùn caso debe sei 
la del causante , porque éste no es el sujeto pasivo de la relaciôr 
juridica tributaria surgida de la apertura de la sucesiôn.
5 .1 .3 . Territorial 
Coincide este ambito, con el territorio national.
5 .2 . Definiciones.
Se atribuye la potestad tributaria a uno u otro 
de los Estados, en funciôn de la naturaleza juridica de los bienes 
relictos; ello implica la definiciôn y determinaciôn de tal natura­
leza.
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5.2.1. Calificaciôn juridica de los bienes.
El criterio que prédomina es el del reenvio a la législation in­
terna de los Estados Contratantes para la calificaciôn de un bien co­
mo inmueble o como accesorio de éste. No se especifica la conducta 
a seguir en relaciôn con los bienes muebles, aunque normalmente se 
opera por exclusiôn . Tal es, por otra parte, el criterio de nuestro 
Côdigo Civil (1).
5.2.2.. Def iniciones especificas.
Ademâs de los bienes que, por reenvio a la legislaciôn national, 
se consideran inmuebles, ambos. Convenios determinan casuisticamente 
otros elementos patrimoniales que merecen tal calificativo (arts 30
del Convenio con Francia, y artss IV y VI del Convenio con Suecia).
Segùn Exhenique (2) de la distinta redacciôn de ambos textos résulta 
un tratamiento diferencial, a veces mas aparente que real, en los 
siguientes conceptos:
- créditos garantizados con hipôteca,
- participaciones,
- derechos de caza y pesta, y
- derechos a cânones variables o fijos por la 
explotaciôn de yacimientos de minérales,fuer 
tes y otras riquezas del suelo.
La aparente superioridad del texto francés sobre el Sueco se de­
be fundamentalmente a la dificultad de armonizar una legislaciôn de 
corte latino con otra de inspiraciôn anglosajona.
(1) cfr. sus artSs 333 a 337
(2) op. cit. pâgs. 247 a 252.
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5.3. Criterios de imposition.
La option elegida es la de atribuir la facultad de gravar 
al Estado de la residencia del causante, reconociendo al Estado 
de situation un derecho limitado a imponer categorias especificas 
de bienes. Los criterios seguidos en los Convenios vigentes se re- 
flejan en el siguiente esquema:
5.3.1. Convenio hispano-francés (artss 30 a 34).
a) Derecho a gravar del Estado de situation de 
los bienes:
- bienes inmuebles y accesorios;
- ganado y aperos de labranza utilizados en 
explotaciones agricolas o forestales; y
- bienes muebles corporales, incluido el mo- 
biliario, la ropa , al ajuar doméstico y 
los objetos o colecciones de arte no afec- 
tos a un establéeimiento permanente o base 
fija.
b ) Derecho a gravar del Estado de residencia de 
causante en el momento del fallecimiento de 
este :
- bienes incorporates de la herencia no com- 
prendidos en otras categorias; y
- valores mobiliarios y otros créditos.
c) Criterio del establetimiento permanente o 
base fija (derecho del Estado donde èstos 
estén sitos :
- bienes muebles invertidos en una empresa c 
mercial , industrial o anâloga; y
- bienes muebles afectos a una instalaciôn 
profesional.
d ) Derecho a gravar del Estado donde estén régi 
trados o inscrites los bienes:
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vehiculos de mtor en general (barcos, . 
aeronaves, automoviles, etc..); y
patentes , marcas de fâbrica y derechos 
de la propiedad intelectual.
5.3.2. Convenio hispano-sueco (art^s IV y V).
a) Derecho de imposition del Estado de si­
tuation de los bienes:
- Ademâs de los bienes asi gravados en el
Tratado con Francia, se incluyen :
- los derechos de caza y pesta, y los de­
rechos a cânones variables o fijos por 
la explotaciôn de yacimientos de minera 
les , fuentes y otras riquezas del suel
- las participaciones en las sociedades p 
sonalistas con personalidad juridica, 
el valor de la participaciôn correspond 
a un inmueble.
b) Derecho de imposiciôn en el Estado de re 
sidencia del causante :
- bienes incorporates no gravados en el 
otro Estado con arreglo a criterios esp 
cificos, y
- las acciones de una sociedad por accio- 
nes si a la fecha del fallecimiento es- 
tuvieran efectivamente en el Estado en 
que el causante era residente.
c) Criterio del establéeimiento permanente 
o base fija :
- bienes muebles que formen parte del act 
VO de un establéeimiento permanente de 
una empresa industrial, comercial o de 
artesania; y
- bienes muebles afectos a una instalacic 
profesional
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d) Derecho de imposition del Estado de si­
tuation juridica registral de los bienes
- las acciones de una sociedad de capita 
les , que al tiempo del fallecimiento 
no estuvieran en el Estado de residen­
cia del causante.
5.4. Deduction de Deudas.
Se sigue.las siguientes pautas :
5 .4 .1 . convenio hispano- francés (arts 35).
Segùn el autor citado (1) este Tratado aplica un criterio de 
distribution "uti singuli" , cuyos principios bàsicos son los siguie 
tes :
a) Afeccion o relation : el pasivo de las empresas se 
deduce donde se liquida el activo . Si existen establecimientos per­
manentes o base fijas en ambos Estados la imputation de las deudas 
corresponde a los bienes afectos a la instalaciôn de que dependan , 
totalmente o a prorrata, segùn exista una sola instalaciôn o varias.
b) Garantia ; las deudas garantizadas con inmuebles, 
derechos inmobiliarios,barcos, aeronaves, u otra clase de bienes se 
imputan a taies bienes.
c) Residual ; cualquiera otras deudas se deducen en el 
Estado de residencia del causante.
d) Deducciôn del exceso; para los saldos pasivos sin eu 
brir en el Estado en que se realiza, se deduce del valor de los otrc 
bienes sujetos a imposiciôn en el mismo Estado.
(1) Echenique,R. op. cit.pâgs 263 a 272.
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5.4.2. Convenio hispano-sueco (arts VI).
Responde a la misma conception "uti singuli". La imputa­
tion singular de deudas es pareja a la de los bienes. El Estado de 
residencia grava integralmente y deduce de igual forma, las deudas 
Solo los bienes gravados en el Estado de situation requieren norma 
para tal imputation. Los principios générales corresponden a los \ 
analizados (afeccion , garantia. residual y de deduction de excesos 
Ademâs , el ap. 4 del arts VI contiene una norma exceptional si 
los bienes estân sujetos a las instituciones de mayorazgos, fedei- 
comisos u otros anâlogos. En este caso se deducen las deudas solo 
en la medida en que correspondan a dichos bienes o estén garanti­
zados por ellos.
5.5. Métodos para evitar la doble imposition.
Son distintos en ambos Convenios. El de Francia, en su 
arts 36, establece el de exenciôn con progresividad. Dispone que 
"cada Estado conserva el derecho de calculer el impuesto sobre lo: 
bienes hereditarios que le corresponde gravar exclusivamente, se­
gùn el tipo que habria de aplicarse si se considerase el conjunto 
de los bienes sometidos a tributaciôn por su législation interna' 
Exenciôn , porque cada Estado grava sôlamente los bienes que le 
corresponde gravar; la utilizaciôn del término "exclusivamente" es 
significative . Pero progresividad, porque el tipo es el que corre 
ponderla a un conjunto y aunque, en el caso concrete, se aplique 
a una porciôn mâs limitada: la que realmente se grava en cada Este 
do.
En el Convenio son Suecia, el articule VII es el 
que détermina el método. De tal precepto se deduce lo siguiente:
a) Admisiôn del principle de "imputaciôn ordinaris 
cada uno de los Estados acredita lo efectivamente pagado en el otï
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Estado, pero con el limite de propio impuesto.
b) Sustitucion, en ocasiones, de dicho sistema por 
el de exenciôn. Concretamente, cuando el causante, subdito de uno 
de los Estados reside en el otro Estado desde siete ahos antes de 
la fecha de la muerte.
c) Vigencia inalterable y en ambos supuestos del 
principle de progresividad.
5.6. Otras disposicoines.
Entre estas destacan las referentes al procedimiento amisto- 
so, intercambio de informaciôn, privilégias diplomâticos, no discri- 
minaci'on , ratificaciôn y entrada en vigor. La amplitud del Comenta 
rio efectuado al tratar estos mismos temas en los Convenios sobre la 
Renta y el Patrimonio, me exime, justificada y sobrddamente, de 
otras observâtiones al respecte . Considérese lo e<pues te anterior- 
mente y apliquese, "mutatis mutandis" a este ambito. En relaciôn cor. 
la entrada en vigor y denuncia cabe, no obstante, formuler unas obse 
vaciones :
el Convenio con Francia se aplicô primera v e z , al 
gravamen de las herencias de las personas falleci- 
das en el dia y a partir del dia en que se inter- 
cambiaron los instrumentes de ratificaciôn, es dec 
desde el 29 de noviembre de 1963 (arts 44).
el Convenio con Suecia, entrô en vigor a los 30 
dias del Canje de los Instrumentes de Ratif icaciôn 
aplicândose a las herencias de las personas, cuyo 
fallecimiento se produjo después de su entrada en 
vigor. Como el canje se efectuô el 30 de diciembre 
de 1963, su vigencia tuvo lugar desde el 29 de ene 
ro de 1964.
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En caso de denuncia, el Convenio con Francia se 
aplicarâ por ultima vez a la imposition de las herencias de person 
fallecidas, lo mâs tarse el 31 de diciembre del aho civil en que s- 
haya denunciado; se exije, no obstante, un preaviso de 6 meses, no 
tificado por via diplomâtica (artQ 45, c). El Convenio con Suecia 
, que debe denunciarse por la misma via y con igual plazo, dejarâ 
de estur en vigor al terminar el aho natural en que se haya nctifi- 
cado la denuncia; se aplicarâ por ultima vez a las herencias de la: 
personas fallecidas antes de que termine dicho aho (arts XIII).
